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EL VARÓN CASTRADO 
Mentiras y verdades sobre la violencia de género en España 


José Díaz Herrera 


A mis hijos, Pepe, Pablo, Íñigo e Isabel. 


A los más de 250.000 hombres detenidos en los tres últimos años por supuesta violencia 
doméstica. 


A sus hermanas y madres, protagonistas silenciosas de una tragedia invisible. 


A los 1.300.000 hombres divorciados que luchan por el reparto justo de su sociedad de 
gananciales y a los componentes del nuevo feminismo que rechazan que la mujer separada sea un 
parásito del hombre. 


A los padre que les han robado a sus descendientes y luchan por la custodia compartida de sus 
hijos. 


Él crea los priores, los obispos, los abades, arzobispos, doctores, patriarcas, potestades; [...] de 
verdades hace mentiras; de mentiras hace verdades [...] Donde hay poca justicia es un peligro 
tener razón. 


FRANCISCO DE QUEVEDO Y VILLEGAS 


4 
Prólogo 


Ainhoa 


Empezaré refiriéndome a una mujer de cuidado. Tiene la cara limpia, la piel pálida, el cabello castaño hasta 
los hombros y una mirada clara que irradia serenidad. "Tras ese aspecto de no haber matado jamás ni a una 
mosca se esconde la personalidad de una mujer de armas tomar. 


Ainhoa García Montero, nacida el 16 de enero de 1975 en Hernani (Guipúzcoa), el principal vivero de ETA, 
ingresó en la banda armada en el año 2000, en el Comando Buruntza, nombre tomado de un monte cercano 
a San Sebastián. Desde entonces ha participado en la colocación de un explosivo en el cementerio de Zarauz 
para asesinar a la cúpula del PP; en mayo de 2001 le envió un libro-bomba al periodista Gorka Landaburu 
que le cercena algunos dedos y ese mismo mes se le atribuye el asesinato del director financiero del Diario 
Vasco, Santiago Oleaga. 


Durante los años 2001 a 2003, esta mujer de aspecto apacible me tuvo en su punto de mira: «Ministerio de 
Interior. Dirección General de la Policía. Brigada Provincial de Información. » 


«Acta de comunicación. Se extiende en Madrid siendo las 11:30 horas del día 10 de marzo de 2005, en 
las Dependencias de la Brigada Provincial de Información, por el inspector con carnet profesional número 
78.868, quien procede en este acto a comunicar a don José Díaz Herrera, que su nombre, profesión y ciertas 
características físicas figuraban entre las documentaciones intervenidas a la organización terrorista ETA-m 
en la localidad de Saintes (Francia) el pasado día 9 de mayo de 2003.» Hay una firma ilegible y un sello que 
pone «Jefatura Superior de Policía. Brigada Regional de Información. Madrid». 


Y así, en ese complejo bregar por la vida, con el terrorismo en los talones, llegamos a la última semana de 
julio de 2005. Planeta me ha pedido urgentemente el original definitivo de Los mitos del nacionalismo vasco. 
Es precisa hacer una última corrección de nombre y fechas, y me reuno en el complejo hotelero Naturavila 
con tres personas de mi confianza: Adolfo Prego, magistrado del Supremo; Carlos Olazábal, diputado foral 
por Vizcaya, y Sebastián Moreno, periodista. 


Fue un fin de semana de trabajo intenso y agotador. A la vuelta a Madrid, el domingo 3 de agosto de 2005 
pensé en Ainhoa García Montero, en ETA y en el nacionalismo vasco. Mi nuevo libro, como los anteriores, 
sobre Arzalluz y sobre las entrañas de la banda terrorista, se le iba a atragantar. 


Pero quien de verdad sufrió un drama familiar fui yo. Al tiempo que mi padre, noventa y tres años, moría 
en Tenerife, mi mujer se quería separar. A mis espaldas, Ángel Banús, casado con Celia García Quirós le 
habían alquilado el piso de por medio de una de sus sociedades familiares. Sonia Marqués y Miguel Matosián 
le dejaron un apartamento herencia de ella en Marbella para que se fuera a pasar unos días con los niños[!] 


Fueron momentos duros y difíciles -días, semanas- en que la vida casi deja de tener sentido. Todo aquello por 
lo que has luchado -familia, hijos, patrimonio- se evapora en un segundo, los amigos, salvo uno -Sebastián 
Moreno- se ocultan, la familia está lejos, en Canarias, y ya nada vuelve ni volverá a ser igual. Jamás. 


Pasado el tiempo y tras conocer en el último año otros muchos casos de hombres separados he cambiado de 
opinión: pienso que soy uno de los pocos varones afortunados que quedan en España. Mis relaciones con mi ex 
mujer no son buenas ni lo serán nunca -como dice la juez María Sanahuja, si lo fueran no estaría divorciado- 
pero tengo dos hijos por los que luchar, he recomprado mi casa y mi bienestar. Soy un hombre más endeudado 
que nunca pero, dentro de las circunstancias, hago lo que me gusta y soy feliz. Además, puedo hablar sin 
rencores archivados con mi ex cada vez que quiera no por medio de autos judiciales, sin tirarnos los trastos 
a la cabeza, que ya es muchísimo. 


MMHija de Tessa de Baviera, me habían suplicado años antes que no sacara a su madre en un libro. La tal Tessa de Baviera 
estaba acusada de evasión de divisas en la red del diplomático Francisco Javier Palazón. Los Banús me habían pedido a finales 
de los noventa que no publicara en Cambio 16 las correrías de una de sus hermanas por Canarias, de las que sabe mucho en 
general el guardia civil Guillermo Ostos. 


Y es que eso no es lo habitual en los procesos de separación y divorcio. En los casos cercanos que conozco, 
salvo el del sociólogo y periodista Lorenzo Díaz y la periodista Concha García Campos] cuando decidieron 
separar sus vidas y ella se fue con el director de cine Andrés Vicente Gómez, ex de Carmen Rico Godoy, ya 
fallecida, muy pocos asuntos se resuelven fuera de los tribunales al no existir en España una Ley de Mediación 
que ponga un poco de sensatez a tanta locura suicida que, no pocas veces, acaba con el asesinato de la mujer 
y el suicidio del hombre. Algunos amigos míos han pasado por ese trance y hoy se alegran de haber podido 
frenar a tiempo. 


El abogado Javier Alvear vivió hace siete años una de las más duras experiencias que la vida puede deparar 
a un ser humano trabajador y sensible como él. Sus amigos llevaban tiempo diciéndole que su mujer se la 
pegaba con otro, pero él tenía la cabeza tan llena de cosas que prestó atención a las habladurías hasta que 
un día se dio cuenta en sus carnes de ese popular aforismo que dices que «una imagen vale más que mil 
palabras». 


La reacción de su mujer, al ser pillada in fraganti en una foto, fue seguir negándolo todo hasta la mañana 
siguiente. Ese día, nada más clarear, se fue al banco y se llevó veintiséis millones de pesetas. Todos los ahorros 
que había en la cuenta corriente de la pareja. 


No quedó ahí la cosa. Veinticuatro horas después, cuando Javier acudió al parking de su casa a coger el coche, 
un Lexus de veinte millones, se llevó la segunda sorpresa. 


- Se lo ha llevado su cuñado esta mañana -le dijo el encargado del garaje. 


Alvear perdió la cabeza. Fue a su casa, sacó una vieja pistola Astra, llenó el cargador y se fue en un taxi en 
busca de su mujer a Galicia, adonde suponía que se había ido con su familia. Su hermano José, que conocía 
sus intenciones, le siguió en otro taxi y logró persuadirlo cerca de Ponferrada] de que no le pegara dos tiros 
a la que había sido su «media naranja». 


Hoy, Javier Alvear da gracias a Dios. Si hubiera existido la Ley contra la Violencia de Género incluso ella le 
habría podido meter en la cárcel y paradójicamente habría acabado en los tribunales su brillante carrera de 
jurista. 


Jaime Montalvo es también abogado. El 2002 se separó de su mujer, con graves problemas de personalidad, 
y se fue a vivir con sus dos hijos -que optaron libre y voluntariamente por seguir al padre- primero a casa de 
su madre y luego a un piso de Madrid. 


En 2005, nada más entrar en vigor la Ley contra la Violencia de Género, su ex mujer lo demandó. Y a pesar 
de que el rendimiento escolar de los niños es muy bueno y sus relaciones con sus amigos habían mejorado 
ostensiblemente, la juez ordenó que devolviera los hijos a su ex esposa, pues su «salud mental» estaba 
deteriorada. 


Lo acusaron, además, de ejercer el Síndrome de Alienación Parental -que se explicará más adelante- sobre su 
prole, y le obligaron a pagar una pensión mensual de 1,5 millones de pesetas cuando su sueldo en su despacho 
era exactamente la mitad. Intentó protestar en uno de esos juicios rápidos en los que se ve la vida de una 
pareja en diez minutos. Presentó las facturas del despacho, donde trabajan otros veinticinco letrados, pero la 
juez le retiró el uso de la palabra. 


-No me cuenta más películas, señor letrado, o lo mando detener por «retención ilegal» de sus hijos. 


Con todos los informes psicológicos a su favor -su mujer sufre un síndrome depresivo recurrente por el que 
no quiere ver a nadie, no sale de casa y carece de interés por relacionarse con la gente- está a la espera del 
juicio definitivo que ponga las cosas en su sitio y le libere del «atraco» a su economía que sufre desde hace 
más de un año. 


En la primavera de 2004, «radio macuto» anunció que Beatriz Pérez-Aranda acababa de arrojar de su casa 
a Luis Mariñas. Lo significativo del caso consistía en que los dos eran periodistas y amigos del matrimonio 


2La pareja de Lorenzo Díaz es en la actualidad consejera del Gobierno de Castilla-La Mancha. 
3El juicio de reclamación de cantidad de Javier Alvear contra su ex esposa se encuentra en estos momentos en el Tribunal 
Supremo. 


Aznar-Botelld!] Pérez Aranda fue la biógrafa de Ana Botella?| y Mariñas dirigió la tertulia Los Desayunos de 
TVE hasta la caída en desgracia del gobierno del Partido Popular[?] 


El matrimonio se había comprado una casa en Aravaca y tenía un bebé de tres años que la «la niña de los 
ojos» de Mariñas. Lo que trascendía de la ruptura matrimonial era un escándalo. Al parecer, una mañana, 
Pérez Aranda cambió la cerradura de la casa y le prohibió a su marido entrar en el que hasta entonces era el 
domicilio de la pareja. 


-Si quieres que te dé tus cosas personales, búscate a alguien que te haga de testigo. 


El periodista, de origen gallego, acudió entonces a su amigo, Pepe Ribagorda, con el que había compartido 
trabajo años antes en Tele 5. El fue testigo de la desagradable escena y le ayudó a transportar sus trajes 
hasta un hostal de Vallecas, donde se alojó los primeros días. 


Mariñas no acabó durmiendo bajo un puente y alimentándose de raíces o de la caridad pública, como le 
ocurre a muchos divorciados arrojados por las leyes a la marginalidad más absoluta al desposeerle de todos 
sus bienes, porque Manuel Soriano, director general de Radio Televisión Madrid, le contrató inmediatamente 
para dirigir uno de los programas informativos de la cadena. 


Ignacio Santos, periodista de una revista de información especializada en viajes, se había casado con Laura 
Oliva, una mujer aparentemente más débil que él-«poquita cosa»-, afirmaban los que por aquellas fechas la 
conocieron. 


Lo que poca gente sabía es que la «mosquita muerta» trabajaba como jefe de recursos humanos u de head 
hunters en una gran empresa de servicios. Su trabajo consistía en estudiar los balances de otras compañías, 
ver las partidas en las que se podían recortar gastos y meter tijera de manera inmisericorde e implacable. 


Sus recomendaciones solían ser órdenes para los dirigentes y grandes ejecutivos de las compañías que con- 
trataban sus servicios. Casi siempre recomendaba recortar las plantillas y echar a la calle a centenares de 
obreros «improductivos» o cercanos a la edad de jubilación. 


-¿A cuántos has mandado hoy el paro? —le preguntaba el marido en broma. 


Ignacio Santos ignoraba que el próximo de la lista iba a ser él. Un día, su mujer llegó a casa y observó que 
su marido se había aburguesado demasiado. En lugar de llevarla a visitar sitios exóticos, a salir de discoteca 
hasta las tantas de la madrugada, a descubrir paraísos desconocidos, él se dedicaba a leer, a pasear, a ver la 
televisión y a cuidar de los niños. 


Inmediatamente puso en marcha una reconversión de plantilla en su propia familia y lo puso de patitas en la 
calle. Se quedó, naturalmente, con la casa de Madrid permitiéndole a él disfrutar de la de la playa, «porque 
sabe que no la voy a vender y que va a ser para las dos niñas», dice Santos al autor. 


A Ignacio Santos, una persona de natural cansina, perezosa, propensa a verlo todo negro y poco propicia a 
decir una palabra más alta que la otra no le dejó protestar: 


-Si me levantas la voz llamo a la Policía. 
Tampoco le permitió ni siquiera cuestionar el futuro de los hijos de la pareja. 
-Se quedan conmigo. Por la custodia de las niñas estoy dispuesta a mentir lo que haga falta. Tú verás. 


De esta manera, en el año 2004 y poco antes del verano Santos acabó en un sórdido apartamento de Madrid 
que le prestaron unos amigos chilenos. Igual que los centenares de ejecutivos y cuadros medios de las empresas 
que su mujer había echado a la calle sin darles opción siquiera de opinar. 


La lista de hombres víctimas de la Ley de Violencia de Género, elaborada por el Parlamento para condenar 
al hombre por el hecho de serlo sería interminable, pero no es este el propósito de un simple prólogo. 


¿Como tales, formaron parte con Fernando Sánchez Dragó, Pedro J. Ramírez y otros, del «elegido» club que asistió al enlace 
de Ana Aznar Botella y Alejandro Agag en El Escorial a la «boda del siglo» para la familia Aznar. 

5 Ana Botella. La biografía, de Beatriz Pérez-Aranda y José Luis Roig, Edicione B, 1995. 

SFue sustituido por la periodista Pepa Bueno. 


Cuando en 1976 vine a Madrid a trabajar en Cambio 16, Pepe Oneto y Juan Tomás de Salas me encomendaron 
una tarea difícil, la más difícil del periodismo de aquella época: acosar y meter en la cárcel a los golpistas 
que campaban por sus respetos en los cuartos de banderas de los cuarteles y amenazaban un día sí y otro 
también con acabar con el régimen de libertades. 


Se creó entonces el Equipo de Investigación de la revista, y en coordinación con Fernando Rehinlein, de 
Diario 16, nos dedicamos a limpiar el país de pistolones. En dos ocasiones, los golpistas me descubrieron y 
me pusieron la pistola en la cabeza para matarmel'] 


Luego investigamos a los GAL y el sargento de la guardia civil Manuel Pastrana, relacionado con las tramas, 
volvió a tenerme a tiro de su automática; Gilbert Perret me arrancó una cámara de fotos en su restaurante de 
la costa valenciana, la pateó y envió a un grupo de matones a Madrid para liquidarme pero se confundieron 
y acabaron en la sede de Diario 16. 


En 1995 el comandante Ricardo Sáenz de Ynestrillas y un policía golpista vinieron a mi casa de Pozuelo de 
Alarcón a pasaportarme porque les habíamos descubierto un plan para matar al Rey y a Felipe González en 
Galicia. Me enteré de ello años más tarde, cuando me lo contó el comisario de Policía de Moratalaz, Antonio 
Andrade. 


Años antes, a través de una psicóloga tuvimos una infiltrada en un piso de los Grapo, que permitió las dos 
principales caídas de la banda, y probablemente que Antonio Pedrol Rius, Antonio Garrigues Walker y que 
unos cuantos generales del ejército murieran tranquilamente en sus camas o sigan aún con vida. Con el Grapo, 
sea dicho de una vez y para siempre, acabamos un grupo de periodistas desde Cambio 16 y no la policía, 
en una etapa en la que Pío Moa había dejado de pertenecer a la banda de matarifes-donde ocupó cargos 
políticos- e intentaba formar un partido de izquierdas. 


En 1985 denunciamos al Caso Almiróx] es decir, el intento de infiltración de la extrema derecha en Alianza 
Popular, lo que nos costó tres secuestros de la revista y, al año siguiente, sacamos el asunto de la mafia 
policial, el caso de corrupción más grave jamás detectado hasta entonces en el seno de la Policía española, 
con más de treinta agentes encarcelados. Hasta a Jesús de Polanco nuestro trabajo le pareció una acción 
encomiable y nos concedió el premio Ortega y Gasset, que rechazamos, lo que no fue obstáculo para que años 
más tarde uno de sus consejeros me llevara a los tribunales. 


En quince años de vida profesional viví siempre en el filo de la navaja, defendiendo los ideales de la concordia 
y la instauración de un régimen de libertades y de democracia para todos, que un individuo de gris intelecto, 
nefasto políticamente y metrosexual social, José Luis Rodríguez Zapatero, puede poner al borde del abismo 
en una legislatura. 


Todo el terror, el riesgo y las amenazas con una pistola clavada en la sien que sentí en aquel período de mi 
vida de iluso «salvador de una patria» en la que cupiéramos todos, sin exclusiones, no significaba nada al lado 
del dolor inmenso, la amargura inconsolable, la tragedia personal y humana de cualquiera de los personajes 
que aparecen a continuación en este libro y que se cuentan por millares. 


Porque, bajo el pretexto de acabar con la lacra de muertes de mujeres -condenables, lacerantes, terroríficas 
todas ellas- al igual que las de los hombres, ese terror invisible que no se cuenta en los periódicos, el Gobierno 
ha instaurado un «estado de sitio» contra los 21.780.869 varones que viven en España, según el padrón 
municipal de 2005. 


Así, 400 hombres son detenidos todos los días, miles de ellos sometidos a «juicios de conformidad », que 
son pantomimas de juicio porque siempre salen culpables, centenares son ingresados en la cárcel, 26.000 son 


7De aquel primer Equipo de Investigación formaba parte Sebastián Moreno junto con Rafel Cid, Miguel Ángel Liso, Juan 
Gómez y otros. Moreno fue detenido, pistola en mano, a las doce de la mañana de la calle Almagro núm. 26 cuando seguía 
los pasos a José Antonio Girón de Velasco, ligado a las tramas golpistas. Así se nos trataba entonces a quienes defendíamos la 
democracia. 

8Por cierto, el abogado de Alianza Popular y de la Triple A que pidió mi ingreso en prisión en tres ocasiones fue Alberto Ruiz 
Gallardón, recién llegado al partido de la calle Génova tras una entrevista de Blas Piñar, Manuel Fraga, Alberto Ruiz Gallardón 
y Jaime Alonso para trasvasar las bases de Fuerza Nueva al PP para crear cuadros del partido. La única persona que «emigró» 
fue Gallardón, ya que Jaime Alonso, responsable del sindicato Fuerza Nacional del Trabajo, se negó a secundarle. 


anualmente desterrados de sus barrios, y 140.000 registrados en los archivos de la Policía como delincuentes, 
aunque el 60% de ellos resultan absueltos en los juzgados penales, 20.000 se acogen a su derecho a no declarar 
para que el Estado no rompa sus familias. 


Todo ello ocurre en un clima en que las muertes en el seno de la familia, lejos de disminuir, han aumentado en 
más de un 50%, con cerca de un 40% de hombres que -perdido todo- asesinan a su mujer y luego se suicidan 
ellos. Y es que cuando todo el mundo habla de la mediación familiar, la custodia compartida, la detección 
precoz del maltratador y los programas educacionales para paliar el problema, el gobierno ha decidido matar 
moscas a cañonazos, meter en la cárcel a miles de hombres por una mínima riña familiar, culpabilizándoles 
indirectamente de la violencia más grave que comete una minoría, menos del dos por millón de la población 
masculina española. 


De todo eso y de otras cosas más trata este libro que no hubiera sido posible sin la ayuda de Sebastián 
Moreno, la colaboración de Ricardo Artola, Manolo Zazo, Carmen Dorta y Andrés Laína, y los desvelos de 
centenares de jueces, padres separados y divorciados, madres y hermanas angustiadas y otros centenares de 
personas que me contaron su caso. Á todos ellos mi profundo agradecimiento. 


Y, como ya es un lugar común en este tipo de obras, los aciertos son de quienes me han ayudado, los errores 
e inexactitudes, exclusivamente míos. 
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Capítulo 1 


Cómo ser hombre y sobrevivir en el 
intento 


El anuncio comienza con el lento tañir de las notas graves de un piano tratando de penetrar sobre 
la conciencia de la sociedad, como si se tratar del doblar a muerto de las campanas de una iglesia 
rural. Tras los primeros acordes, se escucha en off la voz grave de un hombre que se dedica a 
reconvertir la sociedad. Dice: «Antes de matarla la amenazó... con matarla. Antes de eso le dio 
mil palizas. Eso fue antes. Mucho antes le dio un puñetazo y antes un tortazo de nada. Antes la 
había amenazado con el puño y antes había golpeado la pared como si la pared fuera ella. Antes... 
había dado un millón de gritos y antes la insultó delante de los niños. Pero antes... pasaron más 
cosas. Antes le dijo: “¿Quién te crees que eres?” Y antes de eso, “Pareces tontaaa”. Y antes, ni 
se fijó en que ella lloraba. Eso fue antes. ¡Antes! Porque antes... ¡hubo tantas cosas!» La tétrica 
cortina musical pasa a un segundo plano, cesa la voz del hombre y se escucha a una mujer que 
dice: «¿Alguna vez te has preguntado en qué momento un hombre deja de ser hombre?!] Luego 
un cartel que anuncia lo siguiente: «Campaña contra los malos tratos. Instituto de la Mujer. 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. » 


De «sutil» manera el Gobierno intenta persuadir a los ciudadanos de que dentro del ámbito 
familiar sólo hay una única violencia, y que ésta actúa siempre de manera unidireccional: del 
hombre contra la mujer. El texto que sigue es un claro ejemplo de que el Gobierno siempre tiene 
la razón. 


La mañana había amanecido calurosa, como es habitual en los primeros días de agosto, y Luig?] acababa de 
despertarse. La cabeza le pesaba como un bombo como producto del estrés y del sueño acumulado. Así que 
decidió hacerse un café bien cargado y tomárselo tranquilamente en la terraza de su maravilloso penthouse 
en el centro de Madrid. 


Eran las nueve de la mañana y ya se sentía cansado. Luis consultó la agenda electrónica. Le quedaban por 
delante diez horas de agotador trabajo: siete pacientes citados en su consulta privada de la mañana y cinco 
en el de la tarde. 


-¡Qué horror! ¡Qué vida más perra la de los médicos!-exclamó. 
| | Pp 


lEstúpido remedo del anuncio de John Wayne, quien desde todas las carreteras estatales americanas amenazaba con su dedo 
acusador a los camioneros: «You are a sissy if you beat your wife.» («Eres un mariquita si pegas a tu mujer»), durante la «cru- 
zada» gubernamental contra los hombres, hoy afortunadamente desaparecida. El término «mariquita» hoy no es políticamente 
correcto, por lo que se suprimió del anuncio. 

2Luis es el nombre ficticio de J.G.S. 
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12 CAPÍTULO 1. CÓMO SER HOMBRE Y SOBREVIVIR EN EL INTENTO 


Aún no había apagado la agenda electrónica cuando le avisaron que tenía una llamada telefónica. «¿Quién 
será? ¿A quién se le habrá ocurrido ponerse enfermo a estas horas de la mañana? », se preguntó. 


Al coger el auricular se llevó una sorpresa. Le llamaban de la comisaría de la calle Federico Rubio y Galí de 
Madrid. Al otro lado del aparato, una voz sugerente y melodiosa de mujer, que más que conminarle a que se 
presentase ante la policía parecía que intentaba ligar con él, le dijo: 


-Hola, ¿cómo estás? ¿Eres Luis? 

-SÍ. 

-Mira, te llamo de la comisaría de la calle Rubio y Galí, 55. 
-¿Qué desean? 


-Hay una denuncia en tu contra y queremos que nos la aclares. Puro formalismo, ¿sabes? ¿Te puedes pasar 
un rato? 


Apenas una semana antes había entrado en vigor la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género. Luis lo sabía. Se puso en guardia inmediatamente. No obstante, hizo de tripas corazón 
y mantuvo la conversación en un tono distendido. 


-¿Voy con abogado o sin abogado?—preguntó. 
-Como usted quiera. Es puro trámite. Ya verá. 


Por su profesión y por su experiencia en tratar con enfermos, Luis sabía que estaban mintiéndole, que le 
tendían una encerrona. Decidió mantener el juego. 


-Claro, no tengo ningún inconveniente. ¿Cuándo les viene bien que pase?—preguntó. 
-Pues ahora mismo. Si puede, claro —dijo la mujer. 


Media hora más tarde, aparcó su coche cerca de la comisaría y se presentó al agente de guardia. Apenas 
traspuso la puerta, reconoció a la mujer de voz de terciopelo que acababa de llamarle. Le leyó sus derechos 
y le colocó las esposas. 


-Pero ¿qué pasa?—preguntó el médico. 


-Nada, hay una denuncia de su mujer por malos tratos. Queda usted detenido e incomunicado hasta que 
podamos llevarle al Juzgado de Violencia de Género. 


-¿Y eso cuándo será? —No depende de nosotros. Le llevaremos en cuanto el ordenador nos dé una cita. 


Luis estaba alucinando por la canallesca forma de actuar de la policía. Por lo menos tres pacientes estaban 
esperándolo en su consulta y él ahí, en la comisaría, detenido e incomunicado por una simple denuncia. 


-Bueno, antes de que me “entrullen”, podrían ustedes echar un vistazo a un DVD que he traído —dijo. 
-Claro, claro. Por supuesto. 
Una de las policías a cargo de su custodia cogió el DVD de mala manera y lo metió en el ordenador. 


-Si crees que un DVD va a salvarte del trullo andas aviado, tío. ¡No sabes lo que es pegarle a una mujer! ¡Y 
más tratándose de un famoso médico como tú! 


-Usted primero vea el DVD y después hablamos. 


La mujer policía pinchó con el ratón en la pantalla y en seguida apareció la imagen de una mujer caminando 
en una habitación amplia y luminosa. 


-¿Esa es la mujer que ha puesto la denuncia? —preguntó Luis. 


-Pues claro, su mujer. ¿Quién iba a ser, el lucero del alba? 
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La mujer policía se inquietó un momento. Esa misma mañana se habían presentado otras tres denuncias por 
malos tratos y varias compañeras suyas habían salido a detener a los maltratadores. Con la puesta en vigor 
de la Ley contra la Violencia de Género, llevaban unos días tremendos. 


-¿Y qué pretende demostrar con esta cinta? —preguntó la policía. 
-¿Por qué no lo dice y acabamos antes? —agregó. 
-Por favor, sólo le pido un poco de paciencia. Espere. 


La policía hizo un gesto de resignación, rezongó un poco y se dejó caer en un sillón sin perder de vista 
al detenido y a la pantalla hasta que de pronto abrió los ojos y en la cara se le dibujó una expresión de 
incredulidad. 


-¿Ese es usted? —preguntó. 


-Sí, ese al que está apuñalando mi mujer con un cuchillo de cocina de veinte centímetros de largo soy yo. ¡El 
mismo al que usted está acusando por malos tratos y al que desea “entrullar” en estos momentos! 


La agente hizo retroceder el DVD y puso de nuevo la escena. Una cámara oculta, situada en la cocina de 
la casa, capta un plano de la pareja discutiendo. En un momento dado, Luis se levanta y se encamina hacia 
la puerta de salida. Su mujer, Ania, de nacionalidad rusa, salta sobre uno de los cajones, echa mano de un 
cuchillo, le acorrala entre la puerta y la pared e intenta clavárselo por la espalda. 


En unos instantes, apenas unos segundos, el doctor ha estado entre la vida y la muerte. El DVD revela 
como, inesperadamente, se da la vuelta en el momento en que el arma homicida está a punto de alcanzarle 
la espalda. Con un gesto veloz, alcanza la mano de la mujer asesina y la sostiene en el aire sin poder impedir 
que la afilada hoja del arma se le clave en el pecho, a la altura de la clavícula. A continuación, se observa un 
feroz forcejeo: Ania intenta repetir la agresión, pero Luis, tras ser apuñalado varias veces en el vientre y en 
el pecho, acaba desarmándola y arrojando el cuchillo a la basura. 


Aquel día, su buena estrella, su instinto de conservación, sus excelentes reflejos y el sexto sentido que le 
permitió intuir los propósitos de su ex mujer le habían salvado de una muerte segural?] 


Al contemplar la escena por segunda vez con ojos recelosos y suspicaces, la agente y su equipo de trabajo 
encargado de encarcelar a maltratadores se quedaron paralizados, dubitativos. Tras salir de su asombro, la 
policía le hizo un comentario sexista: 


-Alguna buena le habrá hecho a su mujer antes de esta escena para que intentara matarle. 
-¿Qué quiere decir? ¿Que soy culpable de que mi mujer haya querido asesinarme? 
-Lo que digo, por mi experiencia, es que una mujer no hace eso si no se la provoca previamente. 


-Es decir que usted juzga a todo el mundo según sus prejuicios feministas. ¡No admite que haya mujeres 
asesinas, mujeres malvadas, despiadadas, arpías, decididas a hacer cualquier cosa para asesinar a su marido 
y quedarse con sus hijos y con su patrimonio! 


-No he querido generalizar. Pero, por mi profesión, sé que la violencia femenina no de acción sino de reacción. 
Generalmente, la mujer ataca cuando se siente acorralada por el hombre, cuando está en juego su vida o la 
de su agresor. 


-¡Vaya con sus teorías! ¿Sabe que he sido miembro de Médicos sin Fronteras, que he estado en varias guerras 
salvando vidas y he visto a muchas mujeres empuñar un fusil y luchar con más ferocidad y salvajismo que 
los hombres? 


-Pero esto no es la selva —dijo la agente con un tono displicente-. Estamos en Madrid. 


3Luis afirma que, más que la suerte, lo que le salvó fue el presentimiento de que iba a ser agredido cuando se volvió de 
espaldas vio la presencia fugaz de una sombra en la pared que se desplazaba velozmente hacia él en el momento en que abría la 
puerta para salir. 
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Aquella increíble y reiterada justificación de la actitud de la persona que había estado a punto de mandarle 
al otro mundo, acabó sacando a Luis de sus casillas. 


-Es decir que como ustedes tienen que aplicar la Ley contra la Violencia de Género, que no les deja salida, yo, 
que soy la víctima, tengo que convertirme en el culpable, en el «provocador» —protestó indignado-. Si no, la 
Ley, que debe ser como la Biblia para ustedes, no tiene sentido. ¿Quieren que les ponga un DVD mostrándole 
lo que ocurrió en la casa ese día, habitación por habitación? 


-¿Pero lo tiene usted grabado? —quiso saber la agente. 

-Habitación por habitación, rincón por rincón. Está todo grabado, las veinticuatro horas del día, minuto a 
minuto, con cámaras ocultas. Vengo haciéndolo desde hace ocho meses. 

-¿Y por qué ha hecho usted eso? —preguntó. 

-Porque mi compañera no paraba de amenazarme con denunciarme por malos tratos —aseguró Luis. 


-Afirmaba que, dijera lo que dijera, nadie iba a creerme. Y que iba a meterme en la cárcel, que se quedaría 
con mi hijo, con mi casa, que me obligaría a pasarle una pensión y que me arruinaría la vida. 


-¿Y cómo sabe usted eso? ¿Cómo pudo intuir que no eran simples amenazas sin consecuencias, desahogos? 
¿ ¿ Pp q Pp > 


-Porque soy médico —afirmó-. Me dedico a atender a hombres maltratados. He visto muchos casos y sé como 
actúan muchas mujeres. Además, como usted imaginarán, no es la primera vez que me agrede físicamente. 


Luis le pidió entonces a la mujer policía que metiera la mano en uno de los bolsillos de su pantalón y que 
sacara el fajo de papeles que llevaba con él y lo pusiera sobre la mesa. Treinta partes médicos de distintos 
ambulatorios y hospitales de Madrid confirmaban sus aseveraciones. Su psiquiatra, al que había tenido que 
acudir en los seis últimos meses, ratificaba en un informe la tremenda presión psicológica a la que había 
estado sometido en su paciente y compañero de profesión. 


La mujer policía leyó atónita cada uno de los partes de agresión. Comenzaba a tener dudas, no sabía qué 
hacer. 


-No me saldrán ahora ustedes con que tengo comprada a toda la profesión médica de Madrid, ¿no? —dijo 
Luis. 

-¿Y por qué no ha presentado ninguna denuncia de todo esto? —preguntó la policía. 

-Porque quiero a mi mujer, tengo un hijo con ella, y jamás he pretendido llegar a esta situación. Soy de los 


que piensan que las riñas y peleas familiares no tienen por qué acabar en la policía y, mucho menos, en los 
juzgados. 


Un cuarto de hora después, la oficina de denuncias de la comisaría de la calle Federico Rubio y Galí era 
un hervidero de policías. Las agentes encargadas de aplicar la Ley contra la Violencia de Género se habían 
encontrado con un caso que no aparecía en los protocolos de actuación que días antes les había remitido la 
Dirección General de Policía. Les rompe los esquemas y llaman al comisario y al subcomisario para pedirles 
instrucciones. La abogada de Luis, a la que había podido localizar, también estaba presente. 


La siguiente media hora estuvieron visionando de nuevo las imágenes de los distintos DVD y analizando, uno 
por uno, los partes médicos. 


-Vaya, vaya, es usted un tipo muy listo. ¡Va a conseguir que metamos en la cárcel a su mujer! —masculló uno 
de los policías. 


-No es mi intención. Sólo he pretendido defenderme. 
El comisario, que había permanecido callado y había observado la situación, tomó entonces la palabra: 


-Todo eso está muy bien. Pero va a tener que pasarse la noche en el calabozo. ¡Al menos hasta que mañana 
le presentemos al juez y éste decida! 


-¿Cómo dice usted? —protestó la abogada. 
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-Que no tendré más remedio que encerrarle hasta mañana. Es lo que dice el protocolo cuando una mujer 
presenta una denuncia por malos tratos contra su marido. 


-¡Lo que dice el protocolo! ¿Pero no ha comprobado usted hasta la saciedad que la víctima es mi cliente, a 
quien ha estado a punto de matar? 


-Sí, pero yo tengo que atenerme a las instrucciones de mis superiores. Entiéndalo usted, soy un funcionario. 
El pan de mis hijos depende de que cumpla las órdenes que me dan. 


-Es decir que han estado a punto de matar a mi cliente, de asesinarle por la espalda, y usted todavía pretende 
humillarle más, acabar con su dignidad metiéndole en un calabozo. ¡La policía de esta país no está en sus 
cabales! 


El comisario se quedó pensativo. Desde que había entrado en vigor la Ley contra la Violencia de Género, 
nunca se había visto en una situación semejante. Pocas veces en su vida se había encontrado en una tesitura 
en la que debía optar entre un protocolo de actuación, que le marcaba al milímetro lo que debía hacer, 
impidiéndole salirse de las pautas marcadas por el legislador, la tozuda realidad y su conciencia profesional, 
que le indicaban que no podía encerrar a aquel hombre, escarneciéndolo aún más. 


-Mi dílema es que las normas me mandan a hacer una cosa y mi conciencia me dicta otra —agregó el comisario. 


-Mis superiores piensan que en un hombre que ha sido denunciado por su esposa por malos tratos se acentúa 
el instinto básico a quitársela de en medio y ordenan detenerle inmediatamente. Pero en su caso parece que 
el maltratado es usted. ¿Qué debo hacer? 


-Quitarle esas esposas y dejarle en libertad inmediatamente —afirmó la abogada. 


-Voy a hacer otra cosa. Voy a dejar que se vaya a su casa si antes me promete que se encerrará, que echará 
la cadena y que no lo abrirá la puerta a su esposa. 


-¿Y por qué no me deja libre? ¿Se me puede acusar de algo después de haber visto ese vídeo? 


-Si no es eso, hombre. Si por casualidad su mujer regresa a su casa y a usted, por muy médico que sea, se 
le cruzan los cables y la mata, lo meten en la cárcel, pero al que se le caerá el pelo es a mí. Y no se olvide 
usted de una cosa: es la segunda vez en mi vida que tomo una decisión de esta naturaleza. Sé que algún día 
me costará cara. 


Al final, como Luis no tenía otra alternativa, decidió recluirse en su propia casa para no tener que dormir en 
un calabozo infecto y con un olor a podrido entre atracadores, drogadictos y asesinos|!] 


Una vez que le devolvieron sus objetos personales, y tras formar en el libro de registro, salió de la comisaría 
sin poder creer lo que le había pasado. Se sentía víctima de la más cruel de las pesadillas por el simple hecho 
de haber nacido hombre. 


En los breves minutos que debió esperar para solucionar los trámites burocráticos, había tenido tiempo de 
observar que otros hombres también entraban en comisaría, acusados de maltrato. Uno de ellos se quejaba 
mientras una mujer policía lo conducía, impertérrita, al departamento de filiación para que le tomaran 
las huellas dactilares, la foto - de frente y de perfil - e ingresaran su nombre en el banco de presuntos 
maltratadores. Lo oyó decir: 


-¡Pero si yo no he hecho nada, si la que me tiró un vaso de vino por la cabeza y casi me la abre fue ella! ¡Si 
fui yo quien puso la denuncia, el que llamó a ustedes por teléfono para que la calmaran! 


El otro hombre, más nervioso todavía, no paraba de repetir la misma frase una y otra vez, como si le hubieran 
> > p p y > 
grabado en el cerebro la cinta magnetofónica de la centralita telefónica de unos grandes almacenes. 


-¿Pero cómo que van a detenerme e incomunicarme hasta mañana?- gritaba -. Si yo mañana tengo que ir a 
trabajar, si tengo que ir a trabajar. ¿No ven ustedes que si no voy me despiden? ¿Y quien va a traer a casa 
el pan de mis hijos? 


“Según contó, la vez anterior habían dejado salir a un detenido a despedirse de sus hijos antes de que le ingresaran en la 
cárcel. 
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A pesar de las siete horas que había pasado en la calle Rubio y Galí, Luis era un hombre afortunado. Al 
menos había quedado libre y en poco tiempo podía volver a pisar la calle. 


Todo había empezado unos años antes, casi a los pocos meses de que Luis conociera en una fiesta a Ania, 
una joven y despampanante rusa que le quitaba el sentido a cualquiera. 


Había llegado a España tras la perestroika de Mijaíl Gorbachov, con las primeras oleadas de inmigrantes que 
huían del «paraíso» en los países del Este. Era fotógrafa, alegre y dicharachera. Tras una infancia y juventud 
de miseria y calamidades, su llegada al Primer Mundo le abrió un enorme campo de posibilidades de realizarse 
como persona. Por eso Ania respiraba optimismo y ganas de vivir por todos los poros de su cuerpo. Era, 
además, una mujer educada para seducir a los hombre: culta, cariñosa, decidida, ambiciosa. Todo lo que se 
puede esperar de una mujer. 


Con una amplia consulta abierta en el centro de Madrid y una numerosa y acaudalada clientela dispuesta a 
dejarse sus ahorros para curarse una gastroenteritis vírica, un catarro crónico o un simple dolor de estómago, 
Luis era un médico de prestigio que había tenido algunos escarceos amorosos en su pasado. Pese a ello, cayó 
rendido a los encantos de Ania y, sin pensarlo demasiado, se casó con ella. 


Al poco tiempo tuvieron un hijo, Nicolás, que en seguida se convirtió en la alegría de la familia y de los 
abuelos paternos, quienes vivían en el mismo edificio, apenas unos pisos más abajo. Luis estaba por cumplir 
cuarenta años y ya había conseguido, al fin, la felicidad. 


En 2001, la Pasarela Cibeles, que cumplía su trigésimo tercer aniversario, había reunido a veintisiete diseña- 
dores en veinticuatro desfiles. Era uno de los principales acontecimientos de la moda en Madrid en el que, 
además, las principales modelos lucían las prendas de la colección otoño-invierno[?| 


Los organizadores del evento, celebrado entre el 17 y 21 de enero, habían elegido dos marcos para presentar 
al público los nuevos diseños: el Parque Ferial Juan Carlos 1 y el Museo Nacional de Antropología. Roberto 
Verino, Ángel Schlesser y Antonio Pernas iban a mostrar sus colecciones. Las dos infantas y Ana Botella, la 
mujer del presidente del Gobierno de entonces, habían confirmado su asistencia al evento. 


Por esa época, Ania había comenzado a colaborar como fotógrafa en varias publicaciones españolas y extran- 
jeras. Se acreditó como profesional del gremio en la Pasarela Cibeles y comenzó a llegar a casa bien entrada 
la madrugada o al día siguiente. 


Entretanto, su marido se encargaba de darle la cena al niño, bañarlo, ponerle el pijama, acostarle y, al otro 
día, levantarlo, asearlo y darle el desayuno. 


La situación, lejos de mejorar, empeoró paulatinamente. No había tarde en que Ania no tuviera un cóctel, 
una entrega de premios, la presentación de un disco, de un libro, un estreno de teatro, la premiere de una 
película o cualquier otro sarao de cualquier tipo al que tuviera que asistir. 


Lo significativo de su caso es que no hacía como todo el mundo, que regresa a su casa tras concluir cualquier 
clase de eventos. Ella, con un grupo de amigos, se iba de copas hasta altas horas de la madrugada y llegaba 
a casa siempre rendida: se ponía el camisón o el pijama y se metía en la cama sin saludar siquiera. 


Como no podía ser de otra manera, las relaciones con su marido empezaron a marchar mal. 


- Ayer quedaste en venir a las siete de la tarde para estar con el niño —decía Luis-. Á ver si te ocupas de vez en 
cuando de él. Como sabes, yo no tengo ningún problema en hacerme cargo, pero también necesita el cariño 
de su madre. 


-Perdóname —respondía ella-. Es que se me ha pasado. 
-¿Y el salir de juerga todas las noches no se te olvida nunca? 


-Pues ya ves. ¡Será que tengo una memoria selectiva! —decía burlándose de él. 


5En esta edición, además de los clásicos diseñadores Jesús del Pozo, Devota €3 Lomba, Roberto Verino, Ángel Schlesser y 
Antonio Pernas, hacían su irrupción en Madrid Antonio Miró y Miguel Palacio. 
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Las peleas se hicieron más intensas e interminables, y a medida que fue pasando el tiempo, más frecuentes. 
Habían fracasado como pareja, pero ninguno de los dos quería reconocerlo. Para no soportarse, Ania optó 
por marcharse de viaje todas las semanas sin importarle en absoluto lo que pudiera pasarle a su hijo, que 
estaba al cuidado de su padre y de sus abuelos. Luis se daba cuenta de lo que pasaba e intentaba razonar 
con su mujer, pero Ania era cada vez más intransigente. 


-Como me montes esos números te denuncio en el Juzgado —decía, amenazante-.¡A ver a quién van a creer! 


Un día, en la primavera de 2004, los malos tratos habituales que le dispensaba su mujer se convirtieron en 
una especia de pesadilla para Luis, en una tortura china que se hacía cada vez más inaguantable. 


Aquella mañana, Ania había regresado a casa tras permanecer tres días fuera, bebiendo con unos amigos 
rusos. Volvió completamente borracha, como un aliento apestoso y la ropa desprendiendo olor a vodka. 
Como era habitual, discutieron. Ella volvió a amenazarle. 


-¿Sabes lo que estoy pensando? —le preguntó-. Voy a denunciarte ahora mismo a la policía por malos tratos. 


Y sin añadir palabra se fue a la cocina, descolgó el teléfono, esperó a tener línea y comenzó a marcar el 112. 
Luis, convertido en una hiena, decidido a que nadie le hundiera la vida y su carrera profesional, se lanzó sobre 
ella, le arrebató el aparato, lo estrelló contra el suelo y acabó triturándolo con los pies. 


Su mujer cogió entonces el cable que había quedado intacto, se lo enrolló en el cuello y comenzó a tirar de 
él, como si pretendiera ahorcarse. Cuando observó en un espejo que había quedado una buena marca rojiza, 
comentó: 


-A ver quién se va a creer que no has intentado estrangularme. 


-Pero si la que me ha pegado has sido tú. La que me ha clavado el zapato en el pie nada más entrar en casa 
has sido tú, Ania. Y la que la ha emprendido a golpes. 


-Es lo mismo. Digas lo que digas, tienes todas las de perder. ¿A ver quién va a creer que yo voy a golpear a 
un tío de metro noventa de estatura sin que éste se defienda”? 


Los número que le montaba entre borrachera y borrachera, entre juerga y juerga, eran cada vez más violen- 
tos. De pronto, sin venir a cuento, y cuando más tranquilos estaban, se ponía a chillar como si estuvieran 
desollándola viva. Otras veces gritaba: 


-¡Si no te gusta la comida te jodes! 


El vecindario, las cuatro familias que compartían el penthouse situado en la planta octava de aquel moderno 
edificio del centro de Madrid, comenzaron a inquietarse. Cada vez que coincidían en el ascensor, las miradas 
furtivas y recriminadoras de los vecinos delataban que muchos de ellos lo consideraban un maltratador nato. 


Por aquel entonces llevaban casi cinco años viviendo juntos. El médico aún no había hallado explicación a 
las salidas nocturnas de su mujer. En una ocasión pensó que podía tener un amante y que sus correrías eran 
para ponerle los cuernos. Para salir de dudas, decidió hablar con un detective. 


-El precio de de doscientos euros la noche más gastos —afirmó el detective. 
-¿Qué es eso de más gastos? 


-Pues eso: que si su mujer entra con un grupo de gente a tomarse una copa en una discoteca, donde la 
consumición cuesta treinta euros, yo tengo que hacer lo mismo. 


-¿Pero al menos podré saber lo que está pasando? —preguntó Luis. 


-En asoluto. Si tiene un amante, pueden pasar tres meses sin que se vea con él porque se encuentra de viaje 
o porque lo han operado de una hernia. No puedo ofrecerle garantías, al menos de forma inmediata. 


Pese a todo, el galeno se avino a contratar los servicios de la agencia de detectives. De esta manera pudo 
salir de dudas y descubrir que en la vida de su mujer no había ningún otro hombre. Fue entonces cuando 
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aparecieron los remordimientos. «Le estoy haciendo esto, es decir, una canallada, a la persona que más quiero 
-pensaba-. Y ahora resulta que estoy equivocado, paranoico. » 


A mediados de 2004, Luis viajó a África para realizar un reportaje sobre el tráfico de órganos. Una cadena de 
televisión nacional le había encargado el trabajo. Cuando regresó a Madrid, encendió su ordenador portátil 
y se encontró una página web pornográfica. 


Pinchó con el ratón sobre el icono y comprobó que la sorpresa no tenía límites. La pantalla que acababa de 
abrir mostraba una foto de su mujer, con la dirección de su casa, sus datos personales y su teléfono. 


-¿Pero qué locura es ésta, Ania? —le preguntó, asombrado. Su mujer se acercó a la pantalla del ordenador, 
echó un vistazo al contenido y, como si fuera lo más natural del mundo, contestó: 


-Nada. He abierto una página web para investigar cuántos hombres pican con eso del sexo por Internet. 
-¿Y a ti qué coño te importa eso? —preguntó Luis. 
-Nada en absoluto —dijo ella-. Simple curiosidad. 


-¿Y para satisfacer una curiosidad malsana has tenido que poner tu foto y tus datos personales? ¿No podías 

haber metido una foto trucada, retocada, una foto falsa, con la cantidad de recursos que conoces en ese 
, , y) q 

terreno? 


-Ah, pues sí —espondió Ania-. Tienes razón. 


-¿Y por qué has dado el domicilio de la casa? ¿No eres consciente de que todo el mundo sabe quiénes somos 
en el barrio, que yo soy una persona conocida, que tengo una consulta médica y que salgo por televisión? 
¿Por qué has tenido que dar las señas de tu hijo a todo el mundo? 


Ese día, el médico acabó dándole una patada al ordenador de Ania. Y ella, a su vez, lanzó el portátil de él 
por la ventana y lo dejó inservible para siempre, con la buena fortuna, por cierto, de que en ese momento no 
pasaba nadie por la calle. Ese mismo día, también, le esperaba una escena todavía más fuerte. 


A medida que sus relaciones se fueron deteriorando, Luis tomó la precaución de contarles a sus vecinos, 
al portero del edificio y a los dueños de los bares y restaurante situados en la misma calle lo que estaba 
ocurriendo entre él y Ania. 


-Si algún día me veis discutir con ella, no os preocupéis-les dijo sin entrar en detalles-. Ultimamente las cosas 
no andan bien entre nosotros. 


Pese a todo, lo que le había ocurrido cuando regresó de África superaba la imaginación más calenturienta de 
un director de cine de películas de terror. 


Tras el incidente del ordenador y tras una reconciliación que duró apenas unas horas, en un momento de 
descuido su estupenda esposa rusa se quitó la ropa, se quedó como Dios la trajo al mundo, abrió la puerta y 
empezó a correr escaleras abajo. 


-¡Socorro! ¡Socorro! —gritaba-. Mi marido me quiere matar. 


Luis se dio cuenta de la estrategia de su mujer y reaccionó como alma que lleva el diablo. Dejó de jugar con 
el niño y en décimas de segundo se lanzó en su persecución mientras algunos vecinos curiosos observaban 
desde detrás de las mirillas de sus puertas. 


Con la ayuda del portero y de los dueños de los bares cercanos logró impedir que Ania alcanzara la calle y 
que el escándalo se extendiera a todo el barrio. Cuando consiguió tranquilizarla, hacerle entrar en razón y 
llevarla de nuevo a la casa, Luis logró relajarse y poner sus ideas en orden. Era consciente de la suerte que 
había tenido al librarse sin ningún escándalo ni contratiempo de la situación más conflictiva y embarazosa 
de su vida. 

Al margen del bochorno y la vergúenza sufridos, si la mujer llegaba a ganar la calle así, desnuda como iba, 
y cogía un taxi para dirigirse, tal como pretendía, a una comisaría de policía, quién iba a creerle a él que no 
la había maltratado, que no había corrido detrás de ella con un cuchillo de cocina para matarla. 
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Y cuando la noticia hubiera trascendido a los periódicos, ¿cuántos clientes le quedarían en su consulta?, 
¿cuántos vecinos le retirarían el saludo?, ¿cuántos amigos dejarían de llamarles para salir en pareja? Jamás 
volverían a invitarles a cenar a sus casas. 


Lo más grave de todo era que sus peleas familiares no sólo estaban deteriorando las relaciones con su hijo y 
con sus pacientes, sino también su salud mental. 


Habían estudiado juntos en la Facultad de Medicina de la Universidad Complutense de Madrid. Habían sido 
buenos amigos en la infancia y en la juventud, pero sus caminos se habían distanciado desde que él había 
optado por la psiquiatría. 


-Vengo a que me contengas —le pidió Luis. 


Acto seguido le relató su odisea familiar, las ausencias de casa de su mujer, sus viajes a Ibiza en el avión de 
un amigo narcotraficante colombiano, su afición por la bebida y su último descubrimiento: desde hacía unas 
semanas tomaba cocaína. 


-Pero ¿cuándo ocurrió lo que estás contándome: ayer o la semana pasada? —preguntó el psiquiatra. 


-Pues no lo sé. Las putadas son tales y tan continuadas, que ya no logro tener una idea exacta de cuándo 
ocurrió una cosa y en qué fecha se produjo la otra. 


Su colega estaba hecho un lío. Tras diagnosticarle una fuerte crisis de ansiedad, le dijo que anotara todo lo 
que pasara en sus relaciones con su mujer. Era la única forma de establecer un diagnóstico exacto de lo que 
le pasaba y ayudarle a superar los problemas mentales que comenzaba a sufrir. 


Y así, gracias al apoyo de su colega, pudo hacer frente, con grandes dificultades, a la situación de deterioro 
familiar y humano por la que estaba pasando. 


Su diario personal, que conserva en una agenda electrónica, ha sido de las bases para escribir este capítulo. 


«1 de junio de 2004. Ha estado emborrachándose con Grace. Todavía con los efluvios alcohólicos en el cuerpo 
viene a casa a cambiarse de ropa. Me dice que se va a casa de Juanita y que se quiere llevar al niño.» 


Luis temía que en aquel estado pudiera sufrir un accidente. Llamó a la Policía Municipal para que le impidieran 
conducir. 


-Impídaselo usted —fue la respuesta lacónica de los agentes. 


-No, yo no puedo. Si lo hago, me denuncia por malos tratos —explicó el doctor-. Es lo que quiere que haga 
para mandarme a la cárcel y quedarse con el niño y la casa. No voy a darle gratuitamente esa satisfacción. 


-Pues si su mujer no está en condiciones de coger un coche, por el bien del niño, aunque le cueste a usted 
una denuncia, debe impedirle que conduzca -le recomendaron. 


Luis anotó en su agenda lo siguiente: «Una vez más tuve que resignarme a dejarla marchar, coger un taxi en 
la calle y dedicarme a seguirla por todo Madrid. No fuera que tuviera un accidente. » 


«27 de julio de 2004. Me encuentro en una situación insufrible. Sé que Ania se dedica a humillarme conti- 
nuamente, a atacar sin piedad mi dignidad, ya que su propósito es convertirme en basura humana. La semana 
pasada ha estado de viaje con unos amigos fuera de Madrid. Acaba de llegar a casa, recibe una llamada de su 
amiga Mónica y comienza a arreglarse para salir de nuevo de marcha. Ni siquiera me ha preguntado por el 
niño, al que durante los últimos ocho días he tenido que dar de comer, bañar, llevar al colegio y acompañarle 
hasta que se durmiera. He decidido que esta situación no puede continuar.» 


- Tenemos que hablar —le dijo Luis. 
-Esta noche, cuando vuelva a casa —contestó Ania. 
-¿Esta noche? ¿A las ocho de la mañana, a las once o dentro de tres días? ¿Cuándo piensas volver? 


-He dicho esta noche, ¿vale? 
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Luis apuntó en su diario: «La conversación se ha desarrollado en el cuarto de baño, mientras ella se seca 
el pelo y comienza a ponerse un nuevo vestido. Sus continuos desprecios, el maltrato sistemático al que me 
somete me ha hecho salir de mis casillas. He cogido un frasco de champú y se lo he vaciado en el traje. Ella 
me mira primero con estupor y luego con una infinita fuerza. » 


-¡Me has estropeado la noche! —vociferó. 


«Hecha un energúmeno se levanta de la butaca del cuarto de baño, entra en la habitación del niño, coge 
un bote de Johnson's Baby, abre mi armario y esparce el contenido sobre mis trajes de (Giorgio) Armani y 
(Gianni) Versace. Llamo a la tintorería a ver qué se puede hacer y me dicen que se los lleve mañana. Es 
probable que algunas de las manchas no desaparezcan nunca. ¡Dos millones de pesetas arrojados a la basura!» 


El día aún no había concluído. 


«Nueve y media de la noche. Llaman al timbre. Tras observar por la mirilla pregunto quién es. Veo a dos 
personas uniformadas. Se identifican como agentes de la Policía Municipal. Les abro la puerta. » 


-¿Vive aquí Ania Pushkin? —preguntaron. 

-Sí, pero no está en estos momentos. ¿Ha tenido algún accidente? 

-No que nosotros sepamos. 

-¿Entonces qué pasa? —preguntó Luis-. Soy su marido. ¿Puedo serles útil en algo? 
-¡Su marido! Pues acaba de denunciarle por teléfono a usted por malos tratos. 
-¿Y cuándo me ha denunciado? 

-Hará una media hora. 


-Pues lleva más de siete horas fuera de casa y no ha vuelto todavía. Si no me creen, pasen y registren la casa 
o pregunten al portero. Con toda seguridad él podrá informarles mejor que yo. 


-No, no hace falta. De éstas tenemos muchas todos los días. Nos hacemos cargo. 
«Al dirigirse al ascensor he observado el gesto de enfado de los policías. Uno de ellos ha exclamado: ¡Mujeres!» 


«20 de noviembre de 2004. Ania ha vuelto a recaer en las drogas. Me la llevo al campo para convencerla de 
que debe dejar de consumir cocaína. Logro que se deshabitue en tres días. Conociendo el lamentable estado 
en que se encuentra, es un triunfo.» 


«6 de diciembre de 2004. Sale con unos amigos rusos. Regresa a casa a la una y media del día siguiente sin 
molestarse en avisar que se encuentra bien. Nueva bronca. » 


«16 de diciembre de 2004. Me dice que le duele el vientre por el alcohol consumido en los últimos días. Está 
afónica y ella misma reconoce que, además, se encuentra resfriada. » 


«31 de diciembre de 2004. Regresamos de Zambia, adonde fuimos a pasar las Navidades. Inmediatamente, 
llama a la agencia de viajes y reserva un billete para Kíev. No pasa ni veinticuatro horas con su hijo, al que 
no ha visto en la última semana. » 


«11 de febrero de 2005. Estamos en la cocina, yo estoy sentado en un taburete y ella en la ventana que da 
a la calle. Hace buen tiempo y la ventana esta abierta. Llevamos un rato sin hablar, mirándonos el uno al 
otro, sin saber qué decirnos. De repente, ella clava los ojos en mí y dice: 


-Sé lo que estás pensando. 
-¿Qué pienso? 


-En darme un empujón, lanzarme a la calle, llamar a la policía y decirles que me he caído. ¿Crees que no lo 
sé? Ania mira hacia abajo y comprueba la distancia que hay desde el piso a la calle. Se vuelve y, desafiante, 
me dice: 
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-¡Hazlo si te atreves! Ya sé que tu principal deseo es deshacerte de mí y quedarte con el niño. Lo sé desde 
hace mucho tiempo y no es necesario que me lo ocultes. 


Tiene razón. Desde hace unos días pienso que aquel infierno debe terminar. Necesito poner fin a aquella 
tortura permanente. Pero no de la manera violenta y agresiva que Ania me propone. Es entonces cuando se 
me ocurre la única solución plausible. Llenarme de razón y de pruebas-de todas las pruebas posibles- para que 
no pueda acusarme de malos tratos no de violencia alguna de ningún tipo. » 


Y fue entonces cuando, aprovechando un viaje suyo a México para hacer un reportaje, Luis se llenó de valor, 
acudió a una tienda especializada y compró media docena de minicámaras de vídeo y un ordenador con mil 
gigas repartidos en varios discos duros. 


Él mismo las instaló. Puso una en la nevera, otra en el televisor, una tercera en el microondas y una cuarta 
en el censor de la alarma de la sala de estar. A partir de ese día, cuanto ocurriera en el interior de la casa 
quedaría grabado minuto a minuto, habitación por habitación. Las cámaras, además, le permitirían ver lo 
que ocurría en el interior de la vivienda desde su despacho. 


«16 de febrero de 2005. La tarde anterior ha salido de juerga y no ha regresado en toda la noche. Se ha 
comprometido conmigo a que hoy llevará el niño al colegio, pero regresa a casa pasadas las diez de la mañana. 
En ese momento, casualmente, llamo desde el consultorio para ver qué ha ocurrido y observo que se le traba 
la lengua y tartamudea, lo que me indica que se ha pasado toda la noche bebiendo de lo lindo. » 


-¿Has llevado al niño al colegio? —le preguntó Luis. 

-No, se me ha pasado la hora —reespondió ella-. Voy a llevarlo ahora. 

Tenían tres coches. Uno de ellos era un Smart. El galeno temía que pudiera sufrir un accidente. 
-Tú no estás en condiciones de conducir. Por favor, coge un taxi y que te lleve -le sugirió. 


«Ania se pone hecha una furia y me recrimina mi actitud, siempre vigilante, hacia su conducta. Ella ha 
conducido en peores condiciones y jamás le ha pasado nada. ¿Por qué habría de ocurrirle un accidente 
precisamente hoy? Preocupado por la suerte de mi hijo, y sin saber qué hacer, llamo a la Policía Municipal», 
apuntó Luis en su agenda. 


-Mi mujer acaba de llegar borracha a casa —les aseguró a los agentes-. Quiere volver a salir para llevar al niño 
al colegio en coche. ¿Podría mandar un coche patrulla a casa, por favor? 


«Los policías me piden la dirección y afirman que lo comunicarán por radio a los coche-patrulla de la zona. 
En cuanto a mi petición de enviar un coche «evidencial» para demostrar que está ebria, me dicen que lo 
harán de acuerdo a las disponibilidades del servicio. Ese mismo día, el portero me cuenta que cinco minutos 
después se ha presentado la patrulla en la puerta del garaje. Van de muy mala leche. Al encontrarse en la 
puerta de la casa con una extranjera guapa, madre de familia, despeínada y ojerosa, que se dispone a llevar 
al niño al colegio, están a punto de echarse para atrás. 


Al verla tambalearse por la acera hacia el coche con el niño cogido de la mano, cambian de actitud y le hacen 
la prueba de alcoholemia. Da 0,28 miligramos por litro de sangre, lo que demuestra que aún sigue ebria. Yo 
he tenido que dejar la consulta y volver a mi casa a toda prisa. Cuando llego, el barrio entero -comerciantes, 
estanqueros, farmacéuticos, vigilantes y vecinos-está en las aceras, contemplando la escena.» 


-Usted, en lugar de estar aquí incordiando, coja al niño y llévelo a la escuela —le dijo uno de los policías. 


Luis pensó que lo que mejor podía hacer en aquellas circunstancias era llevarse al niño al colegio. Regresó 
cincuenta minutos más tarde. Entretanto, los policías le habían hecho una segunda prueba de alcoholemia 
a Ania, pero con un retraso de 20 minutos sobre el tiempo fijado. El resultado ofreció una tasa de 0,24 
miligramos de alcohol en sangre, una milésima menos del tope fijado para conducir. Su mujer, esgrimiendo 
el trozo de papel, se le encaré delante de los policías. 


-El segundo test ha dado negativo —recochineó. 
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-Pues no sabes cuánto me alegro. 
Espoleada por los agentes, que no ocultaban la lástima que les inspiraba la mujer, Ania le recriminó: 
-Estos señores no entienden por qué eres tan cabrón. 


-Probablemente porque no tienen que sufrir que su mujer llegue todos los días a su casa a las diez de la 
mañana y, además, borracha. 


«A partir de ese día empiezo a plantearme la separación de mi mujer y solicitar para mí la guarda y custodia 
de mi hijo, lo único que en estos momentos me importa en la vida. » 


«20 de abril de 2005. Hemos pasado la Semana Santa esquiando en Andorra. Sigo adelante con mi decisión 
de separarme de Ania. He pensado dejarle un piso pequeño que tengo al lado de la casa y quedarme con el mío 
pero he decidido que no lo haré. No me seduce la idea de que se quede con la custodia compartida y encima 
tenerla al lado, viendo como mi hijo se cría en un ambiente insano. He de ir a por todas. » 


«Hemos regresado a Madrid el Domingo De Pascua y en seguida me he metido en el cuarto de baño para 
bañar al niño, que tiene piojos. Nicolás, que está cansado del viaje, se resiste a meterse en la bañera y llora. 
Ania se mete de por medio. 


-¿Qué te hace papá, pequeñin? Papá no te quiere, ¿verdad? 


Mientras tanto, con el teléfono en la mano, simula que está grabando la conversación. Indignado, le mojo 
el teléfono, que pesa casi medio kilo Inmediatamente, me estrella el aparato en la cabeza produciéndome 
una brecha de dos centímetros. Acabo de bañar al niño y voy a un centro de salud a dar un parte médico. 
Regreso a casa y está con una amiga. Vuelve a descargar su furia contra má, me araña y me pega otro par de 
mamporros. Regreso al ambulatorio. 


-¿Otra vez usted por aquí? —me dice mi colega sin disimular su tono de burla. 
-Sí, ha vuelto a pegarme. 
-¿Cómo es posible que un hombre como un castillo se deje maltratar así por una mujer? 


-Porque si le devuelvo los golpes, que puedo hacerlo, voy derecho a la cárcel. No querrá usted que cometa esa 
torpeza para quedarse con mi consulta, ¿no? —bromeo. 


Regreso por segunda vez a mi casa pensando que la encontraré más calmada. Pero no es así. Ania me abre la 
cara con el tacón de un zapato. Al coger el ascensor para dar un nuevo parte, me encuentro con una de sus 
amigas. 


-Pero, hombre, si pareces un Cristo. ¿Quién te ha hecho eso? 

-La crápula de tu amiga, de treinta y cinco años, madre de familia. 

-¡Vaya por Dios! Te acompaño al médico. Por cierto, ¿por qué no te curas tú mismo? Eres médico. 
-Sí, pero hace tiempo que no sé poner una tirita. 

A la noche, cuando regreso a mi casa, me detienen por primera vez. Fue de la siguiente manera: 


Media hora más tarde, cuando vuelvo al piso, Ania está tirada en el suelo, llorando a moco tendido. Me 
preocupo por su estado. 


-¿Qué te pasa? 
-No puedo más. ¡Te odio! 


Estoy consolándola cuando suena el telefonillo. Lo cojo. Oigo una voz que ordena, autoritaria, imperativa- 
mente: 


6Lleva incorporado vídeo, cámara de fotos, agenda, GPS, conexión a Internet, grabadora de audio y todos los artilugios que 
pueden meterse en un aparato. 
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-Policía. ¡Abra la puerta! 
-¿Has llamado a la Policía? 
-Sí, lo he hecho. ¡No te soporto! ¡Te odio! ¡Ojalá te mueras y no vuelvas más! 


Me doy cuenta de que todo lo del baño del niño ha sido una provocación para buscarse una coartada y llamar 
a la Policía. Me siento utilizado pero ya no hay remedio. Hablamos los dos con la Policía Municipal. Ella 
les dice a los agentes varias veces que es la causante del altercado, que me ha pegado con el teléfono, con el 
tacón y que me ha hecho los arañazos que llevo en la cara. 


-Escriban eso. ¡Es mi salvación! 


La Policía Municipal me detiene y me traslada la camisaría de la calle Rubio y Galí, donde me toman por 
primera vez las huellas dactilares y me hacen la foto de presidiario que suele aparecer en los periódicos. 
Mientras los agentes de uno y otro cuerpo hacen el traspaso, les recuerdo lo siguiente: 


-Por favor, repitan aquí lo que acaba de decir mi mujer. ¡Que ha sido ella la que me ha golpeado y no a la 
inversa! 


Nadie me hace caso. Al día siguiente acabo en los Juzgados de Violencia de Género. Me acusan de malos 
tratos a mi mujer. Pero como Ania ni siquiera se ha molestado en acudir al Juzgado a ratificar la denuncia 
telefónica, el asunto queda sobreseido. Ni siquiera la juez se molesta en dictar una orden de alejamiento.» 


La vuelta al hogar, al dulce hogar, no iba resultar nada agradable. Al poco tiempo, Ania volvió a denun- 
ciarle en la comisaría. Y es entonces cuando, como se cuenta al principio, Luis echó mano de los vídeos del 
apuñalamiento que había grabado seis meses antes. 


-¿Y por qué no ha presentado esas pruebas antes? —le pregunta la jueza en la que él pide que le quiten la 
guarda y custodia de su hijo a Ania. 


-Por que nunca he pensado en hacerle daño a mi esposa y porque tampoco he tenido conciencia de ser una 
persona maltratada, aunque ahora pienso que mi mujer me ha estado esclavizando durante todos estos años. 


La jueza, entonces, decidió retirar la custodia compartida a su mujer. La pareja, sin embargo, siguió viviendo 
bajo el mismo techo hasta el 15 de septiembre de 2005. 


Aquel día, Ania se había puesto una falda negra raída y una blusa de Versace del mismo color. Coincidieron 
en el ascensor. El se iba a cenar con unos amigos y ella, como siempre, estaba dispuesta a emborracharse. 


Nada más cerrarse la puerta, Ania le miró sonriéndole y le dijo, como quien no quiere la cosa: 
-Te jode que esté por ahí follando con otro, ¿verdad? 


Y sin decir palabra se levantó la falda, se quitó las bragas, se las puso en el dedo índice de la mano derecha 
y comenzó a agitarlas como quien blande un trofeo. 


-Mi ex marido está jodido. ¿A qué estás hecho polvo, cariño? 


Cuando el ascensor se detuvo en la planta baja y se abren las puertas, Ania le mostró su ropa interior al 
portero. -¿A qué no sabe lo que venía proponiéndome mi marido? ¡Que nos fuéramos de crucero por ahí, a 
joder otra vez juntos! 


Esa noche, al regresar a casa, se encaró por última vez con la que fuera su pareja desde 1996 hasta 2005. 
-Recoge tus cosas y vete de aquí. ¡Para siempre! 


Y sólo entonces pensó que llevaba nueve años haciendo el primo. Había vivido con alguien de quien había 
estado enamorado durante muchos años. Aunque la vida era un continuo tormento, aguantó porque había 
querido a la persona con la que se había casado. En su agenda escribió lo siguiente: 


«Aunque mucha gente no lo sabe, no es fácil separarte de alguien a quien amas y es la madre de tus hijos. 
Aunque no lo hayas provocado tú, su fracaso es tu propio fracaso. » 
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Cuando empieza una situación de violencia, no sabes dónde estás metido. Es lo que los franceses llaman una 
folie d deux, la locura de dos personas que han perdido todo contacto con la realidad. Cuando, además, eres 
consciente de que la ley no ampara a ambos cónyuges sino sólo a uno, sabes que estás perdido y te desquicias. 


Eres consciente de que en cualquier momento, como les ha ocurrido a muchas otras personas, por cualquier 
cuestión tonta se te puede ir la olla, no aguantas un empujón y lo repeles y te vas derecho a la cárcel, pero 
aguantas. 


Todo ello te ocurre porque eres hombre, porque tienes una ligera diferencia en el par 22 de los cromosomas. 
Mientras ella tiene el XX, tú el XY. En este país, eso te convierte en un individuo culpable de matar a 
Manolete si éste hubiera sido mujer. 


La noche siguiente al 15 de septiembre Luis entró en Internet. El buscador Google le llevó a una página de 
un célebre colega suyo de California, Estados Unidos. 


Se había suicidado en su casa de Los Ángeles. Su muerte había causado una conmoción tremenda entre la 
comunidad científica y médica de la nación más poderosa del mundo. Una persona alegre, jovial, comprensiva 
y siempre dispuesta a ayudar a todo el mundo. 


Al descubrirse su diario íntimo, algo inaudito saltó a las páginas de los periódicos de Estados Unidos y sigue 
alimentando a las cadenas de televisión años después["] 


La causa del suicidio del insigne sucesor de Galeno, el médico de la corte de Marco Aurelio, de Heráclito, 
Hipócrates y tantos médicos famosos, que tantas vidas había contribuido a salvar durante el tiempo que 
estuvo en el mundo de los justos, eran los malos tratos que le infligía su mujer desde hacía nada menos que 
veinte años. 


Otro colega suyo tenía un gran porvenir por delante como médico. Urólogo, de cuarenta y tres años, profesor 
de la Universidad de Nueva York, experto en impotencia y autor de trece publicaciones clínicas, Harry Reis 
se tomó una fuerte dosis de narcótico y se suicidó. «Teníamos problemas familiares y llevaba algún tiempo 
buscando ayuda», declaró su mujer, Carla Fine. 


En 2004, un cirujano del Arkansas Children's Hospital que había sido expulsado del centro se suicidó con una 
dosis de anestésicos y bourbon. El doctor Jonathan Drummond-Webb dejó escritos cinco folios explicando 
su suicidio. «No importa. Para mí ha sido un regalo salvar a los niños. El mundo no me entiende. ¡Adios, 
mundo cruel!» 


«Es una loca paradoja -afirma el doctor Michael Myers, profesor de la University of British Columbia, espe- 
cialista en la materia-. Nuestro trabajo es ayudar a la gente, pero no sabemos cuidarnos a nosotros mismos. » 


Cada año entre cien y ciento cincuenta médicos se suicidan en Estados Unidos. «Representa más del doble 
de una típica clase de Facultad de Medicina», escribe Jim Ritter en el Chigago Sun Times. El 50% de los 
casos han dejado notas escritas en las que narran malos tratos de sus mujeres u otros problemas familiares. 
El resto son despidos originados por denuncias contra los hospitales por parte de muchos pacientes. 


El doctor Nicholas Bartha murió el 15 de julio de 2006 por las heridas causadas después de saltar desde su 
piso de Manhattan a la calle. El médico llevaba meses luchando para no tener que deshacerse de su casa tras 
un proceso de divorcio. Antes de lanzarse al vacío le mandó a su ex mujer un correo electrónico: «Siempre te 
dije que sólo saldría de esta casa con los pies por delante. » 


¿Cuántos médicos se suicidan anualmente en España por los malos tratos de sus mujeres? No hay cifras 
oficiales ni oficiosas. Jesúdi] se siente afortunado. Ha superado una etapa de malos tratos de su ex mujer y 
hoy puede contarlo. Jesús fue capaz de romper las cadenas del maltrato. Lleno de heridas y de cicatrices 
invisibles, hoy es un hombre libre. Tiene que vivir en comisarías, juzgados y otras instituciones oficiales. 


Hace treinta años, cuando el autor se instaló en Madrid, una abogada amiga sufrió un intento de violación 
en las cercanías de la plaza de Roma. Empleada en los servicios jurídicos de la Seguridad Social, fue a la 


“La última semana de agosto de 2006, la cadena CBS le dedicó un programa entero a su caso. 
8 Jesús es el nombre ficticio de J. G. S. 
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comisaría de Ventas a presentar la denuncia. Los funcionarios trataron de disuadirle de que lo hiciera. Ante 
la insistencia, uno de ellos metió con malas ganas un folio en blanco en la máquina de escribir y comenzó a 
redactar la denuncia, rodeado por sus compañeros, todo ellos hombres. 


-¿Y le vio usted el miembro viril? ¿Llegó a sacar el miembro viril? 

-Sí, claro. Me arrinconó, se bajó la bragueta y sacó aquello. 

-¿Y de qué tamaño era aquello? ¿De unos treinta centímetros, más o menos? 
-preguntó el inspector. 

Tímida, ante una serie de preguntas que no venían a cuento, la chica exageró un poco. 
-SÍ, eso, eso. 


Era comprensible que, atemorizada, en una situación de violencia sexual, la joven no supiera distinguir la 
fantasía de la realidad y percibiera un pene grande, amenazante. 


Los policías no entendieron sus temores, su confusión. Una carcajada generalizada se produjo en la comisaría. 
El inspector de guardia sacó el folio, lo rompió y le dijo a la chica: 


-Ande, márchese. No nos haga perder el tiempo y, especialmente, no haga el ridículo. 


La joven se marchó. Si dura fue la humillación del intento de relaciones sexuales no consentidas, más dura 
fue la consternación que le ocasionaron en la comisaría. Eran los años setenta, los policías de entonces eras 
los más machistas entre los machistas. 


La situación, hoy, es parecida. Si un hombre va a denunciar malos tratos por parte de su pareja suelen brotar 
sonrisas incrédulas e irónicas en los rostros de los funcionarios públicos. 


-No me creo lo que está contándome. ¿Dónde tiene usted los cojones? 


Diecisiete años después de que el Congreso de los Diputados aprobara la primera Ley de 1989, encaminada a 
endurecer el Código Penal contra los hombres, la indefensión se ha vuelto en contra de ellos mismos. En 2006, 
una espada de Damocles en forma de cárcel, destierro, odio, exclusión social, ruina y tragedia pesa sobre la 
mitad de la población española. Lo verás en los siguientes capítulos. 
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CAPÍTULO 1. CÓMO SER HOMBRE Y SOBREVIVIR EN EL INTENTO 


Capítulo 2 
La gran farsa mediática 


Si una mentira, a fuerza de ser repetida, se convierte en una gran verdad, la gran farsa orquestada 
por los medios de comunicación de masas, especialmente los periódicos y los programas basura de 
la televisión, acaban convenciendo a todo el mundo de que desde finales de los años ochenta las 
mujeres en España han sido objeto de una brutal cacería por parte de sus esposos y compañeros 
sentimentales. El terror y la alarma social creada es de tal magnitud que, para hacer frente a esa 
lacra que realmente existe, que no puede ignorarse, que se produce casi en similar proporción con 
las muertes de hombres, acaba haciendo mella. 


Las organizaciones radicales feministas que participaron de la IV Conferencia de Mujeres de Pekín 
visitaron el Consejo General del Poder Judicial, al Defensor del Pueblo y otras instituciones y 
exigieron «mano dura». Los poderes públicos, alarmados, y sin saber qué hacer, tomaron una 
medida única, que jamás dará resultados: echar mano del Código Penal, endurecerlo cuatro veces 
en menos de quince años y, sin estudiar previamente quién es el sujeto de la violencia, dar palos a 
los hombres. Eso, además, sin tener en cuenta que las políticas punitivas, cuando significan, como 
en este caso, un adelanto de las barreras penales, supone criminalizar conductas -faltas leves- que 
siempre se han resuelto en el seno del hogar y hacer que paguen justos por pecadores, además de 
no solucionar el fondo del problema, algo que a todos preocupa: los maltratadores habituales y 
los que acaban con la vida de sus mujeres siguen sin ser detectados. Con esta clase de medidas 
nunca lo serán. 


«El caso de José Peláez, de la ciudad minera de Mieres, Asturias, es aún más brutal. José era minero, tenía 
cuarenta y seis años y vivía con su mujer, María Gancedo, dos años mayor que él, en el barrio de la Fonda. » 


«En esta ocasión, por el tipo de muerte de la mujer víctima (sic), suele deducirse que José acostumbraba a 
maltratar físicamente a su mujer, porque la mató a puñetazos (sic). Y hay que estar muy acostumbrado a 
dar puñetazos para poder matar así a una persona (sic). Lo más peculiar del casi es que José se presentó en 
el consultorio de un médico de la localidad con la pretensión de que certificaran la muerte de su esposa, sin 
que el facultativo viera siquiera el cadáver; obviamente, el médico se negó en redondo. Ante la imposibilidad 
de tapar el crimen, se entregó a la Guardia Civil y confesó que había matado a su mujer en el transcurso de 
una discusión, recurso socorrido donde los haya] 


«Jacinto Rosales, de cuarenta años y residente en Arucas, Las Palmas de Gran Canaria, degolló a su pareja, 
Olga del Pino, de treinta y ocho años, con la que convivía desde hacía años. Él se había separado de su mujer 
y había solicitado la anulación del matrimonio. Jacinto y Olga tenían dos hijos de corta edad, los cuales, 
afortunadamente, no estaban en el casa en el momento en que ocurrió el crimen. [La ex pareja] tuvo una 


lNo es un recurso en contra de lo que piensa el autor. Lo obvio, lo natural, es que la muerte se produzca tras una pelea y no 
a sangre fría, como en la novela de Truman Capote. Cualquier estadística lo demuestra. 
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discusión muy acalorada, según explicó luego el homicida, y Jacinto cogió un cuchillo y se lo clavó en la 
yugular a su compañera, abandonando la casa de inmediato. La mujer murió desangrada. La razón última del 
crimen, según confesó Jacinto posteriormente a la policía, es algo tan poco explícito, nada convincente y sí 
muy eufemístico, como que la convivencia entre la pareja se hacía cada vez más difícil. Jacinto mató a Olga 
la noche del miércoles 30 de mayo de 1984 y se presentó a la policía el jueves 5, a las cinco de la tarde. » 


«En Salamanca, un matrimonio ya mayor, Feliciano Pedrero y María Teresa Gutiérrez, ambos de cincuenta 
y ocho años, fueron los protagonistas de otro drama con final sangriento. En este caso consta que la mujer 
había presentado denuncias por malos tratos contra su marido. El 13 de julio de 1984, ambos esposos estaban 
en casa, soportando presumiblemente el calor que el verano lleva a la región castellano-leonesa. La pareja 
discutió, según versión del parricida, y, no pudiendo convencer a su mujer por medio de razones, si de tal 
discusión se trataba (sic), pretendió hacerlo con medio más contundentes; arrancó el reposabrazos de un sillón 
y con él golpeó repetidamente la cabeza de María Teresa hasta matarla. » 


«En Molina de Aragón, provincia de Guadalajara, el vecindario se vio turbado por el drama que protagonizó 
el matrimonio formado por Domingo Aráuz, de cincuenta y seis años, y Josefina Martínez, de cincuenta y 
tres. Josefina no soportaba convivir más con su marido y se fue a casa de su hermana. Este hecho no pareció 
alterar mucho a Domingo, puesto que no se conoce que se produjera incidente alguna (sic); probablemente 
Domingo consideró que su mujer regresaría. Durante varias semanas Josefina convivió con su hermana y, al 
ver que pasaba el tiempo y las previsiones de regreso no se cumplían, Domingo se alteraba más y más (sic) 
Mientras tanto, Josefina, que había decidido una separación definitiva, inició el papeleo legal correspondiente. 
Y ocurrió aquel juzgado, como es preceptivo, envió al marido un escrito en el que se le comunicaba que su 
señoría el juez había decretado la separación provisional del matrimonio formado por Domingo y Josefind?] 
Domingo montó en cólera y se dirigió al domicilio de su cuñada, donde residía su mujer, armado de un 
cuchillo de considerables dimensiones] El despechado marido llegó a la casa y esperó pacientemente] a que 
le abrieran la puerta, cosa que Josefina no impidió porque no creía tener motivo alguno de temor. Cuando 
tuvo a la mujer delante, Domingo le asestó diecisiete puñaladas en el pecho y en la espalda; la apuñaló hasta 
estar seguro de que estaba muertd?] Luego se fue a su casa e intentó apuñalarse a sí mismo, pero no tuvo 
tan buen tino o no puso tanto empeño, porque sólo se hirió y sobrevivió para enfrentarse a la Justicia. 7] 


El autor de esta serie de novelescos relatos es el periodista catalán Javier Caño, uno de los grandes defensores 
del feminismo radical, según cuenta la ex ministra Cristina Alberdi. Aparecen contados en el libro Maltratadas, 
el infierno de la violencia contra las mujeres, publicado por la editorial Temas de Hoy, utilizando la hemeroteca 
del Instituto de la Mujer de Madrid. 


Según el autor, el fruto de su trabajo se basa en un seguimiento de las muertes violentas de mujeres de 


2;Quién lo vió? ¿Dónde están los testigos directos? ¿Cómo lo sabe el autor? ¿Lo intuye o de lo inventa?. 

3Se ha leído mínimamente el autor la Ley del Divorcio de 1981. No sería más bien un auto comunicándole la decisión de su 
mujer de separarse y citándole para oírle. 

4¿Qué son considerables dimensiones? ¿Quince centímetros? ¿Veinte? ¿ Treinta, como en los cuchillos jamoneros? 

5¿Pacientemente? ¿Cuánto tardaron las hermanas en abrirle la puerta? ¿Dos minutos, diez, una hora? Si no tenía temor 
la hermana, se supone que poco tiempo. Entonces no tuvo que esperar pacientemente. El término se utiliza, evidentemente, 
para dar una sensación de premeditación y alevosía al asesino y sostener que no actuó movido por un arrebato pasional o una 
enajenación mental transitoria. 

SUno de los factores determinantes de la enajenación mental transitoria. Tras matar a su víctima, el asesino necesita reafirmar 
su atroz acción. Por eso, sigue clavando el arma homicida hasta que el cuerpo de la infortunada deja de moverse. A continuación, 
sale del trance enloquecido en que estaba y se da cuenta de la brutalidad de sus actos. No suelen recordar nada, salvo el primer 
apuñalamiento. Luego se produce una fase de arrepentimiento tan profundo de lo que han hecho que se quedan obnubilados, 
medio tontos, en espera de la llegada de la policía, o se quitan la vida al considerarse indignos de la condición humana. Otra 
cosa es la forma de matar de ETA. Un solo tiro en la nuca, o dos si el primero no ha dañado un órgano vital, y una huida rápida 
del lugar del asesinato. Es la diferencia entre un asesino que obra fría y desapasionadamante y otro que actúa bajo los efectos 
de una tragedia familiar que, por motivos culturales, ideológicos, por vergúenza al qué dirán en su entorno familiar o cualquier 
otra «razón» actúa bajo los efectos de la pasión, el odio, la depresión, la ofuscación o la locura. O quienes, estando plenamente 
cuerdos, matan a sus mujeres por desesperación al haber perdido su familia, su casa, o porque el Estado les ha «expropiado» 
sus hijos y les ha enviado a vivir bajo un puente, como un miserable. Todo lo dicho puede consultarse en cualquier libro de 
psiquiatría. Sin embargo, me remito siempre a cualquier opinión más autorizada. 

TMatarse a sí mismo con un cuchillo, salvo cortándose la yugular, es muy difícil. Puede ilustrarse viendo la película Samurai, 
de Akiro Kurosawa, que relata la dureza de abrirse el estómago hasta morir. 
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1984 hasta 1995, la fecha de publicación de la obra. «La inferioridad física y la desigualdad manifiesta de la 
mujer se traduce en palizas, torturas y muertes», pontifica sin tener en cuenta otros datos. Por ejemplo, en 
sociedades más igualitarias en derechos básicos, como la de Estados Unidos, en la población negra de Chicago 
los asesinatos de hombres a manos de sus esposas es cinco veces superior al de mujeres y dos veces superior 
a los homicidios entre la población blanca] De lo que se infiere que la inferioridad física y la igualdad entre 
sexos no son siempre factores determinantes para que un hombre asesine o deje de asesinar a una mujer en 
un contexto de relaciones sentimentales deterioradas ni a la inversa. Las mujeres negras de Chicago supieron 
suplir rápidamente sus deficiencias usando una pistola, de la misma manera que la mujer española mata con el 
hache, el cuchillo o el veneno, como veremos más adelante. Sigamos, sin embargo, con el «apasionante» relato 
del «estudiante de Derecho y Filosofía» Javier Caño y esperemos llegar al final para ver a qué conclusiones 
llegamos. Porque, como afirma el dicho popular, «nada es verdad ni es mentira, todo es del color con que se 
mira». 


Dice Javier Caño: 


«Jesús Benito, que golpeaba habitualmente a su mujer, Soledad Lozoya, la mató de un martillazo en la cabeza, 
en Lorca. El golpe fue tan brutal que la sangre salpicó hasta el televisor a unos metros de distancia del sofá 
donde estaba sentada la víctima. » 


«T.S.L., de cuarenta años, disparó con una escopeta de cañones recortados contra su ex mujer, Carolina 
Cánovas, cuando salía del ascensor de su casa. Carolina pudo avanzar hacia la calle, donde se desplomó 
gravemente herida y murió antes de llegar al hospital. » 


«Emilio Arenas, de sesenta y ocho años, celoso perdido sin fundamento (sic)P] mató a su mujer, Eulalia 
Ferrer, de la misma edad, atacándola sucesivamente con un hache, un martillo, una azada, varios cuchillos 
de cocina y un sable. El crimen se produjo en Galapagar (Madrid). » 


«La lista es interminable. Docenas, centenares de muertes violentas de mujeres a manos de sus maridos o 
compañeros de hecho (sic), con abundancia de sangre (sic), con inacabables cuchilladas, quemadas vivas o 
con golpes en la cabeza (sic), descuartizando el cadáver, disparando una escopeta de caza, estrangulándolas, 
con disparos de revólver o pistola automática (sic), ahogándolas en la bañera, arrojándolas por el balcón, 
cortándoles la cabeza con un hacha, degollándolas (...) Centenares de crímenes horripilantes como los na- 
rrados se cometieron en España entre 1985 y 1994, siendo víctimas las mujeres y verdugos sus maridos o 
parejas sentimentales; en todas las provincias, en la ciudad, en el campo, en pueblos pequeños y en metrópolis 
grandes, entre obreros y entre campesinos, gente joven y gente mayor, gente culta y gente analfabeta, por 
una discusión, por celos, por dinero, porque ella se quería separar, porque ella reclamaba ser tratada como 
persona o por cualquier motivo que no es tal.» 


«Esta galería de horrores donde las mujeres son siempre las víctimas, y alguna vez también los hijos, no 
tiene fin. Mientras se escriben estas páginas, otro crimen en el que la víctima es una mujer y el asesino el 
marido, ha ocupado la primera plana de la calurosa y exigua actualidad de agosto de 1994. El interventor de 
la agencia de una Caja de Ahorros en Lérida, Faustino Pons, de cuarenta y siete años, pegó un tiro en la 
nuca a su mujer, Maribel Bobet, de cuarenta y cinco años. [Al ser descubierto] Faustino Pons se pegó un tiro 
con una pistola del calibre 22, la misma que había utilizado para asesinar a su esposa, a la que los policías 
encontraron enterrada bajo una delgada capa de hormigón [en una pequeña casa que el matrimonio tenía a 
las afueras de Lérida]. En un país donde no es difícil separarse o divorciarse, sobre todo a los varones, ¿por 
qué otra razón profunda de que la seguridad de que uno dispone de la vida de la otra, puede justificar una 
muerte violenta de estas características?» 


Tras leer el libro-documento de Javier Caño, un lector que no sea consciente de que la violencia es innata en 
el ser humano y que se manifiesta casi por igual y con distintas peculiaridades tanto en el hombre como en la 
mujer, podría llegar a la conclusión de que está viendo la película El planeta de los simios, donde una raza 
evolucionada de primates se dedica a esclavizar a los hombres «por el simple hecho de serlos y en venganza 


SPatricia Pearson, She Was Bad: Violent Women and the Myth on Innocence. 
9Los celos son una recreación interior de una situación imaginaria o real. No necesitan fundamento. 


30 CAPÍTULO 2. LA GRAN FARSA MEDIÁTICA 


por los siglos y siglos que les tuvieron encerrados en jaulas, recluidos en reservas o zoológicos o convertidos 
en atracciones de feria», y acaban aniquilándolos cada vez que se revelan. 


La «galería de horrores donde las mujeres son siempre las víctimas y alguna vez también los hijos» [*] como 
afirma Caño con una aplastante seguridad y altanería, es el mayor embuste que se haya publicado jamás en 
libro alguno. Porque hacer un relato de 332 páginas en el que se representa la violencia familiar en sus distintas 
facetas de manera sesgada y unilateral, donde siempre hay un agresor, un violento, una furia incontrolable, 
que mata de forma despiadada y cruel, y una víctima, la mujer, predestinada a sufrir al marido durante 
toda la vida, a servirle de criada, mula de carga, educadora de sus hijos y a satisfacer sus caprichos sexuales 
cuando al varón le apetezca, es dar una visión maniqueista, parcial, sesgada y tremendamente injusta de la 
realidad cotidiana de nuestro país. 


Varios libros como éste se escribieron en los años ochenta u noventa e hicieron un daño terrorífico a la sociedad, 
que ahora está padeciendo sus consecuencias. Y lo hicieron para crear una conciencia social, política y cultural 
en contra del hombre como único y exclusivo instrumento generador de violencia, odios y rencores, unas veces 
por razones atávicas y de dominio y otras por control de la mujer. Este fenómeno puso en marcha una serie 
de perversos mecanismos penales y represivos que han llevado a la situación que se vive en España en el año 
2006. 


Una España en la que existe una ley especial, que no se encuentra en el ordenamiento jurídico de ningún otro 
país del mundo, salvo, tal vez, Suecia, para perseguir exclusivamente al varón: 275.000 hombres detenidos y 
encarcelados desde 2004 entre 24 y 72 horas por una simple denuncia de su mujer sin que ni siquiera exista la 
sospecha de que sea un maltratador; varios miles más desterrados de sus barrios, en algunos casos echados de 
su entorno social por cinco años; miles de condenas sin que se permita ejercer los principios de inmediación, 
oralidad y contradicción consagrados en nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal, penas impuestas sin emplear 
el principio de proporcionalidad que consagra nuestro Derecho Penal, señores con condenas de cárcel a los 
que no se les permite redimir condena porque el Estado -vulnerando el sistema penitenciario español-, al 
condenarles injusta y arbitrariamente, los convierte en animales acorralados que ya no buscan la Justicia sino 
la venganza. 


Al final de todo, decenas de miles de matrimonios destruidos por el Estado, que se inmiscuye en pequeños 
problemas domésticos y convierte riñas habituales de cualquier familia o pareja de hecho en un delito penado 
con la cárcel, además de negar el perdón, el arrepentimiento por los malos tratos e impedir que la mujer 
decida por sí sola si desea reanudar las relaciones con su pareja en el caso de vejaciones, tratos humillantes, 
malos tratos físicos o psíquicos, amenazas o agresiones leves ocurridos una sola vez y en cuyo entorno social 
es posible que no vuelvan a producirse nunca más. 


En fin, todo un compendio de injusticias, arbitrariedades y trato humillante y degradante, incompatible con 
la dignidad del ser humano, provocado por el clima social «artificial» establecido por determinados medios 
de comunicación y libros panfletarios. 


La manipulación de los datos por parte del feminismo radical, para preconstruir una realidad que les beneficie 
y, desde ella, tratar de cambiar el modelo de sociedad, no es un hecho nuevo. Lo grave es que esta «moda» 
llega a España con el PSOE, cuando todo el mundo está de vuelta del problema. 


Lo demuestra el hecho de que en Estados Unidos, Inglaterra, Francia y Canadá ya han pasado por la misma 
situación y de que hay feministas que aseguren que el conflicto de sexos no sólo es ficticio sino contraprodu- 
cente. 


Es el caso, por ejemplo, de Elisabeth Badinter, catedrática de Filosofía de la Escuela Politécnica de París 
y discípula de Simone de Beauvoir. «Para justificar leyes protectoras, hay que demostrar que las mujeres 
son constantemente víctimas de los hombres. Es un malentendido que se está extendiendo por Francia y por 
toda Europa de que las mujeres son potenciales víctimas y los hombres, maltratadores. Esta falsa actitud no 
es inocente. No es legítimo sumar violencias, lesiones, presiones psicológicas como si se tratase en todos los 
casos de la misma violencia. 


10 Maltratadas, el infierno de la violencia sobre las mujeres, Javier Caño, Temas de Hoy, 1995. 
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Aunque en Francia sólo un 2,5% de las mujeres son objeto de agresiones físicas, hay una especie de alegría, 
de escalada, para decir que hay un 10 % de mujeres maltratadas, lo que significa un 10 % de agresores. ¡Aquí 
tenemos un claro signo de dominación masculina! (...) Es verdad que hay más mujeres víctimas pero también 
hay verdugos-mujeres y arpías de todo género. En uno y otro caso son minorías que competen a una patología 
social o psicológica, y no a la realidad de los dos sexos. |] 


Isabel Lynch, periodista, licenciada en Psicología por la Universidad de Cambridge y diplomada en Bellas 
Artes en Londres, considera que la mujer de hoy ejerce una «dulce tiranía» contra el hombre, lo que muchas 
veces se convierte en malos tratos. «La situación se presenta a la inversa. El hombre es el maltratador y la 
mujer la víctima, la única forma de cambiar las leyes y darles a ellas más protagonismo, aunque la mayoría 
prefiere estudiar carreras fáciles para acomodarse y buscarse la vida.??] 


Erin Pizzey, la mujer que en 1971 abrió el primer refugio para mujeres maltratadas en Londres, escribe: «La 
violencia no es cuestión de sexo. De las primeras cien mujeres que entraron al refugio, setenta y dos eran 
tan violentas o más que los hombres que habían dejado atrás. [*] 


Por eso, no queda más remedio que analizar de nuevo, con mucho más rigor que el de Javier Cañd*] y sus 
adláteres, el período estudiado por él. Y hacerlo empleando los recortes de periódicos y los textos de los 
programas de radio y televisión que sustrajo a la opinión pública y que ocultó celosamente a los lectores para 
falsear la realidad, manipularla y crear un estadio de opinión que pudiera ser aprovechado por el feminismo 
radical para imponer su tesis de aniquilación de los valores que aporta el hombre a la sociedad. Vamos a ello: 


Badalona, 24 de enero de 2001. «La vecina de Badalona detenida el pasado sábado por los Mossos 
d'Esquadra como presunta autora de la muerte, ocasionada por 27 puñaladas, de su primo en agosto de 2000 
en Lloret de Mar, ha ingresado en la prisión de Gerona tras declarar en el Juzgado de Blanes. Según la 
Policía, E.R.P., de cincuenta y seis años, fue detenida en su casa de Badalona por la Policía Autonómica, a 
la que confesó los crímenes que se le imputaban. Los hechos sucedieron el 21 de agosto de 2000 cuando E.R.P. 
asestó 27 puñaladas con un arma blanca a su primo Ricardo Piris Piris, crimen que no fue descubierto hasta 
el día 26 de dicho mes, cuando un amigo de la víctima alertó a las fuerzas del orden de que hacía tiempo que 


no le veía. 15] 


Burgos, 10 de mayo de 2001. «La investigación del asesinato del empresario Antonio Quintana, en la 
madrugada del 22 de octubre de 2000, en el garaje de su domicilio, acaba de ser resuelto por la Policía Cien- 
tífica de Madrid. »Los peritos que se encargaron de hacer la prueba de parafina a los principales sospechosos 
declararon ayer en el Juzgado número 4 de Burgos que tras los análisis practicados hallaron restos de plomo, 
bario o antimonio, procedentes de la realización de disparos, en las dos manos de Concepción Pérez, ex mujer 
del industrial asesinado. Según han informado fuentes próximas a la investigación a Diario de Burgos, este 
descubrimiento ratifica que Concepción Pérez, la principal sospechosa, realizó disparos con un arma de fuego 
esa madrugada. » 


Torrevieja, Alicante. «La Guardia Civil de Torrevieja ha detenido a una mujer de cincuenta y tres años 
como presunta autora del homicidio de su compañero sentimental, de cincuenta y ocho años, y que responde 
a las iniciales de S.E.G., según confirmaron ayer fuentes del Instituto Armado. Al parecer, en un primer 
momento se determinó que el varón murió de muerte natural, aunque posteriormente las investigaciones de 
los efectivos del equipo de delincuencia organizada y antidroga concluyeron que el óbito se produjo por la 
intervención de la ahora arrestada. 


1 Jacqueline Remy, L”Express, 24 de abril de 2003. 

12En Polen blanco para rosas negras, su tercera novela, se retrata el maltrato psíquico de la mujer sobre el hombre. 

13 Mujeres maltratadas y mujeres proclives a la violencia, Erin Pizzey. 

lMLa violencia de la mujer, cuando hiere y mata a su marido, se presenta como un acto reflejo frente a una agresión previa y 
superior del hombre. Mi experiencia en los Tribunales de Justicia, donde estuve como observador en cerca de 3000 juicios en el 
último año, indican, como se relata más adelante, que tanto la mujer como el hombre son desencadenantes de la violencia más 
allá de las diferencias de estatura, peso, masa muscular y fuerza del hombre. Según el mito de David y Goliat, una mujer débil 
y aparentemente enteca puede matar de la manera más cruel y despiadada a su marido aunque el hombre tiene habitualmente 
más facilidad para golpear y herir. 

15 Diario de Levante, edición digital, 24 de enero de 2001. 

16 Diario de Burgos, edición digital, 10 de mayo de 2001. 
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El cadáver apareció el 1 de febrero pasado en el domicilio que la detenida tenía en Torrevieja, tendido en el 
sofá de la vivienda. Según el primer testimonio de la presunta asesina, los dos habían estado tomando unas 
copas. Más tarde tuvo que ausentarse y cuando regresó dos horas después se encontró con la dantesca imagen 
de su compañero tendido en el sofá de la casa y sin vida. La Benemérita, sin embargo, pudo averiguar que 
la pareja había estado tomando alcohol en el lugar señalado. Posteriormente, aprovechando que el fallecido 
estaba aturdido por la ingesta de alcohol, le roció con un spray de autodefensa y le dejó en un estado de 
semiinconsciencia. Por último, la presunta asesina empleó una almohada para asfixiar a la víctima. ”] 


Almenar, Lérida. «El hombre perdió la vida a manos de su mujer el pasado 28 de febrero en Almenar fue 
torturado duramente diversas horas, posiblemente durante dos días, antes de morir. Ésta es la conclusión a 
la cual han llegado los investigadores después de conocer los resultados de la autopsia. [Finalmente] la muerte 
se produjo debido a que al autor del asesinato le colocó una bolsa en la cabeza, le rociaron con un spray no 
identificado, posiblemente insecticida, y luego le golpearon en la base del cráneo hasta dejarle sin sentido, 
muriendo por la intoxicación del pesticida. 5%] 


Tabernes, Valencia. «Una mujer de cuarenta y dos años ha quedado ingresada en un hospital de Gandía 
bajo custodia de la Guardia Civil como pregunta autora de la muerte de su compañero sentimental, al que 
agredió por segunda vez en siete meses, en esta ocasión con un martillo, con el que le causó la muerte. »Los 
hechos ocurrieron en la mañana de ayer en el domicilio de la pareja, en el número 69 de la calle San Juan 
Bautista de Tabernes de Valldigna. E.G.G. mató a su compañero, A.C., a martillazos, trató de huir en un 
coche y sufrió un accidente de tráfico. El cadáver de la víctima se descubrió a las 22.00 horas com varios 
golpes en la cabeza, momento en el que la presunta asesina, que se encontraba en el hospital a causa del 
accidente, fue interrogada y puesta bajo custodia. E.G. G. fue detenida por primera vez el 1 de septiembre 
por intentar asesinar a su compañero, al que propinó varias heridas con un cuchillo en un costado. El 5 de 
septiembre volvió a ser detenida cuando acudía a visitar a la víctima al hospital con un cristal puntiagudo y 
dos cuchillos, uno de ellos el que había empleado en la agresión anterior. 1%] 


Valencia. «El Grupo de Homicidios de la Jefatura Superior de Policía investiga las extrañas circunstancias 
de la muerte de Luis Mariano García Segovia, de treinta y seis años, que en la mañana de ayer aparecía sin 
vida en un piso del barrio de la Plata. »Las agentes tomaron declaración a Francisca F.S., de treinta y siete 
años, ya que varios indicios revelan que pudo ser asesinado mediante la administración de una sobredosis de 
heróina. Se da la circunstancia de que hace menos de un mes la misma mujer fue interrogada por el Grupo 
de Homicidios de la policía sobre el fallecimiento de un amigo. El hombre fue arrollado cuando paseaba con 
ella, en un extraño accidente. La familia de la víctima declaró ayer que la mujer le había provocado una 
sobredosis pues "Luis Mariano había dejado la heroína hace tiempo”. 2] 


Valencia. «Una mujer ha confesado ser la autora de los 18 puñaladas que acabaron con la vida de Emilio 
N.M., el jefe de obra cuyo cadáver fue descubierto el jueves en un ático de la calle Arquitecto Ribes. La 
sospechosa, vecina de Valencia, que no convivía con el fallecido aunque mantenía una relación sentimental 
con él, debió atravesarle el corazón con el arma del crimen y posteriormente, según se colige de la autopsia, lo 
atacó por la espalda clavándole 18 veces el mismo cuchillo. Sólo así se explica que pudiera vencer la resistencia 
de un hombre a quien sus amigos y comerciantes del barrio Arniches califican de «corpulento»P"] En la casa 
de la asesina, convicta y confesa, se encontró el arma homicida, el móvil de la víctima y ropa de cama que se 
llevó del apartamento para borrar las huellas. La mujer se autoinculpó ante la policía asegurando que actuó 
sola y su nombre se mantiene en el anonimato para no implicar a su marido y a sus dos hijos. ??] 


17 El mundo, 8 de febrero de 2001. 

18 Segre, diario digital, 28 de febrero de 2001. 

19 Panorama, 11 de abril de 2001. 

20 Las Provincias, 26 de abril de 2001. 

21 Levante digital, 10 de julio de 2001. 

22Otros casos. Una mujer mata a su marido, con tratamiento psiquiátrico, con una piqueta que le clavó varias veces en la 
cabeza en San Pedro de Alcántara (La Opinión, Málaga, 14 de agosto de 2001). Una mujer y un hombre de Valencia de Alcántara, 
Cáceres, asesinan a F.R.A. a golpes. Su cadáver presenta, además, un corte en el cuello (Sur Digital, 17 de agosto de 2001). 
Una mujer se entrega a la policía en Zaragoza tras matar a su marido con una tijeras porque, según informó, «estaba harta». El 
asesinato se cometió mientras la víctima estaba «sentada en el retrete» (Estrella Digital Europa Press, 14 de enero de 2001). 
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Burgos. «Un hombre de sesenta y un años de edad, Restituto Rojo, murió en Burgos a causa de las heridas 
que le produjo su hija, Sonia Rojo, de veintiséis años, quien le cortó el cuello con un cuchillo, según relata 
un hermano de la víctima. La hija, detenida por la policía, "bebía mucho y no era la primera vez que agredía 
a su padre.” El fallecido estaba jubilado y era viudo. » 


Valencia. «Una mujer se entregó a la policía tras matar a su compañero, paralítico, al que estranguló en 
su propia cama en un domicilio del barrio de Nazaret, en Valencia. »Los hechos ocurrieron hacia las 3.35 
de la madrugada en un domicilio de la calle Alta del Mar. Tras llamar a la policía y confesar el crimen, 
la asesina esperó tranquila la llegada de la policía, que la detuvo y realizó las pesquisas iniciales, previas al 
levantamiento del cadáver del minusválido, que no pudo defenderse de la violencia de su agresora. 1] 


Parodiando a Javier Caño y volviendo a la «oración por pasiva» se podría decir: «La lista es interminable. 
Docenas, centenares se muertes violentas a manos de sus mujeres o compañeras de hecho, con abundancia 
de sangre, con inacabables cuchilladas, con golpes [de hacha y piqueta] en la cabeza, descuartizando el ca- 
dáver, disparando una escopeta de caza, estrangulándolos, con tiros de revólver o pistola automática (sic), 
apuñalándolos en el retrete, arrojándolos por el balcón, cortándoles la cabeza con un hacha, degollándolos (...) 
Centenares de crímenes horripilantes como los narrados se cometieron en España entre 1985 y 1994, siendo 
víctimas los hombres y verdugos sus mujeres o parejas sentimentales; en todas las provincias, en la ciudad, 
en el campo, en pueblos pequeños y en metrópolis grandes, entre obreros y entre campesinos, gente joven y 
gente mayor, gente culta y gente analfabeta, por una discusión, celos, por dinero, porque él se quería separar, 
porque él reclamaba ser tratado como persona o por cualquier motivo que no es tal. Es la galería de horrores 
donde los hombres son siempre las víctimas, y alguna vez también los hijos. No tiene fin.» 


La realidad, sin embargo, tampoco es ésta. Según las estadísticas más fiable, entre 1998 y 2003, el 60% de los 
asesinados lo fueron a manos de sus maridos y el 40% restante por sus mujeres, lo que rompe el mito creado 
artificialmente en los últimos años de que las mujeres son siempre inocentes y los varones genéticamente 
perversos y violentos. 


Los datos, obviamente, son aproximados, ya que la cifra de muertos varía de un año a otro, incrementándose, 
en algunos años, el número de varones muertos, y en otros, el de mujeres. De todas maneras, las cifras son 
muy similares a las manejadas por la mayoría de las universidades, por el Departamento de Justicia de 
Estados Unidos, de Australia, Nueva Zelanda, Canadá e Inglaterra y por los centros de investigación sobre la 
violencia más acreditados de todo el mundo civilizado, como se demuestra más adelante con los 270 informes 
recopilados y tabulados en Estados Unidos y manejados por el autor de este libro. 


El propio Joaquín Leguina, expresidente de la Comunidad Autónoma de Madrid, persona autorizada en la 
materia por su condición de demógrafo, lo reconocía en 2004, meses antes de promulgarse la Ley contra la 
Violencia de Género. En declaraciones al diario El País decía lo siguiente: 


«Las encuestas de violencia intrafamiliar en Estados Unidos muestran todas ellas datos inequívocos y nada 
maniqueos. En los casos de violencia severa, básicamente física, el 35 % se atribuye al hombre, el 30% a 
mujeres y el 35% restante a ambos.» Y añade: «Cuando se analiza el conjunto de los casos de violencia, 
incluida la emocional, la doble participación (hombre y mujer) se acerca al 50% de los casos. Dato que no 
contradice que mueran más mujeres. 21] 


La mayoría de los autores, sin embargo, siguen con los ojos llenos de telarañas y pretenden hacer creer a la 
opinión pública que sólo hay una violencia unidireccional. Veamos otro caso: 


«Federico y Mónica llevaban casados trece años. Se habían separado hacía un año porque Mónica ya no 
aguantaba más los malos tratos físicos y psíquicos a los que estaba siendo sometida de forma continuada 
por su marido. Mónica había iniciado los trámites de separación tras haber denunciado a su marido (...) 
El día de autos Mónica se dirigía a las 14.20 horas a su lugar de trabajo (...) Federico, un día más, estaba 
esperándola con la intención de convencerla para que volvieran juntos (...) [Tras una discusión] Federico sacó 
una navaja marca Aitor de 8 centímetros de hoja, con la que le asestó cinco puñaladas [la dejó pensando 


23 Panorama, diciembre de 2001. 
24 El país, 4 de julio de 2004. 
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que estaba muerta y escapó]. Mónica sobrevivió (...) Los hechos [otro caso distinto] se produjeron sobre las 
3.30 de la madrugada. Alrededor de las 6.00, el joven, de treinta y dos años, se entregó en la comisaría de 
Fuengirola: "He matado a mi mujer”, confesó. El propio padre del detenido fue el que sobre las 4.20 horas 


llamó al servicio de emergencias 061 (...) y dijo que la joven llevaba "así" una hora. El "así" era una parada 
cardiorrespiratoria que le provocó la muerte a las 7.00 horas, a pesar de los esfuerzos médicos. » 


Quien aporta estos y otras docenas de aterradores relatos de hombres (sólo hombres) que asesinan o mal- 
tratan a sus mujeres es Vicente Garrido, un psicólogo criminalista, «de fama internacional» añade él, en la 
contraportada de un librof?] Amores que matar?*] Veamos la información que se oculta: algunos de los casos 
de hombres asesinados por sus mujeres en 2002. 


Un canario muerto, descubierto por una señora del edificio la Tejera, en la calle Joaquín Chapaprieta de 
Torrevieja, Alicante, hizo saltar la alarma. Su vecino, un hombre de setenta y un años, natural de Madrid, 
cuidaba extremadamente bien a sus pájaros. 


Alarmada, la vecina llamó a la policía. Al echar la puerta abajo, se encontró con el cadáver del dueño de la 
casa cosido a puñaladas y tendido boca abajo sobre la cama. Poco antes del asesinato, ocurrido dos días antes 
de que se descubriera el cadáver, se había visto salir de la casa a una mujer ucraniana, con la que mantenía 
relaciones sentimentales [27] 


Uno de sus compañeros acudió a su casa en la población costera de Palmanova, al sur de la isla de Mallorca, 
preocupado porque llevaba varios días sin presentarse al servicio. Tras llamar al timbre y no recibir respuesta, 
se asomó por una de las ventanas y vio el cuerpo sin vida de su compañero Francisco Oreja, de treinta y un 
años, natural de Segovia y Guardia Civil como él, tendido en el suelo con un fuerte golpe en la cabeza y un 
charco de sangre en el suelo. 


Era el 10 de febrero de 2002. Poco después, la Benemérita detenía a una ciudadana sueca, de treinta y un 
años, en la localidad de Calviá como presunta autora del asesinato del agente, con el que había estado casada, 
llevado a cabo, aparentemente, por motivos pasionales |[?*] 


Con apenas treinta y tres años, Jesús Fuentes Checa creía haber encontrado la fórmula mágica para ganarse la 
vida sin trabajar durante el resto de sus días. El club de alterne Tamoure, montado en Cambrils, Tarragona, 
que administraba su esposa, la brasileña María Cristina C., de veintiséis años, era una fuente inagotable de 
dinero. 


Pero como, a veces, la avaricia rompe el saco, uno de sus socios en el negocio, José Manuel P.V., de treinta 
y cinco años, no estaba dispuesto a repartir ganancias con él. Y el 25 de junio de 2002 le esperó delante de 
su casa, en el núcleo turístico de Miami Platja, Mont-roig del Camp, y supuestamente le acribilló a tiros. 


Después se sabría que en el asesinato de Fuentes Checa, implicado años antes en un sumario de trata de 
blancas pendiente de enjuiciar, había otras dos personas: su propia mujer y la de su socio, ambas detenidas 
por la Guardia Civil[??] 


Los vecinos escucharon hasta una docena de detonaciones y algunos de ellos vieron a la mujer, C.F.H., de 
treinta y siete años, apretar el gatillo una y otra vez como una posesa, haciendo añicos las lunas del coche, 
un escaparate y acribillando a tiros a su marido. 


Los hechos ocurrieron en una calle del Polígono La Cartuja de la capital granadina a primeras horas de la 
tarde. C.F.H. caminaba acompañada por un sobrino por la calle Martín Pinzón cuando se encaró con su 
marido, L.M.C.S., de cuarenta y cinco años, que venía en dirección contraria al encuentro de la pareja [?] 


25Las contraportadas de los libros las escribimos los autores. 
26Editorial Algar, 2001. 

27 La Verdad, 2 de febrero de 2002. 

28 ABC, 13 de febrero de 2002. 

29 La Vanguardia, 17 de marzo de 2002. 

30 Andalucía24horas, 21 de abril de 2002 
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Antes de encontrarse, la mujer empezó a insultarle y L.M.C.S. le replicó. La mujer, a la que se veía acalorada 
por alguna discusión o problema anterior, no se lo pensó dos veces. Sacó una pistola del 45, la montó, encañonó 
a su esposo y empezó a dispararle casi a quemarropa, como el que tira al blanco. 


La Voz de Galicia. «José Iglesias García, un vecino de Arteixo, de cuarenta y siete años, encontró la 
muerte en su casa ayer de madrugada. No se la esperaba. Ni siquiera pudo prevenir el mortal hachazo con 
el que su compañera sentimental le segó la vida minutos después de entrar en el domicilio conyugal en el 
número 227 de la travesía de Meicende, en el municipio coruñés de Arteizo. 


Los celos son el móvil sobre el que trabaja la Guardia Civil para esclarecer los hechos. La presunta asesina, 
P.B.M., una portuguesa de cuarenta y nueve años, decidió no creer las promesas de fidelidad de su compañero 
y le asestó a traición un golpe de odio en forma de machetazo, aprovechando un descuido de José. 


Él estaba sentado en el sofá del comedor de la vivienda que ocupaban poco antes del verano, cuando recibió 
el tremendo hachazo, que le dejó seco en el lugar para siempre. La mujer, sin preocuparse de ocultar el arma 
homicida, se entregó tres horas después a la Guardia Civil. Los esperó en la puerta de la casa, con el bolso 
en ristre y arreglada, como si fuera a salir de fiesta. E 


La Voz de Galicia. «Una mujer de origen portugués fue detenida por la Policía lucense después de que 
el hombre con el que convivía apareciese muerto en el domicilio de ambos. Los primeros indicios apuntan 
a que la víctima murió de forma violenta, a tenor de los resultados de la autopsia que le fue practicada, 
probablemente estrangulado. »La persona que se halla detenida es María do Alivio Rodrígues Núñez, de 
unos cuarenta años. La víctima, José María Raposo Fernández, de ochenta y cuatro. Ambos convivían en la 
calle Alexandre Bóveda, en Paradai, Lugo. Aquí es donde la Policía descubrió su cuerpo sin vida el pasado 


martes. A] 


Por las mismas fechas, el diario Las Provincias de Valencia informaba de otro estrangulamiento, el de un 
hombre de cuarenta y cinco años, José H., fontanero, en el barrio de Cabanyal de la capital del Turia. El 
estrangulamiento se habría producido mientras la víctima se hallaba en la cama, vestida sólo con ropa interior, 
momento en el que fue atacado y estrangulado por su compañera sentimental, de su misma edad, y de la que 
se desconocen más datos. La mujer, avisó a unos vecinos de que «José está muy blanco» y pidió que llamaran 
a la Policía. Fue detenida esa misma tarde como presunta autora del homicidio[**] 


En 2005, un Informe del Consejo General del Poder Judicial ofrecía los datos con una claridad meridiana. 
En una lista de dieciséis países de la Comunidad Europea, España ocupaba el undécimo lugar en cuanto al 
número de mujeres asesinadas, el segundo menos violento después de Islandia si no se hubiesen manipulado 
los datos. Mientras la tasa mundial de uxoricidiog?*] en el mundo es de 18 mujeres por cada millón de 
habitantes] en España esa cifra oficial desciende hasta 2,44 mujeres muertas por cada millón de habitantes 
durante el año 2000[P] 


La cifra revela que la llamada piel de toro es, en este aspecto, uno de los países más pacíficos del mundo. De 
los 16 países estudiados en el informe del órgano de gobierno de los jueces, Luxemburgo, Suecia, Portugal, 
Alemania, Reino Unido, [Francia, Italia] [P"] Dinamarca, Noruega, Finlandia, Austria, Bélgica y Rumania 


31 La Voz de Galicia, 9 de agosto de 2002. 

32 La Voz de Galicia, 20 de noviembre de 2002. 

33 Las Provincias, 20 de noviembre de 2002. 

34Muerte causada a la mujer por su marido. 

35 En el planeta vivían, en 2005, un total de 3.004.599.000 mujeres, lo que constituye el 49,7% de la población mundial. 

36Ésa es la tasa oficial, inflada y manipulada por encima del doble de los datos reales. Para llegar a una tasa más aproximada 
hay que coger la población española el 1 de enero de 2000 (40.499.796 habitantes), sumarle la población registrada el 1 de enero 
de 2001 (41.116.842) y dividirlo por dos, ya que las muertes se produjeron en esos doce meses. La operación nos arroja una 
cifra de población media de 40.808.319 habitantes. A esa cifra habría que añadir la población emigrante sin legalizar (unas 
500.000 personas), lo que arroja una población real de 41.308.319 habitantes. Como en 2000 hubo 44 mujeres asesinadas según 
el Ministerio del Interior, la tasa se situaría en poco más del 1%. Si se diera por válida la tasa de 2,44 mujeres asesinadas por 
millón deberían haber muerto 101 mujeres, una cifra disparatada que jamás se ha alcanzado. Si se elige sólo a la población 
femenina (21.114.865 mujeres), el porcentaje se acerca bastante al oficial, pero no se puede decir 2,44 mujeres muertas por cada 
millón de habitantes, sino por cada millón de mujeres. 

37Francia e Italia no figuran en el estudio. El autor los incluye, pues están muy por encima de España y forman parte de 
nuestro entorno más próximo. Son países mediterráneos, con muchas horas de sol donde la gente hace vida al aire libre. 
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ocupan cifras más elevadas en el macabro ranking. 


En cambio, sólo cuatro países (Irlanda, Holanda, Polonia e Islandia) se hallan por debajo en la estadística 
de mortalidad de mujeres a manos de sus maridos o parejas de hecho. Todos ellos tienen una población 
muy inferior a la española y unos flujos migratorios -la clave del incremento de los asesinatos-mucho más 


inferiores 


Por otra parte, en 2004 había en España 18.912.000 mujeres de edades comprendidas entre los 14 y 99 años. 
La cifra oficial de muertes de señoras en el mundo tras un proceso de maltrato se cifraba en 55.000P9] Para 
«equipararnos» a esa tasa de «feminicidios» tendrían que haber muerto un total de 346 mujeres. Los datos ofi- 
ciales, que incluyen víctimas extranjeras y mujeres muertas por eutanasia, hacen referencia afortunadamente 
a una cifra muy inferior: sólo 67 víctimas, es decir, un 5,16% por debajo de la estadística mundial. 


La cifra de muertes violentas de mujeres obviamente puede y debe reducirse a porcentajes todavía más bajos. 
Cualquier iniciativa en este sentido es bien recibida por la sociedad. Sin embargo, al igual que los accidentes 
de tráfico, el alcohol o las drogas, su erradicación resulta imposible. «Sería como acabar de un plumazo con 
los celos, los arrebatos pasionales, las enajenaciones mentales transitorias o la locura», afirma el psiquiatra 
José Miguel Gaona, un estudioso de la materia. ¿A qué se debe el alarmismo, el estado de terror, generado 
en la sociedad española? Según el Eurobarómetro de 1999, una encuesta realizada por la Comisión Europea 
para erradicar la Violencia Doméstica, el 88,6% de los habitantes del viejo continente había visto escenas de 
asesinatos de mujeres en la televisión, mientras que un 65,6% lo había leído en los periódicos y revistas y un 
44,1% lo había escuchado en la radio[P] 


«Se hartó de darme puñetazos y de insultarme. Se fue al salón y a la media hora vuelve y continúa insultán- 
dome. "Eres una guarra, eres una asquerosa. Te voy a matar, las hostias te van a llover. Vas a salir por esa 
casa volando.” Me coge de la cartera, me saca la tarjeta del banco, la del Corte Inglés y las empieza a romper 
con una tijera. A má me daba igual porque era una cosa que yo no usaba nunca.» (...) El Tribunal Supremo 
rebajó de 13 a 15 años de cárcel la pena impuesta por la Audiencia de Bilbao a dos hombres condenados por 
dos delitos de agresión sexual, porque en uno de ellos "sólo introdujeron los dedos en la vagina de la víctima”. 
Sentencia de agosto de 2000. 1%] (...) Clara Vallejo soportó veinte años de palizas, golpes y amenazas de su 
marido. Conseguida la separación, Adolfo Medina la emprendió a golpes contra ella en plena calle. Le golpeó 
la cabeza contra el suelo hasta dejarla inconsciente, le pisoteó todo el cuerpo e intentó arrojarla al vacío (...) 
La Audiencia de Jaén dictó sentencia de un año y medio de cárcel a Adolfo Medina por agresiones a Clara 
Vallejo, y seis meses por pegar a un Guardia Civil cuando éste intentaba detenerle. Adolfo Medina no ingresó 
en prisión porque carecía de antecedentes penales. «No volverá a denunciar nunca más.», aseguró Clara al 
conocer la sentencia|**| Quien se expresa así es la periodista Nuria Varela, para quien tampoco hay hombres 
maltratados. Lo hace en su libro Íbamos a ser reinas, publicado en 2002 por Ediciones B. 


Veamos que ocurrió con algunos hombres en 2003. A José Iglesias García, un albañil de origen gallego, de 
cincuenta y cinco años, la esquizofrenia que padecía no le dejaba vivir tranquilo. Años atrás había pedido 
la baja laboral por «problemas mentales». Los médicos certificaron que padecía brotes violentos de cólera 
compatibles con otros, de depresión aguda, en los que era propenso al suicidio y a la autodestrucción. La 
dieron la invalidez permanente. 


38Islandia tiene 279.000 habitantes; Irlanda, 3.745.000; Holanda, 15.810.000, y Polonia, una población similar a la española en 
1980, es decir, 38.654.000 frente a los 44.000.000 de personas que viven hoy debido a la fuerte presión migratoria. 

39 Cifra oficial facilitada por el Centro Reina Sofía para el Estudio de la Violencia. 

40 Carlos Berbell, asesor de imagen del Consejo General del Poder Judicial, «La Violencia Doméstica y su enfoque en España 
y en el derecho comparado», en Cuadernos de Derecho Judicial, 2005. 

41 Artículo 179 del Código Penal, vigente desde el 21 de mayo de 1999 hasta el 30 de septiembre de 2004: «Cuando la agresión 
sexual consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o la introducción de objetos por algunas de los dos primeras vías, 
el responsable será castigado, como reo de violación, con la pena de prisión de seis a doce años.» 

legnoro si la sentencia es correcta o no al no aportarse en el texto la fecha para poder leerla y ver si los hechos se ajustan a 
la horquilla de penas que fija el Código Penal de la época. De todas maneras, si no hubo lesiones que dañaran órganos vitales, 
el delito debió tipificarse como de lesiones, castigado con pena de 6 meses a tres años. El Tribunal, teniendo en cuenta que la 
víctima carecía de antecedentes, es lógico que optara por la pena media. Lo que a su vez indica que los «20 años de palizas» o 
no existieron o no se denunciaron o no se pudieron probar. O se saldaron con una condena por faltas. 
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Aún así no lo ingresaron en un centro para enfermos mentales sino que siguió viviendo con su mujer y su 
hija en Palma de Mallorca, en el número 20 de la calle Fornaris de la capital balear, sometido a una severa 
medicación que se encargaban de administrarle a su mujer y una hija de 19 años. 


A las tres de la tarde de un lunes del mes de enero de 2003, Iglesias sufrió un brote de cólera. Ante la pasividad 
de su mujer, que no hizo nada por interponerse, su hija, L.I.E., de veinte años, decidió administrarle otro 
medicamento. Cogió un cuchillo de la cocina y le asestó treinta puñaladas, la mayor parte de ellas en el 


abdomen[*] 


Luego se supo que la hija acababa de leer unas declaraciones de José María Aznar en la prensa sobre el 
caso de unos emigrantes ilegales a los que deportaron maniatados y sedados a sus países de origen. «Asunto 
resuelto», dijo entonces el presidente del gobierno español. 


Un día, leyendo a Nostradamus y haciendo cálculos astrofísicos y geométricos sobre un mapa, ella «descubrió » 
que «el Apocalipsis llegaría sólo hasta Barcelona» y que los que vivieran por debajo de ese paralelo se salvarían. 


Atormentada por las revelaciones que había tenido, S.B.R., funcionaria del Gobierno belga, sabía lo que debía 
hacer para salvarse. Así que pidió la baja por jubilación, se compró una pistola para defenderse de quienes 
trataran de agredirla cuando llegara el «juicio final», convenció a su marido y se trasladó a vivir a Torrevieja, 
Alicante. 


Fue en el año 1979. En el 2003, es decir, tras veintisiete años de residencia en España, un día sacó la pistola 
y le pegó un tiro en la sien a su marido, Luck Berger, en el chalet que compartían en la urbanización El 
Chaparral. Luego, sin saber muy bien lo que había hecho, se entregó a la policía y confesó el motivo de su 
crimen. «Desde hacía unos meses Luck había comenzado a desentenderse de sus experimentos esotéricos.» 


Ella, obsesionada con sobrevivir a una catástrofe mundial como la anunciada por Nostradamus, decidió 
precipitar el fin del mundo para la persona que más quería, por no seguir sus indicaciones de «mujer enfermiza 
y paranoica, obsesionada con todo lo paranormal», según se desprende de los informes presentados por los 
médicos forenses. 


Eran dos adolescentes de diecinueve y dieciséis años respectivamente, vivían en un pueblo de Valencia de 
Alcántara, Cáceres, y la «píldora del día siguiente] no estaba a su alcance. No conocían a ningún médico 
que se las recetara ni a ningún farmacéutico que se las dispensara sin receta. 


La joven, cuyo nombre no ha sido revelado, se quedó embarazada y fue a contárselo a su padre, Antonio 
P.P., de sesenta y un años, en la finca a las afueras de Valencia de Alcántara donde residían. A su progenitor, 
cuarenta y cinco años mayor que ella, se le vino el mundo encima. 


No sólo no entendió su problema sino que le recriminó severamente su conducta. Le pidió que rompiera 
inmediatamente con su pareja, un joven de la cercana localidad de Salorino, y le amenazó con echarla de casa 
si no lo hacía. 


Decidida a cortar de raíz la discusión con su padre, la menor de dieciséis años optó por un expeditivo 
método. Cogió una piedra de doce kilos y le machacó la cabeza hasta matarle. «Antonio P.P. era conocido 
en el municipio por su fuerte carácter. », escribió en ese momento la prensa[*] 


Eran las seis menos diez de la mañana del 26 de mayo de 2003 cuando los empleados del servicio de recogida 
de basura de la Urbanización Sierra Luz de la localidad de Cortegana, Huelva, se encontraron con un trasto 
viejo. 

-¿Quién habrá arrojado este maniquí en plena calle? —preguntó uno. 


-Será cosa de los señoritos que viven aquí —dijo otro- ¡Ya ni siquiera se molestan en echarlos a los contenedores! 


43 La Verdad, Murcia, 19 de marzo de 2003. 
4YMétodo que previene un embarazo no deseado después de un contacto sexual sin protección. Se trata de ingerir, antes de las 
72 horas posteriores a las relaciones sexuales, una píldora de Levonorgestrel que bloquea la ovulación y previene la fertilización. 


Si el embrión está implantado en el útero, el Levonorgestrel no puede desalojarlo de este. 
45 La Razón, 12 de abril de 2005. 
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Al acercarse un poco más, advirtieron que no se trataba de un maniquí sino del cuerpo de un hombre hecho y 
derecho. El individuo, identificado como J.F.M.R., estaba como su madre lo trajo al mundo. Presentaba una 
herida inciso contusa a la altura del esternón. Lo trasladaron al centro de urgencias de la localidad, donde 
falleció una hora más tarde a pesar de haberle aplicado técnicas de reanimación. 


La Guardia Civil de Aracena detuvo poco después a una mujer, M.S.C.M., de dieciocho años, natural de 
Valencia y vecina de Rosal de la Frontera, Huelva, en cuyo domicilio se encontró un cuchillo de cocina 
manchado con sangre. Era la autora del apuñalamiento que acabó en homicidio[*] 


Como en ocasiones anteriores en las que se encontraba en apuros, Luis Enrique M.T., un chileno de cuarenta 
años, acudió a la casa de una amiga, emplazada en el número 51 de la calle Vázquez de Mella, en Castellón 
de la Plana, a pedirle dinero. 


Eran las tres de la tarde del 20 de julio de 2003. Agustina S.I., de cuarenta y ocho años, con la que había 
mantenido una antigua relación sentimental que había acabado mal, le franqueó la puerta y le dijo que se 
acomodara en un sillón en el cuarto de estar mientras buscaba el dinero. 


-Vuelvo en seguida —manifestó, y se metió en el interior de la vivienda. 


Cuando regresó, empuñaba un arma larga de repetición. Tenía la licencia correspondiente para usarla, y sin 
medir palabra, le descerrajó cinco disparos que alcanzaron a la víctima en zonas vitales y le provocaron una 
muerte casi instantánea. Consumado el acto, la mujer guardó el arma en su funda, se sentó en un sillón y 
esperó tranquilamente la llegada de la policía [*”] 


Europa Press. Bilbao, 11 de junio de 2003. «La Ertzaintza ha detenido a la esposa del hombre asesinado 
esta madrugada en Santurzi, Bilbao, por un presunto homicidio. El hombre, de cuarenta y dos años, falleció 
como consecuencia de las heridas que presuntamente le causó su mujer con un cuchillo durante una disputa 
en el domicilio, según informó hoy la Policía Autónoma. «Los hechos ocurrieron alrededor de las tres y 
media de la madrugada, cuando sanitarios de Sos Deniak se desplazaron a la calle Santa Eulalia de Santurtzi 
tras recibir una llamada. Al parecer, el fallecido, J.E.B. y su esposa, M.D.L.F., de cuarenta años, habían 
mantenido una discusión, en el transcurso de la cual la mujer le clavó un cuchillo. [%] 


Con pasmosa frialdad y con un poder de seducción más allá de lo habitual, A.F.A., de veintinueve años, se 
presentó en la comisaría de los Mossos d'Esquadra de Sant Adriá de Besos y les dijo: 


-Mi ex marido no para de acosarme, de amenazarme y de hacerme chantaje psicológico. Ya no aguanto más 
y he venido a presentar una denuncia en contra de él. 


-¿Qué hechos quiere denunciar usted, señora? 
-Que ayer mismo se presentó en mi casa, me enseñó una pistola y me dijo que si no volvía con él se suicidaría. 


Tras presentar la denuncia, la propia mujer les pidió a los agentes que la acompañaran a su casa, pues pensaba 
marcharse, a recoger algo de ropa y de dinero. 


-Temo que si no hay alguien que me proteja me pegue un tiro o se suicide —les comentó. 


Gustosamente, los agentes accedieron a protegerla. Al llegar al domicilio conyugal encontraron el cadáver del 
ex esposo, F.G.A., con la pistola en la mano y un impacto de bala en el cráneo, con salida de masa encefálica 
y abundante pérdida de sangre. 


Aparentemente, la víctima se había suicidado. Sin embargo, había algo en la escena del crimen que no 
cuadraba. El examen de la musculatura de los dos brazos revelaba que F.G.A. era zurdo y que la trayectoria 
del proyectil, que atravesó el cráneo en sentido horizontal, de oreja a oreja, indicaba que la víctima no pudo 
haber disparado el arma. 


46 El teletipo en la red, 27 de mayo de 2003. 
47 El mundo, 21 de julio de 2003. 
48 Agencia Europa Press, servicio del 11 de julio de 2003.14.10. 
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La prueba de la parafina efectuada a la denunciante y a su madre, A.F.A., de sesenta años, y la ausen- 
cia de coartada de ambas, relevó que las dos mujeres habían asesinado a la víctima, tratando de simular 
posteriormente la muerte bajo la apariencia de un suicidio en un estado de depresión. 


2 de agosto de 2003 (Agencias). «Una mujer fue detenida la noche del viernes por la Policía Nacional 
en su domicilio del madrileño distrito de Salamanca, tras encontrar en la vivienda el cadáver de su pareja, 
un hombre de cuarenta y nueve años.» 


«El cuerpo del fallecido, de iniciales J.G.A., fue hallado en su domicilio de la calle Béjar con varias fracturas 
y diversos golpes en la cabeza. Las autoridades procedieron a la detención de su compañera, P.S.V., nacida 
en 1956, quien momentos antes había llamado al Samur diciendo que la víctima sufría una "hemorragia 
digestiva" o alguna otra enfermedad, ya que se había caído y se había golpeado. En lugar de un enfermo 
hallaron un cadáver, con diversos golpes no compatibles con caída alguna y una tremenda herida contusa en 
la cabeza, provocada por un objeto pesado y contundente, que presumiblemente le había provocado la muerte. » 


«Esta muerte se suma a la que ocurrió días antes en Pozuelo de Alarcón, donde un joven dominicano, Féliz 
Manuel G. G., fue asesinado de una cuchillada por su pareja sentimental. » 


«Cuando los agentes llegaron al domicilio de la víctima, sobre las once de la noche, se encontraron a Féliz 
Manuel tendido en el suelo, en medio de un charco de sangre, y a su compañera, una mujer dominicana, 
sentada a su lado, llorando, tratando de taponar la herida causada por un cuchillo de diez centímetros en el 
estómago, concretamente en el hipocondrio. La víctima falleció media hora después, mientras era trasladada 
al hospital Clínico.» 


La operadora de la sala del 091 recibió la llamada de socorro desde una cabina telefónica. Una persona que 
no se identificó brindó todos los datos. 


-Acaba de arrojarse un hombre al río Guadalquivir, a la altura del puente Cristo de Expiación. 


Efectivos de la Policía Municipal y de la Nacional se presentaron inmediatamente en el lugar de los hechos. 
Varios testigos les refirieron que vieron caer a un hombre al agua sobre las once de la noche. 


-¿Estaba borracho? ¿Resbaló? 


Nadie tenia una pista fiable de lo que había pasado. Sin embargo, atando cabos de una y otra parte, los 
agentes lograron armar el puzzle. La víctima había sido empujada al Guadalquivir por Brígida P.H., de 
cuarenta años, tras una pelea. La detenida, que reconoció los hechos, tenía antecedentes por robo. 


Al día siguiente se halló el cadáver del abogado. Era un hombre al que, tras una separación matrimonial, la 
Justicia había echado de su casa, convirtiéndolo en un indigente. Luego, su nueva pareja, otra indigente como 
él, lo había arrojado al río, lo que le causó la muerte[?] 


«Debo reconocer que el título del libro sobre el que hoy les hablaré es un poco sobrecogedor, sorprendente, 
pero es que así fue como me quedé yo, sobrecogido, sorprendido, la primera vez que tuve delante de mí a una 
mujer maltratada y me dijo eso de que "mi marido me pega lo normal". » 


Quien firma esto es el médico forense Miguel Lorente Acosta, autor del libro Mi marido me pega lo normal, 
título que trata de fijar en el lector (en el inconsciente colectivo de la sociedad española) la idea de que los 
españoles casados golpean a sus respectivas mujeres «lo normal». Em una conferencia ofrecida en el aula El 
Correo, Lorente agregó: 


«Al margen del dramatismo de esta frase, lo que más me llamó la atención y lo que todavía me sigue sobre- 
cogiendo es la actitud de la mujer que pronunció semejantes palabras. Había sufrido una agresión y encima 
estaba avergonzada de ser la víctima, algo que no ocurría con el resto de las personas que yo veía en el 
juzgado, que exigían la cárcel para su agresor porque sufrían las consecuencias de la violencia. Efectivamente, 


49 Andalucía24horas. El mismo informativo refiere el asesinato de M.D.G., de cincuenta años, ocurrido en Sanlúcar de Barra- 
meda, a quien su mujer le propinó una puñalada tras una discusión familiar. Otra mujer, de veinticuatro años, D.S.J.Y., le clava 
una navaja a su pareja en el exterior de un pub, en Bilbao. Las tres noticias aparecen también en El Mundo el 30 de noviembre 
de 2003. 
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en un principio, muchas de las mujeres maltratadas se comportaban de manera totalmente diferente; eran 
personas que se mostraban avergonzadas, que se creían culpables de lo que les había ocurrido y que no sólo 
no buscaban la pena para el agresor, sino que, por el contrario, pretendían que el juez, el fiscal, el forense, 
simplemente le llamara la atención y le dijera: "Mira, no le pegues más a tu mujer, porque si no, vas a acabar 
mal.” En definitiva, que cualquiera de ellos le diera esa especie de reprimenda que ella era incapaz de dar. 
Esto era lo que en un principio pedía la mujer maltratada a las instituciones», agregó. 


Para él, la violencia, son sus mitos y realidades, es sólo unidireccional. Por eso se olvidó de hablar de los 
hombres asesinados en el año 2004. El lector, sin embargo, tiene derecho a saberlo, a que le contemos algunos 
Casos. 


La mujer de la víctima, María Eufemia R.L., de cuarenta años, declaró a la policía que el fallecido era un 
«gran bebedor de alcohol, con tendencia al suicidio» y que en la tarde anterior había ingerido nada menos 
que cincuenta comprimidos de Alprazolam, es decir, casi dos cajas.51 


Al día siguiente, 17 de septiembre de 2003, el cadáver de su marido fue encontrado en el interior de su 
vivienda, en Córdoba. Aparentemente, el óbito había ocurrido de muerte natural. 


Sin embargo, cinco meses después, el 14 de enero de 2004, al conocerse los resultados de la autopsia, se 
encuentran signos evidentes de electrocución. Como además la muerte se produjo entre las once de la noche y 
las tres de la madrugada, no parece evidente que a esas horas el fallecido hubiera estado con los pies descalzos 
jugando con los cables de la luz. 


La versión definitiva de cómo fue presuntamente asesinado F.J.S lo ofrece una amiga que esa noche estuvo 
con el matrimonio. «La pareja discutió y María Eufemia R.L. le atacó con la plancha, que se encontraba 
enchufada. En el forcejeo tocó los cables que estaban pelados y se electrocutó. » 


La mujer, D.F.L., de cuarenta y cinco años, detuvo el vehículo todo terreno en mitad de una curva cerrada 
de una carretera con escaso tráfico, en el municipio de Villalar de los Comuneros, Valladolid, sin tomar la 
precaución de echarse mínimamente al arcén. 


-Este coche se va calentando. Estamos a punto de reventar -le dijo a su marido señalando la aguja. 


ÉL S.J., de setenta y seis años, bajó del coche, abrió el capó y trato de averiguar si el líquido refrigerante se 
había agotado o si existía alguna fuga. 


En ese momento, el conductor de otro coche que circulaba detrás del suyo desde hacía un rato se impacientó. 
Metió la primera, intentó adelantarles, chocó lateralmente contra el todo terreno, atropelló a S.J. y lo mató 
instantáneamente. En lugar de prestarle el auxilio necesario, el agresor huyó de la escena del crimen y a su 
esposa no le dio tiempo a tomarle la matrícula. 


La Guardia Civil de Tráfico se dio cuenta, inmediatamente, que se trataba de un asesinato premeditado. 
Meses después, investigaron los bienes de la mujer y observaron que acababa de heredar treinta millones de 
euros del que fuera su marido. Las pesquisas les llevaron hasta Santa Pola, Alicante, donde encontraron los 
dos coches que habían protagonizado el accidente, con las abolladuras aún sin reparar en los laterales. Al 
vehículo del agresor le habían cambiado los neumáticos por otros. El último dato que permitió corroborar 
que se trataba de un asesinato premeditado fue la presencia en la vivienda de J.C.B.V., en cincuenta y siete 
años, el amante de la mujer y conductor del coche que provocó el accidente en Villalar de los Comuneros[*] 


El Mundo. «Los Mossos d “Esquadra han detenido a dos hermanas de nacionalidad rusa por su presun- 
ta participación en el asesinato del empresario de l'Ametlla del Vallés, cuyo cadáver fue encontrado en el 
maletero de su coche en Granollers el pasado 15 de febrero.» 


«Las dos mujeres trabajaban como prostitutas en un club del Vallés y han ingresado en prisión acusadas de 
asesinato. La víctima, un hombre adinerado que tenía un negocio de compra-venta de vehículos, conocía a 
las dos mujeres. » 


50 Iblnews.com, 12 de febrero de 2005. 
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«El cadáver fue hallado en el maletero del coche, en calzoncillos, con restos de semen y con una herida mortal 
en el pecho ocasionada por un arma blanca. 5] 


Cuando una vecina llamó al puesto de la Guardia Civil y denunció que en la zona de Paredes, en el municipio 
orensano de Leiro, había una furgoneta envuelta en llamas, todo el vecindario pensó en un accidente fortuito. 


Eran las 3.15 de la madrugada del 23 de abril de 2004. Tras extinguir el fuego del vehículo siniestrado, los 
agentes hallaron en su interior dos cuerpos calcinados, sin vida, y los cierres de las puertas echados. Los 
cadáveres pertenecían a una pareja casada: un hombre y una mujer naturales de Vigo. 


Realizada la autopsia, se descubrió un hecho impactante: el hombre, Enrique Vidal, había muerto mucho 
antes de que se produjera el incendio del coche. Aparentemente, debió de haber fallecido entre las doce de 
la noche y las dos de la mañana, ya que no se halló restos de humo ni sustancias tóxicas derivadas de la 
combustión en sus pulmones. La mujer, Emilia Pampillón, en cambio, había fallecido por asfixia a causa del 
fuego sobre las 3 de la madrugada. 


Luego se conoció el hecho desencadenante de la tragedia. «Enrique Vidal, comerciante, estaba en trámites de 
separación con su mujer para casarse con una de las empleadas de sus tiendas. Llevada por los celos, Emilia 
Pampillón había decidido matarlo y quitarse la vida ella», según la nota manuscrita que dejó 


Se cumplía así la máxima «juntos hasta la eternidad »[*"] que ha destrozado a muchas parejas y ha unido a 
muchas más en la historia del género humano. 


La prensa inglesa la bautizó como la «viuda negra» y durante semanas publicó un relato de horror y pánico 
que mantuvo entre horrorizados entretenidos a los lectores londinenses, acostumbrados a recrearse en la 
lectura de asuntos violentos y morbosos. 


Como si se tratara de un relato de Agatha Christie, la asesina, J.M., de cuarenta y cinco años, lo había 
contado todo, con pelos y señales, a los periódicos sensacionalistas The Sun, The Star y otros más. Ella 
misma, con sus manos, ayudada por un hijo de dieciocho años, había matado, descuartizado y quemado a su 
marido. Los restos del cadáver que no pudieron ser incinerados los había enterrado en el patio de su casa de 
Tallante, Cartagena. 


Era el 12 de abril de 2004. Los hechos habían ocurrido apenas dos años antes. La Guardia Civil, remisa a 
creerse la historia que se suponía inventada, presionada por los tabloides de Londres, que llevaban semanas 
enteras dando detalles del macabro asesinato, acabó realizando una somera investigación. 


El espanto les invadió al excavar en el interior de la casa. Allí hallaron restos humanos, machacados, calcinados 
y casi destruidos. Los análisis forenses determinaron que pertenecían a un varón de cincuenta años. Por último, 
la prueba del ADN determinó que se trataba efectivamente de J.L., el esposo de la llamada «viuda negra», 
que acabó en la cárcel de Sangonera, Murcia. 


La realidad, en esta ocasión, superaba ampliamente a la ficción. Las mujeres no sólo asesinan a sus maridos 
y compañeros sentimentales aunque en menor proporción que los hombres. Sin embargo, son las principales 
causantes de los abandonos y asesinatos de niños menores de edad. 


Veremos sólo un pequeño muestrario de esta lacra social, a la que es ajena el Parlamento, para no molestar a 
las "feministas' radicales, que, en muchos casos, no sólo amparan el derecho de la madre a abortar, contra lo 
que legalmente no hay nada que objetar, sino el «parricidio», el peor de los crímenes que la sociedad oculta 
bajo un manto de silencio. 


A fuerza de ser reiterativos, para situar la llamada «violencia de género» como un asunto meramente político 
y propagandístico de un gobierno que ha descubierto su «lado femenino» y lo explota hasta la saciedad, 
conviene no perder de vista el ranking europeo de «feminicidios». En esta macabra carrera haca la muerte, 
España se sitúa entre los países más pacíficos de Europa, con tasas de asesinatos de mujeres entre dos y cinco 


51 El mundo, 14 de marzo de 2004. 
52 El mundo, 23 de abril de 2004. 
53Inmortalizada en La Hiedra, una canción del grupo Los Panchos. 
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veces por debajo de Rumania, Bélgica, Austria, Finlandia, Noruega, Dinamarca, Alemania o Reino Unido, 
Suecia o Francia? 


España, sin embargo, puso en marcha en 1989 la legislación más represiva del continente, convirtiendo en 
delito las riñas familiares y las peleas normales en «todos» los hogares, sin excepción. A finales del siglo XX 
eran simples faltas delitos de lesa humanidad. Lo veremos con detalle en el capítulo siguiente. 


54Las tasas de muerte en estos países son: Polonia (12,93 señoras muertas por cada millón de habitantes), Bélgica (10,61), 
Austria (10,58), Finlandia (9,80), Noruega (8,88), Dinamarca (7,85), Reino Unido (5,98) y Alemania (5,34 mujeres asesinadas 
por cada millón de habitantes). 


Capítulo 3 


Las raíces del mal 


Las españolas tienen menos relaciones sexuales que el resto de las mujeres de la Unión Europea. 
Y aquellas que tienen sexo con sus parejas toman precauciones para no quedar embarazadas: 
recurren a los métodos anticonceptivos (píldora y preservativos) o a la píldora del día después. La 
población emigrante, especialmente la sudamericana, es más descuidada: muchas féminas recurren 
al aborto, e incluso se ha dado el caso frecuente de mujeres que arrojan a sus bebés recién nacidos 
a los contenedores de basura. 


Son algunas de las consecuencias de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Pekín 
en 1995, en la que la secretaria Gertrude Mongella afirmó lo siguiente: «Mientras haya guerras, 
mientras haya armamentos y traficantes, las madres nos deberíamos oponer a dar vida para que 
sirva de carne de cañón a los poderosos que se enriquecen con la fabricación y tráfico de armas. » 
Las feministas radicales aplicaron su mensaje y sostuvieron que la mujer es la única dueña de su 
cuerpo y de su sexualidad: «Nosotras parimos, nosotras decidimos», que viene a ser la traducción 
vulgar de lo que allí se llamó el derecho a la «salud sexual y reproductiva». De esta manera, miles 
de mujeres españolas se han desprendido de la «lacra» de tener hijos para así poder realizarse 
social, política y culturalmente como los hombres y han puesto de moda el hecho de comprar 
hijos al Tercer Mundo como quien adquiere un par de zapatos en El Corte Inglés o el de alquilar 
úteros de mujeres sudamericanas, creando así una nueva forma de esclavitud. 


Uno de sus hermanos, Carlos Bustelo[!] había sido ministro de Industria con la UCD; el otro, Paco Bustelo[?] 
uno de los refundadores del Partido Socialista Obrero Español tras el congreso de Suresnes en 1973 y uno de 
sus miembros más críticos. Por ese motivo, cuando Felipe González Márquez le dijo que quería entrevistarse 
con ella, Carlota Bustelo García del Real, hija de un ingeniero de Caminos, con carné socialista desde 1973, 
estuvo a punto de rechazar la invitación porque pensaba que ya había demasiadas personas en su familia que 
se dedicaban a la política que el PSOE realmente no deseaba la liberación de la mujer. Al fin y al cabo, ya 
estaban Carmen García Bloise, Cristina Alberdi, Rosa Díez, Matilde Fernández, Ángeles Amador, Paulina 
Beato, Paz Fernández Felgueroso, Purificación Gutiérrez, Patrocinio de las Heras, Carmela Hermosín, Díaz 
Tagle, Amparo Leal, Elena Salgado y otras muchas. En el PSOE, lo que faltaba eran mujeres. 


Cuando Felipe González asumió como presidente del Gobierno, inmediatamente le explicó su proyecto. Le 
comentó que estaba buscando a una persona seria y moderada al frente del Instituto de la MujerF] un nuevo 
organismo que se encargaría de integrar a la mujer en la sociedad en un plano de igualdad con el hombre. 
Carlota Bustelo comenzó a titubear. 


lTras presentar su renuncia por el traslado de la Comisión del Mercado de la Telecomunicaciones a Barcelona en 2006, 
Bustelo ha sido nombrado por Esperanza Aguirre como presidente del Tribunal de Defensa de la Competencia de la Comunidad 
de Madrid. 

2En 2006, profesor emérito de Historia Económica en la Universidad Complutense de Madrid. 

3 Anteriormente, en la etapa de UCD, existía una subdirección general de la condición femenina. 
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-He pensado en ti porque vienes del Frente de Liberación de la Mujer -le dijo González-. Tienes madera de 
líder, y tu grupo admite la doble militancia: en el feminismo y en el partido. Antes me habían propuesto a 
otras compañeras del Colectivo Feminista, pero las he descartado porque me parecieron demasiado radicales. 


-¿Y qué voy a hacer yo en un partido que se dice de izquierdas y es tremendamente machista? —preguntó 
Bustelo-. ¿Te parece bien que el PSOE hasta hace poco haya tenido menos diputadas que la UCD? 


-Tú ten confianza en mí. Sólo te pido que tengas confianza. 


Elegido presidente del Gobierno el 28 de octubre de 1982 con 10.000.000. de votos, Felipe González sabía que 
tarde o temprano las mujeres debían incorporarse, con igualdad de derechos y deberes, a la sociedad. Debían 
ocupar cargos, percibir salarios y tener responsabilidades en todos los ámbitos de la política, de la cultura, 
la universidad o la justicia, por poner sólo unos ejemplos. 


Sobre la mesa de su despacho, la secretaria de Organización del PSOE, Carmen García Bloise, había depo- 
sitado un voluminoso dossier en el que resaltaban importantes datos. De los 37.637.201 habitantes de hecho 
que había en España en 1981, 18.467.226 eran varones y 19.168.975 mujeres. El sexo femenino constituía, 
por lo tanto, el 50,93% de la población, pero sólo un 49% de mujeres realizaba estudios superiores para 
independizarse económicamente y casi 4.000.000 trabajaban fuera del hogar. En 1982, la tasa de ocupación 
en el campo era de 559.900; en la industria, de 346.100; y en el sector servicios, de 2.039.800|*] 


Hasta la transición política, cuando comenzaron a serles reconocidos todos sus derechos, la mujer española no 
había hecho más que seguir la evolución natural del resto de los países occidentales. Como consecuencia de 
la emancipación económica, disminuyó la tasa de matrimonios y el número de hijos, pero aumentó el número 
de abortos y de mujeres que utilizaban la píldora como método de control de la natalidad. 


En 1982, Felipe González pensaba de manera muy diferente a lo que se pensaba en 1931, cuando la diputada 
socialista Margarita Nelken, una de las seis parlamentarias femeninas que había en Las Cortes[?] propuso 
extender el sufragio universal a las mujeres por considerarlas un elemento reaccionario de la sociedad. La 
mujer, postergada durante generaciones de cualquier actividad que no fueran las tareas del hogar y el cuidado 
de los hijos, estaba llamada a convertirse en el elemento dinamizador de la sociedad en los próximos decenios. 


Como se ha dicho, el desplante que los representantes de los movimientos cívicos americanos dieron al mo- 
vimiento feminista cuando, tras llevarlas a contar los votos a favor de los negros al Mississippi, decidieron 
relegarlas de nuevo a sus ocupaciones habituales con la frase de «vosotras, a tumbarse boca arriba» había 
pasado a la historia. Lo refrendaba la fuerte pujanza del movimiento feminista en Estados Unidos, Canadá 
y Europa, donde algunas mujeres -Margaret Thatcher, Golda Meir, Indira Gandhi- habían sido primeras 
ministras de sus respectivos países: Reino Unido, Israel y la India. 


Felipe González, que conocía el «despertar» de la mujer a finales del siglo XX, se dio cuenta del alto por- 
centaje de votos que representaba la mujer y quiso incorporarla a su proyecto político. Por eso, una de las 
primeras medidas que adoptó el PSOE apenas llegó al poder no fue ocuparse del colectivo de parados ni de 
la reconversión industrial, sino crear el Instituto de la Mujer 


El edificio, un viejo palacete situado en el número 26 de la calle Almagro de Madrid, le costaba al erario 
público 100 millones de pesetas["| bastante más que el presupuesto de 770.000.000 de pesetas con que contaba 
entonces el Instituto de la Mujer. Pero a Felipe González le pareció bien echar la casa por la ventana con tal 
de que Carlota Bustelo y su grupo de colaboradoras se sintieran a gusto desde los primeros momentos y su 
sede enseguida se convirtiera en un edificio emblemático para las mujeres en Madrid. 


En la misma calle, a unos pocos metros, se situó lo que los socialistas llamaban «el hotel de las asociaciones »E] 


*Encuesta de Población Activa del Instituto Nacional de Estadística, 1981 y primer trimestre de 1982. 

5'Tres por las izquierdas, Margarita Nelken, Matilde de la Torre y María Lejárraga, y tres por las derechas, Francisca Bohigas, 
María Urraca Pastor y Pilar Careaga. 

6Ley 16/1983, de 24 de octubre, sobre creación del organismo autónomo Instituto de la Mujer. 

“Dato ofrecido por la secretaria general de Asuntos Sociales del PP, Amalia Gómez, en el Congreso de los Diputados a la 
diputada socialista Cristina Alberdi, 24 de junio de 1997. 

SLa Asociación de Mujeres Juristas (Themis), la Red Feminista y otra docena de asociaciones feministas financiadas por el 
Gobierno. 
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es decir, todo el conglomerado de grupos y grupúsculos feministas financiados por el erario público, encargado 
de dar soporte jurídico y legal al Instituto de la Mujer, y movilizarse en cualquier momento en defensa de sus 
derechos. De esa manera, apoyándose en estos dos tentáculos poderosamente arraigados entre las mujeres, el 
PSOE se apoderaba de la bandera del feminismo y atraía a sus filas a gran parte del colectivo que lucha por 
la igualdad de sexos y por someter y destruir los valores masculinos en otros casos. 


Y es que desde su creación en 1983, el Instituto ha funcionado como una máquina eficaz para llegar a la 
conciencia de las mujeres y captar el voto femenino. Así, el organismo ha trabajado para que las Cortes 
Generales aprobaran la ley de despenalización del aborto, ha organizado jornadas contra el acoso sexual, 
ha defendido sin demasiada convicción la igualdad de trato ante el servicio militar, el acceso en igualdad 
de condiciones a la política y a la administración pública y ha librado una gran batalla para acabar con el 
sexismo en el lenguaje. Por encima del feminismo, sus cuatro directoras generales socialistas -Carlota Bustelo, 
Carmen Martínez Ten, Purificación Gutiérrez López y Marina Subirats Martori- han tenido muy claras las 
ideas políticas que defendían desde el principio. Así, y no de otra manera, se explica el hecho de que en 
las primeras jornadas que celebró el Instituto de la Mujer sobre «prorenitismo y prostitución», llegaron a la 
conclusión de que para acabar con la prostitución como lacra social había que terminar con los proxenetas. 
También han logrado editar 3.110.000 ejemplares de una guía de salud que enseña a las mujeres a usar los 
anticonceptivos y sólo 325.000 ejemplares en los que se instruye a las que desean tener hijos. Asimismo han 
logrado imprimir un millón de folletos para informar al personal doméstico sobre sus derechos. No ha habido, 
sin embargo, ni una línea dedicada a los 7.000.000 de mujeres que aún viven en áreas rurales o a la gran 
cantidad de amas de casa, a quienes se las considera semianalfabetas. 


La obsesión por ganarse a las mujeres es tal, que las dirigentes del Instituto pierden, a veces, el sentido 
del ridículo. Así ocurre cuando un partido agnóstico considera positivo el hecho de que la Iglesia anglicana 
permite el acceso de la mujer al sacerdocio, o cuando una ideología socialista valora una sentencia en la 
que se reconoce la igualdad de derechos de hombres y mujeres en la sucesión nobiliaria. En la misma línea 
se explica el hecho de que el Instituto de la Mujer se haya preocupado de manera especial por colectivos 
muy cualificados, frente a otros más numerosos pero socialmente menos influyentes. Así, trata de incorporar 
en sus filas a abogadas, profesoras universitarias o funcionarias de la Administración pública, organizando 
seminarios específicos para aquellas que, por su formación intelectual, su posición social, sus relaciones sociales 
y el acceso a los medios de comunicación, tienen mayor capacidad de transmitir las ideas socialistas que las 
trabajadoras de Telefónica, de la Conferencia Episcopal, o que las empleadas de los grandes almacenes. 


Preocupado por que no se utilice el cuerpo femenino como arma publicitaria -algo lógico y laudable- para 
vender viajes turísticos o pantalones vaqueros, el Instituto de la Mujer no duda en emplear singulares métodos 
para hacer proselitismo político. En las colecciones de libros o en sellos, por ejemplo, se emplean los nombres de 
mujeres ilustres -Victoria Kent, Dolores Ibárruri, Clara Campoamor, Concepción Arenal- para identificarlas 
machaconamente con el partido del cambio aunque algunas de ellas jamás habría votado al PSOE, pero se 
olvidan de otras, como Emilia Pardo Bazán o Concha Espina. 


Con un presupuesto que a finales de 1995 se acercaba a los 2.000 millones de pesetas, el Instituto de la 
Mujer hizo más por el socialismo que muchos ministros del Gobierno. Según la Memoria de 1993, en sus diez 
primeros años organizó 8.497 conferencias, editó 462 libros y distribuyó centenares de vídeos. 


Basta una simple ojeada a la revista de la entidad] para descubrir cuáles son las mujeres que se presentan 
como modelos de feminismo: Carmen Romero, Cristina Alberdi, Francisca Sahuquillo, Carmen Briones, María 
Teresa Fernández de la Vega, Ana María Ruiz Tagle, Rosa Conde, Ana Balletbó, Carmen Alborch, María de 
los Ángeles Amador, Pilar Miró, Carmen García Bloise. Es decir, toda la plana mayor del PSOE incluida 
Carmen Mestre, la defenestrada presidenta de la Cruz Roja Española a finales de los años de la corrupción 
felipista. 


El sectarismo del organismo oficial se refleja también en los congresos internacionales. La delegación que 
en 1985 acudió a Nairobi, Kenia, para defender los derechos de la mujer en la III Conferencia Mundial, 


9La revista Mujeres, financiada por el Estado, con una tirada inicial de veinte mil ejemplares que se redujeron a la mitad a 
finales de los ochenta. Fue cerrada en 1997 por el Partido Popular en su política de contención de gastos. 
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organizada por la ONU y de la que se hablará más adelante, estaba formada en su mayoría por mujeres afines 
al PSOE y a sus grupúsculos de presión feministas asimilados. La discriminación llegó a tales niveles que, en 
junio de 1996, cuando José María Aznar ya llevaba más de un mes en la Moncloa, la secretaria general de 
Asuntos Sociales, Amalia Gómez, debió suspender un seminario sobre la mujer que se celebraría en España 
y al que estaba previsto que acudiera la ministra chilena del Servicio Nacional de la Mujer, Josefina Bilbao, 
porque las ponentes eran todas dirigentes socialistas|'] 


La pluralidad y la ausencia de sectarismo no era la característica que definía al principal «ministerio de los 
votos» del PSOE junto con las asociaciones de gays y lesbianas, los clubes de actores y actrices, cantanted!!] 
y al Instituto de la Juventud. Para contrarrestar su influencia en el electorado femenino, en las diecisiete 
comunidades autónomas se crearon otros Institutos de la Mujer, con subdelegaciones en todas y cada una de 
las provincias, casas de acogidas para mujeres, que han supuesto al erario público unos gastos anuales por 
encima de los 7.000 millones de pesetas. 


Pero el control socialista de la sociedad civil -especialmente de la mujer- parecía no tener barreras, y las 
subvenciones, prebendas y sinecuras repartidas entre los clanes de amiguetes permitió que Felipe González 
se mantuviera en el poder en 1993. 


Las elecciones norteamericanas celebradas en 1992 llevaron a la Casa Blanca al candidato demócrata Bill 
Clinton, mientras que su adversario republicano, George W. Bush, siguiendo la estela de su padre, se quedó 
en la cuneta. Un grupo de intelectuales del PSOE -Cristina Alberdi, Carlota Bustelo, Paulina Beato y Carmen 
Martínez Ten-, encargado de seguir la campaña americana, se dio cuenta de que la clave del triunfo de los 
demócratas en Estados Unidos había sido la gran cantidad de mujeres que aparecían en las listas electorales 
y la figura de Hillary Clinton acompañando a su marido en todos los actos. No lo había hecho «como una 
convidada de piedra», como una «estatua de sal», sino hablando con el público y participando activamente 
con las mujeres en los mítines. 


Por eso, en abril de 1993, en vísperas de la campaña electoral para las elecciones generales, un grupo de mujeres 
decidió enviarle una carta a González para solicitarle una entrevista. Pretendían explicarle la estrategia que 
había permitido llegar a la Casa Blanca a los demócratas y las causas de las derrotas de los republicanos. 


«Querido presidente —dijeron entonces-: nos dirigimos a ti dada tu condición de presidente de los comités 
estratégicos y de listas recientemente creados en el PSOE. Nuestro trabajo está orientado a la profundización 
del debate teórico, pero nuestro objetivo es promover una mayor participación de las mujeres en la vida pública. 
Nos gustaría explicarte nuestro punto de vista de cómo se debe enfocar la campaña electoral en relación con 
las mujeres, pues estamos convencidas, basándonos en datos sociológicos, de que ello puede ser decisivo para 
los resultados electorales. Creemos que sería un error no aprovechar al máximo lo que se ha hecho a favor de 
las mujeres desde 1982 y minusvalorar los esfuerzos que el PP está haciendo para obtener el voto femenino. 
Esperando contribuir de la forma más eficaz posible al éxito de las opciones de progreso y modernidad, te 
ofrecemos nuestra colaboración. Ae] 


Piluca Navarro, entonces secretaria de Felipe González, las llamó de inmediato y fijó una fecha para que 
se entrevistaran con el presidente, quien pocos días después charló distendidamente con ellas en el salón de 
columnas del palacio de la Moncloa. Como el proyecto presentado por Carlota Bustelo, Carmen Martínez Ten, 
Paulina Beato y Cristina Alberdi le pareció «muy imaginativo », decidió incluirlo en la campaña socialista. 


Las feministas se comprometieron a organizar un multitudinario acto de mujeres para que en la opinión 
pública quedara cristalizado su respaldo al partido. Felipe González ganó aquellas elecciones -las últimas de 
la primera etapa socialista- por los pelos y el socialismo continuó entregado en cuerpo y alma al feminismo, 
en una etapa en la que los malos tratos aún no se utilizaban como bandera en contra de los hombres. 


El 23 de septiembre de 2003, con Cristina Alberdi como ministra de Asuntos Sociales, a iniciativa del Partido 


l0Unas semanas antes, con el PP ya en el poder, la dirección general del Instituto de la Mujer, la socialista Marina Subirats, 
viajó a Roma a una conferencia sobre la mujer, «representando» al Gobierno conservador. 

11El clan de los «titiriteros», según Federico Jiménez Losantos en la Cope. 

12Cristina Alberdi, El poder es cosas de hombres, La Esfera de los Libros, 2001. 
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Popular el pleno del Senado aprobó la creación de una comisión mixta de las dos cámaras sobre los derechos 


de la mujer[*] 


El objeto de la comisión era estudiar los avances experimentados por la mujer en los últimos dieciséis años y 
proponer al gobierno políticas de igualdad de sexos en todos los ámbitos de la vida, además de ayudar a las 
organizaciones feministas de las distintas comunidades autónomas e incentivar su participación en organismos 
internacionales. 


La comisión se constituyó el 7 de octubre de 1993 y finalizó sus trabajos el 9 de enero de 1996, a las puertas 
de las siguientes elecciones generales. La presidió la diputada Martirio Tesoro Amate y de él formaron parte 
cincuenta y tres diputadas y senadores, entre ellas Joaquima Alemany Roca, María del Mar Agiúero, María 
Pellicer, Isabel Alberdi, Eva Amador, José Blanco, Francesc Codina, Rafael Hinojosa, Josefa Luzardo, Lorenzo 
Olarte, Pilar Rahola, Paca Sahuquillo, o Gemma Zabaleta. 


En los meses siguientes, y a lo largo de seis apretadas sesiones, por la comisión pasaron la adjunta al De- 
fensor del Pueblo, Margarita Retuerto; la ministra de Asuntos Sociales, Cristina Alberdi; las presidentas de 
los diecisiete Institutos de la Mujer de toda Españd*] y diversas personalidades como Carlota Bustelo[*] 
Dolores Merino Chacón, que representa a las mujeres rurales; Mercedes García de López Amor, presidenta 
de la Federación de Viudas de España y Juana María González-Cavada de Cuenca, de la Confederación de 
Organizaciones de Amas de Casal['*] 


La lectura de las actas de estas seis sesiones de trabajo resultan ilustrativas para establecer cuáles son, según 
las mujeres, sus prioridades principales: el paro, la promoción universitaria, la tasa de mortalidades, el cáncer 
de mama, la participación en las instituciones pública y privadas, la eliminación de la publicidad sexista y 
otros muchos y variados asuntos. 


En la mayoría de los discursos, el maltrato doméstico no ocupaba más de treinta líneas en cuarenta y cinco 
folios. «La actuación contra cualquier violencia, sea de índole física, psíquica o sexual forma parte de las 
tareas del Instituto Aragonés de la Mujer, de sus tres delegaciones y de los seis centros de información que 
tenemos. Hemos impartido dos seminarios de formación a policías y se ha mejorado una mayor atención a 
las víctimas de malos tratos», señaló entonces Ana Carmen Corral Martínez. 


Y agregó: «Con fecha 11 de febrero [2003] se desarrolló una conferencia sobre la violencia contra la mujer 
en los conflictos bélicos con motivo de la publicación del libro Bajo los puentes del Drinal"] hemos editado 
material sobre maltrato doméstico y tenemos una casa de acogida con 14 mujeres y 19 niños y niñas.» 


Bastante más concisa en esta materia fue la intervención de Lourdes Alonso Beltza, directora del Instituto 
Valenciano de la Dona]l'*] que afirmó lo siguiente: «Durante 1993 hemos atendido a 3.997 mujeres y a otras 
510 que consultaron por teléfono. De las consultas, 1.086 han versado sobre malos tratos a mujeres, tanto 
físicos como psíquicos. Asimismo, ha habido doce demandas de asesoramiento sobre violaciones y otras doce 
sobre acoso sexual. » 


Y agregó: «Este servicio promueve también la redacción de medidas urgentes a favor de la mujer casada, de- 
nuncias penales, demandas laborales y mediación con empresas. Como dato significativo y revelador, durante 
1993 se han redactado 117 demandas de separación y de medidas provisionales. » 


l3Boletines oficiales del Congreso de los Diputados y del Senado, septiembre y octubre de 2003. 

l4Núria Llorach i Boladeras, del Instituto Catalán de la Mujer; Carmen Olmedo Checa, del Instituto Andaluz de la Mujer; 
Rosario Arteaga Ansa, del Instituto Vasco de la Mujer; María Fernanda Pardo, del Servicio Gallego de la Igualdad del Hombre y 
la Mujer; Rosario Tapia Aragonés, viceconsejera de la Mujer de la Junta de Castilla-La Mancha; María Luisa Álvarez, directora 
general de la Mujer de la Comunidad de Madrid; Carmen Ana Corral Martínez, directora del Instituto Aragonés de la Mujer y 
Lourdes Alonso Beltza, directora del Instituto Valenciano de la Dona, entre otras. 

15Representado al Comité para la No Discriminación de la Mujer. 

16 Aurora Domínguez González, directora general de Empleo; Paz Fernández Felgueroso, secretaria de Estado de Asuntos 
Penitenciarios, intervino para exponer la situación de las mujeres encarceladas y otras más. 

17Túa Blesa y Elena Pallarés, Bajo los puentes del Drina, 81 páginas, editado por el Instituto Aragonés de la Mujer en 
solidaridad con la mujer bosnia. 

18 Creado por decreto del 7 de marzo de 1987, disponía de una presupuesto superior a los trescientos millones de pesetas y 
daba empleo a 21 mujeres. 
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La lectura del resto de las intervenciones revela que la violencia y los malos tratos no estaban en la agenda 
de los institutos de la mujer de toda España como asunto prioritario. Se hablaba de él como de cualquier 
otra materia, sin mentiras ni apasionamientos y, muchos menos, sin culpabilizar en exclusiva al hombre de la 
crisis de las relaciones matrimoniales que desembocan en las tragedias de asesinatos de hombres y mujeres. 


La palabra «género», tan en boga en 2006, no aparece en ninguno de los documentos, aunque feministas 
como Cristina Alberdi y Carlota Bustelo ya empezaban a emplearlo. Los centros y casas de acogida a mujeres 
maltratadas casi no existen, y los presupuestos destinados a esta materia son escasos, por no decir nimios. 


Tendría que llegar la V Conferencia de las Naciones Unidas sobre la situación de la mujer en el mundo para 
que este asunto surgiera como la «construcción artificial» de un grupo de intelectuales y pensadores del 
Tercer Mundo, dispuestos a salvar a la mujer de los hombres y en crear una sociedad supuestamente más 
justa, gobernada por mujeres. 


Así se intentaba resucitar uno de los grandes mitos del feminismo de los años setenta, cuando los grupos 
cívicos de Nueva York y Washington les pidieron a las mujeres radicales que les ayudaran a contar los votos 
de la minoría negra en la región del Mississippi y, tras acabar el trabajo, les mandaron a sus casas con la 
siguiente frase: «Vosotras, a estar tumbadas, a ser posible boca arriba. » 


O la gran leyenda de la camaradería en el Frente Popular, donde hombres y mujeres compartían alimentos, 
fusiles y bombas de manos en las trincheras y luchaban cuerpo a cuerpo contra el fascismo al grito de «¡No 
pasarán!», y luego fueron expulsadas del Quinto Regimiento porque contagiaron de sífilis a batallones enteros, 
«creando más bajas en las filas propias que el mismo enemigo»|""] 


O esa fábula de la mujer codo a codo con el hombre en el Frente Sandinista de Nicaragua. Junto a los 
comandantes Edén Pastora, Daniel Ortega y Tomás Borgue -quienes se iban de putas a los burdeles de 
Omar Torrijos en Panamá- lograron derrocar al dictador Anastasio Somoza. Pero después del triunfo de la 
revolución los sandinistas les dijeron: «Vosotras, ahora, a casa, con los niños y a fregar los platos. 2%] 


Bastante más crítica con el papel de la mujer en la sociedad de la época fue la escritora argentina, formada 
y afincada en Alemania, Esther Vilar. En su libro El varón domado, bestseller a comienzos de los setenta, 
Vilar destruía sin piedad la mitología del macho poderoso y la mujer sometida, y llega a sostener que todas 
las mujeres son unas prostitutas que se las ingenian para vivir sin trabajar a costa del hombre, a cambio de 
poner a disposición del mismos su vagina a intervalos regulares. 


Aunque como cuenta la ex ministra de Cultura Carmen Alborch en su documentadísimo libro Malas, en la 
historia las mujeres no han sido un dechado de virtudes ni los hombres un saco de maldad, a pesar de que 
afirmara que «la violencia contra la mujer es estructural, patriarcal»?! El feminismo talibán considera que 
las mujeres han sido utilizadas como un kleenez a lo largo de los siglos por los hombres y, posteriormente, 
una vez logradas sus conquistas, arrojadas al basurero de la historia. 


Antes de abordar la Asamblea de Pekín, conviene que hagamos un somero repaso de lo que ocurrió en las 
convocatorias precedentes. 


En 1975, el austríaco Kurt Waldheim, ex miembro del Partido Nazi, fue nombrado secretario general de las 
Naciones Unidas y, en plena Guerra Fría, decidió proclamar ese año como el Año Internacional de la Mujer 
y organizar, para darle un mayor realce, la I Conferencia Internacional de la Mujer en México. El entonces 
presidente de ese país, Luis Echeverría Álvarez, acudió al aeropuerto a recibir a las delegaciones feministas de 
todo el mundo, acompañado de su «mantenida», al igual que el vicepresidente de la Internacional Socialista 


19Vicent Brome, The International Brigates (1936-1939), Heinemann, Londres, 1976; Enrique Castro Delgado, Hombres made 
in Moscú, Caralt editores, Barcelona, 1965. 

20Bernard Diederich, Somoza and the legacy of U.S. involvement in Central America, Nueva York, Dutton, 1981; Denis 
Gilbert, Sandinistas: the party and the revolution, Nueva York, Basil Blackwell, 1988. 

21 Pone como el más cruel ejemplo de la perversidad femenina a Salomé, hija de Herodías, quien pidió a Herodes la cabeza de 
san Juan Bautista en una bandeja, que entregó a su madre para vengar la «afrenta» del precursor, que había cuestionado su 
concubinato con Herodes al estar casada, al mismo tiempo, con su hermano. Carmen Alborch, Malas, Madrid, Aguilar, 2002. 
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y presidente de Venezuela, Carlos Andrés Pérez; su sucesor, Jaime Lucinchif??] el panameño Omar Torrijos y 
otros mandatarios latinoamericanos. 


En muchos países latinoamericanos, los índices de pobreza alcanzaban a más del 60% de la población y el 
analfabetismo al 70%. Por otro lado, la prostitución era una lacra común desde Costa Rica hasta el Cono 
Sur[?] Además, las férreas dictaduras que se habían establecido en esos años, hacían imposible políticas de 
integración. 


A escala mundial, aunque las 133 delegaciones que llegaron a México estaban presididas por mujeres, enseguida 
se vieron las enormes diferencias entre los cinco continentes. Mientras que las representantes de los países 
del Este ponían todo su énfasis en la paz, las de Estados Unidos y Europa Occidental hablaban de «políticas 
de igualdad» con sus maridos. Por su parte, a las mujeres del Tercer Mundo les importaba, por encima de 
todo, que el desarrollo liberara del infierno de la pobreza a sus hijos y a sus descendientes. Sin embargo, las 
representantes de las delegaciones latinoamericanas debían haber empezado por exigir a los mandatarios de 
sus países que acabaran con la esclavitud de sus propias mujeres en los palacios presidenciales y se pusiera 
fin a las matanzas de pueblos enteros en Guatemala, Brasil, Nicaragua, Ecuador y Paraguay, donde Alfredo 
Stroessner seguí gobernando con mano de hierro. 


La Conferencia de la ONU concluyó recordando a la comunidad internacional que la discriminación hacia 
la mujer seguía siendo un problema en buena parte del mundo. También pidió a los países miembros que se 
esforzaran en buscar la igualdad de la mujer, la eliminación de la discriminación por razón de sexo, y que 
se la integrara plenamente en el desarrollo del planeta, además de que se le diera mayor protagonismo para 
fortalecer la paz mundial. 


La I Conferencia Mundial sobre la Mujer otorgó a los representantes de cada bloque político y de cada 
continente lo que pedían, pero no supuso ningún avance significativo en el mundo, salvo que los grupos 
feministas, y las mujeres pertenecientes a partidos políticos y a sindicatos, tomaran conciencia de la situación 
de inferioridad en la que vivían. En España, el asunto se saldó con la impresión de un sello conmemorativo 
que se puso en circulación el 3 de junio de 1975, con la realización de varios festivales en los que participaron 
los coros y las danzas de la casi extinguida Sección Femenina, y poca cosa más. 


Los países que participaron de la 1 Conferencia Mundial sobre la Mujer acordaron reunirse de nuevo cinco 
años más tarde, con el fin de analizar los resultados obtenidos en el último quinquenio. En proceso de examen 
se realizó en Copenhague, Dinamarca, en 1980, donde los 154 Estados miembros de las Naciones Unidas 
llegaron a la conclusión de que los avances eran realmente desalentadores. En el bloque del Este, las mujeres 
seguían encerradas tras el Telón de Acero; En China, Vietnam, Corea y casi toda Asia, relegadas por el 
comunismo como ciudadanas de segunda clase. En el Tercer Mundo, las dictaduras, las guerras tribales, la 
falta de ayudas al desarrollo y de medicinas también diezmaba a la población femenina. En Europa, Canadá, 
Japón y Estados Unidos se seguían exigiendo derechos para romper las barreras entre sexos. 


Las grandes diferencias económicas, políticas, sociales y culturales entre los continentes tenían una incidencia 
especial en la mujer. Mientras algunas reclamaban alimentos y medicinas para no morirse de hambre, de tifus 
o de malaria, en Europa y en América del Norte se luchaba por objetivos muy diferentes. De hecho, muchas 
de las mujeres que asistieron a Copenhague, que se subieron a un avión por primera vez, sólo soñaban con 
tener agua en sus casas, con disponer de retretes, lavadoras, lavavajillas y microondas -metas inalcanzables 
para ellas-, mientras que otras, en cambio, expresaron sus descontento con los logros de la civilización, que 
les había resuelto la vida en sus casas, y deseaban salir del hogar, emanciparse y liberarse de la esclavitud de 
la familia. 


La Conferencia se celebró, además, en el marco de la llamada «Carta de los Derechos Humanos de la Mujer», 
aprobada en diciembre del año anterior en la sede de la ONU en Nueva York[?] A pesar de la escasa fe de los 


22La amante oficial de Carlos Andrés Pérez era Cecilia Matos. La de Jaime Lucinchi, Blanca Ibáñez. Los cuatro fueron 
procesados por enriquecimiento ilícito. A Omar Torrijos se le conocía una cincuentena de barraganas. 

23Con alguna excepción como Argentina o Chile. 

24L os Estados miembros condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los 
medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se 
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grupos feministas en este tipo de convenciones organizadas por los gobiernos supuestamente patriarcales que 
oprimen e impiden el ejercicio de sus derechos al sexo femenino, la Conferencia se comprometió a avanzar en 
tres esferas concretas: la igualdad de acceso a la educación, las oportunidades de empleo y servicios adecuados 
de atención de la salud. 


En España, las conclusiones de la cumbre de Copenhague se tradujeron, como hemos relatado anteriormente, 
en la creación del Instituto de la Mujer y en la creciente participación femenina en la política, con las primeras 
mujeres ministrod?|y alcaldesas|*]y en la universidad, donde en 1991 el 62% de los estudiantes universitarios 
eran mujeres. 


Pero el desarrollo no había sido paralelo, ni muchos menos similar, al de otros países. 


Ciudad de México, donde las mujeres suelen ser más machistas que los hombres, y Copenhague, que represen- 
taba al mundo de la opulencia, no habían supuesto apenas avances en el movimiento feminista mundial. Era 
precio que el nuevo escenario llevara a que las mujeres tomaran conciencia de su papel de esclavas, que las 
obliga a rebelarse contra el patriarcado imperante y a convertirse en «hienas furiosas», dispuestas a defender 
a bocados sus derechos. 


En 1985, Kenia no era el paraíso encantador que Sydney Pollack retrató en la película Memorias de África, 
con Meryl Streep y Robert Redford como primeros actores. Era un país deprimido, hundido en la miseria, 
azotado por las guerras, con un elevado índice de natalidad y de mortalidad como consecuencia de una nueva 
enfermedad, que había sido descubierta recientemente: el sida (síndrome de inmunodeficiencia adquirida) |?"] 


Al igual que la protagonista de Memorias de África, ese año viajaron a Nairobi, la ciudad de las tribus 
de los masai, centenares de mujeres que cinco años antes se habían visto las caras en Dinamarca. Pero, a 
contrario que Meryl Streep, lo hicieron sin sus esposos, decididas a arreglar el mundo. Para que todo saliera 
a pedir de boca, el feminismo contaba con otro elemento a su favor. En 1981, tras la dimisión del austríaco 
Kurt Waldheim, Estados Unidos logró que el peruano Javier Pérez de Cuéllar, un abogado de sesenta y 
un años, diplomático de carrera, se convirtiera en el nuevo secretario general de la ONU, que en manos de 
una burocracia populista y demagógica entró así en su política más tercermundista, que a partir de 1992 
continuaría el egipcio Boutros Boutros-Ghali. 


En este contexto, entre el 15 y el 26 de julio de 1985 se reunieron los representantes de los 157 países con el 
propósito de analizar los progresos obtenidos en los diez últimos años de apoyo sostenido a las mujeres en sus 
tres aspectos básicos: igualdad, paz y desarrollo. Los resultados no fueron para nada halagiteños. Los datos 
reunidos por la ONU revelaron que las mejoras en la situación jurídica y social de la mujer y los esfuerzos 
para reducir la discriminación sólo habían beneficiado a una pequeña minoría. En cambio, en gran parte del 
Tercer Mundo, se había experimentado un claro retroceso o, en el mejor de los casos, evoluciones positivas 


comprometen a: consagrar en sus construcciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad 
del hombre y de la mujer; a adoptar las medidas adecuadas que prohiban toda discriminación contra la mujer; a establecer la 
protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar la protección efectiva 
de la mujer contra todo acto de discriminación; a abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer; 
a tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, 
organizaciones o empresas; a modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 
mujer y a acabar con todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer. (Extracto del 
documento.) 

25Prente a la UCD, que sólo llevó una mujer al Gobierno (Soledad Becerril, ministra de Cultura), Felipe González mantuvo 
la misma tónica hasta su tercer gobierno, formado el 12 de julio de 1988, en el que Rosa Conde y Matilde Fernández ocupan 
importantes carteras. Le sucederían Carmen Alborch, Cristina Alberdi y María de los Ángeles Amador. José María Aznar, en 
1996, nombró ministras a cuatro mujeres: Esperanza Aguirre, Margarita Mariscal de Gante, Loyola de Palacio e Isabel Tocino. 
De su segundo gabinete (2000-2004) formaron parte Celia Villalobos, Pilar del Castillo, Ana Birulés, Ana Pastor, Ana de Palacio 
y Elvira Rodríguez, en diferentes etapas. Durante la II República hubo una ministra: Federica Montseny Mañé. 

26 Celia Villalobos, Luisa Fernanda Rudi, Esperanza Aguirre y otras. 

27E] contexto mundial, tras la crisis del petróleo de los años setenta y el incremento de los precios de los productos manu- 
facturados, provocó balanzas comerciales negativas en muchos de los países del Tercer Mundo, cuyas economías empezaron a 
desplomarse, siendo incapaces, incluso, de pagar la deuda externa. En consecuencia, en Nairobi la ONU propuso la creación de 
un nuevo orden económico internacional basado en la soberanía, la igualdad y la cooperación mutua entra países ricos y pobres 
para ayudar a salir a estos últimos del subdesarrollo. 
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marginales. En resumen, los objetivos que se había propuesto la ONU con respecto a las mujeres para la 
segunda mitad del decenio, no se habían alcanzado. 


Se hacía necesario, pues, dar un vuelco de 180 grados a la política llevada a cabo hasta entonces y buscar 
nuevos enfoques, nuevas perspectivas, instando a la mujer a tomar la iniciativa para forzar a sus respec- 
tivos gobiernos a adoptar medidas constitucionales y jurídicas y a establecer programas de igualdad en la 
participación de hombres y mujeres en los terrenos político y social. 


Tras largas y tediosas discusiones, la ONU aprobó un documento final de 372 puntos|?*] con centenares 
de recomendaciones a todos los gobiernos del mundo para lograr la paz, no sólo entendida como ausencia 
de violencia, sino como respeto a la justicia y a los derechos humanos. «Sólo en este marco de ausencia de 
tensiones de todo tipo se puede desarrollar la igualdad de las mujeres y el pleno desarrollo de sus capacidades», 
se afirmaba en el punto 11. 


Fue, sin embargo, la existencia de un foro de organizaciones no gubernamentales, en el que participaron 
más de quince mil mujeres, donde germinaría la semilla que años más tarde daría lugar al feminismo como 
movimiento a escala mundial. A partir de entonces, «un nuevo fantasma recorre Europa: el del feminismo 
radical y doctrinario». Pero, al contrario de lo que predecían Marx y Engels en 1948, cuando publicaron en 
Londres el Manifiesto Comunista, «todas las fuerzas de la vieja Europa que se unieron entonces en santa 
cruzada para acosar a ese fantasma: el Papa y el Zar, Metternich y Guizot[?] los radicales franceses y los 
polizontes alemanes» estaban en crisis o adormecidos para situar la amenaza en sus justos términos. La 
hecatombe del llamado «socialismo real» en los países del Este, facilitaría su ascensión a la cima. 


El 2 de mayo de 1989, los soldados húngaros comenzaron a desmantelar las barrearas en la frontera con 
Austria, lo que constituyó la primera apertura al mundo occidental. A partir de entonces, los alemanes del 
Este empezaron a pasar al mundo occidental a través de Hungría y Austria. El hecho se mantuvo en secreto 
hasta el 6 de septiembre de 1989, cuando tras veintiocho años de dictadura militar, Berlín oriental se convirtió 
en una gigantesca fiesta. Ese día Egon Krenz, secretario general del Comité Central del Partido Socialista 
Unificado de Alemania del Este, anunció la legalización de todas las fuerzas políticas y la convocatoria a 
elecciones libres, tras lo cual los ciudadanos, que no querían ganar la libertad introduciendo una papeleta en 
una urna mese más tarde, escalaron el Telón de Acero, un muro de 166 kilómetros que separaba a los dos 
Alemanias, y empezaron a derribarlo. 


Tras la caída de los fascismos en 1945, el único totalitarismo que quedaba vigente en Europa desde los años 
veinte caía hecho trizas en aquel otoño de 1989, y la famosa Puerta de Brandenburgo, construida en 1788 y 
erigida en símbolo de la ciudad, pudo ser visitada por alemanes de los dos lados que, tras más de un cuarto 
de siglo de dictadura, volvieron a encontrarse. El «paraíso socialista», el «socialismo real», la sociedad sin 
clases, se revelaba como un vergonzoso fraude a la humanidad, un fraude mantenido militarmente durante 
años mediante los Gulag, la represión despiadada de los disidentes y los campos de exterminio. 


Semanas más tarde, el premier soviético, Mijaíl Gorbachov, reactivaba su Perestroika -cuyo significado en 
castellano es «apertura»- y firmaba con Ronald Reagan, por entonces presidente estadounidense, los primeros 
acuerdos para la destrucción de los arsenales atómicos. La Guerra Fría había concluido y con ella el último 
mito del comunismo. 


Sin referentes políticos ni ideológicos a los que aferrarse, sin bases sólidas en los que asentar sus programas 
políticos, huérfanos de líderes a quienes seguir y vacíos de ideas, los socialistas europeos iniciaron entonces una 
búsqueda de nuevos elementos, que les permitieran sustentarse en el poder. Surgió así la llamada «tercera 
vía» del nuevo laborismo de Tony Blair, inspirada en el sociólogo y economista Anthony Giddens] Sin 
embargo, la tercera vía no fue suficiente para contener a los centenares de miles de ex militantes comunistas 


28 ¿Las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer hasta el año 2000.» 

29E] Manifiesto comunista hace referencia a los políticos de la época, el zar Nicolás 1, emperador de todas las Rusias; Klemens 
Wenzel Lothar von Metternich, político y diplomático austríaco; Francois Pierre Guillaume Guizot, destacado historiador y 
estadista francés. 

SODirector del London School of Economics and Political Science, profesor de Sociología en la Universidad de Cambridge y 
miembro del consejo del Institute for Public Policy Research en su país. 
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y socialistas desamparados, que vieron en la globalización un retorno al neoliberalismo, al mundo unipolar, 
un riesgo para los países en desarrollo. 


Los partidos socialistas y comunistas de todo el mundo, decididos a liberar a la Humanidad esclavizando a 
los individuos mediante el Estado, comenzaron a ser reemplazados por los movimientos sociales, los grupos 
antisistema, las asociaciones de gays y lesbianas y el feminismo radical, que encontró en el vacío de ideologías 
un hueco para hacer su «revolución pendiente». 


«Sólo desde una sociedad donde se erradique el capitalismo y el patriarcado, donde el hombre y la mujer sean 
iguales y tengan los mismos derechos es posible construir el muevo socialismo», pronosticó entonces la vieja 
feminista radical norteamericana Betty Friedmanf""] recientemente fallecida, y bajo ese panorama se preparó 
la IV Conferencia de Mujeres de Pekín, la gran sublevación que el feminismo llevaba décadas esperando. 


Acosado por el terrorismo de Estado y por los casos de corrupción, Felipe González agotaba sus últimos meses 
de mandato en el Palacio de la Moncloa, dedicado a la cría de bonsáis y ajeno a cuanto ocurriera más allá 
de la M-30 y de la carretera de La Coruña, las dos vías que «circunvalan» la residencia del jefe de Gobierno. 


En el paseo de la Castellana, la ministra de Trabajo y de Asuntos Sociales, Cristina Alberdi, abogada, hija 
de una familia numerosa y miembro de diversos colectivos feministas, abrigaba metas más altas y ambiciosas 
que la de cuidar árboles enanos: buscar una salida al socialismo desde la perspectiva del feminismo radical, 
que sirviera de sustituto provisional a las ideas de Carlos Marx y Federico Engels hasta que se encontrara un 
«modelo» igualitario para controlar al mundo. 


La ONU les ofreció la oportunidad cuando organizó la IV Cumbre Mundial sobre la Mujer[*?] Aunque el 
presidente de la República Popular China, por medio de su presidente, Jiang Zemin, se ofreció inmediatamente 
a la ONU para convertirse en país sede del evento «porque Asia es el continente con mayor número de 
mujeres del mundo y China el país con el mayor contingente de mujeres. 2] Ofreció, además, el Centro de 
Convenciones Internacionales de Pekín, con sus salas de conferencias para 2.800 personas y sus 40 salones de 
mediano tamaño. 


Cristina Alberdi, sin embargo, decidió ganarle la partida de ajedrez a los chinos en el ámbito europeo. En 
poco tiempo logró que la nombraran representante de la Unión Europea en la conferencia. Los días 14, 15 y 
16 de abril de 2004 organizó en la ciudad de Toledo la Conferencia sectorial de los Estados Miembros de la 
Unión Europea con el fin de preparar la plataforma que el viejo continente debía defender en China. 


La presencia de la Reina de España en las jornadas preparatorias al proyecto, y el impulso que le dio al 
proyecto el Instituto de la Mujer, dirigido por Marina Subirach, desbordó todas las expectativas de éxito. El 
Instituto lanzó un boletín trimestral titulado «Especial Beijing 95», hizo diez millones de copia del logotipo de 
la conferencia, impulsó la creación de una red de mujeres periodistas españoles, propuso un sorteo especial de 
la Lotería Nacional, un sello conmemorativo, elaboró calendarios, vídeos, programas especiales de televisión, 
creó la plataforma de mujeres feministas españolas y concedió a las mujeres asistentes cien bolsas de viaje, 
que acabaron siendo doscientas, «gratis». 


De esta manera, centenares de feministas de los ministerios de Asuntos Sociales, de Educación y Ciencia, 
de Trabajo y Seguridad Social, de Justicia e Interior y Cultura, de Presidencia, del Instituto de la Mujer, 
representantes del Parlamento, de los organismos para la igualdad de la mujer de las Comunidades Autónomas, 
colectivos de abogados feministas, sindicalistas, dirigentes de 1.364 ON q] se ofrecieron para darse un viaje 
«gratis total» a Pekín. 


31 Feminista de los años sesenta, autora del libro La Mística Femenina, uno de los bestseller del movimiento de las mujeres 
radicales de todo el mundo. Fallecida en 2006. 

32Las otras tres conferencias se habían celebrado en México (1975), coincidiendo con el Año Internacional de la Mujer; 
Copenhague (Dinamarca), en 1980; y Nairobi (Kenia) en 1985. Las tres fueron consideradas un fracaso para muchos de los 
asistentes. 

33 Carta del ministro de Relaciones Exteriores de la República Popular China al secretario general de las Naciones Unidas, 28 
de enero de 1991. 

34Coordinadas desde Sevilla por Ana Garijo González, presidente de la ONG San Telmo, de matiz socialista. 
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La generosidad del Ministerio de Asuntos Sociales fue tal que, incluso, algunas feministas que llevaban más de 
cuatro años residiendo en Estados Unidos, no tuvieron necesidad de gastar dinero para viajar a la República 
Popular China, ya que el Estado puso a su disposición 126 millones de pesetas de las arcas públicas. A estas 
cantidades se sumaron 22.000.000 adicionales, destinados a producir un vídeo que no llegó a emitirse nunca. 
Y no porque fuera de mala calidad, sino porque a la ministra Cristina Alberdi no le gustó su contenido, 
especialmente una idea que reflejaba una cruda realidad: en los países socialistas (Cuba, China, Corea del 
Norte, Vietnam), en el mundo árabe y en el Tercer Mundo es donde más mujeres son sojuzgadas. Nuevamente, 
todo un alarde de imparcialidad: la ocultación del reportaje por Alberdi. 


La «purga» del hombre como individuo que durante siglos había ostentado la supremacía social y económica 
de la humanidad, se ponía en marcha en los países industrializados. 


Un representante, que hablaba en nombre del secretario general de las Naciones Unidas, Boutros GhaliP"]dijo 
lo siguiente: «Las mujeres y los hombres siguen viviendo en un mundo desigual. En todos los países persisten 
las disparidades entre sexos. No hay en 1995 un sólo país en el planeta donde hombres y mujeres disfruten 
de plena igualdad. » 


La secretaria general de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, Gertrude Mongella, agregó: «Las mujeres 
siempre hemos estado al lado de los hombres en la lucha por abolir la esclavitud, liberar a los países del 
colonialismo y lograr la paz. Ha llegado la hora de que los hombres se unan a la cruzada de las mujeres para 
abolir nuestra propia esclavitud, por la lucha por la igualdad. » 


Benazir Bhutto, primera ministra de Pakistán y la primera mujer en la historia que había sido elegida para 
dirigir una nación islámica, reveló lo siguiente: «Hoy día el mundo musulmán tiene tres primeras ministras, 
elegidas en votación popular. Pero, hoy día, para agradar al marido, muchas mujeres musulmanas desean un 
hijo. Para que su marido no la abandone, la mujer desea un hijo. Si no ocurre así, con frecuencia a las niñas 
se les abandona o no se les deja nacer. ¡Cuán trágico resulta la práctica del infanticidio en un mundo que 
consideramos moderno y civilizando!» 


Durante los días 14, 15 y 16 de noviembre de 1995, unas 55.000 personas, representantes de 169 países, 
entre delegados oficiales y representantes de organizaciones no gubernamentales y medios de comunicación, 
se reunieron en Pekín para celebrar la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, bajo los auspicios de Naciones 
Unidas: todas las mujeres desheredadas, y también las menos desheredadas, de la tierra, la flor y nata 
del feminismo radical y menos radical, desde la actriz Isabella Rossellini a Gertrude Mongella, la escritora 
Shere Hite, Winie Mandela -esposa de Nelson Mandela-, Benazir Bhutto, la indígena guatemalteca Rigoberta 
Menchú, la histórica feminista estadounidense Betty Friedman o Danielle Miterrand, la viuda de Francois 
Miterrand. 


La delegación española estuvo presidida por Cristina Alberdi y Marina Subirach, y no faltaron diputadas del 
PP, de Esquerra Republicana de Cataluña y de Izquierda Unida, como Luisa Fernanda Rudi, Celia Villalobos, 
Pilar Rahola o Cristina Almeida; ministras como Carmen Alborch o Cristina Narbona, la mítica Lidia Falcón, 
Mónica Pons, Charo Arteaga y una pléyade interminable de mujeres dispuestas, en su mayor parte, a hacer 
pagar al hombre sus pecados. 


Por no faltar, no se ausentó siquiera la diputada socialista catalana Anna Balletbó, a quien la revista Tiempo 
intentó vincular a una serie de muebles catalanes que, al parecer, eran propiedad de un pariente lejano, el 
cual, según todos los datos aportados por Balletbó a la revista, se los había dejado como herencia(**] 


Sin embargo, la mujer que más pasiones despertó en el auditorio del Centro de Convenciones Internacionales 
de Pekín no fue la primera ministra de Noruega, Gro Harlem Brudtland ni la presidenta de Islandia, Vig- 
dis Finnbogadóttir. Tampoco Khaleda Zia, primera ministra de Bangladesh, ni Speciosa Wandira Kazibwe, 
vicepresidenta de Uganda, ni la presidenta de Vietnam, Nguyen Thin Binh. Los focos de todas las cámaras 
de televisión y los flashes de los fotógrafos estuvieron pendientes de Hillary Clinton, la primera dama de 


35Lo leyó Ismat Kitaui, uno de los vicesecretarios generales de la ONU, presente en las sesiones. 
36E] reportaje fue realizado por el delegado de Tiempo en Barcelona, Antonio Fernández, y no se llegó a publicar por amenazas 
de querella de la diputada. 
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Estados Unidos, ajena por entonces al «caso Lewinsky»P"] y una amantísima esposa dispuesta a hacer ganar 
las elecciones presidenciales a su marido. 


«Estoy radicalmente en contra del aborto. Pero no por ello dejo de admitir que, para ser completamente libre, 
la mujer tiene todo el derecho del mundo a planificar su vida familiar y sexual, debe tener la libertad de tener 
hijos. Pero no debemos permitir que sea el Estado quien asuma ese papel por nosotras. Eso nos degradaría 
a ciudadanas de segunda clase», declaró ante Jiang Zenim, presidente de la República Popular China, quien 
no pudo hacer otra cosa que aguantar aquel diluvio de críticas. 


Coincidiendo con el quincuagésimo aniversario de Naciones Unidas, a pesar de las cargas policiales contra las 
feministas más radicales, del acoso a las mujeres tibetanas y a los gays y lesbianas por las autoridades de la 
República Popular China, fue un éxito sin precedentes en la lucha de la mujer por su emancipación social, 
política y económica. 


De sus conclusiones e informes nace gran parte de la política, sesgada y manipuladora, llevada a cabo ocho 
años más tarde por el presidente del Gobierno, el socialista José Luis Rodríguez Zapatero, dispuesto a que 
como «progre» no le gane nadie, pese a que muchas de las conclusiones del Congreso de Pekín estaban 
diseñadas para países en vías de desarrollo[**] De este foro nace también la errática política feminista radical 
asumida por el Partido Popular, dispuesto a no dejarse arrebatar el voto de las mujeres, a la vista de que desde 
la Reina de España hasta la primera dama de Estados Unidos apoyaron con su presencia] la Conferencia. 


Las mujeres reunidas hablaban el mismo lenguaje, pero expresaban distintas ideas y decían cosas distintas. 
Trasladar matemáticamente las resoluciones de la Cumbre de Pekín a España ha sido el mayor error de 
Zapatero, impulsado por el feminismo radical y dispuesto a hacer «tabla rasa» el hombre con tal de conseguir 
sus objetivos. 


No era para menos. Además de las feministas, en la República Popular China se dieron cita representantes 
que habían participado en diversas conferencias de Naciones Unidas: la de Nairobi 1985, la de Nueva York 
de 1990, centrada en la infancia, la de Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro en 1992, la 
de los Derechos Humanos, que tuvo lugar en Viena en 1993, la de Población y el Desarrollo, celebrada en El 
Cairo en 1994, y la de Desarrollo Social, en 1995 en Copenhague. Es decir, todas las conferencias realizadas 
por Naciones Unidas, que habían atraído a su seno a decenas de miles de grupos marginales, alternativos, 
antisistema, antinucleares, antimilitaristas, grupos de gays, lesbianas y feministas radicales. 


«Gracias a los representantes de la sociedad civil y a su lucha por el avance económico, cultural y democrático 
de esa conferencia hemos alcanzado mejores éxitos nunca logrados en conferencia alguna de la mujer», señaló 
Ghali en China entonces. «A partir de ahora, con estos hilos, vamos a tejer un mundo mejor para la mujer», 
afirmó Gertrude Mongella, la secretaria general de la Conferencia. 


Lo malo de esta política es que, en España, en lugar de realizarse con medios económicos para fomentar 
la igualdad y la paridad, se hizo con leyes discriminatorias y machistas -curiosamente hechas por hombres- 
destinadas a encarcelar a los miembros de su propio sexo. De esta manera, aunque la violencia familiar aparece 
en el punto 29 de la Declaración de Pekín al exhortar a los países miembros a «prevenir y eliminar todas 
las formas de violencia contra las mujeres y niñas», en España el asunto se convierte, años más tarde, en la 
punta de lanza, en el Caballo de Troya del feminismo radical para derribar la fortaleza de la masculinidad e 
imponer su política sexista y excluyente a la sociedad[P] 


37Supuesto affaire amoroso sin aparente penetración carnal entre el presidente Bill Clinton y una secretaria interina de la 
Casa Blanca, Monica Lewinsky, a quien le dio por guardar las bragas manchadas de semen del máximo mandatario americano 
y acabó en los tribunales y en la prensa, ocasionando un tremendo escándalo en la puritana sociedad norteamericana. 

38 Por ejemplo, mientras las feministas africanas hablaban de la «salud sexual y reproductiva» como un medio para combatir 
el sida o para evitar los dos millones de ablaciones al año, las europeas interpretaban el mismo texto como la vía para liberarse 
de la procreación y avanzar social y profesionalmente. Gertrude Mongella decía que «mi problema y el de Cristina Alberdi es 
tener que fregar los platos». Está claro que las diferencias son abismales. Alberdi sólo tenía que apretar el botón de la lavadora 
mientras la dirigente africana necesitaba, para empezar, andar cinco kilómetros a pie para buscar agua al río más próximo y 
cargarla a sus espaldas, como ella misma reconoció. 

39%La Reina Sofía sólo asistió a las reuniones preparatorias celebradas en Toledo un año antes. 

“La IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Pekín da mucho más importancia a los objetivos de la paz, igualdad y 
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La presencia de Paz Fernández Felgueroso, secretaria de Estado de Instituciones Penitenciarias socialista, 
parecía un presentimiento de lo que iban a hacer con los varones a los que no consiguieran domar. «Sí la 
civilización es esterilización [de la sociedad]», su adaptación a unos cánones establecidos, como ironiza uno 
de los personajes inadaptados al mundo feliz de Aldous Huxley, el feminismo es su brazo armado[*] Lo malo 
es que esta ideología ilumina a José Luis Rodríguez Zapatero, el presidente «rojo, utópico y feminista» del 
Gobierno de España que aspira a acabar con la maternidad como último escalón de la revolución feminista, 
como afirma el abogado y escritor Jesús Trillo-Figueroa en su obra La ideología invisible: el pensamiento de 
la nueva izquierda radicall*?] 


La gran aportación ideológica de la Conferencia de Pekín fue la introducción del concepto «ideología de 
género». Frente a la bipolarización tradicional de la sociedad en hombres y mujeres, según su carga genética, 
«el género es una construcción social y cultural radicalmente independiente del sexo, un artificio libre de 
ataduras. Hombre y masculino podrían significar tanto un cuerpo femenino como uno masculino; mujer y 
femenino, tanto un cuerpo masculino como uno femenino», afirma la feminista Judith Butler en su libro 
Gender Trouble: Feminism and the Subversion of Identity, una de las ideologías del evento. 


En este contexto, heterosexuales, homosexuales, lesbianas y bisexuales son simplemente modos de compor- 
tamiento sexual producto de la elección libre de cada persona, que todos deben respetar. Un programa que 
ha seguido al pie de la letra el PSOE -un partido con alma femenina metida en el cuerpo de un hombre o 
viceversa- desde su llegada al poder. 


De esta manera, como decía Trotski, se prepara el asalto a la sociedad desde la marginalidad, los grupos 
antisistema y la ideología de género, ya que «una revolución no es digna de llamarse tal si con todo el poder 
y todos los medios de que dispone no es capaz de ayudar a la mujer -doble o triplemente esclavizada- a salir 
a flote y avanzar por el camino del progreso social e individual». 


Teorizaciones al margen, las madres son las principales asesinas de sus hijos. Lo encontrarán en el siguiente 
capítulo. 


desarrollo de las mujeres, a su integración en todas las esferas de poder de la sociedad en igualdad de condiciones, al reparto 
igualitario de las tareas dentro de la familia, a la erradicación de la pobreza, la justicia social, al derecho a decidir sobre su propio 
cuerpo, a la llamada «salud reproductiva», a eliminar las formas de discriminación en escuelas, a promover la independencia 
económica de las mujeres y a otros muchos asuntos. 

41 Aldous Huxley, Un mundo feliz, Plaza €S Janés Editores, Barcelona, 2000. 

4 Jesús Trillo-Figueroa, La ideología invisible (el pensamiento de la nueva izquierda radical), Libros Libres, Madrid, 2005. 
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CAPÍTULO 3. LAS RAÍCES DEL MAL 


Capítulo 4 
Matar la inocencia 


Una de las realidades más ocultas de la sociedad española, cubierta por un pesado manto de 
silencio, es la de la cantidad de niños que anualmente son asesinados por sus madres, encargadas 
en el 98% de los casos de la guarda y custodia de los menores tras los procesos de separación y 
divorcio de los matrimonios o parejas de hecho. Dejando al margen a los centenares de bebés que 
son abandonados por su madre nada más nacer, hecho que el feminismo radical justifica como 
el derecho de la madre a su «control sexual y a su salud reproductiva», hay mujeres que, antes 
de entregar la prole al marido u optar por cualquier sistema de custodia compartida, deciden 
envenenarlos, los asfixian, se lanzan con ellos a las vías del tren o le prenden fuego a sus viviendas 
cerrando previamente las puertas desde fuera. Así, de los más de diez mil menores que fueron 
sometidos a vejaciones, malos tratos, palizas e incluso asesinados por sus progenitores, compañeros 
de clase, parientes y amigos en el año 2000, más de la mitad de los maltratadores fueron sus 
madres. Lo que revela, una vez más, que la violencia dentro del ámbito familiar no sólo no es 
unidireccional. Por el contrario, cuando se dirige a los elementos más débiles de la familia, el 
protagonista es mayoritariamente la mujer. 


Tras la separación con su mujer, sólo había dos cosas en el mundo por las que Felipe Rodríguez estaba 
dispuesto a seguir luchando: su hija Andrea Rodríguez, de siete años, y su perro, con el que salía a trabajar 
cada noche. 


-Es lo único que aprecio en el mundo -les había dicho semanas antes a un grupo de compañeros. 


En abril de 2003, el Juzgado de Familia por el que se había tramitado su separación, le dio la mala noticia. 
Había un expediente en marcha para reducirle el régimen de visitas a la menor. Se planteaba incluso que sólo 
pudiera verla unas pocas horas, una vez al mes, en un «punto de encuentro» de Madrid. 


A Felipe, taxista de profesión, vecino del distrito madrileño de Arroyomolinos, se le cruzaron los cables. El 
21 de abril de 2003 cargó su escopeta de caza, la metió en el coche y se fue a buscar a su hija. Tras pasar 
varias horas con ella, cuando llegó el momento de la despedida, le descerrajó dos disparos en la cabeza. 


A continuación, cargó de nuevo el arma, mató al perro y con el cartucho que quedaba se quitó la vida, 
sustrayéndose, de esa manera, a la acción de una Justicia que le había arrebatado todo cuanto tenía en este 
mundo. 


Dos días más tarde, el 23 de abril, los amigos y vecinos de Arroyomolinos, pedían que «se reflexione sobre en 
qué se ha podido fallar para que una niña de siete años esté hoy muerta, con el fin de que su fallecimiento 
no sea inútil». Por su parte, la Red de Organizaciones Feministas contra la Violencia de Género estudiaba 
emprender acciones legales, incluso de tipo penal, para que el caso de la niña a la que supuestamente había 
matado su padre, fuera el «último» y su fallecimiento «no sea en vano». 
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Según apuntaba la agencia Efe, «la Red está recabando toda la información posible sobre las supuestas de- 
nuncias de malos tratos que pudo haber interpuesto la mujer de Felipe, de la que estaba separado, y sobre la 
posibilidad que se hubiera solicitado un régimen de visitas más restringido del fallecido a su hija». 


Era el primer fin de semana en que Mariano Alvarez, un albañil de 43 años, se quedaba con sus hijos de seis 
y ocho años tras un complicado proceso de separación de Josefina, su mujer, con la que había vivido poco 
más de un año. 


Fue también el último día en que sus vecinos vieron a los menores, Sergio y Mariano, con vida. A las tres de 
la tarde, Mariano Álvarez decidió matar a sus hijos en el apartamento de Benidorm, donde residía, sin que 
nadie se percatara de ello. El asesino obró con especial sangre fría. Primero estranguló a los menores con una 
cuerda hasta dejarles inconscientes y, posteriormente, los apuñaló salvajemente hasta acabar definitivamente 
con cualquier atisbo de vida. La escena ocurrió, según el informe forense, sobre las tres de la tarde en un piso 
de la calle Gardenias, en el centro de la localidad. Acto seguido, Mariano comenzó a pasear por la casa como 
si estuviera sonámbulo. 


Cinco horas después, a las ocho de la tarde, cuando su mujer, de 33 años, que residía en Alfaz del Pi, acudió 
al domicilio de su ex pareja a buscar a los niños, al pulsar el timbre del ático quinto, se encontró con la 
escalofriante escena. 


Su reacción, tras ver a sus hijos muertos, fue lanzarse contra su ex marido, quien en esos momentos no podía 
defenderse. Acababa de cortarse las venas a la altura de las muñecas, se había clavado un cuchillo en el vientre 
y caminaba renqueante hacia la ventana. Un instante después, Mariano Álvarez se lanzó al vacío desde el 
balcón y puso fin a su vida, a una relación sentimental desgraciada que le había arrebatado durante meses a 
sus seres queridos -los menores-, y colocaba una barrera infranqueable para la Justicia, que no había dejado 
de perseguirle. Dejaba, al mismo tiempo, a sus familiares y amigos cargados de consternación y odio hacia 
su persona. 


Son dos casos extremos de dos padres enloquecidos por la tiranía del sistema, que asesinaban a sus hijos para 
tratar de vengarse de las injusticias y vejaciones sufridas y castigar incluso al género humano. Sin embargo, 
como la violencia, incluso cuando se proyecta en contra de los menores, no es unidireccional. Veamos por 
ejemplo lo que ocurre en el otro lado de la barrera. 


No eran el matrimonio perfecto sino todo lo contrario. Durante sus treces años de vida en común, Jennifer 
Trene Lara, treinta años, empleada de una empresa de limpieza, y su marido Ismael Pablo Rodríguez González, 
un camionero en paro por una invalidez permanente, de cuarenta y cinco, se llevaban como el perro y el gato. 


Tras su separación, hacía tres años, la pareja volvió a reanudar sus relaciones sentimentales varias veces. Pero 
siempre acabaron a empujones y a golpes, con denuncias mutuas en los juzgados y órdenes de alejamiento 
para ambos, que incumplieron sistemáticamente para encontrarse de nuevol!| 


Los Juzgados de Valencia, para intentar poner freno a la violencia familiar, habían llegado a un pacto. Le 
concedió al marido la guardia y custodia del hijo mayor de la pareja, de doce años. Los menores -Keith, de 
ocho años, y María del Carmen, de cinco- seguirían con la madre. 


La tragedia que puso fin a sus vidas se desencadenó el 28 de enero de 2004. Sobre las once de la noche, 
Ismael Pablo Rodríguez González acudió a la casa de su mujer, situada en puerta 8 del número 4 de la calle 
Juan XXIII de Alzira, para resolver un asunto familiar. Tras una larga discusión abandonó la vivienda en 
el momento en que la Policía Municipal, alertada por los vecinos, se presentó en la casa adonde acababa de 
llegar el compañero sentimental de la mujer, un asturiano de treinta y cinco años. 


Lo que nadie se esperaba era que, a las tres y media de la madrugada, el marido despechado pondría fin a 
la relación sentimental con su mujer de la manera más trágica e inhumana posible. Regresó al que fuera su 
domicilio conyugal armado con una lata de gasolina y con las llaves de la vivienda, pues se había asegurado 


lEn diciembre de 2003, el presunto homicida había sido condenado, por un delito de maltrato, a una pena de cárcel. La 
víctima, a 40 días de trabajo en beneficio de la comunidad, ya que la agresión había sido mutua. En el momento de la matanza, 
la pareja tenía otros cinco juicios pendientes por malos tratos mutuos, con dos órdenes, incumplidas, de alejamiento. 
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hacer unas copias. Tras rociar con gasolina las habitaciones, les prendió fuego, cerró la puerta y se marchó 
tranquilamente a la acera de enfrente para contemplar cómo en pocos minutos la casa se convertía en una 
pavesa. 


Los bomberos llegaron al lugar del incendio a las 4:20 de la madrugada, pero sólo tuvieron tiempo de sacar 
por un balcón al amante de la mujer, J. A. N. M. Al día siguiente, apagados los rescoldos y enfriada la casa, en 
la primera inspección ocular encontraron los cadáveres de Jennifer Irene Lara, de nacionalidad dominicana, 
y de sus hijos: Keith y María del Carmen. 


El asesino-pirómano, tras ser detenido, no dudó en confesar su execrable crimen. «Se lo tenía merecido desde 
hacía tres años y le llegó su hora», dijo. Son tres casos de padres desquiciados por el sistema y por sus 
relaciones interfamiliares, sometidos al llamado síndrome de retorsión|?] que asesinan a sus hijos. 


Todos los vecinos de Santomera, Murcia, una localidad de 44,5 kilómetros cuadrados y con 10.594 habitantes, 
situada en la carretera N-340 y famosa por su naturaleza y paisajes[|la tenían por una mujer cuerda, sensata 
y trabajadora. 


Por eso causó conmoción en el pueblo cuando Francisco Miguel y Adrián Ruiz González, de seis y cuatro años, 
dos de los hijos de Francisca González Navarro, «Paquita», de treinta y tres años, aparecieron estrangulados 
con el cable de un cargador de un teléfono móvil. Hasta a la Guardia Civil le pareció un crimen horroroso, 
salvaje, propio de personas sádicas. Y así se lo hicieron saber a la compungida madre cuando fue a denunciar 
el doble infanticidio. 


-Anoche oí ruidos y observé que dos ecuatorianos entraban en la casa. José Carlos, mi hijo mayor, los ahuyentó. 
Luego no supe más -les dijo. 


-¿Y por qué no llamó a la Guardia Civil? 


-Cogí un spray antiviolación, que tenía bajo la almohada, para defenderme. Salí a dar vueltas por la casa y 
no oí nada. Los pequeños, que dormían conmigo, se quedaron en la cama. Llamé a la Policía Municipal pero 
no había nadie. Sólo un contestador que remitía al 112. 


En Santomera vivía desde hacía una década una importante colonia de ecuatorianos, gente seria que solía 
emborracharse los fines de semana y armaban un poco de alboroto. Pero no se les veía como asesinos de 
niños. El 19 de enero de 2002, los niños habían sido encontrados muertos, ahorcados con una cuerda o algo 
parecido, tendidos sobre la cama de la madre. ¿Cómo pudieron los ecuatorianos llevarlos hasta allí sin que la 
madre se diera cuenta? Las piezas no encajaban en el puzle. Así que la sección de Investigación de la unidad 
de Policía Judicial de la Guardia Civil, junto con un equipo de apoyo del cuerpo de Molina de Segura, se 
pusieron a trabajar febrilmente. 


El cabeza de familia fue descartado automáticamente como posible parricida, pues dos días antes había 
salido de viaje con su camión hacia Inglaterra. La noche del crimen estaba regresando a España, cruzando 
con Francia hacia la frontera de Irún. Tras interrogar a la madre, que defendía la tesis de que los asesinos 
de sus hijos habían sido los ecuatorianos, los agentes empezaron a sospechar del hijo mayor, José Carlos, de 
catorce años, dado que era la única persona viva, además de la madre, que esa noche había dormida en la 
casa de la calle Montesinos, 13. 


-¿Oíste algún ruido anoche? —quisieron saber los agentes. 


-Sí, sobre las doce de la noche —respondió José Carlos-. Oí un ruido en el cuarto de planchar. Mi madre me 
llamó porque también había oído ruidos. Así que di una vuelta por la casa pero no vi nada. Se lo dije a mi 
madre, la tranquilicé y me volví a acostar. 


-¿La puerta estaba abierta? 


2Patología que se da en multitud de parejas tras la separación. El padre cae en una depresión y deja de pagar parte de la 
pensión al hijo; la madre no le permite ver a los niños durante algunos fines de semana; la depresión lleva al padre al paro 
y comunica al juez que carece de dinero para la manutención de sus hijos. La madre retuerce aún más las difíciles relaciones 
impidiendo toda clase de comunicación entre el progenitor y los mentores. 

SEstá situada junto a un lago. 
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-No, a esas horas de la noche no. Esta mañana, a las siete, cuando mi madre me llamó para advertirme de 
que habían entrado ladrones, sí que estaba abierta. 


Los agentes sabían que la puerta que daba a la calle estaba abierta, pero desde dentro. La cerradura no 
presentaba marcas de haber sido forzada ni los bastidores mostraban señales de que la hubieran apalancado. 


-¿Alguien de vuestra familia, o algún amigo de tus padres tiene llave de la casa? —preguntaron los agentes. 
-No, nadie. Ni siquiera mi tía Mari Carmen]!] 


En la inspección ocular registrada en el domicilio, los agentes de la Benemérita habían encontrado varias 
papelinas con restos de cocaína, frascos con tranquilizantes y varias botellas de alcohol vacías o a medio de 
consumir y el spray de la marca CBM. 


-Es un producto irritante que pica en los ojos —-explicó Paquita-. Me lo trajo mi José de Alemania. ¡Como 
paso sola tantas noches mientras él está de viaje por ahí! 


Sobre las diez de la mañana, los agentes decidieron interrogar a la mujer para obtener una primera versión 
de lo ocurrido, aunque prácticamente ya habían descartado la idea de que un extraño asesino había entrado 
en la casa para matar a los niños. 


-¿Qué paso aquí anoche? 


-Después de cerrar la puerta, sobre las diez nos fuimos a dormir. Luego hablé varias veces con mi marido. 
Para ponerle celoso, le insinué que estaba con otro. Me tomé dos Dormodor y me dormí como un tronco. 


-¿Sobre qué hora se despertó? 


-Me despertaron, más bien. Sería sobre las seis de la mañana cuando oí que rompían varios cristales. Cogí el 
spray y un cuchillo y me fui hasta la puerta. Vi a un hombre bajo, delgado y moreno. Vestía un jersey oscuro 
y cazadora de lino. Traté de proteger a mis hijos y le rocié con el spray. Pero él esquivó la cabeza y me lo 
arrebató de un manotazo. 


-¿Y no gritó? ¿No pidió auxilio? ¿Por qué no llamó a su hijo mayor? 


-Lo hice, pero no me oyó. El asaltante me había puesto el cable del cargador del móvil en el cuello. Me 
aprisionaba tanto que no podía articular ni una palabra. Tenía que hacer esfuerzos para respirar, para 
mantenerme viva. Así, hasta que perdí el conocimiento. 


-¿Y qué vio cuando lo recobró? 


-Los niños estaban muertos en la cama. Me asomé a la ventana y vi que un coche grande se iba a toda 
velocidad. Pensé que los asaltantes eran los miembros de una banda de delincuentes que se dedican a cobrar 
deudas. Mi marido está implicado en el tráfico de cocaína y había recibido amenazas por el pago de una deuda 
de cuatro millones. Le advirtieron que vendrían a por él, y probablemente, al no encontrarle, la cobraron con 
los niños. 


La versión de la mujer mantuvo una cierta credibilidad hasta que, en la madrugada del 20 de enero de 2002, 
José Ruiz llegó con su camión a Santomera. Tras registrar el vehículo y su coche particular, los agentes 
encontraron un revólver Phyton 357 Magnum, con seis cartuchos Winchester, escondido debajo de uno de los 
asientos. 


- ¿Tenía usted enemigos, se relacionaba con gente del mundo de la droga? —preguntaron. 
-No, ninguno que yo sepa. Tampoco conozco a ningún traficante de droga. 
-¿Y por qué llevaba el arma? 


-Para defenderme en el caso de que alguien tratara de asaltar el camión. Ya me pasó una vez[*] 


1Mari Carmen Ruiz, hermana de José Ruiz el camionero cabeza de familia. 
Diligencia de exposición de hechos. Atestado 13/01. Guardia Civil de Murcia. Diecinueve de enero de 2002. 
SEl autor quiere dar las gracias a la Audiencia Provincial de Murcia por haberle facilitado el acceso al sumario. 
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Descartado el móvil de la droga, los agentes le preguntaron por la relación con su mujer. 


-Malas —dijo-. Desde que me pilló con una por ahí hace seis meses, muy malas. Estaba muy celosa. En los 
viajes no paraba de llamarme para amenazarme con hacer ella lo mismo con alguien de por aquí. Yo no le 
hacía caso y cortaba el teléfono. La noche del 19, por ejemplo, cerca de la una de la madrugada, volvió a 
llamarme. Tuve que apagar el teléfono. 


Los agentes le preguntaron si podían examinar el móvil y comprobaron que no mentía. Entre las 22.15 horas 
del 18 de enero y la 1.31 horas del 19, había registrados siete mensajes de su mujer, en los que le amenazaba 
con irse «con otro hombre», le llamaba «cornudo» y le decía lo siguiente: «Ya no me haces falta, te voy a 
pelar (matar).» 


Para el grupo de investigación de la Policía Judicial de la Guardia Civil, todo estaba claro. Tras esperar a que 
se celebrara el entierro de los pequeños, procedieron a detener a Francisca González Navarro y se la llevaron 
al cuartel de Murcia. Semanas más tarde, después de que la ingresaran en la cárcel de Sangonera, Murcia, 
los psiquiatras descubrieron que José Ruiz solía pasar muchas noches en locales de alterne de la zona y que 
su esposa, Paquita, le seguía en un taxi, disfrazada con una peluca rubia, para averiguar con quién le ponía 
los cuernos su marido. 


Así fue durante dos años, mientras mataba su desamor con la droga, el alcohol y el tabaco. En ese tiempo 
había pensado en deshacerse de su marido con la ayuda de unos matones. «Tengo que hacerle el mayor daño 
posible, algo que le quede marcado para toda la vida y resarcirme del tremendo daño que me ha causado», 
escuchó uno de los taxistas. 


El 19 de enero de 2002 consumó su venganza contra su marido: mató a sus dos hijos en medio de una orgía 
de alcohol y drogas. En uno de los cables del cargador del teléfono móvil, los expertos del Instituto Nacional 
de Toxicología de Madrid hallaron restos de piel y de sangre del pequeño Francisco. En noviembre de 2003, 
Paquita fue condenada a cuarenta años de prisión por la Audiencia Provincial de Murcia «por asesinar 
premeditadamente a sus dos hijos». Un jurado popular la había hallado culpable del más horroroso de los 
crímenes: matar a dos seres indefensos, dos pequeños ruiseñores, para vengarse de su marido, «al que deseaba 
ver muerto »l] 


En 1998 Mariano Bou, albañil, de treinta y dos años, se casó con María Antolinos, de veintiocho, y vivían 
en Torres de Cotillas, un municipio de 18.134 habitantes situado a orillas del río Segura, en la provincia de 
Murcia, a apenas quince kilómetros de la capital. 


El matrimonio no duró siquiera dos años. En la Nochebuena de 2000, Mariano Bou se dio cuenta de que no 
podía soportar más a su mujer y decidió separarse de ella. 


-¡Ahí te quedas para siempre! —le espetó. 


Cogió a la niña fruto del matrimonio, de dos años de edad, y se la llevó con él. Pero inmediatamente la mujer 
presentó denuncia y le obligaron a entregarle por la fuerza la hija a su madre. 


-Usted podrá verla los fines de semana alternos. 


-Pero si mi ex mujer está loca. Ha intentado suicidarse varias veces. ¡Si va a matar a las niñas! —protestó 
Mariano. 


-Eso es lo que dicen todos los padres —le dijeron. 


La decisión, al igual que ocurre en el 98% de los juzgados de familia, estaba tomada de antemano. Al tratarse 
de una menor de edad, que no había cumplido aún los catorce años, María Bou Antolinos niña se quedaba 
bajo la guarda y custodia de su madre. 


“La película To Kill a Mockingbird (Matar a un ruiseñor), basada en el libro del mismo nombre premio Pulitzer, plantea un 
problema algo diferente. Un abogado, Atticus Finch, defiende a un hombre negro, acusado de violar a una mujer blanca, que 
encubre al auténtico violador, su propio padre. El drama transcurre en una ciudad sureña de Estados Unidos, en la etapa de la 
Gran Depresión. Aunque la inocencia del hombre resulta evidente, en una región cargada de prejuicios raciales hacia los negros, 
el resultado del juicio era previsible. Estrenada en 1962, contó con Gregory Peck, Mary Badham, Brock Peters, Phillip Alford, 
John Megna, Frank Overton, Rosemary Murphy y Robert Duvall en los papeles principales. 
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En julio de 2004, tras obtener el divorcio, María Antolinos se casó con Luis Fabián Saura. El segundo 
matrimonio duró poco más de seis meses. En enero de 2005, al comprobar que su mujer era una desequilibrada 
mental, que se pasaba el día amargándole la vida y maltratando a su hija, pidió judicialmente la separación. 


Y como tenía remordimientos de conciencia, el padrastro de María se puso inmediatamente en contacto con 
el padre biológico de la menor. 


-Tienes que retirarle la custodia o acabará matando a la niña. 


A partir de entonces los dos hombres iniciaron un periplo por la Policía Nacional y los servicios sociales 
de Murcia para exponerles la situación y poner la denuncia correspondiente. La Policía, que ante cualquier 
denuncia de una mujer pierde el culo por detener al marido, se cruzó de brazos. 


-¿Tienen ustedes pruebas? —preguntaron. 
-No, pruebas no tenemos. ¿No basta con mi testimonio y el de Luis Fabián? —se quejó Mariano Bou. 


Pero no le hicieron caso. Acudió entonces a la Guardia Civil de Alcantarilla, que el 13 de abril de 2005, a las 
17.40 le tomó declaración. 


-A la mínima tontería la emprende con la niña, la levanta tirándole del pelo, la golpea constantemente, sin 
ninguna razón, y la tiene acobardada. Sus ataques son cada vez más violentos. Temo por la vida de la menor 
=declaró el padrastro de María. 


-A mí me ha amenazado con poner fotos de la menor en internet para echarme la culpa y que me metan en 
la cárcel -agregó el padre de la menor, Mariano Bou. 


La denuncia se remitió al Juzgado de Instrucción número 1 de Molina de Segura en funciones de Juzgado de 
Familia. Allí se incoó un procedimiento contra la madre por injurias, mas no se tomó ninguna medida cautela 
para retirar la custodia de la menor a su madre. 


Al mismo tiempo, los dos ex maridos de María Antolinos removieron Roma con Santiago. En los días que 
siguieron insistieron ante los Servicios Sociales de Murcia donde, tras examinar el expediente escolar de la 
menor en el colegio público Vista Alegre de Las Torres y hacer otras indagaciones menores, les dieron largas. 


El 31 de mayo el servicio autonómico dictaminó: «no se han tomado medidas de urgencia sobre la menor 
porque no se creen necesarias. Tras hablar con los educadores y la madre, no existe grave riesgo que ponga 
en peligro la vida de María Bou Antolinos, de siete años de edad». 


Lo que ignoraban los servicios sociales de la Comunidad de Murcia es que en la fecha en que se estampaba 
la firma a este documento la menor llevaba siete días muerta. Aunque al principio se pensó en que había 
sido estrangulada por su madre, la autopsia reveló que ésta la había envenenado obligándola a tomar un 
cóctel de Diazepan y Alprazolanm, dos potentes tranquilizantes, mezclados con alcohol. En el cuarto de baño, 
adonde la había arrastrado para tratar de vomitar, tendido en el suelo, estaba el cadáver de la madre: había 
ingerido dos cajas enteras de barbitúricos que usaba para la depresión y media botella de whisky Dick. No le 
dio tiempo a provocarse el vómito y murió. 


Mariano Bou lo supo el 30 de mayo, cuando recibió primero la llamada de la Policía Municipal y luego la de 
su hermana. 


-Su ex mujer y su hija han sido halladas muertas dentro de su casa. 


Nadie, ni siquiera en el colegio, donde sacaba muy buenas notas, la habían echado de menos desde el martes 
anterior, hasta que una cuñada suya, alarmada, había llamado a la Policía Municipal de la pedanía. 


Lo más lamentable de las dos muertes es que la mayoría de niños del colegio Vista Alegre conocían las palizas 
que María Antolinos propinaba a su hija y no lo denunciaron ni a profesores ni a los servicios sociales. 


«El Juzgado de Guardia de Castellón ha decretado la libertad con orden de alejamiento para una mujer que fue 
detenida la pasada madrugada tras agredir a su marido con un cuchillo de cocina en Almassora (Castellón)», 
según informaron fuentes de la Guardia Civil. 
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Los hechos tuvieron lugar cuando la detenida, Maríal*] de cuarenta y cuatro años, durante una discusión 
familiar en el domicilio conyugal, supuestamente agredió con un cuchillo de cocina a su marido, de cuarenta 
y siete años, lo que le causó heridas leves en un codo por las que fue atendido en el centro de salud de 
Almassora. 


El hombre denunció que había sido agredido por su mujer en anteriores ocasiones, mientras que la detenida, 
acusada de un presunto delito de malos tratos en el ámbito familiar, pasó a disposición del Juzgado de 
Guardia de Castellón, el cual ha decretado su libertad y una orden de alejamiento. 


No fue el único caso ocurrido en septiembre de 2006. El 3 del mismo mes, María Luisa B. G., una mujer, de 
39 años, salió de su casa de madrugada llevándose consigo a su hijo de cuatro años. Se asomó a las vías del 
tren, a un kilómetro de la estación de Almassora (Castellón) y cuando pasaba un convoy de la línea 6, que 
comunica Castellón con Valencia, se arrojó al vacío con el menor en brazos. Los dos murieron en el acto. 


«La percepción que tenemos, y podemos decirlo de manera inequívoca, es que se trata de un suicidio por parte 
de la madre, que ha arrastrado a su hijo», explicó ayer el subdelegado del Gobierno en Castellón, Juan María 
Calles. 


¿Qué motivos la indujeron a quitarse la vida y, de paso, a matar a su hijo? «Estaba deprimida por problemas 
familiares y un delirio se apoderó de su mente», informó el diario Las Provincias al día siguientes. «Las 
razones por las que tomó esa trágica decisión fue porque su compañero sentimental había empezado a salir 
con otra mujer y la pareja estaba a punto de separarse», confirmaron fuentes de la Policía Nacional al autor 
del libro. 


El Juzgado de Instrucción número 1 de Castellón se hizo cargo el domingo 4 de septiembre de las inves- 
tigaciones. Por su parte, fuentes del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana (TSJCV) 
explicaron que si el atestado de la investigación policial concluye que se ha tratado de una acción suicida de 
la madre del pequeño, el Juzgado cerrará el caso. «Al morir la madre la responsabilidad penal se extingue 
automáticamente», afirmaron. 


La misma semana, un niño de dos años de edad falleció de inanición en Ponteareas (Pontevedra), después 
de que su propia madre lo trasladara al centro de salud de esta localidad y los servicios médicos no fueran 
capaces de reanimarlo, mientras que su hermana, de tres años, permaneces ingresada en el hospital vigués de 
O Meixoeiro con los mismos síntomas: anemia y falta de alimentación. 


Francisca Ballesteros, Paqui, una valenciana de treinta y seis años, había conocido a su marido, Antonio 
González, que trabajaba como funcionario público. La pareja contrajo matrimonio en 1987. Se fueron a vivir 
a Melilla. Fruto de aquel amor nacieron sus tres hijos: Sandra, Florinda y Antonio. 


Tenía fama de ama de casa callada y trabajadora, de madre sufridora y abnegada, que cuidaba de su apa- 
rentemente enfermiza familia al tiempo que la exterminaba. 


En 2003, repentinamente, descubrió que Antonio muchas veces llegaba borracho a casa. Ella le regañaba. 
Entonces surgían las peleas familiares, tanto alteraban su carácter y su ánimo y no le dejaban vivir. 


Ese día tomó una determinación: curaría a su marido al precio que fuera. Para ello acudió a la farmacia y 
adquirió un compuesto de cianamida cálcica, Colme, indicado para la desintoxicación etílica. Y comenzó a 
suministrarlo a toda la familia, mezclándolo con la comida. 


Al poco tiempo su esposo enfermó y fue ingresado en el hospital Comarcal de Melilla. Su mujer fue a verle 
todos los días. Le llevaba garrafas de agua. 


-No bebas la que te dan aquí -le decía-. Está llena de porquerías. 


Antonio González falleció a los cuarenta y dos años, en enero de 2004, sin conocerse a ciencia cierta qué 
enfermedad tenía. Su muerte se atribuyó a un infarto de miocardio. 


8 María es el nombre ficticio de B. M. F. R. 
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Poco después enfermó su hija Sandra. También la ingresaron en el hospital Comarcal de Melilla, donde 
detectaron que tenía el hígado destrozado, con síntomas de envenenamiento por alguna sustancia química. 


-Mientras estuvo en el centro clínico, su madre la atiborraba de agua -afirmó uno de los médicos del hospital 
Comarcal que vivió muy de cerca el caso-. Ella decía que compraba el agua en el supermercado, pero a 
nosotros nos resultaba un tanto sospechoso. Por algún lado el veneno entraba en el hospital. La madre era la 
única vía posible. 


Sandra falleció el viernes 4 de junio de 2004. Tenía quince años. Al mismo tiempo, otro hijo, ingresó al 
hospital. Antonio, de doce años, presentaba los mismos síntomas. Encima de la mesilla de noche apareció, al 
poco tiempo, una botella de agua. 


Los médicos decidieron entonces enviar una muestra de agua al Centro Nacional de Toxicología en Madrid. 
Veinticuatro horas después se supo que contenía cianamida, un producto que en su forma libre y como sal de 
calcio se emplea para el tratamiento en la deshabituación de alcohólicos. Por su efecto sobre el metabolismo 
del etanol, inhibe el aldehído deshidrogenasa. 


Con las pruebas médicas sobre la mesa, el lunes 7 de junio, tras el entierro de Sandra, la policía procedió a 
la detención de Francisca Ballesteros. Sometida a un duro interrogatorio, reconoció que llevaba cerca de seis 
meses suministrando Colme a toda su familia, un producto farmacéutico que se tolera generalmente bien y 
que tiene como una de sus reacciones adversas, la aparición de una dermatitis alérgica en algunos pacientes. 


-¿Para qué le daba Colme a su marido? 


-Porque era un borracho que cuando venía a casa con unas copas de más me montaba unas broncas impre- 
sionantes. 


-¿Y por qué empleó este medicamento con sus hijos? 
-Porque a raíz de la muerte de su padre comenzaron a sufrir depresiones. Pensé que quizás los curaría. 


Poco después se conocieron los móviles del crimen. En agosto de 2003, Paqui había conocido a varios hombres 
a través de Internet. Ese mismo mes había viajado a Tenerife para conocer a uno de sus ciberamantes. Allí 
le contó que estaba sola en el mundo, que su esposo y su hija habían muerto en un accidente de tráfico. 


Tras ese primer encuentro en un hotel del Puerto de la Cruz, Cesáreo A. P., conmovido, le pidió que se casara 
con él. Ella no se lo pensó dos veces e inmediatamente aceptó la propuesta de matrimonio. 


-Pero antes debo volver a Melilla a arreglar algunos asuntos -le dijo. 
-Te acompaño. 
-No. Voy a ir sola. 


Lo primero que hizo al llegar fue ir a la farmacia, comprar el Colme, y empezar a echarlo en grandes dosis 
en las comidas de su marido y de sus hijos. Así, la envenenadora de Melilla fue aniquilando uno por uno a 
los miembros de su familia para quedarse libre y regresar sin ataduras a los brazos de su amante, quien la 
conocía por su Nick: «Forgosa». 


Tras comprobar todos y cada uno de los datos, la Policía Judicial de Málaga la presentó ante el juez, que 
pidió el ingreso en la prisión de Alhaurín de la Torre. En septiembre de 2004, tras la celebración de la vista 
oral en la Audiencia Provincial de Málaga, Francisca Ballesteros, Paqui, la envenenadora de Melilla, fue 
condenada a ochenta y cuatro años de cárcel. La sala la declaró culpable del delito de asesinato con alevosía 
y ensañamiento, por la muerte de su hija Sandra, de dos delitos de asesinato con alevosía por la muerte de su 
marido y su hija Florinda, y de un delito de asesinato en grado de tentativa, en el caso de su hijo Antonio, 
el único que salvó la vida. 


En la vista oral, en la que compareció en calidad de testigo su amante, Cesáreo A. P. confesó que estaba 
dispuesto a casarse con la envenenadora. 


-Nunca me contó que estaba casada y que tenía dos hijos -recalcó. 


65 


En su deseo desesperado de encontrar la felicidad con otro hombre, Francisca Ballesteros no hizo otra cosa 
que segur la estela de una paisana suya: Pilar Prades Santamaría: 


Con 1,50 metros de estatura, en 1958 Pilar Prades había entrado a trabajar como asistenta en la casa del 
doctor Manuel Berenguer. Al poco tiempo, la cocinera a la que pretendía sustituir empezó a padecer fuertes 
dolores de estómago cuyos orígenes eran desconocidos. Falleció en el hospital, y la envenenadora pasó a 
ocupar su lugar en los fogones. Poco después se convirtió en la esposa del médico, quien también, al sufrir la 
misma dolencia, fue ingresada en el hospital. El doctor Berenguer empezó a sospechar de la nueva empleada 
y descubrió que la dueña de la casa, en la que ésta había trabajado con anterioridad, había fallecido de una 
dolencia similar. Lo puso en conocimiento de la policía y se descubrió que había sido envenenada con arsénico. 


Cuando la detuvieron, Prades reconoció que le había dado un insecticida llamado Diluvión. «No pretendía 
matarla -afirmó-. La quería mucho. Sólo pretendía que se quedara descansando un par de semanas en la cama 
porque trabajaba demasiado.» En 1959, Prades fue la última mujer condenada a garrote vilP] 


Los casos de la «parricida de Santomera» y de la “envenenadora de Melilla» no son los únicos. Hay muchísimos 
más. Veamos, resumidamente, algunos ejemplos: 


Los trabajadores de una obra cercana vieron cómo un niño de tres meses volaba por una ventana para rebotar 
primero contra la red que cubría la fachada de la obra y acabar, finalmente, estrellándose contra el suelo. 


Aterrados, los obreros corrieron a auxiliar al bebé. Pero llegaron demasiado tarde. A. M. B. había sufrido un 
politraumatismo generalizado que le afectaba a sus órganos vitales y había muerto casi instantáneamente. El 
10 de mayo de 2001, la policía acudió al barrio la Barceloneta de Barcelona para averiguar qué había pasado. 
Se encontraron con M. B. Y., de 32 años, bajo un fuerte estado de nerviosismo y excitación. Confirmo a los 
agentes que el bebé muerto era su hijo y que ella lo había arrojado desde el cuarto piso del edificio donde 
vivían, en el número 61 de la calle del Mar. 


Casada con un italiano, en ese momento la mujer estaba sola en la casa. La pareja carecía de dinero para 
pagar el alquiler de la vivienda. M. B. Y., achacaba la situación al menor de edad. «Si no hubiera nacido, no 
habríamos tenido tantos gastos y estaríamos a flote», confió a los agentes. 


Era una «parricida» convencida de que, como la mayor parte de las personas que actúan de esa manera, al ser 
consciente de la crueldad cometida con un ser indefenso, sufrió un «síndrome de arrepentimiento espontáneo » 
y trató de arrojarse por el balcón. 


Acabó internada en el hospital Psiquiátrico de Sant Boi de Llobregat. 
-¡Socorro, que nos mata! ¡Socorro, que nos mata! 


Los vecinos de Ciempozuelos, un municipio situado en la zona sur de Madrid, oyeron gritar a los dos menores, 
de diecisiete y once años de edad, y llamaron a la comandancia de la Guardia Civil. 


Los agentes se presentaron inmediatamente en la vivienda y encontraron a dos niñas malheridas por la fuerte 
paliza que les había dado uno de sus progenitores. Las trasladaron al centro de salud de la localidad. Como 
allí carecían de medios para curarles las graves lesiones sufridas, las enviaron urgentemente al hospital Doce 
de Octubre de Madrid. 


En uno de los casos, el esfuerzo resultó inútil. La mayor, con fuertes golpes en el hemitórax y en la cabeza, 
sufrió una parada cardiorrespiratoria e ingresó muerta. Su hermana, en cambio, salvó la vida de milagro. 


La agresora de las menores era su propia madre: María del Pilar F., de cuarenta y cinco años. En ausencia de 
su marido, que trabajaba fuera de la localidad, solía propinar fuertes palizas a sus hijas por cualquier motivo. 
Aquel día «se le fue la mano», según declaró a la Guardia Civil tras ser detenida y acusada de «parricidio». 


“Bastante más prolíficas fueron Lydia Sherman, la Reina del Veneno, y su colega Mary Ann Cotton. Sherman dedicó su vida 
al asesinato de maridos y familiares. Se cree que liquidó a 42 personas en Estados Unidos, aunque sólo confesó 11. El primero 
fue su marido Edward Struck, un ex policía en paro al que envenenó con arsénico en 1864. Le siguieron sus seis hijos y sucesivos 
maridos, con sus familiares incluidos. En 1872 la condenaron a cadena perpetua. La británica es otra envenenadora destacada 
con 21 asesinatos: su madre, dos maridos, dos amantes, su mejor amiga, sus diez hijos y otras cinco personas. También les daba 
arsénico y en los certificados de defunción solía decir que la causa había sido «fiebre gástrica». La detuvieron en 1872 en West 
Auckland y fue condenada a la horca. 
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Su marido la había abandonado un mes antes para irse con su nueva pareja. Leonor L. B., de veintiocho años, 
no podía soportar su ausencia. Los celos la corroían. Así que empezó por destrozar todas las pertenencias de 
su ex compañero sentimental. Primero acabó con el tocadiscos, luego arrojó toda su ropa a la chimenea, echó 
sus cartas y sus fotografías a la basura y regaló su apero a los vecinos del barrio. «Él se ha ido con otra, me 
ha dicho que no quiere llevarse nada, así que ya no los voy a necesitar», dijo. 


El 12 de abril de 2003 acabó con lo único que seguía uniéndola a su pareja: Andrés, su hijo de cuatro años. 
Lo mató rociando con queroseno la segunda planta de la casa, un chalet de la urbanización madrileña de 
Felipe II de El Escorial y prendiéndole fuego. El menor murió asfixiado por el humo. 


En el intento de destruir todo cuanto la unía a su anterior pareja, la parricida sufrió quemaduras en los dos 
brazos. Así justificó el asesinato del menor: «Yo no quería hacerle ningún daño, sólo pretendía suicidarme 
pero, debido al fuerte viento reinante y al hecho de que las ventanas estaban abiertas, se quemó toda la casa. » 
El juez no la envió a la cárcel, como suele hacerse con la mayoría de los hombres. La mujer fue ingresada en 
un centro psiquiátrico por si tenía trastornadas sus facultades mentales. 


Primero llamó a su tía, que vivía, al igual que ella, en la calle Maximiliano Coquillat en Elche, Alicante, en 
el mismo inmueble, dos pisos más arriba. Le contó lo que planeaba hacer. 


-Tía, no puedo más y voy a cometer una locura. ¡Que Dios me perdone! 

-¿Pero qué vas a hacer mujer? ¿Qué te pasa? 

-No tengo fuerzas para seguir viviendo. Voy a matar al niño y luego me suicido. 

-¡No seas loca, no hagas nada de lo que luego vayas a arrepentirte! Espera, que ahora mismo bajo. 


Eran las tres de la tarde del 12 de junio de 2002. Emilia F. G. acababa de comer y estaba fregando los platos. 
Como movida por un resorte, dejó las cosas a medio hacer, el grifo abierto, cogió las llaves de la casa y se 
lanzó escaleras abajo. 


Aporreó varias veces la puerta de su sobrina pero no obtuvo respuesta. Entonces llamó a los vecinos para 
pedirles ayuda, quienes avisaron a la Policía Nacional. 


Cuando los agentes derribaron la puerta, se encontraron con una escena espeluznante: sobre la cama había un 
bebé de 22 meses, decapitado y en medio de un charco de sangre. A su lado, su madre, inconsciente, también 
bañada en sangre. La mujer, tras matar a su hijo, había intentado suicidarse haciéndose un tajo en el cuello 
con un cuchillo jamonero. Debido a la escasa profundidad del corte, la yugular no estaba dañada, lo cual le 
hubiera provocado una muerte rápida. Se hallaba inconsciente por la cantidad de sangre que había perdido. 


Trasladada al hospital de Elche, sobrevivió a su propia destrucción para purgar en vida la tragedia que había 
ocasionado. 


Según los datos facilitados por el Centro Reina Sofía para el Estudio de la Violencia en el año 2000, un total 
de 10.889 menores fueron sometidos a vejaciones, palizas y malos tratos por sus padres. De ellos, 3.541 niños 
fueron víctimas de sus padres y 5.188 de sus madres, lo que revela que, a pesar de toda la literatura al uso, 
la sociedad español es esencialmente matriarcal[1] 


La investigación se realizó utilizando un total de 32.741 expedientes de asesinato y maltrato ocurridos en 
toda España entre 1997 y 1998. El estudio reveló que, en contra de las tesis oficiales, la violencia en el ámbito 
familiar no es unidireccional. Por el contrario, cuando se descarga contra los elementos más débiles de la 
familia, la mujer es tan agresora o mucho más que el hombre. En los casos estudiados, descarga su mal genio 
y su endiablado carácter contra todas las personas que tiene a su alcance. 


En términos absolutos, por comunidades autónomas, los hombres son más violentos con sus hijos en Andalucía 
y en Cataluña["] Las mujeres lo son en Andalucía, Cataluña y en las comunidades autónomas de Madrid y 
de Valencia, donde se produjeron más de quinientas agresiones de madres hacia sus hijos[*?] 


lOPalabras como enmadrado o salirse de madre, lo reflejan. No se dice empadrado o salirse de padre. Revela que el cauce, el 
elemento vertebrador de la familia, es la mujer y no el hombre. 

l11Con 781 y 449 agresiones, respectivamente. 

12 Concretamente, 1.144 (Andalucía), 667 (Cataluña), 501 (Madrid) y 564 en la Comunidad Valenciana. 
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Por otra parte, las regiones en las que el menor recibe un mejor trato de sus padres, medido en términos 
porcentuales, son la Comunidad Autónoma de Madrid y el País Vasco, donde se produjeron agresiones por 
debajo del 1% por cada 10.000 habitantes. Pero sigamos con los casos. 


Otros informes de universidades norteamericanas, canadienses y del Reino Unido revelan datos muy intere- 
santes que en España, sin embargo, se ocultan a la opinión pública. Frente a las familias tradicionales, donde 
el maltrato es menos habitual, y en las familias monoparentales['*] donde la guarda y custodia de los meno- 
res se entrega generalmente a la madre, se producen 14,77 veces más agresiones a los menores. En familias 
reconstruidas, 4.45 veces más[Y] 


Por otra parte, el riesgo de maltrato sexual se incrementaba 3,79 veces en aquellos casos en los que la figura 
paterna, es decir, el padre biológico, era sustituida por un compañero sentimental, por un amante ocasional 
o por un padrastro. De todas formas, el mayor índice de asesinatos de menores se produce en el momento de 
nacer o pocas horas después de que la madre hay dado a luz, muchas veces clandestinamente o en pésimas 
condiciones sanitarias. 


Aunque el Código Penal establece un castigo de entre diez y quince años de cárcel Pen la mayoría de los casos 
estos crímenes quedan sin sanción pena]!*] al aparecer los cuerpos de los niños asesinados en los basureros y 
al ser prácticamente imposible identificar a sus asesinos. Veamos algunos casos. 


Según el relato del fiscal el relato del fiscal, sobre las once de la mañana de aquel 11 de noviembre sintió 
las contracciones en el parque de El Retiro y dio a luz una niña que nació viva. A continuación, de acuerdo 
con las mismas fuentes, metió al bebé en dos bolsas de plástico «con ánimo de acabar con su vida» y lo dejó 
abandonado, lo cual le provocó la muerte. 


Melva Felicitas C. C., la autora del infanticidio, fue condenada por la Audiencia de Madrid a 17 años de 
prisión. Pero el movimiento feminista «talibán» se alzó en armas y pidió que se celebrara el juicio, esta vez 
con jurado popular. El Tribunal Superior de Justicia de Madrid halló la excusa perfecta: no se había realizado 
una prueba pericial que había propuesto la defensa de la acusada|!”] 


De esta manera, meses más tarde, Melva, veinticuatro años, ecuatoriana, volvía a sentarse en el banquillo. 
En lugar del juez, siete hombres y cuatro mujeres debían decidir su futuro. En sus conclusiones definitivas, 
el Ministerio Público mantuvo la pena de 17 años o la alternativa de 4 por «imprudencia grave con resultado 
de muerte». Su abogada, en cambio, se conformaba con una pena de un año de prisión. 


En la vista oral, Melva explicó que perdió el conocimiento y que al recuperarlo el bebé no lloraba ni respiraba, 
tras lo cual se desesperó. Además, relato lagrimeando que se había quedado embarazada en Ecuador y que 
se enteró de ello en España, donde no contó su estado «para que no me echaran de España ni perder mi 
empleo». 


En el juicio, un ginecólogo indicó que la acusada tenía desgarros por haber tenido un parto fácil. Añadió que 
creía que «había sido ayudada por alguien». Dos forenses, por su parte, aseguraron que el fallecimiento del bebé 


13En el 83% de los supuestos de familias monoparentales, el cuidado de los niños está cargo de la madre biológica y, a veces, 
de la madre y el padrastro o los abuelos maternos. 

lMInforme Iceberg, presentado en el Senado el 25 de junio de 2005. El documento fue ignorado por los legisladores que se 
movían por otros impulsos (a golpe de opinión pública y bajo las presiones de las feministas) a la hora de modificar el Código 
Penal en los supuestos de violencia familiar. 

15A1 desaparecer el artículo de «parricidio», el artículo 138 del Código Penal establece que: «El que matare a otro, será 
castigado como reo de homicidio, con la pena de prisión de diez a quince años.» 

16En la reforma del Código Penal de 2004 hay un título -el IV del libro II- dedicado a las «lesiones al feto». Prevé pena de 
cárcel de uno a cinco años «al que causare al feto una lesión o enfermedad, que perjudique su desarrollo o provoque en él una 
grave tara física o psíquica». Curiosamente, «la embarazada no está penada a tenor de este precepto». Pese a que no es ningún 
secreto que habitualmente es la madre quien suele abandonar o matar a sus hijos al poco tiempo de nacer para deshacerse de 
ellos. 

l7Para el fiscal, era lo mismo conducir a 80 kilómetros por hora por el centro de Madrid, donde el límite es, a veces, de 40, y 
matar a una persona (imprudencia temeraria con resultado de muerte), que dar a luz una niña, meterla en dos bolsas de basura 
y dejarla abandonada en un parque público. 
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fue por «omisión de los cuidados», y añadieron que habría sobrevivido, pero que «no tuvo oportunidad» |*] 


Días más tarde, el jurado la condenó por «imprudencia temeraria con resultado de muerte» a dos años de 
cárcel, lo que le permitió abandonar inmediatamente la cárcel de Soto del Real, donde estaba ingresada. 


¿Cuántas Melva Felicitas hay en España? Para tener una aproximación a la verdad, habría que crear un 
cuerpo de policía especializado en revisar diariamente los contenedores de basuras. Las pretensiones más 
modestas de un libro nos permiten tener una idea aproximada haciendo un pequeño repaso de las noticias 
que aparecen la prensa. 


«El juez de Santa Coloma de Farners (Gerona) ordenó ayer la detención de Francisco G. y de Isabel C., los 
padres de la niña de un mes y medio de Serres de Vidreres, fallecida el vienes a causa de múltiples golpes 
en la cabeza. La decisión judicial llega tras conocerse los resultados de la autopsia que se le practicó al bebé, 
que señalarían a los padres como responsables de la muerte de la niña. El pasado sábado, ambos cónyuges ya 
prestaron declaración ante los mossos d'esquadra en condición de imputados en este caso de presuntos malos 
tratos, pero el juez no ordenó su detención a la espera del informe forense. Desde el inicio de la investigación, 
los padres han defendido su inocencia y han sostenido que la niña se lesionó al caer accidentalmente y de 
cabeza desde una mesa, mientras la madre le daba el biberón. La niña tenía fractura del húmero, clavícula, 
tibia, cúbito y radio, y numerosos hematomas y lesiones graves en la piel. » 


«El cadáver del bebé fue encontrado el pasado 15 de junio en un vertedero de Meruelo, Cantabria, según 
confirmó ayer la Delegación del Gobierno en Cantabria y del Ejecutivo regional. La investigación de la 
Guardia Civil se centra en determinar en lugar donde fue depositado el cuerpo del recién nacido, que al 
parecer llegó en un camión de basuras de Torrelavega, y la identidad del pequeño. El cuerpo fue hallado 
por los operarios que seleccionaban la basura en la cadena de tiraje del vertedero, lo que obligó a detener la 
actividad en el complejo hasta el levantamiento del cadáver. El cuerpo correspondía a un varón de unos 3 
kilos de peso y no presentaba señales de violencia, ni defectos físicos aparentes. » 


«La Policía ha detenido a una mujer que acudió al hospital General de Valencia por una hemorragia causada 
por un parto a término, después de comprobar que el recién nacido, que se encontraba en el interior de un 
club de alterne, había muerto apuñalado, según informaron fuentes policiales. La mujer, de nacionalidad 
rumana, acudió al centro hospitalario hacia las 15 horas por una hemorragia provocada, según dijo, por un 
aborto, pero cuando fue examinada por los médicos, éstos comprobaron que había tenido un parto a término 
y dieron aviso a la policía. Los agentes se desplazaron a un club de alterne de la comarca de l"Horta y allí 
comprobaron que el recién nacido había fallecido apuñalado, por lo que se procedió a la detención de la mujer, 
que permanece en el hospital. » 


«Agentes del Cuerpo Nacional de Policía detuvieron el pasado miércoles a una menor de diecisiete años 
después de que hallaran a su recién nacido muerto y encerrado en el armario de una habitación, en la 
localidad de Torrejón de Ardoz, Madrid. El bebé tenía la boca llena de pañuelos y algún objeto, por lo que 
se sospecha que su muerte no fue accidental. Los hechos se conocieron cuando una joven se presentó en 
el hospital Príncipe de Asturias de Alcalá de Henares y explicó que sufría una hemorragia. Los médicos se 
dieron cuenta de que la mujer había dado a luz y trasladaron el caso a la Policía. Con la correspondiente 
autorización judicial, los agentes entraron en su casa de Torrejón de Ardoz. En el registro hallaron unas 
manchas de sangre y en un armario cercano un neonato. El bebé llevaba muerto unas ocho horas, según el 
primer informe del forense.» 


«Un juez de Madrid dejó libre, en la tarde de ayer, a una polaca de dieciocho años, que se encontraba detenida 
en el hospital de Getafe tras haber vendido por 35.000 pesetas al bebé que había dado a luz. La Policía busca 
ahora al niño. Los hechos ocurrieron cuando la chica fue a un centro de salud porque tenía una hemorragia. 
Al comprobar que se debía a un parto, los médicos avisaron a la Policía. La joven dijo a los agentes que en 


18E] psicólogo Javier Fresneda, propuesto por la defensa, relató que «la trayectoria biográfica de Melva es básica para com- 
prender lo que le ha ocurrido». Explicó que la procesada trabaja desde los ocho años y una vez que llega a España «su situación 
personal es de aislamiento. Se comportó de acuerdo con su cultura sanitaria y, como el médico cuestiona dinero, decidió dar a 
luz sola», concluyó. 


69 


su casa nadie sabía que estaba embarazada, ni siquiera su novio, y que el bebé lo había vendido a la madre 
de una amiga, quien niega los hechos. » 


«La Guardia Civil ha detenido a una mujer de veintinueve años, vecina de la localidad cántabra de Maliaño, 
como presunta autora de la muerte por estrangulamiento de su hijo de siete meses. Tras su detención, la 
acusada ha sido internada en el pabellón psiquiátrico del hospital Marqués de Valdecilla para determinar 
su estado de salud mental. Los hechos se conocieron cuando la mujer acudió con el niño, ya muerto, a 
la residencia Cantabria de Santander, donde los médicos comprobaron que el pequeño llevaba varias horas 
muerto. Al practicar la autopsia, el forense apreció síntomas de asfixia por estrangulamiento y marcas en el 
cuello del bebé, por lo que dio aviso a la Guardia Civil de Camargo, que detuvo el miércoles por la tarde a la 
madre: R. L.» 


«El recién nacido que fue hallado muerto en un contenedor de basuras de Camas (Sevilla) nació vivo pero 
falleció ahogado en agua, según los informes del Instituto Nacional de Toxicología, por lo que el Juzgado 
iniciará en los próximos días una causa por asesinato contra la madre. Fuentes del caso dijeron que el 
informe del Instituto Nacional de Toxicología entregado al juez dice que el bebé nació vivo al término de una 
gestación normal y llegó a respirar, pero falleció ahogado en agua, ya que tenía el estómago y los pulmones 
llenos de líquido. Por estos hechos permanece encarcelada desde el pasado 30 de marzo la madre del recién 
nacido, M. C. D. R., de veintiocho años, contra la que en los próximos días se dictará procesamiento para 
que sea enjuiciada por un presunto delito de asesinato. La madre dijo en sus primeras declaraciones que el 
29 de marzo estaba tomando un baño en su casa cuando se desvaneció y al despertar vio que había dado a 
luz y que el bebé no se movía, por lo que lo metió en una bolsa y se lo entregó a una vecina, diciendo que era 
ropa vieja, para que lo tirara al contenedor de basura. La vecina descubrió el cadáver cuando la abrió para 
coger las prendas que pudieran servir para entregarlas a personas necesitadas. » 


«Una mujer, vecina de Verín, de veintiséis años y que responde a las iniciales de M. P. C. R., fue detenida 
tras reconocer ante la titular del Juzgado de Instrucción número 1 de esta localidad de Ourense que es la 
madre de un bebé encontrado muerto el pasado domingo en una secadora. La mujer también admitió ante la 
juez haber escondido al recién nacido en el electrodoméstico de su domicilio familiar, situado en la avenida 
de Portugal, en el referido municipio gallego. El ingreso en la prisión provincial de Pereiro de Aguiar se 
produjo el lunes por la tarde, después de que la mujer se confesase madre de la niña fallecida y autora del 
ocultamiento de su cuerpo. »El bebé sin vida apareció en una secadora del domicilio familiar y su avanzado 
estado de descomposición hace pensar que la niña podría haber nacido hace un mes. Las autoridades judiciales 
esperan que la autopsia desvele las circunstancias de la muerte del recién nacido y, por el momento, aseguran 
que no barajan ninguna hipótesis en torno a lo sucedido. La mujer, muy conocida en el municipio orensano, 
está casada y es madre de otra niña y trabaja como enfermera en el hospital de Verín.» 


«Sólo la intervención de un grupo de vecinos del barrio malagueño de La Palmilla pudo evitar la muerte 
instantánea de una niña recién nacida detrás de un quiosco de la zona. Su propia madre, una joven ucraniana 
de veintidós años, trató de matarla, golpeándola contra un muro e hiriéndola de gravedad con una tijera, con 
el propósito de arrojar su cadáver a un contenedor cercano. El bebé permanece ingresado en estado de extrema 
gravedad en la Unidad de Cuidados Intensivos del hospital Materno de Málaga, donde llegó poco después de 
las diez de la mañana con una insuficiencia respiratoria aguda. Tuvo que ser intervenido quirúrgicamente 
por las lesiones en el pulmón, y las heridas con objeto punzante en el abdomen, el pecho y el cuello que le 
causaron la agresión. La colaboración de los vecinos, que llegaron al centenar en el lugar del suceso, facilitó la 
detención policial de las presuntas autoras del acto violento: la propia madre de la niña, que también precisó 
de asistencia hospitalaria, y su cómplice, una señora también ucraniana y de edad mayor, a la que habitantes 
de La Palmilla lograron reducir cuando se daba a la fuga impidiendo, además, que siguieran clavándole a la 
niña la tijera.» 


Pero no todas son tragedias similares. Hay casos a la inversa, donde una mujer que desea ser madre asesina 
a una amiga suya para quedarse con su hijo. Veamos un ejemplo. 


Era una mujer abierta, franca y dicharachera, comunicativa como nadie. Se la veía siempre sonriente y feliz, 
dispuesta a ayudar a todo el mundo. Pero Isabel Marcos Maceiras, de veintiún años, tenía un grave problema 
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interior y no lo compartía con nadie: deseaba ardientemente tener un hijo, pero la naturaleza no le había 
dado las condiciones necesarias para ser madre. 


Obsesionada con poder acariciar a un bebé en sus brazos, se casó muy pronto, en el año 2000, con Ángel 
González Cernadas. Pero al ver que no quedaba embarazada lo dejó y se fue a vivir con un mariscador de 
Barallobre, La Coruña: José Lino López Aller. Primero vivieron en El Ferrol y después en Fene, un municipio 
cercano, de 14.485 habitantes, situado junto a una ría. 


En estas circunstancias, en el verano de 2000 la pareja conoció a otro matrimonio de su misma edad, formado 
por Vanessa Lorente Jiménez, de veintiún años, y José Manuel Pilló García, de veintitrés, que llevaban cuatro 
años conviviendo en el mismo pueblo. 


-¿Y tú de dónde eres? —le preguntó Isabel a Vanessa. 


-Nací en Cartagena, pero como mis padres se divorciaron cuando tenía un año, me cansé de vivir con mi 
padre, que me hacía ni caso, y me vine a vivir con unos parientes en Fene. Y ya ves lo que son las cosas: aquí 
he conocido al gran amor de mi vida. 


Vanessa Lorente era en aquellas fechas una persona amargada. Estaba embarazada pero ni ella ni su com- 
pañero sentimental querían tener el hijo, lo que era motivo de constantes desavenencias en la pareja que 
deseaban defender de cualquier forma como eje principal de sus existencias. 


Al poco tiempo, las dos mujeres se encontraron de nuevo. 


-Este embarazo me está causando más problemas de lo normal —dijo Vanessa sincerándose-. Mi marido no 
quiere a la niña y no para de insultarme. Que si no valgo para nada, que soy una maldita zorra, que le voy a 
complicar la vida. 


-No te preocupes —la tranquilizó Isabel-. Yo también estoy buscando un bebé, pero ya sabes, por mucho que 
lo intentamos, no hay forma. ¡Ya ves qué mal repartido está el mundo! A quienes no desean tener un niño, 
Dios se lo manda, y a quien no aspira a otra cosa en el mundo, se lo niega. 


-¿Pero habéis ido al médico? ¿Habéis buscado otras fórmulas? 


-Lo he intentado todo. De hecho mantengo relaciones sexuales con mi marido y con Lino a la vez. ¡Y ni por 
esas! 


-¿Mantienes relaciones sexuales con dos hombres a la vez? —preguntó Vanessa, horrorizada. 


-Sí. Como mi marido cree que puede tener un problema de fertilidad, lo acepta. Por eso me lo monto con los 
dos. ¡Hasta ahora sin resultado, claro! 


A los pocos días de esta conversación, Isabel Marcos Maceiras se quedó repentinamente embarazada. El feto 
le provocaba un hambre atroz. Entonces comenzó a devorar todo lo que encontraba y a sufrir vómitos y 
mareos que le tenían muchas horas adormiladas, al tiempo que se atiborraba con ácido fólico, vitaminas y 
calcio. 


El 16 de abril de 2002, Vanessa Lorente dio a luz a su hijo en el hospital de El Ferrol. A los pocos días regresó 
a su casa, pero como las relaciones con su marido empeoraron, la pareja se rompió. Ella se fue a vivir a una 
casa de acogida. Pero allí tampoco encontró la paz. Su ex marido quería ahora la guarda y custodia de su 
hijo y la amenazaba con arrebatárselo por las bravas. 


La solución a las continuas desavenencias, originadas a raíz de la separación, estaba en poner tierra por medio. 
Así que Vanessa se planteó marcharse a Mahón, en Menorca, a vivir con su madre, aunque las relaciones con 
ella tampoco eran buenas. El 14 de agosto de 2002, madre e hijo desaparecieron definitivamente de Fene. 
La última persona que la vio fue Isabel Marcos Maceiras, pero negó haberla acompañado a Continente para 
hacer unas compras[*] 


19Una crónica amplia y minuciosa sobre este caso puede encontrarse en Mujeres letales, Manuel Marlasca y Luis Rendueles, 
Temas de Hoy, 2003. 
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Mientras la Guardia Civil centraba todos sus esfuerzos en tratar de localizar a Vanessa Lorente y a su hijo en 
todas las casas de acogida que conocían y en Mahón sin resultado, Isabel Marcos Maceiras comenzó a tener 
actitudes un poco extrañas, como por ejemplo ausentarse de Fene. Su madre, que vivía en Monfero, estaba 
mal de salud y necesitaba sus cuidados. 


¿A quién podía causar sorpresa que una hija se dedicara al cuidado de sus padres ancianos? Lo que causó 
extrañeza fue el hecho de que, a los pocos días, se llevara su ropa, los muebles de la casa y cancelara su cuenta 
corriente. Al poco tiempo se supo que donde realmente vivía Isabel Marcos era en Miño. Compartía su casa 
con su ex marido, Ángel González Cernadas, con quien había vuelto a reconciliarse. La pareja, según declaró 
semanas más tarde González Cernadas a la Guardia Civil, se encargaba de cuidar el hijo de Vanessa Lorente, 
al que habían adoptado como si fuera suyo, ya que la madre había decidido abandonarlo y marcharse de 
Galicia. Los padres de Isabel, María Maceiras y José Carlos Marcos, pensaban que el niño era su nieto, el 
bebé que, según su hija, había estado esperando. ¿Cómo podían saber que era el hijo de otra mujer? 


El 20 de septiembre de 2002 se aclaró la desaparición de Vanessa Lorente. Isabel, con la ayuda de su madre, 
la había asesinado para quedarse con el niño y la había enterrado viva en el jardín de la casa de Monfero 
tras haberla drogado con nueve pastillas de somnífero disueltas en un zumo. Después de echarla tierra, se dio 
cuenta de que el perro de su padre podía olfatear el cuerpo y ponerlo todo al descubierto. Así que decidió 
matarla y enterrarla en el mismo hoyo. 


Después, cuando su padre, un albañil de profesión, regresó del trabajo, le pidió que colocara una losa de 
hormigón armado sobre la fosa. El lo hizo sin enterarse de que bajo la capa de cemento se encontraba el 
cadáver de Vanessa Lorente. «A mí me dijeron que lo que allí había era un viejo vespino. » 


¿Y para qué enterrar un vespino y colocarle una capa de hormigón encima? Una parte del enigma aún sigue 
sin ser aclarada: la presunta participación de José Carlos Marcos en la muerte de Vanessa Lorente, una mujer 
sin suerte en la vida: de niña no tuvo una madre que pudiera criarla, y cuando tuvo a su primer hijo encontró 
la muerte. 


A la presidenta de la Federación de Mujeres Maltratadas y Separadas de España, las muertes de menores de 
edad a manos de su padre biológico le parece la mayor atrocidad del mundo: 


«Aquí hay [en la violencia de género] dos víctimas claras, evidentes y transparentes: las mujeres y los hijos. 
Llevamos en este momento diez niños muertos en este maravilloso régimen de comunicación y visitas [a 
manos de su padre, naturalmente/», afirmó el 19 de julio de 2004 Ana María Pérez del Campo en el Congreso 
de los Diputados. 


La mujer que en los últimos treinta años más ha hablado del maltrato en España, y paradigma de la defensa de 
los derechos humanos de la mujer, cuyas palabras constituyen un dogma de fe para muchas personas, agregó: 
«Los niños son utilizados por el maltratador [léase el padre] como instrumento para seguir maltratando a la 
mujer y cuando los matan lo hacen exclusivamente para que la mujer no pueda vivir el resto de sus días.» 


También insistió con una de las tesis más repetidas de su discurso: «No hay ninguna justificación, nada que 
se pueda argumentar, a favor de dar visitas a un padre maltratador (...) Pero si alguna de ustedes tuviera 
mi experiencia, el conocimiento empírico que yo tengo de ninguna forma consentiría que un padre violento 
tuviera ningún tipo de comunicación con esos niños. » 


Su forma de pensar es compartida por el feminismo troglodita y salvaje de este país, instalado en muchas ins- 
tituciones públicas, en no pocas casas de acogida y puntos de encuentro para padres separados[%] responsable 
directo de muchos de los problemas que se originan entre padres e hijos. 


Su manera de ver las cosas le impide conocer la mitad de la realidad. Es cierto que existen muchos padres 
que, cual Saturno, acaban devorando a sus propios hijos y cometiendo así el más atroz e injustificable de 
los crímenes. Pero la mitología griega habla también de Medusas, Gorgonas, Sirenas o Harpías, capaces de 


20 Afortunadamente no todo el feminismo es así. Por el contrario, un grupo cada vez más numeroso de mujeres ha planteado 
una alternativa «civilizada» a estas individuas: el llamado «nuevo feminismo». 
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convertir a los hombres en piedras, arrastrarlos al fondo del mar con sus cantos o raptar sus almas, como 
narra la ex ministra de Cultura socialista Carmen Alborch en su libro Malas[] 


¿Existen en la realidad? ¿O sólo son fruto de la mitología griega o romana? Después de llevar a su hijo en el 
vientre durante nueve meses y alimentarlo de las sustancias que arrastra su torrente sanguíneo, ¿hay mujeres 
que matan a sus propios hijos? ¿Y que violan al hijo de la vecina? Veamos un caso: 


Llevaba un año largo separada de su marido, y a María Inmaculada Terrones la falta prolongada de relaciones 
sexuales estaba sacándola de quicio. Un día de julio de 2002, aprovechando la presencia en su casa de un 
menor de 12 años, vecino y amigo de sus hijos, lo encerró en una habitación, echó el pestillo, se desnudó 
completamente y le ordenó: 


-¡Quiero que me folles! 


Como el pequeño no reaccionaba, le quitó los pantalones, lo acostó en la cama, le frotó el pene hasta ponérselo 
duro y luego se subió encima de él. 


-¡Así! ¡Así! ¡Más fuerte! ¡Más fuerte! 


Los gemidos de Inmaculada Terrones se oyeron en todo el inmueble y originaron una denuncia por «abusos 
sexuales» y «violación» cuando los padres del menor, que eran amigos de la mujer, conocieron de primera 
mano cómo ésta lo había conducido a la fuerza, con violencia e intimidación, a su habitación. 


-¡Más, más! ¡Más fuerte! ¡Más fuerte! 


El 20 de mayo de 2004, la sección sexta de la Audiencia Provincial de Barcelona celebró el juicio oral por 
estos hechos. En el curso de la vista, Inmaculada Terrones negó reiteradamente los hechos. 


-Esto es un montaje de mi ex marido para quitarme a los hijos. 
-¿Y cómo puede estar usted tan segura de ello? -le preguntó el fiscal. 


-Porque a raíz de la querella sobre este asunto solicitó una revisión de las medidas provisionales, en las que 
pide la custodia de mis hijos. 


El abogado defensor, en cambio, no debía de estar tan seguro de que triunfara la tesis sustentada por su 
defendida. «Por aquellas fechas tenía las facultades mentales notablemente afectadas como consecuencia de 
un trastorno mixto de la personalidad. En efecto -agregó- en junio de 2002, poco antes de los hechos, tuvo 
que ser atendida por el servicio de psiquiatría del hospital del Mar.» 


La versión del menor, por el contrario, ratificó plenamente la violación y describió el «acto sexual» con las 
mismas palabras y con similares expresiones a las manifestadas meses antes ante el Juzgado de Instrucción 
y la Policía. Su credibilidad, por tratarse de una persona que carecía de experiencia en estas lides, quedaba 
fuera de duda. 


El 5 de julio de 2004, la Audiencia Provincial de Barcelona hacía público su fallo. En sus razonamientos, 
negó la teoría del montaje por parte del ex marido, ya que «no parece lógico urdir semejante mentira para 
conseguir la custodia de una hija, especialmente teniendo en cuenta que se involucraba a un menor, lo que no 
descarta que una vez conocida la noticia el ex marido de la acusada la haya utilizado en beneficio propio.» 


En el fallo, por un delito de agresión sexuaf??] por el que a un hombre le hubieran caído entre seis y doce 
años de prisión -probablemente la pena más alta por tratarse de un menor- María Inmaculada Terrones fue 
condenada a dos años de cárcel. La condena, sin embargo, no supuso el ingreso de la taimada «violadora» en 
la cárcel, pues carecía de antecedentes penales. 


21Carmen Alborch y José Luis Gutiérrez (mánager), Malas, Aguilar, Madrid, 2002. 

22E] artículo 179 del Código Penal condena al que «atentare contra la libertad sexual de otra persona, con violencia e 
intimidación a la pena de prisión de uno a cuatro años». El artículo 179 (en este caso de aplicación) dice que «cuando la 
agresión sexual consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, el responsable será castigado como reo de violación con 
la pena de prisión de seis a doce años». 
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La tremenda diferencia de trato en los delitos relacionados con la violencia de género se volvía a poner 
en evidencia, pese a los denodados intentos de igualdad del feminismo intolerante. El Código Penal está 
claramente descompensado y favorece a la mujer, lo cual constituye una discriminación positiva histórica. 


En el año 2005 hubo en España 1.529 violaciones de menores oficialmente comprobadas. Un tercio de ellas 
fueron cometidas por mujeres. 


Entretanto, desde 1989 los sucesivos gobiernos del PP y el PSOE han venido malgastando su tiempo endu- 
reciendo las leyes para criminalizar, en muchos de los casos, las inofensivas riñas familiares y convertirlas en 
delitos que desatan los fuegos del infierno en la familia. De ello hablaremos en el capítulo siguiente. 
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Capítulo 5 


La solución del palo 


Durante diecisiete años, es decir, desde 1989, los distintos gobiernos de España han endurecido 
de forma sistemática el Código Penal en materia de malos tratos en el ámbito familiar, mientras 
que las muertes por accidentes laborales, riñas en establecimientos públicos, alcoholismo y drogas 
parecen no preocuparles a nadie. En lugar de poner en práctica políticas de integración social, 
educativas, culturales, incentivar la intermediación en los conflictos laborales, regulación equitativa 
de las cargas familiares tras los procesos de separación y divorcio, patria potestad compartida, 
los distintos gobiernos del PSOE y el PP han echado mano al recurso más fácil y menos costoso: 
el del palo al hombre, «genéticamente» un «cerdo opresor». Además, como la mayoría de estas 
políticas no daban los resultados apetecidos, ya que en la mayoría de las muertes de mujeres no 
hay denuncias por malos tratos, han decidido establecer las barreras judiciales necesarias para 
prevenir los malos tratos continuados y las muertes de mujeres. Lo que han logrado, sin embargo, 
es el efecto contrario: los asesinatos de mujeres no sólo no han disminuido sino que han aumentado 
las de hombres. 


Llevaba año y medio separada de su marido, José Parejo. Había rehecho su vida, pero a Ana Orantes, madre 
de once hijos, que aprendió a leer a los cincuenta y ocho años, el odio hacia su marido no la dejaba vivir. 


Por ese motivo aceptó la oferta del programa De tarde en tarde, que dirigía la presentadora Irma Soriano en 
Canal Sur, la televisión autonómica de Manuel Chávez, para pregonar al mundo su desgracia. 


Vestida de rojo, con su característico acento andaluz, típico de la ciudad de Granada donde vivía, Orantes 
inició su disertación. «No sé hablar —dijo-, no sé cómo expresarme. He estado cuarenta años sín acercarme 
a la ventana. Como dice mi marido, no valgo ni un duro. » 


Se había casado un 7 de octubre, a los diecinueve años, tras un noviazgo de tres meses. «Me fui a su casa 
mozuela -recordó-. Aquella noche él se acostó y yo no sabía cómo acercarme a la cama, pensando dónde me 
había metido, qué había hecho yo. » 


Fue una vida de malos tratos. En una ocasión, su marido amenazó al hijo pequeño con un cuchillo. La causa: 
un bote de Nocilla. El juez le aconsejó que regresara con su marido: «Vuélvase usted -dijo- porque en cuarenta 
años que llevo en el Juzgado, nunca había visto llorar a un hombre por una mujer como llora él.» Y Ana 
volvió. 


«A partir de ahí -agregó ella- todo fueron guantadas, palizas, cogerme del pelo y darme contra la pared, 
ponerme la cara así [hinchada] y decirme que era una analfabeta, que no servía para nada, que yo no valía 
un duro. Así, cuarenta años.» 


Ana Orantes volvió a perdonar, con la esperanza de que él cambiara. «Cuando llegaba borracho me daba una 
paliza. Al otro día me decía: "Anita, perdóname, ya no te voy a pegar más porque esto no es vida. No le hagas 
caso a un borracho. "» 
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Y así durante una hora de entrevista. Las personas que vieron a su marido en los días posteriores al programa 
lo encontraron ensimismado, taciturno. Fue un tiempo en el que rehuía del contacto con los amigos, con los 
vecinos, y se le veía andar solo por todas partes, con la mirada perdida, los ojos rojos y la expresión de una 
persona ausente. A lo largo de una semana, algunos le escucharon mascullar varias veces la palabra sentencia 
de muerte. Pero no se lo creyeron. Incluso hay quien le vio comprar una lata de gasolina de cinco litros, pero 
no se imaginó el triste destino al que iba a ser destinado el líquido inflamable. 


-Yo que la saqué de la miseria, pagarme con eso. Á esa tía la mato. Diez días más tarde, el 17 de octubre de 
1977, se puso en marcha un segundo detonante. El juez de paz llamó a José Parejo y le dijo que debía poner 
fin a los maltratos. 


-De seguir así —le dijo- te van a echar de Granada y perderás la casa. 
Parejo salió de ver al juez convertido en un loco. 
-No voy a ir a la cárcel por estas denuncias. Voy a ir a la cárcel por algo muy gordo que voy a ser. 


Ese día, Parejo había bebido más de la cuenta, como en las múltiples ocasiones en que había maltratado a 
su mujer, por lo general sin que hubiera habido una discusión entre la pareja. 


Fue una muerte anunciada. Parejo se fue a esperarla a la puerta de la casa. Como no tenía fuego, le pidió a 
un albañil de una obra cercana que le prestara el mechero. Ana Orantes pagaba así, con su propia vida, la 
«osadía» de haber denunciado los malos tratos que su marido le había infligido. 


A las dos de la tarde apareció frente a la vivienda de dos plantas que ella había compartido con sus once 
hijos en la planta y él, en la baja. 


-Me lo has quitado todo y ahora me quitas la honra -le gritó. 


Acto seguido, la roció con gasolina y, sin darle tiempo a que reaccionara, la prendió fuego con el mechero. El 
cuerpo de la mujer ardió como una tea y se consumió en pocos minutos. La muerte de Orantes se convirtió 
en noticia de primera plana en todos los periódicos al día siguiente y fue utilizada como «bandera» por 
un feminismo que necesitaba mártires. Como si se tratara del asesinato de las niñas de Alcásser[!] o de la 
matanza de Puerto Hurraco en Extremadura? la prensa sensacionalista decidió sacar tajada periodística del 
cruel asesinato. 


Los días sucesivos, las cadenas de televisión regionales y nacionales abrieron sus informativos con el asesinato 
de Ana Orantes, la detención de su marido, su sepelio y su funeral y el futuro de sus hijos. 


A pesar de su espontáneo arrepentimiento, de su decisión de indemnizar a sus hijos con todos sus bienes 
(180.000 euros), José Parejo fue condenado por un jurado popular en la Audiencia de Granada. Sin embargo, 
el 16 de noviembre de 2004 falleció en el hospital Ruiz de Alda como consecuencia de un infarto de miocardio 
con parada cardiorrespiratoria. Estaba a punto de cumplir seis de los diecisiete años de prisión a los que 
había sido condenado en diciembre de 1998. 


Se suele decir que la muerte de Ana Orantes marcó un antes y un después en las reformas punitivas para acabar 
con la violencia doméstica. Lo afirma todo el mundo: el lector menos informado y quien se considera «experto» 
en la materia. Sin embargo, es absolutamente falso. Actuando a golpe de opinión pública, presionado por 
toda la prensa en general, convertida unánimemente en «el Caso] cada vez que se producía la muerte de 
una mujer, desde 1989 el Gobierno y el Parlamento iban endureciendo el Código Penal como mecanismo para 
hacer frente a la «alarma social». 


1El 13 de noviembre de 1992, tres niñas de la localidad española de Alcásser, en Valencia -Desirée Hernández, Miriam García 
y Antonia Gómez-, desaparecieron. Sus cadáveres fueron encontrados 75 días después, dando origen a todo tipo de especulaciones 
sobre las circunstancias de su secuestro y posterior muerte. 

2Tragedia ocurrida el 26 de agosto de 1990 en la aldea de Puerto Hurraco, Extremadura, donde los miembros de una familia 
la emprendieron a tiros con los miembros de otra, enfrentadas por un problema de tierras desde los años cincuenta, ocasionando 
nueve muertos y seis heridos de escopeta. 

3Periódico de sucesos de la transición, de notable éxito, editado por el empresario Eugenio Suárez, en el que habitualmente 
escribían periodistas como Margarita Landi. 
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Cosa distinta es que la instauración de nuevas barreras punitivas, el acercamiento de éstas al ciudadano -de 
manera que cada vez se pudiera incriminar a mayor número de personas- haya resuelto el problema de las 
muertes de mujeres, que obedece a causas más profundas y complejas. Un asunto que no se puede abordar 
exclusivamente desde el Código Penal, como ocurre en 2006|!] 


En 1989, la Audiencia Provincial de Madrid absolvió a Lola Flores de un delito contra la Hacienda Pública. El 
Gobierno andaluz inauguró su televisión autonómica Canal Sur. Telemadrid comenzó a emitir por primera vez. 
Neus Soldevilla, la «Dulce Neus», fue detenida en Quito, Ecuador, en Figueres y en Colorado respectivamente. 
Ese año también murieron el pintor universal Salvador Dalí y el duque de Cádiz, Alfonso de Borbón. En 
Andalucía estaba a punto de estallar el caso Juan Guerra. 


En este contexto, en el que apenas se hablaba de malos tratos, el nuevo gobierno socialista salido de las urnas 
el año anterior, con Enrique Múgica en la cartera de Justicia, se planteó resolver la gran asignatura pendiente 
de la democracia española: la Justicia, situada, según todas las encuestas y rankings elaborados ese año, en 
el puesto más bajo de la escala social|?] 


Para acabar con los atascos judiciales, Múgica Jereó los Juzgados de lo Penal. El lobby feminista del ministerio 
le coló de rondón una reforma del Código Penal, destinada a endurecer los delitos por malos tratos a las 
mujeres en el ámbito familiar. 


Así, el 21 de junio de 1989, mediante la Ley Orgánica 3/1989, se introdujo por primera vez en el Código 
Penal un artículo, el 425, que castiga al que “habitualmente y con cualquier fin, ejerza violencia física contra 
su cónyuge o persona a la que estuviese unido por análoga relación de afectividad». 


La pena se hace extensiva, igualmente, a los «hijos sujetos a la patria potestad, o pupuli, menor o incapaz 
sometido a la tutela o guarda de hecho». En la exposición de motivos de esta Ley, el legislador entiende que 
en la mayoría de las ocasiones este tipo de actuaciones, individualmente consideradas, no son más que una 
sucesión de faltas. Al ir dirigidas contra los miembros físicamente más débiles del grupo familiar es preciso 
tipificarlas como delitos de malos tratos. La condena que se impone en estos casos es de arresto mayor. 


A partir de entonces, cuando se acumulaban tres faltas por malos tratos contra un hombre o una mujer, los 
jueces lo convertían en delito y casi siempre procedían contra el hombre, ya que, según la filosofía al uso, la 
mujer «sólo pega, abre la cabeza y golpea hasta la muerte a un cónyuge en defensa propia». 


Al feminismo radical imperante, la «reforma Múgica» le pareció escasa. «La ley es inservible. Al tratarse de 
delitos menores, los Juzgados tardan años en fallar y los hombres salen impunes. En otros casos, los delitos 
por faltas caen en distintos Juzgados y se pierden entre miles de legajos de papeles, con lo que es difícil 
unificarlos en un solo proceso para que se produzca una condena de arresto mayor.» 


En cierto modo, a las mujeres no les faltaba razón. La Justicia española seguía siendo lenta, caminaba a 
paso de mastodonte y cometía demasiados errores en sus sentencias. Por la misma razón, otros delitos más 
graves que los malos tratos aislados o habituales -el atraco a las arcas del Estado en el caso de las comisiones 
del AVE o la estafa de Enrique Sarasola, Alberto Alcocer y Alberto Cortina (los Albertos) en la venta de 
terrenos de Urbanor (los solares donde están instaladas las torres de KIO en plaza de Castilla)- estuvieron 
a punto de eludir la acción de la Justicia al estar a punto de prescribir sus «atracos de miles de millones a 
mano armada)». 


A partir de entonces, los intentos por crear un derecho punitivo específico contra los hombres, inspirado en 
las propuestas de las feministas de la victimización, han sido constantes y no ha habido un solo año en que 


4De hecho, el 15 de mayo de 2005, José Parejo Orantes, de 39 años, hijo de Ana Orantes -una familia que debía haber 
conocido la tragedia por vivirla en sus propias carnes- fue detenido y encarcelado por malos tratos a su pareja. Salió de la cárcel 
con cargos. 

5Pese a las reformas, la Justicia sigue siendo la Cenicienta de las instituciones españolas. Un sondeo, realizado entre el 20 de 
noviembre y el 5 de diciembre a 624 letrados valencianos en activo con más de 20 casos en el último año, suspendió a los Juzgados 
de lo Civil e Instrucción, a los jueces por falta de accesibilidad y por escasa calidad de los fallos que dictan, por arbitrariedad 
en cuestiones procesales y por falta de celeridad. El País, 29 de enero de 2004. 

6La llamada «Ley Múgica», aprobada con polémica el 1 de diciembre de 1998 en el Congreso de los Diputados al no ser 
votada por Alianza Popular. 
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no se intentara endurecer el Código Penal["] 


Pero volviendo al asunto que nos ocupa, la Ley no ofreció resultados que buscaban las mujeres. Así que en 
1995, con Cristina Alberdi como ministra de Asuntos Sociales y Juan Alberto Belloch como titular de las 
carteras de Interior y de Justicia, en lugar de incentivarse las medidas educativas y sociales para acabar con 
la lacra de los malos tratos y promover la igualdad entre hombres y mujeres, se recurrió de nuevo a lo fácil, 
a la «ley del palo». 


Desde varios sectores sociales se cuestionó esta forma de actuar. «Cuando lo primero que hacen los respon- 
sables de las políticas públicas es reformar las leyes, demuestran que no saben qué hacer y tratan de dar la 
imagen de que actúan. Las sociedades no se cambian por decreto y, mucho menos, agravando la respuesta 
penal que sólo genera miedo en los administrados», afirma Juan Ramón Sáez Valcárcel, juez y ex miembro 
del Consejo General del Poder Judicial. 


No le falta razón. Su tesis la comparten casi todos los miembros de Jueces para la Democracia, la Asociación 
Profesional de la Magistratura, y los miembros del colectivo Francisco de Vitoria. Los legisladores, presionados 
por un sector del feminismo, hicieron lo contrario. 


«El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido su cónyuge o sobre la 
persona que esté o haya estado ligado a él de forma estable o por análoga relación de afectividad, o sobre 
los hijos propios o del cónyuge o conveniente, pupilos, ascendientes o incapaces que con él convivan o que 
se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de uno u otro, será castigado 
con la pena de prisión de seis meses a tres años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder por el 
resultado que, en cada caso, se causare. » 


El texto reproducido anteriormente es el artículo 153 del Código Penal de 1995, el llamado Código Belloch, 
aprobado el 23 de noviembre de 2005. Por primera vez, una persona que cometa un delito de violencia física 
o psíquica puede ser condenada dos veces por los mismos hechos. Primero como falta. Y al acumularse éstas 
en un corto período de tiempo, como delito de agresiones. De esta manera, la Justicia acaba de entrar de 
un plumazo en la familia como un elefante en una cacharrería. Los arañazos, hematomas, riñas, rifirrafes, 
reyertas, peloteras y disputas ocasionales o habituales, difíciles de evitar entre los matrimonios o parejas de 
hecho, pasan a convertirse en delito cuando se ejecuten con asiduidad. 


Según la juez titular del Juzgado Penal número 1 de Valladolid, Lourdes del Sol, lo que hace el llamado 
«Código Belloch» es recoger el artículo 425 del Código Penal anterior, contado en el bloque precedente, y 
ampliarlo a más sujetos, preponderantemente hombres (violencia ejercida contra hijos por padres privados 
de la patria potestad, sobre los hijos de los cónyuges o convivientes y ascendientes), desarrollándolo de forma 
más dura en el artículo 153, que no suprime al anterior. Las penas son también más contundentes: la violencia 
física o psíquica se condena con hasta tres años de prisión, es decir, con una vigésima sexta parte de la vida 
de un ser normalÉ$] 


Se observa ya una influencia de la falta de referentes del socialismo, huérfano de ideología tras la caída del 
Muro de Berlín en 1989, y de una clara influencia del feminismo radical, que se va infiltrando en la legislación 
española y permeando el tejido político y social como una enfermedad contagiosa e incurable. 


Era la cuadragésima segunda queja que la Asociación Lobby de Dones de Mallorca recibía durante aquel año, 
así que Enrique Múgica Herzog, Defensor del Pueblo con el Partido Popular, tomó una decisión inmediata. 


-Al estar en manos de los tribunales, la Ley nos prohíbe entrar a nivel individualizado en los casos de malos 
tratos a mujeres. Pero podemos elaborar un estudio monográfico sobre la materia —propuso. 


Era mediados del año 1997. Poco después, el alto comisionado de las Cortes Generales al servicio de los 
ciudadanos creó un grupo de estudios para abordar la materia. Durante meses recabó información de los 


“Habitualmente, el Código Penal, el instrumento que ha de tutelar los principios y valores básicos de la convivencia social 
y que establece las barreras punitivas que no deben traspasarse, era intocable. No se modificó apenas durante siglos. Tras la 
instauración de la democracia se ha cambiado veintitrés veces. 

SEl Instituto Nacional de Estadística anunciaba una esperanza de vida de 78,03 años para los españoles en 1995 
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ministerios de Justicia, Interior, Asuntos Exteriores, Trabajo y Asuntos Sociales, de la Fiscalía General del 
Estado y del Consejo General del Poder Judicial. Las diecisiete comunidades autónomas fueron igualmente 
consultadas. 


Al año siguiente se hizo público el informe, de casi doscientos folios, en el que se partían de datos absolutamente 
erróneos o falsos como que «el 98% de las víctimas [mujeres asesinadas] en el período 1995-1997 habían 
presentado denuncia [ante la policía] y estaban en trámite de separación del agresor»P'] cuando todos los 
datos de los últimos años revelan todo lo contrario: sólo un 18% lo había hecho[*%] 


En su apartado de consideraciones generales y recomendaciones al Ministerio de Justicia, el ombudsman 
español se quejó de que el Código Penal vigente dejara sin sanción punitiva «a los agresores que hayan tenido 
una relación matrimonial o de convivencia con la víctima»[ "| No entra a valorar los «malos tratos psíquicos» 
a la mujer, no impone la presencia del fiscal en los delitos de «faltas»[?] «castiga con multas los malos tratos 
sin lesión, con lo que estos comportamientos penalizan también a la víctima». 


Por primera vez se advierte en el texto del Defensor del Pueblo un claro intento de sacar los malos tratos 
del ámbito familiar y meterlos de lleno en el Código Penal, de excluir toda posibilidad de reconciliación en la 
pareja, suprimiendo la intermediación familiar y llevando el asunto directamente a los Tribunales. Todo ello 
sin tener en cuenta que esta instancia debe ser la última en utilizar «cuando todas las demás estén agotadas 
o hayan resultado inútiles». 


El Defensor del Pueblo propone suprimir las referencias al adulterio o amancebamientd'*] y el hecho de 
que el varón no pueda ejercitar acciones penales por los delitos de abandono de familia o sustracción de 
menores cuando la mujer abandone la casa «por una causa razonable» y se lleve a los hijos sin que exista 
sentencia judicial atribuyendo la guardia y custodia|!*] Asimismo, el documento plantea introducir otras 
medidas cautelares, como que «el imputado pueda frecuentar los lugares públicos o privados en los que se 
encuentra la persona perjudicada y de acercamiento a la misma, presentación periódica ante el juez competente 
y retirada del permiso de armas como penas accesorias» a las ya existentes. 


El órgano que preside Múgica Herzog, cuyo objetivo es defender por igual los derechos y libertades de hombres 
y mujeres, pierde el norte y plantea un cúmulo de medidas encaminadas pura y simplemente a arrinconar al 
varón como responsable único y exclusivo de todas las riñas que ocurran en el ámbito familiar. 


El carácter radical y excluyente hacia cualquier derecho del hombre impregna todo el documento en cuya 
redacción jugó un papel primordial la Federación de Asociaciones de Mujeres Separadas y Divorciadas, que 
preside Ana María Pérez del Campo, y la Asociación de Mujeres Juristas, Themis['5] de Ángela Alemany, 
dos feministas radicales, cuya meta básica es la destrucción y eliminación de los símbolos masculinos de la 
sociedad. 


De este modo, su objetivo no es sólo mostrar al hombre como un criminal en potencia, sino la eliminación 
fulminante, mediante un proceso inquisitorial y sin garantías, del universo de los vivos en apenas unas horas. 


9Datos estadísticos del informe. Ministerio del Interior. 

OÉste es uno de los grandes temas de debate que han llevado al endurecimiento de la Ley. Las feministas creen que incitando a 
las mujeres a denunciar a sus maridos, muchas veces por nimiedades, se pueden detectar a tiempo a los supuestos maltratadores. 
Sin embargo, la mayoría de las muertes de señoras no se detectan previamente por ningún medio policial. 

l Artículos 153 y 617 Código Penal de la época. «De mantenerse estos artículos en su redacción actual, no podrán aplicarse 
cuando el agresor ha dejado de ser marido o compañera de la agredida, ya que el tipo penal exige que aquel se "halle ligado”, 
habiendo omitido la posibilidad de que el agresor sin estar hoy casado o sin convivir con la agredida, lo haya estado con 
anterioridad», plantea el informe del Defensor del Pueblo. 

2 «El hecho de no ser obligatoria la presencia de los miembros del Ministerio Fiscal en los juicios de faltas ocasiona, en la 
práctica, que estos comportamientos queden sin sancionar», se dice concretamente en el informe. 

3Aparecían recogidas en el artículo 103 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. «Tampoco podrán ejercitar acciones penales 
o falta cometido por el uno contra la persona del otro, o la de sus hijos, y por los delitos de adulterio, amancebamiento o 
bigamia.» Estos delitos, salvo la bigamia, estaban despenalizados (artículos 449 a 452 del Código Penal), por la Ley 22/1978, 
de 26 de mayo. Continuaban recogidos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

4Se apoya en el artículo 105 del Código Civil que estipula: «No incumple el deber de convivencia el cónyuge que sale del 
domicilio conyugal por una causa razonable y en el plazo de treinta días presenta demanda [de nulidad, separación o divorcio]. » 
5Themis, diosa de la Justicia en griego. Hija de Urano y Gea. Es una de las seis titánides y la segunda esposa de Zeus, con 
quien engendró una famosa progenie entre la que se encuentran las Moiras, las Horas y Astrea, personificación de la Justicia 
agresiva y beligerante, que no es tal. 
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«No existe ningún texto legal en el que se ofrezcan todas las respuestas que el derecho ofrece a esta problema 
[malos tratos]. Para conocer qué alternativas existen, habrá que tener en cuenta el Código Civil, el Código 
Penal y la ley de Enjuiciamiento Criminal», afirma el texto del Defensor del Pueblo, sugerencia que en el 
2004 se recogería por el Gobierno para crear los Juzgados de Violencia de Género y anteriormente en los 
llamados «juicios rápidos». 


El informe, como otros muchos que se hacen por esa época, no ofrece una visión global de la violencia familiar. 
Se limita a detectar a uno de los elementos del conflicto -el hombre- y a echarle unilateralmente las culpas 
de los fracasos de los matrimonios que, en muchos casos, derivan en riñas y malos tratos mutuos. 


Había que seguir echando más leña al fuego. Y el PP, presionado por quienes en 2004 lo echarían del poder, 
contribuyó a ello. 


Impulsado por el tratamiento que los medios de comunicación ofrecen sobre los asesinatos de mujeres a manos 
de sus parejas, en el año 2001, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales que dirige Manuel Pimental[**] 
decidió elaborar una macroencuesta, con más de 20.000 entrevistas, entre la población española. 


El asunto se lo encargó al Instituto de la Mujer, es decir, al departamento del gobierno supuestamente 
«enemigo» del hombre. Por lo tanto, desde el principio, hubo una clara y descarada predisposición a buscar 
los resultados que pretendía el organismo encuestador. 


El enfoque que se le dio al cuestionario fue, en consecuencia, que el hombre es siempre el maltratador y la 
mujer, exclusivamente, la víctima para la cual es preciso, desde una perspectiva exclusivamente machista, 
otorgar una superprotección al llamado sexo débil para que alcance la equidad y la igualdad pretendida en 


la sociedad [9] 


Incluso cuando la materia estaba referida al padre de la supuesta mujer maltratada, las preguntas se formu- 
laron como si se tratara de un agresor en potencia o de un violador declarado. Los resultados, sin embargo, 
revelaron que el padre es agresor en un 13,5% de los casos y la madre en un porcentaje parecido: 8,2 % [5] 


Por otra parte, el sondeo no trató de valorar la realidad social de los malos tratos en el seno de la familia -lo 
que realmente estaba sucediendo de puertas para adentro, es decir, en los hogares- sino lo que creía la gente 
(los chismorreos de los patios de vecinos). Esta metodología de análisis, mediante entrevistas telefónicas sin 
seguimientos a largo plazo de las víctimas ni verificaciones anteriores mediante denuncias en la Policía, la 
convirtió en un mero estudio de opinión sin validez ni rigor científico alguno. 


Pese a estas graves carencias, el objetivo de la macroencuesta es dar elementos de juicio a los legisladores 
para endurecer el Código Penal, para lo cual se había creado, meses antes, una comisión mixta del Congreso 
y del Senado. El 20 de febrero de 2001, el Gobierno ofreció los resultados en el Congreso de los Diputados. 


«Los resultados han puesto de manifiesto que el 4,2 % de las mujeres españolas mayores de edad han declarado 
haber sido víctimas de malos tratos en 1999, es decir, 640.391 mujeres aprorimadamente. Además, según la 
encuesta, un total de 1.865.472 mujeres, entre las 15.028.000 de esa edad, el 12,4 % son, en realidad, víctima 
de maltrato doméstico, y aunque ellas no lo han reconocido explícitamente como tales sino que han sido 
consideradas "técnicamente" como maltratadas», replicó el secretario de Estado de Relaciones con las Cortes, 
el catalán Jorge Fernández Díaz, a preguntas del diputado Grupo Mixto Guillermo Vázquez Vázquez. 


Posteriormente, en la etapa en que Eduardo Zaplana era el ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, se 
realizó una nueva muestra también desde una perspectiva feminista. Pese a todo, el sondeo reveló algo que es 
conocido por muchas personas. «Entre otros datos significativos refleja una disminución de los malos tratos 
entre 1999 y 2002 y una valoración muy positiva de las mujeres [las mujeres maltratadas] de los planes contra 


lóLa macroencuesta fue anunciada por el ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Manuel Pimentel Siles, el 14 de junio de 
1999 en la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales del Senado. Pimentel dimitió el 19 de febrero del año siguiente. Le sustituyó 
Juan Carlos Aparicio, secretario de Estado para la Seguridad Social, quien hizo públicos los datos del sondeo. 

l17Los «malos tratos» que se denunciaron en la macroencuesta fueron autodeclarativos, sin contraste ni posibilidad de contraste 
alguno con otras fuentes (policiales, entorno de trabajo, entorno familiar de la supuesta víctima, entrevista indirecta al marido). 

18De haberse formulado la cuestión con más rigor y objetividad, la realidad habría sido muy distinta. La mujer, a partir de 
una cierta edad cercana a la jubilación, es mucho más agresiva que el hombre. El varón es bastante más pasivo y complaciente. 
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la violencia doméstica aprobados por el Gobierno. Más de un 65 % de las mujeres los conocen y más el 80 % 
lo califican como bueno o muy bueno», afirmó Zaplana en el Senado[*] 


La conclusión del sondeo, sin embargo, no pudo ser más disparatada: dos millones de mujeres se consideran 
maltratadas por sus respectivos maridos o compañeros sentimentales. Otras instituciones contribuyeron a 
instaurar un marco de «persecución a uno de los dos sexos» a costa de vulnerar derechos fundamentales. 


La Constitución española, en su artículo 24, es tajante y clara: «Asimismo, todos [los españoles] tienen derecho 
al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de 
la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, 
a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse 
culpables y a la presunción de inocencia. » 


El 25 de abril de 2000, el Tribunal Supremo acababa de un plumazo con esta norma jurídica que ampara 
uno de los derechos fundamentales. En una sentencia sobre malos tratos, la Sala Segunda del Alto Tribunal 
decidía que «basta el testimonio de la víctima, aunque no haya otros testigos del hecho para fundamentar una 
condena contra el marido». 


Aunque el abogado defensor del acusado, utilizando la igualdad de armas que le permite la legislación vigente 
y haciendo uso del principio de contradicción, lograra demostrar que es la palabra de uno contra la de otro 
y que, en este caso, debe aplicarse el principio in dubio pro reo, el Alto Tribunal estimó que no siempre 
es así. «Nadie ha de sufrir el perjuicio de que el suceso que motiva el procedimiento penal se desarrolle en 
la intimidad entre la víctima y el inculpado», según la misma sentencia, ratificada por otras en el mismo 
sentido [2] 


De acuerdo con esta peregrina doctrina, era prueba suficiente e irrefutable una simple denuncia telefónica de 
una mujer contra su ex marido acompañada de un parte médico de lesiones, por muy vago e impreciso que 
fuese, para que un Tribunal pudiera condenar. Daba lo mismo que los supuestos malos tratos se produjeran 
durante un lento y doloroso proceso de separación o divorcio, en el que las dos partes se encuentran alteradas 
y muchas veces se agreden mutuamente, para que se diera por bueno que «el marido era el malo y la mujer 
la buena». 


La aberración es de tal calibre que, por regla general, sólo unos pocos tribunales se atrevieron a vulnerar el 
principio de «presunción de inocencia» que debe regir todo proceso judicial, incluso la Ley contra la Violencia 
de Género, de la que hablaremos más adelante. En este contexto, de criminalización continua y sistemática 
en contra del varón, un grupo de hombres universitarios y altos ejecutivos de la ONU y otros organismos 
públicos decidió hacer oír tímidamente su voz. 


Llevaban meses reuniéndose en Palomeras Altas, Vallecas, para discutir el asunto, pero hasta 2001 no deci- 
dieron dar el primer paso. El 25 de junio de ese año, un grupo de padres separados presentó en la Comisión 
Mixta Congreso-Senado un documento sobre la violencia familiar. El estudio, conocido como «Informe Ice- 
berg» |? partía del hecho de que todos los días, como consecuencia de los procesos de separación y divorcio 
ocurridos en España, cuatrocientos niños eran «expropiados» por una de las dos partes en litigio, general- 
mente el padre, y entregados en custodia a la madre, sin entrar en más consideraciones de tipo mental, social, 
económico, ambiental, cultural, y sin escuchar las necesidades de los menores. El informe hacía las siguientes 
aseveraciones. 


= No hay ningún estudio en España que permita conocer las causas ni el alcance de la violencia doméstica. 
El que afirme lo contrario, se equivoca. 


= Lo que se legisla al respecto se hace «a ciegas», a «tontas y a locas», llevados los diputados y senadores 
más por impulsos de opinión de los medios de comunicación que por una realidad que no se conoce. 


19Ver Diario de Sesiones del 4 de noviembre de 2002. 

“0Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de abril, 24 de junio y 7 de julio del año 2000. 

21E] informe ha sido elaborado por Javier Álvarez, alto cargo de las Naciones Unidas en Ginebra; Antonio Morcillo, ingeniero 
de Telecomunicaciones y Rafael Marañón. Todos ellos se reunían en el bar Pincel de Palomeras, Vallecas, por lo que, inicialmente, 
el documento se conoció como «Informe Pincel». 
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= La realidad de otros países del entorno que se conoce apunta a que hay niveles similares de violencia 
en la pareja, independientemente del sexo del agresor. 


= Existe un enorme foco de violencia doméstica a la que los poderes públicos no prestan atención: el de 
las parejas rotas desde 1980, que afecta a 2.628.000 personas|??] de los cuales un 50% se resolvió en los 
Tribunales sin dar satisfacción a ninguna de las dos partes. 


El documento pone especial énfasis en señalar que cualquier trabajo realizado en los últimos años, desde la 
Conferencia de Pekín, está contaminado por los prejuicios en contra del hombre. Desde las instituciones, sea 
cuales fueren, se trata siempre a la mujer como «un ser inferior, a proteger» y dar amparo, tenga o no razón. 


Existe una tendencia dentro de Naciones Unidag?] y de la Unión Europea, y que asume el Gobierno español, 
que intenta ir a una «tolerancia cero» en el caso de los maltratos domésticos y la violencia psíquica que 
se dirige exclusivamente a las mujeres sin entrar en las motivaciones, lo que de hecho supone una «caza de 
brujas» del hombre. 


Los sufrimientos del padre tras un proceso de divorcio, si son asumidos por los hijos, se consideran un 
«síndrome de parentificación». El hecho de que el padre sienta angustia o abatimiento por su situación y su 
futuro se presenta como un agravante para el progenitor, que no es una «víctima» sino un agresor que no 
debe refugiarse ni protegerse en sus descendientes. 


La paranoia social llega a tales extremos que los grupos feministas violentos rechazan las sentencias judiciales 
en las que se permite a los hijos mantener contactos con su padre por los “abusos continuos que esto supone 
para la madre». Se trata de suprimir de raíz -de exterminar- cualquier relación padre-hijo para que la madre 
no se vea afectada psicológicamente. 


El «Informe Iceberg» incluye además un texto de la Conferencia Episcopal Peruana, repartido en España, 
donde se hacen afirmaciones con poco rigor científico, del siguiente tenor: 


= Los hombres y las mujeres no sienten atracción por personas del sexo opuesto por naturaleza. Lo hacen 
por un condicionamiento social: la heterosexualidad obligatoria. 


= Una estrategia apropiada y viable al derecho al aborto es la de informar a toda mujer que la penetración 
heterosexual es una violación, sea cual fuere su experiencia subjetiva contraria. 


= No debería autorizarse a ninguna mujer a quedarse en casa a cuidar a sus hijos. La sociedad debe ser 
totalmente diferente. Las mujeres no deben tener esa opción, porque si existe, demasiadas mujeres se 
decidirán por ella. 


Donde el «Informe Iceberg» resulta mucho más concluyente y categórico es a la hora de evaluar la conducta 
de la mujer en otras sociedades similares a la española, utilizando diversos informes del Departamento de 
Justicia de Estados Unidos, Canadá y Reino Unido y de diversas universidades de Nueva Zelanda. 


La mayoría de estos informes revela que existen parecidos niveles de violencia, independientemente de los 
sexos, y que el número de víctimas causadas por hombres es ligeramente superior al ocasionado por mujeres. 
He aquí algunos extractos de esos informes: 


22El «Informe Iceberg» habla de 1.314.000 disoluciones matrimoniales o divorcios hasta junio de 2001. Extrapolando los datos, 
en la actualidad, se puede hablar de 1.700.000 separaciones o divorcios, que afectarían a unas 3.400.000 personas, muchas de las 
cuales han rehecho su vida, especialmente entre los hombres, un 75% de los cuales, entre los 25 y 35 años, vuelven a casarse o 
a buscar compañera por segunda vez. 

23 «La violencia contra la mujer es el crimen encubierto más frecuente del mundo», dictamina la ONU en 1989 sin tener 
en cuenta países, religiones, razas ni credos, tras un decenio de estudios (1976-1986) en el que se mide por el mismo rasero 
a la República Dominicana, por ejemplo (70% de prostitución) que al Reino Unido o a España. Posteriormente, la ONU, un 
organismo controlado por Kofi Annan y los países del Tercer Mundo, define la violencia contra la mujer como «todo acto de 
violencia basado en la pertenencia al sero femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, 
sexual, o psicológico para las mujeres, inclusive las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, 
tanto si se producen en la vida pública como en la privada». (Declaración 48/104, de 20 de diciembre de 1993.) 
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= Las mujeres son más propensas a expresar la violencia física que los hombres y son en mayor proporción 
las iniciadoras de la violencia. El 29% de de las féminas reconocen haber agredido a su pareja en los 
últimos cinco años. (Informe Fiebert. 2%] 


= Las mujeres son responsables del 14% de todas las agresiones detectadas y del 25% de los malos tratos. 
Aunque los índices de criminalidad son inferiores, no se puede avalar la tesis de que la violencia es una 
característica masculina. (Women Ofenders, del Departamento de Justicia de Estados Unidos, 1999) [*] 


= El 27% de las mujeres y el 34% de los hombres encuestados afirman haber sufrido malos tratos. El 37% 
de las mujeres y el 22% de los hombres declaran haber infringido malos tratos a su pareja. (Informe 
Dunelin, de Nueva Zelanda. |*] 


= El 32% de las mujeres y el 29% de los hombres fueron agresores de personas de clase acomodada. La 
violencia de pareja está más asociada a la mujer que al hombre. (Estudio Murray Straus, Universidad 
de New Hampshire, utilizando una muestra de estudiantes en período de noviazgo, con un seguimiento 
de diez años.) 


= El 60% de las víctimas por violencia familiar fueron mujeres y el 40% hombres. Las mujeres reciben 
un trato más benévolo de la Administración de Justicia y de los jueces. (Epouse Murders. Análisis de 
la violencia en setenta y cinco condados realizado por el Departamento de Justicia de Estados Unidos 
en 1988, que representan la mitad de uxoricidios y parricidios del país.)]?"] 


= El 10% de las mujeres y el 15% de los hombres que agredieron a sus parejas declararon haber actuado 
en defensa propia. El 16% de los hombres y el 8% de las mujeres estaban ebrios. El 21 % de los hombres 
necesitaron atención médica, frente al 14% de las mujeres. (Informe Winnepeg, Canadá, efectuado por 
la doctora Reena Sommer.)]?*] 


= Las mujeres son ligeramente más propensas que los hombres (0,05 más) al empleo de los malos tratos. Los 
hombres son más propensos (62%) a infligir lesiones, en tanto que el resto es practicado por mujeres. Un 
29% de las parejas reconocen haberse maltratado alguna vez. (Informe Archerm, con datos procedentes 
de un total de cien informes elaborados en Estados Unidos y Reino Unido.) 


= La violencia intrafamiliar es bidireccional, pequeña, infrecuente y no lesiva físicamente. El patrón de vio- 
lencia es similar en ambos sexos, salvo en abofetear, patear, morder y pegar, practicado principalmente 
por mujeres. Las féminas son más proclives a denunciar los malos tratos y los hombres a ocultarlos. 
(Encuesta en Alberta, con datos confrontados con la realidad. Canadian Journal. |?) 


= El 4,2% de las mujeres, e igual porcentaje de hombres, declaran haber sido atacados físicamente por su 
pareja estable en 1996. Las mujeres tendían a sufrir más daño físico (47 %) que los hombres (31%). Las 
lesiones eran normalmente magulladuras y pequeños cortes, En escasas ocasiones (2%), huesos rotos. 
(British Crime Survey, Cuestionario sobre una muestra de 16.348 víctimas de malos tratos, 1996.) 


24Se trabajó con una muestra de 70.000 entrevistas. Por otra parte, la Encuesta Nacional sobre Violencia contra las Mujeres 
de 1999 asevera que los hombres tienen más probabilidades de agresiones a cargo de sus pareja, especialmente golpeados con un 
hacha, mazo, o amenazados con un cuchillo o acuchillados. Es el tipo de agresión más frecuente en España, según veremos en 
este libro al analizar casos concretos. 

25El Departamento de Justicia de Estados Unidos recopila, además, unos cincuenta estudios oficiales que analizan la agresividad 
femenina. 

26Sobre una muestra de 1.020 individuos de ambos sexos con un seguimiento de 21 años. 

27Los datos sobre muertes violentas en el ámbito familiar son los siguientes: año 2000: 44 hombres, 67 mujeres; año 1999: 37 
hombres, 56 mujeres; año 1998: 44 hombres, 50 mujeres; año 1997: 40 hombres, 52 mujeres. La relación de proporcionalidad 
parece que se mantiene constante a lo largo del tiempo en una cifra de 60% de mujeres asesinadas y 40% de hombres muertos 
por sus parejas. (Fuente: Centro Reina Sofía.) 

28Las víctimas y los maltratadores experimentaron un seguimiento de cuatro años por el centro médico. 

29Los datos se corresponden con los obtenidos por el autor en 20 juzgados penales visitados a lo largo de 2006 y tras la consulta 
de 3.000 causas penales. La violencia es bidireccional (riñas, trifulcas), pequeña, infrecuente y con escasas lesiones (antiguos 
delitos de faltas). Se acentúa, generalmente, en períodos de separación y divorcio y las causas son habitualmente nimias. 
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El autor del libro ha consultado otros 270 informes internacionales como los precedentes, con similares datos e 
indicadores. En todos ellos, la constante es que hombres y mujeres participan por igual tanto en el amor como 
en la guerra (violencia familiar), con un ligero incremento en los malos tratos continuados y en las muertes 
a favor de los hombres, que suelen ocasionar lesiones más graves debido a su mayor estructura corporal, su 
estatura, su peso y su mayor masa muscular. 


El último documento conocido, la estadística sobre violencia doméstica del Ministerio del Interior, se aleja 
muy poco de los parámetros de las sociedades occidentales. Por ejemplo, en 2005, frente a los 71 asesinatos 
de mujeres hubo 56 de hombres, sin que nadie haya organizado manifestaciones por las calles para atajar esta 


g epidemia» [Y] 


La aportación de una buena parte de estos documentos al Senado, en el año 2000, cuando se estaba gestando 
un incremento de la «política del palo» en contra del hombre, violencia institucional en la que estaban 
implicados todos los grupos políticos, no sirvió para nada. Desde la llegada al Gobierno del PP en 1996, los 
grupos feministas, cuyas organizaciones estaban financiadas con dinero público, parecían haberse lanzado a 
la «caza» del hombre, como un elemento que debía ser extinguido o, al menos, controlado. 


Aunque un amplio sector de la opinión pública le tiene por un individuo misógino y retraído, José María 
Aznar López aún no llevaba dos años en el Gobierno cuando se dejó seducir por el «canto de sirenas» de las 
feministas. 


«Plan de choque contra los malos tratos», anunciaba la primera página de El Mundo el viernes 16 de enero 
de 1998. En información interior, un artículo firmado por Irene Hernández Velasco señala la disposición del 
Gobierno a reformar, por tercera vez en menos de una década, el Código Penal con el fin de que los delitos 
de violencia doméstica estén «más duramente castigados». La intención del Gobierno es crear los «juicios 
rápidos» para este tipo de delitos. A los que no colaboren a erradicar esta «lacra», también se les amenaza: 
«Los médicos que reconozcan a una mujer maltratada y no lo denuncien, perderán sus puestos públicos y 
serán sancionados. Habrá turno de oficio gratuito para las mujeres maltratadas. » 


La presencia del feminismo «talibán», que aparece de nuevo tras este intento de criminalizar al hombre y 
hacerlo sujeto exclusivo de todos los males, estás presente en todas las actuaciones del Gobierno de Aznar. «El 
90% de las mujeres que son asesinadas habían denunciado antes malos tratos», afirma en el mismo diario 
Ana María Pérez del Campo, la gran «experta» en esta materia desde hacer treinta años. Los culpables 
directos de las muertes: los jueces y policías por no haber usado su varita mágica para detener previamente 
a los agresores, que los hay. 


La realidad cotidiana demuestra que esta aseveración es rotundamente falsa. De las 56 mujeres asesinadas en 
2006" sólo en tres casos ha habido denuncia previa ante la policía y los juzgados, pese al sistema terrorífico 
instaurado en contra del hombre y a favor de la mujer, como ya se ha dicho. 


Sin embargo, en aquella época, las palabras de Pérez del Campo eran dogmas de fe. ¿Quién iba a contradecir 
a una mujer golpeada aunque los informes del Consejo General del Poder Judicial revelaban que sólo en el 
18% de las mujeres asesinadas por sus maridos había una situación de «conflicto emocional» previo conocido 
por las autoridades f*?] 


El Gobierno llevó todas aquellas medidas a Consejo de Ministros, se crearon servicios de atención a la mujer 
en decenas de comisarías, se dieron cursillos a policías y guardia civiles, se crearon nuevas casas de acogida, 
servicios de asistencia social en miles de ayuntamientos, puestos de trabajo específicos para mujeres que 
habían denunciado malos tratos. 


0Según el informe estadístico de seguridad del citado ministerio, los datos son éstos: 2001, sesenta y ocho mujeres asesinadas 
en actos de violencia doméstica y treinta y ocho hombres; 2002, setenta y siete mujeres muertas y cuarenta y nueve hombres; 
2003, ochenta y cuatro mujeres y cuarenta y cinco hombres; 2004, setenta y nueve mujeres y treinta y un hombres; y 2005, 
setenta y una mujeres y cincuenta y seis hombres. Como se verá, la cifra varía en relación con las anteriores, debido a la forma 
de contabilizar las muertes. Para un organismo, una pareja de extranjeros que se suicida en Madrid se contabiliza como si 
fueran españoles. Para otros organismos no. El incremento de la cifra de hombres muertos en 2006 es bastante más amplia al 
incrementarse el número de suicidios tras matar a su pareja. 

3111 de septiembre de 2006. 

32Estudio elaborado por la Universidad de Zaragoza para el Consejo General del Poder Judicial. 
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No sirvió para nada. A medida que la mujer conseguía ascender en la escala social y profesional y colocarse 
en un plano de igualdad con el hombre, se incrementaban los conflictos entre parejas, las separaciones y 
divorcios y, con ello, la conflictividad en el matrimonio por el reparto de los bienes y la custodia de los hijos, 
que habitualmente se atribuyen a la mujer [*] 


Hombre y mujeres seguían golpeándose y matándose igual que antes. En el año 2000, con 2,4 mujeres ase- 
sinadas por cada millón de habitantes, España era el quinto país de la Unión Europea con menor tasa de 
violencia doméstica, es decir, uno de los países más pacíficos del entorno social en este aspecto. Las cifras 
de uxoricidios se situaban por debajo de Alemania, Francia, Reino Unido e Italia. Eran cinco veces menores 
que Finlandia, Suecia, Dinamarca o Rumania, con niveles de entre 10 y 12 mujeres asesinadas a manos de 
sus maridos sin que produjera ninguna situación de terror ni de pánico generalizado en la sociedad, lo cual 
no quiere decir que no haya que controlar esa «lacra» [?!] 


Pero, como decíamos de GoebbelsPJuna «mentira repetida muchas veces acaba convirtiéndose en verdad». Las 
feministas seguidoras de esta doctrina no sólo estaban dispuestas a mantener artificialmente una «estrategia 
de la tensión» y un clima de «alarma social» para conseguir sus fines. Pretendían también que cualquier 
gobierno, tanto del PP como del PSOE, aceptara sus tesis integristas y talibanes. 


No está claro quién hizo el llamamiento, pero a mediados de 2001, la presidente de la Federación de Mujeres 
Separadas y Divorciadas, Ana María Pérez del Campo; Consuelo Abril González, presidente para la Investi- 
gación de los Malos Tratos; Enriqueta Chicano, de la Asociación de Mujeres Progresistas; Ángeles Ruiz Tagle, 
coordinadora española del lobby Europeo de Mujeres; María Durán, de la Asociación de Mujeres Juristas, 
Themis, y Nuria Arévalo, de la Asociación de Mujeres Jóvenes, fueron convocadas a una reunión. 


Descontentas con los resultados de las distintas medidas penales arbitradas por los gobiernos socialista y 
popular para erradicar los malos tratos había decidido pasar a la acción y elaborar su propia ley, de acuerdo 
con las recomendaciones de Naciones Unidas y de la Unión Europea de «tolerancia cero». 


Estas mujeres, muchas de ellas con despachos en el barrio de Salamanca de Madrid, no querían más «parches». 
Pretendían una ley integral que fundiera procesos civiles y penales, diera manga ancha a la policía para actuar 
y metiera a los hombres en cintura en menos de 24 horas. El texto legal, redactado por un grupo de abogadas 
de la Asociación Themis, con la colaboración del Instituto de la Mujer, iba a ser presentado a los partidos 
políticos y debía ser aprobado por consenso en el Congreso de los Diputados. 


Diputado del PP por Ávila y ministro de Justicia, Ángel Acebes apenas había tomado posesión de su cargo 
cuando se vio en la obligación de recibir al lobby feminista. «Esta ley integral se la propusimos en su día al 
Partido Popular y no la acogió. El ministro Ángel Acebes nos acogió muy amablemente, hablamos de la ley 
integral, dijimos que era realmente una necesidad y que había que llevarla a cabo [por consenso]. Nos escuchó, 
nos dio buenas palabras, pero posteriormente no acogió el tema de la ley integral», reveló Consuelo Abril en 
el Congreso de los Diputados[*%] 


El feminismo integrista, cuyos miembros, en su mayoría, eran de origen marxista, acudió entonces a la calle 
Ferraz, sede del PSOB. 


El País lo anunció el domingo 15 de octubre de 2000 en las páginas de Sociedad. «El PSOE prepara una Ley 
Integral contra los malos tratos a mujeres. Propondrá una delegación del Gobierno con rango de secretaría 
de Estado.» 


Cuando Estados Unidos, Canadá y otros países civilizados con una ley similar que «penalizaba al hombre en 
exclusiva por el hecho de serlo», estaban retrocediendo, enconadas feministas de los años setenta como Erin 


33Según el Instituto Nacional de Estadística, entre 1991 y 2004 hubo en España 1.195.884 divorcios. La cifra se ha incrementado 
año a año. Así, las 67.061 separaciones y divorcios ocurridos en 1991 se transformaron en 103.393 en 2003, lo que supone duplicar 
la cifra en doce años. El período previo y posterior a las separaciones de las parejas españolas son la fuente de conflicto en el 
80% de los casos. 

34Informes del Centro Reina Sofía, del Observatorio de la Mujer y del Consejo General del Poder Judicial. 

35Paul Joseph Goebbels, ministro de propaganda nazi hasta la caída de Adolf Hitler en 1945. 

36 Diario de Sesiones, 8 de septiembre de 2004. 
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Pezzey sostenían que de «las primeras cien mujeres que entraron en mi refugio [para mujeres maltratadas] 
sesenta y dos eran tan o más violentas que sus maridos, de los que decían hair» [97] España pretendía así 
situarse en la cola de la civilización y en la cabeza de la homofobia. 


Y es que el PSOE, con la brújula ideológica fuera de control, necesitaba atraer hacia sí al movimiento 
feminista, relegado de todas partes. El 11 de diciembre de 2001, las diputadas Micaela Navarro Garzón y 
María Teresa Fernández de la Vega, en nombre del partido fundado por Pablo Iglesias, aceptó presentar en 
el Congreso de los Diputados el proyecto de Les] que deseaban las «organizaciones feministas». 


El 21 de diciembre la propuesta de Ley se publica en el Boletín Oficial de las Cortes. El 10 de septiembre es 
rechazado en solitario por el PP durante una sesión borrascosa en la que hacen su aparición los «titiriteros» 
del teatro, el cine y los conciertos subvencionados, los «estómagos agradecidos» del PSOE, entre ellos los 
cantantes Caco Senante, Pedro Guerra, Cristina del Valle y la actriz Pilar Bardem, que abuchearon a Aznar 
e insultaron a los diputados populares de la cámara. 


Mientras los accidentes de obreros de la construcción y los de tráfico, que en conjunto provocan más muertes 
al año que la violencia doméstica, son asuntos relegados por aquella época, los conflictos en la clandestinidad 
del hogar, donde prácticamente es imposible saber lo que pasa, empiezan a convertirse en un asunto de estado. 


Para echar más leña a la hoguera del feminismo, el máximo representante manchego de la hoguera de las 
vanidades, el presidente de la Junta de Castilla-La Mancha, José Bono, salió por libre a la palestra y anunció 
que en su comunidad publicaría la lista de los maltratadores, es decir, iba a colgar en la plaza pública a 
cualquier hombre que hubiera tenido una riña, trifulca o encontronazo con su mujer, situación que, según la 
experiencia de la juez María Poza, del Juzgado Penal 4 de Murcia, en uno u otro momento se produce en 
todos los matrimonios o parejas de hecho. 


La polémica creada en torno a la descabellada propuesta de Bono tuvo su efecto inmediato. Decidido a 
que nadie la ganara en progresismo y, muchos menos, en ponerse al lado de las mujeres, el PP envió al 
Congreso de los Diputados un proyecto de Ley para crear un Registro Nacional de Maltratadores, conocido 
eufemísticamente como Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica. 


De esta manera, el Estado daba un paso más en su política represiva en contra del hombre, sin que ello 
representara ningún avance a favor de la mujer, ya que los asesinatos entre parejas se seguían consumando. 
Bastaba una simple denuncia contra un hombre en una comisaría para que el nombre del denunciado fuera 
estigmatizado, afrentado y satanizado y fuera a parar a un registro oficial como individuo potencialmente 
peligroso, tal como hicieron los nazis en su primera etapa de persecución a los judíos|??] 


A nadie parecía preocuparle entonces que el nuevo sistema instaurara un «Estado policial» de terror y que 
decenas de miles de hombres sacados con nocturnidad y alevosía de sus casas sin mandamiento judicial, como 
en los años más negros del franquismo. Sólo bastaba una llamada telefónica de una mujer, víctima de malos 
tratos reales, de una mentira o de una crisis existencial, de una crisis de identidad, de una crisis de nervios, 
o del síndrome premenstrual, para que el marido o compañero sentimental durmiera entre 24 y 72 horas en 
los calabozos de la Policía o la Guardia Civil antes de pasar al Juzgado. 


37Erin Pezzey, La violencia no es cuestión de sexo, Pezzey fue la primera mujer inglesa en crear, en 1971, un refugio para 
mujeres maltratadas en Chiswick, un suburbio de Londres. Hoy, más reflexiva, sostiene teorías radicalmente distintas al feminismo 
que practicó en los años setenta. 

38 En el preámbulo, aquel proyecto de ley orgánica decía: «Las causas de la violencia de género hay que buscarlas en un modelo 
de sociedad que sitúa a la mujer en una posición de inferioridad y sumisión al hombre, y faculta a éste a que pueda aplicar los 
mecanismos que considere adecuados para mantener esta situación, entre ellos la violencia. El problema no se circunscribe a 
determinados ambientes socioculturales, económicos o educativos. Se produce por igual en todos los niveles y contextos sociales 
y afecta a todos los ámbitos de nuestra sociedad (individual, familiar, jurídico, legal, laboral, social, sanitario y policial). (...) 
El objetivo de estas acciones es controlar a la mujer, por eso el agresor no encuentra un beneficio a corto plazo (excepto la 
satisfacción de haber impuesto su criterio por medio de la violencia), pero a medio y largo plazo el ejercicio continuado de la 
violencia va consiguiendo el control de la mujer y la dependencia del agresor. » 

39El Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, creado en 2004 con el fin de mejorar la 
información de jueces, fiscales y Policía Judicial para enfrentarse a las denuncias por maltrato (en el ámbito familiar y de pareja) 
y proteger más a las víctimas, incluye todas las denuncias admitidas a trámite y las órdenes de protección dictadas o denegadas. 
El Registro contiene, además, los datos personales del agresor (condenado o aún sin juzgar) y de la persona agredida. El País, 
3 de septiembre de 2005. 
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Porque, pese a negarse a llevar a cabo una ley integral contra el hombre, el segundo mandato del PP, entre 
muchos desatinos, puso a España en manos de una minoría radical y fanática -el feminismo violento- y aceptó 
todos sus planteamientos. Además, los realizó sibilinamente mediante una serie de leyes que endurecían el 
Código Penal y que, en la práctica, venían a significar lo mismo que la Ley contra la Violencia de Género 
propuesta por el PSOE. Veamos los hechos. 


El lunes 4 de noviembre de 2002, Eduardo Zaplana, entonces ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, com- 
pareció a petición propia en la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales del Senado. Hablando de los [malos 
tratos], informó de lo siguiente: 


«Pero el Gobierno no se ha detenido ni va a detenerse en el esfuerzo por erradicar esta lacra social. Sus 
señorías saben que todos los grupos parlamentarios aprobaron por unanimidad en el Congreso de los Diputados 
la creación de una subcomisión que debe acordar, en cuatro meses, nuevas medidas legislativas en relación 
con la violencia doméstica. La nueva subcomisión podrá aprovechar las conclusiones de la ponencia sobre 
violencia doméstica creada en el marco de la Comisión Mixta Congreso-Senado sobre derechos de la mujer y 
avanzar en la propuesta de reformas legales concretas. » 


En la comisión de Codificación del Ministerio de Justicia, por orden de Ángel Acebes y de José María 
Michavila Núñez[*] ya se trabajaba en tres proyectos diferentes, que se plasmarían en las leyes 11/2003, 
13/2003 y 27/2003, las más duras de cuantas se habían elaborado hasta entonces [*] 


«Se va a legislar en base a opiniones, no de realidades, obtenidas por las encuestas del CIS, y sobre los datos 
del Instituto Nacional de Estadística que mide el número de denuncias, los días de hospitalizaciones», afirmó 
el doctor Antonio Luengo. 


Y es que era muy difícil convencer a quien funciona sobre la base de prejuicios y cree que todos los andaluces 
son vagos y los gitanos ladrones, o que la tarjeta American Express constituye un expolio para los comercian- 
tes[P] que el hombre es por naturaleza un opresor y que reafirma su personalidad dominante maltratando a 
la mujer que tiene al lado. No iban a faltar personas dispuestas a echarles una mano. 


El fracaso de las feministas en sus planes para imponer su Ley Integral contra la Violencia de Género fue el 
revulsivo que las expolió y las hizo saltar a la arena política, dispuestas a dar la batalla hasta el final. 


El 21 de enero de 2003, el feminismo radical, disperso hasta entonces en varias organizaciones que actuaban 
como francotiradores y llevaban aisladamente su lucha a favor de la emancipación de la mujer, decidieron 
unificar sus esfuerzos y crear un lobb4*] contra la violencia de género. 


Las anteriormente citadas, representantes de la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas, Ana Ma- 
ría Pérez del Campo Noriega; Mujeres Progresistas, Enriqueta Chicano; Mujeres Juristas, Themis, Ángela 
Alemany; Enclave Feminista, Ángeles Álvarez; Comisión para la Investigación de los Malos Tratos, Consuelo 
Abril González; Mujeres Vecinales de España, Carmen Díez Llanos; Asociación de Medios de Comunicación, 
Montserrat Boix, y de la Fundación de Mujeres tenían meridianamente claras varias cosas. 


«Las medidas adoptadas por el Gobierno para contener los malos tratos eran insuficientes; las sentencias 
de los jueces, tibias y machistas. Por otra parte, la violencia contra el sexo femenino podía equipararse al 
terrorismo y todos estos problemas debían abordarse con una visión de Estado de la que carecían los políticos, 
movidos todos ellos por prejuicios heredados de la sociedad patriarcal donde se habían criado. » 


40 Ángel Acebes fue ministro entre 2000 y 2002, en que pasa a ocupar la cartera de Interior y se muestra incapaz de impedir 
los atentados del 11 de marzo de 2004. José María Michavila fue Secretario de Estado de Justicia entre 2000 y 2002, pasando a 
ocupar la cartera de Justicia desde el 2002 hasta el final de la legislatura. Él y su equipo son los instigadores de la Ley 27/2003, 
el mayor aborto antidemocrático del Partido Popular, sólo superado por la Ley 1/2004 del PSOE, de la que hablaremos en 
próximos capítulos. 

“A Previamente, mediante la Ley Orgánica 14/1999 del 9 de junio, el PP amplía la protección a la víctima a los supuestos en 
que el vínculo matrimonial o more uxoricidio haya desaparecido al producirse la agresión. Introduce el concepto de violencia 
psíquica y define la «habitualidad» a efecto de convertir varias faltas en un delito. 

42 Tal y como se queja una gran mayoría de ellos, que se niegan a aceptar este sistema de pago que les «expropia» una buena 
parte de sus beneficios y apenas aporta «valor añadido» a quienes la poseen. 

43 El País, 21 de enero de 2003. 

Texto extraído de un documento hecho público por esas fechas. 


88 CAPÍTULO 5. LA SOLUCIÓN DEL PALO 


Había, pues, que pasar a la acción. Además de crear un banco de datos de mujeres maltratadas, había que 
denunciar la tergiversación de las cifras oficiales sobre violencia doméstica[P]|y las mujeres debían presentarse 
ante la administración como una sola voz. 


El primer y casi exclusivo objetivo que se habían propuesto era conseguir, en una primera etapa, que el 
Gobierno aprobara una ley integral contra el maltrato, que unificara los Códigos Penal y Civil, la Justicia 
Penal y Civil, y diera una respuesta conjunta, rápida e inmediata, a las mujeres que decidían romper con su 
pareja por las razones que fueran, incluida la violencia de género. 


La creación de este lobby tendría consecuencias nefastas en la política de los gobiernos del PP y del PSOE 
en los años siguientes. 


«La violencia ejercida en el entorno familiar y, en particular, la violencia de género, constituye un grave 
problema de nuestra sociedad. Exige una respuesta global y coordinada por parte de todos los poderes públicos. 
La situación que originan estas formas de violencia trasciende el ámbito meramente doméstico para conver- 
tirse en una lacra que afecta e involucra a toda la ciudadanía. Resulta imprescindible arbitrar nuevos y más 
eficaces instrumentos jurídicos, que atajen desde el inicio cualquier conducta que degenere en hechos aún 
más graves. Es necesaria, en suma, una acción integral y coordinada que aúne las medidas cautelares penales 
sobre el agresor y dé respuesta a la situación de especial vulnerabilidad [de la mujer]. » 


Así comienza, en su exposición de motivos, la Ley 27/2003, reguladora de la orden de protección de las 
víctimas de la violencia doméstica. Se aprobó el 30 de julio de 2003, con la mayoría de los diputados con 
las maletas ya hechas para irse de vacaciones. Fue sancionada por el Rey, y en Palma de Mallorca, al día 
siguiente. 


No hace falta echar un vistazo siquiera a su texto para ver cuál es el objetivo de la ley. Ante la incapacidad de 
poner coto a los «asesinatos de mujeres» a manos de sus maridos, tan aireados por la prensa, al tiempo que 
se silencian los de los hombres, los Padres de la Patria no se devanan los sesos en lo más mínimo para buscar 
soluciones. Optan por el camino más fácil: instituyen con carácter general la llamada «orden de protección» 
a las mujeres que denuncien sentirse amenazadas. 


Y como en España ni en ningún otro país del mundo se puede poner un policía al lado de todas las mujeres 
que sientan miedo, una ley encaminada a dar apoyo a las féminas se transforma en una norma por la que 
se expulsa al marido de su casa, sin derecho a llevarse sus pertenencias ni a que nadie le indemnice por los 
bienes que pierde. La separación que de hecho impone esta ley establece así, de facto, una de las más injustas 
realidades de la sociedad civilizada: el matrimonio es el único contrato social que puede romperse sin que 
una de las partes sea compensada económicamente por la otra. 


Instalado en la arrogancia y la prepotencia que le llevó a celebrar la boda de su hija Ana en el monasterio 
de El Escorial, a desentenderse en los primeros momentos de la crisis del Prestigd?"| y a apoyar el ataque de 
Irak en la cumbre de las Azores el 16 de marzo de 2003[7] sin escuchar la ¿movilización social de feministas 
y titiriteros» instrumentada por la izquierda, Aznar parecía un zombi al borde de un apocalipsis que, según 
«constata», no le afecta en absoluto. 


Un año antes, en octubre de 2002, y siguiendo con la política de llevar cualquier menudencia al Código Penal, 
el Gobierno había instaurado los juicios rápidos en todo el paíg*] para considerar como delitos, entre otros, 
a los malos tratos y amenazas leves en el seno familiar. 


Según Pérez del Campo, los crímenes pasionales y las muertes por eutanasia entre matrimonios mayores, que decidían 
quitarse la vida el uno al otro, se contabilizaban al margen de la violencia doméstica, lo cual no era cierto. 

Petrolero que el 19 de noviembre de 2003, procedente de San Petersburgo con una carga de 77.000 toneladas de fuel ruso, se 
partió en dos a 145 millas de las costas gallegas causando una catástrofe ecológica que tarda un año en solucionarse. El Prestige 
era un barco con armador griego, sociedad en Liberia y bandera de Bahamas. Con tripulación asiática, el buque había sido 
verificado positivamente e las oficinas marítimas de América del Norte y de Francia. 

47El 16 de marzo de 2003, Tony Blair, George W. Bush y José María Aznar se reunieron en la llamada «cumbre de las Azores» 
para fijar la fecha de la invasión de Irak y buscar apoyos en el seno de las Naciones Unidas que justificaran la intervención contra 
el régimen de Saddam Hussein. 

18 Mediante la Ley 38/2002, de 24 de octubre de 2002. 
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El PP sería mucho más severo todavía. El 29 de septiembre se aprobó la Ley 11/2003. Los delitos de violencia 
doméstica, por muy aislados que fueran, dejan de ser peleas entre parejas para convertirse en atentados a la 
dignidad humana y al libre ejercicio de la personalidad de la mujer. Con esta ley, «la violencia física, incluso 
la ocasional, aunque no llegue a causar lesión, deja de ser falta en todos los casos y pasa a constituir un 
delito castigado con un máximo de un año de prisión» [*] afirmó la jueza Lourdes del Sol. 


Este polémico texto, que como se verá más adelante mete de lleno al Código Penal en los hogares, sin 
hacer distinción entre violencia ocasional y habitual, imponiendo el mismo castigo a conductas radicalmente 
dispares, daría origen a los primeros autos de inconstitucionalidad de los jueces. No finalizaría el año sin que 
las diferentes actuaciones del partido de la calle Génova de Madrid dieran un nuevo golpe de gracia al sistema 
de libertades. Esta vez lo hicieron mediante la Ley 13/2003, que reforma la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
«ordenando» al juez de guardia la posibilidad de aplicar la «orden de protección» a favor de la mujer en un 
plazo no superior a las 72 horas. Pasado este tiempo, el maltratador debía ser sometido a «juicio rápido». 


Como le ocurrió a los apestados o a los leprosos a comienzos del siglo XX, su nombre y apellidos, al igual 
que la «orden de protección» a favor de su cónyuge pasarían a inscribirse obligatoriamente en un Registro 
Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, según el artículo 10 de la citada ley. 


El conjunto de leyes punitivas elaboradas por el PP, destinadas a acercar las barreras punitivas al hombre, 
considerando sospechoso de maltrato a la mitad de la población, provocarían las primeras consultas de los 
jueces al Tribunal Constitucional. 


El 10 de enero de 2004, Amando Ferrol Samper le pegó un golpe en la cara a su compañera mientras discutían 
delante de sus hijos. Fue un hecho aislado, dado que antes no había existido ningún tipo de maltrato físico o 
psíquico. En la vista oral, el imputado reconoció los hechos y aceptó una sentencia de conformidad de siete 
meses de cárcel. 


Sin embargo, el 26 de enero de 2004, el Juzgado de Instrucción número 1 de San Vicente de Raspeig, Valencia, 
donde ocurrieron los hechos, consideró excesiva la pena, dejó la sentencia en suspenso y decidió recurrir al 
Tribunal Constitucional. 


El 13 de marzo de 2004, María Asunción Jove Andreu, que se encontraba en trámite de separación de Juan 
Bautista Ruiz Piquer, se peleó en la urbanización Santa Bárbara de Montcada. Eran aproximadamente las 
dos de la tarde. Juan Bautista, al ver que su mujer le cerraba la puerta en las narices con ánimos de molestarle 
y para impedirle entrar en la casa que aún compartían, se salió de sus casillas. Según la versión de su mujer, 
éste la llamó «hija de puta». La cogió de las manos y le dio un golpe en el estómago sin provocarle lesión 
alguna. 


El juicio se celebró rápidamente. El fiscal pidió ocho meses de cárcel. El imputado negó los hechos y su 
abogado solicitó la libre absolución. Al no existir testigos que corroboraran la trifulca, el titular del Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción número 1 de Montcada, Valencia, dejó la pena en suspenso y elevó un 
auto dando cuenta de los hechos al Tribunal Constitucional. 


El Tribunal encargado de velar la prevalencia de la Carta Magna sobre el conjunto de leyes positivas, el 7 
de junio de 2004 y el 13 de septiembre de 2005 no admite las dos cuestiones de inconstitucionalidad??] por 
considerarlas «infundadas » PY] El asunto, sin embargo, no se detuvo ahí. 


El 20 de mayo de 2005, la sala de lo penal de la Audiencia Provincial de Valladolid, en auto número 167/05, 
planteó auto de inconstitucionalidad en contra de la Ley 27/2003, el antecedente de la Ley Integral contra 
la Violencia de Género. «La víctima, haciendo uso de su libertad individual, no quiso presentar denuncia 


49 Artículo 153 del Código Penal vigente entre el 21 de octubre de 2003 y el 28 de junio de 2005. 

50 Auto números 233/2004. Forman la Sala Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Tomás Vives Antón, Pablo García Manzano, 
Pablo Cachón Villar, Vicente Conde Martín de Hijas, Guillermo Jiménez Sánchez, Manuel Delgado Barrio, Elisa Pérez Vera, 
Roberto García-Calvo y Montiel, Eugenio Gay Montalvo y Jorge Rodríguez-Zapata Pérez. Y autos 332/2005 de 13 de septiembre 
de 2005. Forman la sala en la segunda inadmisión María Emilia Casas Bahamonde, Guillermo Jiménez Sánchez, Manuel Delgado 
Barrio, Elisa Pérez Vera, Ramón Rodríguez Arribas, Roberto García-Calvo y Montiel, Eugenio Gay Montalvo, Jorge Rodríguez- 
Zapata Pérez, Pascual Sala Sánchez, Manuel Aragón Reyes y Pablo Pérez Tremps. 

5lLos jueces se habían limitado a enviar dos asuntos al Constitucional sin fundamentar jurídicamente sus decisiones. 
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contra su supuesto agresor y no quiere que la protejamos, pero el Tribunal que la sentenció tiene la obligación 
de impedir que su agresor se acerque a ella a menos de doscientos metros, ya que al ser delito -antes una 
simple falta- perseguible de oficio y además la pena accesoria de alejamiento impuesta "en todo caso" es de 
imposible gradación o mutación alguna», afirmó la Sala de lo Penal de la Audiencia de Valladolid al Tribunal 
Constitucional P?] 


Pese al malestar de la carrera judicial, el PP, para no perder votos, aceptó las presiones de un sector de la 
sociedad y se convirtió en el gran instigador del pensamiento único más atroz en contra del varón puesto en 
práctica en Europa después del nazismo o el comunismo, esa filosofía excluyente mediante la cual, por una 
cuestión genética, un individuo es culpable sin que la parte contraria deba demostrarlo. 


El que esté en contra, o se atreva a discrepar de la nueva Biblia, puede ser arrojado a la hoguera, como en 
los tiempos de la Inquisición, o desposeído de todos sus bienes. Porque el hombre es el único individuo al que 
en España se le puede quitar su familia, los hijos, la vivienda habitual, además de estar condenado de por 
vida a pagar la pensión de sus hijos y el pijama del amante de su mujer. 


El PSOE, empeñado en el encomiable propósito de aprobar una Ley de Protección de los Primates, a los 
que quiere sacar de sus jaulas, empeoraría aún más las cosas con la llamada Ley Orgánica de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género, que convierte el país en una «gran jaula» para el varón. 


De este auténtico «estado de excepción» contra el varón hablaremos en los siguientes capítulos. 


52 Auto número 167/05 de los magistrados José Luis Ruiz Romero, Ángel Santiago Martínez García y María Teresa González 
Cuartero. 


Capítulo 6 


Asesinas de hombres 


A finales de 2003 había en las cárceles españolas un total de 4.448 mujeres, lo que convierte a 
España -con un 9% de población reclusa femenina- en uno de los países con más mujeres entre 
rejas de la Unión Europea. Sin contar las que son absueltas tras matar a sus maridos o las que 
acaban sus días en un hospital psiquiátrico, 161 de ellas estaban privadas de libertad por delitos de 
homicidio y asesinato. El frío dato oficial, que generalmente no sale en los periódicos, revela una de 
las realidades más desconocidas de la sociedad española: la mujer no mata en la misma proporción 
que los hombres, pero sí de forma más fría, calculadora y maquiavélica. En muchos casos, además, 
lo hace con el concurso de sus hijos o de otros hombres, a los que logra ganar para su «causa». 
En contra de la creencia generalizada, el acceso de la mujer a puestos de responsabilidad, lejos 
de desincentivar esta tendencia, la incrementa. He aquí algunos casos que merecen un capítulo 
aparte. 


Situado a una decena de kilómetros del Parque Nacional de las Tablas de Daimiel, en Ciudad Real, Carrión 
de Calatrava es un municipio de 2.620 habitantes, que viven de la agricultura, ligados históricamente a la 
Orden Militar de Calatrava y a los templarios. El 31 de mayo de 1997, sobre las ocho de la mañana, Rufino 
Cañas Núñez se dirigía con su tractor a realizar las faenas del campo. Al pasar frente a la calle Rafael Gasset 
observó cómo de la cochera de la casa de su primo, Pedro Cañas Rodríguez, salía una enorme cantidad de 
humo espeso. 


Inmediatamente se bajó del vehículo y, tapándose la boca y la nariz con un pañuelo, golpeó fuertemente la 
puerta de la vivienda por si sus familiares se encontraban desvanecidos o habían sido víctimas de las llamas. 
No obtuvo ninguna respuesta. Temiendo que se hubiera producido algún incendio fortuito durante la noche 
en la casa de su primo y hubiera ocurrido alguna desgracia, al poder encontrarse atrapados e inconscientes 
en el interior su primo Pedro Cañas Rodríguez y su mujer María Luisa Valero Millán, tomó una urgente 
decisión. 

Regresó al tracto, lo puso en marcha y lo embistió contra la puerta del garaje de la vivienda. O que se 
encontró en el interior era indescriptible. El Mercedes de su primo estaba envuelto en llamas, con su primo 
dentro, inconsciente y con numerosas quemaduras en el cuerpo, tirado en el asiento delantero. Junto al coche 
encontró varias latas de gasolina vacías y otras semillenas. 


Con los medios que encontró a su alcance trató de apagar el incendio. Tras conseguirlo, abrió la puerta 
delantera valiéndose de una palanqueta y sacó el cuerpo, todavía con vida, de Pedro Cañas. 


Media hora después, una ambulancia le trasladó al hospital Universitario de Getafe, le ingresaron en la Unidad 
de Quemados con quemaduras de primer y segundo grado en todo el cuerpo. El pronóstico era grave. 


Un mes después del ingreso de Pedro Cañas en el hospital, los médicos observaron algo extraño en su estado 
de salud. Mientras mejoraba de sus heridas, experimentaba una serie de molestias gástricas, que le impedían 
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moverse por sí mismo. Su estado general empeoraba. Los médicos, en lugar de darle de alta, tuvieron que 
ingresarle en la Unidad de Cuidados Intensivos, donde se le conectó a una unidad de diálisis permanente y 
se monitorizaron sus funciones respiratorias y cardíacas y comenzó a alimentársele mediante suero en vena. 


Varios análisis de sangre y orina demostraron que el paciente presentaba un cuadro general de envenena- 
miento con fármacos de diverso tipo, componentes químicos que sólo se encontraban en algunos disolventes 
y pesticidas: metanol y otros compuestos letales. 


¿Qué había ocurrido? El director del hospital ordenó que se investigara la medicación que se había admi- 
nistrado al paciente durante los días que llevaba ingresado, pero ninguno de los tóxicos formaba parte de la 
composición de los fármacos. Los médicos sólo sabían una cosa: las dosis halladas en la sangre del paciente 
eran letales de necesidad. Si Pedro Cañas habría sobrevivido a ellas se debía, en parte, a su fortaleza física 
y, fundamentalmente, por encontrarse sedado, con el cuerpo sometido a ventilación pulmonar mecánica y a 
una diuresis forzada. 


Para ratificar su tesis, el centro sanitario puso los hechos en conocimiento del Juzgado de Instrucción número 
6 de Getafe y envió muestras de sangre del paciente al Instituto Nacional de Toxicología en Majadahonda, 
Madrid. Los datos fueron corroborados punto por punto: 


En la sangre, la orina y el aspirado gástrico del paciente Pedro Cañas, pintor de profesión, había una serie 
de principios activos de especialidades farmacéuticas como amitriptilina, faurecepan, nordiazepan, paroxeti- 
na, paracetamol, metamizol, acenocumarol, glipizida e hidroclorotiazida. También se encontraron restos de 
disolventes como acetona, isopropanol, benceno, tolueno, xileno, pineno, decano, undecano, metanol, etanol 
y trazas del pesticida bentadocarb. 


«Las concentraciones detectadas en sangre de dichas sustancias están para algunas de ellas (metanol) dentro 
del rango tóxico-letal descrito por la mayoría de autores que han estudiado estos venenos», señaló el Instituto 
Nacional de Toxicología en un informe fechado del 11 de junio, cuyos resultados habían sido adelantados 
telefónicamente. 


¿Quién podía estar envenenando al paciente? El personal sanitario estaba compuesto por personas de absoluta 
confianza. Sin embargo, al tratarse de un hospital clínico, donde hacen las práctica numerosos estudiantes de 
medicina, existía el riesgo de que entre los estudiantes pudiera hallarse un potencial envenenador. 


Los médicos decidieron entonces impedir que el paciente recibiera visitas, con excepción de sus familiares 
directos, y someterlo a un casi total aislamiento en la Unidad de Cuidados Intensivos. Su salud, lejos de 
mejorar, fue empeorando día tras día. 


La conclusión era obvia. La administración de los tóxicos se estaba produciendo, por lo tanto, desde el exterior. 
Los médicos ordenaron, además, registrar en un libro de visitas los nombres y apellidos de los familiares que 
visitaban al enfermo. De esa manera se supo que una hora después de que su mujer María Luisa Valero 
Millán acudiera a visitarle, el estado general del enfermo empeoró considerablemente, tras lo cual fue preciso 
realizarle un lavado gástrico para salvarle la vida. 


¿Estaría envenenándole su propia mujer? El 1 de junio de 1997 se resolvió el enigma. En el momento que una 
enfermera trató de abrir la puerta de la habitación del enfermo para darle la medicación, se encontró con que 
la puerta estaba cerrada por dentro. 'Tras llamar varias veces, abrió la mujer del enfermo: María Luisa Valero 
Millán. ¿Por qué había cerrado la puerta? Las sospechas cayeron inmediatamente sobre ella. Sometida a un 
registro minucioso por los celadores del hospital, se le encontró en el bolsillo una jeringuilla con un líquido 
de color azul y varios envases sin etiquetar, con sustancias supuestamente tóxicas. 


Amante de su marido, con el que no había tenido ninguna discusión de relevancia en sus treinta y tres años 
de matrimonio, «salvo por cuestiones de dinero», María Luisa Valero Millán no parecía una asesina. Mucho 
menos que hubiese envenenado fríamente a su propio marido. 


Nacida el 21 de noviembre de 1943 en Carrión de Calatrava, tras una gestación y un parto normal, era una 
persona activa, que presentaba un desarrollo psicomotor normal. Carecía de antecedentes de drogodepen- 
dencia y alcoholismo. Había asistido a la escuela primaria hasta los dieciséis años. Desde los catorce fue la 
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telefonista del pueblo. A los veinte años, tras cuatro de noviazgo, se casó con Pedro, con el que tuvo dos hijas: 
María del Pilar, de treinta y dos años, y Almudena, de veintinueve. 


A Ángel Hebrero Jiménez y a Miguel Ángel Rodríguez Fernández, médicos psiquiatras del Centro Penitencia- 
rio de Mujeres de Carabanchel, Madrid, les comentó lo siguiente: «¡Me siento muy enamorada de mi marido! 
No entiendo por qué mis hijas no dejan que mi marido venga a verme.» 


El 19 de marzo de 1997 había sido ingresada en la clínica de la Concepción de Madrid, donde le operaron 
de corazón y le recetaron Sintrom y otros medicamentos para que se repusiera de su dolencia cardíaca. Con 
cincuenta y cuatro años, ocultaba, sin embargo, su doble personalidad: era una envenenadora, decidida a 
acabar con la vida de su marido y de cuantos se pusieran por delante con tal de convertirse en una mujer 
millonaria. 


Aunque su propio marido declaró a la Policía que en tres ocasiones intentó arrojarse del coche en marcha como 
una forma de coacción para que le diera dinero «a pesar de que le daba todo lo que ganaba como pintor», y en 
otra ocasión trató de ahorcarse con una corbata en su propia casa, lo cierto es que, llevada por si enfermiza 
obsesión por el dinero, hacía un año que estaba preparando el asesinato de su marido y de otros familiares 
con el fin de cobrar la herencia y hacerse rica a cualquier precio. 


Isidoro de Haro Piñero pasaba por una mala racha: su mujer, Matilde, debía dinero en la tienda del pueblo. 
Un día se presentó en su casa María Luisa Valero. 


-¿No sabéis lo que estoy sufriendo? —le preguntó-. Mi marido es una persona muy terca y cualquier día me 
va a matar a disgustos. 


-¿Qué os pasa? —quiso saber el vecino. 


-Estoy segura de que tiene algo del corazón. Pero como es tan burro, se niega a ir a Madrid para que le hagan 
unas pruebas. 


Al verla tan apenada, Isidoro le preguntó si podía hacer algo por ellos. Lo haría con sumo gusto. 


-Pues sí —dijo-. Puedes acompañarme a la clínica Coreysa, hacerte pasar por mi marido, y hacerte las pruebas. 
Una vez obtenidas a su nombre, las envío a Madrid. Así no tendrá más remedio que presentarse a la revisión. 


-¡Pero cómo voy a hacerme pasar por tu marido! 


-No te preocupes. Yo te doy su carné. Si te preguntan dices que eres él. Nadie se dará cuenta. Además, ya 
tengo todo arreglado con los médicos. 


Al día siguiente, sobre las nueve, acudieron en ayunas al centro médico, donde les hicieron exámenes de 
sangre, orina, pruebas de fuerza y reflejos, placas de rayos X en el tórax y en el abdomen. Concluidas las 
exploraciones, regresaron de nuevo a Carrión de Calatrava y la mujer le dio una importante suma de dinero. 


-Esto es para que salgáis de apuros -le dijo. 
-¿Y cuándo tengo que volver por las radiografías? 
-No te preocupes —le tranquilizó-. De eso me encargo yo. 


En su declaración ante la Guardia Civil, Isidoro Haro afirmó que, a partir de entonces, no supo qué había 
ocurrido con los resultados de los análisis ni las radiografías. Es que María Luisa Valero Millán había urdido 
un plan para hacerse rica y pensaba ponerlo en marcha inmediatamente. 


Pocos días más tarde, acompañada de su marido, acudió a dos empresas de seguros de Madrid y de Ciudad 
Real. 


-Quiero asegurar la casa —afirmó. 
-¿Cuál es el valor de su vivienda? —le preguntaron. 


- Treinta millones de pesetas. 
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Pocos días después, visitó la empresa de seguros Previasa, propiedad de Publio Cordón, el empresario zara- 
Pp > p , Prop > Pp 
gozano secuestrado por los Grapo, y contrató un seguro individual para su marido. 


-Quiero otro seguro de accidentes. 
-¿Por cuánto dinero? 
-De unos veinte millones de indemnización. 


Entre el 16 y el 23 de enero de 1997, fecha en la que su marido se encontraba internado en el hospital por un 
problema cardíaco, volvió a visitar las empresas aseguradoras, esta vez con una autorización supuestamente 
firmada por su marido, y amplió la cobertura de los seguros. De esta manera, valiéndose de la firma de su 
marido, y con la ayuda de algunos vecinos que se hicieron pasar por él y se prestaron a una serie de pruebas 
físicas y de análisis de sangre (al que no le habría dado un ataque por sus problemas cardíacos), contrató 
media docena de seguros contra incendio, pólizas por accidentes laborales y tantos otros en las que figuraba 
como única beneficiaria. 


«Yo nunca concreté un seguro de accidentes -reiteró en varias ocasiones Pedro Cañas Rodríguez a la Policía-. 
Eso debe ser cosa de mi mujer, que andaba siempre obsesionada con el dinero, que lo escondía por toda la 
casa, y que cada vez que me descuidaba me registraba los bolsillos y me robaba, incluso estando internado en 
el hospital. » 


Poco después de contratados los seguros, Pedro Cañas sufrió su primera enfermedad seria en la vida. En 
diciembre de 1996, repentinamente, sintió un fuerte dolor en el pecho, perdió el conocimiento y se cayó al 
suelo. Cuando se despertó, se encontraba internado en la UVI del hospital de Alarcón, donde pasó cincuenta 
y cinco días bajo cuidados intensivos. 


El médico le diagnosticó una trombosis. 


En ese intervalo, su suegro, que vivía en la planta baja de la vivienda, falleció repentinamente. La herencia 
se repartió entre los hijos. Un mes más tarde, y sin que se pudieran determinar exactamente las causas, ya 
que no hizo una autopsia al cadáver, también falleció su suegra. 


Poco antes de esas fechas, en una ocasión en que llegó pronto a su casa, se encontró con una tía de su esposa, 
Dolores Milla Imedio, llorando. 


-Tu mujer me quiere matar, tu mujer me quiere matar —decía la tía de ochenta y cinco años. 
-¿Cómo que te quiere matar? 
-Sí. Ha intentado asfixiarme con ese cojín. 


Pedro Cañas se dirigió entonces a su mujer y observó que en una de sus manos llevaba puesto un guante viejo 
y en la otra un cojín. 


-Me puso el cojín en la cara y comenzó a apretar hasta dejarme sin respiración —dijo la anciana-. Si no llegas 
a aparecer tú, ahora mismo estaría muerta. 


En ese momento, las dos mujeres estaban muy alteradas. Pedro Cañas, entonces tuvo que tranquilizarlas 
dándoles un poco de agua de azahar. Pese a todo, debido a que Luisa iba a ser operada días más tarde del 
corazón, su tía se quedó dos meses más en la casa. Cuando la presunta asesina regresó, recogió sus cosas y se 
marchó como alma que se lleva el diablo. 


¿Qué ocurrió con sus suegros? ¿Muerte natural o parricidio? La justicia no llegó a averiguarlo. Lo que sí se 
supo con más o menos exactitud es lo que ocurrió el 31 de mayo de 1997, la aciaga jornada en que Pedro 
Cañas fue encontrado por su primo en la cochera de la casa, inconsciente, ardiendo dentro de su propio 
automóvil. 


Ese día, según la reconstrucción de los hechos efectuada por la Policía, María Luisa Valero Millán administró 
un potente barbitúrico a su marido con el café. A continuación, mientras se encontraba inconsciente, lo apartó 
hacia el coche, lo metió en su interior y le roció los pies y la ingle con gasolina. Luego impregnó el automóvil 
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con el mismo líquido, le prendió fuego y abandonó la casa por una puerta trasera. La inoportuna presencia 
de su primo, sin embargo, impidió que su plan para cobrar el seguro se llevara a cabo. María Luisa Valero, a 
quienes los psiquiatras definen como «una esquizofrénica paranoide», no cejó en sus planes. 


Durante varios días, con la excusa de visitar a su marido, con el que pasaba varias horas en solitario, 
le inyectó en el suero glucosado todo tipo de sustancias tóxicas de consumo casero (matarratas, alcohol 
metílico, amoníaco, lejía, todo mezclado con fuertes dosis de medicamentos, entre ellos Sintrom, amitriptilina, 
metamizol, nordiazepan, para acabar de rematarle. 


«Las concentraciones detectadas de metanol, metamizol, amitriptilina, acetano, nordiazepan e isopropanol 
tienen un potencial de toxicidad elevado y, en las concentraciones que se le encontró en sangre, se encuentran 
dentro del rango tóxico-letal y fueron las causantes de la depresión respiratoria que sufrió el enfermo», que 
estuvo a punto de llevarle a la tumba, afirmó el médico forense de Getafe. 


La «causante del mal» «tiene plena conciencia de los actos que realiza, y capacidad de dirigir la actuación 
conforme a dicho entendimiento», certificaron los psiquiatras del centro penitenciario de Carabanchel. 


La detención de María Luisa Valero, a la que la imaginación popular atribuía no sólo el intento de asesinato 
de su marido sino la muerte de sus suegros, causó una profunda alarma social en Carrión de Calatrava. Los 
meses siguientes, muchas de las mujeres que habían tomado café en su casa, se hicieron análisis de sangre y de 
orina. El «síndrome de un envenenamiento masivo» mantuvo el corazón en un puño durante varias semanas 
al pueblo entero. 


¿El comportamiento de la mujer dentro del matrimonio es como el del «ángel de la guarda»? ¿Es el hombre 
el demonio, el agresor perpetuo, como se le denomina en la Ley Orgánica de Medidas de Protección contra 
la Violencia de Género? Veamos otro caso bastante similar. 


Los psiquiatras definen su problema como el síndrome de la mujer que necesita sentirse imprescindible, 
indispensable en la vida de su marido y de sus hijos para sentirse realizada. Precisa, además, experimentar 
ese sentimiento permanentemente para que su vida tenga algún sentido. Si no ocurre de esa manera, está 
dispuesta a provocar enfermedades entre sus seres más queridos para despertar su cariño, su compasión y 
encontrarse útil a los demás. 


Otros médicos, en cambio, encajan su comportamiento en el síndrome de Miinchhausen]!] un trastorno de 
la personalidad que hace fingir o provocar enfermedades extrañas y complicadas en ella o en sus parientes 
más cercanos para recibir tratamiento médico en hospitales y clínicas. Su obsesión por confundir a médicos y 
enfermeras es tan persistente que llega a cambiar fármacos para volverles locos o a administrar venenos por 
su cuenta a sus parientes[?] 


Sea como fuere, lo cierto es que todo había empezado en 1972. Pedro Eusebio y José Antonio, dos de los hijos 
del matrimonio formado por Pedro Pérez Avilés e Isabel Padilla Márquez, fueron ingresados en el hospital 
La Fe de Valencia aquejados de una bronconeumonía. 


Un año más tarde, en 1973, Pedro Eusebio volvió a ser ingresado otras veintidós veces en los hospitales La Fe 
y Santa María del Rosell. Los médicos eran incapaces de diagnosticar su enfermedad. Unas veces establecían 
que padecía una encefalitis viral, obras un tumor e incluso un problema de esclerosis, enfermedad no habitual 
en un niño de seis años. 


Tras peregrinar de hospital en hospital, los médicos le detectaron el síndrome de Cushing, una enfermedad 
causada por la hiperfunción de las glándulas adrenales, poco frecuente en menores, salvo que sus padres le 
hayan administrado grandes dosis de corticoides sin control médico. El niño abandonó el hospital en una silla 


1El síndrome de Miinchhausen es el trastorno psicopatológico definido como un deseo irrefrenable de recibir asistencia médica. 
El término que designa esta patología fue acuñado por Asher, tomando el nombre de Karl Friedrich Hieronymus, barón de 
Minchhausen. El caso más famoso de la historia médica lo protagonizó el inglés William Mcllroy (1906-1983), quien consiguió 
ser intervenido quirúrgicamente cuatrocientas veces. Estuvo internado en cien hospitales distintos bajo veintidós nombres falsos. 

2La epidemia fue de tal calibre en el Reino Unido hace unos años entre las madres que se ofrecían a cuidar a sus propios 
hijos en los hospitales y luego les administraban medicamentos prohibidos para matarlos -echándoles la culpa a los médicos-, 
que muchos centros clínicos tuvieron que instalar cámaras de televisión en las habitaciones. 


96 CAPÍTULO 6. ASESINAS DE HOMBRES 


de ruedas, con escasas posibilidades de volver a andar. Isabel Padilla Márquez se encargó personalmente de 
su rehabilitación y logró que volviese a caminar sin muletas. 


Al poco tiempo, Pedro Eusebio volvió a ingresar en el hospital La Fe de Valencia. Esta vez, con una crisis 
hipoglucémica que no remitía de manera alguna y llevó a los médicos a extirparle el páncreas, el órgano 
productor de la insulina que necesita el cuerpo. 


En 1980, durante el tiempo que el paciente estuvo hospitalizado, los médicos detectaron una anormalidad. 
Durante el día, el menor se comportaba como un diabético -enfermedad habitual en quienes carecen de 
páncreas-, con lo cual hubo que administrarle insulina. Por las noches, después de que su madre había pasado 
toda la tarde a su cuidado, el niño experimentaba una crisis hipoglucémica que remitía a la mañana siguiente. 


¿Qué estaba ocurriendo? Los médicos no hallaban explicación a la enfermedad de Pedro Eusebio. «Salvo que 
alguien le esté administrando errónea o clandestinamente algún medicamento que deprima la glucemia en 
sangre, no hay otra razón que explique el comportamiento cíclico en la enfermedad del menor», pensaban los 
médicos. 


El 11 de marzo de 1982, el menor fue ingresado con una coma insulínico e internado en la Unidad de Cuidados 
Intensivos Pediátricos, de donde salió, sin haber superado el coma que se consideraba ya irreversible, para 
morir en su casa de La Unión, Murcia. 


Pedro Eusebio Pérez Padilla era el segundo miembro de la familia que fallecía por hipoglucemia. Antes había 
perdido la vida su hermana Susana, con los mismos síntomas y tras un proceso hospitalario similar. Isabel 
Padilla, la madre redentora, salvadora de sus hijos, a los que llevaba al borde la muerte para luego curarlos, 
no había concluido su macabro periplo. 


La Audiencia Provincial de Murcia tomó cartas en el asunto en 1994, pero ya era demasiado tarde para salvar 
la vida de los menores. 


«Al fallecer Pedro Eusebio [Isabel Padilla, la madre] comenzó a suministrar por su cuenta antidiabéticos a 
su otro hijo varón, José Antonio. Fue ingresado el 7 de marzo de 1982 en el hospital La Fe de Valencia. Los 
médicos no encontraron nada anormal en el menor pero le dejaron ingresado en observación. La madre, que 
le acompañaba, le provocó nuevos cuadros hipoglucémicos, que le causaron varios comas diabéticos de los que 
se recuperaba y en los que volvía a recaer tras salir de la Unidad de Cuidados Intensivos y entrar en contacto 
con su madre», se afirma en un informe judicial. 


Aunque desde 1976 fueron atendidos en dos hospitales distintos, los cuadros clínicos de los dos hermanos, 
Pedro Eusebio y José Antonio, se parecían el uno al otro como una gota de agua crisis neurológicas por en- 
venenamiento, por el uso de sustancias tóxicas medicamentosas. “Los mareos, los exantemas morbiliformes'| 
las recaídas, siempre han coincidido con la estancia de la madre en el centro», revela otro informe. 


El mismo cuadro clínico presentó meses más tarde el cabeza de familia Pedro Pérez Avilés. Primero lo trataron 
en el hospital Santa María del Rosell, en Cartagena, y desde allí le trasladaron al 12 de Octubre de Madrid. 


Pérez Avilés sufría el mismo proceso hospitalario que su hijo. Tras sufrir una hipoglucemia recurrente, le 
extirparon el páncreas y la enfermedad, que debía remitir, reapareció como un misterioso Guadiana. Á partir 
de entonces y hasta su muerte, durante cuatro años sufrió el mismo proceso degenerativo que su hijo. Estancias 
en su casa al cuidado de su mujer, ingresos en los hospitales con un fuerte coma hipoglucémico y vuelta a 
su vivienda en La Unión. «Durante ese largo período, su mujer disfrutaba estando a su lado, sintiéndose 
útil, imprescindible. Cuando el paciente se sobreponía a su crisis y la mujer dejaba de ser necesaria venía un 
nuevo agravamiento de su dolencia y un reingreso en el hospital. » 


Pedro Pérez Avilés falleció el 18 de junio de 1990 sin saber, quizás, que le había matado el excesivo cariño de 
su mujer. Las causas de la muerte habían sido, según aparece en el parte médico, «parada cardiorrespiratoria, 
coma hipoglucémico y bronconeumonía bilateral». Lo curioso de su muerte es que el día anterior se encontraba 
bien tras recuperarse de otro coma hipoglucémico. 


3 Enfermedad de tipo viral. 
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El 30 de mayo de 1991 ingresaron a su hija Francisca para ser operada de un quiste ovárico. Los médicos 
aprovecharon la intervención para extirparle el apéndice. La operación, de las que diariamente se hacen 
centenares en los hospitales españoles, se llevó a cabo sin complicaciones. Los problemas surgieron durante 
el postoperatorio, en el momento en que la hija empezó a experimentar los mismos síntomas del padre y del 
resto de los hermanos ingresados: crisis hipoglucémicas. 


En esta ocasión, los médicos estaban prevenidos y encontraron un envase de Daonil en el bolso de Isabel 
Padilla. Inmediatamente, le hicieron una toma de sangre a su hija y la remitieron al Instituto Nacional de 
Toxicología de Madrid. 


-Queremos que busquéis restos de glibenclamida. 


El resultado del análisis dio positivo. En la sangre de Francisca Pérez Padilla había dosis de glibenclamida 
lo suficientemente fuertes como para provocarle un fuerte coma hipoglucémico que, de no haberse detectado 
en un hospital, le habría mandado al otro barrio. 


En el hospital Santa María del Rosell de Cartagena estaban de parabienes. La glubenclamida es el principio 
activo del Daonil. La envenenadora de su marido y de sus cuatro hijos -a tres de los cuales ha asesinado- 
era Isabel Padilla, una mujer de aspecto humilde, que no había hecho más que estudios primarios, versada 
en algunas enfermedades médicas a altos niveles. «Es cierto que antes de venir al médico le di a mi hija 
Francisca cuatro pastillas de Daonil con un vaso de leche. Como no se las quería tomar, le dije que la noche 
anterior se las había dejado la enfermera. Luego, como vi que empeoraba por la hipoglucemia producida, le 
di un sobre de azúcar para salvarle la vida», reconoció ante los policías que actuaban al servicio del Juzgado 
de Instrucción número 3 de Cartagena. 


La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Murcia la sentó en el banquillo y la juzgó en enero de 
1995. De allí salió con una condena de 89 años de cárcel por tres parricidios consumados y dos frustrados. La 
Sala Segunda del Tribunal Supremo confirmó la sentencia aunque, al aplicar una eximente incompleta por 
enfermedad mental, redujo la pena a 48 años|!] 


La primera noticia sobre la existencia de una mujer que se dedicaba a asesinar ancianas en Madrid apareció 
en El País el 16 de julio de 2003. «Prioridad número uno. Así han calificado fuentes policiales la busca y 
captura de una mujer de unos cuarenta años que se dedica en los últimos meses a robar ancianas que viven 
solas. La ladrona se hace pasar por vendedora de joyas y ropa a domicilio. Con esa excusa consigue que las 
víctimas le abran la puerta. A partir de ahí comienza su calvario. La criminal las amordaza, las ata de pies 
y manos y después la emprende a golpes para que digan donde guardan los objetos de valor que se lleva en 
una gran bolsa con la que viaja en bandolera. La Policía ha pedido la máxima colaboración ciudadana para 
arrestar cuanto antes a esta delincuente. Solicita que las personas, especialmente las mujeres mayores, que 
vean a alguna mujer de estas características en su inmueble no le abran la puerta y llamen rápidamente al 


091.» 


Todo había empezado oficialmente el 20 de mayo en el distrito de Ventas. Una mujer había llamado al 
telefonillo de la casa de una anciana. Cuando la tuvo al aparato le dijo: 


-Me dedico a vender ropas y joyas y llevo algunas cosas muy baratas. ¿Quiere que le enseñe el muestrario? 
-No, ya estoy muy vieja para comprarme nada —contestó la vecina-. Muchas gracias. 


-Espere, señora —dijo, ansiosa, la mujer-. Me mandan de Cáritas. Dicen que usted es una señora muy caritativa. 
Tengo siete hijos que alimentar, un marido en paro. Pensaba que podía ayudarme. 


La víctima se conmovió. Tras un instante de titubeo, le dijo que subiera y, confiada, le abrió la puerta metálica 
de la calle. Lo que les esperaba no era el Estrangulador de Boston. Pero se le parecía. 


En cuanto abrió la puerta de la vivienda, la «vendedora» soltó el bolso en el suelo y de un empujón la mandó 
al otro lado de la casa. Luego entró en la casa, echó la cadena, puso la televisión en alto, la tumbó sobre la 
cama, le ató los pues y las manos con cinta adhesiva de embalar paquetes y empezó a golpearla sin piedad. 


¿Sala Segunda del Tribunal Supremo. Sentencia 361/1996. 
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-Venga, zorra —gritó-. Ahora dame todo el dinero, las joyas, la cubertería de plata, y todo aquello de valor 
que tengas en la casa. Á ti no te va a servir de mucho. 


Su «víctima» fue diciéndole dónde guardaba cada objeto de valor. La asaltante miraba los objetos. Si le 
gustaba alguno, se lo llevaba, y si no, lo tiraba al suelo lo pateaba hasta romperlo. Cuando había tres o 
cuatro cosas seguidas que no le gustaban o que pesaban mucho para llevárselas, volvía a emprenderla a 
golpes con la anciana. 


-Puta, ahora dime dónde tienes el dinero. 


Tras acabar su trabajo, recogió su bolsa del suelo con el «botín» y se largó. «Que te mueras, zorra», le gritó 
desde la puerta antes de bajar las escaleras e incorporarse al torrente circulatorio como una ciudadana más, 
libre de toda sospecha. 


A partir de entonces, la asaltante de pisos había actuado otra media docena de veces: el 6 de junio, en el 
distrito de Carabanchel; el 7, en Tetuán y Usera; el 10 en la plaza de Bami, del distrito de Ciudad Lineal[?] 


Hasta entonces, la Policía pensaba que se trataba de robos aislados, cometidos por distintas mujeres, proba- 
blemente de los países del Este o sudamericanas -antiguas sirvientas, amigas de sus sirvientas- que pretendían 
vengarse de sus «señoras» desvalijándole la casa y dándole una buena tunda de palos. 


Sin embargo, cuando los agentes de la Brigada de Policía Judicial de Madrid se enfrentaron al sexto caso y 
echaron mano de los ordenadores, descubrieron que aquellos robos con extrema violencia eran cometidos por 
una misma persona. La descripción que hacían las víctimas coincidía. 


Se trataba de una mujer, probablemente de raza gitana, corpulenta, fuerte, de un metro sesenta de estatura, 
con ojos grandes y labios gruesos, con el pelo negro y liso que se ataba a la espalda con una coleta. A veces, 
pero no siempre, solía usar maquillaje y vestía pantalón negro de lycra. Tendría entre cuarenta y cuarenta y 
cinco años. 


Otros rasgos que la definían eran que no llevaba cadenas ni pendientes, que fumaba cigarrillos Fortuna cuyas 
colillas apagaba en el cuerpo de las víctimas, portaba siempre un bolso negro y grande en bandolera, donde 
guardaba el producto de sus robos y se maquillaba debajo de los ojos. 


Sus víctimas también tenía el mismo perfil: ancianas que vivía solas o pasaban solas el fin de semana, en 
edificios antiguos, sin portero, muchas de ellas con más de ochenta años a sus espaldas. La forma de abordarlas 
era siempre la misma: una vez que llegaba al edificio, a través del telefonillo les decía que vendía cosas para 
Cáritas, la Cruz Roja o para cualquier otra organización benéfica. 


Al comparar las huellas dactilares encontradas en los pisos que atracaba con otros hallados donde se habían 
encontrado ancianas muertas, con síntomas de haber sido golpeadas, se hizo un descubrimiento. En su haber 
tenía, por lo menos, una muerte. 


El 18 de abril de 2003, el jefe de la Brigada de Homicidios de Madrid recibió una llamada en su central. 


-En el número 71, 6 B, de la calle Ayala, se acaba de encontrar el cadáver de una mujer asesinada. Manda 
un grupo, enseguida. 


Aunque era Semana Santa y había poca gente de servicio, un grupo de agentes se desplazó al barrio de 
Salamanca de Madrid. Allí se encontraron con el cadáver de María Iribarren Gallues, una anciana de noventa 
y siete años que apenas salía de casa y vivía sola. 


Momentos antes, su hijo había encontrado su cuerpo sin vida, alertado por los vecinos, quienes habían 
escuchado gritos de auxilio. Los agentes fotografiaron el cadáver de la anciana, tumbada boca arriba en el 
suelo del dormitorio principal. Tenía las manos atadas a la espalda con trozos de cortina y la boca llena de 
trapos, lo que probablemente le había provocado la asfixia. 


El cuerpo presentaba varios moratones, producto de golpes y pellizcos propinados por una persona de fuerte 
contextura. Le había arrancado su alianza de matrimonio del dedo. En la casa también faltaban varios objetos 


5 Antes, el 17 de mayo, había ocurrido otro robo similar en la calle Fondón, pero pasó desapercibido a los agentes. 
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de valor. En una de las ventanas se hallaron tres huellas dactilares que no eran de la muerta ni de los miembros 
de la familia. En el suelo, había dos colillas de cigarrillos Fortuna. 


A partir de entonces el caso cobró una nueva dimensión. Ya no se trataba de robos sino de algo peor: 
homicidios. El caso de la «mataviejas» daría un giro espectacular y mucho trabajo a la Policía. 


El viernes 11 de julio, una vecina del barrio de Villaverde llamó a la Policía. Con voz quejumbrosa, de quien 
no quiere molestar, explicó la situación. 


-Mi vecina Luisa lleva dos días sin salir de casa y la luz está encendida día y noche. Como es una mujer que 
sufre profundas depresiones desde hace siete años, cuando murió su madre, les llamo para informarles. Temo 
que le haya pasado algo. 


La Policía Municipal llegó a la calle Moncada 102. Tras echar la puerta abajo se encontraron con el cuerpo 
sin vida de Luisa Trueba Chala, de sesenta y cuatro años. La autora del crimen la había atado de pies y 
manos y la había amordazado. Luego se había llevado los objetos de valor y había desaparecido. 


El modus operandi indicaba que se trataba de la «mataviejas». En apenas tres meses había asaltado a 
dieciocho ancianas, había asesinado a dos de ellas y había dejado medio muertas a otras cinco. Al resto las 
había dejado con graves lesiones en todo el cuerpo y las pesadillas y el horror horadando el cerebro para el 
resto de los días. 


El 16 de julio, el mismo día en que, a través de El País y Telemadrid, pidieron la colaboración ciudadana, 
una patrulla la detuvo en la calle Lillo de Usera, mientras «vendía piezas de oro». La asesina se llamaba 
Encarnación Jiménez Moreno y había nacido en Sevilla en 1965. Estaba casada con un albañil, Manuel 
Carmona, y tenía cinco hijos. 


Remedios Sánchez Sánchez, gallega, cuarenta y nueve años, hacía unas tortillas de muere en el bar Cebreiro, 
situado en el número 194 de la calle Balmes de Barcelona, frente a la comisaría de Policía. Los agentes de la 
Brigada de Extranjeros de la Ciudad Condal eran sus principales clientes, quienes no dejaban de alabar su 
maestría como cocinera. 


El 8 de junio de 2006, Remedios Sánchez se despidió del dueño del restaurante, Manuel Méndez, y de su 
mujer, María Falcato. Natural de San Cristovo de Dormeá, una localidad de La Coruña con apenas doscientos 
vecinos, divorciada y con dos hijos que vivían con el padre, solía pasar la tarde en el restaurante haciendo 
horas de más. Esa tarde, sin embargo, tenía cosas que hacer. 


-He quedado a cenar con unas amigas -le dijo al matrimonio Méndez. 
-Entonces esta noche no vas al bingo. 
-No, hoy toca cena. 


Sobre las nueve de la noche se encontró en la zona del Ensanche con Pepita Cervantes, de ochenta y tres años 
y con Dolores Cegarra, de ochenta y cuatro. Ambas eran viudas y vivían solas como ella. Unos días antes se 
habían hecho amigas. R 


Remedios había decidido matar primero a Dolores, pero durante la cena, tras tomarse un plato de callos 
con garbanzos y observar la contextura física de las dos mujeres y las alhajas que llevaban encima pensó lo 
contrario: «Mataré antes a Pepita. Será mi primera víctima», se dijo. 


Dos días después llamó a su puerta de la calle Via Júlia. La anciana le abrazó alborozada. Cuando se dio 
cuenta de que las intenciones de Remedios no eran nada tranquilizadoras, Pepita debió convertirse en una 
tigresa y ofrecer una feroz resistencia. Pese a la diferencia de edad, la cocinera, de escasa estatura pero fuerte 
como una mula, se tuvo que emplear a fondo. 


Primero le rompió el tapete de un sillón en la cabeza, luego la golpeó salvajemente en todo el cuerpo. Su 
cadáver no apareció en un baño de sangre, como suele decirse en las crónicas de sucesos. Su sangre estaba 
esparcida por toda la casa, en las paredes, las cortinas los sillones, el resto de los muebles. 
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Cuando los Mossos d'Esquadra se presentaron en el piso, no pensaron que la asesina era una mujer. Aquella 
dantesca escena parecía más bien obra de un maníaco, de un demente, o de un despiadado, como los personajes 
de A sangre fría, la genial novel de Truman Capote llevaba al cine[*]Dos días más tarde, el suceso se comentó 
entre los policías en el bar Cebreiro. 


-¿Qué opinas tú del caso, Reme? —le preguntaron. 
-¡Por lo que me estáis contando, un horror! A ver si los Mossos d'Esquadra atrapan pronto al asesino. 


Y siguió con sus pucheros y sus guisos, con un ligero toque gallego, como le gustaban al dueño, como si la 
cosa no fuera con ella. 


Eloísa López, ochenta y cuatro años, era otra viuda solitaria que mataba el tiempo en los parques, dando de 
comer a los pájaros. Remedios López la había conocido dos semanas antes y la había acompañado hasta la 
calle Enric Granados «para que no tenga que llevar usted sola las bolsas de la compra». 


El 27 de junio fue a hacerle una corta visita. En un descuido, mientras tomaban café y charlaban, le robó la 
cartera y algunas alhajas que encontró a su paso y que después se llevó a su ático en la calle Sant Andreu. 
Una hora más tarde se despidieron y fue entonces, al llegar a su casa, cuando Remedios Sánchez sintió miedo 
de que la delatara por haberla dejado con vida. Al cabo de dos días volvió sobre sus pasos y llamó a la puerta. 


-Hola, soy Reme -dijo-. Vengo a traerte un trozo de pastel que me han mandado desde La Coruña. Sé que te 
gustan mucho —agregó para que le franqueara la puerta. 


Nada más entrar, la lanzó contra una pared y le cubrió la cara con una almohada. Eloísa López trató de 
defenderse y la arañó en los brazos. Pero casi inmediatamente se le cortó la respiración y sus brazos cayeron, 
inertes, a los costados del cuerpo. Remedios Sánchez apretó aún otro rato más. 


La mujer fue hallada muerta en el suelo, sin signos aparentes de violencia. El forense dictaminó que el 
fallecimiento se había producido por un paro cardíaco. Le enterraron como si se tratara de una de las 
múltiples ancianas que fallecen todos los años en solitario, abandonada por sus familiares. 


Adelaida Geranzani, noventa y cinco años, vivía en el número 233 de la calle Villarroel, a un tiro de piedra 
de la plaza Francesc Maciá y del hospital Clínico y Provincial y de la avenida Diagonal, la arteria central 
que parte Barcelona en dos. La cocinera de la calle Balmes la estranguló con una toalla el 30 de junio. Tras 
cometer su crimen, se limitó a coger su monedero, cerrar la puerta y marcharse. 


Ese día, al coger el metro, su cara quedó recogida por una cámara de televisión y llegó a la comisaría de la 
Travessera de les Corts, de donde se sacaron unas fotografías de mala calidad que se repartieron a los agentes 
encargados de su búsqueda. 


Fue un acto inútil. Una hora más tarde estaba preparando las tortillas para el día siguiente y bromeando 
con los pocos miembros de la Policía Nacional que quedaban en activo en la Ciudad Condal desde que meses 
antes los Mossos d'Esquadra asumieran la mayoría de las funciones policiales. 


María Sahun, de setenta y seis años, solía ir a rezar sola a la parroquia Mare de Déu, en la calle del Bon 
Pastor, que arranca de la confluencia de la Diagonal y la calle Muntaner, donde vivía la anciana. Allí, entre 
rezos del Avemaría y misas en catalán, la conoció Remedios López. En pocos días se hizo amiga suya y 
comenzó a acompañarla a la compra y, de vez en cuando, a pasear. 


De esta manera supo que era una señora de posibles, que vivía sola o pasaba mucho tiempo en solitario, como 
sus anteriores víctimas. Era, por lo tanto, una presa fácil para sus planes de hurto de los objetos valiosos 


64 sangre fría (In Cold Blood) narra el asesinato de una familia normal y corriente a manos de dos ex presidiarios: Dick 
Hickock y Perry Smith. Al comienzo, el equipo de investigación ocupado en el caso no se explica el asesinato, puesto que se 
trataba de la familia Clutter, la más agradable e inocente de todo el pueblo de Holcomb. El motivo del asesinato tampoco podía 
ser el dinero, ya que el señor Clutter nunca usaba dinero en efectivo. La película descubrió las opuestas personalidades de los 
asesinos. Dick, calculador y despiadado, utiliza a Perry, que no es más que un trastornado mental que acaba involucrado en el 
crimen, dejándose llevar por su amigo. Además, es una profunda reflexión acerca de la pena de muerte, su inutilidad, su crueldad. 
La película, estrenada en 1967, contó con la actuación de Robert Blake, Scott Wilson, John Forsythe, Paul Stewart, Gerald $. 
O'"Loughlin, Jeff Corey, John Gallauder, James Havin, Charles McGraw, James Lantz, Will Geer, John McLiam. Obtuvo dos 
Oscar: uno al mejor director y otro al mejor guión adaptado. 
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que después pretendía empeñar para satisfacer sus necesidades de dinero en efectivo para gastarse todas las 
noches en los bingos de Barcelona. Un pariente de la víctima, perteneciente a los Mossos d'Esquadra, por 
aquellas fechas le había advertido lo siguiente: 


-Ten cuidado, que hay un asesino suelto por Barcelona. Ataca a las mujeres que viven solas. 
-A mí, a mi edad, qué me van a hacer. 


El 2 de julio de 2003, Remedios se presentó en su casa, le puso un trapo en el cuello y tiró fuertemente de él 
hasta asfixiarla en menos de cinco minutos. Ese día, mientras estaba asesinando a su cuarta víctima, alguien 
llamó al teléfono. Sonó varias veces. Remedios López se asustó y se marchó sin robar nada. 


Sin embargo, lo que nunca se supo fue que entre el 10 de junio y el 2 de julio, había atacado, con sus varoniles 
manos y su fortaleza de una mula, a otras cinco ancianas, a las que había dado por muertas y a las que, 
gracias a los servicios sanitarios de la Ciudad Condas, pudieron salvarles la vida. Nueve asesinatos, cinco de 
ellos frustrados, en apenas veintidós días: es decir, una víctima cada cuarenta y ocho horas. 


Una situación para volver loco a cualquier jefe de Policía y al alcalde de la ciudad más belicosa del mundo. 
Y eso es lo que había ocurrido, aunque no trascendió a la opinión pública para no causar alarmismos ni 
desconfianzas en la Policía autonómica, que aún no había quitado las fundas de plástico de las sillas y mesas 
en muchas de sus instalaciones. 


En la comisaría de la Travessera de les Corts, los Mossos d'Esquadra vivían una pesadilla interminable en 
aquellas jornadas. Desde que apareció el cadáver de Pepita Cervantes, una mujer de aspecto grueso, pequeña, 
que solía vestir de negro tenía en jaque a la Policía de Barcelona. Toda el área regional de investigación de los 
Mossos d'Esquadra de la ciudad estaban volcados en la captura de la asesina en seria más violenta y activa 
de la historia de la criminalidad de la Ciudad Condal. 


Eran más de doscientas personas los que cada mañana peinaban las bocas de metro y las líneas de autobuses 
en busca de la asesina. Pero ésta, que actuaba en un radio de un kilómetro, en pleno centro de la ciudad, a 
plena luz del día, parecía más lista y escurridiza que todos ellos juntos. 


Tenían su foto, sus huellas dactilares, su descripción física facilitada por medio centenar de testigos. Durante 
tres semanas se había estado paseando delante de ellos por la zona del Ensanche sin que pudieran echarle el 
guante. 


El lunes 3 de julio, a las once de la noche, cometió su última fechoría. Fue hasta el número 85 de la calle 
Comte d'Urgell y llamó a la propietaria de uno de los pisos. 


-Montse, he perdido mi bolso con el móvil y las tarjetas de crédito -le dijo-. Sé que es muy tarde. ¿Pero me 
dejarías entrar y usar el teléfono para llamar a la Policía? 


Montserrat Figueres, de ochenta y cinco años, le abrió la puerta, confiada. Remedios Sánchez comprobó que 
la anciana estaba sola, que esa noche ninguno de sus familiares dormiría en la casa y se dispuso a actuar. Le 
dio un fuerte golpe en la cabeza, la estranguló con una prenda de vestir y le robó su dinero y sus tarjetas de 
crédito. 


Tras darla por muerta, abandonó tranquilamente la casa y se fue a jugar al bingo. A la octava partida se 
quedó sin dinero en metálico para seguir comprando cartones. ¿Qué podía hacer? Rebuscó en su bolso y, de 
pronto, apareció una de las tarjetas de Figueres. Remedios Sánchez sabía que no podía usarla, pues tarde o 
temprano sería una pista para la Policía. Pero su obsesión enfermiza por el juego pudo más que el sentido 
común. 

«Lo más probable es que el cadáver no lo encuentre hasta mañana por la mañana. Tras rastrear sus cuentas 


pensarán que a Montserrat la han matado después de pasar la tarde en el bingo», pensó, decidida a jugárselo 
todo a una carta. 


Sin embargo, erró en sus planes. Su última víctima, a la que había tratado de estrangular, tenía un cuello 
muy fibroso y duro. Como otras cinco de las víctimas de la «estranguladora del Ensanche», había salvado 
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la vida al desvanecerse y porque su asesina pensó que había muerto. Tras llamar a los Mossos d'Esquadra 
y denunciar los hechos, los números de sus tarjetas de crédito habían sido introducidos en el ordenador 
de la Policía. Cualquier movimiento bancario que se hiciera con ellas sería detectado inmediatamente por 
los agentes. Pasada las doce de la noche, saltó la alarma en un bingo de la ciudad. Los policías rodearon 
el establecimiento y no dejaron salir a ninguna de las señoras que a aquellas horas mataban su soledad 
gastándose sus ahorros en el juego más tonto que puede existir. 


Remedios Sánchez se encontraba entre las retenidas. Nada más ver su DNI y comparar su foto con la que 
tenían en sus archivos, los agentes se dieron cuenta de que era la misma persona. En el suelo, junto a ella, 
encontraron la cartera de Montserrat Figueres, de la que aún no se había desecho, y sus tarjetas de crédito. 


-¡Queda usted detenida! —le dijeron. 


La mujer ni se inmutó. Permaneció en la comisaría de la Travessera de les Corts, compareció ante el juez 
Jaime Conejo, titular del Juzgado de Instrucción número 16 de Barcelona y acabó en el módulo psiquiátrico 
de la cárcel de Can Brians, en Sant Esteve Sesrovires, en el Bajo Llobregat, bajo el cuidado de la Orden de 
San Juan de Dios. 


No parecía arrepentida de sus actos. Lo único que echaba de menos era no poder ir al bingo todas las noches. 
Tras la separación de su marido, el hecho de que le quitaran a sus dos hijos, a los que sólo veía en Navidad, 
la vida no tenía otros alicientes para ella. Tal vez por eso, tras asesinar a la primera anciana, le cogió el gusto 
al hábito de matar. No habría parado en mucho tiempo de no haber cometido aquel tremendo error de pagar 
con una tarjeta de crédito que no era suyal”] 


El 28 de junio de 1981 ocurrió uno de los crímenes más horripilantes de la historia negra de España: Marisol 
Vila Soldevilla, de catorce años, cogió una pistola Star del 99 corto, fabricada en 1922, y asesinó a su padre, el 
constructor Juan Vila Carbonell, de cuarenta y siete años, vecino de Montmeló, en la provincia de Barcelona, 
de un tiro en la nuca. 


El horrible parricidio, realizado por una menor de edad, se produjo con la connivencia de toda la familia en 
la casa veraniega que el empresario tenía en la finca Mas Villa, en Fraga, Huesca, en el momento en que la 
víctima se encontraba durmiendo la siesta. 


La vista oral demostró que la inductora del crimen había sido la propia esposa del empresario, Neus Soldevilla, 
la «Dulce Neus», quien durante años había predispuesto, intelectual y anímicamente, a sus seis hijos -María 
Nieves (18 años), los gemelos Juan y Luis (17), Marisol (14), María Dolores (11) y Ana María (9)- contra su 
progenitor, al que le achacaban un carácter duro, agrio e intransigente. 


Durante años, la madre y los hijos habían formado un «clan familiar» contra el cabeza de familia, al que 
intentaron asesinar de varias formas: envenenamiento, accidente de coche, golpes o mediante un tiro en la 
cabeza. «Si no lo hacéis por mi tendré que suicidarme», llegó a decir la «Dulce Neus» a sus hijos para 
inducirles, según el relato del fiscal, a cometer el asesinato de su padre. 


El 18 de junio de 1981, como había ocurrido otras veces, los hijos le dieron vueltas al asunto. Dado que la 
madre no quería hacerlo, se preguntaron quién efectuaría el disparo. «Se acabó decidiendo Marisol, de catorce 
años, que nunca antes había disparado un arma. Por eso sus hermanos varones la llevaron con el coche a 
un lugar próximo, en el que le enseñaron a manejarla. Dado que la pistola se levantaba con el retroceso, 
aconsejaron a Marisol que la cogiera fuertemente con las dos manos. De vuelta a la casa, la criada -al tanto 
del asunto- sacó a las dos niñas menores, para que no presenciaran lo que iba a pasar, y el resto de la familia 
se dirigió a la alcoba, donde dormía profundamente Juan Vila. Allí, Marisol, en presencia de los demás, 
disparó a quemarropa y en la nuca a su padre», escribe el periodista Francisco Pérez Abellán. 


Defendida por el abogado y delincuente Emilio Rodríguez Menéndezl*] Neus Soldevilla fue condenada a 28 
años de cárcel pero, al poco tiempo, gracias a los «buenos oficios sexuales» del «letrado» Rodríguez y a la 


7 Asesinos despiadados y fríos como los narrados en este capítulo no son frecuentes entre hombres, salvo los casos de José 
Antonio Rodríguez Vega, el Terror de las Ancianas de Santander, de finales de 1980 sin que se averiguara nunca el número de 
mujeres que había asesinado. 

8 Años más tarde, en 1999, Rodríguez Menéndez fue asimismo tiroteado desde una moto por un grupo de esbirros contratados 
por su mujer, Laura Fernández. Herido de gravedad, salvó la vida de milagro. Hoy está en la cárcel. 
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«falta de cariño» de una de las directoras o subdirectoras de la prisión, comenzó a recibir un trato privilegiado. 
Inexplicablemente, comenzó a disfrutar de permisos carcelarios los fines de semana para reunirse con sus hijos 
y, en uno de ellos, se escapó de España vía Portugal con un pasaporte ilegal facilitado por la propia Policía 
al letrado Rodríguez. 


Conscientes del delito de fuga que se tramaba, alrededor de veinte periodistas acompañaron a la «Dulce Neus» 
hasta Lisboa, desde donde huyó en un avión hacia Brasil, y relataron, con pelos y señales, la escapatoria, sin 
que a ninguno de ellos se les pasara por la cabeza que estaban presenciando o incitando a la comisión de un 
delito[?] 


El «caso de la Dulce Neus» se conoce en psiquiatría como «síndrome de alienación parental». Consiste, en 
líneas generales, en el dominio que ejerce uno de los progenitores sobre sus hijos, predisponiéndolos, mediante 
un lavado de cerebro permanente y selectivo, en contra del otro. No sólo llegan a odiarle y a despreciarle, 
sino que, en algunos casos, provocan su muerte como forma de «liberación del colectivo familiar» del padre o 
de la madre. Juan Vila Carbonell, por muy autoritario que hubiera sido como padre, no se merecía morir a 
manos de sus propios hijos. El pozo de tristeza y amargura que dejan actuaciones como ésta en la sociedad 
nunca se borran entre sus amigos y vecinos. 


La «crónica negra» de la sociedad española está lleno de casos similares de mujeres sin piedad que asesinan 
a sus maridos, como la llamada «parricida de Ondara», la «parricida de Cornella», la «asesina de Cádiz» y 
otros muchos casos de mujeres que no duda en «divorciarse de su marido» a golpe de cuchillo o de hacha. 


Lo más grave de este asunto es que muchas de ellas, tras montarse una historia de malos tratos, real o ficticia, 
pero en todo caso siempre exagerada -a los Tribunales es va a exagerar siempre por las dos partes- suelen 
salir en libertad, como se verá en otro de los capítulos. 


Veamos cómo se fabrica un caso mujer-víctima-persona resignada-sometida-callada-trabajadora y hombre- 
borracho-depravado-chulo-vago-verdugo que tanto agrada al feminismo redentor. El texto que sigue, natu- 
ralmente, no ha sido escrito por el autor, y la profusión de calificativos denigrantes o laudatorios hacia el 
personaje que se esté describiendo, ahorra cualquier comentario. 


«María Ascensión Martínez Cabrera, de treinta y seis años, madre de cinco hijos -de entre cinco y dieciocho 
años-, vivía constantemente amenazada de muerte por su marido. Alejandro Herrera Romera, de treinta y 
ocho años, apenas se ocupaba del hogar. Se ganaba la vida como proxeneta en una docena de clubes nocturnos 
desparramados por la N-232, entre Denia y Vergel. 


Las relaciones entre la pareja estaban completamente deterioradas y degradadas. Alejandro aparecía por casa 
a deshoras, reclamaba cuidados y atenciones, no aportaba dinero suficiente para el sustento del hogar y exigía 
completa sumisión y entrega a María. Además, con desplantes chulescos, le prohibía trabajar fuera del hogar 
- "Si me entero, te mato”-: él, decía, era suficientemente hombre para alimentar a sus hijos. Pero, al mismo 
tiempo, sólo entregaba mil pesetas semanales para los gastos generales y de manutención. 


Alejandro había llegado a un descaro insufrible en el trato con María. Así, por ejemplo, le decía: "Haz la 
cama enseguida, que me voy a acostar con esta amiga". María Ascensión -a la que todos llamaban Mary- 
se había resignado a aguantar las violencias físicas y psíquicas. Su marido se volvía irascible e incontrolable 
bajo los efectos del alcohol. 


Vivían en Ondara -un pueblecito alicantino de menos de 5.000 habitantes, a 8 kilómetros de Denia-, donde 
prácticamente todo el mundo sabía a lo que se dedicaba Alejandro, así como el trato que daba a su mujer, 
quien gozaba de general simpatía y comprensión. A pesar del gradual empeoramiento de las relaciones, Mary 
se esforzaba para mantener una apariencia de normalidad, trabajando a escondidas, logrando sacar a sus 
hijos adelante, sobrellevando las penalidades. Nadie le escuchó nunca lamentarse de su situación, ni criticar 
a su marido. Todo lo sufría en silencio, acostumbrada a un largo martirio que duraba casi veinte años. 


Mary, natural de Beas de Segura (Jaén), llegó a Ondara con su familia en 1962, siendo todavía una niña. 
Al poco, comenzó a trabajar como chica interna de servicio en casa de María Luisa Soler, que habría de ser 


%Neus Soldevilla fue detenida posteriormente y extraditada a España. Entretanto, gran parte de los bienes de la familia sobre 
los que dejó amplios poderes al despacho de Emilio Rodríguez para que se los administraran, había desaparecido. 
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la estanquera del pueblo y su gran amiga. Debido a su buena disposición y trato afable, se convirtió en un 
miembro más de la familia; a tal punto llegó la confianza que Mary y María Luisa compartían cama. 


María Luisa habría de convertirse en madrina de boda de Mary; y en su "hada madrina”, porque adelantaría 
las 500.000 pesetas de la fianza que se impuso a su amiga para que pudiera salir de la cárcel. 


En aquella casa, en la que había entrado a servir, Mary era tratada como una hija. Por eso el disgusto fue 
tremendo, cuando, con sólo 16 años, quedó embarazada de Alejandro, un chico que había llegado con sus 
padres de Argamasilla de Alba (Ciudad Real). Pero Mary estaba ciegamente enamorada. 


Inmediatamente después de casados, Mary se puso a trabajar por horas en cualquier cosa que le saliera, 
hasta que Alejandro se lo prohibió. Éste encontró empleo en la Ford, donde incluso le ofrecieron pagarle una 
estancia en Estados Unidos o Gran Bretaña para mejorar su preparación, porque tenía muy buenas manos; 
pero no tardaron en echarlo: decía que no podía ir a trabajar los lunes porque estaba muy cansado. 


Pronto se apartó del trabajo honrado para moverse por los bajos fondos, donde reclutaba prostitutas para 
explotarlas. Alejandro practicaba el proxenetismo cada vez con mayor descaro: aparecía por el pueblo con 
nuevas amiguitas en coches deslumbrantes. 


Cuando nació el primer hijo, Alejandro mostró el rasgo más brutal de su carácter. Fue al volver Mary de la 
clínica: con muy malos modos, le dijo que ojalá no hubieran vuelto ni ella ni el niño. 


A pesar de aquello, con el transcurso de los años fueron naciendo las demás criaturas. La pareja tuvo cinco. 
Los esfuerzos para vestir y alimentar a todos eran agostadores. Por los días del crimen, Mary hacía bolsos 
y lámparas de mimbre para cubrir todos los gastos. Eso st, siempre andaba corta de dinero. No obstante, la 
economía familiar había mejorado en los últimos tiempos, gracias a los ingresos de los chicos mayores, que 
trabajaban deshuesando aceitunas. 


Las cosas iban mejor, pues, a pesar de Alejandro, que no sólo no aportaba nada, sino que arramblaba con lo 
que encontraba. Unos días antes de ser asesinado, hizo pedazos un billete de 5.000 pesetas para demostrar 
que le sobraba el dinero. 


La fanfarronería y el despropósito del marido llegaron a su cénit la madrugada del 27 de octubre de 1986. 
Alejandro Herrera se presentó en el domicilio familiar sobre las tres de la mañana, e inició su violenta 
discusión con Mary. Borracho y gritón, anunció que al día siguiente pensaba cargarse a su vecino, Marquet, 
nadie sabe muy bien por qué. "Y luego vas tú”, le dijo a su esposa. A continuación, le dio un golpe en la boca, 
por esas raras manías que se apoderan de los alcohólicos. 


Tras alborotar de tal manera, se desnudó y se metió en la cama. Siempre se iba a dormir con algún arma 
u objeto contundente, porque en sus delirios pensaba que podría ser atacado durante el sueño. Aquella noche 
no fue una excepción. Se hizo acompañar por un garrote y un puñal. 


Pero ni siquiera aquello le calmó lo suficiente para dormir. Escuchaba cada una de las campanadas del reloj 
de la torre parroquial. "Cuando suenen las cinco, cinco puñaladas te voy a dar”, le dijo a Mary. Y Mary no 
dudó ni por un momento que lo decía en serio. Por eso le suplicó que si, quería matarla, la envenenara, para 
no sufrir. Y añadió: "No me mates delante de tus hijos”. Al oír aquello, la tomó con los niños y amenazó 
reiteradamente con matarlos. La borrachera de aquella noche era especialmente pesada y sanguinaria. 


Mary se sintió aterrorizada. Cuando su marido se ponía violento se le representaban las veces que la había 
maltratado. En una ocasión le había tirado un hacha de cortar carne, por lo cual sufrió un profundo corte en 
un hombro. No la mató de milagro. Tampoco podía olvidar cuando la apuntó con una escopeta cargada. De 
modo que no le era difícil imaginárselo emprendiéndola con ella a golpes y puñaladas. 


Mary se había puesto la bata, y quiso dejarlo solo para que se calmase. Pero él no le permitió abrir la puerta. 
Se lanzó hacia ella y quiso golpearla. Falló. Entonces Mary fue a la cocina por un cuchillo según queda 
probado en la sentencia. Vio la cara de la muerte y se asustó, sobre todo por sus hijos, que dormían en las 
habitaciones vecinas, aunque con la pelea seguramente se despertarían. 
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Tenía que volver a la habitación, porque allí seguía la amenaza. Mary empuñó el cuchillo y, por primera vez 
en su vida, le levantó la mano a su marido: le apuñaló con fuerza. Alejandro la agarró por el cuello, pero 
Mary le acuchillaba una y otra vez. El hombre cayó al suelo. Cuando el hijo mayor quiso mediar en la pelea 
ya había mucha sangre. El juez instructor valoró la posibilidad de que el muchacho hubiera golpeado al padre 
con el garrote para defender a la madre, pero acabaría por exculparlo. 


Mary no podía decir cuántas fueron las cuchilladas. Hundió el arma en el cuerpo de Alejandro una y otra 
vez. Fueron no menos de once. El caso es que Alejandro estaba caído, sin fuerzas, entregado a la duermevela 
de la muerte. 


[Tras matarlo delante de los menores] logró echar a los hijos de la habitación y cerrar la puerta. Se quedó a 
solas con su marido -que ya no respondía, ni respiraba-, pensando lo que había hecho. Sintió temor. Temió 
por sus hijos. Pero también sintió que las llamas del infierno se habían apagado. 


[Lo había asesinado porque] su marido se había convertido en una persona insoportable. Mary había soportado 
una vida dura, llena de insultos, agrias discusiones y escenas violentas. No quiso pensarlo más. Fue a buscar 
a su padre, y juntos decidieron contar lo ocurrido a la Guardia Civil de Vergel, a 3 kilómetros de Ondara. 


[Aunque era una persona reservada que no contaba sus intimidades a nadie] en cuanto el pueblo se enteró, 
se dispuso a apoyar a esa mujer, que había vivido semienterrada en vida, humillada y golpeada hasta la 
desesperación. Todo Ondara batalló para que la ley fuera clemente. Salió a la calle para manifestarse dos 
veces en tres días. 


En un primer momento, Mary y su hijo mayor fueron acusados de parricidio. Luego, éste fue puesto en 
libertad sin cargos. Ella recibió una condena de seis años y medio de prisión. Transcurridos dos años y dos 
meses, fue puesta en libertad condicional. 


Durante todo el tiempo que estuvo en prisión, incluso después, la célebre parricida de Ondara sostuvo que 
siempre había querido a su marido; y que, a pesar de lo que había pasado, lo seguía queriendo. 


Nunca mejor empleada la frase: "Hay amores que matan.” Y otros, como el caso de Lorena Bobbitt, "que 
castran".» 


En la noche del 23 de junio de 1993, Lorena Bobbitt, una trabajadora ecuatoriana de un centro de belleza 
de veinticuatro años, le cortó a su marido, John Wayne Bobbitt, el pene con un cuchillo de cocina mientras 
dormía en su tranquila casa de Manassas, Virginia. 


Tras la castración, cogió el miembro viril, se subió a su coche y lo arrojó en una cuneta de la carretera. Horas 
más tarde, la Policía logró encontrarlo, meterlo en hielo y reimplantárselo al marido, un marine de veintiséis 
años, tras una operación de ocho horas. En su declaración ante la Policía, Lorena Bobbitt afirmó que lo había 
hecho porque él era un «egoísta», se preocupaba sólo de su satisfacción personal y nunca le «había hecho 
disfrutar con un orgasmo». Había actuado, agregó, por un «impulso irresistible». 


Acusada de «lesionar voluntariamente a su marido» en 1994, fue juzgada y declarada inocente por un jurado 
integrado por siete mujeres y cinco hombres, bajo la eximente de trastorno mental transitorio que le causó un 
impulso irresistible a herir a su esposo, el cual había abusado sexualmente de ella previamente. Debió pasar 
cuarenta y cinco días en un hospital psiquiátrico. 


Al mismo tiempo, John Bobbitt tuvo que comparecer ante los Tribunales, acusado de violar a su mujer en 
septiembre de 1993, pero fue declarado inocente. La pareja se divorció en 1995, después de seis años de 
matrimonio, y tomó rumbos diferentes. 


John Bobbitt se convirtió en una estrella porno[Y] en gran parte para financiar la operación de reconstrucción 
del pene. En sus películas enseñaba su miembro mutilado y vuelto a reconstruir. En una de ellas, Franken- 
penis["] mientras realiza el acto sexual, su miembro viril se le fractura. 


10Sus tres películas más importantes fueron Uncut, Buttman at Nudes a Poppin' 2 y Frankenpenis. 
M Película erótico-cómica que narra el amor (puro sexo) entre la célebre feminista Mary Wollstonecraft y el monstruo de 
Frankenstein. 
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-Oh, no, otra vez no -se lamenta el «actor». 


En 1996, John Bobbitt trasladó su domicilio a Nevada, donde trabajó en un prostíbulo de carretera, hizo de 
barman, de conductor de limusinas, controlador en una estación de camiones e incluso como sacerdote en 
una iglesia de Las Vegas. 


Su «egoísmo» le costó un pene. Á su mujer, en cambio, la absolución. 


La televisión y la prensa norteamericana e inglesa distribuyeron las imágenes que dieron la vuelta al mundo. 
Varios animales, supuestamente racionales, del género femenino, apuntaban, con sus flamantes fusiles M-16, 
a un puñado de inocentes prisioneros iraquíes de la cárcel de Abu Ghraib. 


-Las fotos me han revuelto el estómago —declaró Donald Rumsfeld, el mismísimo secretario de Defensa nor- 
teamericano. 


Se trataba de las guardias de seguridad Megan Ambuhl y Sabrina Harman y de la soldado Lynndie England. 
Las tres aparecían en la prisión iraquí de Abu Ghraib. Las fotos mostraban a las tres soldados sodomizando 
y humillando a sus prisioneros indefensos, obligándoles a comer excrementos, a andar a cuatro patas atados 
por una correa como si fueran animales. Se trataba de mujeres liberadas, que habían conseguido todos los 
derechos que la sociedad occidental, de la opulencia y del dinero, otorga al mal llamado sexo débil: no sólo 
la posibilidad de disponer de sus cuerpos, como ordena el feminismo radical, sino de lograr su independencia 
del hombre. 


La liberación y la igualdad no las hizo mejores personas, sino más crueles y bárbaras con quienes consideraban 
sus enemigos, lo que revela que los más bajos y crueles instintos de la condición humana no son exclusivos 
del hombre, sino del género humano en general. 


«Las feministas que pensamos durante mucho tiempo que poseer un útero nos convertía en seres angelicales y 
que los malos eran los hombres, tenemos que cambiar radicalmente de opinión. Poseer un útero nos sustituye 
a una conciencia, a los seres humanos no sólo hay que juzgarlos por sus atributos sexuales, sino por sus 
actos, por su conciencia», escribe Barbara Ehrenreich. 


«Si el secretario de Defensa americano dice que las fotos le revolvieron el estómago, a mí como feminista me 
partieron el corazón. Encontrar entre los torturadores a la guarda de seguridad Megan Ambuhl, la soldado 
Lynndie England y la guardia de seguridad Sabrina Harman, es algo tremendo. A?) 


Benito P. Z., cuarenta y cinco años, constructor madrileño, dueño de una empresa inmobiliaria que factura 
millones de euros al año, con un patrimonio indescriptible, acudió al despacho del abogado Jorge Marfil, en 
el Paseo de La Habana de Madrid. 


-Mi mujer me pega —afirmó. 
-¿Cómo? 


El empresario vive con su mujer en un lujoso chalet de la elitista urbanización Puerta de Hierro, juega al 
golf en sus instalaciones y sólo se codea con un selecto club de personas, la mayoría de los cuales veranea en 
Marbella o Sotogrande y se va una o dos veces de caza a África. 


-Sí, me pega —agregó-. Me maltrata. Quiero que me diga qué puedo hacer para acabar con este tormento. 


La entrevista se hizo en mayo de 2006. Dos semanas antes, su media naranja le había propinado una paliza, 
le había obligado a hacer las maletas y, como castigo, lo había enviado a vivir con su madre durante dos 
semanas. 


-¿Y tú qué hiciste para merecer eso? 


-Darle de comer a un gato callejero. ¡Me lo tiene radicalmente prohibido! 


12Barbara Ehrenreich es la autora de Nickel and Dimed: On (Not) Getting By in America (Por cuatro duros: Cómo (no) 
apañárselas en Estados Unidos). Su artículo «A uterus is no substitute for a conscience» se publicó el 14 de junio de 2004. 
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Marfil le pidió que le trajera inmediatamente las escrituras de todas sus propiedades para ir preparando la 
separación de bienes y el divorcio, en el caso de que continuara el maltrato. En estos casos siempre vale más 
prevenir que curar. 


-Cuando lo tengamos todo listo te haré una recomendación —le dijo el abogado. 
-¿Qué tipo de recomendación? 
-Que compres cincuenta gatos y los metas en la casa. ¡Ya verás qué hace entonces! 


Y es que los malos tratos, en ambas direcciones, son una realidad cotidiana. Pero de eso hablaremos más 
adelante. 
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CAPÍTULO 6. ASESINAS DE HOMBRES 


Capítulo 7 
Una ley de apartheid 


La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género detiene, juzga, 
encarcela y destierra según el código genético sexual del individuo al igual que años atrás lo 
hicieron el nazismo, el fascismo o el comunismo con las minorías étnicas y los disidentes. El 
sistema punitivo implantado por esta normativa presume culpables a los hombres y, a su vez, 
otorga impunidad absoluta a las mujeres para cometer crímenes contra ellos o volverles locos con 
denuncias falsas en los Juzgados. Instaura un sistema policíaco de detenciones, similar al de la 
Unión Soviética en la época de Stalin, sin que cuente para nada la presunción de inocencia de la 
víctima, y refuerza el sistema de «sentencias de conformidad». Una suerte de mecanismos perversos 
y maquiavélicos que se imponen casi por la fuerza en las puertas de los juzgados cuando el detenido 
se encuentra bajo «shock traumático» por el hecho de haber sido expulsado violentamente de su 
casa, sin dormir durante una noche, y ya no es dueño en absoluto de sus actos, lo que en España 
supone la vulneración más grave de la tutela judicial efectiva y otra media docena de derechos 
fundamentales. 


José Luis Rodríguez Zapatero lo dijo por activa y por pasiva en la campaña electoral de febrero y marzo de 
2003. «En cuanto lleguemos al poder, uno de nuestros primeros objetivos es equiparar en pie de igualdad al 
hombre y a la mujer. No vamos a tolerar de ninguna manera las muertes de mujeres, la muerte de trabajadoras 
a manos de sus esposos. Ésta es una lacra de nuestra sociedad que tenemos que exterminar entre todos, con 
leyes más duras y con el encarcelamiento de los maltratadores. Con los maltratadores, tolerancia cero. » 


Los grupos de feministas fundamentalistas que le acompañaban a los mítines y que llevaban reivindicando 
una ley que machacara al hombre desde 1997, dos años después de la Conferencia de Pekín, saltaban de 
júbilo, enardecidas cada vez que su «asunto estrella» salía a la palestra. 


-¡Esta vez lo conseguiremos! —gritaba alborozada Ángeles Álvarez, de la Red de Organizaciones Feministas 
contra la Violencia de Génerol!] 


Había datos para la demagogia electoral y para que el proyecto de ley se convirtiera en uno de los leitmotiv 
de los ejes conductores de la campaña socialista. El 6 de enero de 2003, una colombiana de veintiocho años, 
madre de un niño de cuatro, fue arrojada desde un segundo piso por su marido, un ciudadano sueco. La 
mujer falleció en el acto. 


El 20 de febrero de ese año, cuando aún no había comenzado oficialmente la campaña electoral, otra mujer, 
de cuarenta y seis años, gitana, falleció en Granada como consecuencia de una puñalada tras una reyerta 
entre dos familias gitanas. 


lLa Red de Organizaciones Feministas venía celebrando una manifestación el día 25 de cada mes para exigir una ley contra 
la violencia sobre la mujer. 
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Entre el 6 de enero y el 20 de febrero murieron otras dieciocho personas en España. Las organizaciones 
feministas, atribuyeron la situación a la ancestral dominación que el hombre ejerce sobre la mujel?] 


El responsable de dos de aquellas veinte muertes fue el “asesino del parking», en Barcelonaf'] tres pueden 
calificarse como «casos de eutanasia»; y en otros dos, las muertes fueron ocasionales y se produjeron por 
reyertas entre clanes de bares. Por último, dos personas resultaron muertas en sendos atracos, y en tres casos 
más, las víctimas eran extranjeras de paso por España, con lo cual podrían haber sido asesinadas en Motril 
o en Túnez. 


La alarma social creada por la publicación de estos hechos con un claro sesgo «feminista»|!] en los medios de 
comunicación y su repercusión en los programas-basura de TVE-1, Antena 3 y Tele 5 espoleó a los políticos 
a pedir leyes más duras. El PP tampoco se quedó a la zaga. 


«La violencia de género es un problema de todos y cada uno de los españoles. Todos debemos tomar conciencia 
plena de este drama. Cada vez que una mujer es maltratada o, desgraciadamente, asesinada, fracasa toda la 
sociedad entera. Debemos ser contundentes contra la violencia de género pues supone una vulneración inad- 
misible de los derechos de la mujer. El Partido Popular se compromete desde ahora a modificar y endurecer 
la Ley para incrementar las penas, detectar precozmente a los maltratadores e impedir que todos los años 
tengamos varias decenas de hogares destrozados por esa inadmisible lacra», afirmó Mariano Rajoy en plena 
campaña. 


Puestas así las cosas, con los dos partidos mayoritarios intentado demostrar cuál de ellos iba a ser más duro 
contra el maltrato doméstico en el ámbito penal, sin tener en cuenta las causas del fenómeno ni poner el 
énfasis en los programas de reeducación de los maltratadores y maltratadoras, se puso en marcha el cuarto 
y último eslabón penal para criminalizar exclusivamente a los hombres con un delito que, como ha quedado 
demostrado más atrás, cometen casi por igual ambos sexos. 


El 25 de junio de 2004, el Gobierno presentó en el Registro General del Congreso de los Diputados un proyecto 
de Ley contra la Violencia de Género. 


Bajo el eslogan de «tolerancia cero», el documento de 42 páginas perseguía la noble pero errónea pretensión 
de evitar los malos tratos ocasionales en el seno del hogar para evitar, de esta manera, las muertes de mujeres 
a manos de sus maridos, objetivo que otros muchos países más avanzados, como Estados Unidos, Inglaterra 
o Canadá, habían intentado mucho antes y no lo habían conseguido. 


-Roncar en la cama o comer pipas si la señora no quiere va a ser delito —bromeaba un diputado socialista a 
la puerta del Congreso de los Diputados|[] 


2Los días 9 y 10 de enero dos hombres matan a sus esposas y a su suegra y se suicidan en Barcelona y Segovia. El «asesino 
del parking» comete su primer asesinato. El 13 de enero matan a dos mujeres en Santa Cruz de Tenerife y Terrassa (Barcelona). 
El 18, un vecino de Adra (Almería), se entrega tras matar a su esposa. El 22 se encuentra la segunda víctima del parking, 
en Barcelona, que las feministas ligan a la violencia de género. El 23 se encuentra el cadáver de una mujer en l'Hospitalet de 
Llobregat (Barcelona) y a su marido gravemente herido. El 26, un marroquí asesina a su compañera sentimental en La Rioja. El 
28, en Pinos Puente (Granada), un matrimonio de 82 y 80 años, con Alzheimer, se suicida. El día 29, acuchillan en su despacho 
a la directora de Caja España en Velilla del Río Carrión (Palencia). El 2 de febrero su ex pareja asesina a una mujer en Logroño; 
el día 5, un ladrón sorprendido in fraganti asesina a una mujer en Valdetorras del Jarama. El 5 fallecen dos mujeres, una ajena 
a los hechos, en Alcalá de Henares, durante un tiroteo entre bandas rivales y otra, de 76 años, enferma de parkinson, a manos 
de su marido, que quiere evitarle sufrimientos, en Málaga. El día 10 se encuentran los cadáveres de dos mujeres desaparecidas 
días antes en Vilafranca del Penedés (Barcelona) y La Coruña (respectivamente) y el 18 se encuentra el cadáver de una mujer 
extranjera degollada en Orihuela (Alicante). 

3 Juan José Pérez Rangel, el llamado «asesino del parking», mató a dos mujeres, María Ángels Ribot y María Teresa de Diego, 
en un plazo de once días en el mismo aparcamiento de Barcelona. Fue detenido en la localidad de Sant Adriá, en el cinturón 
industrial de la Ciudad Condal, tras utilizar la tarjeta de una de sus víctimas en un cajero automático y quedar grabada su 
imagen. 

4En el mismo período de tiempo fallecen ocho hombres a manos de sus mujeres, en el seno del hogar, en reyertas ocasionadas 
por la violencia doméstica. Estos asesinatos no aparecen en los medios de comunicación, salvo en algún caso en que un periódico 
local le dedica dos líneas, y carecen de relevancia a efectos sociales. 

5La escritora Carmen Posadas asegura, medio en serio medio en broma, que se separó de uno de sus maridos porque comía, 
pipas en la cama. «¿Te parece que no es motivo serio para hacerlo? ¿Tres horas oyendo el crujir de dientes sin poder dormirte?», 
se pregunta. 
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El proyecto de Ley estaba precedido por una fuerte polémica, pues sobre el hombre recaía la presunción de 
culpabilidad en cualquier riña, trifulca, amenaza verbal o psicológica que se produjera en el seno del hogar, 
delante de sus hijos o no, hubiera o no testigos para acreditar la veracidad de los hechos y permitir el principio 
de contradicción entre las partes en cualquier litigio[?] 


Se le condenaba, además, por el hecho de ser hombre, es decir, por tener alterado el par 22 de la cadena 
de cromosomas del genoma humano, y por perjuicios ancestrales y escatológicos. Lo decía claramente el 
Gobierno en el preámbulo y en el artículo 1 del texto legal. 


El PSOE, junto con Esquerra Republicana de Cataluña e Izquierda Unida, había creado una pinza para 
agravar las penas a los hombres por maltrato, lo que suponía una grave aberración jurídica de terroríficas 
consecuencias. Por el contrario, el PP, Convergencia i Unió y Partido Nacionalista Vasco exigían que las 
condenas fueran iguales para los dos sexos. 


«La violencia de género no es un problema que afecte al ámbito privado. Al contrario, se manifiesta como el 
símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata de una violencia que se dirige 
sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus agresores, carentes de los derechos 
mánimos de libertad, respeto y capacidad de decisión», se afirma en el Preámbulo. Y se agrega: 


«La Organización Mundial de las Naciones Unidas en la IV Conferencia Mundial de 1995, reconoció ya 
que la violencia contra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz y 
menoscaba el disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Además, la define ampliamente 
como una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres. 


Existe ya incluso una definición técnica del "síndrome de la mujer maltratada" donde las agresiones sufridas 
por la mujer la sitúan en una posición de subordinación al hombre (... ) En la realidad española, las agresiones 
sobre las mujeres tienen una especial incidencia, existiendo una mayor conciencia por el esfuerzo realizado 
por las organizaciones de mujeres en su lucha contra toda forma de violencia de género. Ya no es un "delito 
invisible”, sino que produce un rechazo colectivo y una evidente alarma social. 1] 


La lectura de los párrafos precedentes refleja claramente que el Gobierno legislaba gracias a los impulsos 
de los grupos radicales feministas, quienes con la nueva ley no buscaban penalizar las conductas delictivas 
concretas que se produjeran en el seno del hogar, sino condenar al hombre por el hecho de ser hombre y así 
liberar a la mujer, a golpe de Código Penal, de la supuesta «subordinación al hombre». Lo más inquietante 
de la cuestión es que el Ejecutivo estaba dispuesto a medir todo con la misma vara: la violencia ocasional 
que no tiene visos de repetirse y el maltrato sistemático y grosero. 


Para ello el Gobierno estaba dispuesto no sólo a vulnerar la Constitución y a crear un sistema punitivo 
especialísimo en contra de los varones, sino que se proponía llegar aún más lejos. Todos los ilícitos que años 
antes se contemplaban en el Código Civil fueron sustraídos y trasladados al ámbito penal por la nueva Ley 
contra la Violencia de Género. 


Como hicieron los nazis con los judíos antes y durante la Segunda Guerra Mundial, el hecho de haber nacido 
con el cromosoma Y es motivo de sospecha y persecución. Porque la nueva Ley, al carecer de medios para 
poner un policía al lado de cualquier mujer que denuncia malos tratos o agresiones, restablece con más 
virulencia las penas humillantes e infamantes que atentan a la dignidad humana y que anteriormente habían 
sido abolidas del Código Penal, como la pena del destierro, denominada eufemísticamente en el texto como 
«orden de alejamiento». 


Además, propone establecer un fichero nacional en el que aparezcan los nombres de los supuestos maltrata- 
dores. Así, cualquier hombre puede ser denunciado por su mujer o por otra persona que esté ligada a él por 


SPrincipio según el cual cualquiera de las dos partes incursas en un sumario judicial tienen igualdad de derechos (igualdad 
de armas, en lenguaje jurídico) y pueden someter a la parte contraria a un severo interrogatorio que le permita desvirtuar las 
pruebas presentadas en contra de su cliente y considerarlo libre de cargos. 

7Como se explica en otra parte de este libro, lo que hacía la ONU era recoger las teorías falsas de la psicóloga norteamericana 
Lenore Walker, difundidas en 1978 con el «síndrome de la mujer maltratada», el carácter ancestral del maltrato a la mujer 
y otras. Estas teorías suponen, además, infravalorar las capacidades de la mujer, considerándola un «elemento de especial 
vulnerabilidad». 
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análoga condición de afectividad, incluso sin convivencia. De esta manera, queda marcado y estigmatizado 
para siempre, aunque haya sido absuelto, con todos los pronunciamientos favorables por los tribunales. 


«A los hombres divorciados y separados que planteen problemas porque se les trata injustamente, a la hoguera 
con ellos. Para qué ayudarles. Mejor deshumanizarles y prepararles para sufrir como desechos humanos. A 
la cárcel, que es nuestro mejor contenedor de basura. Sin piedad, aunque tras esta Ley todos los días veo 
hombres llorando en sus asientos porque se les trata injustamente», señala el titular del Juzgado Penal 20 de 
los tribunales de Madrid, Ramón Sáez Valcárcel, ex vocal del Consejo General del Poder Judicial. 


Del siguiente paso, de despojarlos de todos sus bienes y mandarlos a mendigar a las calles de Valencia, Sevilla, 
Madrid o Barcelona —-modernos campos de exterminio donde el dolor humano pasa desapercibido-, por poner 
sólo algunos ejemplos, o a los gulags carcelarios para reeducarlos, asuntos del que se encargarán algunos 
jueces integristas y deshumanizados, el movimiento feminista radical y un sector de la prensa, como se verá 
a lo largo de este libro. 


«Criminalizar todo el espacio del conflicto familiar, como han hecho los partidos, incluso los pequeños y 
cotidianos conflictos, considerando cualquier acto por menor que fuere un delito, es una injerencia intolerable 
en la vida de las personas, que no produce efectos favorables, como lo demuestra el que las muertes no han 
descendido», afirma Sáez. Y agrega: 


«El esquema simplificador de tolerancia cero con cualquier conducta es tan falaz e hipócrita —que cada cual 
indague en su vida vea lo que está dispuesto a aguantar para mantener a su pareja o la relación con un hijo- 
que muchos jueces y fiscales penales tenemos la sensación de que estamos condenando a penas severas a gente 
que lo que necesitan es ayuda en lugar de castigo.» 


Pero no adelantemos acontecimientos y volvamos al contenido de este capítulo. La llamada Ley Orgánica de 
medidas de protección Integral contra la Violencia de Género nació cargada de una fuerte polémica. Antes 
de presentarse en el Congreso, la ley debió pasar por unos trámites que no se deben obviar. 


A José Luis Requero Ibáñez, ex magistrado de la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia 
Nacional y vocal del Consejo General del Poder Judicial, no le habían llovido nunca tantos insultos, amenazas 
ni descalificaciones. El 14 de mayo de 2004, la Comisión de Estudios e Informes del Consejo General del Poder 
Judicial, con los votos de Adolfo Prego, Javier Laorden y José Luis Requero, rechazó el informe a favor de 
la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género elaborado por la también 
vocal Montserrat ComasÉ] 


El órgano de Gobierno de la Magistratura española encargó a continuación un nuevo texto al magistrado y 
miembro del Consejo José Luis Requero. 


El día en que el proyecto iba a aprobarse, la Red de Asociaciones Feministas, un organismo de carácter 
ultraradical, convocó a sus activistas frente a la sede del Consejo, en la calle Marqués de la Ensenada de 
Madrid. Los gritos e insultos que allí se escuchaban no tenían parangón desde la instauración de la democracia 
en España. 


-¡Machista! ¡Hijo de puta! ¡Maltratador de mujeres!¡El machismo mata! -le gritaron. 


Algunas de las feministas presentes fueron más allá y achacaron el cambio de actitud del Consejo General 
del Poder Judicial a las presiones de la Iglesia y del Opus Dei, del cual Requero es miembro y no lo oculta. 


«No se puede hacer una ley para que el 51 % de la población castigue al 49 % restante porque no hay ningún 
estudio científico que avale que los hombre siempre sean los malos y las mujeres "santas y beatíficas”. Una ley 
en la que el sujeto activo (agresor) siempre es el hombre y el pasivo (agredido) la mujer es una aberración 
jurídica que no se corresponde con la realidad no sólo de España sino de ningún país del planeta», declaró. 


En ese contexto, la presentación, el 25 de mayo de 2004, del informe del Consejo General del Poder Judicial 
en contra del proyecto de ley desató todas las iras del infierno. Estas son sus principales conclusiones: 


8Votaron a favor del informe Comas la propia Montserrat Comas y el vocal socialista José Aguiar. 


10. 


11. 


12. 


13. 


14. 


15. 


16. 
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. La gravedad de la violencia doméstica en general, especialmente intenso en el caso de las mujeres, 


merece una reacción eficaz del Estado de Derecho. Sin embargo, hay dudas fundadas de que la Ley 
contra la Violencia de Género vaya a aportar más racionalidad y eficacia al sistema. 


La ley nace en un contexto de reiteración de textos legislativos para acabar con el fenómeno. El corto 
espacio de tiempo transcurrido impide valorar su eficacia. 


Resulta especialmente preocupante que cuando aún es muy reciente la implantación del régimen de la 
orden de protección (Ley 27/2003) se añada ahora un régimen paralelo sin saber la eficacia de la orden 
de alejamiento anterior. 


Pese a su carácter integral, ante un problema social de primera magnitud, opta por una marcada 
judicialización de las soluciones. 


No se juzga acertado que regule sólo la violencia sobre la mujer una ley que debe ser integral y abarcar 
todos los ámbitos de la violencia doméstica. 


No se obtiene mayor protección porque la ley la proteja sólo a ella, excluyendo de su ámbito a los 
menores, ancianos y al hombre. 


No es aceptable un concepto de violencia sobre la mujer del que depende toda la aplicación de la ley 
basado en la intencionalidad del agresor. 


Es objetable constitucionalmente que pasen a delito las amenazas y coacciones leves sólo cuando el 
ofendido sea mujer. 


Que esos delitos se basen tan sólo en que el agresor sea hombre y presumiéndose en la ley su intencio- 
nalidad, lleva al derecho penal de autor, incompatible con la Constitución. 


El tipo agravado de lesiones se basa en la presunción de inferioridad de la mujer, sin que la regla se 
aplique a menores, ancianos o minusválidos. 


Carece de justificación crear Juzgados sólo para mujeres, lo que lleva a una suerte de jurisdicción especial 
basada en la intención del agresor y el sexo de la víctima. Si los órganos judiciales no pueden crearse 
por razón de raza, ideología, creencias, tampoco pueden serlo por razones de sexo. 


La inserción de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer en el orden penal lleva a criminalizar las causas 
civiles que se les atribuye, así como a potenciar el riesgo de ser instrumentalizados con denuncias falsas. 
Si esto ya se detecta con la Ley 27/2003 sería prudente no aumentarlo. 


Carece de sentido procesal atribuir a órganos penales competencia para conocer de acciones civiles 
contra la publicidad vejatoria, asunto ajeno a la violencia contra la mujer. 


La competencia de los Juzgados no puede basarse ni en el sexo de la víctima ni en la intención del 
agresor, que sólo se apreciaría, en todo caso, al final de las actuaciones. 


La ley compromete el derecho constitucional del ciudadano al juez ordinario, desde el momento en que 
es la mujer quien puede elegir entre acudir a un Juzgado de Instrucción, de Familia o de Violencia de 
Género. 


Los juicios rápidos y la orden de protección se han previsto para que se ventilen en el ámbito de los 
Juzgados de Instrucción de guardia. Una vez resueltas estas cuestiones prioritarias, carecen de sentido 
los Juzgados de Violencia contra la Mujer. 


El asunto iba a seguir llenando páginas y más páginas de periódicos durante un año entero con opiniones 
siempre divergentes y enfrentadas. 
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El jueves 24 de junio de 1004, el Consejo de Estado remitió al Gobierno un documento en el que discrepaba 
abiertamente del carácter sexista de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género. 


En los ochenta folios del informe, la institución presidida por Francisco Rubio Llorente, uno de los amigos de 
Felipe González, criticaba el hecho de que se suprimiera un párrafo donde se definía la violencia de género 
«como la utilizada como instrumento para mantener la discriminación, la desigualdad y las relaciones de 
poder de los hombres sobre las mujeres». 


El documento, cuyo ponente era otro jurista pro socialista, Miguel Rodríguez-Piñero, criticaba la «tramitación 
acelerada e irrefleriva» de la ley y pedía «mayor reflerión» al Gobierno y al Parlamento antes de poner en 
práctica una ley tan contundente. 


«La protección efectiva y adecuada de la mujer víctima de violencia puede requerir medidas específicas de 
acción positiva, pero formuladas de forma indirecta y sin suponer necesariamente una discriminación o 
exclusión por razón de sexo», aseveraba. 


Concluido los dos dictámenes -el del Consejo de Estado y el del Consejo General del Poder Judicial-, y 
remitidos al Ministerio de Justicia e incorporadas las observaciones que considerara el Gobierno, el borrador 
de Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género podía ir a Consejo de 
Ministros, aprobado y presentado como anteproyecto de Ley en el Congreso de los Diputados. Antes, y entre 
bastidores, ocurrían cosas que es conveniente conocer. 


En el llamado «hotel de las asociaciones», situado en la calle Almagro de Madrid, donde se encuentran 
emplazadas todas las asociaciones feministas radicales en su más pura esencia, los teléfonos no pararon 
de sonar entre abril y diciembre de 2004. Centenares de rabiosas feministas, que parecían intelectualmente 
sacadas de un cuadro de la pintura negra de Goya, no pararon de concertar citas con el Gobierno. De esta 
manera, el sábado 25 de abril de 2004 ante las puertas del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús 
Caldera y la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega se fotografiaron junto a trece dirigentes de 
organizaciones feministas y a una mulata escultural, para darle color al acto. 


Allí, a las pocas semanas de que el Gobierno tomara posesión de su cargo, se decidió sacar del «baúl de los 
recuerdos» el proyecto de Ley sobre Violencia de Género que el PSOE había presentado en la Cámara en 
2001 y mejorarlo. 


El viernes 22 de junio de 2004, Ángeles Álvarez, portavoz de la red de organizaciones feministas; Enriqueta 
Chicano, de la Federación de Mujeres Progresistas; Consuelo Abril González, de la Comisión contra los 
Malos Tratos, un «chiringuito» de su creación; Ana María Pérez del Campo, presidenta de la Federación de 
Asociaciones de Mujeres Separadas y Divorciadas, se reunían con el ministro de Justicia. 


Fueron a ver a Juan Fernando López Aguilar, pero no porque estuvieran enamoradas de esta simpático 
canario, sino porque pretendían pactar los cambios para que la ley que entrara en el Congreso no resultara 
descafeinada el mismo día en que el Consejo General del Poder Judicial hacía público su informe, ya citado, 
oponiéndose globalmente a la futura ley contra la violencia sobre la mujer. 


No fue una coincidencia. Semanas antes, el 12 de junio, quince mujeres se reunieron en la Moncloa con José 
Luis Rodríguez Zapatero y con el ministro Jesús Caldera, en el mismo salón donde han desaparecido los 
tapices de Goya. 


Cuando el 24 de junio el Consejo de Estado hizo público su dictamen, volvieron a pedir otra reunión en la 
Moncloa. 


-Ese dictamen es una porquería —aseguraron-. No se puede hacer una ley de violencia contra la mujer que 
ampare por igual al hombre. Si la ley trata de igualar ambos géneros no habremos adelantado nada. 


-¿Por qué? —preguntó Rodríguez Zapatero. 


-Si un hombre pega a una mujer y llama a la Policía, ¿a quién se van a llevar: al hombre o a la mujer? Con 
una ley así no vamos a ninguna parte. 
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El presidente del Gobierno se quedó pensativo, meditando las palabras que acababa de oír. La vicepresidenta 
María Teresa Fernández de la Vega, ardorosa defensora del proyecto, también escuchaba con atención. 


-Lo que conseguiremos es condenar a la mujer por partida doble —afirmaron-. Además de maltratadas, lo que 
ya es una condena, dejamos la puerta abierta para que sus maridos puedan deshacerse de ellas como desechos 
humanos y mandarlas a la cárcel. 


Al día siguiente, desde las páginas de El País, el ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera, lo 
dejó muy claro: «El Gobierno mantiene que la ley contra la violencia ampare sólo a las mujeres. Los hombres 
sólo tendrán la protección del Código Penal. El agravamiento para los delitos cometidos por varones agresores 
serán agravados y las faltas pasarán a ser delitos. [*] 


«La discriminación positiva a favor de la mujer es inamovible», sostuvo Caldera en una segunda rueda de 
prensa, en la que estuvo acompañado por Soledad Murillo, secretaria general de Políticas de Seguridad de su 


ministerio[1Y] 


Para justificar ante la mitad de la población, que se sentía marginada por un proyecto de ley inadmisible, el 
Gobierno echó mano a todos los argumentos posibles. «Casi dos millones de mujeres maltratadas», tituló El 
País en su portada del 26 de junio de 2004 junto con una encuesta realizada por el Instituto de la Mujer en 
2002, durante el Gobierno del PP, que se había ocupado de la cuestión con hasta entonces falta de rigor. 


Entretanto, el feminismo de la victimización, instalado en las instituciones, persistía en su infantil y desca- 
bellada idea de que sólo mataban los hombres. Se trataba de una fórmula precisa para apuntalar una ley 
que hacía aguas por todas partes y que recibía las más duras críticas jamás efectuadas contra un proyecto 
legislativo. 


Presidente del Observatorio de Violencia contra la Mujer, magistrada del Tribunal Supremo y vocal del 
Consejo General del Poder Judicial, Montserrat Comas, en materia feminista, es una mujer de pensamiento 
único. Tremendamente radical, lo que contradice el principio de objetividad y neutralidad que debe presidir 
su condición de juez, el 15 de junio de 2004 hizo unas declaraciones controvertidas, producto, probablemente, 
más de mala fe, de su ignorancia y de su sectarismo. La ínclita juez dijo lo siguiente: 


«Son las mujeres las que soportan el problema de la violencia. De las 76.000 denuncias interpuestas en 2008, 
un 90% fueron presentadas por mujeres, y de las 6.004 órdenes de protección judicial por los juzgados en 
cinco meses el 92,5 son para mujeres.» Sin tener en cuenta que los hombres, cuando son agredidos, por 
vergúenza no suelen acudir a la Policía para decir «mi mujer me pegó». Comas añadió que: «En España, la 
violencia contra la mujer es una lacra social que ha costado este año la vida a 29 mujeres y a tres menores, 
además de a un hombre pero este último caso se trató de la muerte del yerno a manos de su suegro. No hay 
ningún caso de mujer que haya sido imputada por matar a un hombre en este ámbito en lo que va de año. » 


Su aportación era un grano de arena más en la brutal campaña orquestada para buscar el más amplio 
respaldo social a una ley inconstitucional desde que el feminismo radical la trajo al mundo. Pero la patraña 
de Montserrat Comas era tan burda que hizo saltar a algún colectivo de hombres. Por eso, automáticamente, 
la ONG Oficina del Defensor del Hombre y sus Hijos, salió al paso con una larga carta remitida al Consejo 
General del Poder Judicial, a la Audiencia Nacional y a todos los tribunales de Madrid, Barcelona, Valencia, 
Sevilla y otras provincias españolas. El texto afirmaba lo siguiente: 


«Señora Comas, es usted una obcecada feminista["] responsable subsidiaria del (...) continuo envenenamiento 
de la sociedad al suministrar datos sesgados para ocultar el verdadero origen de la violencia doméstica. Es 
responsable de la sistemática persecución del varón "por el simple hecho de ser varón”. » 


En la carta, firmada por Jesús Arapiles, presidente de esta entidad, se aseguraba que las personas muertas a 
manos de sus esposas o compañeras eran nada menos que diez hombres y ocho niños: «Después de cometer el 


9 El País, sábado 26 de junio de 2004. 

10 El País, 28 de junio de 2004. 

1 En el original viene otra expresión. El autor no se hace responsable del «mal tono» de algunos escritos y ha solicitado a la 
ONG citada autorización para evitar términos que puedan resultar injuriosos o hirientes a los lectores de Planeta, muchos de 
los cuales no comparten el estilo descarnado y de trazo grueso del autor de la carta. 
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asesinato, ninguna de ellas se ha suicidado, apenadas por lo que han hecho, o se han entregado directamente 
a la Justicia, en un gesto de arrepentimiento espontáneo, como hacen la mayoría de los varones que matan, 
en un acto de arrebato, de ira o de enajenación mental transitoria». 


Y para que no existieran dudas de la manipulación sistemática de cifras que venía haciendo el Observatorio 
de Violencia contra la Mujer, al final de la misiva se aportaba la lista de muertos[*?] 


Escasos medios de comunicación se hicieron eco de la carta. El Consejo General del Poder Judicial tampoco 
rectificó los datos aportados por su vocal sino que, por el contrario, pese a ostentar la representación mi- 
noritaria dentro del órgano de Gobierno de los jueces, se le permitió seguir controlando el Observatorio de 
Violencia contra la Mujer, el máximo órgano dentro del Poder Judicial, desde donde se dictan las políticas 
judiciales encaminadas a aplicar la futura Ley contra la Violencia de Género. 


Entretanto, la ley seguía su curso. 


El 22 de julio de 2004 se reunió la Mesa del Congreso de los Diputados bajo la presidencia del máximo 
responsable de la Cámara, Manuel Marín. Entre los puntos de la orden del día se encontraba la admisión a 
trámite de la Ley Orgánica de medidas de protección Integral contra la Violencia de Género. 


La representación de la Cámara acordó por unanimidad su tramitación y encomendó a la Comisión de 
Trabajo y Asuntos Sociales la elaboración de un dictamen. Al mismo tiempo, abrió un plazo de presentación 
de enmiendas al articulado hasta el 18 de septiembre de 2004[*] Todos los grupos parlamentarios, desde la 
Chunta Aragonesista, que dirige el cantautor José Antonio Labordeta, hasta el Partido Popular, por medio de 
su portavoz, Eduardo Zaplana o el Partido Socialista Obrero Español, representado por Diego López Garrido, 
presentaron sus enmiendas, muchas de ellas auténticos disparates que ni a Franco en sus mejores tiempos de 
despotismo. 


Como siempre, el Parlamento, en lugar de legislar sobre la materia que le compete, decidió meterse en la casa 
de los demás e invadir competencias que no le son propias. Así, en la primera enmienda, firmada por Labor- 
deta, se propone «hacer una decálogo que permita un correcto tratamiento en los medios de comunicación de 
las noticias que, de forma directa o indirecta, se relacionen con la violencia de género» |] 


El Partido Popular, que había anunciado una enmienda a la totalidad de la ley, en un acto camaleónico y de 
travestismo político sin precedentes, se puso en posición de firme en bloque, al lado del Gobierno, mientras 
que, a título privado y público, todos y cada uno de sus diputados demostraron que estaban radicalmente en 
contra de la norma, como explicaremos en otro capítulo. 


12 Relación de mujeres imputadas en delitos de homicidio en lo que va de año: «Detenida una mujer en Córdoba por la muerte de 
su compañero sentimental», Andalucía24horas (15/01/04). «Detenida junto a su amante por matar a su marido, supuestamente 
para quedarse con la herencia», elmundo.es (10/02/04). «Detenidas dos hermanas por el asesinato de un empresario» IBLNEWS 
(27/02/04). «Detienen al compañero de la ex mujer de un hombre asesinado», Diario Córdoba (03/04/04). «Un hombre mata 
a su yerno de dos disparos de escopeta y se suicida», Sur Digital (12/04/04). «Detenida en Cartagena una británica que mató 
con un cuchillo de cocina a su compañero», El Mundo (08/04/04). «La autopsia de la pareja calcinada en un coche en Ourense 
revela que la mujer mató antes al marido», El Mundo (24/04/04). «Hallan restos humanos en casa de la mujer que quemó y 
troceó a su marido», Levante (15/05/04). «Detenida la presunta autora de la muerte de un hombre en Betancuria», eldia.es 
(11/05/04). «Homicidios investiga el abandono del bebé que murió de frío», El Mundo (10/02/04). «Hallan el cadáver de un 
recién nacido en un contenedor», El Mundo (17/03/04). «Hallan muerta a una recién nacida en una escombrera», Levante 
(22/03/04). «Una madre esconde a su bebé fallecido», La Voz de Asturias (18/05/04). «Una vecina halla el cuerpo de un bebé 
fallecido en el interior de un contenedor de basuras», Europa Press (25/05/04). «Detienen a los padres de un bebé que murió 
en La Fe tras una discusión», Las Provincias (19/05/04). «Hallan el cadáver de un bebé dentro de un contenedor de basuras», 
Diario de Navarra (24/05/04). «Una mujer de Melilla confiesa que envenenó a su familia», El Mundo (09/06/04). «Arrestada 
una pareja por abandonar a un bebé que apareció muerto», La Rioja (10/06/04). «Encuentran el cadáver de una recién nacida 
en Barcelona», El Mundo (12/06/04). 

13 Posteriormente, el plazo se amplía dos días más. 

14Se da por supuesto que la formación de periodistas compete a las facultades de Ciencias de la Información, que tienen sus 
planes de estudios ya elaborados, y que el tratamiento de la información concierne a los periódicos, emisoras de radio y televisión, 
que cuentan con profesionales cualificados y con consejos de redacción en los que participan profesionales con mucha mayor talla 
que la de los diputados que deambulan por el Congreso. Véase enmienda número 1. Boletín Oficial de las Cortes Generales, 24 
de septiembre de 2004. 
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Esa inédita fórmula del PP de ponerse, a la vez, de frente y de perfil, obedecía a su afán, no disimulado, de 
conquistar el voto de la mujer araña, el voto del feminismo revanchista frente al hombre, que se acercaría al 
PP para tirar piedras a sus sedes. 


Sus enmiendas así lo demuestran. Así, aunque todas las estadísticas revelan que la mayor parte de las 
muertes y de los malos tratos de menores se producen a manos de sus madres, propone que los niños sean 
considerados «víctimas directas» y no indirectas, como planteaba el Gobierno, en el caso de que presencien 
las riñas y encontronazos habituales en el seno del matrimonio o parejal!?] 


Al no poder hacerlas directamente funcionarias del Estado, ya que no están en el Gobierno, los miembros 
del Partido Popular, como no podía ser de otra manera, plantearon igualmente abonar una «renta activa 
de inserción» a las víctimas que por su falta de preparación o circunstancias sociales «tengan especiales 
dificultades para obtener un empleo»['*| Obviamente, una forma clara y persuasiva para evitar las «denuncias 
falsas» contra los hombres. 


Poco después, se constituía la ponencia, integrada por diez mujeres y un hombre —para dar la nota folclórica- 
para incorporar las enmiendas, planteadas por los distintos grupos parlamentarios, al texto que se discutía 


en pleno[!”] 


El Gobierno estaba obsesionado con que se trataba de una ley de todos los españoles y para todos. En 
consecuencia, siguiendo las consignas de José Luis Rodríguez Zapatero, la presidenta de la Comisión de 
Trabajo y Asuntos Sociales permitió que un grupo de «sabios», especialmente profesores universitarios de 
todos los partidos y tendencias políticas, fueran oídos en comisión para enriquecer el texto legal con sus 
aportaciones. 


Las comparecencias de los «expertos» se iniciaron el 19 de julio de 2004 con la presencia del rector de la 
Universidad Carlos IIl, Gregorio Peces-Barba Martínez, un gran experto en matrimonios['*] y concluyó el 
29 de septiembre con la intervención de María Antonia Caro Hernández, representante de la Asociación 
Pro-Derechos Humanos de Andalucía. 


En el intermedio, a lo largo de cinco apretadas sesiones, pasaron por el Palacio de la Carrera de San Jerónimo 
de Madrid, que alberga la sede de la soberanía popular, la magistrada Inmaculada Montalbán Huertas, de 
Jueces para la Democracia; la profesora de la Universidad Jaume 1 de Castellón de la Plana, Assumpció 
Ventura Franch; la consejera de Igualdad y Bienestar Social de la Junta de Andalucía, Micaela Navarro; el 
viceconsejero del Interior del Gobierno Vasco, Mikel Legarda Uriarte; la secretaria del Consejo Asesor contra 
la Violencia de Género de la Comunidad de Madrid, María Tardón Olmos; el fiscal especialista en violencia 
de género Jaime Moreno Verdejo; el presidente de la Audiencia Provincial de Alicante, Vicente Magro Servet; 
la miembro del Consejo General del Poder Judicial, Montserrat Comas, el sociólogo y catedrático Amando 
de Miguel y otros. 


Sin embargo, las intervenciones estelares, por su virulencia y por su carga de violencia verbal, estuvieron 
a cargo de las representantes de los movimientos feministas radicales, especialmente la abogada Consuelo 
Abril González, presidente de una supuesta comisión para la investigación de los malos tratos, de Enriqueta 
Chicano Jávega, presidenta de la Federación de Mujeres Progresistas y de Ana María Pérez del Campo, 
presidenta de la Federación de Mujeres Maltratadas y Separadas de España. 


5 «Los niños no son únicamente víctimas indirectas, sino que, en la mayoría de los casos, además de ser testigos accidentales 
de los malos tratos que sufren sus madres [nunca sus padres, lógicamente], sufren en sus propias carnes la violencia física y 
psicológica por parte de sus padres», afirma el PP en la justificación del cambio legislativo que propone. 

SEnmienda número 222. Diario Oficial del Congreso de los Diputados del Congreso del 24 de septiembre de 2004. 
“Formaban la ponencia Esperanza Esteve Ortega, María Virtudes Monteserín Rodríguez y Julio Villarrubia Mediavilla 
(PSOE); Susana Camarero Benítez y Ana Torme Pardo (PP); Mercé Pigem y Palmés (CiU), Rosa María Bonás i Pahisa 
(ERC); Margarita Uría Echevarría (PNV), Carmen García Suárez (IU), Uxue Barkos Berruexo (Grupo Mixto) y Román Ro- 
dríguez Rodríguez (CC). 

8 Cuenta Pablo Castellano que en las reuniones preparatorias del Congreso de Suresnes, en un parador de Irún alguien propuso 
a Gregorio Peces-Barba como secretario general del PSOE. Alfonso Guerra, que pretendía llevar a Felipe González al cargo, 
descalificó la oferta de la siguiente manera: «Le nombramos y luego nos ponemos todos a cantar como las niñas "Soy la reina 
de los mares"... » 
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«El origen de los malos tratos a la mujer es el sistema patriarcal que pervive, que está vigente, que se acomoda 
a los cambios que se experimentan en las sociedades y que continúa oponiéndose sistemáticamente a todo lo 
que sea una transformación de raíz», sentenció Ana Pérez del Campo. Más adelante, sostuvo que: «El origen 
de la violencia, el origen del conflicto en la sacrosanta familia era el divorcio. Era una situación en la que 
las mujeres estábamos en un sometimiento tal que borrábamos nuestra vida, nuestra persona y la de nuestros 
hijos. Éramos ciudadanas de tercer grado, y seguimos siendo ciudadanas en una situación de discriminación 
y desigualdad clara. Por eso, las medidas paliativas del Partido Popular no han acabado con esa situación. 


Somos las mujeres y los niños los que recibimos violencia. Porque estamos en este momento con 52 mujeres 
muertas y con diez niños que también han fallecido. En la actualidad según el Instituto de la Mujer, hay dos 
millones de mujeres maltratadas en España. 


Estamos ante un fenómenos social en el que las que mueren son mujeres, las que tienen que salir corriendo 
son mujeres, las que están en tratamiento psicológico y psiquiátrico son mujeres. Cuando algún hombre ha 
sido agredido por una mujer, esa situación se ha debido en la mayoría de los casos, por no decir en todos, a 
una respuesta de la mujer a otra agresión. » 


Directora del llamado Centro de Atención, Recuperación y Reinserción de Mujeres Maltratadas de Coslada, 
objeto de numerosas denuncias ante los juzgados, Pérez del Campo proclamó: «Con esta ley se va a dar 
un paso decisivo que nosotras las organizaciones de mujeres consideramos imprescindible para acabar con la 
violencia de género. Por eso aplaudimos esta ley (... ) Pero, señorías, no legislen ustedes de forma facultativa 
sino imperativa. Porque si ustedes dicen "El juez podrá... ”, el juez no va a tomar ninguna medida para salvar 
a los hijos de sus padres maltratadores, cortando así el círculo de la violencia, impidiendo que se traslade de 
generación en generación, según el modelo referencial de aprendizaje de un padre a todas luces inadecuado. » 
Pretendía, y lamentablemente así ocurrió, que el Congreso de los Diputados convirtiera al Poder Judicial en 
un mero ejecutor de sus órdenes, en el verdugo sin piedad de los hombres. 


Previamente, había intervenido Enriqueta Chicano Jávega, presidenta de la Asociaciones de Mujeres Progre- 
sista. «Es frecuente escuchar a diario que la violencia está ocasionada por el alcohol, los celos, la posesión y 
hasta el masoquismo. Tenemos que desterrar esas ideas. La violencia es un problema de cultura masculino- 
patriarcal y de los hombres. Es esa cultura que propicia y tolera esa violencia y son generalmente ellos los que 
lo generan en diferentes ámbitos y de diferentes modos. Los cambios hay que promoverlos desde una igualdad 
de género. » 


Licenciada en Derecho, especialista en Derecho del Trabajo y Seguridad Social, asesora técnica en diversos 
ministerios, directora técnica en el Tribunal de Cuentas y participante en la Conferencia de Pekín de 1995, 
Chicano agregó: «La violencia no es un acto de descontrol del hombre sino de control de la mujer por el 
hombre, que se siente históricamente legitimado para ello. Hay que desterrar las culturas del machismo, de 
la autosuficiencia, de la supuesta superioridad del hombre al que se tolera el derecho a controlar, controlar o 
corregir a las mujeres. » 


Ángeles Álvarez Álvarez, representante de la Fundación de Mujeres, y autora de varios libros de amplísima 
difusión en su estrecho círculo[*] planteó que: «Las organizaciones feministas y las asociaciones de mujeres 
hemos defendido una ley integral porque certifica un adecuado análisis del fenómeno. La ley, además, envía 
un mensaje claro e inequívoco por parte de los poderes del Estado a los hombres; tolerancia cero hacia este 
tipo de sucesos y solución definitiva, de una vez por todas, a que la mitad de la población vivamos en una 
situación de inseguridad permanente. » 


Ajena a las consecuencias de la ley, agregó: «El anteproyecto de ley hace su primer contacto con la realidad 
al señalar que no tiene por objeto actuar contra una violencia accidental (sic) sino contra aquella que es 
manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre 
las mujeres. Su elemento intencional no es otro que la imposición de la voluntad del varón y el sometimiento 
de su compañera.» 


19 Guía para Mujeres Maltratadas, Actuaciones sociopolíticas preventivas en materia de violencia contra las mujeres, Las 
violencias contra nosotras, Prevención, conceptos y actuaciones y El Feminismo como Prevención de la Violencia de Género, 
Instituto de Investigaciones Feministas y Ayuntamiento de Madrid, 2001. 
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Por último, la intervención de Consuelo Abril, presidenta de la Comisión para la Investigación de los Malos 
Tratos a la Mujer, fue muy clarificadora. «Tenemos la satisfacción de que este anteproyecto de ley ha aco- 
gido todas nuestras indicaciones, nuestras recomendaciones. Por eso, nos sentimos apoyadas por el Partido 
Socialista. [El mismo proyecto] se lo propusimos hace más de seis años al ministro de Justicia del PP, Án- 
gel Acebes. Nos escuchó, nos trató muy amablemente, pero no recogió el concepto de ley integral en toda su 
amplitud», dijo. 


Y agregó: «Como ya le explicamos al presidente del Gobierno en su día, cuando abordamos con él este 
problema, violencia de género es aquella que se ejerce contra las mujeres por el hecho de serlo. Es la definición 
que se recogió en Pekín en 1995 para definir un problema que es un cáncer de grandes dimensiones que mina 
a la sociedad española, que afecta a todas las clases sociales y que una sociedad democrática no puede permitir 
esta lacra social. 


Ya sabemos quién es la víctima del maltrato y quién es el verdugo —agregó Consuelo Abril. Y apostilló-: «La 
ley integral es fundamental porque existen aspectos civiles y penales que deben estar coordinados para que 
se pueda proteger eficazmente a la mujer. De nada vale una actuación correcta de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado si la acción judicial, la Fiscalía, no actúan con el mismo grado de implicación y 
eficacia. Tampoco sirve que un juez penal sancione a un agresor con una multa o con un arresto, si un juez 
civil otorga a éste un régimen de visitas a favor de los hijos.» 


Mientras la ley penaliza hechos concretos y conductas tipificadas como delictivas, lo que el «talibanismo» 
radical parece plantear es la seguridad legal para «incautar» al hombre todos los bienes, «expropiarle» a 
sus hijos y «confiscarle» la billetera y sus cuentas corrientes, siempre que, como consecuencia del proceso de 
separación o divorcio, no haya experimentado una depresión, se haya quedado en paro o haya pasado a la 
marginalidad más absoluta. Cuando llegue a la edad senil y fallezca de muerte natural, o ésta sea producto 
de su situación emocional y afectiva, a la mujer le corresponderá la parte que le toque como pensión de 
viudedad. Pero vayamos por partes. 


El 22 de diciembre de 2004, dos días antes de Navidad, se reunió el pleno del Congreso de los Diputados bajo 
la presencia de Manuel Marín González, presidente de la Cámara. Tras examinar las enmiendas introducidas 
en el proyecto de ley por el Senado y aceptarlas en su totalidad, la Ley Orgánica de medidas de protección 
contra la Violencia de Género se pasó a votación. 


Se produjo entonces una rara unanimidad que no se había dado, por ejemplo, cuando se aprobó la Consti- 
tución. De los 325 diputados presentes en el hemiciclo, 324 votaron a favor y sólo uno de ellos se abstuvo. 
Puede pasar a la Historia por su heroicidad. 


-Queda aprobado el proyecto de ley —señaló el presidente del Congreso tras conocer las cifras que ofrecía el 
marcador electrónico. 


Antes de suspenderse la sesión, los señores y señoras diputados se pusieron en pie y prorrumpieron en 
prolongados aplausos. La ley entró en vigor el 29 de junio de 2005, seis meses después de su publicación en 
el Boletín Oficial del Estado. 


«Acabamos de aprobar la primera ley integral [sobre la mujer] de Europa, somos el primer país en tener una 
ley de estas características», señaló, eufórica, la diputada socialista Monteserín Rodríguez. Y el ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera, apostilló que: «Esta ley es un homenaje a muchas gentes, pero 
especialmente a las organizaciones feministas y a las organizaciones de hombres contra la violencia. » 


Lo que mucha gente, empezando por los propios padres de la patria, ignoraba, era que el Parlamento soberano 
de la nación acababa de colocar una soga al cuello de millones de hombres, quienes pasaron a ser rehenes 
del movimiento feminista y de sus propias mujeres, que podían, a partir de entonces, meterles en la cárcel 
con una sola llamada de teléfono, quitarles a sus hijos, desposeerles de todos sus bienes, obligarles a pagar la 
hipoteca de la casa, el colegio y la pensión alimentaria de los niños y mandarles a vivir bajo un puente. 


La ley apareció publicada en el Boletín Oficial del Estado el 29 de diciembre de 2002[P]Constaba de una amplia 
exposición de motivos, un título preliminar, cinco títulos, doce capítulos, veinte disposiciones adicionales, siete 


20 Boletín Oficial del Estado 313, pp. 42.166 a 42.200. 
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finales y un amplio anexo mediante el cual se creaban los Juzgados de Violencia sobre la Mujer en los 460 
partidos judiciales existentes en toda España. 


El texto legal no dejaba nada a la improvisación. Además de modificar el Código Penal, el Código Civil y 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Ley de Demarcación y Planta Judicial y la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, el estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, es decir, toda la legislación que regula el gobierno de los 
jueces y las normas que deben aplicar, alteraba otra docena de leyes orgánicas?! Un hecho sin precedentes. 


Se trataba, por lo tanto, de la ley más ambiciosa realizada por gobierno alguno tras la aprobación de la 
Constitución Española de 1978 y la que más modificaciones producía en el ordenamiento jurídico de la 
nación. Uno de los mayores aciertos, según el Gobierno, había sido la creación de una serie de juzgados de 
excepción -los Juzgados de Violencia sobre la Mujer-, que actuarían en la cabecera de cada partido judicial 
y serían competentes para detener, actuar diligencias, celebrar juicios rápidos y tomar medidas cautelares 
-incluida la prisión y la orden de alejamiento o de destierro- sobre decenas de miles de personas todos los 
años. 


Estos Juzgados especialísimos, de los que no hay parangón en el Derecho comparado y cuya existencia es de 
dudosa legalidad y operatividad, actuarían siempre en una dirección: contra los hombres acusados de tres 
delitos (lesiones, amenazas y malos tratos), olvidándose de los delitos más graves que afectan a la mujer 
(violaciones, agresiones y homicidios), que estarían regidos por el régimen penal común. 


En contra de la tradición judicial española, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podían absorber casi 
todos los delitos de familia del Código Civil[??] prácticamente todo el Libro Primero[?*] reclamar para ellos 
los delitos de faltas y coacciones denunciados en otros Juzgados. 


Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se convirtieron así en Juzgados híbridos, todopoderosos, capaces de 
acabar con el sistema de vida de cualquier hombre que llame «gorda» a su mujer —aunque pese 120 kilos- o le 
regañe cariñosamente por dejarse olvidado un hijo en casa de una vecina —hecho real y frecuente en mujeres 
con adicción al alcohol o a las drogas- o no se haya tomado las pastillas para la depresión y ese día esté 
«inaguantable». Al tener competencias de forma exclusiva y excluyente sobre otros Juzgados en materia civil, 
incluso en los casos en que una de las partes no sea imputado como autor sino como inductor o cooperador 


necesario [24] 


De esta manera, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer transformaban en piezas de museos a los 107 
Juzgados de Familia existentes en España, ya que si se puede obtener una sentencia en 24 horas, ¿para qué 
esperar tres años? Muchos de los sesenta Juzgados de menores perdían también parte de sus atribuciones, ya 
que cualquier conflicto en el que interviniera uno de los padres, era absorbido automáticamente por los de 
Violencia contra la Mujer. 


La ley, además, creó equipos psicosociales en todos los Juzgados, turnos de oficios en todos los Colegios de 
Abogado de España (en Madrid hay trescientos abogados adscritos al turno de oficio) y contribuyó en la 
formación de una de las mayores burocracias instauradas en el país en los últimos años. 


21La Ley Orgánica del Derecho a la Educación, la Ley Orgánica de ordenación General del Sistema Educativo, la Ley Orgánica 
de Calidad de la Educación, la Ley General de Publicidad, la Ley del Estatuto de los Trabajadores, la Ley general de la 
Seguridad Social, la Ley de medidas de la Función Pública, la Ley del Registro Civil, la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, la 
Ley de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, el reglamento penitenciario, los Planes Nacionales de Salud y otras leyes y 
reglamentos. 

22 FPiliación, maternidad y paternidad; los de nulidad de matrimonio, separación y divorcio; los que versen sobre las relaciones 
paterno-filiales, los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar; los que versen 
exclusivamente sobre la guarda y custodia de los hijos e hijas menores o sobre los alimentos reclamados por un progenitor contra 
el otro en nombre de los hijos e hijas menores; los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción, los que tengan 
por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores. 

23Desde el artículo 29, que hace referencia a nacimiento y la personalidad civil hasta el 332, es decir 303 artículos de un 
Código Civil de 1976. Si se tienen en cuenta los artículos conexos (testamentos, donaciones, pagos y cesión de bienes, sociedad 
de gananciales, etc.), los Juzgados de Violencia sobre la Mujer pueden atribuirse en el ejercicio de sus funciones la aplicación de 
casi la mitad del Código Civil, reclamando para sí pleitos de herencias (que también provocan violencia de género), disolución 
y reparto de sociedades gananciales y otros muchos asuntos. 

24 Artículo 44 de la Ley Orgánica de Medidas de protección Integral contra la Violencia de Género. 
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Asimismo se instauró, con carácter oficial, el Observatorio de Violencia contra la Mujer en el Consejo General 
del Poder Judicial, la figura del delegado del Gobierno en contra de la Violencia de Género, una Fiscalía 
Especial contra la Violencia de Género y más de un millar de policías que, con más de cincuenta y cinco 
años, se encontraban en una segunda actividad y fueron reincorporados a las plantillas para que se dedicaran 
a proteger señoras, a acompañarlas a los Juzgados y a detener, esposar, tomar las huellas y encarcelar a sus 
respectivos maridos|?*] en la mayoría de los casos sin ninguna clase de prueba en contra. 


Otro tanto pasó con la Guardia Civil. Muchos de los miembros de la Benemérita, dedicados a evitar los 
robos de chalets en las zonas rurales de toda España y a garantizar la seguridad en los caminos vecinales 
y carreteras, fueron distraídos de sus ocupaciones para apoyar la ley. Para que no quedara nada fuera de 
control, las policías locales también fueron movilizadas, al igual que el Cuerpo de Bomberos, el Summa y 
todos los servicios asistenciales de urgencia |?] 


Al mismo tiempo, como no quería dejarse nada al libre albedrío ni a la capacidad de raciocinio de los agentes 
policiales, de los jueces, del sistema penitenciario, convirtiendo a sus funcionarios en meros autómatas, sin otra 
misión que la de cumplir y hacer cumplir las leyes, centenares de personas se dedicaron durante seis meses a 
realizar protocolos de actuación. De esta manera, marcando pautas inamovibles, sin dejar las cosas al criterio 
de fiscales, jueces, policías, agentes sociales, psicólogos, psiquiatras, se ha llegado al mayor refinamiento y 
sofisticación posible en una ley. Lo mismo pueden aplicarla el sistema policial y judicial español que una tribu 
del Congo Belga que sepa leer los protocolos, ya que la norma impide pensar, valorar y discernir a quienes 
deben aplicarla. 


«El empeño en demostrar que se trataba de una ley a favor de la mujer y que el hombre quedaba completamente 
excluido llegó hasta los colegios de médicos de toda España. En los primeros impresos para consignar las 
presiones, sólo aparecía el cuerpo de una mujer de frente y de espalda. Al hombre lo habían eliminado hasta 
los médicos», señaló Lourdes del Sol, jueza de Valladolid, al autor de este libro al tiempo que señalaba uno 
de los partes médicos. 


«Más de 430 Juzgados persiguen desde hoy los casos de violencia machista», tituló, con su habitual triunfa- 
lismo, el diario El País el 29 de junio de 2005.En efecto, incluyendo los 105 Juzgados de Familia y los 60 de 
menores que colateralmente pueden intervenir en el asunto, ese día la quinta parte de la maquinaria judicial 
se ponían en marcha de forma unilateral con el fin de perseguir al hombre por el hecho de ser hombre. 


Los Juzgados de Violencia de Género, regentados en más del 80% por mujeres, muchas de ellas con separacio- 
nes contenciosas de sus maridos, quedarían inmediatamente colapsados. Por ejemplo, de los cuatro Juzgados 
existentes en Colmenar Viejo, Madrid, tras una redistribución para aliviar de trabajo al de Instrucción núme- 
ro 4 en materia de juicios rápidos sobre violencia doméstica, en seis meses se celebraron más juicios rápidos 
que en los otros tres Juzgados juntos[?"] 


No es que, de pronto, la Justicia hubiera capturado a todos los maltratadores habituales y los hubiera 
mandado a la mazmorra. «La ley es uno de los grandes mitos y he tenido que aclarárselo a una de las mujeres 
abogadas más importantes de aquí. Cuando piensas en la pobre señora maltratada estás pensando en un 
delito que prevé diferencia entre el maltrato ocasional —sea de palabra o de obra- con el maltrato habitual, 
que es el que habría que penalizar. Lo que estamos haciendo no es perseguir al maltratador habitual -que no 
he visto ni uno en un año en mi Juzgado- sino que estamos hablando del ocasional, del de una sola vez. Sólo 
para perseguir al que se pelea con su mujer le pega una sola vez hemos montado esta razzia y con carácter 
imperativo. Y en amenazas ocasionales», afirmó la jueza María Poza Cisneros al autor de este libro. 


Por eso, y porque la ley supone una redada permanente y continua contra el hombre que, en una situación 
de relaciones tensas, se encuentra inseguro en su casa, se han llenado los Juzgados. Pero no de maltratadores 
habituales de colmillos retorcidos —que los hay- sino de protagonistas de pequeñas trifulcas que han ocurrido 


25En 2006, según fuentes oficiales, hay 1.200 policías dedicados exclusivamente a combatir la violencia de género. 

26 Forman las llamadas unidades especializadas en la prevención de la violencia de género y en el control de la ejecución de las 
medidas judiciales adaptadas. 

27 Exactamente, el 51,4% de los «juicios de conformidad» de todo el partido judicial. 
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alguna vez en todos los hogares españoles. Y seguirán ocurriendo a pesar de la ley, pues en una pareja es 
imposible estar de acuerdo en todo hasta la eternidad. 


Y es que el Gobierno ha actuado de la siguiente manera: para detener a los ladrones de automóviles de lujo, 
una verdadera plaga para los ricos, se ha dedicado a detener a los niños que acostumbran a «coger prestada» 
la bicicleta del amigo y se olvidan de devolverla. Así, dentro de unos años, cuando tenga detectados a quienes 
sustraen vehículos, se podrá proceder contra los que roban coches[*] 


Según afirmó María Poza, «juristas importantes me dicen que las señoras, a veces, están en una situación 
de miedo. Yo les respondo que no se puede establecer una especie de manto protector para solucionar los 
problemas de las mujeres maltratadas (que se generan en cualquier sociedad), midiendo a todo el mundo por 
la misma vara de medir. Hay que ver si el miedo es real y hacer uso racional de los recursos limitados que 
tiene la sociedad. Encarcelar a un hombre por una pelea con su mujer sin lesiones derivada de una cuestión 
trivial, intrascendente, ridícula, como las que todos los días pasan por mi Juzgado, me parece un abuso de la 
norma, cuando por la misma cuestión a la mujer se le condena a cuatro días de localización permanente. Es 
injusto en un Estado de Derecho». 


Los chistes, y hay muchos, revelan la dura realidad que esta ley supone para el hombre. 

Un padre entra con su hija cogida de la mano en una juguetería e inocentemente le dice a la dependienta: 
-Por favor señorita, buscaba una muñeca Barbie para mi hija. ¿Podría enseñarme algunas? 

-Con mucho gusto, caballero. 


La dependienta pone un enorme lote de muñecas en el mostrador. Son todas parecías, pero están vestidas de 
manera diferente. Inmediatamente empieza a ametrallarle con la larga retahíla de precios: 


- Barbie en la playa, 19,95 euros; Barbie va de compras, 19,95; Barbie va de fiesta, 19,95; Barbie juega al tenis, 
19,95; Barbie va al trabajo, 19,95; Barbie en el gimnasio, 19,95; Barbie es mamá 19,95, y Barbie divorciada, 
495,95 euros. 


Asombrado, el hombre pregunta: 
-¿Por qué Barbie divorciada cuesta veinticinco veces más que las demás? 


-Parece usted tonto, señor —responde la dependienta-. La Barbie divorciada viene con una casa en Puerta de 
Hierro y con otra en la playa. Además, tiene la furgoneta y el BMW de su marido. También el yate y un 
amigo de su marido. Y por si fuera poco, con la pensión que le sacó al marido y las sisas y escamoteos del 
dinero de gastos para la manutención de los hijos no tendrá que comprarle vestiditos en muchos años[?] 


Algunas de las consecuencias más sangrantes de esta auténtica aberración jurídica las veremos en los siguientes 
capítulos. 


28H] jefe de la Policía de Bonn, en la etapa de la banda Baader-Meinhof, pensaba igual: «Tengo detectados a los próximos 
asesinos del grupo, pero como aún no han cometido ningún crimen, no puedo detenerlos.» Cambio16, enero de 1980. 
29Del servidor de internet "http: //www.diapositivas.com/" 


Capítulo 8 
Un revólver en manos del feminismo 


La Ley contra la Violencia de Género es un arma automática, que puede ser casi tan rápida como 
un revólver. Aniquila a los hombres con la misma mecánica, sin atender a razones, sin tener en 
cuenta los hechos ni sus antecedentes, sin pensar si son agresivos o no. En el casi año y medio 
que lleva de aplicación, ha destruido las vidas de más de doscientos mil hombres, a quienes les 
han tomado las huellas dactilares y son tratados como a presuntos maltratadores, aunque hayan 
sido absueltos. A muchos de ellos, en los llamados juicios de conformidad, se les ha juzgado 
y sentenciado en menos de veinticuatro horas. Unos veinticinco mil han sido alejados de sus 
familias, de su barrio o de su pueblo y, además, les han colocado el sambenito de ser considerados 
maltratadores. Les han quitado todo por lo que un hombre lucha: familia, hijos, ahorros, y les han 
condenado de por vida a pagar una pensión a sus hijos. A casi todos ellos se les ha condenado a 
penas de cárcel, que, aunque no se cumplan, quedan grabadas para siempre en la mente de las 
víctimas. Además, en caso de incumplimiento de la orden de alejamiento o de nueva denuncia, 
pueden ser llevados irremediablemente al trullo. La ley, así, "convierte a hombres pacíficos en 
auténticas fieras". Por eso, son los únicos penados que no pueden redimir sus condenas porque 
pueden acabar con sus mujeres. Pero lo peor de todo es cómo, el día de mañana, esos padres 
explicarán a sus hijos que no le han pegado a su madre, que todo ha sido consecuencia de un 
sistema judicial desquiciado, fiero y reivindicativo, montado en contra del hombre. 


Hace unos diez años, tras acabar la carrera de Ingeniería Industrial con especialidad en electrónica, ganó 
una beca Erasmus y se fue a estudiar al extranjero, donde conoció a una francesa, Carmen]!] estudiante de 
Filología alemana. Se enamoraron, se casaron y vinieron a vivir a España. 


Se instalaron en un piso de 120 metros cuadrados, situado en el número 51 de la calle Menéndez Pelayo, que 
les dejó su madre, María Ángeles Galaz, quien además les compró un apartamento en La Manga del Mar 
Menor para que se fueran de vacaciones. Lo escrituró a nombre de los dos. 


En la pareja, al principio, las cosas marchaban bien. Tuvieron dos hijos, y el trabajo de ambos les alcanzaba 
para vivir cómodamente. Sin embargo, a comienzos de 2005, Antonio Miguel Duboy Galaz comenzó a observar 
cosas raras en su mujer. Una noche de mayo no fue a dormir a su casa con la excusa de que se había quedado 
fuera porque se había olvidado de llevar las llaves. 


-No quise venir antes para no despertarte —dijo ella. 


Las salidas, a partir de entonces, se hicieron más frecuentes, persistentes, hasta que un día, tras dejar pre- 
) p y) Pp , , 

parada la cena para los niños, se arregló y se marchó sin decir palabra y no volvió hasta bien entrada la 

madrugada. 


lCarmen corresponde a las iniciales V.B. 
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-Tiene un amante —dijo la madre de él. 

-Estás loca-le respondió. 

-¿Cómo se te ocurre pensar eso? 

Como las cosas continuaban igual, María Ángeles Galaz contrató a un detective. No estaba equivocada: 
Carmen, la mujer de su hijo, estaba saliendo con un restaurador de pisos. El 30 de diciembre, Antonio Miguel 
Duboy decidió aclarar las cosas y le mostró un montón de fotos que colocó sobre la mesa. Carmen, histérica, 
con complejos de culpa, empezó a insultarlo. 

-¡Pégame! —_le gritó-.¡Pégame! ¡Eres un mierda! 


Antonio Miguel Duboy, que deseaba evitar la discusión, intentó marcharse de la casa. Pero en ese momento 
su mujer le acorraló contra una cómoda, produciéndole un moratón en la espalda. Él consiguió reaccionar, 
la empujó contra la pared y ganó la calle. Una hora después, cuando regresó, agentes de la Policía estaban 
esperándolo en la puerta. 


-¿Es usted Antonio Miguel Duboy? —preguntaron los agentes-. Queda detenido. 

-¿Detenido? ¿Por qué? 

-Por malos tratos a su mujer. 

-Pero si fue ella la que me golpeó contra una cómoda -explicó-. Tengo un fuerte hematoma en la espalda. 
-Eso se lo dirá usted al juez. Nosotros tenemos orden de detenerle. 


Ese día, el ingeniero industrial arrastraba un fuerte trancazo. Le subió la temperatura hasta los 38 grados 
de fiebre. Sin dejarle coger las medicinas, lo llevaron detenido a la comisaría de Retiro. Lo único que le 
permitieron llevar con él fueron sus gafas, sin las cuales no ve nada. En la comisaría le tomaron las huellas 
dactilares y le hicieron las fotos de frente y de perfil. Luego le quitaron las gafas, los cordones de los zapatos, 
el cinturón, y lo metieron en un calabozo junto a un toxicómano y un atracador. 


-Disfruta aquí porque mañana estarás peor. —le dijo uno de los policías. 


Como la detención se había producido un viernes por la noche, debían esperar al lunes para llevarlo al Juzgado 
de Violencia de Género. Al día siguiente, lo juntaron con el resto de los presos de Madrid en los calabozos 
de la comisaría de Moratalaz, donde nuevamente le tomaron las huellas dactilares y le sacaron las fotos de 
frente y de perfil. 


Tras pasar tres días encerrado, alimentándose con zumo y con unas pocas galletas que le dieron los policías, 
el lunes por la mañana lo llevaron a los calabozos ubicados en los Juzgados de la plaza de Castilla. Alí le 
tomaron las huellas dactilares por tercera vez y, sobre la una del mediodía, le subieron, esposado a una sala. 


En los pasillos de los Juzgados de Violencia de Género se encontró con una sorpresa: su abogado le comunicó 
que no le habían dejado que lo represente. Le habían puesto un letrado de oficio, un joven bisoño y sin 
preparación alguna que, cuando se lo presentaron, le soltó la primera pregunta: 

-¿Cuánto gana usted? 

A Antonio Miguel Duboy, que llevaba setenta y dos horas sin dormir, con un fuerte trancazo, con 39 grados 


de fiebre y sin poder usar las gafas, se le revolvieron las tripas. 


A continuación, mientras permanecía de pie, el abogado pasó a explicarle la mecánica del juicio. Le contó 
que el magistrado iba a preguntarle si le había pegado a su mujer. El podía negarlo, pero como ella tenía un 
parte médico, seguramente lo condenarían. 


-Pero la verdad es que no la he pegado —dijo-. En realidad ella me golpeó a mí. 


-¿Y cómo vamos a demostrar eso si ella ha presentado un parte médico? Si quieres saber mi opinión, yo en 
tu caso me declararía culpable -le aconsejó el leguleyo. 
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-¿Culpable? 


-Sí, ya sé que suena raro. Pero es la fórmula de reducir la condena. Te declaras culpable, te ponen una condena 
mínima de seis o siete meses, firmas una «sentencia de conformidad» y en una hora ya se habrá acabado toda 
esta pesadilla. 


-Sí, pero una condena es una condena. 


-Con una pena se siete meses no tiene que ir a la cárcel —le aseguró-. Dentro de un rato estarás tomándote 
una cerveza en el bar de enfrente. 


El letrado le ocultó, como hace la mayoría de los picapleitos que pululan por plaza de Castilla, que una vez 
estampada su firma en el acta, la «sentencia de conformidad» se convierte en firme y no puede ser recurrida 
en ninguna instancia. Y que en el supuesto de incumplimiento de algunas de las penas accesorias, o de una 
nueva denuncia, tendría que entrar directamente en la cárcel. 


Poco después, la secretaria del Juzgado sacó una hoja de papel fotocopiado, escribió a mano los datos de 
Antonio Miguel Duboy y de Carmen, se la dio para que la firmaran los dos. El juez estampó su rúbrica y el 
drama se dio por concluido. 


A primeras horas de la tarde, tras soltarle de los calabozos de los Juzgados un coche patrulla de la policía 
le estaba esperando para llevarle a su casa para que recogiera sus objetos personales en una bolsa de basura 
que le habían entregado. 


-Tienes diez minutos —le dijeron. 


En ese tiempo sólo pudo recoger su cepillo de dientes, sus medicinas, otro par de gafas, una foto de los niños, 
su pasaporte, y se marchó de la casa. Cuando en la casa de su madre pudo leer la sentencia con tranquilidad, 
supo que le habían condenado a siete meses de cárcel y que tenía una orden de alejamiento de su mujer de 
16 meses. En ese período no podía acercarse a menos de 500 metros de ella. 


El juez le había asignado la vivienda familiar, propiedad también de su madrd?] y la mitad del apartamento 
de La Manga del Mar Menor a ella, así como la guarda y custodia de los hijos, a los que debía pasarles una 
pensión de seiscientos euros mensuales. 


De esta manera, todo aquello por lo que un hombre lucha en la vida -mujer, hijos, hogar y un sueldo decente- 
se le había volatilizado en apenas diez minutos de juicio, mediante una «sentencia fotocopia», calcada de 
centenares de otras anteriores, en las que no se tenían en cuenta los hechos ni las circunstancias que habían 
llevado a la pareja a la separación. 


Lo que más indignaba a Antonio Miguel Duboy, que trabajaba en una empresa de ingeniería del automóvil 
en la calle Doctor Ezquerdo, a menos de doscientos metros de su casa, era la pena accesoria de destierro que 
le había impuesto el juez. «Pensar que no puedo frecuentar los bares de mi calle, ver a mis amigos o saludar 
a mis vecinos hace que me lleven los demonios. », decía. 


Debido a la orden de alejamiento tampoco podía ir por sus hijos los fines de semana que le correspondían. 
En su lugar lo hacía su madre. «Cada vez que llegaba a mi casa y me tropezaba con esa individua me ponía 
enferma. Pensar que yo no podía entrar en mi propia casa, donde había pasado los primeros treinta años de 
mi vida, era algo que hacía que me llevaran los demonios —contaba-. Lo único que le pedía a Dios era que 
antes de morirme pudiera verla abandonar la casa. Mientras mi hijo salió de los calabozos hecho polvo, con 
una impotencia terrible, ella estaba en mi casa tan tranquila. Era la casa donde yo había nacido, los muebles 
que había allí habían sido de mis padres. La cama también. Ver a la zorra de mi hijo con otro en la cama de 
la familia, usando el pijama y la bata de casa de mi hijo me sublevaba la sangre. » 


Semanas más tarde, el asunto llegó al despacho de Juan Ramón Montero. Una de las letradas del bufete, 
Patricia Gómez Santiago, escuchó el relato de los hechos que le presentaba su cliente. No lo podía creer. 


2María Ángeles Galaz vive en 2006 en la calle Arturo Soria. Al casarse su hijo le cedió la casa de la calle Menéndez Pelayo. 
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«Lo que se ha hecho con él es una de las mayores aberraciones jurídicas ocurridas en este país desde la 
entrada en vigor de la Ley contra la Violencia de Género —afirmó la letrada-. El asunto no tiene parangón 
en la jurisprudencia de ningún país del mundo y es tan grave que clama al cielo.» 


Sin un juicio previo, mi cliente fue condenado por resolución firme, inamovible en "sentencia de conformidad" 
prestada por Antonio Duboy sin tiempo para contrastar su situación jurídica, aceptando sin más los consejos 
de un desconocido que se presenta como su abogado de oficio en el pasillo del Juzgado instantes antes de 
entrar en el despacho del juez, donde se le "juzga", y que se le asesora sin preguntarle absolutamente nada 
de lo ocurrido. 


De esta manera, presionado por los días de calabozo y por las circunstancias, mi cliente aquieta así a una 
condena, sin juicio, sin haber prestado declaración alguna delante del juez, sin que se le haya leído el contenido 
concreto de la acusación, sín haber escuchado, sin que nadie, al parecer, haya revisado el contenido de los 
autos, sin que nadie le haya transmitido las consecuencias de conformarse con una sentencia cuya firmeza e 
inamovilidad se declara verbalmente diez minutos después de haber entrado por la puerta. » 


La letrada Patricia Gómez Santiago y Antonio Duboy Galaz estudiaron con detalle las posibilidades de que 
prosperara un recurso de amparo o una solicitud de nulidad de actuaciones. Sabían que plantear una queja 
ante el Consejo General del Poder Judicial, ante el Defensor del Pueblo o el Colegio de Abogados de Madrid 
frente a una sentencia firme por conformidad era algo prácticamente destinado al fracaso. «Como lo único 
que nos queda es la rebeldía ante una situación injusta, donde se han vulnerado todas y cada una de las 
normas del Estado de Derecho, hemos decidido pelear hasta el final, cueste lo que cueste e iniciar un periplo 
procesal, administrativo y disciplinario para hacer constar nuestra protesta», afirmó Patricia Gómez Santiago, 
quien en 2006 se hallaba haciendo un máster en Derecho Procesal en New Haven, Estados Unidos, profesional 
radicalmente en contra de la Ley Orgánica de Medidas Integrales contra la Violencia de Género. 


«A través de mi experiencia personal y profesional he podido comprobar de primera mano y como testigo 
directo los problemas que la aplicación irracional de una ley pensada como "producto de venta al público” 
puede acarrear a nivel humano. Y es que tanto me repugna la violencia doméstica que entiendo debía ser 
objeto de un tratamiento mucho más profundo y minucioso desde el punto de vista legislativo, afirma su 
abogado. » 


Una investigación de las actas y sentencias de conformidad, dictadas por el mismo Juzgado con fecha anterior 
a la de Antonio Miguel Duboy, reveló que todas eran exactamente iguales, cortadas por el mismo patrón, y 
que sólo cambiaba el nombre y los datos personales del condenado y los de la demandante. Incluso en casos 
mucho más graves, en las que hubo agresión continuada, muchos golpes, o amenazas con objetos punzantes 
o contundentes, las sentencias son de siete meses de prisión y un año de alejamiento de la supuesta víctima, 
salvo que se hubiera afectado órganos vitales. 


Hay, por lo tanto, una clara desproporción entre el supuesto daño causado y la pena que se obliga a cumplir 
al supuesto maltratador. «De donde se deduce que da lo mismo no pegarle a una señora, que darle un sopapo 
o media docena-afirma el abogado Juan Ramón Montero-. Si ella presenta denuncia por malos tratos y el 
juez la estima la condena es siempre la misma, lo que supone una grave quiebra del principio de equidad y 
proporcionalidad de las penas.» Y agrega: «La sentencia es para la mujer como si le hubiera tocado el premio 
gordo de la lotería. Por una simple riña familiar, que antes se saldaba con cuatro días de localización al ser 
tipificada como falta, se queda con la casa y todos los enseres y el marido es condenado a pagarle una pensión 
de por vida.» 


Pero lo más delicado de todo es que al supuesto maltratador no se le retira el pasaporte. Con lo que, si tiene 
media docena de amantes repartidas por todo el mundo, al día siguiente puede estar golpeando a una en 
Singapur y una semana después haciendo lo mismo en Hong Kong. 


Antonio Duboy Galaz no es la única víctima de la justicia de género. En una Juzgados donde la indefensión 
es manifiesta y el derecho a la tutela judicial efectiva brilla por su ausencia, las irregularidades se producen 
a centenares todos los días. 


En el casi año y medio de funcionamiento, la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género destrozó las vidas de más de doscientos mil hombres. 
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Ni un solo periódico ha denunciado esta sistemática violación de los Derechos Humanos hacia el varón, que 
se repite entre cuatrocientas y quinientas veces cada día en toda España. Los detenidos pasan automática- 
mente al Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, perteneciente al 
Ministerio de Justicia, más conocido como el Registro Central de Maltratadores, inventado en los Juzgados 
de la Comunidad Valenciana y extendido a toda España desde 2004F] 


¿Quién indemniza a las decenas de miles de españoles que son arbitrariamente detenidos, sin mandato judicial, 
sin una investigación mínima del riesgo familiar que representaban? ¿Quién les resarce de los daños morales 
infligidos? ¿Quién les restituye su personalidad de hombre íntegro ante los vecinos, ante el tendero de la 
esquina o el dueño del bar de abajo, quienes le han visto salir esposado? ¿A quién reclama por el estigma 
social causado por una Ley que le ha robado el derecho a poder discutir, acalorarse, batallar, polemizar, 
andar a la greña e incluso tirarse los trastos con su mujer, siempre y cuando sea metafóricamente? 


Casos de supuestos maltratadores detenidos injustamente y luego abandonados a su suerte hay decenas todos 
los días. Veamos otros casos. 


Llevaba un tiempo separada de su marido. Vivía son sus hijos menores de edad y con su nuevo compañero 
sentimental en el hogar de familiar, un bien ganancial de su anterior matrimonio, cuando sobrevino la pelea. 


El 9 de junio de 2006, Francisca M. y su nueva pareja se pelearon. 
-¡Te voy a matar! —le dijo él. 


Ella le replicó pegándole un guantazo y, además, lo denunció a la Guardia Civil por amenazas, con lo cual 
ese mismo día, que era sábado, se lo llevaron detenido. Como la vista oral estaba prevista en el Juzgado de 
Totana, Murcia, para el lunes, durante el fin de semana su abogada trató de que quitara la denuncia. 


-Piensa en las consecuencias —le dijo-. Por unas simples amenazas le van a condenar por delito, va a haber 
una sentencia con condena de cárcel. A él le van a quedar antecedentes penales y le van a dictar una orden 
de alejamiento de un tiempo muy prolongado -le dijo Encarna Martínez Montesinos. 


-No, no levanto la denuncia. ¡Tengo mucho miedo!-replicó Francisca. 
-¿Estás segura de lo que vas a hacer? 
-Sí-contestó-. Tengo mucho miedo. No sólo por mí sino por mis hijos. 


En esta situación se produjo una «sentencia de conformidad». Como su compañero sentimental no denunció 
la bofetada recibida de la señora, le condenaron a siete meses de cárcel y a tres años de alejamiento. 


No habían pasado veinticuatro horas de la condena cuando, a las nueve de la mañana del día siguiente, 
Francisca, muy nerviosa, llamó a su abogada. 


-Quiero levantar la denuncia —dijo-. He cometido un error. 
-Pero señora, si ya está todo resuelto —contestó la abogada. 


-Hay una sentencia firme. No hay forma de dar marcha atrás a la situación. Ayer le expliqué claramente lo 
que iba a ocurrir y le plantee la necesidad de que reflexionara. 


-No, no. Hay que cambiarlo todo. Lo que yo quiero es que mi compañero sentimental vuelva a casa y sigamos 
viviendo como lo estuvimos haciendo hasta hace 72 horas. Lo único que he pretendido es darle una lección 
por un problema de adicción que tenía. 


-Pero ya le expliqué que cuando la máquina judicial se pone en marcha no admite dar marcha atrás. 


-Ya-dijo-. Pero yo no quería el alejamiento. Sólo pretendía darle un escarmiento y nada más. Ahora mismo he 
hablado con él. Está en la calle, en una situación económica espantosa, sin dinero para comer ni para dormir. 
Yo y mis hijos podemos arreglárnoslas, pero él está sufriendo muchísimo. 


3El 24 de septiembre de 2006, dos años y medio después de su puesta en servicio, el llamado Registro Central para la 
Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica había «fichado» a 203.015 personas, el 90,5% hombres, según El País. 
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-Pues ya no se puede hacer nada —le confió la abogada-. El asunto ha pasado a Lorca y sólo podemos pedir 
que se deje en suspenso la orden de alejamiento, aunque va a ser muy difícil. 


-¿Por qué? -Porque usted insistió tanto en esta medida que a la jueza no le quedó más remedio que imponerla- 
aclaró la letrada-. Aunque el asunto depende ahora de otro Juzgado, ¿con qué cara vamos a pedirlo a una 
nueva juez cuando su insistencia consta por escrito hasta tres veces en las diligencias incoadas? 


Quedaron en desplazarse al día siguiente al Juzgado de Lorca pero, sin encomendarse ni a Dios ni al diablo 
Francisca se fue por su cuenta y riesgo al Juzgado de Totana a hablar con la jueza del día anterior. Se la 
encontró bajando las escaleras, la jueza tuvo un tropiezo y, de no ser porque Francisca le cogió del brazo, 
habría acabado aquella mañana en el hospital con algún hueso roto. 


Cuando más tarde le pidió audiencia no quiso recibirla, pero tras insistir mucho aceptó. 


-Quiero que revoque la sentencia de ayer contra mi compañero y, además, estoy decidida a compensarle por 
las molestias ocasionadas dejándole mi piso —le dijo a la jueza. 


-Pero si la vivienda no es suya. Es un bien ganancial. Usted ostenta su usufructo porque tiene hijos menores 
de edad. 


-Da lo mismo. A mi compañero sentimental le he causado un daño terrible. No puedo dejarle abandonado 
ni tampoco vivir juntos. Yo tengo más posibilidades que él y por eso le cedo el piso. Buscaré otra casa en 
alquiler hasta que esto se arregle. 


-¿Pero sabe lo que me está usted diciendo, señora? Pretende dejarle la vivienda a su compañero sentimental, 
quitándosela a sus hijos, como premio a sus malos tratos. 


-Pero si sólo fue una leve amenaza. La que le pegué fui yo, como declaré en el atestado ante la Guardia Civil 
aunque él, que es todo un caballero, no quiso aprovecharse de esa circunstancia. 


La jueza, evidentemente, pensó que Francisca había perdido la cabeza y la echó del despacho. «En aquellos 
momentos estuve a punto de recordarle que entonces ella no estaba en el hospital, porque yo la había sostenido 
del brazo cuando se iba a caer por las escaleras, pero me contuve», les confió días más tarde a unas amigas. 


Francisca salió de los Juzgados pensando que los Tribunales eran la cosa más deshumanizada que existe en la 
sociedad y que en lugar de arreglar los problemas de la gente los empeora. Ella había acudido allí de buena fe, 
siguiendo las orientaciones que le dieron en la Policía de mantener su denuncia hasta el final. Le aseguraron 
que a él no le pasaría nada por una simple amenaza, que se compensó con creces con un buen bofetón, se 
quedó sin su compañero sentimental y causó un daño tal vez irreparable a otra persona. 


A los dos o tres días fue a los Juzgados de Lorca, pero tampoco le ofrecieron ninguna solución. Al final, 
tras una semana pateándose los Juzgados, Francisca se hizo la pregunta del millón. Si ella se peleaba con su 
pareja y a los tres días quería reanudar la relación no había problemas para llegar a una relación. Pero si 
intervenían la Policía y la justicia, la posibilidad de un reencuentro era inviable. 


La justicia de género se convierte así en una terrorífica máquina automática de matar familias, de destruir 
convivencias, de aniquilar sentimientos. Actúa con tal celeridad que a los denunciantes no les da tiempo a 
sedimentar sus sentimientos, a controlar sus emociones, emite fallos cuando las dos partes están en el fragor 
de la batalla conyugal, con las espadas en alto dispuestas a herirse y sus fallos -cuando se producen- son 
inapelables. Al actuar con la rapidez de un misil, no da tiempo a que los sentimientos se sedimenten, a que 
mujeres y hombres recapaciten. Y, de esa manera, haciendo justicia sobre un volcán en erupción, en lugar de 
apagar las llamas sólo se consigue amplificar el círculo infernal de la violencia y generar más violencia y más 
malos tratos. 


Una pareja había discutido porque la mujer había salido una noche a bailar y volvió sobre las ocho de la 
mañana, con algunas copas de más. 


-A ver si te crees que no hay más hombre que tú —le recriminó ella durante la pelea. 
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Farmacéutico del Samur, tras pasar 24 horas de servicio, Wilman Bernabé Contreras regresó a su casa de la 
calle Ramón Luján de Madrid a las 3.30 de la madrugada del 18 de octubre de 2005. Tres horas más tarde, 
a las seis, llamaron a la puerta. 


-¡Abran a la Policía! Wilman Contreras estaba en calzoncillos. Abrió la puerta. Inmediatamente, uno de los 
agentes le colocó unas esposas y le leyó sus derechos. 


-Queda usted detenido por maltrato a su mujer. 


Vestido como estaba, sin que le dejaran cambiarse de ropa, se lo llevaron a los calabozos de la comisaría 
de Moratalaz, donde le tuvieron encerrado hasta el día 20. Entonces lo trasladaron a los Juzgados de Plaza 
Castilla y le prestaron ropa para que pudiera comparecer vestido ante la jueza Raimunda de Peñafort, quien 
le tomó declaración esposado, sin lavarse, y con barba de tres días, somo si se tratara de un peligroso 
delincuente] 


En la «vistilla» del Juzgado de Violencia de Género, el fiscal le pidió diez meses de prisión y la inhabilitación 
para el sufragio pasivo. Entre las medidas accesorias, la de no acercarse a 500 metros del domicilio conyugal, 
el lugar de trabajo y «los lugares que frecuente Claudia Ignacia Ramos Fuertes». Es decir, se le desarraiga 
del círculo de amigos peruanos que frecuenta y que suelen reunirse todos los fines de semana en determinados 
puntos de Madrid para mantener sus vínculos afectivos culturales y deportivos['] 


Pero la Justicia española no sólo se conformó con convertirle en un perro vagabundo. Paralelamente, la jueza 
le bloqueó las cuentas bancarias y no le dejaron sacar dinero, lo que le colocó en una situación harto difícil. 
Como ha sido expulsado de su casa en calzoncillos, sin dinero, necesitó pedir un préstamo a su empresa para 
comprarse ropa y comida. Al tener las cuentas bloqueadas, tampoco pudo pedir un aval para alquilar una 
casa. 


Todo un panorama que debía planteársele alguna vez al ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera, 
para que experimentara el daño que su Ley Orgánica de Medidas Integrales contra la Violencia de Género 
estaba causando entre los sectores más desfavorecidos de la sociedad, pues, como se cuenta en otra parte del 
libro, las clases medias altas solucionan sus problemas en las notarías; no en los Juzgados de Guardia. 


Diez días más tarde se celebró la vista oral en el Juzgado de lo Penal 19 de Madrid. Durante el plenario, su 
mujer, Claudia Ignacia Ramos Fuertes, se acogió al artículo 416 de la Ley de Enjuiciamiento Crimina]f?] y se 
negó a declarar contra su marido. 


La jueza Adela Viñuelas Ortega lo absolvió al no acreditarse que hubieran existido malos tratos, situación 
que se produjo en el 59% de los casos enjuiciados en toda España desde la entrada en vigor de la ley, el 29 
de julio de 2005. 


Lo más significativo del caso es que la persona que inspira la filosofía de esta ley es una mujer anglosajona, 
compañera de correrías de Betty Friedan, Kate Millet, Germaine Greer y Gloria Steinem, los iconos del 
feminismo radical de los años setenta. 


Lenore Walker, una joven y simpática psicóloga de la Universidad de Rutgers, afincada años después en 
Denver, Colorado, y ligada al Colegio de Mujeres, fue la primera experta en elaborar una «tesis científica» 
sobre la violencia familiar. Tras un viaje a Florida, donde se dio cuenta que los malos tratos, tal como se 
creía entonces, no decrecían a partir de los cuarenta años, empezó a experimentar con perros. 


Y llegó a una conclusión singular: «Las mujeres maltratadas tienen el mismo comportamiento que los perros 
encerrados, a los que se aplica electrochoques. A partir de ahí elaboró las dos teorías básicas del feminismo 
troglodita. 


Hasta a los presos de ETA, en la Audiencia Nacional, a la hora de comparecer en la vista oral, se le retiran los grilletes. 

5Diligencias 313/2005 del Juzgado número 1 de Violencia de Género. 

6 Artículo 416 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. «Están dispensados de la obligación de declarar a los parientes del 
procesado en línea directa ascendiente y descendiente, su cónyuge, sus hermanos consanguíneos o uterinos, y los colaterales 
cosanguíneos, hasta el segundo grado civil (...) Por similitud o analogía se aplica a las parejas de hecho.» 

“The Battered Woman y The Baterred Woman Syndrome. 
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El ciclo de violencia es común para todas las mujeres: a un período de luna de miel sigue otro de incremento 
de la tensión que desemboca en una explosión de violencia. Luego vienen las disculpas y las lamentaciones, 
un nuevo período de luna de miel, la tensión aparece de nuevo y la mujer sale golpeada. 


Su segunda teoría, elaborada tras hablar con muchas compañeras casadas de la universidad, es que el mito 
del maltrato no es un problema de las clases bajas. Cruza por todas las líneas de las clases sociales y afecta 
a todo el mundo por igual. 


«Es un problema que emana de la dominación histórica del hombre sobre la mujer, de la sociedad patriarcal. 
Hay que abolirla o las mujeres no nos quitaremos nunca de encima a nuestros tormentos», señala como tercer 
punto. 


Las tres tesis de Walker se cuelan en la Naciones Unidas, invaden las cuatro conferencias mundiales de la ONU 
sobre la mujer y acaban convertidas en dogma de fe para la sociedad occidental: hay dos tipos de personas: los 
maltratadores y las mujeres maltratadas. Esta filosofía impregna la Ley Orgánica de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género. La violencia de género es consecuencia de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre hombres y mujeres. Existe incluso un síndrome de la mujer maltratada, que 
consiste en las “agresiones sufridas por la mujer como consecuencia de los condicionamientos socioculturales 
que actúan sobre el género masculino y femenino situando a ésta en una posición de subordinación en tres 
aspectos de la vida: en las relaciones de pareja, agresión en la vida social y acoso en el medio laboral. El 


Todos los propagandistas de la ley han repetido como papagayos el «ciclo de la violencia» establecido por 
Lenore Walker en The Battered Woman Syndrome (El síndrome de la mujer maltratada) y han apoyado 
la teoría de adelantar y ampliar las barreras punitivas para detectar precozmente a los maltratadores y 
marginarlos de la sociedad metiéndolos entre rejas. 


El objetivo de la ley es reducir a niveles aceptables los asesinatos de mujeres a manos de sus parejas, que 
se han incrementado entre un 30% y un 40% tras la llegada de tres grupos de emigrantes a España: los 
ecuatorianos, los rumanos y los marroquíes, colectivos en los que la mujer está sometida al hombre y las tasas 
de homicidios son entre cinco y diez veces más altas. 


Para ello, en lugar de endurecer las penas por el uxoricidio, las agresiones sexuales, las detenciones ilegales y 
secuestros!?] El Partido Socialista y el Gobierno optan por la vía más fácil: elaboran una Ley que acerque las 
barreras punitivas a un mayor número de ciudadanos varones y que les permita entrar a saco sobre decenas 
de miles de hombres todos los años. 


De esta manera, el Gobierno cree que haciendo una detección precoz de los niños supuestamente violentos en 
institutos y universidades se puede actuar contra ellos y «reprogramarlos». Y actuando contra la violencia 
ocasional, contra las riñas y trifulcas intrafamiliares y aplicando un severo castigo a los infractores —siempre 
hombres, naturalmente-se puede poner fin a los asesinatos de mujeres. La experiencia, como veremos a 
continuación, revela todo lo contrario. 


El día anterior, nada más apuntar el alba, salió a correr para mantenerse en forma, como hacía todos los días 
desde que cinco años atrás llegara al pueblo, procedente de Fuenlabrada, Madrid. 


Horas más tarde, pasó unas horas chateando con unos obreros de la construcción que habían acudido a enyesar 
en una parte de su gimnasio. Después se dedicó a entrenar a sus alumnos de artes marciales. Muchos vecinos 
y amigos de la familia le vieron pasear por los aledaños y la zona peatonal, cerca de la plaza de España y 
plaza de la Constitución. Era el atardecer del sábado 29 de julio de 2006. 


Ana Isabel Ocaña, embarazada de siete meses, con un vestido blanco vaporoso, y Ramón Luis Sánchez, con 
un polo azul y un pantalón vaquero, caminaban con su hija de dos años y con su sobrina de cuatro. Los padres 
de ésta, Vicente y María del Pilar, tenían una boda esa noche. Así que Ramón Luis, karateka, y Ana Isabel 
Ocaña, cajera de uno de los dos supermercados que la familia tenía en la calle Juan de Zúñiga, cuidarían de 
la niña para que sus padres «pudieran divertirse a gusto». 


SEste texto, sin cambiar ni siquiera una coma, aparece como tal en The Watterred Woman Syndrome, de Lenore Walker, 
publicado en 1978. Posteriormente las Naciones Unidas lo hicieron suyo y, a su vez, el Gobierno de España. 
9 Artículos 138 y siguientes y 178 y siguientes. 
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A las once de la noche, tras cenar en el bar Tara, regresaron a su vivienda en la calle Dulcinea 10 de «un 
lugar de la Mancha de cuyo nombre no quiero acordarme», según Miguel de Cervantes, Argamasilla de Alba, 
pasando por delante del templo gótico renacentista de San Juan Bautista, construido entre 1542 y 1575 por el 
cantero Juan de Rigos con los 200 ducados que aportó la Corona, y tiraron calle adelante, hacia la vivienda. 


La casa, de ladrillo marrón, puertas metálicas y rejas pintadas de rojo, es una de esas viviendas familiares sin 
personalidad ni estilo propio, de dos plantas, que se alinean una tras otras en muchos pueblos de Castilla-La 
Mancha, Extremadura o Andalucía. En la planta de abajo estaba situado el gimnasio de Ramón Luis y el 
garaje. Arriba, las habitaciones de la familia. Con la llegada del calor, las cosas en el gimnasio, su única 
ocupación, habían empeorado. Hasta los funcionarios de Herrera la Mancha, la prisión cercana, construida 
como centro de reclusión de etarras, que acudían a la calle Dulcinea a ponerse cachas['"] habían dejado de 
frecuentarlo. «En octubre volveremos», le habían dicho. 


Reservado y taciturno, agobiado por la falta de trabajo, Ramón Luis comenzó a sufrir depresiones, que se 
habían acentuado unos meses antes a raíz de la muerte de un hermano en Alcorcón, Madrid. Jamás había 
hecho partícipe a nadie de sus problemas ni tampoco había acudido a médico alguno. Su situación mental 
se agravó paulatinamente y en los últimos seis meses pegaba ojo por las noches; sufría frecuentes dolores de 
cabeza y el insomnio permanente le hacía pasearse solo dentro de la casa, como un alma errante, hasta que 
a las seis de la mañana comenzaba a clarear el día y se levantaba con los párpados a la altura de la comisura 
de los labios. 


¿Qué pasó por su cabeza aquella terrorífica madrugada? ¿Tuvo celos de su sobrina, como afirman sus suegros 
y cuñados? ¿Le despertó la niña y se desató el volcán de fuego y muerte que llevaba dentro? Nadie lo sabe. 


Lo único que se conoce a ciencia cierta es que a las once de la mañana del 30 de julio se recibió una llamada 
en el cuartel de la Guardia Civil de la calle Prior, a escasos doscientos metros de la vivienda familiar. 


-Les ruego que vengan a mi casa. He matado a mi mujer y a mi sobrina y quiero entregarme —dijo. 
Luego marcó el teléfono de su cuñado Vicente. 
-Ven a casa para que te lleves el cuerpo de tu hija. La he matado. 


Cuando dos minutos después la Guardia Civil llegó a su vivienda, Ramón Luis abrió la puerta y les franqueó 
el paso. 


-¿Qué ha pasado? —preguntaron los agentes. 
-Que he matado a mi mujer y a mi sobrina. Se quedaron atónitos. 


Estaban frente a un individuo frío, recién duchado y afeitado, que se había echado agua de colonia, se había 
vestido con un traje de paseo e incluso se había puesto su corbata preferida. Cogida de su mano llevaba a su 
hija de dos años, a la que había dado el desayuno, lavado y había emperifollado también. 


-¿Estás de broma? ¿Dónde está tu mujer? 
-Ahí dentro, al fondo. 


Los agentes entraron en la casa. El espectáculo hallado no pudo ser más macabro. El cuerpo sin vida de Ana 
Isabel estaba tirado en un rincón, con la cabeza partida a golpe de kárate. La columna vertebral rota. Varios 
huesos quebrados. En una situación similar se encontraba la niña de cuatro años. 


El estado de los cadáveres, a los que debió estar golpeando durante mucho rato, desde las seis de la mañana, 
en que se despertó y la emprendió con su sobrina y luego con su mujer, daba a entender que no había sufrido 
ningún arrebato ni una enajenación mental transitoria. Lo más significativo del caso es que, tras cometer los 
asesinatos de su mujer, embarazada de siete meses, y de su sobrina, Ramón Luis Sánchez se quitó el pijama 


10Como en la etapa de Cervantes, en Argamasilla de Alba hubo una prisión en la que fue encarcelado el autor de El Quijote, 
en 2006 muchos de los funcionarios de prisiones de Herrera de la Mancha son nacidos en el pueblo o casados con mujeres de la 
comarca. 
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ensangrentado, lo metió en la lavadora, se puso un chándal y se fue a hacer sus tres horas de footing, como 
si nada hubiera pasado. 


De regreso a su casa, se duchó y afeitó, despertó a su hija y le dio el desayuno. Luego se pusieron de punta en 
blanco los dos y, cogidos de la mano, se entregaron a la Guardia Civil, que le puso a disposición del Juzgado 
de Guardia de Tomelloso, donde prestó declaración. 


-No quiero que me manden a la cárcel de Herrera de la Mancha -dijo. 


El de Ana Isabel Ocaña fue el cuadragésimo séptimo asesinato de una mujer a manos de su marido, al 
que, en ese momento, representó un trauma para el Gobierno. Los servicios policiales y judiciales, actuando 
coordinadamente tras la detención de 140.000 hombres entre junio de 2005 y junio de 2006, no habían logrado 
reducir el número de muertes violentas. Por el contrario, la cifra se había incrementado en el mismo período 
en siete personas. 


Tampoco se demostró que las féminas que se hallaran en peligro real de ser acuchilladas por sus maridos 
pidieran protección a la Policía, con lo que el sistema de detección precoz de los maltratadores -un método 
nazi, obviamente, ya que lo que se impone es la educación para la convivencia y la mediación- no parecía el 
más acertado. Hasta el 29 de junio de 2006, sólo dos de las asesinadas estaban en los ficheros policiales y 
judiciales como denunciantes de presuntos maltratos. 


Los legisladores ya sabían que la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género no previene los terribles asesinatos de algunas decenas de mujeres a manos de sus maridos. Como se 
ha dicho, en 1999 el Consejo General del Poder Judicial firmó un convenio con el laboratorio de Sociología 
Jurídica de la Universidad de Zaragoza para buscar fórmulas que permitieran anticiparse al asesino. Se le 
dieron 4.648 sumarios para que analizaran el problema. A una de las conclusiones que llegó es que sólo el 18% 
de las mujeres asesinadas habían denunciado previamente malos tratos ante la policía o lo habían contado a 
alguien de su entorno familiar. 


Y es que matar moscas a cañonazos no parece ser la fórmula más óptima para acabar con un problema que, 
aunque es bastante menos grave que en la mayoría de los países de nuestro entorno, no debía haber llevado 
a criminalizar a la mitad de la población para satisfacer a una opinión pública, ávida de maltratadores a los 
que crucificar. 


Por esta razón ningún otro país del entorno social y cultural de España ha tomado esta iniciativa tras 
examinar el modelo de Estados Unidos, donde, tras encarcelar hombres a mansalva, al igual que ocurre hoy 
en España, se ha cambiado el sistema: los americanos tampoco pudieron reducir el número de asesinatos de 
mujeres -el promedio es de una por día- a manos de sus maridos o compañeros sentimentales. 


Veamos, sin embargo, otros aspectos negativos de la ley. 


En el verano del 2003, Francisco Javier Palazón Rodríguez, un albañil de 42 años, viajó a la capital de España 
para ver un partido del Real Madrid. Como le sobraba tiempo, se dio una vuelta por la Casa de Campo para 
ver el «percal» que se estilaba en aquella zona. 


Por la noche, tras el encuentro de fútbol, quedó con una joven rumana, Giorgiana Pirnau, en unos aparta- 
mentos cercanos a la plaza de España. Tras llegar a un acuerdo con su chulo, que le pedía 12.000 euros por 
la «mercancia», la «compró» y se la llevó a su pueblo de Santomera, Murcia. 


-El pago te lo haré a plazos —dijo antes de partir. 


Poco tiempo después tuvieron una niña. Como su compañera se metió de nuevo en la prostitución, se dedicó 
a seguirla de cabaret en cabaret con el camión de transporte de hierros que compartía con su hermano hasta 
que éste se dio cuenta de la situación y le echó del negocio. 


A partir de entonces empezó a ir de mal en peor. Perdió otros trabajos ocasionales que le fueron saliendo, 
tuvo que vender doce coches de segunda mano para sobrevivir y dejó de pasarle la pensión a su madre, que 
se había hecho cargo de dos hijos de una relación anterior. 
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Entretanto, su ex compañera había decidido abandonar de nuevo la prostitución e irse a vivir a una casa de 
acogida. Pero como no se encontraba a gusto, decidió volverse a su país. Antes de hacerlo se presentó en su 
casa con la Guardia Civil. 


-Déjale dormir unos días —le dijeron-. Al menos hasta que pueda pagarse el billete. 
-¡No! 
-Hombre, que no te va a pasar nada. Sólo unos días. 


Javier Palazón aceptó. El 2 de mayo de 2006, su ex compañera le denunció por malos tratos. A partir de ese 
día le echaron de casa y le condenaron, por una falta de injurias, a cuatro días de localización permanente y 
a seis meses de alejamiento de su ex mujer. 


Ahí empezó su suplicio. Para poder ver a su hija en un punto de encuentro, las amigas de su ex compañera 
le exigían entre 300 y 500 euros. La mafia rumana empezó a perseguirle para que le abonara parte de los 
12.000 que aún no había pagado["] Y por si fuera poco, tampoco podía entrar en el centro del pueblo, donde 
había vivido cuarenta y dos años. 


Tras la sentencia, se pasó cinco días en la calle, tirado como un perro, sin poder lavarse ni cambiarse de ropa, 
medio muerto de hambre. Entonces tomó una radical decisión: ahorcarse. Pero ni en ese caso la suerte le 
sonrió. Cuando estaba pendiendo de la cuerda, a punto de irse para el otro mundo, un marroquí que pasaba 
por allí lo vio y cortó la soga de un tajo. 


Obsesionado y al borde de la locura, el 11 de junio de 2006 acudió frente a la casa de su mujer para intentar 
un nuevo suicidio, aprovechando que Giorgiana Pirnau estaba en Cieza con unas amigas. De esta manera 
pretendía darle un escarmiento por la situación de humillación y de maltrato que estaba recibiendo de una 
extranjera en su propio país. 


Entonces apareció de nuevo el marroquí. Encendieron cigarrillos, con la mala fortuna que su ex compañera 
se presentó en la casa y llamó al 112. Cinco minutos más tarde, fue detenido por la Policía Municipal. 


El terrible ataque de ansiedad que había experimentado la ex prostituta al verlo tan cerca, según declaró en 
el juicio, le costaría una condena. 


-Es que yo tengo que marcharme de mi pueblo, donde he vivido cuarenta y dos años-repitió él en la vista 
oral. 


Habría tenido otra forma de solucionar el asunto. Si se hubiera prestado a las exigencias de la mafia rumana 
y les hubiera entregado 6.000 euros, su ex compañera habría levantado la denuncia, tal como lo había hecho 
en dos ocasiones. 


Para paliar la situación producida por una «ley injusta», el legislador ha ordenado a los Tribunales que, 
además de la preceptiva condena de cárcel al reo, se le prohíba comunicar «en todo caso» con su familia 
por carta, postal, telegrama o por cualquier medio telefónico, electrónico o de cualquier otra naturaleza. Una 
política de avestruz porque si él no se comunica y no se acerca a la supuesta víctima, ya no existe el problema. 


Fue lo que le ocurrió a Eleuterio Sánchez Rodriguez, el Lute. El 28 de febrero de 2006, a sus 63 años, fue 
detenido en una calle de Punta Umbría, Huelva, tras acudir con unos detectives privados a «sorprender» 
a su mujer con un presunto amante. El juez de Instrucción 4 de Huelva dictó en su contra una orden de 
alejamiento. 


-Incluso si le llama uno de sus hijos, usted no puede coger el teléfono —le ordenó el juez. 


-Usted se creerá Dios, pero si un hijo mío me llama porque necesita hablar conmigo para cualquier urgencia, 
diga usted lo que diga, cogeré el teléfono. Y usted, si quiere, luego me mete en la cárcel. ¡Pero ningún juez 
puede privarme de mi derecho a hablar con mi familia! 


11 En una ocasión la mafia rumana le tiene secuestrado en el pub Stay toda una noche. Allí le amenazan de muerte si no les 
paga lo que les debe. «Es gente muy peligrosa», relata. 
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Por eso, para paliar este problema generado por la propia ley, en 2005 los tribunales españoles concedieron 
36.273 órdenes de alejamiento -una especia de destierro encubierto-, lo que equivaldría a dejar la provincia 
de Teruel, la menos poblada de España, sin hombres durante doce y treinta y seis meses, el período mínimo 
y máximo en el que suele aplicarse la ley[*?] 


«Las órdenes de alejamiento son un instrumento válido para prevenir muertes violenta. Pero si concedemos 
36.000 al año, además de cometer una barbaridad que no tiene parangón en ninguna legislación europea, las 
estamos convirtiendo en papel mojado porque no podemos proteger a tanta gente a la vez ya que tenemos, 
incluso, a fiscales y a jueces con órdenes de alejamiento, para sustraerlos de las iras del varón», señala el juez 
Ramón Sáez. 


El 6 de septiembre de 2006, las representantes de trece organizaciones feministas]”] pidieron una entrevista 
con la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, para solicitarle que los hombres 
condenados por malos tratos cumplieran íntegramente sus condenas. 


Así pretendían que la redención de penas por trabajo o equivalentes, establecidas por la Ley Orgánica General 
Penitenciaria, no se aplicara a un solo tipo de reclusos. Que a los maltratadores no se les permita, además, 
conmutar sus penas por cursos de reeducación y que no se les facilite el acceso al tercer grado. 


Lo que ocurría, sin embargo, es que las asociaciones feministas fundamentalistas llegaban demasiado tarde. 
«A estos presos no se les está dando permisos de salida de fin de semana y se les hace cumplir íntegramente 
las penas. A la Administración y a los jueces de Vigilancia Penitenciara les da miedo que salga y maten a sus 
ex mujeres. Con lo cual, por una falta leve, a los presuntos maltratadores se les trata en peores condiciones 
que a otros reclusos que han cometido delitos mucho más graves como asesinatos, atracos, homicidios», señaló 
la jueza decana de Barcelona María Sanahuja en la primavera de 200611] 


Y es que otra de las barbaridades de la Ley contra la Violencia de Género, al acosar salvajemente a muchos 
hombres, consiste en detenerlos enjaulados como fieras. Ni los 40 Juzgados de Vigilancia Penitenciaria cons- 
tituidos en España ni las Juntas de Tratamiento de los Centros Penitenciarios se arriesgan a dar permisos de 
fin de semana ni a pasar al régimen abierto o tercer grado, una vez cumplidos dos tercios de la condena. 


Aunque la Ley Orgánica General Penitenciarid'”] establece que para pasar a una persona al tercer grado hay 
que tener en cuenta la personalidad del reo, el historial familiar, social y delictivo del interno, la duración 
de la pena y medidas penales en su caso, el medio al que retornará y los recursos, facilidades y dificultades 
existentes para el buen éxito del tratamiento, los presos ingresados en la cárcel por violencia de género son 
los únicos obligados en España a cumplir íntegramente las condenas. 


Al intentar solucionar un problema, el de la violencia ocasional, aplicando graves penas, la Ley Orgánica de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género ha creado otros muchos. Por ejemplo, que entre 
enero y julio de 2006, el número de personas que se quitan la vida tras matar a su mujer se haya incrementado 
un 37,3% sobre el total de mujeres asesinadas, con un total de 19 suicidios. 


«Si al hombre se la quitan todos aquellos elementos por lo que está en esta vida y se le acorrala sin dejarle 
ni una sola salida lo lógico es que movido por la desesperación y la falta de esperanzas mate a su mujer y 
luego se quite la vida. Es la única manera de huir de la realidad y de sustraerse a la acción de la justicia», 
afirma el psiquiatra José Miguel Gaona. 


Para él, la tendencia a liquidar a la mujer y luego situarse y llevarse por delante todo lo que encuentre va a 
acentuarse en el futuro. «La persona que no tiene nada que perder en la vida porque se lo han quitado todo, 
que carece de perspectivas que le permitan vislumbrar un rayo de esperanza, se convierte en un individuo 
peligroso», apostilla. 


12 El País, 24 de septiembre de 2006. 

lSEntre otras, la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas, la Federación de Mujeres Progresistas, la Asociación de 
Mujeres Violadas, la Fundación Mujeres y la Asociación de Mujeres Juristas Themis. 

14 ¿A ver si te atreves», Luján Argúelles. Onda Cero, programa del 17 de mayo de 2006. 

l5Ley Orgánica General Penitenciaria, artículo 63. 
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Le dieron la sentencia, firmó en un registro y la Guardia Civil le entregó sus objetos personales y le dejó en 
libertad. Cuando estaba en la calle, se fue a tomar una copa con sus amigos de cautiverio y se pasaron entre 
ellos los papeles. Se dio cuenta entonces de que su sentencia era un calco de la de F.G.R., de la de M.L.S y 
la de S.P.G. Hasta la rúbrica del secretario era la misma. La justicia de violencia de género es una «justicia 
fotocopia» en la que sólo se cambian los datos del condenado, su número de DNI y, a veces, ni siquiera eso. 


Según el Observatorio para la Violencia de Género del Consejo General del Poder Judicial, de las 22.140 
denuncias presentadas entre enero y marzo del 2006 en toda España, 2.996 acabaron en «sentencias de 
conformidad», es decir, en condenas forzadas por el aparato judicial en el que el abogado de oficio, de 
acuerdo a veces con el fiscal, coaccionan psicológicamente al detenido, aprovechándose de su vulnerabilidad, 
la extenuación y la fragilidad del justiciable para arrancarle una condena en contra de su voluntad. 


De las 212 personas entrevistadas por el autor de este libro con «sentencias de conformidad», ninguno de 
ellos se mostró de acuerdo con la condena, el 99% dijo haberse sentido engañado, la mayoría no supo qué 
esta era imposible de recurrir y que su nombre iba a ser inscrito en un Registro Central para la Protección de 
las Víctimas de la Violencia de Género (registro de maltratadores), que podía ser consultado por cualquier 
juez o policía de toda España y que le perseguiría hasta el final de sus días. 


Ni uno solo de los «sentenciados» tuvo un juicio previo. Nadie le informó de su derecho constitucional a ser 
escuchados previamente y a que su testimonio fuera sometido al principio de contradicción en una vista oral. 
La sentencia no se leyó en voz alta y ni siquiera el juez, en la mayoría de los casos, les preguntó si estaban 
conformes con lo que aparecía escrito en el impreso-fotocopia. 


La mayoría de los entrevistados no recordaban la hora en que entró en la sala o la cara de su señoría y el 
único impulso que les movía era la de evitar la cárcel al precio que fuera. Su abogado, de acuerdo con el 
fiscal, les había dado a elegir entre «Guatemala y Guatepeor» y ellos habían elegido Guatemala, aunque en 
la mayoría de los casos resultara ser peor el remedio que la enfermedad. Los Juzgados de lo Penal suelen 
absolver al 59% de los denunciados por malos tratos en el seno del hogar. 


No son los únicos ejemplos de maltrato policial y judicial, a veces, mucho peor, en algunos casos, que los 
causados por el supuesto agresor a la presunta víctima. La ley actúa como una apisonadora, eliminando los 
elementos que tienen algún problema familiar para mandarlos a ese gran «contenedor de basura que son las 
cárceles», según el juez Sáez. 


Muchos justiciables, sin embargo, ya han hallado un método para sustraerse a la acción de la justicia, acogerse 
a su derecho a no declarar. Veámoslo. 


La dominicana Elena['*] 32 años, llegó a España en 1994. Tras largos años de trabajo en el servicio domés- 
tico, cuando creyó que tenía suficiente dinero para alquilar una casa, envió cierta cantidad a la República 
Dominicana para que vinieran su marido y sus hijos, de los que lleva separados seis años. 


Pero su marido, Juan["7] 39 años, se gastó el dinero en prostitutas y alcohol y tuvo que quedarse en su país. 
Al enterarse de lo ocurrido, su mujer lo perdonó. Acto seguido le envió un billete de avión para que pudiera 
volar por Dominicana de Aviación. 


Al poco tiempo llegó a Madrid y se establecieron en un piso junto con otros dominicanos. En las primeras 
semanas, el matrimonio iba de maravilla. Menos en una cosa: mientras Elena trabajaba de seis de la mañana 
a diez de la noche, su marido se pasaba el día tumbado en la cama. 


-Hoy tampoco he encontrado trabajo, mi amó- le decía Juan. 


Su mujer, con tal de volver a estar juntos y felices, aceptó la situación y se dedicó a mantenerlo. Hasta que un 
día llegó a su casa antes de lo habitual y lo encontró haciendo el amor en su alcoba con la mujer del portero. 
Hecha una furia, bajó las escaleras. 


-¿Pero usted no ha visto a su mujer follándose a mi marido? —le preguntó, indignada, al portero-. ¿Dónde 
tiene usted los huevos? 


16El nombre de Elena corresponde a las iniciales E.B.R.G.. 
17El nombre de Juan corresponde a las iniciales J.L.S. 
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-Ya lo sé. Hace varias semanas que ese par de cabrones no han nada más que joder. ¿Qué puedo hacer? Si le 
recrimino, me denuncia en el Juzgado de Violencia de Género. Pierdo a mis hijos, el piso. Prefiero aguantar 
a que se le pase el furor uterino. 


La dominicana, 1,90 de estatura, con unas manos tremendas, volvió a la habitación, cogió una alpargata y 
le dio una zurra a su marido. Para quitarle las malas intenciones, decidió que lo mejor era cambiar de casa. 
Pero entonces su amante abandonó al portero y se fue a vivir con el dominicano. 


Elena volvió a descubrirlos. Esta vez le dio una descomunal paliza a la pareja de tortolitos en un bar. A partir 
de entonces, se pusieron once demandas mutuas y el asunto acabó en un Juzgado Penal de Madrid. 


Antes de entrar en la vista oral, el abogado de la mujer, Gustavo Fajardo, le explicó cuáles eran las normas 
que regían en los Tribunales españoles. 


-Nada de regañar a su marido ni a la amante de éste, sólo hable cuando le pregunten -le dijo-. 


Por cierto, no se le ocurra llamar a la española «puta» o «golfa». Cuando se refiera a ella diga «sí, esa señora» 
y nada más. 


Empezó la vista. Elena saltó como una pantera y arañó a la mujer que le había quitado a su esposo. 
-¡Zorra! ¡Guarra de mierda! —le gritó. 


El juez ordenó expulsarla de la sala. Dos policías se encargaron de hacerle cumplir la orden. Sin embargo, al 
pasar frente a su marido, la dominicana logró soltarse de los agentes, sacar un paraguas extensible y pegarle 
con él a su marido hasta abrirle la cabeza. Aun antes de abandonar la vista oral tuvo tiempo para mirar al 
abogado de la parte contraria y pasarse el dedo por la garganta, como si fuera a rebanarle el cuello a sus 
patrocinados. 


La vista oral continuó sin la dominicana y el juez hizo comparecer a uno de los testigos, de origen cubano. 
-Usted cuente simplemente lo que vio -le dijo el abogado de la parte contraria. 


-Estaba en el bar tomándose un aguardiente y la pareja aquí presente se encontraba dentro, tomando dos 
cervezas. Entonces apareció Elena, cogió a esta señora por los pelos, la tiró al suelo y la pateó. Juan trató de 
mediar y le dio una patada en los testículos. Luego volvió de nuevo a enfrentarse a esta señora y le dio con 
la cabeza contra la pared hasta que empezó a sangrar. 


Al finalizar la vista oral el abogado Gustavo Fajardo le preguntó al testigo cubano. 
-Era una señora violenta, la dominicana, ¿no? 


-Según se mira. Aquí dirán que es una señora violenta. A mí, que vengo de otra cultura, me pareció una 
señora cabal, que había mantenido a su marido toda la vida y luchaba por su dignidad de mujer humillada 
por un zángano y su nueva amante. En esta vida hay que luchar a muerte por lo que es de uno o se está 
perdido- respondió el cubano. 


Elena fue condenada por maltratar a su marido y su nueva amante. Constituyó una de las pocas excepciones 
de extranjeros condenados por delitos relacionados con la violencia de género. 


Ecuatorianos, marroquíes y otras minorías de trabajadores emigrantes en España con los responsables del 
40% de las denuncias que se producen en Cataluña por violencia de género, según reconoció al autor de 
este libro la decana de los juzgados de Barcelona, María Sanahuja. En el resto de España, los emigrantes 
protagonizan el 35% de los 140.000 delitos que se juzgaron por la Ley Zapatero hasta el 29 de junio de 2006. 


¿Por qué no son condenados? «Porque, en la inmensa mayoría de los casos, se están jugando la expulsión de 
España, en el caso de que uno de ellos no tenga los papeles en regla o el dinero que mensualmente envían a 
sus hijos en Bolivia, Quito, Bogotá, Caracas, Rabat o Bucarest», dice Gustavo Fajardo. 


Y como la necesidad agudiza el ingenio, un inmenso porcentaje de los emigrantes se acogen a su derecho a 
no declarar, amparado en el artículo 24.2 de la Constitución. Por ese sistema, aunque en el momento de la 
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trifulca la mujer haya denunciado al marido ante la policía y exista un parte de lesiones, al no sostenerse en 
la vista oral el atestado policial ni poder ratificarse que las lesiones fueron causadas por el marido, los dos 
salen absueltos y se van tranquilamente a su casa. 


Los 32.000 delitos que quedaron impunes por este método en 2005 tienen fuera de sí a los responsables 
del Observatorio sobre la Violencia de Género. De generalizarse el procedimiento al colectivo de españoles 
-muchos de ellos ya lo emplean- la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género, el proyecto estrella del Gobierno para captar el voto de los movimientos radicales y antisistema, se 
quedaría en papel mojado, en un instrumento inservible. 


De ahí que en 2006 se hayan celebrado varios encuentros secretos para buscar una fórmula para que la Ley 
no pueda ser burlada y, mucho menos, «por esos extranjeros de mierda», según un afamado admirador de la 
política de José Luis Rodriguez Zapatero. 


El 20 de abril de 2006 se reunió un grupo de expertos en violencia de Género y Doméstica en la sede del 
Consejo General del Poder Judicial, en la calle Marqués de la Ensenada de Madrid. 


Los «sabios» estudiaron la enorme cantidad de personas que para bordear la Ley contra la Violencia de 
Género, al llegar la vista oral, se ponen de acuerdo y se niegan a declarar acogiéndose al artículo 24.2 de la 
Constitución. 


Una situación de similares características no se da en ningún otro tribunal español ni recurre por ningún 
otro delito. Los «especialistas» de Montserrat Comas, en lugar de establecer que una ley que es incumple 
sistemáticamente y que rechazan la mayoría de los ciudadanos es injusta e inconstitucional y, además, no tiene 
validez, plantean obligar a los individuos incursos en un procedimiento penal por malos tratos o amenazas, 
a declarar por la fuerza. 


«Básicamente los autollamados "expertos" quieren distinguir entre testigo y víctima, con argumentos lamen- 
tables y paupérrimos desde el punto de vista técnico jurídico. Puro voluntarismo y cabreo al ver que muchas 
parejas han encontrado ahí una salida a la sinrazón», señala la jueza María Poza. Su compañero, Ramón 
Sáez, agrega: 


«Desde nuestra cultura liberal, multiculturalista, los emigrantes son pobres, más zafios, más brutos, más soe- 
ces, más machistas y más salvajes que nosotros. Hay que mandarles al talego como sea. Si no quieren declarar, 
se hace una ley y que declaren por la fuerza.» A continuación, añade: «Pretender juzgar a los emigrantes en 
los casos de violencia menor u ocasional —cosa distinta es la habitual- haciendo abstracción de su origen, de 
la salida traumática de su país, del abandono de sus familias, de la explotación en trabajos incómodos o insa- 
lubres, del escaso ocio e independencia de que disfrutan, de cómo han construido sus relaciones de pareja o 
noviazgo, de cómo viven en pisos hacinados, durmiendo un camas calientes en pequeñas habitaciones, y cómo 
el alcohol es una huida de fin de semana a sus rudas condiciones de existencia es lo correcto.» Y finaliza: 
«Si no retiraran mútuamente, de manera masiva, las denuncias, o se negaran a declarar ante los tribunales, 
uno de los dos miembros sería apartado de la familia. Sus rudas condiciones de vida empeorarían, situación 
que parece ignorar el legislador.» 


No satisfechas con el tremendo mal causado a decenas de miles de familias desde 2003, el feminismo de 
exclusión pretendía el 6 de septiembre de 2006, en un llamamiento al Gobierno, que la riñas y malos tratos 
a la mujer se calificara de «terrorismo sexista», lo que suponía intentar darle una vuelta de tuerca más a la 
ley más dura aprobada por los gobiernos de la democracia. Añadían otras dos consideraciones: 


«Debe otorgarse la condición de testigo protegido a los declarantes en las causas por malos tratos y, asimismo, 
imponerse la supresión judicial automática de toda comunicación del causante del "atentado terrorista” hacia 
la mujer, de la cual los hijos son víctimas directas. » 


Es decir, por el hecho de haber sido maltratada, según las feministas, la mujer adquiere el grado de «intocable» 
y sus Opiniones y decisiones son indiscutibles. Eso le permite hacer y deshacer con sus hijos como si fueran 
una propiedad exclusivamente suya como un mueble más de la casa. Si el marido pretende verlos, el juez 
debe negarse, por ley, a expedir un mandamiento judicial recordando ese derecho, asunto del que hablamos 
en otra parte de este libro. 
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Porque la Ley contra la Violencia de Género presenta otras muchas aberraciones. De ellas hablaremos en el 
siguiente capítulo. 


Capítulo 9 


Los hombres en estado de sitio 


Con la ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, para 
21.780.869 varones no rige el principio de presunción de inocencia ya que pueden ser detenidos 
sin pruebas por la Policía y la Guardia Civil y condenados por jueces y magistrados en juicios 
rápidos en al menos los 430 Juzgados contra la Violencia de Género y asimilados que existen en 
toda España, sin más testimonio que el de la mujer y el informe —a veces prescindible- de una 
psicóloga que, por supuesto, no estuvo en la «escena del crimen». Es la mayor quiebra produ- 
cida en el Estado de Derecho desde los fusilamientos de 1939 tras la Guerra Civil, en que una 
persona podía ser detenida sin motivos en la calle a plena luz del día. La ley es bastante más 
perniciosa: instaura la condena a una persona dos veces por el mismo delito y permite detener, 
abrir procesos, juzgar y castigar al «reo», al que se obliga a demostrar que es inocente ya que la 
simple denuncia invierte la carga de la prueba. Al mismo tiempo, se vulneran todas las garantías 
procesales, penales y penitenciarias de un Estado de Derecho. Y se restringe los derechos del 
varón a niveles inconcebibles: en muchos centros penitenciarios se prohíben los vis a vis entre 
matrimonios o parejas de hecho y a muchas mujeres los jueces no las autorizan a casarse con su 
presunto maltratador preso. Es el estado de sitio en su expresión más virginal y pura. 


Todo ocurrió en Valencia el 14 de agosto de 2004, en la intimidad del domicilio conyugal, sin cámaras de 
televisión, sin magnetófonos ni testigos. 


Era la palabra de una mujer, que desde el principio se mantuvo firme en sus declaraciones, contra la de un 
hombre sobre el que oficialmente rige la misma presunción de inocencia y las mismas garantías procesales. 


Aquel caluroso día de agosto de 2004, Carlos['] según consta en autos, le pidió a su mujer que le diera parte 
de su dinero porque quería salir a dar una vuelta con los amigos. 


Ella, que administraba los gastos de la casa y guardaba los ingresos por nóminas de la pareja, se negó en 
redondo. 


-No, no hay dinero —dijo. 

La negativa de la mujer a satisfacer sus deseos derivó en pelea. Según su declaración, Carlos cogió un cuchillo 
de la cocina y la amenazó violentamente. 

-¡O me entregas lo que es mío o te rajo en canal! le espetó. 

Atemorizada, la mujer fue al fondo de la casa, donde guardaba los ahorros, y le dio 450 euros. El hombre, tras 
conseguir su propósito comenzó a golpearla y le asestó varios puñetazos por todo el cuerpo, que le causaron 
múltiples hematomas y contusiones. 


Carlos corresponde a las iniciales K. L. 
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-Y ahora prepárate —la amenazó. 


Tras asirla fuertemente por los brazos, le bajó los pantalones con una de las manos y la violó analmente. 
La mujer, «al estar fuertemente sujetada», no pudo defenderse y debió consentir la agresión sexual para así 
evitar daños mayores contra su persona 


El asunto no acabó ahí. Carlos se fue a su casa con el dinero y, al día siguiente, volvió para insultarla y 
maltratarla de nuevo. 


-¡Cristina de mierda! —le gritó-. ¡Puta bastarda! 
Como la mujer sólo se limitó a escuchar, el hombre se enfureció todavía más. Las amenazas arreciaron. 
-¡Voy a matarte, puta, y a tus hijos les romperé las piernas[*] 


Con la sola denuncia de la supuesta víctima, sin practicar ningún otro tipo de pruebas complementarias, 
Carlos fue ingresado en la prisión el 16 de agosto. Tras el juicio, le condenaron a 9 años de cárcel por 
violación, la pena media que establece el Código Penal para este tipo de delitos. Por el resto de los delitos 
y faltas cometidos —coacciones, lesiones-, la Audiencia Provincial de Valencia le castigó a otros 12 meses de 
cárcel y a 6 días de localización permanente. 


Todas estas condenas en cascada se produjeron a pesar de que en la vista oral, la denunciante se retractó de 
sus denuncias ante la Policía Nacional y de la ratificación que había hecho posteriormente ante el Juzgado 
de Instrucción. 


-¿Y por qué obró usted entonces de aquella manera? —preguntó el fiscal, incómodo. 

-Porque quería vengarme de mi marido. 

-¿Vengarse de qué? 

-De las agresiones y humillaciones a que me sometía. 

-¿Entonces la vejaba y la humillaba? 

-A veces, pero nunca llegó a violarme ni a tener relaciones sexuales conmigo sin mi consentimiento. 


Durante el plenario, la supuesta víctima reiteró una y otra vez su voluntad de volver a convivir con el acusado 
apenas fuera puesto en libertad. 


-Lo veo todos los días que me lo permiten. 


Paralelamente los informes periciales venían a sostener la segunda tesis de la demandante: que había actuado 
por venganza. El análisis de los partes médicos así lo revelaban. «La exploración forense de la víctima la 
noche de la supuesta violación y la efectuada cuarenta y ocho horas después no demostró que hubiera existido 
penetración anal alguna. » 


Aplicando el principio de presunción de inocencia ¿in dubio pro reo, Carlos debía haber sido absuelto inme- 
diatamente. La Audiencia Provincial de Valencia debía tener una bola de cristal infalible para enjuiciar las 
conductas de los acusados. Sin prueba alguna, ya que la declaración de la denunciante no se sostuvo en la vista 
oral —que es lo que cuenta- condenó al denunciado a 9 años de cárcel por un delito de violación consumada. 


El denunciado pasó casi dos años en prisión. Hasta el mes de junio de 2006, cuando la Sala Segunda del 
Tribunal Supremo anuló la condena y ordenó ponerlo inmediatamente en libertad. En una sentencia anto- 
lógica, de la que ponente uno de los magistrados más antiguos de la sala, estimó que no se podía condenar 
a nueve años en la cárcel a una persona —fuera hombre o mujer- con el simple testimonio de una de las dos 
partes. Especialmente, cuando no hay otras pruebas testificales, periciales o documentales que corroboren el 
testimonio de la víctima, la cual, para mayor escarnio del condenado y de la Justicia, maltrecha ante una 
decisión de esta índole, negó tajante y reiteradamente los hechos en el plenario. 


2Según la denuncia de la perjudicada que figura en el atestado policial. 
3María Pedal en El Mundo, 6 de junio de 2006. 
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«[La sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia] es una quiebra absoluta del Estado de Derecho, espe- 
cialmente en supuestos relacionados con las separaciones conyugales o divorcios en los que, muchas veces, 
está presente el ánimo de venganza o la enemistas entre los cónyuges o compañeros sentimentales. » 


La Sala de lo Penal del Supremo, sin decirlo expresamente así, consideró una osadía la resolución de la 
Audiencia Provincial de Valencia, de la que fue ponente la magistrada María Regina Marrades Gómez, 46 
años, con 16 años de ejercicio profesional continuado en la magistratura. La sentencia del Supremo era 
bastante más dura. 


«Todos y cada uno de los parámetros analizados en el fallo conducen a un resultado valorativo completamente 
contrario al que llevó a Carlos a la cárcel. » 


¿Quién indemniza a la víctima de los 23 meses pasados en la cárcel por un delito que no cometió? ¿Quién le 
va a exigir responsabilidades a Regina Marrades y a sus compañeros de sala por meter a un señor inocente 
en prisión «por el simple hecho de serlo», cuando los elementos de prueba obligaban a tomar una decisión 
distinta a la tomada”? 


Lo inquietante del asunto es que la sentencia referida anteriormente, lamentablemente, no es un caso aislado. 


Según las denuncias y quejas presentadas ante el Consejo General del Poder Judicial, el Defensor del Pueblo 
y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos o los jueces decanos, en la mayoría de los 430 Juzgados de 
Violencia de Género creados por la Ley 1/2004 para sancionar las conductas de malos tratos, coacciones y 
amenazas, todos los días se cometen este tipo de tropelías. En la mayoría de los casos ocurre no por falta de 
pericia o por mala fe en los jueces y magistrados encargados de enjuiciar las conductas, sino por la falta de 
medios, por la precipitación en las decisiones y por la tremenda carga de trabajo de estos Juzgados especiales. 


Creados al estilo de los «tribunales de excepción», más propios de un estado de guerra que de un país 
democrático donde debe prevalecer por encima de todo los derechos del justiciable en estos Juzgados se 
aplica una justicia especialísima, la de «aquí te pillo aquí te mato». 


«La mayoría de "vistas” se celebran de hecho en los pasillos y consisten en una especie de "arreglo" entre las 
partes, con el fiscal y el juez mirándote de reojo desde dentro de la sala porque tardas demasiado en convencer 
a tu cliente y tienen muchos asuntos que resolver en el día. Y es que, en la mayoría de los casos, el cliente 
no quiere allanarse a una "sentencia de conformidad" que siempre es una condena para el inculpado, aunque 
la pena no se cumpla», afirma el letrado madrileño, de origen zamorano, Javier Palmero. 


Palmero habla, naturalmente, por la experiencia que le da moverse entres sus compañeros en los Juzgados 
de la plaza de Castilla de Madrid. Él no es partidario de este tipo de «apaños» y prefiere no dar nunca por 
perdido un juicio y pelear hasta el final. Opinión que comparte su colega murciana, la abogada Encarnación 
Martínez Montesiones. «El daño que se causa a la víctima en un juicio rápido es del tal índole que me paso 
la vida advirtiendo a mis clientes, muchas veces mujeres, que recapaciten, que mediten antes de ratificarse 
ante el Juzgado de Violencia de Género —afirma-. Lo manifestado allí pocas veces tiene vuelta atrás y una 
simple riña, si no se piensan las cosas, puede convertirse en una separación de una pareja de por vida. » 


Por su parte, el abogado Gustavo Fajardo, colombiano, ese jefe del grupo guerrillero, que actúa en el turno 
de oficio del colegio de Abogados de Madrid, es mucho más tajante. «En los juicios por violencia de género, 
las dos partes exageran, hacen teatro. Sólo es necesario observar a la víctima. Minutos antes de la vista está 
en los pasillos del Juzgado jugando y sonriendo con los amigos. En el momento en que la llaman a declarar 
le cambia el semblante, empieza a soltar lágrimas, a gemir, mientras el supuesto agresor trata de defenderse 
como puede. 


Nadie de los que están en la sala para enjuiciar el caso logra enterarse no ya del fondo de la cuestión —que 
casi siempre se obvia-, sino del hecho puntual que se juzga. La mitad de lo que se cuenta en la denuncia 
policial suele ser mentira y la otra mitad no se puede demostrar, es la palabra de una de las partes contra la 
otra», agrega. 


Otro letrado, Juan Ramón Montero, lo tiene claro. «¿Lo que pasa dentro de una familia ocurre siempre 
en un marco de clandestinidad, tras la puerta del dormitorio, y en la mayoría de las veces, hasta que el 
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conflicto aflora violentamente, nadie sabe a ciencia cierta lo que ha ocurrido», señala. Y agrega: «Lo que va 
a los juzgados es un cúmulo de casos de depresiones, celos, agravios, amantes, venganzas, resentimientos, 
odios africanos que se llevan arrastrando no se sabe cuántos años; desprecio de un cónyuge hacia el otro, 
incitaciones malévolas de las amigas y amigos, la frustración de los padres, el desprecio de los suegros por 
la ascendencia social de uno de los cónyuges, años de desamor, años de malquerencia y, a veces, todas las 
pasiones humanas juntas. Pretender juzgar toda una vida en cinco minutos y dar un veredicto es tanto como 
intentar averiguar el sexo de los ángeles», afirma el letrado. 


Se cumplía el primer aniversario de la Ley contra la Violencia de Género y Montserrat Comas, la presidenta 
del observatorio para esta cuestión, decidió comparecer ante la prensa para hacer un balance de la misma. 
«El 59% de las denuncias tramitadas de enero a marzo acabaron archivadas por los jueces», declaró casi 
con lágrimas en los ojos. Y agregó: «Del resto, otro 22,5% fueron "sentencias de conformidad"», es decir, 
en gran parte imposiciones de los abogados de oficio, en la mayoría de los casos, para quitarse al cliente de 
encima y acabar pronto con un asunto que les va a rentar igual sea cual fuere la situación del inculpado, pues 
los baremos que les abona el colegio de abogadod!] se mide por sentencias y no por el tiempo dedicado a la 
defensa del cliente. 


La nueva situación representa un vuelco tremendo con respecto a lo que ocurría antes de 2003. «Antes de 
que se aprobara la Ley 38/2002, de 24 de octubre, la conocida como la Ley de Juicios Rápidos, una mujer 
que presentara una denuncia tenía que esperar meses o a veces años»P|afirma el presidente de la Audiencia 
El de Alicante, Vicente Magro Servet, uno de los grandes defensores de la Ley contra la Violencia de 
Género 


«Ahora, con la nueva ley, aunque todavía hay que perfeccionarla mucho, estamos consiguiendo éxitos espec- 
taculares: las casi cinco mil "sentencias de conformidad" impuestas entre enero y marzo de 2006 constituyen 
un importante avance», señaló en unas jornadas sobre la violencia de género celebradas en El Escorial en 
julio de 2006. 


Lo que pasa por alto Magro Servet es que estas sentencias prét-a-porter, en la que la vista oral y los principios 
de inmediación, oralidad y contradicción se sustituyen por un acuerdo extrajudicial en aras a la rapidez y 
la eficacia del sistema judicial, incumplen las bases mínimas de un Estado de Derecho, al impedir que la 
condena sea revisada por otra instancia. 


Como se ha dicho anteriormente, a los hombres se les ha detenido la noche anterior, se les ha mantenido 
incomunicados en un calabozo y, al día siguiente, sin poder afeitarse, ducharse ni tomarse un desayuno 
decente, se les lleva ante el Juzgado de Violencia de Género. Se les juzga bajo el «síndrome de la detención», 
hecho que no ocurre en la jurisdicción ordinaria ni en ningún país del mundo civilizado. «Con los asesinos, 
atracadores, violadores y estafadores se tiene mucha mayor consideración», afirma el letrado madrileño Juan 
Ramón Montero, ex asesor del PP. 


Lo reconoce otro juez no titular, José Manuel Aguilar Ruiz de Fauna, Álava. En enero de 2006 sustituyó al 
titular del Juzgado de Violencia de Género de Vitoria. En ese tiempo firmó dieciséis sentencias, catorce de 
ellas «de conformidad» y dos en desacuerdo de las partes. «Llegué a la conclusión de que cuando una persona 
se conforma con una pena es que algo ha habido, probablemente no el maltrato sistemático que alega la mujer. 
Observé también que muchas veces la situación supera al señor que se encuentra como en una nube, y que 
no se está enterando de lo que está pasando», dice. 


Sobre la base de todos estos argumentos, numerosos letrados, jueces y fiscales consideran que las «sentencias 
de conformidad» en gran parte deberían considerarse nulas, especialmente aquellas en que pudiera demostrarse 
que el justiciable se encontraba con sus facultades mentales alteradas por el trauma de la detención. «Entre 
los 158 días que se tardaba antes en celebrar una vista oral y la aplicación actual del principio nada jurídico 


¿Según el diario El País, en ese período se tramitaron 22.140 denuncias, de las cuales se sobreseyeron 13.702 y acabaron en 
«sentencias de conformidad» 4.996. El País, 30 de junio de 2006. 

5Un informe del laboratorio de sociología jurídica de Zaragoza, elaborado a solicitud del Consejo General del Poder Judicial, 
revela que en el 70% de los casos, la sentencia era absolutoria. 

6 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, julio de 2004. 
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de "aquí te pillo aquí te mato”, hay que buscar un término medio que satisfaga el principio de inmediatez de 
la Justicia y el de las garantías mínimas para el justiciable», afirma el letrado Jaime Alonso. 


A Aguiar Ruiz de Gauna, todo el sistema le parece un poco precipitado. «Muchas medidas de protección se 
adoptan cogidas por los pelos, ya que no se precisa que haya pruebas en la mayoría de los casos sólo existe el 
informe del forense, la denuncia de la policía y el testimonio de la mujer, que suele ser contradictorio con el 
del hombre», concluye. 


De hecho, en Madrid, Barcelona, Sevilla, Valencia y otras provincias españolas, todos los días se condena a 
personas con el simple testimonio de la mujer. «La situación límite de riesgo, para el Derecho Constitucional, 
la presunción de inocencia, se produce cuando la única prueba de cargo, la constituye la declaración de la 
supuesta víctima del delito», dice María Poza, de Murcial?] 


Para muchas juezas de Valladolid, Albacete, La Coruña, Alicante, Madrid o Barcelona consultadas por el 
autor de este libro, éste es también un caso extremo en el que ningún magistrado o juez quisiera encontrarse 
en su carrera. «Ese y que se te suicide un condenado que has mandado a la cárcel», afirma Poza. 


La Ley de Violencia de Género presenta otras carencias, como el hecho de que una persona pueda ser juzgada 
dos veces por el mismo delito, vulnerando el principio establecido por el Derecho Romano non bis in idem 


José O. G., cuarenta y ocho años, y María B. F., de cuarenta, no constituían lo que se entiende por un 
matrimonio bien avenido, con unas relaciones caracterizadas por una beatífica armonía o una paz conyugal 
incólume. 


El 20 de marzo de 2002 tuvieron una pelea. El marido la insultó con todas las de la ley. 
-¡Marrana! 


A los pocos días volvieron a enzarzarse en una trifulca en la que se increparon con blasfemias, maldiciones y 
juramentos sin cuento. 


-No vales para nada. ¡O te vas de casa o cualquier día te voy a cortar el cuello! 


Las palabrotas y abominaciones alcanzaron alguna vez al hijo de la pareja, Pedro O. B., dieciocho años, que 
acabó con un problema de ansiedad y estrés, para lo que precisó someterse a un tratamiento psiquiátrico. 


-¡Tenías que haber muerto, granuja! le increpaba el padre. 


Las malas relaciones familiares obligaron a que la mujer y el hijo abandonaran la casa. Al poco tiempo, 
denunciaron a José O. G. ante los Tribunales de Molina de Segura. El 4 de junio de 2002, el Juzgado de 
Instrucción número 2 le impuso una condena por tres faltas de amenazas a su mujer y otra de coacciones 
contra su hijof?] 


La Fiscalía de Menores, sin embargo, no se dio por satisfecha con la sentencia y pretendió que se le juzgara 
de nuevo por un delito de malos tratos. De esta manera, el 4 de febrero de 2004, cuatro años después de 
la separación matrimonial, momento en el que habían cesado las agresiones mutuas y los enfrentamientos, 
José volvió a sentarse en el banquillo para responder por los mismos hechos por los que ya había cumplido 
condena. 


Esta vez el fiscal le acusó de un delito de acuerdo con el artículo 153 del Código Penal, que permite que las 
faltas acumuladas en el tiempo, al margen del reproche penal que han recibido individualmente, se conviertan 
en delito y puedan ser juzgadas por segunda vez[""] La jueza María Poza, del Penal 4 de Murcia, le sometió 
a un largo interrogatorio, que extractamos. 


T «Eso no es Derecho ni es nada. Está más cerca del "timo de la estampita", que de un proceso en el que se respeten las 
minimas garantías del justiciable», afirma el letrado Juan Velarda Sanz, uniéndose a la pléyade de letrados detractores de la 
ley. 

S'Traducido al lenguaje de la calle, «nadie puede ser juzgado dos veces por unos mismos hechos». 

9 Auto de juicio de faltas 397/02 del Juzgado de Instrucción número 2, Molina de Segura (Murcia). 

10 Artículo 153: «El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica contra quien sea o haya sido su cónyuge o sobre 
personas que esté o haya estado ligada a él de forma estable por análoga relación de afectividad, o sobre hijos propios o del 
cónyuge o conviviente, pupilos, ascendientes o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela 
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«-Desde la separación de su esposa, el veinte de marzo del dos mil dos, ¿ha maltratado usted a su esposa, la 
ha humillado o escarnecido ? 


-No, señoría. Todo lo contrario. Incluso mantengo una excelente relación con mi hijo, que entonces era mala. 
-¿Qué hace usted aquí, entonces? ¿Puede decirme qué hechos se le imputan? 


-Lo ignoro, señoría. Desde el dos mil dos no he vuelto a tener relaciones con esa señora.» María Poza Cisneros 
le pidió al acusado que se pusiera en pie y, acogiéndose al artículo 794.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
le absolvió. 


«El principio de "cosa juzgada", el principio de non bis in idem en su formulación tradicional, que afirma 
que "nadie puede ser castigado dos veces por un mismo hecho”, expresa la imposibilidad de que recaigan dos 
sanciones sobre el mismo sujeto por una misma infracción. Proceder de otra forma constituiría un exceso 
de poder sancionador, contrario a las garantías de un ciudadano en un Estado de Derecho, que dejaría 
al individuo a merced de la política represiva estatal. Todo ello me obliga a absolverle», proclamó en una 
sentencia in voce. 


Posteriormente, en el texto escrito, aclaró aún más su decisión. «La excepción, por aparente que sea, que 
significa el artículo 153 del Código Penal al principio non bis in idem, no puede llevar a la negación de 
este principio en un aspecto de la criminalidad concreta, por muy elevado que sea el reproche social al que 
pretenda responder el legislador. 3] 


La sentencia de la jueza Poza es un hecho infrecuente en los delitos de malos tratos, donde suele ocurrir que 
tres sentencias absolutorias pueden dar lugar a una condenatoria, lo que constituye una de las muchas razones 
para que existan muchas denuncias falsas. La Ley contra la Violencia de Género, al tipificar las faltas como 
delitos, ha acabado con la «arbitrariedad» de que la acumulación de faltas llevara a muchos hombres a la 
cárcel[?] Sin embargo, los legisladores abrieron una puerta a una injusticia aún mayor al adaptar el artículo 
173 del Código Penal a la nueva legislación para proteger a las mujeres. 


Según este artículo, «el que infringiera a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su 
integridad moral (...) o el que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien haya sido su 
cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aún sin 
convivencia (...) será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años» [| 


El mismo artículo, en su apartado 3, dedicado a cómo deben graduarse las penas, añade: «Para apreciar la 
habitualidad a que se refiere el apartado anterior, se atenderá al número de actos de violencia que resulten 
acreditados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia 
se haya ejercido sobre la misma o diferentes víctimas de las comprendidas en este artículo, y de los actos 
violentos que hayan sido o no objeto de enjuiciamiento en procesos anteriores. » 


De donde se deduce que si, por ejemplo, un hombre tiene dos amantes y éstas quien que se le aplique la pena 
en su mitad superior, sólo precisan ponerse de acuerdo e ir de la mano a los Tribunales. Aunque a una le 
haya llamado «puta» y a la otra le soltara un «sopapo» en una pelea mutuamente consentida, dos hechos de 
diversa naturaleza pueden acumularse para agravar la condena. 


(..) será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder por 
el resultado que, en cada caso, se causare» (Código Belloch de 1995). La reforma de 10 de junio de 1999, en vigor hasta el 30 
de septiembre de 2003 concreta aún más. «(...) Será castigado -dice- con la pena de prisión de seis meses a tres años, sin 
perjuicio de las penas que pudieran corresponderle a los delitos o faltas en que se hubieran concretado los actos de violencia 
física o psíquica. Para apreciar la habitualidad a que se refiere el párrafo anterior, se atenderá al número de actos de violencia 
acreditados, así como a la procimidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre 
la misma o diferentes víctimas, y de que los actos violentos hayan sido o no objeto de enjuiciamiento en procesos anteriores. » 

Sentencia 35/2004 seguida por el procedimiento abreviado. 

12Este tipo de sanción acumulativa sigue en vigor para los funcionarios públicos. Al cometer tres o más faltas por caerles mal 
al jefe, servirles el café frío, no le llevan los periódicos a tiempo, no plegarse a su tiranía, arbitrariedad, despotismo o no asumir 
con resignación sus atropellos, puede llevarles de «faltones» a delincuentes, con lo que pierden el puesto de trabajo. El asunto 
se ha debatido en el Tribunal Constitucional, que ha dado la razón al Estado, con el voto en contra del magistrado Roberto 
García Calvo. Sentencia 2629/1996, de 7 de julio de 2005. 

13 Artículo 173 puntos 1 y 2. Los tratos degradantes son penalizados con un máximo de dos años de prisión. 
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Pero eso no es lo más inquietante. De acuerdo con el texto legal al que hemos hecho referencia, para aplicar 
la «agravante» no es necesario que el hecho haya sido condenado. Basta con que hayan sido «enjuiciados 
en procedimientos anteriores», al margen de cuál haya sido la sentencia. Con lo cual puede darse el hecho 
paradójico de que un hombre que haya sido absuelto en otras ocasiones por falta de pruebas pueda ser 
condenado en una cuarta ocasión «por el delito de haber sido enjuiciado»[*] 


-No sea cabezona, señoría, le digo que le he perdonado y quiero casarme con él. 
-Mire, señora, usted no está bien... 
-¿Me está llamado loca? ¿Quién se cree que es usted para meterse en mis sentimientos? 


-Nadie. Pero si no quiere protegerse, yo tengo la obligación de hacerlo y usted no se va a casar con su 
maltratador mientras yo pueda impedirlo. 


Montserrat Navarro [García], de cuarenta y seis años, titular del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria número 
2 de la Comunidad Valencia colgó el teléfono. Le temblaban las piernas. No era la primera vez que una mujer 
maltratada la telefoneaba o se presentaba en su despacho para pedirle clemencia con su agresor encarcelado. 


Pero esta vez una mujer de alrededor de treinta años y madre de los cuatro hijos de un recluso condenado a 
dos años por lesiones graves y maltrato continuado, le pedía la venia para casarse con su agresor en la prisión 
de Fontcalent. Navarro fue inflexible: 


-No. He dicho no. 


«Me sentí fatal. Probablemente contribuya al sufrimiento de esta mujer. Pero tiré de oficio. No puedo auto- 
rizar el matrimonio de un maltratador con su propia víctima, a la que tiene prohibido acercarse a menos de 
150 metros. Sería prevaricación», explicó la juez al periodista. 


Según cuenta el diario El País en su edición del 3 de enero de 2005, la jueza, alarmada, pidió informes al direc- 
tor de la prisión de Alicante. De veintidós internos por causas de violencia doméstica, veinte habían solicitado 
vis a vis íntimos con sus parejas, lo que supone el consentimiento previo de sus mujeres o compañeras. 


Se trata, casi siempre, de las mismas mujeres por cuyas denuncias están en la cárcel. «Que esas mujeres, 
heridas en lo más hondo, estén dispuestas a encerrarse en un cubículo con su agresor es un hecho que debería 
hacernos reflerionar —dice Navarro-. No soy una experta, ignoro si se trata de dependencia económica, miedo, 
lástimas, perdón o enamoramiento ciego, pero creo que estas mujeres necesitan tanto o más que protección 
pública, ayuda psicológica para autoprotegerse. » 


El diario El País concluye: «De momento, su señoría ha tomado una determinación. No va a consentir, como 
hacía en casos puntuales, visitas de las víctimas a sus agresores presos con orden de alejamiento, aunque 
medie entre ambos una mampara blindada. "Estoy convencida de que ellos usan esos contactos para seguir 
amedrentándolas y manipulándolas. No lo voy a consentir”. » 


La situación relatada anteriormente no es un hecho aislado ni ocurre exclusivamente en las cárceles de Alicante, 
donde el presidente de la Audiencia Provincial, Vicente Magro, es contrario a autorizar los contactos íntimos 
entre los condenados por delitos de malos tratos y sus mujeres o compañeras sentimentales. 


Y es que los legisladores, con esa habilidad que caracteriza al Parlamento español, han previsto que la 
«afectividad» entre un hombre y una mujer «aun sin convivencia» pueda ser utilizada para condenar a un 
hombre de acuerdo con la Ley contra la Violencia de Género. En cambio, en el momento en el que el encausado 
entra en prisión, los sentimientos tienen inexorablemente que prescribir o extinguirse. Es decir, una pareja 
que se haya maltratado ocasionalmente, no puede seguir amándose ni teniendo sentimientos de mutuo afecto. 
Como dice el juez Ramón Sáez, la Ley contra la Violencia de Género, al imponer la pena de alejamiento a la 


pareja condena no sólo al hombre, sino también a su esposa o compañera, a una separación más dura que la 
propia sentencia, «lo que muchas veces impide o dificulta la reinserción de estas personas». 


lMDe esta manera, igualmente, las faltas contempladas en el artículo 617 del Código Penal pueden tener doble sanción, primero 
como falta y, por acumulación, como delito. 
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Y lo hace, además, dándole un trato discriminatorio con respecto a otros reclusos más peligrosos como los 
asesinos, homicidas, violadores y atracadores a los que, pasado un tiempo, se les permite tener un vis a vis 
con sus mujeres en todos los centros penitenciarios españoles, tal y como hemos relatado anteriormente. 


La prueba de que la represión del Estado es ineficaz en el seno de las familias —el único espacio no contaminado 
por el Derecho Penal hasta 2003- la refleja la propia realidad que se vive día a día en los juzgados penales. 
Transcurridas 48 horas de la denuncia, más del 30% de las supuestas víctimas de violencia doméstica tratan 
de retirar la acusación contra sus maridos o imploran al juez que le suspenda la pena. Una de cada cuatro 
mujeres ingresadas en las cinco salas de acogida de Baleares abandona el centro asistencial con sus hijos 
para volver con su marido. El 90% de los extranjeros se acogen a su derecho de no declarar, como ya quedó 
explicado en el capítulo anterior. El 70% de las órdenes de alejamiento se incumplen total o parcialmente a 
petición de la mujer, que prefiere «¿malo conocido a bueno por conocer» y opta por seguir con su marido a 
buscarle un nuevo padre a sus hijos. 


Un conjunto de situaciones que el feminismo radical, que pretende destruir a la familia como núcleo de 
convivencia de la sociedad, se niega a asumir, de la misma manera que la malvada madrastra se negaba a 
aceptar su fealdad en Blancanieves y los siete enanitos, el cuento de los hermanos Wilhelm y Jacob Grimm, 
llevado al cine de animación por la factoría Disney. 


Tampoco para el feminismo las denuncias falsas existen, pero «haberlas haylas». Veámoslo. 


Le pasó hasta a un pariente cercano de Marilar de Andrés, ex jefa de prensa del PP y responsable de 
Comunicación de Ana Botella cuando ésta estaba en la Moncloal[*] 


La chica, de poco más de veinte años, se hallaba en trámites de separación. Acudió a un abogado conocido 
de la familia para que le aconsejara. 


-¿Te ha pegado, te ha agredido? —le preguntó. 

-No, en absoluto. 

-¿Te ha amenazado, te ha insultado? 

-Tampoco. La verdad es que en esos dos aspectos no tengo queja. 

El letrado, aplicando todo su saber y entender, le replicó con rotundidad: 


-Entonces, hija mía, si quieres separarte de tu marido, no tienes nada que hacer. Vete a un Juzgado de 
Familia, ponte a la cola y espera tres años por lo menos. 


-¿Y eso por qué? 


-Es lo que tarda un juez en resolver un asunto de este tipo. Si hubieras tenido una parte de lesiones o algún 
testigo de que te maltrataba, te recomendaría que te acogieras a la Ley contra la Violencia de Género. ¡Es 
una putada. Se llevarían preso al tío entre uno y tres días pero tú, en quince días tendrías resuelto el asunto! 
Y a iniciar una vida nueva, que para eso eres joven. 


El letrado fue un hombre honesto. La práctica habitual entre la legión de leguleyos que se ganan la vida 
en Madrid fastidiando al prójimo que no les paga —es decir al que no es su cliente- es recomendar todo lo 
contrario. Provocarse unos moratones, simular un parte de lesiones con un médico amigo o crear una «prueba 
periférica» en un centro de acogida. Hecho esto, la posibilidad de conseguir un divorcio exprés en veinticuatro 
horas es casi un hecho. 


Como se relata en otra parte del libro, la decana de los juzgados de Barcelona, María Sanahuja, fue la 
primera en denunciar el asunto. «¿Las mujeres se aprovechan de esta Ley contra la Violencia de Género? Lo 
inevitable. La gente aquí no se separa como en el Reino Unido diciendo "ahí te quedas, cariño”. En España 
hay broncas, odio, resentimiento que se traduce en conductas inapropiadas», afirma esta jueza. Y lo explica 
así: 


15En 2006 trabaja como jefe de Prensa de Javier Arenas en Andalucía. 
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«Si tú puedes valerte de esta situación y se te ofrece la posibilidad de que en veinticuatro horas se obtiene 
una resolución que dice que te quedas con la casa y que el otro debe salir, que te quedas con la guardia y 
custodia de los hijos y además tu ex marido tiene que pasarte una pensión, te acoges rápidamente a esa ley. 
Hay algunos juzgados de Familia y de Primera Instancia que acuerdan estos temas que tardan muchos meses. 
Entonces, si yo en 24 horas puedo tener una sentencia y además con el Código Penal en la mano, además 
no debo inventarme nada. 20] 


Lo ratifica la jueza de Murcia, María Poza: «Por lo que conozco y tengo visto en los Juzgados, la relación 
entre las parejas, en algún momento de su historia, sin excepción, pasa por momentos de malos tratos, de 
riñas, de amenazas e insultos, de violencia en general. Meter eso en el Código Penal incita a mucha gente a 
aprovecharse de la situación para sacar ventaja, cuando la violencia llega a un nivel en que la situación del 
deterioro conduce a un proceso de separación o divorcio», afirma. 


La magistrada Lourdes del Sol Rodríguez, titular del Juzgado Penal 1 de Valladolid, es de la misma opinión. 
«Uno de los delitos que más se alegan en las denuncias falsas es el "síndrome del latigazo "|| es decir, un 
golpe en el cuello, en la parte de la nuca, que no suele dejar huella y que obliga a llevar collarín. Pues bien, 
a la salida de algunos juicios he visto a señoras que, antes de abandonar el edificio, se quitan el collarín de 
un tirón. Como sé por experiencia que un collarín, por lo que duele quitárselo y ponérselo, no se puede quitar 
de esa manera, no tengo más remedio que presumir que viene de poner una denuncia falsa.» 


Las denuncias falsas son el pan de cada día de los Juzgados contra la Violencia de Género de toda España. 
Pero en ellas no sólo colaboran los denunciantes y sus abogados. También suelen hacerlo, con más frecuencia 
de la que parece, muchos médicos de ambulatorios['*] 


El abogado matrimonialista Jorge Marfil, con despacho abierto en el paseo de La Habana de Madrid, tiene 
varios casos de clientas que al denunciar a sus maridos por insultos, se han encontrado con que la Policía las 
incitaba a «endurecer» las denuncias. 


-¿Qué dice usted que le dijo su marido, que era una hija de puta y que le iba a cortar el cuello? 
-Sí, eso fue lo que me dijo. 


-Pues no ponga usted eso, que por eso no le van a hacer nada. Diga usted que le vio ir a la cocina a por un 
cuchillo y que tuvo que salir corriendo. Ponga que tiene un miedo atroz de volver a su casa o se va de rositas. 
Y mañana la tenemos a usted aquí denunciando de nuevo. 


De esta manera, bien para quitarse el trabajo de encima, o para incrementar sus honorarios, en todos los 
estamentos sociales hay todo un aparato que induce a las denuncias falsas. 


Y las denuncias falsas proliferan de tal manera, que no hay Juzgado Penal donde cada mes no se vean unas 
cuantas. Veamos algunos ejemplos. 


Fueron cuatro años de auténtico calvario. Al finalizar el verano de 2001, su esposa, de la que se separaría 
el 10 de marzo de 2003, le puso la primera denuncia falsa. Ocurrió en Alcantarilla, Murcia, donde vivía el 
matrimonio formado por Francisco M. F., cincuenta y cinco años, y Juana O. E., de cincuenta, con los ocho 
hijos habidos en la familia. 


Las denuncias interpuestas no sólo entre la pareja sino entre diversos miembros de la familia, fueron más de 
cuarenta. El 16 de diciembre de 2004, el Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia sentenciaba lo siguiente: 


16 «Pensar que la gente se separa por las buenas, sin que haya gritos y broncas, como pretende el Código Penal, es estúpido. 
Aquí no somos ingleses. Después de diez, quince o veinte años no nos despedimos diciendo "cariño, hasta aquí hemos llegado” y 
se marcha cada uno por su lado. La gente lo dice de otro modo.» Onda Cero. A ver si te atreves. Presentadora, Luján Argiielles, 
periodista de Oviedo. Programa nocturno del 17 de mayo de 2006. 

17Según contó al autor el médico forense José María García Andrade y reconoció su hija Cristina García-Andrade, también 
forense, los forenses de los Juzgados carecen de instrumentos para determinar cuándo la lesión es verdadera o simulada. Existe 
un aparato —el termógrafo- que mediante una radiografía determina la presencia de la lesión por la diferencia de calor del cuerpo 
(donde hay dolor y lesión hay calor), pero sólo lo utilizan las compañías de seguros de automóviles, al ser frecuente el «síndrome 
del latigazo» entre los conductores, en los choques por alcance. 

18 «¿Quién en España no tiene un médico amigo?», dice María Poza, que reconoce haber tenido que anular centenares de partes 
médicos al estar amañados y no corresponder las lesiones recibidas con los golpes manifestados por la víctima y contrastados en 
la vista oral por el acusado y los testigos en el principio de contradicción que rige los plenarios. 
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. No ha quedado acreditado que, el día 23 de agosto de 2001, el acusado golpeara en la boca a su esposa, 


ni que la amenazara con matarla y echarla del piso. 


No ha quedado acreditado que, el día 2 de noviembre, el acusado insultara a su esposa, la amenazara 
con un destornillador ni le pinchara las ruedas de su coche para conseguir que se marchara de casa. 


No ha quedado acreditado que, el día 6 de noviembre de 2001, le negara la entrada a su esposa en el 
domicilio familiar, sito en, ni que le dijera que era «una puta y que la iba a matar». 


No ha quedado acreditado que, el día 22 de junio de 2002, estando la esposa en uso del domicilio 
conyugal, el acusado acudiera a éste, recriminándole a aquélla que tuviera un amigo de Cartagena, 
anunciándole que le buscaría para matarlo, ni que amenazara de muerte a su esposa ese mismo día por 
teléfono. 


No ha quedado acreditado que, el día 29 de junio de 2002, en el domicilio conyugal, el acusado amenazara 
de muerte a su esposa y la obligara a marcharse de casa. 


No ha quedado acreditado que, el día 9 de agosto de 2002, el acusado llamara por teléfono a su esposa 
y le dijera que le iba a pegar por haberle denunciado, ni que le llamara «puta» o le dijera que la iba a 
matar y a buscarle la ruina. 


No ha quedado acreditado que, el día 14 de marzo de 2002, el acusado amenazara a su esposa con tirar 
la puerta de la casa, ni con matarla si no se iba. No ha quedado acreditado que, el día 20 de marzo 
de 2003, el acusado se resistiera a abandonar el domicilio conyugal cuyo uso se había atribuido a su 
esposa, a requerimiento de ésta. 


No ha quedado acreditado que, a partir de mayo de 2003, el acusado intensificara las amenazas contra 
su esposa, llegando a tirarle púas y bombillas junto a las ruedas del coche, ni que intentara convencer 
a su hijo Bartolomé para que cortara el cable del líquido de los frenos de dicho coche o le aflojara los 
tornillos de las ruedas, para provocarle un accidente a su esposa. 


No ha quedado acreditado que, el día 2 de julio de 2003, el acusado, en casa de su esposa, le dijera que 
le iba a prender fuego con todos dentro, especialmente ella y su hijo Bartolomé. 


El día 2 de febrero de 2004, el acusado amenazó, con un palo, a su hija Dolores, en el taller colindante 
a la vivienda de su esposa. 


No ha quedado acreditado que, en esa ocasión, agrediera a su hija, ni que destrozara la valla que rodea 
al inmueble. 


No ha quedado acreditado que, el día 5 de febrero de 2004, el acusado llamara a su esposa, amenazándola 
con pegarle unos tiros a su hijo Bartolomé, ni con hablar con el jefe de éste para que lo echara del trabajo. 


Francisco M. F., que llevaba más de treinta años casado con su mujer, sólo fue condenado a una pena de 
cuatro días con localización permanente por amenazar con un palo a su hija delante del policía nacional 
número 49.239, que testificó que «delante de él, no le había agredido». 


La desestructuración de la familia, donde había varios hijos drogadictos, otros adictos a los estupefacientes y 
casi todos con antecedentes penales, el largo y conflictivo proceso de separación del matrimonio, el emplaza- 
miento de la vivienda familiar —atribuida a la mujer y a los hijos- situada al lado del taller del ex cabeza de 
familia y la titularidad de la casa a nombre de una de las hijas, habían desencadenado todo el problema. Por 
eso, para no agravar más las cuestiones familiares, no se dedujo testimonio por denuncias falsas. No ocurrió 
lo mismo en el siguiente caso. 


El 6 de octubre de 2005, un Juzgado de Murcia absolvió del delito de malos tratos a Gabriel R. V. En el 
mismo acto, la jueza ordenó deducir testimonio para instruir diligencias por supuestos delitos de acusación, 
denuncias falsas y falso testimonio, cometido por su ex compañera, María Amparo N. R. 
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Se le imputaron la interposición de no menos de quince denuncias fraudulentas movidas por el rencor, el odio 
y el afán de venganza contra su ex compañero. María Amparo N. R. se convertiría, así, en una cazadora 
cazada. 


Los hechos que habían dado origen a la sentencia se habían producido a las dos de la tarde del 27 de septiembre 
de 2005. Ese día, Amparo acudió al domicilio donde residía su ex marido, Gabriel R. V., para recoger a la 
hija de ambos, cuya guarda y custodia le correspondía al padre por sentencia. 


Sin embargo, la menor se negó a irse con su madre. Su ex suegra y se ex cuñada, las únicas personas que se 
hallaban en aquel momento en la vivienda, le pidieron que no insistiera. 


-Espera que pasen unos días a ver qué ocurre. 


Pero María Amparo N. R. no estaba para bromas. Apenas una semana antes, el 15 de septiembre de 2005, su 
propia madre le había denunciado ante los Tribunales por corrupción de menores. El juez, automáticamente, 
le retiró la guarda y custodia de su otra hija a ella y a su compañero sentimental, otorgándosela a la abuela 
materna. 


Así que, cuando volvió a su casa su ex marido, comenzó a insultarlo. Este, educadamente, la echó de la 
vivienda cogiéndola por los hombros y cerró. 


María Amparo N. R. se dedicó entonces a aporrear fuertemente la puerta hasta que, a las 4.18, apareció la 
Policía. La había llamado su ex marido. 


La vista oral de los hechos reveló que, entre el 19 de septiembre de 2000 y el 7 de junio de 2005, María Amparo 
N. R. había denunciado a su ex marido en quince ocasiones. Además, había pedido la intervención de los 
Tribunales en otras tres ocasiones en contra de sus padres, en contra de su nuevo compañero sentimental 
otras tantas, y frente a desconocidos, por «insultos y amenazas», en tres. 


En total, veinticuatro demandas y querellas contra miembros de la familia y allegados sin ninguna consis- 
tencia. Siempre se habían resuelto con sobreseimientos o absoluciones. Hasta que las dos últimas denuncias 
presentadas por sus padres por corrupción de menores, habían obligado a los jueces no sólo a retirarle la 
única hija que le quedaba bajo su custodia, sino a ordenar el alejamiento de la otra menor. 


La última de las denuncias tampoco se demostró cierta. En el registro de llamada de la Policía Nacional 
no contaba que su ex marido requiriera sus servicios diciendo: «Oiga, vengan a mi casa que hay una puta 
drogadicta y maltratador aporreando la puerta.» 


Tampoco los policías apreciaron lesiones. La médico forense que le atendió aquel día, y que declaró volunta- 
riamente en el plenario, aseveró que las lesiones que la víctima había mostrado para incriminar a su marido 
se las había causado por lo menos tres días antes. La férula que llevaba la testigo para inmovilizar un dedo 
no era la que habitualmente se coloca en ese sitio, «por lo que debió ponérsela ella misma». La sangre que se 
apreció tras la oreja, según contó la supuesta víctima, procedía de «un grano», no de una agresión. 


En consecuencia, Amparo N. R. acabó ante los Tribunales a los que tanto adoraba. Pero en esta ocasión le 
tocó ocupar no el lugar de los testigos, sino el banquillo de los acusados. 


Durante el año que el autor se ha pasado recorriendo los Tribunales penales para escribir este libro, se encontró 
con decenas de denuncias falsas, similares a la anterior, como consecuencia de la «espiral de violencia» y del 
«síndrome de retorsión» que se produce entre las parejas en los dolorosos procesos de separación y divorcio. 
Unos procesos que, en muchos casos, despiertan los sentimientos más primitivos del individuo y fomentan 
los odios africanos entre padre, hijos, primos, hermanos, suegros y demás parientes, todos ellos, también, 
víctimas de una gran desesperación, ante la imposibilidad de convivencia entre dos personas. Veamos dos 
casos más de denuncias falsas, la «gran plaga» de los tribunales. 


El 12 de abril de 2006, Julia Pérez estaba que se la llevaban los demonios. Esa mañana, una amiga suya que 
trabajaba en los Juzgados la llamó y le dijo: 


-He oído hablar al juez. Me temo que le van a dar la custodia de los hijos a tu marido. 
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La mujer se encontraba en proceso de separación. Un Juzgado de Familia debía resolver a quién le correspon- 
dería la guarda y custodia de los menores. Decidida a impedir a cualquier precio que el hombre que pretendía 
abandonarla la humillara todavía más arrebatándole a los hijos, llamó a su abogado: 


-¿Qué tengo que hacer? —preguntó. 


-Sólo hay una solución posible: presentar denuncia por malos tratos contra tu marido. Así, el Juzgado de 
Familia debe inhibirse a favor del de Violencia de Género. Ahí te garantizo que vamos a ganar el asunto. 


Con lo que Julia Pérez no contaba, sin embargo, era con la curiosidad del esposo, quien, al revisar su agenda, 
encontró algo que su mujer había escrito de puño y letra: «Presentar denuncia contra mi marido por malos 
tratos.» 


Aplicando la máxima de que «hombre precavido vale por dos», Alberto R. sacó la Nikon y le hizo una 
fotografía digital al documento. Inmediatamente lo imprimió y le entregó una copia a su abogado. 


En el momento en que se formuló la denuncia por malos tratos, tomó la foto y se la presentó al titular del 
Juzgado de Violencia de Género. 


-Éste es un delito simulado, señoría —explicó-. Yo nunca he maltratado a mi mujer. 
El juez llamó a la señora ante su presencia y le preguntó: 

-¿Lleva la agenda en el bolso? 

-Sí, aquí la tengo. 

-¿Puede mostrármela? 


El letrado de Julia Pérez, que le había dado la pista de «cómo divorciarse de un marido en 24 horas», estuvo 
falto de reflejos. En lugar de tomar la palabra y advertir al magistrado que su cliente no estaba obligado a 
ello, mantuvo un inexplicable silencio. 


De esta manera, según relata el abogado Jorge Marfil al autor de este libro, se descubrió todo el pastel. La 
fotografía era una fiel reproducción de la agenda en la que había escrito, en diversos días, todos y cada uno 
de los pasos para separarse de su esposo y la manera en que no le quitarían a sus hijos. 


En contra de lo que debía ser lo habitual, el juez no dedujo testimonio contra la falsa acusadora ni contra el 
abogado por trata de utilizar torticeramente a la Justicia en beneficio de su cliente y en perjuicio de la parte 
contraria. 


Una jueza de Barcelona remitía a un Juzgado de Instrucción de la ciudad el testimonio de una mujer que 
aseguraba haber sido víctima de malos tratos por parte de su ex compañero sentimental «por si los hechos 
pueden ser constitutivos de un delito de denuncia falsa o de un delito de falso testimonio en causa criminal». 


La decisión de la titular del Juzgado de lo Penal número de Barcelona, que además ha absuelto al acusado, 
se producía escasos días después de la polémicas declaraciones de la decana de los jueces de Barcelona, María 
Sanahuja, que aseguró que tenía la percepción de que había un uso abusivo de las denuncias por malos tratos. 


El abogado del acusado, Rafael Azcárate de la Tinta, aseguró que esta sentencia pone de manifiesto «la 
peligrosidad de que algunas personas se aprovechen de la rigurosidad de la Ley». No obstante, puntualizó que 
«no es que la Ley sea mala, sino que existe un riesgo notorio de que se produzca un mal uso de la misma y 
eso es lo que deben valorar los jueces y fiscales». 


A pesar de que el fiscal había pedido una pena de once meses de prisión para el presunto maltratador, la jueza 
no sólo lo había absuelto. Además, había deducido testimonio contra la presunta víctima porque consideraba 
que denunció a su compañero al sentirse despechada porque el imputado había decidido terminar con la 
relación, lo que fue «mal digerido» por la mujer. 
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Los hechos se remontan a finales del pasado mes de febrero, cuando el imputado, David[?] decidió poner 
fin a la relación sentimental con Anal?"] con la que había estado conviviendo durante un años en un piso de 
alquiler a nombre de la madre del acusado, situado en la calle Antic de Barcelona. 


Según relata el fallo, el imputado decidió romper la pareja edir a su ex compañera que «abandonara el 
> p p pareja y Pp p q 

piso en el que convivía» tras darle «prórrogas» para que se fuera. «Ante dicho requerimiento, ésta se negó», 

añade la sentencia. 


En este contexto, el 26 de febrero, la ex pareja discutió «sobre estos términos, avisando Ana a la Policía 
por dos veces», aunque cuando los agentes acudieron al domicilio les manifestó que «no deseaba formular 
denuncia». Sin embargo, la denuncia sí que llegó a efectuarse días después, en concreto el 3 de marzo, fecha 
en que, según la jueza, «el acusado decidió abandonar el piso». 


A la hora de analizar los hechos, la jueza afirmaba que para que se pudiera dar una sentencia condenatoria 
debían darse las pruebas «suficientes y válidas» para desvirtuar la presunción de inocencia del acusado y, 
en este sentido, la sentencia señaló que «en el acto del juicio y por las circunstancias» del caso «no constan 
pruebas que puedan valorarse suficientemente para fundamentar una sentencia condenatoria». La sentencia 
señaló que la única prueba existente era la declaración de la víctima, y añadió que no constaba «ningún parte 
de lesiones» por lo que no cabía condena alguna. 


Pese a que las «denuncias falsas» constituyen en 2006 el gran cáncer de la justicia de género, hecho que 
nadie pone en duda, el 6 de septiembre trece organizaciones feministas pidieron al Gobierno que contar estos 
hechos fuera tipificado como «apología del terrorismo sexista»?! tal como hemos reflejado. 


Lo que las reputadas feministas parecen ignorar es que las denuncias falsas, al ser presentadas ante un Juzgado, 
se convierten en un «golpe mortal» contra cualquier inocente y deben ser perseguidas, sancionadas y nunca 
ocultadas porque estorben a los proyectos del feminismo radical. «Cuando una persona, por una denuncia 
falsa pasa de inocente a imputado, la carga de la prueba pasa automáticamente del autor de la denuncia falsa 
a la víctima, que ha de demostrar su inocencia», afirma el abogado Jaime Alonso. 


Es lo que en Derecho Penal se denomina la prueba diabólica. «Basta formular una acusación en un Juzgado 
y sostenerla personalmente en un juicio para desplazar aparentemente la carga de la prueba sobre el acusado, 
obligándole a que sea él quien demuestre su inocencia, por una prueba de cargo sustentada generalmente 
exclusivamente en la palabra de quien acusa», afirma la jueza María Poza. Y agrega lo siguiente: 


«[Por eso] en un Estado social y democrático de derecho es esencial que los inocentes estén en todo caso 
protegidos frente a [denuncias y] condenas infundadas, mientras que es suficiente con que los culpables sean 
generalmente castigados. La condena de un inocente representa una quiebra absoluta de los principios básicos 
de libertad, seguridad y justicia que fundamentan nuestro contrato social, donde la presunción de inocencia 
es el presupuesto básico de las demás garantías. A? 


¿No sería más fácil aceptar que se está haciendo un uso abusivo de la Ley contra la Violencia de Género y 
tratar de corregirlo? La justicia de género ha dado origen, además, a otra picaresca: la preconstitución de 
pruebas falsas para conseguir un veredicto favorable. 


Micaela Sánchez llevaba casi medio año batallando para que los Juzgados le admitiesen una denuncia de 
malos tratos contra su marido. Pero la inexperiencia de su abogado y la capacidad de la otra parte para 
buscarse coartadas habían hecho todos sus esfuerzos inútiles. 


Entonces, una amiga suya, separada y metida en las «cuestiones del feminismo redentor», le ofreció la solución 
mágica. 


-Saca todo el dinero que puedas del banco, coge todos los papeles que tengas al alcance y vente mañana a 
las once a mi casa. 


19El nombre David corresponde a las iniciales 1. F. R. 

20El nombre Ana corresponde a las iniciales J. G. 

21Pedro Simón en El Mundo, 7 de septiembre de 2006. 

22Sentencia 382/2005, de 28 de septiembre de 2005. Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia. 
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La amiga la llevó, junto con sus dos hijos de once y catorce años, a una casa de acogida, situada en las afueras 
de Madrid, y le presentó a la directora del centro. 


-Confía plenamente en ella —le dijo-. Antes de un mes tienes el asunto resuelto. 


Micaela Sánchez tuvo que firmar un contrato de confidencialidad, por el que se comprometía a no revelar 
la identidad del «piso de acogida» ni a abandonar el centro en los siguientes dieciocho mese. Los problemas 
comenzaron cuando se habló de sus hijos. 


-¿Qué edad tiene el mayor? -le preguntaron. 
-Catorce. 


-¡Uf! Eso es un problemón. No admitimos chicos de esa edad. Son una «tentación» para las demás mujeres 
que llevan meses encerradas aquí. ¿Tienes a alguien de la familia que pueda cuidarlo mientras se arregla lo 
de tu separación? 


-Sí, con mi madre -señaló la mujer, disgustada por tener que alejarse de su hijo. 
-Bien. Estupendo. Entonces, manos a la obra. 


Al día siguiente la pusieron en manos de la «psicóloga» del centro, quien, tras varios días de sesiones, «elaboró» 
un informe certificando que Micaela Sánchez era una mujer maltratada. 


-Con este papel —le explicó- está todo resuelto. Es tu salvación. 


Y así ocurrió. Al día siguiente, acompañada de la psicóloga, se presentó ante la Policía y formuló una nueva 
denuncia por malos tratos. En lugar del clásico parte de lesiones, incorporó el certificado de la «especialista», 
relatando el cúmulo de vejaciones que le infligía su marido, los desprecios y humillaciones a los que había 
estado sometiéndola en los últimos quince años, tanto en solitario como ante sus amigos y amigas. 


La «prueba periférica», unida al nerviosismo de su esposo, que no entendía por qué Micaela había dado aquel 
paso cuando podían haber llegado a un arreglo amistoso, obraron el milagro. El juez no sólo condenó al 
hombre a siete meses de prisión. También le prohibió volver a su casa, con lo cual debió entregar las llaves 
en el Juzgado, y le impidió acercarse su ex esposal?*] 


En el año 2005, una conocida marca de lavadoras, para demostrar la garantía y durabilidad de su producto, 
sacó un curioso anuncio. Un hombre «solo en casa» trata de hacer la colada. Al no lograr poner en marcha el 
trasto, llama a los servicios técnicos, que aparecen vestidos de blanco, comprueban que la máquina funciona 
perfectamente y, en lugar de trasladarla a sus talleres para repararla, se llevan al hombre, un «tarado mental», 
naturalmente. El mensaje era claro: «El hombre es incapaz de compartir las tareas domésticas y hay que 
someterlo a un reciclaje.» 


Alrededor del año 2000, a medida que empezó a debatirse de moda el problema de la violencia de género, dos 
mujeres, M. V., psicóloga y E. V., psicoanalista, decidieron montar un centro para dar tratamiento psicológico 
a los maltratadores. Al principio todo fueron pegas pero, con el tiempo, consiguieron que la Dirección General 
de Instituciones Penitenciarias les subvencionara un programa para tratar a los presuntos delincuentes de 
género. 


En 2006, tras analizar 154 casos de hombres presuntamente maltratadores, han llegado a la siguiente conclu- 
sión: la mayoría de ellos no son realmente maltratadores, sino responsables de una «violencia de reacción» 
frente a la «violencia de acción» de las respectivas mujeres con las que estaban casados. 


23E] 8 de septiembre de 2004, la alcaldesa del municipio canario de Telde (Gran Canaria), María del Carmen Castellano 
Rodríguez, militante del Partido Popular, acudió al Congreso de los Diputados y, sin cortarse un pelo, declaró: «Sabemos que 
no todas las mujeres denuncian. Bastaría con que acudiera a los servicios jurídicos o psicológicos para, con la emisión de un 
informe, se le otorgue una orden de protección, porque la mujer que acude a estos centros es víctima de malos tratos». Y añadió: 
«Nosotras nos preguntamos si no se debería contemplar, sin más miramientos, la orden de destierro para el agresor. Porque, 
hasta ahora, las que tenemos que abandonar la casa y tomar el camino del destierro somos nosotras.» Sin decirlo abiertamente, 
estaba pidiendo a las mujer que crearan «pruebas periféricas» para ganar los pleitos en los Juzgados. 
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Con un grupo de mujeres, a las que se encargaban de dar sesiones de terapia para ayudarles a superar el 
«síndrome de la mujer maltratada», les ocurrió todo lo contrario. Muchas de ellas eran personas extremada- 
mente violentas, hecho que ya constató Erin Pizzey en el albergue de Chiswick, Gran Bretaña, en la década 
de los años setenta, lo que le valió que los grupos feministas la calificaran como «enemiga de las mujeres» [2] 


Cuando fueron a contar su hallazgo al Instituto de la Mujer, casi les dio un soponcio. En el edificio de la calle 
Condesa de Venadito de Madrid las despidieron con cajas destempladas. 


-Vosotras no valéis para esto —les dijeron-. No estáis en el formato adecuado. 


Posteriormente se entrevistaron con dos diputados del PSOE: la entonces vicepresidenta del Congreso de los 
Diputados, Carmen Chacón Piqueras, y María Virtudes Monteserín, parlamentaria por Asturias. La psicóloga 
y la psicoanalista se sintieron amenazadas por sus compañeras de género. 


-Como vayáis por ahí difundiendo esas teorías, se os acabaron las subvenciones. ¡Cuidadito! 


Posteriormente, le escribieron a la vicepresidenta del Gobierno María Teresa Fernández de la Vega y pidieron 
una entrevista con ella que finalmente no les concedieron. Tuvieron un último encuentro con la abogada, y 
ex diputada por Izquierda Unida, Cristina Almeida, quien no se anduvo por las ramas. 


-Pues no hemos luchado las mujeres para conseguir esto. ¡Ojito, vosotras que sois mujeres, en ir contra las 
mujeres! 


A partir de entonces, M. V. y E. V. han optado por hacer su trabajo en silencio, sin tratar de ir contra la 
ideología dominante, por temor a que les corten las cabezas. 


«Cuando un juez nos pide un informe sobre algún hombre al que se acusa de golpear a su mujer en lugar 
de decir que no es un maltratador —que sería lo correcto-, ponemos que sus pautas de comportamiento no se 
ajustan al perfil del maltratador clásico, lamentablemente, a nosotras no nos parece un maltratador »[?P| como 
les ocurrió con el director de una famosa orquesta, a quien su mujer denunció por violento y resulta que era 
un «pedazo de pan». 


Han llegado a la conclusión también de que la sociedad española es matriarcal y poco machista comparada 
con otros países del entorno. Palabras como «enmadrado», «desmadrado» y otras muchas en que se apela a 
la figura de la madre y no a la del padre así lo revelan. 


Trabajar en este entorno les resulta harto difícil. «Un día nos va a ocurrir como al señor de la lavadora. 
Llamaremos pidiendo ayuda, llegará un técnico y en lugar de llevarse al aparato nos llevará a nosotras. » 


No hay nada más patético, ni nada que pueda inclinar más a un tribunal a mandar a un hombre a la cárcel 
que encontrarse en el estrado con una mujer a la que han apagado un cigarrillo en los brazos o en los pezones, 
con los moratones de una fuerte golpiza en los muslos o las nalgas, con uno o los dos ojos negros por una 
bofetada, las señales de los labios partidos o de una costilla rota. 


Ningún juez o magistrado suele reparar en los arañazos en la cara de un hombre golpeado, en las costillas 
rotas de estos o en las brechas en la cabeza de un palo descargado con habilidad y precisión. Los hombres, 
por naturaleza y por un machismo mal entendido no solemos exhibir los «trofeos» de una pelea doméstica 
en la que llevamos la peor parte o una parte de los palos. 


Por una cultura que se dice patriarcal y machista repetida durante generaciones, un individuo que es un ocho 
por ciento más grande, un diez por ciento más pesado y un siete por ciento más alto que la mujer, posee un 
promedio de 26 kilos de músculos frente a los 15 de la mujer, es más rápido de reflejos y posee una mayor 
resistencia a la fatiga física, pocas veces suele admitir que su esposa o compañera le ha golpeado, aunque sea 
valiéndose del palo de la fregona o el rulo para amasar la harina. 


24Para evitar suspicacias con la Administración y los poderes públicos los hombres «maltratados» son oficialmente «“maltra- 
tadores». El grupo de mujeres «guerrilleras» figura como «víctimas de la violencia machista». 

25Para salir de la cárcel antes de cumplir el tiempo de condena a los hombres se les obliga a admitir su culpabilidad y a 
someterse a un curso de «reprogramación». De lo contrario no se les considera curados. La mayoría de los hombres se niegan a 
admitir que son los responsables directos de la llamada «violencia de género». 
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Como dijo Esther Vilar en su célebre bestseller El varón domado, escrito en la década de los sesenta, «quien 
de verdad disfruta de todo el poder en nuestra sociedad es la mujer, que manipula y hace del hombre lo que 


le da la gana»[?9] 
Por eso no resulta hoy políticamente correcto. Nadar a contracorriente, como han hecho M. V. y E. V., tiene 
también sus riesgos. 


26Esther Vilar, El varón domado, Grijalbo, 1973. 


Capítulo 10 
Una ley asquerosamente machista 


Un amplio sector de las juezas encargadas de aplicar la Ley contra la Violencia de Género con- 
sideran que la norma aprobada por el gobierno socialista es «asquerosamente machista, tal vez 
la ley más machista del mundo», dice la jueza Lourdes del Sol. Las mujeres piensan que al ser 
consideradas «sujetos de especial vulnerabilidad» se las sitúa en una manifiesta desigualdad con 
respecto al hombre. «Tampoco es posible condenar, como dice el legislador, a personas por su 
condición sexual o por conductas cometidas por sus antepasados», agrega otra magistrada, María 
Poza. Al poner una condena de un año de prisión, sin posibilidad de que el juez pueda graduar 
ésta a las circunstancias del ilícito penal, es factible que se condene a un hombre a la misma pena 
por una simple riña o trifulca mutuamente consentida en el seno del hogar familiar que por un 
delito de lesiones. Por eso, más de cuarenta magistrados y jueces de toda España que se han visto 
en el trance de mandar a la cárcel a hombres por llamar «putas» a sus ex esposas o meterse de 
por medio en una pelea entre hermanas han dejado en suspenso sus sentencias y esperan que el 
Tribunal Constitucional se pronuncie acerca de si la Ley de Violencia de Género viola la Carta 
Magna. 


Fernando! |sin antecedentes penales, y su esposa, Luisal?] se hallaban en trámites de separación matrimonial, 
aunque seguían viviendo juntos en la calle Los Zapatas de Santomera (Murcia). Las relaciones de convivencia 
en el seno de la pareja, que tenía hijos mayores de edad, eran bastante ásperas. 


Sobre las 7.50 de la tarde del 27 de junio de 2005 comenzó una discusión. Luisa trató de impedir que el que 
todavía era su marido se llevara al trabajo uno de los coches de la familia. En esas fechas ella no tenía trabajo 
y la pareja había convenido que ese día el uso del vehículo le correspondía a Fernando. 


-Tengo una cita de trabajo y lo necesito —explicó. 


Una semana después, el 4 de julio, sobre la misma hora y por idéntico motivo se produjo una nueva discusión. 
Esta vez Luisa se negó a entregarle las llaves del coche a su marido. 


-La niña tiene que ir al callista y no va a ir andando —precisó. 


El marido, enfadado por la tomadura de pelo de la que creía ser objeto, le dio un fuerte tirón de orejas a 
su mujer. Tras este incidente, Luisa llevó personalmente a su marido al trabajo en el coche cuyo uso venían 
disputándose. 


Tras la denuncia pertinente en el cuartel de la Guardia Civil, el asunto se vio el 29 de julio en el Juzgado 
Penal número 4 de Murcia. El fiscal pidió para el hombre, por un delito de lesiones que tardaron un día en 


lFernando es el nombre ficticio de A. F. Z. 
2Luisa es el nombre ficticio de J. F. S. 
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sanar —y por el que la víctima no solicitó indemnización alguna- la pena de un año de prisión y prohibición 
de acercarse a la víctima durante un plazo de dos años. 


La titular del juzgado, María Poza Cisneros, se negó a meter a un hombre un año en la cárcel por un simple 
tirón de orejas a su mujer y hacen pública la tesis del abogado defensor en la vista oral. «La propia existencia 
de un procedimiento de esta índole para juzgar a un señor mayor de edad por un tirón de orejas, cuando quien 
le provoca reiteradamente es su mujer, conculca el derecho a la dignidad de la víctima y coloca a la justicia 
en un papel poco gratificante: dedicada a resolver riñas insustanciales en el hogar familiar o en un patio de 
vecinos, trifulcas con escasas o ninguna trascendencia penal en un Estado de Derecho serio y moderno. » 


Era el 29 de julio de 2005. Había pasado apenas un mes de la entrada en vigor de la Ley Orgánica de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Consecuente con sus planteamientos, la jueza 
se inhibió a la hora de dictar sentencia y remitió el sumario al Tribunal Constitucional, por estimar que los 
hechos enjuiciados no se correspondían con la pena prevista por el legislador y vulneraban seriamente varios 
artículos de la Constitución] 


En un escrito de 58 folios, la jueza Poza Cisneros, profesora de Derecho Penal de la Universidad de Murcia 
y una de las principales teóricas del Derecho en Españd?] efectúa un detallado y pormenorizado estudio de 
la Ley contra la Violencia de Género, analizando uno a uno todos sus artículos y poniendo de relieve la 
inconstitucionalidad, tanto global como parcial, del texto. 


«Si aplicara al autor [del tirón de orejas] el artículo 153.1 párrafo 3, tendría que imponerle una pena mínima 
de nueve meses y un día de prisión, hecho que no ocurriría si la agresora hubiera sido la mujer y la víctima 
el marido», dice. 


Ex miembro del Servicio Jurídico del Consejo General del Poder Judicial y considerada por su profesor de 
Derecho Penal Gerardo Landrove Díad'] su mejor alumna de todos los tiempos, María Poza sostiend?] que «la 
diferencia afectaría también a la pena de inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, tutela curatela, 
guarda o acogimiento que, con un máximo de cinco años, es bastante más grave que la inhabilitación prevista 
en el tipo común, con un máximo de sólo tres años. En la medida en que las acusaciones no han pedido su 
imposición, toda pretensión de imposición de oficio por el juez [como pretende la ley] vulnera el principio 
acusatorio de nuestro sistema procesal». 


La titular del Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia refiere que además de establecer un sistema punitivo 
más gravoso para el hombre por el simple hecho de serlo, en los casos de violencia de género veda la sustitución 
de la pena de prisión por una multa y convierte al juez en un convidado de piedra en la sala del plenario «al 
exigir la imposición de prohibiciones de acudir a determinados lugares, aproximación a la víctima, familiares 
o personas determinadas, o de comunicarse con ellas, sín valorar si hay riesgo de agresión o no, y les obliga 
la los reos], en contra de su voluntad, a someterse a programas de reeducación y tratamiento psicológico [al 
estilo de la antigua URSS o de la Cuba de Fidel Castro], que son facultativos en el régimen penal común». 


Lo que más escandaliza a la magistrada, que se declara feminista de las de verdad|"] es la pretensión del 
legislador de perseguir conductas cuando ya no pueden darse porque el matrimonio o la convivencia more 


3Según el artículo 35 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional «cuando un Juez o Tribunal, de oficio o a instancia 
de parte, considere que la norma con rango de ley aplicable al caso y de cuya validez dependa el fallo pueda ser contraria a la 
Constitución planteará la cuestión al Tribunal Constitucional con sujeción a lo dispuesto por la Ley». 

4Es autora de numerosos trabajos, entre ellos «Las nuevas tecnologías en el ámbito penal»; «Suspensión, sustitución y libertad 
condicional: estudio teórico-práctico de los artículos 80 a 84 del Código Penal» y «Formas sustitutivas de penas de libertad», 
entre otros, que han sido publicados en la Revista del Poder Judicial, en Manuales de Formación Continuada y en Cuadernos 
de Derecho Judicial. 

5 Autor, entre otros muchos trabajos, de Introducción al derecho penal español, libro de texto básico para los alumnos que 
desean estudiar la carrera de Derecho. Madrid, Tecnos, 1994. Otros libros suyos son Derecho penal de menores, Detenciones 
ilegales y secuestros, Las consecuencias jurídicas del delito, Introducción al derecho penal de menores y Moderna victimología. 
La mayoría de su obra está publicada por la editorial Tirant lo Blanch. 

6 Junto con un sobrino del candidato del Partido Popular, Mariano Rajoy. 

“De las que cree en la igualdad real entre sexos y no admite que un hombre la invite a comer, le lleve las maletas en los 
aeropuertos, le ceda el paso por el hecho de ser mujer o la acompañe hasta la puerta de su casa «porque es noche cerrada y hay 
mucho delincuente suelto». 
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uzorid*| se han extinguido. «Llevando las cosas al extremo, según esta ley, de que si dos personas que se 
hayan conocido en la universidad en 1980 y hayan tenido una relación sentimental de una noche vuelven a 
encontrarse en el 2006 y se pelean en una discoteca, yo tengo que condenar al hombre no por los hechos que 
haya cometido sino en base a la relación sentimental inicial», manifiesta al autor. Es incomprensible pero la 
Ley contra la Violencia de Género «al no establecer la fecha de caducidad del amor ni de los vínculos afectivos 
entre la pareja, determina que la pena se imponga en función de la relación afectiva, aun sín convivencia, 
que pudo crearse en 1980». 


Grave es también para la jueza que se dé el mismo tratamiento penal al autor de un acto de violencia 
ocasional en el contexto de una riña o de una agresión mutua que al maltratador habitual —que es al que hay 
que perseguir-, y que la ley no esté inspirada en la aspiración a enjuiciar hechos punibles independientemente 
de quién haya sido su autor. «Tengo que condenar más al hombre que a la mujer porque el legislador presume 
que la violencia masculina es una manifestación de discriminación, una situación de desigualdad y por las 
lancestrales] relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, que se ejerce sobre éstas por quienes sean 
o hayan sido sus cónyuges, o quienes estén ligados a ellas por similares relaciones de afectividad aun sin 
convivencia.» 


Como ya apuntaba el vocal del Consejo General del Poder Judicial, todo ello lleva al delito de autor. «No 
se condena a la gente en virtud de los delitos cometidos y de la gravedad o trascendencia de los mismos sino 
que se establece un derecho penal de autor, inspirado en la nefasta escuela nazi de Kiel, habitual en la etapa 
del nacionalsocialismo de Adolf Hitler, y desterrado de los códigos penales de todo el mundo. || 


Bernardd Y] y Rosd'!]se pelearon en la tarde del 12 de marzo de 2006 en su casa situada en una pedanía de la 
región murciana. El matrimonio, tras una larga convivencia sin problemas y con hijos mayores, pasaba por 
una de esas habituales crisis matrimoniales. 


Tras la riña se reconciliaron e hicieron el amor con esa «intensidad inusitada» que se produce tras los 
reencuentros matrimoniales y que tan brillantemente escribe el sociólogo estadounidense Herb Goldberg en 
Los peligros de ser varón. Dos horas después de culminado un acto sexual que resultó más placentero que de 
costumbre, Bernardo subió al cuarto de baño de la planta superior de la casa unifamiliar a orinar. 


Cuando se encontraba en el momento culminante de la micción, dentro de un habitáculo de menos de cuatro 
metros cuadrados en el que no podía defenderse, de espaldas y con las manos ocupadas, de súbito se abrió la 
puerta. 


Su mujer irrumpió por sorpresa y le propinó un garrotazo en la cabeza con un bate de béisbol, que se partió 
en dos, causándole una herida en el cuero cabelludo que necesitó puntos de sutura. Acto seguido se encaminó 
a la Guardia Civil y denunció a su marido por malos tratos. Declaró: 


-Es cierto que le pegué, pero lo hice en defensa propia. 


Pese a que la mujer reconoció que no hubo inmediatez alguna en su supuesta defensa, que golpeó a su marido 
con un instrumento peligroso y le abrió la cabeza, la Guardia Civil se lo llevó detenido a él. En la vista oral, 


SConvivencia similar al matrimonio. 

9La llamada Escuela de Kiel, inspirada en los escritos y propuestas de Georg Dagm y Friedrich Schaffstein, crea un derecho 
que penaliza por la condición ontológica del autor y no por la gravedad de los hechos. Nos retrotrae a la etapa más negra del 
nacionalsocialismo en la que los nazis se dedicaron a perseguir a los judíos por el simple hecho de pertenecer a un grupo étnico. 
El delito de autor trató de ser imitado en España, en la etapa más negra del franquismo, por el Código Penal de Castejón 
(1938-1939) que no llegó a entrar en vigor. Al igual que en 2006 con el PSOE, la Escuela de Kiel propugna olvidarse del ilícito 
penal y condenar al autor, con lo que se crea un Derecho Penal de autor. Los defensores de este sistema, al igual que las 
feministas radicales de hoy, sostienen que el Derecho está lleno de garantías para el delincuente y que el derecho del Estado 
debe primar sobre ese garantismo. Se trata, por tanto, de un derecho intervencionista del Estado que impone sus normas, sean 
justas o no, para velar por el sano sentimiento del pueblo (la mujer). No penaliza el acto individual sino el comportamiento de la 
persona y de sus ascendientes (el maltratador lo es porque genéticamente se nace con ese estigma). Para la escuela de Kiel una 
conducta es antijurídica desde un punto de vista material porque el sujeto ha dejado de cumplir con el Estado y el Derecho. La 
culpabilidad se aplica, además, de forma distinta: el sujeto deja de ser responsable de sus actos para convertirse en responsable 
por su conducta de vida. Así, si una persona tiene una riña con su mujer, es condenado aunque la pelea haya sido iniciada por 
ella, ya que a la mujer no se le presume agresividad innata ni generadora de violencia. 

lOBernardo es el nombre ficticio de N. G. H. 

MLuisa es el nombre ficticio de I. G. P. 
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el fiscal los acusó a los dos y pidió para Rosa una pena de seis meses de prisión y para Bernardo de docd'?] 
cuando lo correcto habría sido condenar a la mujer a una pena de entre dos y cinco años de prisión. 


Pero no fue así. Tras retirarse las acusaciones particulares, ambos se acogieron a su derecho a no declarar, 
como también lo hicieron los testigos y, aunque el Ministerio Público mantuvo formalmente la acusación 
contra ambos, se dictó la sentencia absolutoria in voce, que fue firme en el acto. 


En este caso, al igual que en su auto ante el Constitucional [por el caso del tirón de orejas], se está castigando 
más al hombre por el hecho de serlo. La magistrada de Murcia reconoce que el Tribunal Constitucional 
aprueba la discriminación positiva en beneficio de determinados colectivos históricamente marginados para 
que mediante un trato más favorable sea suavizada o compensada su situación de desigualdad. 


«Aplicar esta norma de comportamiento al Derecho Penal no beneficia a nadie. Para ayudar a la mujer no 
se debe perjudicar a alguien por ser hombre. No se alcanza a comprender cómo se favorece la igualdad de 
oportunidades para la mujer estableciendo un castigo más severo para el hombre. La prevención del delito 
puede conseguirse sin sacrificios de derechos como el de la igualdad, la presunción de inocencia o la dignidad 
del ser humano», afirma la jueza Poza. Y, con una contundencia inusual en los autos judiciales, añade: 


«No se puede admitir en modo alguno la afirmación [del legislador] de que toda violencia contra la mujer es 
una manifestación de discriminación por la situación de inferioridad de ésta y por las relaciones [históricas 
y ancestrales] de poder que los hombres han establecido [desde el comienzo del mundo] sobre las mujeres. 


Presumir que la conducta violenta en la relación de pareja lleva implícita [siempre y en todos los casos] una 
supremacía del hombre sobre la mujer sin entrar a valorar los hechos objetivos en el plenario, vulneraría el 
derecho a la presunción de inocencia y el derecho a la igualdad consagrados en la Constitución. » 


Incidiendo más en este aspecto, María Poza asevera: «Según la ley, por un asunto tan absurdo como el que 
se me planteó, yo tenía que pensar más al hombre que a la mujer para compensar agravios históricos a un 
grupo desfavorecido, buscando con la pena a un hombre concreto una fórmula de "reparación o compensación” 
colectiva por pretéritas discriminaciones sufridas por las mujeres. Si hiciera lo que sugiere el legislador estaría 
imputando al varón una responsabilidad también colectiva como representante o heredero del grupo opresor. 
Esto, choca frontalmente con el principio de culpabilidad que rige el Derecho Penal.» Frente a los códigos 
penales de la democracia, que han introducido de forma permanente medidas antidiscriminatorias por razones 
de sexo, con la Ley contra la Violencia de Género se vuelve a penalizar, de manera más grave, delitos menores, 
se vuelve a los códigos anteriores a 1983, a los del franquismo, donde el «desprecio al sexo» era una agravante 
para el hombre. 


El 18 de mayo de 2006, la titular del Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia tuvo que enjuiciar a otra pareja 
que se hallaba en período de separación y divorcio. Pese a las malas relaciones existentes, habituales en los 
períodos previos a la finalización de la vida conyugal, el matrimonio seguía compartiendo la misma cama, ya 
que ninguno estaba dispuesto a perder su posición en el lecho familiar e irse a dormir al sillón o al cuarto de 
estar. Una noche Elena**|subió una botella de agua a la cama para no tener que levantarse si le daba sed 
durante la noche. Ramón]”*| veterinario, cuarenta y ocho años, su esposo, la utilizó, como era su costumbre. 
Pero el hecho de que él, aquel día 2 de mayo de 2006, hubiera interpuesto una demanda de separación sin 
conocimiento ni consentimiento de ella, disparó todas las alarmas. 


Elena, aquejada de un proceso de anorexia y bulimia que le provocaba ligeros trastornos psíquicos y emocio- 
nales, saltó como una pantera. Tras una pelea presenciada por un hijo, la mujer acudió a la Guardia Civil 
y declaró haber recibido lesiones consistentes en hematomas en el ojo izquierdo y en el primer tercio de la 
pierna derecha, lesiones que sanaron con una primera asistencia facultativa. 


12A] haber precisado el hombre puntos de sutura, por la relación entre uno y otro y del instrumento empleado, la calificación 
correcta para ella hubiera sido un delito agravado de lesiones del artículo 148 del Código Penal, de posible castigo con pena de 
entre dos y cinco años de prisión. La acusación, pública y particular, no prestó atención a todo eso y para ella sólo pedían seis 
meses, como maltrato sin lesión del artículo 153.2. Para él, en cambio, se pedían doce meses, estima María Poza. 

l3Elena es el nombre ficticio de María José G. M. 

14 Ramón es el nombre ficticio de Rafael B. N. 
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Sin embargo, el parte de lesiones incorporado a la causa, sin llevarse a cabo una exploración a la denunciante, 
elaborado mediante el simple examen de unas fotos, revela que esas lesiones eran anteriores en cinco o seis días 
a la fecha de la denuncia, interpuesta el 3 de mayo de 2006. Se podría tratar, por lo tanto, de una denuncia 
falsa como venganza] por la decisión de Rafael de separarse, por las malas relaciones entre la pareja, por la 
adicción al alcohol del marido o por cualquier otro motivo. 


Aunque el culpable, según la Ley contra la Violencia de Género es siempre el hombre, ante la falta de otros 
elementos objetivos que corroboraran que hubo una agresión, intencionada o fortuita, a la supuesta víctima, 
María Poza decide absolver al imputado, que previamente había denunciado a su mujer por malos tratod*] y 
dar por cerrado el «caso de la botella» [*"] 


¿Discriminó u oprimió a su mujer el veterinario Ramón cuando, en medio de la noche, en plena oscuridad, le 
quitó su botella de agua o la cogió, pura y simplemente, porque tenía sed? 


María Poza se cuestiona la necesidad y la oportunidad de la ley. «Obedece -dice- a un populismo normativo que 
se plasma en el mismo texto legal cuando dice que sus propósitos son "dar una respuesta firme y contundente 


para la ciudadanía, los colectivos de mujeres [el feminismo radical] y específicamente para aquellos que sufren 
este tipo de lesiones”. 15] 


Sobrina del diputado del Partido Popular Gabriel Cisneros Laborda, uno de los padres de la Constitución, 
con el que mantiene un constante y fluido intercambio de ideas, la jueza de Murcia, una de las pocas personas 
que lee a Heródoto en su lengua original y a George Washington, Thomas Jefferson y John Adams en la 
propia, considera que la Ley contra la Violencia de Género vulnera varios preceptos constitucionales. 


En un lenguaje salpicado de frases provocadoras señala: «Siguiendo la senda de esta ley, toda agresión contra 
un individuo de raza negra (cabe entender que por otro de raza blanca) es discriminatoria y debe ser castigada 
en mayor medida aunque sea por un móvil económico. 1*] 


Sobre el asunto de superioridad que el hombre ejerce sobre la mujer, según la Ley contra la Violencia de 
Género la magistrada afirma: «Considerar a la mujer como una persona especialmente vulnerable, es decir, 
equipararla a los ancianos y a los niños, lesiona gravemente el derecho a la dignidad que debe tener la mujer, 
lo que choca frontalmente con el artículo 10.1 de la Constitución, que establece que la dignidad de la persona 
es fundamento del orden político y de la paz social. » 


«La ley ignora también los malos tratos recíprocos, habituales entre las parejas en la mayoría, por no decir en 
todos los procesos de separación y divorcio, donde no se puede decir que la relación entre los miembros de la 
pareja sea idílica o el maltrato entre las parejas homosexuales, pues la norma sólo hace referencia al maltrato 
de un hombre sobre una mujer, cuando la experiencia en los juzgados y tribunales de familia evidencia que 
la violencia muy pocas veces es unidireccional», aclara. Y aporta su opinión al respecto: 


«Para perseguir con severidad el maltrato conyugal, fenómeno cuya gravedad en ningún momento se niega, 
bastaba con hacer una ley que agravara las penas sin distinguir el sexo del justiciable. Como la experiencia 
demuestra que el hombre comete proporcionalmente más delitos que la mujer, con una ley neutral, no sexista, 
resultarían castigados un mayor número de hombres que de mujeres. » 


El asunto de penar más al hombre que a la mujer por el mismo delito, según la jueza Poza, podría llevar a 
cometer numerosas aberraciones jurídicas sin sentido. «Siguiendo esta filosofía, de acuerdo con un estudio de 


15En la vista oral, el hijo de la denunciante indicó que su madre presentaba el hematoma antes del incidente de la botella, 
incidente que motivó un cambio de cama entre los esposos. 

lóLo denunció el 11 de enero y el 9 de abril de 2006, siendo asistido de lesiones que imputaba a su esposa. 

17La sentencia está recurrida por María José García, invocando los perfiles psicológicos respectivo de maltratado y maltratada, 
reconociendo los problemas psicológicos de ella (anorexia y bulimia) e imputando a él un comportamiento clásico de maltratador 
que finge calma y credibilidad. La denunciante oculta, sin embargo, que en 1995 recibió tratamiento psiquiátrico por causas que 
las partes han procurado ocultar, que es una persona inestable, que tiene un problema de alcoholismo y que es reacia a una 
separación que la habría sorprendido, motivando una denuncia que podría ser falsa. 

18Exposición de motivos de la Ley Orgánica 1/2004. 

19E] Código Penal contempla la agravante de racismo, según la jueza, pero lo hace bilateralmente, no por razón de la raza 
blanca del agresor y de la negra del agredido. 
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la Universidad de Zaragoza según el cual el 91,15 por ciento de los delitos los cometen varones, éstos deberían 
ser más duramente castigados», afirma no sin una cierta ironía. 


Y con idéntico desdén hacia el legislador y el Gobierno, prosigue en la misma línea argumental: «Como la 
mayoría de los delitos de tráfico los cometen los hombres se podría invocar una tendencia agresiva al volante 
de éstos, avalada por estudios psicológicos y sociológicos para endurecer las penas contra los hombres. [...] 
Al ser abrumadoramente superior el número de delincuentes varones en los delitos de homicidio, propiedad 
intelectual, contra los derechos de los trabajadores, patrimonio histórico y medio ambiente, delitos contra 
la seguridad colectiva, hurto, robo, estafa, apropiación indebida, sexuales, falsificación de moneda |...] al 
de mujeres, si se sigue el principio de derecho de autor, habría que hacer un Código Penal para éstos, 
desde el principio hasta el fin, en el que quedaría excluido el delito de aborto, daños al feto, denuncias 
falsas, encubrimiento, cooperación necesaria y pocos más», señaló al autor del libro comentando su auto de 
inconstitucionalidad. 


«Incluso como muchos delitos de malos tratos contra la mujer se cometen en el ámbito laboral y los jefes de 
obra suelen ser hombres, ¿por qué no condenarlos a ellos más?; ¿por qué excluir las agresiones humillantes y 
vejatorias de un cliente con una prostituta, obligada por su proxeneta a vender su cuerpo[?"] o de un padre con 
su hija que no quiere que vaya a la universidad porque la considera "predestinada", por razón de su condición 
femenina, a las labores del hogar, a las tareas domésticas 21] 


Para la jueza, de no corregirse los aspectos negativos de la Ley contra la Violencia de Género —que permite 
la discriminación por sexo, establece como principio inmutable la supuesta superioridad del hombre sobre la 
mujer y condena el «¿mal ancestral del patriarcado» que dirige sin excepción la conducta del varón-, los males 
para la sociedad podrían ser graves. Se podría abrir así la «Caja de Pandora» y su espíritu maligno a futuras 
y más graves aberraciones legislativas. 


«Llevados a establecer conductas más duras por razón de sexo, ¿por qué no extenderlas a otros colectivos, 
discriminándolos negativamente por razón de su origen? La proporción de ecuatorianos condenados por delitos 
de malos tratos es muy superior a la que debía corresponderles en relación con la población. [Si queremos 
que los malos tratos desaparezcan] habrán, pues, que hacer una ley contra los ecuatorianos, ya que en estos 
colectivos hay convicciones discriminatorias claras contra la mujer», ironiza. 


La jueza establece que conceptos criminológicos como el del «perfil del maltratador» o el del «síndrome de 
la mujer maltratada» trasladados al ámbito jurídico penal son perniciosos y contraproducentes a la hora de 
enjuiciar hechos concretos. Si se introducen esos ingredientes sociológicos y psicológicos de dudosa traslación 
penal se están juzgando, de facto, conductas y no situaciones concretas. 


«El caso límite para contrastar las anteriores refleriones, que se presenta en la experiencia forense mucho 
más de lo que la información difundida por los medios de comunicación podría sugerir, es el de los malos 
tratos recíprocos. En ellos, ante una agresión mutua de la pareja, la ley castiga al hombre por delito y a la 
mujer por falta cuando a veces el hombre ha sufrido un daño físico mayor, porque se supone que el hombre 
es un discriminador nato. Y ello aunque las características de las lesiones sean similares a las ocurridas en 
una pelea entre hombres o en una pareja homosexual. » 


Aunque la prueba de superioridad física del hombre no se puede poner en duda, una cosa es identificar a 
través de estadísticas, informes o estudios a los colectivos de riesgo y otra presumir que toda mujer víctima 
de un maltrato ocasional por su pareja forma parte para el resto de su vida de ese colectivo de riesgo. 


«En el caso que nos ocupa, en el tirón de orejas que Fernando, sin antecedentes penales, propinó a su esposa 
Luisa, es desde luego penalmente reprobable. Sin embargo, la mujer finalmente conservó las llaves del vehículo 
en litigio, contra la voluntad de su ex marido, por el hecho de que la posición del varón se considera dominante, 


20En este supuesto la Ley contra la Violencia de Género habría que aplicarla, indistintamente, al cliente y al proxeneta, pese a 
que este último está castigado en el Código Penal, Capítulo Primero, Título I al V del Código Penal, de las agresiones sexuales 
y de los delitos relativos a la prostitución y la corrupción de menores. 

21En este último supuesto, según la jueza, se produce, además, el agravante de «abuso de superioridad» por la relación 
paternofilial, ausente en la relación de pareja. 
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no puedo penalizar esta conducta como delito de faltas, considerando que si los papeles se invirtieran sería una 
simple falta de cuatro días de localización permanente —concluye la titular del Juzgado de lo Penal número 
4 de Murcia-. Promover la igualdad a través de la desigualdad es siempre una opción peligrosa, de efectos 
perversos y de aplicación discutible en sus efectos. » 


La pareja se hallaba separada por sentencia del 12 de agosto de 2005, dictada por el Juzgado de Instrucción 
número 7 de Albacete. En sentencia de conformidad, ante la advertencia del abogado de oficio de que en caso 
de no firmarla podía ser condenado a una pena mayor y acabar en la cárcel, el marido aceptó dos condenas, 
una por un delito de violencia doméstica y otra por amenazas. 


El Juzgado le impuso una prohibición de comunicarse con su mujer durante un período de dieciséis meses por 
cada condena. Por Jorgd?]y Teresa[*] saltándose a la torera la sentencia, habían continuado periódicamente 
la convivencia en beneficio de la hija común «que echaba de menos la presencia del padre», asunto que al 
legislador le había tenido sin cuidado. 


En una de aquellas visitas se originó una discusión en la calle y Teresa accedió a subirse al coche de su ex 
pareja y viajar con él hasta Alicante para buscar una solución a sus desencuentros. No fue posible la paz y de 
inmediato regresaron a Albacete. Allí se originó una nueva discusión. Teresa quería ir a su casa y su marido 
Jorge a la localidad de El Salobral. 


Al final, sobre las 7.30 de la mañana, regresaron a la ciudad de Albacete. Teresa seguía insistiendo en regresar a 
su casa y Jorge al centro comercial Imaginalia. Cuando se dirigían hacia este lugar, debido al tráfico existente, 
al pasar por el polígono industrial Campollano, el coche tuvo que hacer una parada. La mujer aprovechó la 
detención del coche, se bajó y se fue andando a su casa. 


«Por estas coacciones leves, de acuerdo con la Ley contra la Violencia de Género, si el autor es el hombre 
es de seis meses de cárcel, si la agresora hubiera sido la mujer, habría sido de cuatro días de localización 
permanente», afirma la jueza Julia Patricia Santamaría Matesanz, titular del Juzgado de lo Penal número 2 
de Albacete dirigiéndose al Tribunal Constitucional. Y apostillas: «Si se opta por la imposición de la pena 
alternativa de trabajos en beneficio de la comunidad, la condena mínima a imponer al hombre sería de 31 
días de trabajo. Para la mujer, de cinco días. La ley no viene a preservar la paz familiar, el bien jurídico 
protegido tal y como se concibe en todos los ordenamientos jurídicos, sino a la mujer. A] 


El 2 de mayo de 2006, la jueza Santamaría dejó en suspenso la sentencia y decidió «recurrir» al Tribunal 
Constitucional con un auto de 24 folios en el que motivaba su decisión considerada un imperativo legal 
para los jueces cuando estimen que cualquier norma con rango de ley que deben aplicar es contraria a la 


Constitución [2] 


En el auto, tras repasar detenidamente el incremento de la legislación punitiva en materia de violencia 
familiar, especialmente la reforma de 2003 realizada por el Partido Popular, que en lugar de incrementar las 


22 Jorge es el nombre ficticio de F. A. 

23 Teresa es el nombre ficticio de M. V. P. G. 

24L a jueza no hace alusión en su auto a la pena de cárcel que le habría correspondido por el quebrantamiento de condena 
mutuamente consentido, que se había tenido que cumplir obligatoriamente. La petición fiscal era de nueve meses de prisión y 
tres años de alejamiento del lugar de trabajo y otros lugares frecuentados por la «víctima». 

25 Artículo 163 de la Constitución y artículo 35.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. (Artículo 163 de la Constitu- 
ción: «Cuando órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez 
dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional en los supuestos, 
en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos. ». Artículo 35.1 del Tribunal Consti- 
tucional: «Cuando un Juez o Tribunal, de oficio o a instancia de parte, considere que una norma con rango de ley aplicable al 
caso y de cuya validez dependa el fallo pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión al Tribunal Constitucional 
con sujeción a lo dispuesto en esta ley. El órgano judicial sólo podrá plantear la cuestión una vez concluso el procedimiento y 
dentro del plazo para dictar sentencia, debiendo concretar la ley o norma con fuerza de ley cuya constitucionalidad se cuestiona, 
el precepto constitucional que se supone infringido y especificar y justificar en qué medida la decisión del proceso depende de la 
validez de la norma en cuestión. Antes de adoptar mediante auto su decisión definitiva, el órgano judicial oirá a las partes y al 
Ministerio Fiscal para que en el plazo común e improrrogable de diez días puedan alegar lo que deseen sobre la pertinencia de 
plantear la cuestión de inconstitucionalidad, resolviendo el juez seguidamente y sin más trámite en el plazo de tres días. Dicho 
auto no será susceptible de recurso de ninguna clase. No obstante, la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser intentada de 
nuevo en las sucesivas instancias o grados (en tanto no se llegue a sentencia firme.)» 
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penas contra los delitos habituales, estableció un tipo penal para la violencia ocasional, convirtiendo de la 
noche a la mañana las simples faltas en delitos y llenando los Juzgados de mujeres histéricas y de hombres 
alcoholizados o deprimidos que acudían a reclamar justicia por cuestiones insustanciales y baladíes. «Ello 
significa un decidido impulso represivo respecto de cuya eventual inconstitucionalidad, por vulneración del 
principio de proporcionalidad [de las penas] P4] se pronunció el Tribunal Constitucional.» Al referirse a la Ley 
contra la Violencia de Género, la jueza agrega: 


«Es especialmente vejatoria para la mujer y sólo podría tener fundamento en el caso de agresiones físicas, en 
el caso de una supuesta superioridad física del varón|?"] por su exceso de masa muscular, pero que no tiene 
fundamento alguno en los supuestos de amenazas y coacciones, en los que no se emplea la fuerza. » 


De esta manera, el mismo hecho cometido por una mujer (falta), o un caso de malos tratos en el que los dos 
protagonistas sean hombres o mujeres conlleva los siguientes beneficios: 


= Su nombre no se anotará como condenada en el Registro Central de Penados y Rebeldes. 


= Los malos tratos cometidos por una mujer no dan lugar a la posible apreciación en el futuro de la 
agravante de reincidencia] 


= La comisión de la falta no es causa de revocación de una eventual suspensión de una pena impuesta 
por un delito cualquiera de los contemplados en el Código Penal [P?] 


= La determinación de la pena por faltas se somete al régimen flexible del Código Penal PY] 


= El plano de suspensión de las penas privativas de libertad es de tres meses a un año, según determine 
el juez. Una vez transcurrido dicho plazo, la falta queda «borrada». En el caso de los delitos, el plazo 
se amplía de dos a cinco años|”!] 


= Las penas accesorias son siempre potestativas y su máximo es sólo de seis meses. 


= El régimen de medidas cautelares es muy distinto. La prisión preventiva está proscrita y sólo se admite, 
con carácter excepcional, la detención en el caso de faltas graves. 


= Las condenas a costas, aunque la causa se haya tramitado como si se tratase de un delito, no incluyen 
los honorarios profesionales. El supuesto autor de una falta puede defenderse a sí mismo, sin necesidad 
de abogado. 


Tras hacer todas estas valoraciones, la titular del Juzgado de lo Penal número 2 de Albacete entra de lleno 
en el atentado que representa esta ley para la dignidad de la persona, protegida por el artículo 10 de la 
Constitución española. 


«La dignidad del ser humano queda vulnerada por la norma, en relación con el varón al establecer una presun- 
ción, sin que valga prueba en contrario, de que actúa siempre por móviles discriminatorios y machistas. En 


26Como se ha dicho en otra parte, la Ley 11/2003, cuyo autor es el ministro de Justicia José María Michavila, no discrimina 
entre muchos tratos continuados y violencia ocasional. Es más, establece unos tipos delictivos que no dejan al juez margen de 
maniobra al ser de «obligada aplicación». 

27 Para penar la superioridad física del varón no hace falta una Ley contra la Violencia de Género. Basta con conducir estos 
supuestos a las agravantes que establece el Código Penal (abuso de superioridad), en los casos en que se produzca tal abuso, 
dice la jueza Lourdes del Sol, de Valladolid. 

28 Aunque la naturaleza de los hechos sea análoga, al no estar comprendidas las faltas y los delitos en el mismo Título del 
Código Penal, no hay agravante en el caso de las faltas, salvo cuando por reincidencia se convierten en delito en algunos códigos. 

29 Artículo 81.1 del Código Penal. «Si el sujeto delinquiera durante el plazo de suspensión de la pena fijado, el Juez o Tribunal 
revocará la suspensión de la pena [y le meterá en la cárcel]. » 

3ODisposiciones comunes a las faltas. Artículo 638 del Código Penal: «En aplicación de las penas de este Libro procederán 
los Jueces y Tribunales, según su prudente arbitrio, atendiendo a las circunstancias del caso y del culpable, sin ajustarse a las 
reglas de los artículos 61 a 72 de este Código.» 

31Un hombre que sea condenado por malos tratos, aunque no cumpla la pena por ser inferior a los dos años (Artículo 80 del 
Código Penal), no puede cometer delito alguno en un plazo que oscila entre los dos y los cinco años. En caso contrario, cumplirá 
las dos condenas. 
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relación con la mujer al sobreprotegerla y considerarla "objeto de especial vulnerabilidad” cuando se relacione 
con su pareja, sín admitir tampoco prueba en contrario, se la veja y se la maltrata injustamente.» 


Palma de Mallorca, 12 (Agencias). —La vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, fue 
atacada ayer mientras salía de su casa. Según testigos presenciales, una persona de su mismo sexo, con la 
que presuntamente convivía, la llamó «fea e insulsa». Posteriormente, le quitó el bolso de Carolina Herrera 
y la golpeó con él, le rasgó la blusa de Coco Chanel, una de las pioneras de la moda en el mundo, y la falda 
del modista Christian Dior. Por último la tiró del pelo y la abofeteó en pleno centro de la ciudad. La acción 
se desarrolló con tal celeridad que los escoltas no pudieron hacer nada para impedirlo. 


Bilbao, 17 (Agencias). —Fernando Grande-Marlaska, el que fuera hasta el 30 de junio de 2006 titular del 
Juzgado de Instrucción número 5 de la Audiencia Nacional fue agredido en el día de hoy durante la celebración 
del Aste Nagusia, las fiestas mayores de la capital bilbaína, en el casco viejo de la ciudad. Los investigadores 
del delito no fueron los miembros de la banda terrorista ETA, instigados por Arnaldo Otegui y Pernando 
Barrena, como por error informó Radio Euskadi. El agresor fue su novio, Jorge, al que recientemente se refirió 
en una entrevista concedida al diario El País. 


Las dos noticias arriba reseñadas son, obviamente, falsas, producto de la calenturienta imaginación del autor 
en una tarde de verano de 2006. Pero en el supuesto de que se produjeran algún día en parejas similares 
quedarían sin la correspondiente sanción penal. 


Sin ánimo de incrementar la capacidad correctiva del Código Penal con nuevos tipos punitivos, se lo dice 
Patricia Santamaría al Tribunal Constitucional: «Por otro lado y a título casi anecdótico, se puede producir 
la paradoja de no haber contemplado la nueva ley los supuestos de violencia cometidos dentro de una pareja 
estable homosexual (a los que se autoriza incluso a unirse en matrimonio), lo que supondría una nueva 
discriminación, esta vez por omisión», señala la magistrada albaceteña[??] 


Un día indeterminado del mes de julio de 2005, Carlos Flores Camacho se peleó con su mujer María Luján 
Cisneros, los dos sin antecedentes penales, en el domicilio conyugal de la calle Linares, de Valladolid. En el 
curso de la reyerta, Carlos le atizó dos bofetadas a su mujer. 


-Así lloras por algo —le dijo[*] 


Pocos días más tarde, el 17 de julio, la pareja que llevaba conviviendo desde 1998 y tenía dos hijos, volvió a 
discutir. María intentó solventar el caso marchándose de la casa, pero su marido la sujetó por un brazo sin 
causarle lesiones. 


El que era entonces su futuro cuñado, Jorge Gutiérrez Cachón, que andaba por las inmediaciones esperando 
a su novia Estela Luján, se metió de por medio sin saber que iba a ser peor el remedio que la enfermedad. 
Carlos Flores se revolvió contra él y le partió la cara. El parte médico del hospital Pío del Río Hortega revela 
que sufrió «“excoriación en el labio inferior, en la mejilla malar y paraexternal». Sólo precisó una primera 
asistencia facultativa con un tiempo de sanidad previsto de cuatro días. La mujer del acusado, María Luján, 
no sufrió lesión alguna. 


Poco después, el Juzgado de Instrucción número 5 de Valladolid abrió diligencias previas por los delitos de 
maltrato familiar, coacciones y lesiones contra Carlos Flores. El 22 de marzo de 2006 se celebraba la vista 
oral en el Juzgado de lo Penal número 1 de Valladolid con los siguientes delitos de violencia doméstica y 
coacciones a su pareja, el fiscal pedía dos penas de nueve meses de prisión y otras dos de alejamiento de su 
casa durante dos años al presunto agresor. En cambio, por romperle la crisma a su futuro cuñado, una simple 
multa de un mes, con una cuota diaria de seis euros 


32 Auto resultante del juicio rápido 152/2006 del 2 de mayo de 2006. 

33 Hechos que se declararon probados. 

34E]l hecho fue tipificado como falta de lesiones por el Ministerio Público, de acuerdo con el artículo 617.1 del Código Penal, 
aplicando la pena en su grado medio. El artículo 617.1 dice: «El que por cualquier medio o procedimiento causare a otro una 
lesión no definida como delito será castigado con la pena de localización permanente de seis a doce días o multa de uno a dos 
meses. » 
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A la titular del Juzgado de lo Penal, Lourdes del Sol Rodríguez, con nada menos que diecisiete años de 
carrera profesional en la judicatura, la abismal diferencia de trato que el Código Penal otorga a hombre y 
a mujer ante hechos parecidos, o de más graves consecuencias en el caso del hombre, le pareció claramente 
escandaloso. ¿La Ley contra la Violencia de Género, al considerar a la mujer objeto de especial vulnerabilidad, 
es sin duda la más machista del mundo», dijo al autor del libro en su despacho del edificio nuevo de juzgados 
de Valladolid. 


«Al tratar a la mujer como un ser especialmente vulnerable al que hay que proteger se nos rebaja a lo último de 
la escala social, se nos hace retroceder al siglo XVI y se anulan las conquistas sociales que hemos conseguido 
las mujeres con el movimiento feminista. En mi caso de juez, puesto conseguido a pulso, a golpe de sentencias, 
cuando muy pocas mujeres se dedicaban a esto se me maltrata especialmente. Si tengo la regla, no digamos», 
afirma y añade: 


«Un ser con especial vulnerabilidad es, desde mi punto de vista, un anciano con un problema de Alzheimer, 
que es incapaz de obrar por propia voluntad. Una mujer, en pleno uso de sus facultades, no lo es. Faltaba que 
hubieran puesto lo de la regla.» 


Lourdes del Sol es, naturalmente, una más de los casi treinta jueces y magistrados de toda España que han 
llevado la Ley contra la Violencia de Género al Tribunal Constitucional, originando en el último año una 
cascada de más de cien sentencias en suspenso. 


Desde su punto de vista, el texto legal es un ataque frontal al Estado de Derecho por lo que habría que exigir 
responsabilidades -y serias- al Parlamento. «No se puede legislar a impulsos de opinión pública. » 


En su auto de 23 folios al Constitucional, hace un largo y minucioso análisis del esfuerzo legislador de los 
distintos gobiernos y parlamentos para perfeccionar el ordenamiento jurídico y garantizar la tutela judicial en 
el ámbito doméstico. Desde la primera ley de 21 de junio de 1989, que castigaba con pena de arresto mayor 
a los que «ejercieran violencia doméstica contra su cónyuge», hasta 2006, se han elaborado más de media 
docena de leyes, todas las cuales han fracasado. 


«Pese a imponer penas más severas a los hombres, todo este conjunto de medidas legislativas no se han 
visto acompañadas de un retroceso del número de víctimas. Muy al contrario se ha producido un alarmante 
incremento que cuestiona la efectividad de las medidas legislativas», dice. 


Para la jueza de Valladolid, el error de los poderes políticos es intentar acercar las barreras punitivas, buscando 
maltratadores habituales donde sólo hay, por lo general, faltas ocasionales en el ámbito doméstico e intentar 
criminalizar al hombre en exclusiva de la violencia, un mal generalizado en la sociedad. «Se rompe así —agrega 
en su auto al Constitucional- el principio de igualdad que exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen 
iguales consecuencias jurídicas.» 


Así, mientras se trata de identificar a los maltratadores habituales con leyes que, en determinadas circuns- 
tancias, podían aplicarse a todo el mundo, casi sin excepción (quién no ha dado un cachete a su hijo, con 
afán corrector), no se ha incidido en los aspectos esenciales del problema. 


«No se ha procedido a la reforma a la modificación de los delitos contra la vida, limitándose ésta a algunos 
delitos contra la integridad corporal. Tampoco se ha establecido un tipo agravado cuando la víctima sea o 
haya sido mujer del autor, en los delitos sexuales, pese a que abrumadoramente sea mayoritario el número 
de víctimas de sexo femenino. Tampoco se agravan las penas en las lesiones graves, ni en las amenazas ni 
coacciones que no sean leves, en las detenciones ilegales o en los secuestros. Tampoco tiene justificación que 
se agraven las condenas exclusivamente en los supuestos de agresión puntual u ocasional y no se endurezca 
el tipo penal en los supuestos de violencia habitual, que no han sido modificados»"] afirma la jueza. 


Con la última ley, el Gobierno, por medio de los tribunales de justicia especiales (Juzgados especiales de 
Violencia contra la Mujer) secuestra a la mujer, le quita su dignidad, la priva de su libre albedrío, se pasa 


35 Artículo 173 del Código Penal. «El que infligiera a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad 
moral, será castigado con penas de seis meses a dos años. El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica contra quien 
sea o haya sido su cónyuge |[...] será castigado con pena de prisión de seis meses a dos años [...].» 
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por el arco del triunfo su voluntad y la convierte en rehén del Estado, que piensa y actúa por ella sin tener 
en cuenta sus sentimientos ni sus intereses, ni los de sus familiares e hijos. 


La ley, la tropelía más grande cometida en el seno familiar, no sólo siguió adelante. El PSOE la empeoraría 
aún más al hacerla más intervencionista y machista. 
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CAPÍTULO 10. UNA LEY ASQUEROSAMENTE MACHISTA 


Capítulo 11 
El retorno de la Inquisición 


Desde el 29 de julio de 2005, la Ley contra la Violencia de Género lo prevé todo: novios que riñen, 
pena de cárcel y accesoria de destierro para el varón; padres e hijos que se tiran los trastos a la 
cabeza, pena de cárcel y destierro para el hombre; esposos que discuten porque uno de los dos se 
dejó al niño olvidado en casa de la vecina, el marido arrojó los calcetines de cualquier manera o 
dejó la tapa del retrete subida, pena de cárcel y accesoria de alejamiento te treinta y seis meses 
para el padre de familia. Nunca en la historia de la Humanidad, ni siquiera en los tiempos de 
la Inquisición, conductas nimias, irrisorias, incorrectas pero habituales, sin trascendencia social 
relevante habían tenido tanto reproche penal. La medida de acercar las barreras penales a los 
ciudadanos, esa forma de justicia que hace que paguen «justos por pecadores» fue buena para 
acabar con ETA y es probable que dé algún resultado en tráfico, al amenazar a los conductores que 
vulneren las normas de las carreteras con retirarles el carnet de conducir. En el ámbito familiar se 
estás mostrando ineficaces. Para detectar a quien van a ser ladrones de automóviles a partir de los 
treinta años no es un buen método detener a los niños de seis y ocho años que «cogen prestada» 
una bicicleta a un compañero de colegio. 


El 10 de febrero de 2006, Ramón Sáez Valcárcel, titular del Penal número 20 de Madrid, tenía que juzgar un 
hecho gravísimo, de acuerdo con la Ley contra la Violencia de Género. 


El 12 de noviembre anterior, Narcisa del Rocía Freire Padilla había denunciado a Fernando Iván Campoverde 
Bermeo, con el que había mantenido una relación de noviazgo, por haberla agredido aquella madrugada. 


Según la versión de la agredida, el indómito y malencarado varón la había esperado a la puerta de su casa, 
hasta las seis de la madrugada, hora en que regresó de la discoteca. Entonces, la obligó a subir al coche, se le 
echó encima y le arreó un bofetón mientras conducía. El golpe le causó una herida contusa en la mucosa del 
labio superior izquierdo. 'Todo ello lo acreditaba mediante un parte médico, firmado a las 9.30 de la mañana 
y una denuncia puesta poco después. 


El malvado agresor, en cambio, afirmó ante el juez que acudió a la puerta de la casa de la víctima porque 
esta se pasó toda la noche llamándole al móvil. Al llegar, un amigo común que la pretendía se le echó encima 
y le golpeó con los puños. Rocío Freire se interpuso entre la pareja de improvisados boxeadores y recibió, 
como era de esperar, un golpe fortuito del que acusó a su ex novio quien, meses antes, había sido detenido 
y pasó una noche en los calabozos y contra quien el Juzgado de Violencia de Género ordenó una orden de 
alejamiento por maltratador de mujeres. 


La vista oral demostró que el hombre tenía razón y que las medidas adoptadas por el Juzgado de Violencia 
de Género, en una vista que duró menos de diez minutos, eran, como poco, para meter a la jueza en la cárcel 
por un día. Iván Campoverde y Rocío Freire se encontraron aquella madrugada del 12 de noviembre de 2005 
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porque ella le llamó entre las 5.35 y las 9.51 horas, nada menos que diecinueve meses. La última llamada 
ocurrió poco antes de denunciarle en comisaría como venganza por no reanudar la relación sentimental. 


Pese a todo, Iván Campoverde figuraba en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la 
Violencia Doméstica, el llamado «registro de maltratadores», el día de cerrar este libro, como un peligroso 
agresor de mujeres. 


El 22 de agosto de 2005, en una sentencia dictada de viva voz, la titular del Juzgado de Violencia de Género 
número 3 de Madrid condenó a Milton Alfonso Yumba Cayancela a seis meses de cárcel y a una orden de 
alejamiento hacia Rosa Italia Intriago Sacón de dos años de duración. 


Aunque se trató de una sentencia de conformidad contra la que habitualmente no cabe recurso, el autor 
ignora las razones por las que el asunto fue revisado por el Juzgado de lo Penal número 20 de Madrid. Allí 
quedó demostrado lo siguiente: 


El día de autos, la supuesta víctima, Rosa Intriago, llamó por teléfono varias veces a su ex pareja, Milton 
Yumba, y lo citó para devolverle el pasaporte y la cartilla del banco. «Su verdadera intención —afirma el juez- 
era intentar convencerle para que reanudaran una vieja relación afectiva. » 


Al negarse a ello el varón se pelearon y su frágil compañera se negó entonces a devolverle lo que eran los 
objetos de su propiedad, «necesarios —dice el juez- para poder disponer de dinero y para identificarse, ya que 
se trataba de un extranjero en trámite de regularización de su situación en España». Entonces, Milton Yumba 
le quitó el bolso, sin que existiera violencia en la acción, y se marcho. 


Poco después, tras recuperar los objetos que era suyos, le hizo llegar el bolso a su casa por medio de su propio 
padre. Estos hechos, según el Ministerio Fiscal, eran constitutivos de delito. Yumba había roto una orden de 
alejamiento dictada por el Juzgado de Violencia contra la Mujer número 3 y, por ello, debía ser conducido 
irremediablemente a la cárcel. 


El juez Ramón Ráez opina lo contrario: «Es cierto que rompió la orden de alejamiento dictada por la Justicia, 
pero ese acto fue provocado y consentido por la denunciante, que le llamó diecinueve veces y que, obviamente, 
no se sentía amenazada. El denunciado actuó, además, movido por razones de imperiosa necesidad por 
recuperar unos objetos esenciales para demostrar su identidad, ya que los documentos tenían un gran valor 
para él.» 


Dice el juez: «Además, no consta que le fuera comunicada la sentencia por escrito, ni que se le informa- 
ra del contenido de las penas, ni que se le advirtieran de sus obligaciones y responsabilidades en caso de 
incumplimiento del alejamiento y la incomunicación. » 


En la vista oral, la mujer declaró que llevaba el bolso colgado de un dedo y que, al arrancárselo, su ex pareja 
le provocó una lesión. Debía ser condenado, además, según el delegado de Cándido Conde-Pumpido en la 
sala, por un delito de lesiones. 


La prueba quedó desvirtuada cuando la denunciante enseñó el parte de lesiones firmado por el médico forense. 
«En el parte médico de asistencia, emitido tres horas después del encuentro, constaba una erosión lineal leve 
en la muñeca izquierda. El signo no coincide con la acción descrita por la testigo (la lesión debió de producirse 
en el dedo y no en la muñeca) », afirma la sentencia. 


En condiciones normales debería haberse condenado a la mujer por retener indebidamente la documentación 
que no era suya y amenazar a la víctima con no devolvérsela. La «voluntad de dominación» del hombre 
sobre su ex compañera, la tesis que impera en los Juzgados de Violencia de Género, hizo que el que resultara 
detenido, esposado y llevado antes los juzgados de plaza de Castilla como un delincuente fuera Milton Yumba. 
Cuestión de cromosomas. 


La mujer estaba bajo una fuerte depresión y tomaba Prozac y Tranxilium. No tenía fuerzas para mantenerse 
en pie y mucho menos para cuidar de sus dos hijos, preparar la comida o limpiar la casa. 


El marido llevaba ocho meses en el paro y la falta de estabilidad laboral y de un salario fijo que le permitiera 
mantener a su familia le tenía bastante desequilibrado. 
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En esta situación, el 12 de julio de 2006, cuando Antonio López Vicente llegó al hogar lo encontró todo manga 
por hombro. Pero lo que realmente le sacó de sus casillas fue ver a los niños tirados en el suelo jugando con 
los medicamentos, con el riesgo evidente de envenenarse. 


-0 los recoger eso ahora mismo o los tiro —amenazó. 
-¡Atrévete si eres hombre! —le insultó. 


Eran las seis y media de la tarde. Insensible al estado de postración en que se encontraba Begoña Montesinos 
Caravaca, su mujer, Antonio López actuó movido por un resorte. Cogió los antidepresivos y los arrojó a la 
calle. 


-¿Y qué hizo usted entonces? -le preguntó el fiscal durante la vista oral. 
-Bajé la cabeza y me fui a la cocina a prepararle el biberón a mi hija menor. 


Del testimonio de los dos cónyuges se deduce que lo que en realidad ocurrió fue una especie de feroz disputa 
similar a la de la Guerra de los Rose, el film de Danny DeVito, a escala de una pequeña población murciana. 


-No fue así. Antes de irse a la cocina cogió el mando de la videoconsola y lo arrojó a la calle. Lo hizo a 
sabiendas de que era lo que más me gustaba en el mundo —protestó airado el marido. 


-Y tú cogiste a mi perro y lo sacaste por la ventana con ánimo de dejarlo caer y matarlo —informó Begoña el 
Juzgado Penal número 4 de Murcia. 


En respuesta, ella se hizo con las llaves de la casa y dijo que se marchaba a vivir con sus padres. Y, además, 
le amenazó: 


-Si tienes cojones, pégame. Verás como te vas de aquí derecho a la cárcel. 


Ante la amenaza, Antonio López se encrespó aún más. Sabía que su mujer lo estaba provocando e intentó 
coger una cámara de video para grabar lo que está ocurriendo en el seno del hogar. 


Ella se lo impidió y él, en represalia, le arrebató las llaves del bolso para que no saliera. Era consciente de 
que hasta los perros delimitan su propio territorio y el hombre no quería que le denunciara y le expulsaran 
del que considera suyo. 


En este contexto, empezaron a agredirse mutuamente mediante empujones y golpes. Hasta que su marido le 
nombró a su padre, enfermo de cáncer, y le hirió en lo más profundo de su ser. 
-¡Ojalá se muera ahora mismo! —gritó Antonio fuera de si. 


Fue la gota que colmó el vaso. Begoña Montesinos cogió un nuevo juego de llaves, agarró a sus hijas de las 
manos y decidió abandonar el hogar familiar para siempre. Arrepentido de su arrebato pasional, Antonio 
trató de hacer las paces pero ya era tarde. 


Su mujer se introdujo en el coche, lo arrancó e intentó poner tierra de por medio. Durante la trifulca el 
individuo saltó sobre el capó con el vehículo en marcha, rebotó en la chapa y se cayó al suelo. 


-Intentó matarme, atropellándome con el coche —expuso. 

-¿Y por qué se subió usted a un vehículo en marcha? 

-Intentaba detenerla para que no cometiera una locura —contestó él. 

Su mujer, en cambio, relató que lo que Antonio López pretendió con su acción fue retenerla en contra de su 
voluntad. En consecuencia, y a la vista de que los partes de lesiones reflejaban hematomas múltiples poco 
graves, decidió elevar el auto al Tribunal Constitucional. «Meter a un hombre en la cárcel por una riña 


ocasional, mutuamente aceptada, en la que no han existido lesiones me parece una barbaridad», le comentó 
María Poza al autor del libro. Pero hay casos más sangrantes todavía. 


El fiscal calificó los hechos constitutivos de un delito de amenazas continuadas del art. 169.2 y 74 del Código 
Penal y otro de quebrantamiento de condena del art. 468 del Código Penal, con la eximente incompleta de 
enfermedad mental del art. 21.1 y 20.1 Código Penal. 
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Y solicitó las penas de seis meses de prisión, prohibición de acercamiento y comunicación con la víctima 
durante dos años, y la medida de internamiento en un establecimiento adecuado por dos años, todo ello por 
un delito de amenazas. Por otro de quebrantamiento de condena pidió ocho meses de multa con cuota de seis 
euros, accesorias y costas. 


Vistas las cosas desde el estrecho prisma que utilizan los pupilos de Cándido Conde-Pumpido y desde el 
ámbito de la ley, que les obliga a ser extremadamente duros con los maltratadores, da la impresión de que 
Alejandro Machín iría a pudrirse en la cárcel. 


Pero el fiscal, como ocurre casi siempre en los delitos de supuesta violencia contra la mujer, metió la para 
hasta el corvejón. Los hechos que se veían públicamente el 7 de abril de 2006 en el Juzgado de lo Penal 
número 20 de Madrid eran los siguientes: 


El 10 de septiembre de 2004, Margarita Machín denunció a su hermano Alejandro ante la comisaría de Policía 
de Chamberí. Lo hizo no para que le metieran en la cárcel. 


-Mi hermano padece un trastorno bipolar. Ha abandonado el tratamiento, lleva unos días comportándose de 
manera extraña y me ha amenazado con hacerme daño. Quiero que le internen en un sanatorio y le obliguen 
a tomar la medicación —le contó a la policía. 


Los agentes, sin embargo, actuaron como ordena el reglamento. Acudieron a la casa, detuvieron a Alejandro 
Machín y al día siguiente lo trasladaron esposado al Juzgado de Instrucción de Guardia. Su titular, ajeno 
al problema, dictó una orden de alejamiento de su hermana por tres meses y le dejó tirado en la calle «sin 
acordar otras medidas en relación a su estado de salud». 


Posteriormente, el 15 de noviembre, la hermana del acusado compareció de nuevo ante la comisaría. Allí puso 
de manifiesto que recibía llamadas en su casa que creía procedentes de su hermano, que estaba tirado en la 
calle, abandonado por todo el mundo. 


-Me amenaza con partirme las piernas —denunció ella. 


Solicitó de nuevo a la policía que se le ingresara en un establecimiento sanitario para controlar su enfermedad, 
administrarle el tratamiento que había abandonado y garantizar que no causaría daño ni a si mismo ni a los 
demás. Insensible al dolor ajeno, los inspectores se limitaron a detenerle de nuevo y a ponerlo en manos de 
la Justicia. 


En la vista oral , el acusado negó los hechos y explicó su situación. Había sufrido una depresión mayor que 
le había dejado tres años inactivo. Su hermana le había acogido durante ese tiempo. Cuando «se despertó», 
recibió una oferta de trabajo, alquiló un piso y se marchó de casa de su hermana. La oferta no se concretó y su 
hermana se negó a acogerle de nuevo. Rechazó que la hubiera amenazado. Ahora estaban en buena relación, 
se encontraba bien y su hermana abonaba sus gastos de vivienda. 


Por su parte, Margarita Machín manifestó que su hermano padeció una depresión con melancolía severa. La 
mujer asumió entonces su atención y cuidado, lo acogió en su casa, estuvo viviendo con ella y su familia 
durante tres años. «Los otros familiares se desentendieron del problema», apostilló. 


En el verano de 2004 se fue de vacaciones. Su hermano la llamó: había encontrado trabajo y alquilado una 
vivienda. Luego no se concretó la oferta laboral y no pudo hacer frente a los pagos de la casa. 


-Alejandro se desesperó y sufrió mucho. Yo creí que corría peligro pues no tomaba la medicación. Al no 
saber qué hacer, por consejo de amigos y de psiquiatras, lo denuncié en comisaría para que le ayudaran, para 
que aceptara el tratamiento. En lugar de buscarle una solución, se dedicaron a perseguirle como si fuera un 
delincuente —concluyó su testimonio. 


Alejandro Machín salió absuelto porque aunque hubiera amenazado levemente a su hermana, «está diagnosti- 
cado de trastorno bipolar, que en situaciones de crisis compromete su voluntad», sentenció el juez. Y el fiscal, 
aplicando la Ley de Violencia contra la Mujer, pretendía llevarle al trullo lo que es grave, aunque peor es sin 
duda, la decisión del Juzgado de Instrucción de dejar a un enfermo mental, en situación de crisis, tirado en 
la calle. 
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Nacido en 1941, a sus sesenta y cinco años, José J avi] tenía fama de don Juan en la Comunidad Autónoma 
de Murcia. 


Para atraerse el favor de las mujeres usaba todo tipo de artimañas. A unas les prometía una peluquería, a 
otras las pedía en matrimonio y a las que más las trataba como un buen amante, colmándolas de regalos, 
joyas y sacándolas a cenar y a bailar. 


El 7 de junio de 2006, sobre las once de la noche, al regresar a su domicilio de una de sus «cacerías» vespertinas 
se encontró con la horma de su zapato. Seis mujeres despechadas, entre las que se encontraba su compañera 
sentimental Dolores?] y al menos otras dos anteriores, y alguna más a la que había prometido casarse con ella, 
le esperaban para ajustarle las cuentas. 


Nada más darse cuenta de tan caluroso recibimiento, José Javier intentó poner pies en polvorosa, pero algunas 
de sus compañeras sentimentales le cerraron el paso. En el forcejeo ocasionado para evitar una tunda de palos 
es probable que, sin darse cuenta, golpeara con los codos a alguna de sus «mujeres». 


Lo cierto es que aquella misma noche, al no poder convencerle de que volviera a su casa para «no estar sola», 
su compañera sentimental decidió denunciarle ante la comisaría de Policía. Allí, ante el estupor de los agentes, 
el «don Juan de Murcia» se autoinculpó de todas sus correrías amorosas, y de alguna más que probablemente 
se inventó. Algún agente entrado en años, le interrogó incluso sobre los secretos de la eterna juventud. 


En el plenario, celebrado el 22 de junio de 2006 ante el Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia, no tuvo 
el comportamiento del torero Luis Miguel Dominguín cuando se encontró a solas y en paños menores con la 
actriz de Hollywood Ava Gardner en una suite del hotel Palace de Madrid?] José Javier se portó como un 
caballero desde la cabeza a los pies. Se acogió a su derecho a no declarar. La magistrada Poza Cisneros le 
absolvió por falta de pruebas. 


Los dos policías que acudieron al domicilio explicaron al juez lo siguiente: la madre les comentó que su hijo ha- 
bía llegado borracho a casa. Le pidió dinero y al no dárselo, la habría cogido por las muñecas, retorciéndoselas. 
La mujer escapo como pudo. 


-Mi hijo me siguió y me dio una bofetada —relató. 


Tras una simple denuncia telefónica, el 11 de febrero de 2006, la policía se presentó en casa de Julia Martín 
Esteban. Despertaron a su hijo Miguel Ángel Valverde Martín, y le esposaron tal y como estaba vestido, 
sin siquiera leerle sus derechos. A continuación, se lo llevaron preso como si fuera un peligroso delincuente, 
con todos los vecinos mirando y el barrio entero sobresaltado por el ulular de las sirenas. Se le acusaba de 
violencia familiar ocasional. 


Hay un conmovedor relato del escrito Erich Fromm, según el cual, un hijo asesina fríamente a su madre, le 
abre en canal, le arranca el corazón, y escapa con él en la mano. En su desesperada huida, tropieza, resbala 
y cae al suelo. 


-Hijo mío, ¿te has hecho daño? -—le dice el corazón de la madre. 


Una sensación similar, de amor maternal profundo, debió de sentir Julia Martín, cuando el juez le ordenó 
ponerse en pie y decir la verdad. «Me niego a declarar en contra de mi hijo. Sólo espero que la justicia le 
deje en paz para que pueda curarse.», relató. 


Su hijo, Ángel Valverde, declaró que no recordaba lo que había pasado aquella noche en su casa. 
-Tengo problemas con el alcohol y esa tarde había bebido demasiado. 
-¿Qué pasó a continuación? —le espetó. 


-Llegué a casa en taxi y sólo recuerdo que me despertó una pareja de policías, me esposaron y me llevaron 
detenido. 


lJosé Javier es el nombre y las iniciales de José J.G.V. 

2Dolores es el nombre real de Dolores L.M. 

3 «¿Dónde vas tan deprisa?», le preguntó la actriz, acabada la primera cópula. «¿A donde crees? A contarlo», respondió 
Dominguín a la actriz de Hollywood. 


172 CAPÍTULO 11. EL RETORNO DE LA INQUISICIÓN 


Añadió que estaba en tratamiento desde hace añod!] Sin embargo, en noviembre de 2004 se quedó en el paro 
y, ante la desesperación sufrida, volvió a caer bajo el influjo de la bebida. Al no poder probarse la existencia 
de lesiones a su madre, por las contradicciones de los policías que acudieron a detener a su hijo, resultó 
absuelto. 


En el otoño de 2006, afortunadamente, es un hombre nuevo lo que no habría ocurrido de ser enviado automá- 
ticamente a prisión alejado de su madre, tal y como prevé la Ley Orgánica de medidas de protección integral 
contra la violencia de género. 


Noelia] padecía un trastorno borderline de la personalidad, con déficit de control de impulsos, dependencia a 
la heroína y a la cocaína y síndrome de dependencia alcohólica, además de una hepotopatía crónica y VHC. 
Tiene treinta y ocho años de edad y es adicta a sustancias tóxicas desde hace veinte. 


El día 31 de marzo de 2006, sobre las siete de la tarde, discutió con su madre, Ritdl?] y, según relató en el 
juicio le arrinconó con un cuchillo contra la pared de la cocina, mientras se estaba haciendo un bocadillo. 
Luego, le propinó unos empujones sin causarle lesión alguna. 


Una vecina que escuchó la pelea llamó a la Policía y Noelia, pese a su estado de salud mental y física, fue 
detenida e ingresada en un calabozo primero en la comisaría de barrio y luego en Moratalaz (Madrid). 


El caso fue juzgado el 19 de junio de 2006. Si se hubiera aplicado la Ley contra la Violencia de Género, en 
los términos en que pretendía el fiscal, una persona que se hallaba en un proceso casi terminal, que lo que 
precisa es asistencia médica continuada, habría sido condenada a dos penas de diez meses de prisión["] 


El juez la absolvió, como pedía la madre y su abogado defensor, a cambio de que fuera internada en un centro 
especial de desintoxicaciónf*] Sáez Valcárcel, miembro de Jueces para la Democracia, uno de los magistrados 
más competentes que tiene hoy la judicatura española, razonó así su decisión: 


«La testigo [su madre] dudó acerca de si debía declarar. Era la única fuente de prueba. Su silencio hubiera 
determinado la absolución de la imputada [su propia hija]. Pero, busca ayuda para su hija y por ello confió 
en que la ofreceríamos una respuesta adecuada a sus expectativas y necesidades. Era la tercera vez que lla 
imputada] comparecía ante este Juzgado. La primera convocatoria, el 10 de abril, su hija no pudo acudir a la 
cita: estaba internada en un hospital. La segunda, hace unos días, estaba presa, había quebrantado la medida 
de alejamiento. Hemos comprobado su sufrimiento de madre, su resignación ante la derrota de su hija, su 
impotencia al comprobar que la petición de auxilio que había hecho a la Policía -auxilio para que Noelia 
pudiera abandonar una situación que se ha convertido en un infierno para las dos- la había llevado a prisión, 
donde piensa que no debe estar un enfermo infeliz, como nos ha indicado sin expresar ánimo vindicativo ni 
crítico sobre el funcionamiento del sistema, con el espíritu pacífico del que está acostumbrado a dialogar a 
solar con el dolor. » 


Los comentarios sobran. La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 
ejercida sobre la mujer protege a la madre de las agresiones de la hija -una enferma mental- metiendo a la 
segunda a la cárcel, echándola de la casa y prohibiéndole que se acerque a recibir el cariño materno. Y las 
impulsoras del proyecto son, naturalmente, las feministas, las que se niegan a la custodia compartida de los 
menores. 


4En el sumario existen informes de Sajiad, así como del Servicio de Salud Mental donde le asisten y de su centro médico 
de referencia, en los que consta su dependencia al alcohol, que fue diagnosticado en el año 2000 de psicosis tóxica, que recibe 
tratamiento psiquiátrico y se le ha prescrito Neurotín. 

5Sus iniciales son N.M.T. 

6Sus iniciales son R.T.V. 

TY otras dos de prohibición de tenencia y porte de armas por dos años (la estupidez de la justicia, como si le pudieran quitar 
las pistolas, caso de que las tuviera, dos veces), dos penas de prohibición de acercamiento y comunicación con la víctima por 
dos años, accesorias y pago de las costas. 

SEn el delito de maltrato familiar el juez aplicó una eximente completa de drogadicción, asociada a una intoxicación por 
alcohol, con dependencia alcohólica y trastorno límite de la personalidad (borderline) y en el delito de amenazas quedó libre al 
no haberse acreditado. 
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Aquel 30 de junio de 2004, Sonia Martín Sanjusto acudió a la policía y denunció a su marido, Domingo San 
José Moya. «Este mes me pegó dos veces, el día seis y volvió a hacerlo ayer mismo. ¡Es un canalla y un 
sinvergúenza, un maltratador de mujeres!» 


Ese mismo día la policía le detuvo, le tomó las huellas dactilares, le hizo la clásica foto de frente y de perfil 
y, a la mañana siguiente, le condujo ante el juez de Instrucción. Sin investigar lo más mínimo, el magistrado 
le echó de su casa con lo puesto y ordenó que no se acercara a su mujer durante seis meses. 


-Si lo hace no tengo más remedio que meterle en la cárcel —le advirtió. 


El 9 de febrero de 2006 se vio el asunto en los juzgados de lo Penal de la calle Julián Camarillo de Madrid. 
Domingo San José Moya depuso ante quien quiso oírle lo siguiente: 


-Nunca he pegado a mi esposa aunque es cierto que el día seis discutimos. Es ella quien me ha maltratado 
psicológicamente al no dejarme ver a mis dos hijos en el año que llevamos de separación. 


-¿Y qué pasó el día 29? ¿Le pegó usted el 29 de junio de 2004? —preguntó el letrado defensor del acusado. 


-¡Qué va! Lo que recuerdo de ese día es que llegué a casa más temprano que de costumbre y sin previo aviso. 
Me encontré a mi mujer con dos hombre negros, uno de ellos desnudo. Intenté perseguirles pero mi mujer me 
sujetó por la espalda para que pudieran huir, como así ocurrió. 


-¿Denunció usted esos hechos? 


-Sí, el mismo día 29, ante la Policía. Declaré textualmente que había encontrado a mi mujer con dos negros 
en la cama y que, a raíz de producirse ese incidente, se apropió de dos pagarés de mi empresa y se marchó 
con los niños. La denuncié por infidelidad conyugal, por abandono del hogar y por el robo de los pagarés. 
Horas después, en represalia, me denunció a mí. 


Interrogada, Sonia Martín Sanjusto reconoció que el día de autos, cuando su marido se presentó en su casa 
por sorpresa, ella cenaba con dos amigos dominicanos. Uno de ellos estaba en el cuarto de baño. Apostilló: 


-Al verlos, mi marido soltó un ventilador que traía, fue a la cocina y cogió un cuchillo. Al observar su actitud 
amenazante los dos dominicanos, de raza negra, salieron corriendo y él los siguió. 


-¿Qué ocurrió después? 
-Intenté detenerle, pero mi marido me empujó y me tiró al suelo en las escaleras[?] 


La mujer presentó un parte de lesiones en hombro, codo, muñeca y piernas, que se corresponden con una 
caida. Solicitó que su marido fuera condenado al tipo máximo que impone la ley, es decir, a dos penas de un 
año de cárcel. 


Al no estar acreditado que Domingo San José Moya causara voluntariamente las supuestas lesiones a su 
mujer, ya que incluso cabía la posibilidad que ésta se hubiera caído o tirado al suelo para no ser agredida al 
ver pasar a su marido cuchillo en ristre detrás de los negros, el juez decidió absolverle. 


Meses después de dictada la sentencia, San José Moya puede presumir de que es un hombre tal vez cornudo 
pero no apaleado. 


La sentencia no trascribe, en este caso, el color de la piel de su supuesto compañero. Pero cuando su marido, 
Cecilid'Y] murciano, 42 años, con antecedentes penales por delito contra la seguridad del tráfico, se presentó 
en casa de su amiga, María del Mad] no supo por donde escabullirse de aquel embrollo. 


Eran las diez de la noche del 7 de abril de 2004 y su marido la había pillado in fraganti con otro hombre, 
Patricid'?]que puso pies en polvorosa. Para defender su honra, al día siguiente, la mujer acudió a los tribunales 
y presentó una querella contra su supuesto amante. 


%El asunto correspondía al Juzgado de lo Penal número 19 de los de Madrid pero fue enjuiciado por el titular del 20. 
WCecilio C.C., según la sentencia. 

ll María del Mar Z.M., de acuerdo con los datos conocidos. 

12 Patricio T., en autos. 
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-Me violó delante de mis dos hijos —relató al instructor. 
Aprovechando que estaba en sede judicial, denunció también a Cecilio, su marido. 
-Fue él quien me coaccionó para que lo hiciera —insistió. 


El relato no tenía ni pies ni cabeza. Así que, a petición del Ministerio Fiscal, los tribunales la enjuiciaron y 
la condenaron por «denuncia falsa». Pero María del Mar no se conformó con la sentencia y decidió entonces 
denunciar a su marido esta vez por malos tratos el día que fue cazada con su amante. 


-Me golpeó en casa de Patricio. Me dio tres bofetadas. Lo hizo, además, en presencia de los niños. 


En la vista oral, celebrada en el Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia, tras una reconciliación previa 
con su esposo, cambió su declaración por tercera vez en el plazo de unos meses. La persona que la habría 
maltratado no fue su marido sino Patricio, su antiguo compañero sentimental. 

-¿Patricio? —se indignó el fiscal. 

-¿Quiere hacernos creer que en su precipitada huida se detuvo, le dio tres bofetadas y luego escapó? 


-No fueron bofetadas, fue un empujón —contestó. 


-Usted, que ha sido la víctima tiene declarado que su marido le dio tres bofetadas. Ahora dice que no fué 
su marido sino Patricio y quiere hacernos creer, además, que no sabe distinguir entre tres bofetadas y un 
empujón —protestó el Ministerio Público. 


La pareja entró en el juzgado cogida de la mano, pero el Ministerio Fiscal había pedido para Cecilio una 
pena de siete meses y medio de cárcel, y dieciocho de alejamiento de la «víctima». María del Mar, no supo 
si meterse debajo de la mesa o escapar de la sala. 


Todos los implicados, maltratador[*] amante y víctima salieron absueltos, a pesar de las contradicciones de 
esta última, lo que inducía a pensar que pudo tratarse de una segunda denuncia falsa. La existencia de un 
«estado pasional», el perdón de la víctima y el principio de intervención mínima del Derecho Penal en el 
ámbito familiar apreciados por la jueza Poza, obraron el milagro. «Es obvio -dice la jueza- que las relaciones 
entre víctima y supuesto agresor no estaban presididas por una beatífica armonía. Pero como el Tribunal 
Constitucional impone al juez depurar un incidente niímio, exponente de un conflicto entre dos personas, 
para que no se convierta en un ilícito penal (...), a la vista de que la esposa pretende reanudar la relación con 
el acusado, persiguiendo su perdón, (...) fallo que debo resolver y absuelvo a Cecilio de los hechos imputados. » 


A comienzos de marzo de 2006, Martd]**] llama por teléfono al 112 de Toledo. Con voz compungida y llorosa, 
anuncia. 


-Mi marido me acaba de amenazar. 


A los diez minutos se presentan en su casa la Policía Municipal, la Guardia Civil, una ambulancia y hasta 
los bomberos por si hay que rescatar a la mujer por el balcón. Cuando llegan a la vivienda Marta les abre 
tranquilamente la puerta. Hace pasar a los agentes e incluso les invita a un café. 


-¿Mantiene su denuncia? —inquieren los agentes. 

Ella pone un semblante serio, cabizbajo. Sin inmutarse asiente. 

-Sí. Mi matrimonio es un infierno. 

-¿Dónde está su marido? —quieren saber los policías. 

-Sé que anda por el jardín y tengo miedo. Ha incumplido la orden de alejamiento. 


-¿Cómo que ha incumplido la orden de alejamiento? ¿Tiene usted una orden de alejamiento? —Por supuesto. 


l3La acusación particular le pedía una pena de tres meses, al apreciar la atenuante de ofuscación. Mantuvo la calificación 
incluso en las conclusiones definitivas pese a la «reconciliación» del matrimonio. 
Iniciales de M.A.R. 
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La mujer mete la mano debajo del sujetador, saca un papelito doblado, lo abre y se lo pone ante las narices 
al agente. 


El policía lee el texto dictado por el Juzgado de lo Penal número 2 de Toledo y a medida que avanza se le 
van poniendo los ojos a cuadros. No se lo puede creer. Relee el documento y cuando está seguro de lo que ha 
visto en el papel, exclama. 


-¡Esto es muy grave! No sabe que si incumple la orden de alejamiento va a la cárcel. Vamos a detenerle ahora 
mismo. Usted tranquila, señora, que no le va a pasar nada. 


La policía baja y se encuentra al marido tranquilamente fumándose un cigarrillo en el jardín. Como si se 
tratara del «descuartizador de Boston» lo rodean, lo detienen, lo esposan, le toman las huellas por séptima 
vez, lo meten en el archivo de personas maltratadoras especialmente peligrosas con el agravante de que ha 
roto la orden de alejamiento y se lo llevan. 


Al día siguiente, pasa al Juzgado de Violencia de Género que lo manda a la cárcel. Quince días más tarde se 
celebra la vista oral en el Juzgado de lo Penal número 2. 


AMlí, el magistrado-juez, Víctor-Rafael Rivas Carreras, un profesional de la judicatura que procede del Tribunal 
Supremo de Justicia de Cataluña, se encarga de aclarar el asunto. 


Para empezar, no habían existido amenazas ni nada por el estilo. A pesar de existir orden de alejamiento, 
dictada por él mismo, la pareja había estado conviviendo todo el tiempo. 


Desde un mes atrás, Marta había estado intentando persuadir a su marido de que debía vender unos terrenos, 
de su propiedad, recibidos en herencia. En tres ocasiones, al negarse a sus pretensiones, había sacado la orden 
de alejamiento y la había esgrimido como el que apunta a su víctima con un revólver. 


-Te mando a la cárcel —le espetó. 


Durante varios días el «chantajeado» fingió que cedía, que necesitaba tiempo para pensárselo, que era mejor 
esperar que se recalificaran los terrenos. Su mujer, en cambio, no cejaba un minuto en su intento de extorsión. 


-Entonces, vas a vender los terrenos. Necesitamos el dinero para vivir algo más desahogadamente. 


A la cuarta negativa, la mujer no aguantó más. Tiró de teléfono y llamó al 112. «Con aquella orden de 
alejamiento tenía maniatado a su marido y completamente sometido a su voluntad», recuerda el juez al autor 


del libro. 


En el otro extremo de España, la jueza María Poza Cisneros mandó ponerse en pie al acusado y tras una breve 
exposición de los hechos, dicto la sentencia ¿n voce. «Fallo, que debo absolver y absuelvo libremente de los 
hechos enjuiciados al acusado [Milton] [*] con declaración de oficio de las costas procesales.» A continuación, 
preguntó: 


-¿Algunas de las partes no está de acuerdo con el fallo? 


El silencio más absoluto se hizo en la sala. Todos los afectados, incluido el Ministerio Fiscal, daban su 
aprobación por lo que la sentencia se convertía, automáticamente, en firme. 


Los hechos enjuiciados aquel once de agosto de 2004 se remontaban al 1 de agosto anterior y habían presun- 
tamente ocurrido en Alcantarilla (Murcia). 


Según el relato realizado por el Ministerio Fiscal, ese día Milton había discutido con su esposa, J ennyl'*] de 
origen ecuatoriano como él, de la que se encontraba separado de hecho. 


La disputa habría ido a mayores y el acusado habría golpeado con los puños a su ex pareja en la cara, tirándola 
al suelo y pisoteándola en la entrepierna. Durante el incidente, un niño menor de edad, que es encontraba en 
los brazos de la mujer, se había caído al suelo y golpeado. 


lóLa acusación particular le pedía una pena de tres meses, al apreciar la atenuante de ofuscación. Mantuvo la calificación 
incluso en las conclusiones definitivas pese a la «reconciliación» del matrimonio. 
16 Jenny M.C.C., en la sentencia. 
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-Además, me lanzó varios objetos contundentes y peligrosos, incluido un puncho puntiagudo —había declarado 
Jenny en el Juzgado de Instrucción número 1 de Murcia, donde se incoó el sumario. 


Los hechos habían ocurrido en la casa de un amigo común de la pareja, que presenció lo ocurrido y se ofreció 
como testigo, tanto en el Juzgado de Instrucción como en la vista oral. El fiscal, siempre en su papel de 
defender a la mujer con razón o sin ella, pidió un año de cárcel para el acusado, que se encontraba ilegal en 
España, lo mismo que su ex mujer. 


El interrogatorio a la denunciante reveló que quien de verdad le había propinado una soberbia paliza con una 
correa fue su padre, en la casa que compartían. El maltrato había ocurrido al día siguiente de su pelea con 
su ex marido. Jenny, sin embargo, había decidido no denunciar a su progenitor en ningún momento para no 
perjudicarle. 


Poco después, sobre las once de la mañana, acudió al médico forense para que le hiciera un parte de lesiones, 
deslindando los supuestos golpes recibidos de su marido de los de su padre para denunciar al primero. 


-¿Es posible deslindar unos golpes de otros? —se le preguntó al forense. 
-No, señoría. Dado el escaso tiempo transcurrido entre los dos incidentes, no es factible. 


El parte de lesiones quedaba así invalidado. Pero en la vista oral, iba a producirse otra sorpresa. En el 
momento en que le correspondió declarar al testigo de los hechos, manifestó: 


-La persona que le agredió y le insultó fue ella a él y no al revés. Milton se limitó solo a defenderse. 


-¿No es más cierto que el acusado le dio un guantazo a su mujer, que ésta perdió el equilibrio y que fue 
entonces cuando el niño se cayó al suelo? 


-¡Qué va! Fue Jenny quien dejó al niño en el suelo para poder pegar mejor a su marido. ¡Lo martirizó a golpes! 


Tras contradecirse varias veces en el relato de lo acontecido, la acusadora acabó reconociendo que fue ella la 
agresora. 


-¿Pero no es cierto que su marido le lanzó los papeles del coche, un casete y la agredió con un pincho? 
-Me lanzó los papeles del coche pero «se volaron» y no me alcanzaron. 


-Y el pincho. ¿En lugar de un pincho no sería el palo de una piruleta que se estaba comiendo usted cuando 
usted comenzó a golpearle y él le dio un empujón para impedir que siguiera pegándole? 


-Sí, creo que fue el palito de un pirulí. 


Milton salió absuelto. Jenny no fue imputada de denuncia falsa. Le habría supuesto, probablemente, una 
orden de expulsión de España, la ruptura sentimental con su nueva pareja y un claro perjuicio para el hijo 
de ambos. 


Se encontraron frente a la plaza de todos de Yecla (Murcia) y caminaron juntos hasta un trastero del que la 
mujer sacó sus pertenencias en un macuto y dos bolsas. Pero antes de entregárselas, le exigió. 


-Ahora, dame las llaves de la casa —le indicó. 
-No te las doy. Cambia la cerradura si quieres —contestó. 
-Pues no te doy el macuto ni las bolsas. 


J esúd!”] 39 años, y Fernanda Fernández de Arauz, se encontraban en trámites de separación. Por un «quítame 
allá esas pajas» se enzarzaron en una pelea en la que el marido le arrancó las bolsas y el macuto, donde 
estaban sus pertenencias y se marchó. Ella fue a la Policía a pones una denuncia por amenazas y malos tratos. 


-Al arrancarle las bolsas me provocó una artritis traumática en el primer dedo de la mano derecha que curó 
en siete días, sin impedimento ni secuela. También me amenazó en público con pegarle un tiro en la nuca 
afirmaba el fiscal basándose en los informes de los forenses. 


17 Jesús E.B., son las iniciales reales del acusado en este caso. 
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La vista oral iba a deparar sobresaltos, como casi siempre. Fernanda Fernández de Arauz, la supuesta víctima 
no era tal. Había sido condenada en sentencia de conformidad el 20 de octubre de 2003, por delito de 
malos tratos contra el acusado, entonces su marido. Su nueva relación sentimental, J osq'*] estaba igualmente 
condenado en un juicio de faltas del 12 de mayo de 2003. El acusado, en cambio, se encontraba libre de cargos 
hasta la fecha. 


Pese a la separación de Fernanda, una mujer de color que regentaba un club de alterne en las afueras de 
Yecla, mantenía unas buenas relaciones con el imputado, al que había dejado un local días antes. También le 
prestaba pequeñas cantidades de dinero y le invitaba a comer de vez en cuando con su nueva pareja. 


Lo que realmente tenía enfurecida a la madame, que no ocultaba su deseo de librarse de su ex marido, es que 
no le pasara pensión alimenticia para dar de comer al hijo de la pareja. En cambio, le compraba alimentos, 
especialmente unos yogures que no le gustaban a la niña y que había tenido que arrojar a la basura. 


-¿Por qué me los traes Yoplait? Te he dicho que a la niña solo le gustan los Pascual, los de Leche Pascual. 
¿Tanto te cuesta entenderlo? —protestaba. 


Lo que más estupor causó al público asistente a la vista oral fue la pelea por la llave de la casa. 
-Pero, ¿no había usted cambiado la cerradura días antes? 


-Es cierto, la cambié. ¡Y qué! ¿Por qué tiene mi ex marido que quedarse con una llave que no era suya aunque 
carezca de valor? 


La sentencia no hace falta reflejarla. La justicia de género, por lo que llevamos visto, es en la mayor parte de 
los casos lo descrito: un conjunto de nimiedades, pequeñeces, insignificancias, menudencias y ridiculeces. Las 
sentencias, en cambio, algo para echarse a temblar. Veamos otro asunto de similar calado jurídico. 


«Fue una paliza brutal. Estuvo pegándome durante una hora sin parar llegando a triturarme la lengua. Durante 
quince días no me he podido levantar de la cama. » 


El parte de lesiones firmado por el médico forense, sin embargo, no recogía esas «gravísimas lesiones». 
Hablaba solamente de ligeros hematomas en los muslos y de una lesión equimótica en el párpado superior 
del ojo izquierdo, en fase de resolución. 


El 23 de septiembre de 2005, poco antes de las cuatro de la tarde, Dani[?] una mujer ecuatoriana dedicada 
a la prostitución, se presentaba en el servicio de Urgencias del hospital de Murcia y denunciaba las lesiones 
descritas en el párrafo precedente. A continuación, denunciada a Pablo[??] 39 años, de su misma nacionalidad, 
por haberle dado una paliza. 


-Además me secuestró durante quince días —reveló. 


El sumario se instruyó por el Juzgado de Violencia contra la Mujer de Murcia y el fiscal pidió para el acusado, 
sin trabajo aparente, una pena de un año de cárcel y cuatro de alejamiento de la víctima. 


La denuncia venía avalada por una larga lista de malos tratos, nunca puestos en conocimiento de la autoridad 
judicial. Sí existía, en cambio, una denuncia del 28 de mayo de 2002 del acusado contra la víctima. Le imputaba 
varios delitos de agresión, malos tratos, amenazas y denuncias falsas] Existía también un parte de lesiones 
que demostraba que Pablo había recibido dos meses antes una herida inciso-contusa causada por un arma 
blanca. 


La vista oral sirvió para desvirtuar las pretensiones de la prostituta con el que probablemente fue, tiempo 
antes, su chulo y con el que llegó a tener un hijo. Lo resolvió el abogado defensor de la siguiente manera: 


- ¿Sostiene usted que mi defendido la tuvo retenida en el domicilio común durante una semana? —preguntó el 
abogado. 


18 José A. S., según consta en la sentencia en poder del autor. 

19Dani L.R.S., es su nombre e iniciales completas. 

20Pablo R.O., se corresponde con los datos del acusado. 

21Las presentaba ante la Policía «para tenerle amansado» y luego las retiraba. Por eso no constaban en los archivos judiciales. 
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-Es cierto —contestó. 


-¿Y como no escapó usted de la casa si solo había dos juegos de llaves, las de él y las suyas? ¿Cómo no se 
dieron cuenta las otras dos personas que vivían en la casa y con las que se relacionaba todos los días de que 
estaba usted secuestrada? ¿Por qué no les pidió auxilio a ellos o a los vecinos cuando su ex compañero estaba 
fuera? 


La prueba definitiva de que no hubo maltrato y que si existió tal no fue en la forma que se relata en el 
sumario y de que tampoco hubo secuestro la aportó la Policía. Tres días después de interponer la denuncia, 
la encontraron tranquilamente durmiendo con su hijo de dieciocho meses en la casa del acusado. Pablo se 
hallaba en ese momento trabajando en una obra cercana. 


Para la jueza quedaba claro que no había el más mínimo peligro para la convivencia de una mujer que había 
elegido una «profesión de riesgo». No había baso para sostener el maltrato ni tampoco indicios suficientes 
para deducir testimonio por denuncia falsa o falso testimonio. 


Acusada y acusador quedaron libres para seguir «amargándose la vida mutuamente», como era su costumbre 
lo cual, todavía no es delito salvo que algún psicólogo espabilado califique los hechos de malos tratos psíquicos 
a la mujer. 


-Es una mala persona. No deja de chincharme. Lo hace continuamente, día y noche. 
-¿Y por qué cree usted que don Jua??] la chincha, la provoca? 
-¿Por qué va a ser? ¡Para que le pegue! 


El 28 de julio de 2005, Rosalía|?*] 30 años, acudió a la Guardia Civil de Molina de Segura (Murcia). Allí 
denunció a Juan, 71 años, por insultarle, golpearle y empujarle, acusándole lesiones que tardaron ocho días 
en curar. 


No explicó como pudo hacerlo. Debido a su edad y a los problemas de movilidad que presentaba, el acusado 
se pasaba el día entero sentado en una silla de ruedas. Su lamentable estado de salud no impidió que fuera 
detenido y acabara en los calabozos de la Guardia Civil de Molina de Segura. 


En la vista oral, celebrada el 10 de agosto de 2005, Rosalía aseguró que estaba casada con la víctima, un 
hombre dedicado años antes a la prostitución aunque no mostró documento alguno que lo acreditara. 


-Ahora me hallo en proceso de separación. Ese hombre es una mala persona —insistió. 


En el plenario se demostró, además, que la pareja hacía vidas separadas, que no compartían los enseres de la 
casa, ni siquiera los alimentos básicos en cualquier familia. 


-¿Y cuándo se casaron ustedes? —preguntó el abogado defensor a la denunciante. 
-Pues, mire usted, no lo recuerdo. 


Se supo igualmente que en varias ocasiones, Juan había denunciado a su ¿compañera sentimental» por haberle 
agredido e insultado. Incluso, el día de autos, había acudido a un centro asistencial en el que refirió un dolor 
abdominal. 


Ese día había surgido una discusión entre ellos y Rosalía, al tratar de alcanzarle para arrebatarle un objeto 
de su propiedad, había tropezado con el pedal de una bicicleta y se había caído. 


-Aprovechando las lesiones sufridas, me denunció por malos tratos. Lo que esta mujer pretende desde hace 
tiempo es echarme de mi casa para quedarse con ella. Lo mismo pretende con mi dinero. 


-¿Y qué objeto de su propiedad quiso arrebatarle? 


-Una olla, ¡quería quitarme la olla! 


22 Juan P.M. en la sentencia en poder del autor. 
23Rosalía E.A. en la sentencia. 
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Una olla, la nimiedad más grande del mundo, había dado lugar primero a la intervención de la Guardia Civil, 
posteriormente al juzgado de Instrucción número 4 de Molina de Segura y, por último, al Juzgado de lo Penal 
número 4 de Murcia. 


¿Está la Justicia para resolver conflictos derivados del sabor de unos yogures, la propiedad de unas llaves que 
no tienen cerradura, la propiedad de una botella de agua, o quién es el dueño de una olla probablemente a 
punto de ser arrumbada? Pues sí señor. Según la directora del Observatorio de Violencia de Género, si por el 
hilo se llega al ovillo, persiguiendo a los maltratadores precoces de 71 años de edad, algún día puede acabarse 
con el maltrato habitual y las muertes a manos de sus cónyuges. 


Un vecino insomne, que había pasado la noche en blanco, lo denunció a la comisaría de Policía de la calle del 
Plomo de Madrid. «En el local de al lado, en el número 14, junto a unas dependencias municipales, se oyen 
ruidos y VOCes.» 


Los agentes acudieron presurosos pero no encontraron a ningún extraterrestre ni a ningún otro ser salido de 
un libro de J.J.Benítez. Se encontraron con dos mendigos, Alberto Soba Portillo y su compañera sentimental 
Ana Isabel Gómez Martín. Dormían acurrucados en el cuarto de calderas y eran adictos a «drogas de abuso», 
según el lenguaje del juez. La mujer presentaba erosiones en la cara, labio y un ojo morado. 


-¿Quién te ha hecho eso? —interrogaron los agentes, decididos a complacer a Montserrat Comas, la presidenta 
del Observatorio de Violencia de Género y vocal del Consejo General del Poder Judicial. 


-Mi compañero. ¡Me pega! 


Alberto Soba Portillo fue detenido inmediatamente y esa noche agradeció dormir en un lugar caliente y las 
cuatro galletas y el zumo de fruta que le dio la policía. Era como un regalo del cielo. 


Al día siguiente, 14 de marzo de 2005, fue conducido a los Juzgados de Violencia de Género donde no se 
adoptaron las medidas cautelares de ninguna clase porque, a dónde demonio iban a a alejar a un pobre 
mendigo que bastante desgracia tenía. En la vista oral, celebrada el 30 de noviembre del mismo año, el 
representante de Cándido Conde-Pumpido tampoco pudo aplicar la Ley en su integridad: a un vagabundo, 
que no tiene donde caerse muerto, que apenas sabe orientarse y que solo tiene el cielo por techo, no se le 
puede echar a la calle. 


La vista oral, sin embargo, se celebró sin la presencia de acusado y acusadora. Y no fue por falta de pericia 
de la Policía. Le buscaron por todas partes pero habían desaparecido de las calles y de los lugares habituales 
donde se refugiaban. Sus familiares, en sus pueblos de origen, declararon que desde hacía más de diez años 
no sabían absolutamente nada de ellos. 


Alberto Soba Sotillo, en lugar de ser declarado en rebeldía, salió absuelto de las imputaciones que se le hacían 
por falta de pruebas. Tal vez, en su huida de una Justicia que había llegado demasiado tarde para arreglar 
sus vidas, ni él ni su compañera sepan aún el veredicto. Se desconoce si alguna conocida abogado feminista, 
defensora de los derechos humanos y de la igualdad de la mujer cuando hay dinero de por medio, ha recurrido 
la sentencia. 


No hace falta recordar a los Amantes de Teruel[?*] el drama del Siglo de Oro español escrito por Juan Eugenio 
Hartzenbusch y recreado posteriormente por otros autores. Hay amores que si no matan por lo menos hieren 
y, muchas veces, acaban en los Juzgados. 


Fue lo que ocurrió el 29 de mayo de 2005. Karen Diana Castro Ortega discutió con su pareja Santiago Antón 
López. Se reconciliaron y ella fue a besarle. Él no se quejaba(?] ella le besó más fuerte, de manera brusca, 
con un mordisco y le causó una herida en la mucosa del labio superior derecho, con gran profusión de sangre. 
Un parte médico, aportado a la causa, confirma la lesión. 


Aunque era habitual en ellos besarse con profusión y darse mordiscos en los momentos de mayor pasión, 
Santiago Antón López se asustó por la entrada en vigor de la Ley contra la Violencia de Género, acudió a la 
Policía y denunció a su pareja para autoprotegerse. 


24 Historia o leyenda que cuenta la historia de amor entre dos jóvenes turolenses, Isabel de Segura y Juan Diego de Marcilla. 
25El autor se limita a seguir, textualmente, el relato de hechos probados. 
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-Pero, ¿el beso fue un acto de pasión o una acción deliberada, intencional para causarle daño por parte de 
su pareja? —le preguntaron en la vista oral. 


-Yo creo que fue de pasión. ¡De pasión, sí! 
-Y, entonces, ¿por qué solicitó una orden de protección contra doña Karen Diana? 
-Porque, como antes habíamos discutido, temía que me denunciara. Lo que hice fue adelantarme. 


El asunto acabó archivado. Besar con pasión, aunque cause una pequeña lesión en el labio, los hombros, las 
orejas, los muslos o la entrepierna, no es delito. ¡No señor! Pero, ojo si quien causa la lesión es un hombre. 


A Pedro Zarco Rodríguez habría que hacerle un monumento en el cielo o donde fuere por la infinita paciencia 
que ha demostrado con su mujer durante 36 años de matrimonio. 


Casado con María Consolación Rodrígues Guerrero, una mujer que sufre depresiones recurrentes desde los 
27 años, el 4 de septiembre de 2005, a las cinco de la tarde, discutió con su media naranja, que se hallaba 
muy alterada. 


Para no excitarla aún más, tras cogerla del brazo y calmarla, decidió salir a la calle a dar un paseo, no 
irritarla con su presencia. Al regreso a su casa, se encontró con algo que ya es habitual en estos casos. Su 
mujer había presentado una denuncia aseverando que su marido le había empujado contra la pared y le 
había causado un hematoma en el brazo. La policía, siguiendo los nuevos protocolos legales, le esperaba para 
tomarle declaración y proceder a detenerle. 


Al día siguiente, fue trasladado ante el juez de Instrucción, que actuaba en funciones de juez de Violencia de 
Género. Allí su mujer modificó su declaración. Su marido, Pedro Zarzo, sólo se había limitado a cogerle del 
brazo pero ella lo tomó como una agresión. El fiscal, sin embargo, continuó con su acusación apoyada en la 
denuncia policial y pedía un año de prisión y cuatro y medio de alejamiento para el acusado. 


En la vista oral se aportó un informe psiquiátrico-forense de los dos esposos que se leyó en la vista pública 
y que se cita en la sentencia. Dice: «La esposa sufre un trastorno depresivo recurrente, que le provoca reac- 
ciones afectivas desmesuradas frente a conflictos menores de la vida cotidiana. En otras ocasiones volcaba 
su agresividad sobre ella misma, había antecedentes de intento de suicidio, pero en el caso concreto que se 
enjuicia dirigió su ira contra su esposo, posiblemente por una influencia de terceros contra de él. » 


¿Cuál fue la pena que el magistrado-juez Ramón Sáez Valcárcel impuso al imputado? Seguir conviviendo y 
cuidar a su esposa hasta que la muerte los separe. 


Capítulo 12 
El estado rapiña 


«La ley contra la Violencia de Género expropia a los cónyuges o parejas de hecho el derecho a 
resolver sus problemas en el ámbito privado, "incauta" el derecho de la mujer a decidir por sí 
misma, ya que pasa de estar sometida al marido a serlo por el Estado, cuya intervención en 
muchos asuntos de pareja no sólo son intolerables, sino que están creando más problemas de los 
que ya existían.» Quien afirma esto en un auto remitido al Tribunal Constitucional es el titular del 
juzgado de lo penal número 20 de Madrid, Ramón Sáez Valcárcel. Su compañero, Víctor Rafael 
Rivas Carreras, responsable del juzgado de lo penal número 2 de Toledo, comparte esta opinión 
y agrega: «Toda persona tiene derecho a su vida privada y familiar y la autoridad pública no 
puede inmiscuirse en ella. La ley debe ser igual para todos y no es admisible que el feminismo 
existencialista, que pone su énfasis en el "ser mujer” y pretende aniquilar a su adversario, es decir, 
"al modo masculino de ser", esté gobernando en la actualidad muchos de los juzgados y tribunales 
de toda España, desde las medios de comunicación. Si yo lo permitiera estaría prevaricando. 
Porque, de esta manera, la función real del castigo, en lugar de beneficiar a toda la sociedad, se 
pone al servicio de una casta, apoyar la lucha de un género contra otro)». 


El 18 de mayo de 2005 se celebró en la sala de visitas del Juzgado de lo Penal número 20 de Madrid un juicio 
que iba a tener consecuencias drásticas en la aplicación de la Ley contra la Violencia de Género: 


El tribunal unipersonal, presidido por el magistrado Ramón Sáez Varcárcel juzgaba a una pareja de ecuato- 
rianos, formada por Oscar Muñiz Barroso y Carmen Suero. 


Se acusaba al hombre de delitos de violencia doméstica contra su esposa, delitos que años antes estaban 
tipificados como faltas leves. El Ministerio Público pedía que el agresor fuera condenado a cincuenta y seis 
días de trabajos en beneficio de la comunidad, a la privación de la tenencia de armas durante dos años y a la 
prohibición del acercamiento a la víctima durante seis meses. 


Sin embargo, antes, durante y tras la vista oral ocurrió un hecho habitual en este tipo de delitos. La víctima y 
su supuesto agresor entraron cogidos de la mano, permanecieron durante todo el acto intercambiando miradas 
y gestos de mutua comprensión y apoyo. 


En el interrogatorio, Oscar Muñiz reconoció que había causado dos agresiones leves a su ex mujer. Mani- 
festó públicamente su arrepentimiento, pidió perdón por sus «delitos» y juró que no volvería a cometerlos, 
aceptando la pena de trabajo en beneficio de la comunidad que pedía el fiscal. 


En el momento en que el representante público pidió que el «agresor» fuera alejado de su «víctima» durante 
seis meses, la mujer se echó a llorar desconsoladamente y no hubo forma humana de tranquilizarla. 


-¿Y quién va a cuidar de mi familia y de mis hijos durante ese tiempo? ¿Quién va a traer el pan a casa? 
¿Quiénes se han creído que son ustedes para impedirme vivir con quien me dé la gana? 
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El hombre. Oscar Muñiz, se solidarizó entonces con su mujer y también empezó a llorar. 


¡No pueden hacernos esto! Yo creía que España era un país civilizado donde la justicia era clemente con quien 
pide perdón por sus errores y demuestra propósito de enmienda. ¡Veo que son ustedes unos bárbaros! 


La escena no era la típica de una tragedia griega, sino la situación de una familia desesperada a la que el 
Estado le había arrebatado, en palabras de Ramón Sáez, su derecho a rehacer su convivencia. «Primeramente, 
el sistema penal "expropió” a la pareja la posibilidad de dirimir sus pequeños conflictos entre ellos, al convertir 
la ofensa privada en pública y no otorgar ninguna validez al perdón. 


Con la pena de alejamiento, de obligada aplicación, se llegan a imponer a la víctima obligaciones de conducta y 
se limita su libertad. También se criminaliza a la víctima, porque las medidas obligatorias acaban aplicándose, 
también, a la mujer, según demuestran investigaciones criminológicas norteamericanas. 


Por otro lado, la pena así configurada anula radicalmente la virtualidad del perdón, casi desterrándolo del 
ámbito del derecho personal en los sucesivos endurecimientos de condenas, en las relaciones personales, impide 
la reconciliación entre el autor y la víctima, en supuestos leves que son corrientes en la vida familiar y de 
pareja. Al imponer la separación de los cónyuges o convivientes, de los hermanos, padres e hijos, según los 
casos, la norma implica un cuestionamiento radical de la pareja, matrimonial o no, y de la familia como 
mayoritariamente se extiende y vive en nuestra sociedad. » 


Cómo la Ley contra la Violencia de Género obliga imperiosamente al juez a imponer la pena establecida 
por el legislador, sin distinguir entre faltas graves o leves ni poder atenerse a la gravedad del «delito» para 
graduar su proporcionalidad|!] el titular de lo Penal número 20 estaba obligado a condenar a seis meses de 
alejamiento el uno del otro, a dos personas que en momento alguno habían dejado de convivir en familia, 
pese a la orden de alejamiento dictada por el juzgado de instrucción. 


En consecuencia, antes de dictar sentencia, el juez Sáez valoró uno a uno todos los hechos y circunstancias 
que concurrían en el proceso: 


1. La víctima había mantenido ante el juez de Instrucción que no creía necesaria una orden de protección, 
lo que motivó que no se adoptara. 


2. En el juicio reiteró que ha estado viviendo con su compañero sentimental después de la denuncia, que 
le ha perdonado y que no quiere separarse de él, luego no considera que haya peligro de nuevos actos 
de violencia. 


3. Los hechos juzgados son de menor gravedad, incluso antes de la reforma de la ley orgánica 11/2003 
eran considerados como leves. 


4. Tras la denuncia se incautaron a Oscar Muñiz las armas de caza que poseía (entre las penas propuestas 
se encuentra la prohibición de la tenencia y porte de armas durante tres años). 


5. Muñiz reconoció los hechos de la denuncia en su primera declaración y lo ha reiterado en el acto del 
juicio, pidió perdón a su compañera y a los padres de ella, según consta en autos, lo que sugiere una 
actitud de arrepentimiento, dato positivo ya que las investigaciones ponen de manifiesto la reticencia 
de los maltratadores a admitir sus actos violentos. 


6. Ambos, acusado y víctima, viven en el domicilio de los padres de Carmen Suero, lo que indica que ella 
no se encuentra sola en el espacio doméstico y que puede ser protegida por su entorno inmediato. 


Tras esta valoración, Ramón Sáez decidió dejar en suspenso la sentencia y elevar auto motivado al Tribunal 
Constitucional planteando una supuesta cuestión de inconstitucionalidad del artículo 57.2 de la Ley contra 


1Como se ha contado anteriormente, la intervención del feminismo victimista en diversos encuentros con José Luis Rodríguez 
Zapatero y en el Congreso de los Diputados, llevó al legislador a convertir al juez en un autómata, al igual que ocurría en los 
tribunales militares tras la guerra civil, que sólo podían pedir penas de muerte. 
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la Violencia de Género «que pretende convertir a los jueces en máquinas, en meros autómatas, sin capacidad 
de discernir ni comprender las situaciones extremas de los justiciables», según contó en una reunión secreta 
de Jueces para la Democracia, celebrada en el Consejo General del Poder Judicial en junio de 2006. Y fue 
aún más lejos: 


«El papel que me asigna esa ley como juez lo puede hacer perfectamente un robot. Si pretenden imponer leyes 
como esta, que impide al tribunal graduar la pena, lo mejor es que supriman la carrera judicial y pongan 
máquinas a dictare sentencias. Lo harían igual que cualquiera de nosotros y el erario público se ahorraría 
mucho dinero.» 


En el auto remitido al Tribunal Constitucional, Sáez Varcárcel, ex miembro del Consejo General del Poder 
Judicial por Izquierda Unida, afirmaba que «sancionar conductas leves elevadas a la categoría de delito 
eliminando para los asuntos de escasa gravedad la posibilidad del perdón y de la reconciliación [de la pareja] 
es una tremenda injusticia. Al juez no se le puede dejar como mero espectador, impidiéndole graduar las 


penas» 


Para el titular del Juzgado de lo Penal número 20 de los de Madrid, la pena accesoria de alejamiento, que 
vulnera los derechos a elegir residencia y a circular por el territorio nacional, es «una modalidad de destierro» 
que aparecía con la misma redacción en el Código Penal de 1973 y fue suprimida por considerarse deshonrosa 
e infamante para quienes eran condenados a abandonar su entorno social. 


La reincorporación de la pena en los últimos códigos penales penales pretendía convertir al delincuente en 
un ser inofensivo, neutralizando la posibilidad de represalia, de venganza o de repetición de los malos tratos 
y proteger a la víctima al no tener que encontrarse cara a cara con su agresor hasta pasado un tiempo 
prudencial. 


«Cuando esta pena se impone en cualquier circunstancia, sin tener en cuenta la gravedad del hecho, la 
culpabilidad del autor y los intereses de la víctima es una injerencia en sus relaciones personales, un sacrificio 
de su libertad. el legislador expropia su derecho a convivir en pareja con quien quiera, dentro o fuera del 
matrimonio, al imponer la separación forzosa», dice el juez. Más adelante, señala: 


«El legislador, no satisfecho con haber confiscado el conflicto en su origen a la familia, al convertir la ofensa 
privada en pública y no otorgar validez al perdón, le impone obligaciones que limitan su libre raciocinio 
y voluntad. Al imponer la separación a los cónyuges o convivientes de sus hermanos, padres e hijos, está 
atentando contra la pareja y el matrimonio, que es como mayoritariamente se vive en sociedad. » 


El juez Sáez considera, además, que en el caso de conflictos ligados a anomalías psíquicas o dependencia del 
alcohol o de las drogas, el alejamiento obligatorio es un obstáculo para el tratamiento terapéutico, que precisa 
el apoyo de la familia para su evolución positiva. «Es una pena más grave que la privación de la libertad y 
supone una carga no solo para el ofensor sino también para el ofendido, cuya libertad y dignidad se vulneran, 
al obligarse a separarse y romper la convivencia con su pareja. » 


La falta de sentido común de esta medida es de tal naturaleza que en los alejamientos no consentidos es 
frecuente que la pareja restablezca la convivencia al margen de la ley desobedeciendo la decisión de la 
justicial?] «Si los poderes públicos le imponen la obligación de que deje de relacionarse con su pareja y se 
libere de ella, la mujer pasa de estar sometida al maltratador para estarlo al Estado. Imponerle una medida 
de protección que ella no desea es, además, persistir en el mito de que es incapaz de decidir por sí misma y 
confiscarle su capacidad de optar. 


Representa, por último, un castigo añadido a la mujer, ya que el alejamiento en muchos casos es perjudicial 
para todos los miembros de la unidad familiar y no solo para el supuesto maltratador. Paradójicamente, en 
muchos casos, en lugar de protegerla se le coloca fuera de la ley, ya que al volver a convivir con su pareja 
podría estar cometiendo delitos de inducción y cooperación necesaria.» Miembro de un colectivo de más de 


2El código penal establece que las penas han de imponerse en todo caso, es decir, siempre. 

3Entre otras cosas, porque la pena accesoria de alejamiento, que puede establecerse hasta un máximo de diez años en delitos 
de aborto, contra la integridad moral, la libertad e identidad sexuales, entre otros, impide materialmente la reanudación de la 
convivencia familiar. Artículo 57.1 del Código Penal en relación al 148 del mismo Código 
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ciento cincuenta jueces, fiscales, catedráticos de Derecho Penal, del que forman parte personalidades de la 
talla de Juan Carlos Carbonell, Josep María Tamanarit, Carmen Lamarca u Octavio García, el titular del 
juzgado de lo Penal número 20 de Madrid estima que la Ley contra la Violencia de Género vulnera, al menos, 
media docena de artículos de la constitución [1] 


Decidido a no dejar títere con cabeza, el juez acaba propinando un duro varapalo al Congreso de los Diputados 
y el Senado de la nación. «Los poderes públicos, incluido el legislador, están sometidos a la Constitución, 
que excluye la arbitrariedad y una ley es arbitraria cuando carece de toda explicación racional o cuando es 
producto del capricho, inconsecuencia o incoherencia y puede provocar desigualdad o distorsión a efectos 
legales» |"| advierte. 


«Y esta reforma legislativa [la ley contra la Violencia de Género] es caprichosa e inconsecuente. Alejar de for- 
ma obligatoria, sin consentimiento del ofendido, al ofensor sólo produce efectos inconvenientes. El legislador 
tenía que haber previsto esta situación atendiendo al mandato constitucional que prohíbe la arbitrariedad», 
concluye. 


Ramón Sáez Varcárcel, un juez cercano a los planteamientos ideológicos de Izquierda Unida, ex miembro 
del Consejo General del Poder Judicial, no había sido el primero en iniciar la «cruzada» contra la Ley de 
Violencia de Género. 


El colectivo conocido como Grupo de Estudios de Política Criminal se creó en Málaga en 1989. De este 
colectivo, de carácter progresista, forman parte alrededor de ciento cincuenta jueces, magistrados, fiscales, 
muchos de ellos miembros a su vez de Jueces para la Democracia o de la Unión progresista de Fiscales. 
Entre sus directivos se encuentran también numerosos catedráticos y profesores titulares de Derecho Penal 
de distintas universidades españolas. 


En julio de 2005, pocos días después de que el Gobierno del PSOE remitiera a las Cortes el Proyecto de Ley 
Orgánica de Medidas de Protección integral contra la Violencia de GéneroP'este grupo, del que forman parte 
el miembro del Consejo general del Poder Judicial Félix Pantoja; el magistrado del Tribunal Supremo José 
Antonio Martín Pallín y el presidente del Instituto Andaluz de Criminología, José Luis Díaz Ripollés, daba 
a conocer el siguiente comunicado: 


1. Lamentamos que la acertada iniciativa encaminada a abordar la violencia doméstica desde una perspec- 
tiva integral, en la que se es consciente de la importancia que poseen las medidas sociales y educativas 
para resolver esta lacra social, se hay visto oscurecida y distorsionada por la, al parecer irrefrenable, ten- 
tación de seguir abusando de las intervenciones penales para intentar resolver, ingenuamente, problemas 
sociales. 


2. El discurso de la discriminación positiva, que podría considerarse procedente a la hora de desarrollar 
políticas sociales que pretendan garantizar una igualdad real entre los géneros en la sociedad, no en- 
cuentra fácil acomodo dentro de los fines propios del derecho penal. Éste es un instrumento que se 
limita a reaccionar enérgicamente frente a lesiones graves a intereses individuales y sociales relevantes, 
y no le está permitido considerar a un mismo interés, por ejemplo la integridad personal o la libertad 
de obrar, más o menos protegido en función de quién sea el individuo titular en el caso concreto de 
ese interés. Cosa distinta es que se considere a ciertos sujetos más vulnerables a sufrir una lesión de 
determinados intereses, pero en tal caso la ley penal debe dejar claro que la protección reforzada se deba 
a la mayor vulnerabilidad de esas personas, y no al mero hecho de pertenecer a un determinado género, 
y deben preverse mecanismos que permitan contradecir en caso concreto tal presunción. Ninguna de 
esas cautelas se respeta en la prevista regulación de las lesiones agravadas, coacciones o amenazas. 


4El artículo 9.1 que señala que los poderes públicos deben justificar decisiones, el artículo 25, que obliga a que las penas 
se apliquen exclusivamente a quien haya cometido el delito; el artículo 1.1 que garantiza la libertad como valor superior del 
ordenamiento jurídico; el artículo 10.1 , sobre el libre desarrollo de la propiedad y otros. 

5Según las sentencias del Tribunal Constitucional 116/1999, 99/1978, 229/1992 y 233/1999 citadas en el auto. 

SEl anteproyecto de ley se presentó en el registro general del Congreso de los Diputados el 25 de junio de 2004 
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3. La transformación de las coacciones o amenazas leves en delito por el mero hecho de ser la víctima 
una mujer personalmente cercana, además de ser susceptible de las críticas precedentes, significa una 
criminalización irrealizable y disfuncional de todo el espacio familiar, cuya improbable puesta en práctica 
exige la generalización de una auténtica e invasiva política de buenas costumbres. Por otra parte, supone 
la continuidad de las políticas elaboradas por el anterior gobierno en el último tramo de la legislatura, 
que se caracterizaron por un uso desmedido y autoritario del Derecho Penal para abordar también 
conductas de escasa gravedad , como fue el caso de la transformación en delito de las amenazas leves 
con armas o instrumentos peligrosos en el seno del hogar: 


No estaban solos estos juristas. 


Las tres asociaciones de jueces creen que la Ley Integral contra la Violencia de Género es, como poco, 
constitucionalmente discutible y de muy difícil aplicación, al no estar de acuerdo la mayoría de las personas 
que acuden a los juzgados con varios aspectos de la misma, especialmente que por una riña se pueda meter 
en la cárcel al marido y expulsarlo del barrio o de la población en que vive. 


«El diferente trato dado a los hombres y mujeres podría llegar a ser inconstitucional al vulnerar el principio 
de igualdad del artículo 14 de la Constitución», asegura el portavoz de Jueces para la Democracia, Edmundo 
Rodríguez, juez mercantil de Bilbao. «Es una ley clarísimamente inconstitucional porque genera una situación 
de desigualdad por el mero hecho de ser hombre», asegura José Manuel Suárez Robledano, presidente de la 
Asociación profesional de la Magistratura (APM) y magistrado de la Sala de lo Penal y lo Civil del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid. 


Por su parte, Manuel Torres Vela, presidente de la sección cuarta de la Audiencia Provincial de Málaga y 
portavoz de la minoritaria Asociación Francisco de Vitoria considera que la ley es «polémica y discutible» 
aunque considera que «es constitucional», criterio que no comparten la mayoría de los miembros de este 
colectivo, algunos de los cuales han elevado autos de inconstitucionalidad al Tribunal Constitucional desde 
sus respectivos Juzgados. 


Aunque, como quedó dicho en el capítulo anterior, la primera cuestión de inconstitucionalidad fue presentada 
en Agosto de 2005 por la jueza de lo Penal número 4 y catedrática de Derecho Penal de la Universidad 
de Murcia María Poza Cisneros, cuando la ley bandera de PSOE no llevaba siquiera un mes de rodaje, a 
comienzos de septiembre de 2006, la abalancha de autos desbordaba todas las previsiones del gobierno y del 
Congreso de los Diputados. 


Fue el pistoletazo de salida para la «rebelión de los jueces» contra una ley discriminatoria y manifiestamente 
injusta para la mitad de la población del país. De forma casi inmediata, varios Juzgados de Valladolid, Arenys 
de mar (Barcelona), Orihuela (Alicante) las Palmas de Gran Canaria, Alcalá de Henares (Madrid), Alba- 
cete, San Sebastián (Guipúzcoa), Santa Coloma de Farners (Girona) Barcelona, Toledo, Murcia, Calatayud 
(Zaragoza), Madrid y otras provincias decidían someter sus decisiones al Tribunal Constitucional[”] 


A finales de Agosto de 2006, las cuestiones de inconstitucionalidad planteadas en contra de la Ley Contra la 
violencia de Género superaban las cien asuntos, y el Tribunal Constitucional, tras nombrar como ponente a 
Pascual Sala, ex presidente del Consejo General del Poder Judicial de la etapa felipista, decidía enfrentarse 
a un asunto polémico y espinoso sabiendo que, fuera cual fuese su decisión, iba a ser criticada por defensores 
y detractores de la ley. 


“Juzgado de lo Penal número 20 de Madrid, Juzgado de lo Penal número $ de Murcia, Juzgado de lo Penal número 3 de 
Arenys de Mar, Sección cuarta de la audiencia provincial de Valladolid, Juzgado de lo Penal Número 1 de Murcia; juzgado de lo 
penal número 1 de Valladolid, juzgado de lo penal número 2 de Toledo, Juzgado de lo Penal número 1 de Orihuela, Juzgado de 
lo Penal número 1 de Arenys de Mar, Juzgado de lo Penal número 2 de Albacete, Juzgado de Instrucción número 7 de Alcalá 
de Henares, Juzgado de instrucción número 1 de Santa Coloma de Farners, sección segunda de la Audiencia Provincial de Las 
Palmas, Audiencia provincial de Valladolid, Juzgado de lo Penal número 1 de San Sebastián, sección sexta de la Audiencia 
provincial de Barcelona, juzgado de lo Penal Número 2 de Alcalá de Henares, Juzgado de lo Penal número 6 de Madrid, Juzgado 
de lo Penal número 3 de Las Palmas de Gran Canaria, Juzgado de instrucción número 24 de Madrid y Juzgado de Instrucción 
número 2 de Calatayud, entre otros. 
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En este contexto, el 20 de mayo de 2005, cuarenta días antes de que entre en vigor la Ley contra le Violencia 
de Género, a la sección cuarta de lo penal de la Audiencia provincial de Valladolid le correspondió resolver 
sobre este endiablado asunto, toda vez que la Ley de Violencia Doméstica de 2003 del Partido Popular venía 
aser (el mismo perro con distinto collar». 


Los hechos objeto de litigio se habían producido meses antes en una céntrica calle de Valladolid. En un 
momento no especificado en los autos de juzgados de instrucción, la pareja de novios integrada por Yolanda 
Fernández Machín y Eduardo Carlos Farto Rodríguez discutieron por guna nimiedad» en mitad de la calle. 
En el curso de la disputa, la pareja llegó a las manos y él le dió un manotazo a la cara a su novia. 


El incidente fue presenciado por el policía local número 896 que prestaba servicio en un coche camuflado. 
Aunque los dos jóvenes manifestaron su deseo de no presentar denuncia alguna por lo que consideraban «una 
tontería», la reforma del Código Penal efectuada por el ministro José María Michavila había cambiado la 
tipificación de las riñas y trifulcas dentro del ámbito familiar de faltas a delitos. Al tratarse de un asunto 
perseguible de oficio, el agente 896 dio parte de ellos a la comisaría de policía. 


De esta absurda manera, a pesar de la reiteración de Yolanda Fernández de no denunciar a su futuro marido, 
con el que continúa manteniendo su relación de noviazgo «que no voy a romper por nada del mundo», el 
asunto acabó en el Juzgado de lo Penal número 1 donde, en un juicio rápido, Carlos Farto fue condenado a 
tres meses de cárcellE] 


El Ministerio Fiscal no se conformó con la pena y alegó infracción de ley. Pretendía que al novio se le aplicara 
la pena accesoria de prohibición de acercamiento a su víctima [su novia, con la que no había roto ni un solo 
segundo] durante dos años, «debiendo mantenerse a una distancia de no menos de doscientos metros»l?] 


Como la pena accesoria era más grave que la principal y obligaba a la pareja, resuelta a contraer matrimonio 
en los siguientes meses, a interrumpir sus relaciones sentimentales durante dos años sin que el juez pudiera 
graduarla, sustituirla y sin que el perdón de la víctima actuara como eximente y pudiera ser tenido en cuenta 
por el tribunal, el defensor de Carlos Farto presentó recurso ante el Tribunal Constitucional por violación de 
derechos fundamentales. 


El asunto recayó en la sección cuarta de la Audiencia Provincial de Valladolid integrada por los magistrados 
José Luis Rodríguez Romero, Ángel Santiago Martínez García y María Teresa González Cuartero. Al encon- 
trarse en un callejón sin salida, ya que la reforma del Código penal efectuada por el Partido Popular impedía 
a la pareja contraer matrimonio libre y voluntariamente, «lo que era una injerencia de los poderes públicos 
en la vida familiar e íntima de las familias». 


En un auto de siete folios, de la que es ponente María teresa González Cuartero, enviado al Tribunal Cons- 
titucional señala: «La víctima, Yolanda Fernández Machín, que sin prejuicio de aquel incidente, continúa 
manteniendo al acusado en relación de noviazgo y que no desea que la justicia se inmiscuya en su vida 
privada para impedirle continuar con una relación que pertenece a su esfera privada, íntima y familiar». 
El Ministerio Fiscal entiende que «como el delito se ha cometido contra quien sea o haya sido su cónyuge, 
o contra la persona que esté o haya estado ligada al condenado por análoga relación de afectividad] hay 
que aplicar el código penal en su artículo 48.2, es decir, prohibir al condenado acercarse a la víctima, a su 
domicilio, lugar de trabajo y a cualquier otro frecuentado por ellos. Se trata de imponer, por tanto de una 
pena de destierro encubierta a la pareja, que condena a las dos partes por igual. 


Lo curioso es que «el tribunal puede modificar, anular o fijar la pena durante el periodo de ejecución de 
sentencia. Una vez impuesta la sentencia firme el tribunal no puede modificarla, ni mucho menos anularla, 
limitándose a certificar su cumplimiento ya que se trata de una sanción obligatoria, no facultativa, ya que el 
alejamiento debe imponerse «en todo caso», es decir, siempre», afirma la sala. 


El tribunal estima como otra aberración jurídica que los delitos enjuiciados son materialmente falta. «El 
reproche moral más grave que se le da a éstas [al convertirlas en delito] no está en función de la entidad del 


SEn aplicación del artículo 15.3, apartado 1, del código penal vigente en ese momento. 
9En aplicación del artículo 57.2, en concordancia con el 153 
10 Texto del Artículo 57.2 en relación con el 48.2 del Código Penal de finales de 2003. 
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hecho enjuiciado, sino de la persona [la mujer] a quien va dirigida la acción, dándose el mismo tratamiento 
penal a hechos que no constituyen violencia familiar habitual sino casos aislados. 


La víctima, tanto en el periodo de instrucción, como en el juicio oral y en la ejecutoría se negó a que se 
impusiera la pena de alejamiento a su novio. Incluso intentó retirar la denuncia efectuada por la policía en 
contra de su voluntad porque se han reconciliado y no la considera necesaria. Pese a que haciendo uso de su 
libertad personal, ha decidido reconciliarse con el reo, el precepto mencionado no le permita hacerlo, viéndose 
abocada por imperativo legal a romper el noviazgo, lo que no desea, o a hacer lo que viene ocurriendo en la 
práctica, a incumplir la medida, todo ello porque aunque afirma que no necesita que la protejan la ley ha 
decidido protegerla en contra de su voluntad. » 


La ley está llevando a este terreno situaciones verdaderamente absurdas. «Cuando se incumple la pena de 
alejamiento, que se hace sistemáticamente, el delito lo comete no solo el reo, sino también la persona a 
proteger, que actúa como inductora o cooperadora necesaria, incitándole a reanudar la convivencia. » 


El quebrantamiento de la pena se produce sin conocimiento de las autoridades, que tienen la obligación 
de perseguir este delito. «Sin embargo, cuando vuelve a surgir un desacuerdo y rompen relaciones, no es la 
autoridad quien actúa sino la víctima la cual, torticeramente, puede denunciar a su pareja por incumplimiento 
de condena» sometiéndola a una verdadera tortura, ya que la ley se aplica a su antojo. 


«La situación, en el caso de pareja con hijos menores, pendientes de un proceso de separación, que se verán 
inmersos en un proceso de malos tratos recíprocos con condena para ambos resultaría indisoluble. Al imponerse 
obligatoriamente para cada uno respecto del otro la pena de alejamiento y suspensión de visitas a los menores, 
los deja totalmente desamparados», lo que viene a ser el colmo del absurdo de una ley hecha deprisa y 
corriendo, a impulsos de opinión pública, sin valorar su repercusión|*] 


El tribunal considera que la ley de 2003 contra los malos tratos atenta contra la dignidad de la persona 
humana, su libertad, contra la igualdad y contra el derecho de una justicia justa, principios fundamentales, 
sacrosantos, todos ellos consagrados en la Constitución española de 1978. 


La sala va incluso más allá: «La Declaración Universal de Derechos de 10 de diciembre de 1948 establece que 
nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada y familiar, teniendo derecho a que la ley le 
proteja de esas injerencias y ataques ?] El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticog!*] advierte 
que «todo ser humano tiene derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. Nadie 
será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada». el Convenio para la Protección de los 
Derechos humanos y de las Libertades Fundamentaled*] estipula: «Toda persona tiene derecho a su vida 
privada y familiar y la autoridad pública no puede inmiscuirse en ella.» 


Tras repasar una docena de sentencias del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, recogiendo el 
espíritu y la letra de las normas internacionales la Asamblea Provincial de Valladolid estima que la reforma del 
código penal de 2003 en materia de malos tratos vulnera los artículos 1.1,10.1, 15, 16, 18.1, 24.1, 25.1 y otros 
de la Constitución española. «La sentencia invade el derecho a la tutela judicial efectiva al imponer a la pareja 
de novios una pena que ninguno de los dos ha solicitado, que ambos rechazan y que les causa indefensión. 
La medida de alejamiento les resulta perjudicial, se impone contra su voluntad y no pueden defenderse de 
ella, al no existir mecanismos para recurrir una pena impuesta arbitrariamente por el Estado, sin posibilidad 
de graduación alguna del alcance del delito», insiste el Tribunal. Y agrega: «A juicio de esta sala en estos 


la ley integral contra la violencia de género resuelve maquiavélicamente este problema. La violencia no es una rémora del 
pasado, consustancial al ser humano, que practican tanto los hombres como las mujeres desde la tierna infancia. Sólo los hombres 
son violentos y agresivos. 

12 Artículo 12: «Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, 
ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o 
ataques». Texto aprobado el 10 de Diciembre de 1948, por la Asamblea General de las Naciones Unidas al cumplirse el 50 
aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos. Tras este acto histórico, la Asamblea pidió a todos los países 
miembros que publicaran el texto de la declaración y dispusieran que fuera «distribuido, expuesto, leído y comentado en las 
escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción fundada en la condición política de los países o de los territorios». 

lSElaborado en Nueva York el 19 de Diciembre de 1966 y ratificado en España el 30 de Abril de 1977. 

Suscrito en Roma el 4 de noviembre de 1950 y ratificado por España el 10 de octubre de 1979. 
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casos se está imponiendo a la víctima una pena sin haber cometido ningún delito o falta, habiéndose dado la 
paradoja de que estando preso el autor de un delito similar por otras causas y habiendo solicitado el recluso 
y la víctima un vis a vis en el centro penitenciario, para lo que obviamente era necesario el acercamiento de 
ambas personas y la colaboración de la víctima, que ha de acudir a la cárcel, no se le permite el contacto 
aplicando la medida de alejamiento, privando así a la víctima, que no ha cometido infracción alguna, de sus 
derechos. » 


La familia tuvo una reyerta en su hogar, delante de los hijos, y el titular del Juzgado de lo Penal número 
2 de Toledo, Víctor Rafael Rivas Carreras no tuvo otra salida que condenar al marido por la Ley contra la 
Violencia de Género. 


Al poco tiempo, el 25 de febrero de 2006, Susanal'*] de veintiocho años y su esposo Enrique[**] de treinta y 
cuatro, se presentaron en el juzgado. Pretendían reanudar la convivencia y que el juez dejara en suspenso la 
medida de alejamiento. 


Susana es una mujer que en todos los aspectos de la vida aparece como una persona normal: sale sola de 
su casa, hace su trabajo con normalidad y decencia. Aunque piensa que puede ser ofensivo para la mujer y 
atentativo a su dignidad humana y a sus derechos fundamentales, Víctor Rafael Rivas la manda al psiquiatra. 


Sé que la mujer puede decirme: y usted para que me manda al psiquiatra, no ve que estoy bien. Pero tengo 
que hacerlo para tener un apoyo en el que basar mis decisiones. Todos los jueces que tomamos estas decisiones 
estamos temblando no sea que nos maten a una mujer, afirma al autor del libro. 


Una vez que el forense determina que la mujer no actúa coaccionada por su marido y que es dueña de sus 
actos, el titular del Juzgado de lo Penal número 2 de Toledo toma la decisión de permitirles reanudar la 
convivencia amparándose en el bien superior de la familia y los hijos, que hay que preservar por encima de 
todo. 


Ex magistrado, ex juez del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, licenciado en Filosofía y letras y en 
Ciencias Económicas y actuario de seguros, el juez Rivas Carreras sabe que su actuación no es demasiado 
ortodoxa y no lo oculta. 


«En cualquier delito, el juez escucha a las partes en vista oral, impone pena y se despreocupa de lo que pasa 
a continuación. Entran los jueces de Vigilancia Penitenciaria para que se ejecute la sentencia y hacen el 
seguimiento del reo en las prisiones. En los delitos relacionados con la violencia doméstica es todo atípico. 
La ley no deja actuar a la mujer por sí misma, las incapacita para tomar decisiones, y al juez le ata de 
pies y manos imponiendo unas penas de obligado cumplimiento. La sociedad, y especialmente las feministas 
radicales nos hacen responsables de lo que le ocurra a la supuesta víctima», afirma. Y apostilla: 


«De esta manera, en España se está produciendo una situación insólita y única en el mundo desde hace algo 
más de un año. El forense, el fiscal, el juez y la policía somos los que estamos decidiendo en muchas familias. 
Sin buscarlo, nos hemos convertido en los dueños absolutos, en los responsables directos de que una pareja se 
rompa, se reconcilie, cuide bien a los niños o los maltrate, ya que nuestras decisiones son muchas veces más 
importantes que las de los propios cónyuges. » 


Con catorce años en la carrera judicial, a Víctor Rafael Rivas Carreras le enseñaron desde la Facultad de 
Derecho que las leyes se hacen para el género humano. «La Ley contra la Violencia de género, en cambio, es 
una ley homófoba, con una fuerte base ontológica. Penaliza al hombre por el hecho de serlo y considera a la 
mujer un ser débil, que debe ser protegido especialmente, aunque en el delito de amenazas, uno de los que 
contempla la norma, la debilidad no influye para nada. Lo malo de esta ley es que el único género perseguido 
es el hombre, pero no beneficia a la mujer.» 


Y agrega: «Por la misma regla de tres se podría hacer una ley para los emigrantes ya que son los que 
estadísticamente cometen más delitos con fuerza, otra contra los hombres violadores, porque porcentualmente 
la mayoría de las violaciones las cometen los varones. Llevando las cosas al absurdo, llegará un día en el que 


l5Susana es el nombre ficticio de A.S.P. 
16 Enrique es el nombre ficticio de J.D.Z. 
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haya un código penal contra los toreros, de la misma manera que ahora se trata de proteger a los primates y 
criminalizar a quienes hagan experimentos médicos con ellos. » 


En mayo de 2006 una pareja de recién casados de la cuidad de Toledo se presentó en su flamante Juzgado. 
El padre acababa de darle un cachete a su hijo y la madre lo denunció por malos tratos. El juez Rivas llamó 
a declarar al padre. 


-¿Usted no sabe que no se puede pegar a los menores? 
-Sí señoría, no les puedo pegar. Pero sí puedo hacerlo moderadamente para corregirles. 


El derecho de corrección, que no debe interpretarse como malos tratos es una de las materias más controver- 
tidas que se plantean en los Juzgados tras la entrada en vigor de la Ley contra la Violencia de Génerd"] y la 
supresión de la potestad de corrección en el Derecho de Familia. El titular del Juzgado de lo Penal número 2 
de Toledo dejó en libertad al hombre al apreciar que su conducta no había sido denigrante ni vejatoria contra 
la integridad del menor. 


«Antes -razona- los padres corregían moderadamente a los hijos, éstos querían igual a sus padres, no había 
traumas, secuelas ni nada parecido en los menores. Ahora que se ha suprimido esa potestad, los chicos salen 
desquiciados y muchos acaban en la droga. Y es que yo creo que, muchas veces, la ley crea el delito. 


Tras la Ley contra la Violencia de Género, muchos padres a los que nunca vi por aquí se pasan la vida en los 
juzgados por las denuncias que les presentan sus mujeres. Antes no pasaba eso. Lo mismo pasa con la Ley 
del Divorcio, resuelve los problemas de la pareja pero crea otros delitos derivados de la guardia y custodia 
y la alimentación de los menores que, como bien a tutelar, no pueden quedar desprotegidos, lo que siempre 
OCUTTE. » 


El juez Rivas Carreras no se muestra muy optimista. «Si el Código Penal tiene que entrar a saco en el 
ámbito familiar es que la sociedad va a mal. La vida, por mucho que lo pretendan las feministas, no se puede 
organizar desde los juzgados», añade. 


«Este código Penal no está hecho para penar conductas sino para reprimir a las personas. Si una persona no 
se reprime conduciendo, bebiendo, en el cine, en el trabajo, en la casa, lo metemos en una jaula», concluye. 


«Aquí la ley debe ser igual para todos, como proclama la constitución. Como juez, encargado de impartir 
justicia no puedo permitir que el feminismo esencialista o radical gobierne mi juzgado. De lo contrario, 
estaría prevaricando. » 


El 27 de septiembre de 2005, casi dos meses después de la entrada en vigor de la polémica ley, el magistrado 
Rivas Carreras, que procedía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña tuvo que atender un supuesto 
caso de malos tratos ocurrido el 17 de agosto anterior. El Ministerio Fiscal pedía al imputado una pena de 
ocho meses de prisión, y la prohibición de comunicarse con la supuesta víctima o acercarse a ella durante un 
año. 


Una vez enjuiciado el caso y en el trámite previo a dictar sentencia el juez Rivas Carreras estimó que el 
artículo 153.1 del Código Penal, aplicable al imputado, podía vulnerar los artículos 1,9,10, 14 y 24 de la 
Constitución y, tras diez días de plazo a las partes para que se pronunciaran remitió el caso con un auto 
motivado al Tribunal Constitucional. 


«La ley determina un abuso de superioridad nato o connatural en el hombre, exclusivamente, como si no 
pudiera existir un maltrato físico ocasional a la inversa, discriminatorio de la mujer sobre el hombre, en 
algún caso, o maltrato psíquico, éste en más casos, de la mujer sobre el hombre. 


l7La ley afecta a «quien sea o haya sido su cónyuge o sobre persona que esté ligada a él por una análoga relación de afectividad 
aún sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios del cónyuge 
o conviviente, o sobre la persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su 
convivencia familiar, así como las personas que por su especial vulnerabilidad se encuentren sometidas a custodia o guarda en 
centros públicos o privados. » 
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»La Ley contra la Violencia de Género, de la que no existe ejemplo equiparable en el Derecho Comparado, 
aprobada por unanimidad por las Cortes Generales es una ley con una arqueología ideológica. Su origen está en 
el movimiento de reivindicación de los derechos, dignidad y autonomía de la mujer, el llamado "feminismo”. 


»Frente al feminismo de igualdad tenemos al feminismo esencialista. Mientras el primero se construye bajo 
la identidad de las mujeres como seres humanos cuyo adversario es el Estado patriarcal, el feminismo esen- 
cialista pone su énfasis en la identidad de "ser mujer”, cuyo adversario (a aniquilar) es "el modo masculino 
de ser”. 


Para el feminismo radical existe una ética de clases y una ética de géneros. Al igual que en la lucha de clases 
marzista, en la lucha de géneros se subordina los criterios de la moralidad a los intereses políticos, económicos 
y sociales de un grupo social. 


La ética del feminismo esencialista establece unos criterios morales absolutos y no atribuye el mismo valor 
moral ni la misma competencia de la actuación a las personas de las demás clases o géneros, lo que apunta 
a la discriminación propia de una doble moral. » 


En tal moral «el castigo no es una respuesta moral a la criminalidad de los individuos sino como instrumento 
a la lucha de géneros, la función real del castigo no es beneficiar a toda la sociedad, sino apoyar la lucha de 
un género en contra del otro». 


Capítulo 13 


Ancianos, locos y mendigos, ¡a la 
cárcel! 


Centenares de personas mayores de edad, afectadas de demencia senil, enfermos mentales que han 
dejado de tomar la mediación y en una situación de delirio ocasional han amenazado a sus familias, 
mendigos que no tienen dónde caerse muertos, señoras con problemas de depresión recurrente... 
Todos ellos, los elementos más indefensos de la sociedad, en un momento u otro, han sido víctimas 
de la Ley contra la Violencia de Género. Y es que una policía robotizada, adiestrada para actuar 
como autómatas, siguiendo un protocolo de intervención hecho por una mente cuadriculada tiene 
derecho a equivocarse y de hecho lo hace todos los días. De donde se deduce que gran parte 
del tiempo que podría dedicarse a la investigación de los auténticos maltratadores, a su detección 
precoz, se pierde en intervenciones policiales que no llevan a ninguna parte mientras los verdaderos 
asesinos de mujeres campan a sus anchas y muy pocas veces son identificados y detenidos en las 
horas previas a la perpetración de sus horrorosos y execrables crímenes. De esta manera, quien 
fracasa no es el sistema judicial ni el Código Penal ni la Policía. Cada vez que una mujer es 
asesinada mientras centenares de policías están dedicados a las tareas que se describen en este 
capítulo, es también un fracaso de la sociedad entera. 


Pedro Sanz y Patricia Arapiles, ambos de ochenta y cinco años de edad, eran al final de sus días dos huesos 
vivientes. Pesaban 45 y 34 kilos respectivamente y, como muchas de las parejas de su edad, andaban como el 
perro y el gato. 


Vivieron hasta su muerte, ocurrida en 2005, en la calle Alberto Alcocer del barrio de Chamartín de Madrid. 
Pedro había sido intervenido quirúrgicamente 20 años antes de un cáncer de garganta que se había resuelto 
con la extirpación del tumor y una laringectomía. 


Desde entonces, se expresaba verbalmente con dificultad'] Cada vez que necesitaba hacerse entender, el 
nerviosismo y la angustia se hacían patentes en su rostro, como en la mayoría de las personas a las que les 
han quitado parte de las cuerdas vocales y hablan por la garganta. 


La enfermedad de uno de los cónyuges y el estado senil de ambos, a veces, hacía difíciles las relaciones de 
pareja. Un día, al salir a la calle a dar un paseo, a Patricia Arapiles le dieron uno de esos periódicos gratuitos 
que se reparten en los barrios. 


Una rápida lectura le bastó para darse cuenta de que había una solución a los problemas que tenía con 
su marido. Allí, al lado mismo de su casa, había una oficina del Instituto Municipal de la Mujer donde, 
gratuitamente, se ofrecían a ayudarla. 


lMuchas personas a las que se les extirpa un tumor canceroso en la garganta, con la eliminación de las cuerdas vocales, 
prácticamente tienen que aprender a hablar de nuevo. 
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Convencida de que las psicólogas y asistentes sociales del centro tienen la varita mágica que le van a resolver 
el problema del marido, a la mañana siguiente se presenta en la oficina. La escuchan pacientemente, elaboran 
varios informes de manera burocrática, le piden el carnet de identidad, lo fotocopian y le dicen: 


-Firme aquí. 


Patricia Arapiles estampa su firma al pie del documento y les da las gracias a las jóvenes por la paciencia y 
la amabilidad que han tenido con ella. Antes de despedirse, en la puerta del centro, le dicen: 


-Usted váyase tranquila a casa y descanse. A partir de ahora, nosotras nos encargamos de todo. 
Y vaya si se encargaron. 


Era el mes de junio y el sol, en su plenitud, lo inundaba todo. A las dos de la tarde de ese día, Jesús Sanz de 
Arapiles había quedado en tomarse una cerveza en una terraza al aire libre con su amigo Eugenio Sánchez 
Suárez, canario, piloto de Iberia y simpatizante de la Asociación Pro Pueblo Saharaui. 


De pronto, sonó el teléfono. Escuchó la voz de su madre, que vivía a unas pocas manzanas de distancia. Le 
hablaba en un tono de angustia y desesperación. 


-Jesús, vente en seguida, que aquí está la Policía. ¡Quieren llevarse a tu padre! 
-Pero ¿ha hecho algo?, ¿qué ha pasado? 


-Nada, que vi un anuncio en el periódico y me acerqué a lo de la mujer a contarle lo mal que nos llevamos tu 
padre y yo. Y ellas han mandado a los agentes a buscarle. 


En un santiamén, Sanz Arapiles se planta en la casa de sus padres. Habla con la Policía y se entera de que, 
efectivamente, hay una denuncia firmada por su madre por supuestos malos tratos y amenazas. 


-Tenemos que llevarnos a su padre. No nos queda más remedio. 

-Ustedes de aquí no se llevan a nadie -protesta Sanz Arapiles. 

-Lo sentimos. Es lo que ordena el protocolo en estos casos. 

-Pero ¿ustedes qué son?, ¿robots o qué? ¿No ven el estado de postración en que se encuentra mi padre? 


Como los policías insisten, Sanz Arapiles se vuelve hacia su amigo Eugenio Suárez, el piloto de Iberia, que 
acababa de pasar por un trance de divorcio, le guiña un ojo, se vuelve a los policías y les dice: 


-He venido con un mediador social. No se preocupen ustedes que este señor lo va a arreglar todo. 


Como no hay ninguna otra persona en la casa, Suárez se da cuenta de que el «mediador social» es él y se 
siente obligado a intervenir. 


-Venga, Patricia y Pedro. Levántense los dos y dense un beso. ¡Que vean estos señores que se quieren, que 
todo ha sido un malentendido! 


La pareja, chapada a la antigua, se niega a besarse en público. Suárez insiste. 
-Cójanse de la mano. ¡Venga Patricia, no sea tímida, que se llevan a su marido! 


Los dos ancianos acabaron pasando por la humillación para ellos de tener que besarse y abrazarse ante la 
policía. El hijo de la pareja no puede contener su indignación. Repite: 


-A mi padre no se lo llevan ustedes porque se muere. Dígale a la jueza que a las cinco me presento yo en 
los Juzgados de la plaza de Castilla. Pero no con mi padre, sino con mi madre. Porque si en esta casa hay 
maltrato es de mi madre hacia mi padre y no al revés. 


Al ver que se trataba de un señor mayor con un cáncer de laringe, que estaba pacíficamente sentado en un 
sillón sin molestar a nadie ni síntoma alguno de violencia, los policías transigieron. 


Y a las cinco de la tarde en punto, Jesús Sanz Arapiles, acompañado de sus hermanas María Teresa y Ana y 
de su madre Patricia cruzan el arco detector de metales de los principales Juzgados de Instrucción madrileños. 
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Al presentarse ante la secretaria, la jueza, que los está oyendo desde su despacho, los invita a pasar inmedia- 
tamente. Tiene sobre la mesa una carpeta azul cuyo contenido acaba de releer. 


-Señora, ¿sabe usted que lo que ha declarado es para que su marido duerma en la cárcel hoy? 

-Yo no sabía nada. Lo que hice fue desahogarme con unas señoras que me trataron estupendamente. 
-Pero seguro que ellas tomaron nota de todo lo que usted les contó y usted firmó la declaración. 

-Sí, es cierto que firmé unos papeles. 


La jueza repasó de nuevo el informe del Instituto Municipal de la Mujer, observó a Patricia Arapiles y se 
encontró frente a una anciana asustada y temerosa, inconsciente de que al ir a contarles su problema a aquellas 
«adorables mujeres» que la atendieron había firmado una denuncia en toda regla contra su marido. 


-Su marido, tal vez sea mayor que usted y no puedo mandarle a la cárcel. Pero lo que ha dicho usted aquí es 
suficiente, por lo menos, para que lo enviara a vivir fuera de su casa. ¿Quiere usted echar a su marido de su 
lado? 


-No, no. ¡Por Dios! 

-Pues lo va a pasar mal, sobre todo, por el puñetero Ministerio Fiscal -anuncia a Arapiles. 

-Sí, sí -asiente la jueza con la cabeza. 

-Pues sí, ése es el problema. Cuando se presenta el Ministerio Público echan de la sala a los hijos. 
Previamente, Arapiles se enfrenta a su madre. 


-Recuerda que si aquí hay maltrato, quien ha maltratado verbalmente eres tú, que no le dejas un rato 
tranquilo, que te pasas la vida pinchándole. Y ten mucho cuidado con lo que te pregunte la puñetera fiscal. 
Son unos malvados y le quieren echar de la casa. 


-Oiga, ¿qué dice usted? -Protestó el representante público. 


-Lo que me da la gana. ¿O es que no puedo pensar que son ustedes unos malignos que se dedican a romper 
familias sin tener en cuenta las consecuencias? -protestó el primogénito de la familia. 


Media hora después, su madre retiraba la denuncia y el asunto se archivaba definitivamente. 


El marido, Alfonsd?] era un inválido de ochenta y cinco años y la mujer, Aurord?| una ama de casa de setenta 
y cinco. Un día, mientras estaban en su casa de Getafe viendo «Salsa Rosa» en la televisión, la mujer escuchó 
que si se divorciaba del marido, al estar sus hijos emancipados y casados, le correspondía la mitad de la 
vivienda. Se lo comentó: 


-Voy a dejarte. Ya sabes que la mitad de la casa es mía. 
-De eso nada. A mí me corresponde la mitad y un poco más. 


La mujer interpretó que la expresión «un poco más» quería decir que iba a matarla y a quedarse con todo 
y presentó una denuncia ante el Juzgado de Instrucción número 5 de la localidad. El juez concluyó que se 
trataba de un caso de violencia de género y se inhibió a favor del Juzgado encargado de tramitar estos asuntos. 
Y allí tuvo que comparecer a las veinticuatro horas la pareja de ancianos. 


-Yo lo que quiero es salir divorciada de este hombre al levantarme de esta silla -le planteó Aurora al juez. 
-¿Y por qué quiere usted eso? 
-Porque lo he visto en la televisión. 


-Señora, para divorciarse de su marido usted puede alegar que es delgado, gordo, que no le gusta o no decir 
nada. Inmediatamente tiene usted tiene el divorcio. Pero si le acusa de malos tratos, tenemos que meterle en 
la cárcel -señaló el juez. 


2 Alfonso es el nombre ficticio de E. R. T. 
3 Aurora es el nombre ficticio de A. M. R. 
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-Sí, pero si es así no me adjudican a mí la casa. 
-Ah, entonces lo que usted quiere es la casa. ¿Tiene algo más que alegar? 
-Sí, que me ha amenazado de muerte. 


-¿Que la ha amenazado de muerte? A ver, qué le ha dicho este hombre que lleva aquí media hora sin abrir la 
boca. 


-Cuando le comenté que me iba a separar de él y le dije que a mí me tocaba la mitad de la casa me respondió: 
a mí la mitad y algo más. 


-¿Y usted considera que ese «algo más» es una amenaza de muerte? 


-Claro. Si no, de qué otra manera iba a quedarse con todo, como pretende. He visto por televisión que han 
matado a muchas mujeres y no quiero ser la próxima. ¡Me separo! 


A continuación, cuando declararon los hijos, todos ellos universitarios, se aclaró el caso. Jamás existieron 
malos tratos entre sus padres. Alfonso era un inválido que se pasaba la mayor parte del día sentado. Era su 
mujer quien realmente lo maltrataba. Todos los días lo mandaba a pasear a los perros. 


Tras recorrer el barrio con los chuchos cogidos de una cuerda intentaba regresar a casa. 


-Anda, no seas vago. ¡Dales una vuelta más! ¡No vuelvas hasta dentro de dos horas o no te abro la puerta! 
-le decía. 


El asunto se ventiló en abril de 2006 en el Juzgado de Instrucción número 3 de Getafe y se concluyó en juicio 
en el Juzgado de lo Penal número 1. Allí quedó demostrado que todo el problema de la pareja consistía en 
que Aurora era adicta a las telenovelas de primeras horas de la tarde y a la telebasura. El marido, jubilado 
desde hacía más de veinte años, era un estorbo que la incordiaba y la hacía perder el hilo de la narración. 


Emilio Azcárrega, el dueño de la cadena mexicana Televisa y el mayor productor del mundo de series de 
televisión, probablemente habría dicho que era una gran razón para divorciarse. 


Antonio Molina, de ochenta y dos años, acababa de levantarse de la siesta cuando su mujer, Ana Benavides, 
de setenta y dos, que estaba haciendo ganchillo, le ordenó imperativa: 


-Baja ahora mismo a por el pan -¡Y no tardes! 


Molina acabó de ponerse los zapatos, se lavó la cara para despejarse, se pasó el peine por el escaso pelo 
alborotado por la siesta y se fue al supermercado OpenCor más cercano. De vuelta a casa con una barra de 
pan se encontró con unos amigos. 


-¿Hace, una partida al dominó? 
-No, que mi mujer me mata -contestó. 
-¡Venga ya! No me digas que a tu edad te vas a dejar dominar por tu mujer. Con lo fuerte que eres. 


Picado en el amor propio, Antonio entró en el bar y se pasó hora y media jugando al dominó. Cuando regresó 
a su domicilio la bronca que le cayó por llegar tarde fue monumental. 


-Déjame ya. Cualquier día me coges de mal humor y te mato -protestó. 


Fue más que suficiente. Un cuarto de hora más tarde la policía se lo llevaba detenido por malos tratos y 
amenazas a Ana Benavides. Desorientado, confuso, aturdido, sin saber por qué estaba preso se pasó tres días 
llorando acurrucado en un rincón del calabozo hasta que el lunes a primera hora lo llevaron ante el juez. En 
ese período no comió ni bebió nada, y perdió cuatro kilos de peso. A la entrada al Juzgado se desvaneció y 
se le abrió una brecha en la frente. Tuvieron que curarlo y, una vez recuperado, pasó de nuevo ante el juez 
sin dejar de llorar en ningún momento. 


-¿Pero qué ha hecho usted, hombre? -le preguntó. 
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-Nada. Decirle a mi mujer que no me maltrate más porque llevo siete años, desde que me jubilé aguantando 
su malhumor. Que un día me puede coger enfadado y sin querer puedo darle un mal golpe e incluso matarla, 
algo de lo que me arrepentiría toda la vida. 


-¿Cuántos días lleva sin comer? 

-No sé, me han quitado el reloj -contestó Antonio. 

El magistrado de Violencia de Género lo dejó inmediatamente en libertad. 
-Llévense inmediatamente a este hombre a casa. ¡Y espero que no le pase nada! 


Parecían la pareja ideal, como sacada de un cuento de hadas. Habían acudido a la boda de su sobrina con 
toda la ilusión y la alegría del mundo. Ella, con zapatos de tacón aguja y un largo vestido azul de Gianni 
Versace, y él, de traje azul marino, como casi todos los caballeros. 


Ya dentro de la iglesia, a ella se le rompió uno de los tacones y se dio de bruces en el suelo. Una legión de 
convidados se lanzó a ayudarla a ponerse en pie. 


No tenía marcas visibles de golpes, pero Amelia Sánchez Albarracín no dejaba de acariciarse una de las 
mejillas. 


-¡¿Te has hecho algo? ¿Te duele? -le preguntó su marido. 
-Un poco. Ha sido un ligero golpe en la barbilla. Se me pasará. 


Más tarde, los dueños del catering que servía el convite le llevaron hielo para combatir la inflamación. Pero 
el dolor no remitía y sobre las doce de la noche Amelia tenía la mejilla más inflamada que un melón. 


Con gran dolor en su alma, decidieron dar por terminada la fiesta y marcharse a casa. Lo hicieron cuando 
aún la mayoría de los invitados pensaban que la noche era larga y estaban dispuestos a disfrutarla hasta la 
madrugada. 


De regreso al hogar, pasaron por un centro de salud para ver si les suministraban un antiinflamatorio o algún 
tipo de calmante para el dolor. Le atendió un médico joven, amable. 


Al ver el moratón en la mejilla de la señora, el médico echó una mirada asesina a su marido, Alberto Rodríguez. 
Comenzó a palparle la herida. 


-¿Le duele aquí? ¿Le molesta en este otro lado? 


Al acabar la exploración y ver que no había huesos rotos ni lesiones internas, el médico de guardia emitió su 
diagnóstico: 


-No es nada, una simple contusión. Se le bajará en dos o tres días. A continuación le preguntó: 
-¿Tiene usted alguna otra lesión? 

-No -dijo el marido. 

-Sí, creo que me duele también en la cadera del mismo lado -contestó la mujer. 


El galeno hizo que se quedara en ropa interior y que se tumbara en una camilla. Observó ligeramente la lesión 
y dijo: 


-Esos golpes son compatibles con malos tratos. Tengo que dar parte a la Policía. 


-¿Malos tratos? Usted qué sabe. Si me caí en una boda en la Iglesia de la Asunción delante de doscientas 
personas. 


Al médico no le fue suficiente aquella explicación. Descolgó el teléfono y llamó al 112. 


-Tengo un posible caso de malos tratos. Podéis mandar a una patrulla. 
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Al rato se presentó una unidad de la Policía Nacional. Impidieron a Alberto Rodríguez que les acompañara 
conduciendo su propio vehículo y se los llevaron a comisaría para tomarles declaración. El médico les despidió 
desde la puerta presentándoles sus disculpas. 


-Así son las cosas. Yo me limito a cumplir el protocolo. Ojalá se aclare todo. 


En la comisaría trataron de convencer a la mujer para que denunciara a su marido; que no aguantara más 
palizas ni vejaciones. 

-A un hombre así no hay que darle ninguna oportunidad. Cuente la verdad y nosotros nos encargaremos de 
que no se vuelva a acercar a usted en varios años y que no le vuelva a tocar el pelo -le incitaron. 


-¡El pelo! Pero si él no me ha hecho nada, jamás me ha puesto la mano encima -contestó ella. 


-Eso lo decidirá mañana el juez. Por de pronto, esta noche se queda aquí detenido -manifestó uno de los 
agentes. 


-¿Detenido? Esperen un momento que vamos a ver quién se va a quedar detenido. 


Amelia Sánchez sacó el móvil (a su marido se lo habían quitado) y llamó a uno de sus amigos que se encontraba 
aún en la celebración. Media hora después. Cerca de cuarenta parientes y amigos de la novia se presentaban 
en el establecimiento policial. 


Todos ratificaron la versión de la mujer y el policía de guardia rompió la denuncia. Al salir por la puerta de 
la comisaria, indignado, Alberto Rodríguez protestó: 


-Mañana los llevo al Juzgado de Guardia por detención ilegal. 


-Detención no, retención -protestó el policía-. De todas maneras, sepa que yo sólo cumplo órdenes. Las 
llamadas al 112 se quedan grabadas y no tengo más remedio que actuar. ¿Y si le hubiera pegado usted a su 
mujer, si hubiera sido un maltratador? 


Todos los hombres son culpables, mientras no se demuestre lo contrario. 


Esa noche jugaban el Real Madrid contra el Arsenal de Londres la Liga de Campeones en el viejo estadio 
de Highbury con todas sus estrellas: Raúl, Zinedine Zidane, Ronaldo, Sergio Ramos, David Beckham, Iker 
Casillas y el resto del equipo. 


Carlos Saura Luján no quería perderse el partido y así se lo dijo a su mujer. Pero Eva Nava Sánchez, su 
mujer, no estaba dispuesta a dejarle disfrutar el partido de vuelta, que eliminaría definitivamente al club 
blanco de la competición. 


-Hoy te toca bañar al niño -le dijo enfadada. 
-Pero ¿por qué? Si siempre lo bañas tú. 


Y sin decir palabra se sentó ante el televisor y se puso a ver el encuentro. Pero Eva no podía consentir que 
la abandonara por una competición deportiva y le dijo que se iba a la cama. 


-Encárgate del niño, ¿quieres? -le espetó. 


Su marido se enfadó y acabaron discutiendo. Parece ser que le dijo incluso que la iba a matar. Eva Nava se 
fue entonces al balcón de la casa y desde allí llamó al 112. Diez minutos después se presentaba la Guardia 
Civil y se llevaba a Carlos detenido. 


Al día siguiente, en el Juzgado de Violencia de Género, su marido fue acusado de malos tratos y se negó a 
aceptar un «juicio de conformidad». Pese a todo, se le impuso una orden de alejamiento que diez días más 
tarde su mujer pidió que quedara sin efecto. La pareja se reconcilió y volvieron a vivir juntos. 


El 22 de septiembre de 2006 se celebró la vista oral en el Penal número 2 de Toledo. Carlos Saura relató los 
hechos tal y como habían ocurrido, negando que amenazara a su mujer, y Eva Nava se acogió a su derecho 
de no declarar, con lo que la pareja salió cogida del brazo del juzgado. 
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-Y ahora, ¿ya puede ver el fútbol? -le preguntó el juez, Víctor Rafael Rivas Carreras, al final de la vista. 


-Sí. Soy del Sevilla. Son los únicos partidos que no me pierdo. Por un simple encuentro de balompié podría 
haber perdido a su familia. 


Aquél no fue su día de suerte. José Manuel Camino Ruiz, un constructor de la zona de Las Olivas, en la 
autovía de Toledo a Madrid, le dijo a su mujer: 


-Voy a salir un momento. Quiero ver si cobro el alquiler del apartamento número 2, el de Jesús Muñoz, que 
lleva tres meses sin pagar. 


Y salió, pero en lugar de llamar a la puerta del número 2 se metió en el apartamento número 6, adonde le 
esperaba su secretaria, Paloma Roldán. 


Eran las ocho de la tarde del 3 de noviembre de 2005. Dos horas y media más tarde, a las 10.30, su mujer, 
María Jesús González, comenzó a impacientarse y lo llamó varias veces al móvil. Como no contestaba, salió 
a la calle y vio su coche aparcado junto a casa. 


Inquieta, anduvo unos cien metros y llamó a la puerta del inquilino moroso. 
-¿Has visto a Manolo? 
-No, por aquí no ha estado -contestó él. 


Siguió investigando por la zona hasta que alguien le cotilleó que le había visto entrar en el apartamento de 
Paloma. A su mujer se le encendió entonces una luz. Su marido se la estaba pegando con su secretaria. 


Ni corta ni perezosa se plantó ante su apartamento y llamó al timbre. Pero aunque había luz en el interior 
no le abrieron. Decidida a pillarle con las manos en la masa, recurrió a un vecino, Domingo García Ramírez, 
que se prestó a llamar a la puerta mientras ella se mantenía oculta a una prudente distancia. 


En el momento en que se abrió la puerta y divisó la figura de Paloma enmarcada en el dintel, María Jesús se 
le echó encima como una leona, dispuesta a defender su matrimonio. 


-¿Está aquí mi marido? -le preguntó. 
-No -gritó Paloma. 
-Déjame que pase y lo compruebe -protestó María Jesús. 


Paloma intentó cortarle el paso y como no pudo la agarró por los pelos e intentó, al parecer, darle un par de 
rodillazos. 


Las dos mujeres se enzarzaron en una pelea y María Jesús González, a fuerza de empujones, logró introducirse 
en la casa. Según su versión se encontró a su marido desnudo y tumbado en la cama boca arriba. 


-¡Puta, más que puta! ¿Qué quieres, destrozar mi matrimonio? 
-Puta tú, ¡zorra, más que zorra! 


Las mujeres volvieron a enzarzarse en una pelea y como estaban a punto de hacerse daño José Manuel 
Camino Ruiz saltó de la cama y, en calzoncillos, se metió entre las dos con el objetivo de evitar que se 
siguieran golpeando. En el forcejeo cogió a su mujer por los brazos y le dio un fuerte apretón para que se 
tranquilizara. 

-Estás loca, aquí no ha ocurrido nada, esto no es lo que te imaginas. 

-No, si yo soy tonta. Seguro que lo que ha pasado es que se te han manchado los pantalones. Te los quitaste 
para que ella te los limpiara. 


-Si sólo hemos estado viendo la televisión -intentó explicar José Manuel Camino. 


El 22 de septiembre José Manuel Camino y Paloma Rollán comparecían como autores de un delito de agresión 
y otro de amenazas ante el Juzgado de lo Penal número 2 de Toledo. 
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-Mi ex marido me gritó que me iba a enterrar y que me iba a matar -le dijo al Tribunal. 


Los testigos, sin embargo, no corroboraron estas amenazas. Tanto Domingo García Ramírez como Víctor 
García Moral reconocieron que el acusado, muy nervioso y en calzoncillos, se había metido entre las dos 
mujeres con afán de separarlas, y que por ello había cogido a María Jesús por los brazos. 


-¿La zarandeó? -preguntó el fiscal. 


-Sí, me zarandeó. Y la mujer que estaba en su compañía me dio un primer rodillazo en mis partes y luego 
otro más. 


Las lesiones de la víctima habían tardado cinco días en curar. De este modo, el Ministerio Público calificó 
los hechos como un delito del artículo 153 del Código Penal (Violencia de Género) y pidió un año de cárcel 
para el hombre. 


-Como ves, a los hombres nos sigue perdiendo la bragueta -le dice el fiscal al autor al finalizar la vista. Al 
cierre del libro la trifulca estaba pendiente de sentencia. 


Magdalena C. F., de 82 años, comenzaba a presentar los primeros síntomas de demencia senil, un principio 
de la enfermedad de Alzheimer, no podía valerse por sí misma y su único hijo soltero, que vivía con ella, 
padecía el síndrome de Down. 


Así que sus otras hijas, Magdalena, Concepción, Nuria y Piedad P. C., a las que sus ocupaciones impedía 
hacerse cargo personalmente de su progenitor, en lugar de llevarla a una residencia de ancianos, optaron por 
la solución más humanitaria. 


Se entrevistaron con varias mujeres ecuatorianas y bolivianas que estaban dispuestas a encargarse del cuidado 
de su madre y seleccionaron a la que les pareció mejor de todas, Rocíd!] ecuatoriana, veinticinco años. Era 
una chica culta y espabilada que, al primer día, les propuso: 


-¿Podría traer a mi novio a dormir a la casa? 
-Mujer, eso por estos pagos no se estila. 


-No, si yo lo decía por estar más tranquila. Imagínese que una noche la señora se pone mala. ¿Qué hago yo 
sola en esta casa tan grande? El, que sabe conducir, podría ir a por el médico, por medicinas. ¡Qué sé yo! La 
mano de un hombre fuerte nunca está de más. 


Empezó a trabajar en marzo de 2004 y los primeros días todo fue a pedir e boca. Cada vez que una de las 
hermanas acudía a visitar a su madre, y lo hacían a diario, la encontraban bien atendida. La «enfermera» 
ecuatoriana la levantaba todos los días de la cama, le cambiaba los pañales, le ayudaba a ducharse y a vestirse 
con ayuda de personal de la Cruz Roja y le daba la comida. 


Como Magdalena C. F. no podía andar, la llevaba en una silla de ruedas y se comunicaba con ella por gestos 
ya que tampoco podía hablar. Un accidente cerebral la había dejado sumida en tal lamentable estado de 
postración. 


El 29 de abril de 2004, apenas dos meses después del ingreso de Rocío en la casa, las hijas de Magdalena 
observaron algo raro. Su madre presentaba hematomas en los muslos y un dolor intercostal. 


-¿Qué ha pasado. Rocío? 


-¡Ay, señoras, no saben el disgusto que tengo! La señora se ha caído de la cama. No sabía cómo decírselo a 
ustedes. 


Sin embargo, al llevarla al médico para que atendiera la dolencia que presentaba en el costado, el facultativo 
se quedó pensativo: 


-¿Confían ustedes en las personas que están al cuidado de su madre? 


4Rocío es el nombre ficticio de Jenny P. T. M. 
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-Por ahora sí. No tenemos queja. ¿Por qué lo dice, doctor? 
-Los hematomas de los muslos. Parecen pellizcos. 


Al acabar de desnudarla para explorarle el pecho se descubrieron los malos tratos y vejaciones a que había 
sido sometida la anciana. En la areola de la mama izquierda había una tumefacción y un enrojecimiento. 


-Esto es un pellizco. 


Las cuatro hermanas acudieron inmediatamente al Juzgado de Instrucción número 1 de Yecla y presenta- 
ron una denuncia. El hijo que padecía síndrome de Down quedó inmediatamente descartado como agresor. 
Adoraba a su madre. 


La intervención de la Policía puso las cosas claras desde el primer momento. Estando a solas con la víctima, 
Rocío la tiró contra un armario, le dio patadas y le pellizcó los pezones. Una humillación y una vejación 
tremenda para una persona que no podía hablar, moverse ni valerse por sí misma. 


La vista oral se celebró sin la presencia de la víctima, que falleció el 29 de marzo de 2005. Sirvió para 
corroborar todo lo ya conocido por la policía y el Juzgado de Instrucción de Yecla. La jueza advirtió en la 
conducta de la imputada la agravante de alevosía y otros no contemplados en el Código Penal como el de 
brutalidad e ingratitud, al haberla arrojado contra un armario, pateándola ya en el suelo y pellizcándola 
en una mama, pese a haber sido acogida en la casa casi como parte de la familia junto con su compañero 
sentimental. 


El 22 de noviembre de 2005, Rocío fue condenada a un año de prisión y a una inhabilitación especial para 
el servicio de empleada de hogar o cuidadora de personas desvalidas durante el tiempo de la condena. Se 
la absolvió del delito de violencia habitual, al verificarse que sólo maltrató a Magdalena C. F. una vez. Lo 
suficiente para que no volviera a levantar cabeza hasta su muerte, según narraron sus hijas en el plenario. 


El 10 de septiembre de 2005 Nora Beatriz Vélez López llegó algo bebida y bastante alterada a su casa. Pero 
eso no fue lo más grave, no sabía dónde había dejado a su hija] 


Su compañero sentimental Marco Vinicio Gallegos Reasco, con el que había convivido siete años, hizo todo 
lo que pudo para calmarla. Trató por todos los medios de hacerle recordar qué había pasado con la niña. 
Como no lo consiguió, fruto de la desesperación, le gritó y entonces se inició una pelea entre ambos. 


Aquel mismo día, Nora presentó una denuncia contra su ex compañero sentimental. Según ella, la había 
atacado. Al día siguiente acudió al médico forense, quien, tras observarla, certificó que la paciente presentaba 
«fascies escoriativa en el muslo izquierdo», producto, probablemente, de una lesión o de policontusiones. 


Sin embargo, en la vista oral celebrado el 3 de junio de 2006, la denunciante se negó reiteradamente a 
declarar en contra de su ex compañero sentimental, como hacen la mayoría de los ecuatorianos, venezolanos, 
dominicanos, colombianos y peruanos que se encuentran residiendo en España, en situaciones similares. 


-Le recuerdo a la denunciante su obligación de declarar -protestó el fiscal, viendo como toda la acusación se 
le venía abajd'] 


-No voy a hacerlo. He vivido siete años con este señor, tiene permiso para ver a mi hija cuando quiera, ella 
le considera como un miembro de la familia y no creo que yo deba romper esa relación. 


-Si la denunciante mantiene esa actitud, le advierto que solicitaré se deduzca testimonio en su contra por 
delito de obstrucción a la justicia. 


-Señoría, yo no quiero declarar -reiteró Nora Vélez. 


5Hija de una relación anterior de la mujer 

6Como ya se ha reiterado, los altercados y riñas, como los que estamos viendo en este capítulo, que constituyen más del 
90% de las actuaciones de los Juzgados de Violencia de Género son considerados por la Ley 1/2004 delitos perseguibles por el 
Ministerio Público, aunque se hayan producido en el seno del hogar y sin testigos. El fiscal tiene instrucciones del fiscal general 
del Estado de pedir en todos los casos la pena máxima que permite la ley e incluso los subtipos agravados. 
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«A falta de un relato sobre cómo se produjeron las lesiones, que bien pudieron causarse por los efectos del 
alcohol o por el estado de alteración de la testigo, como sugiere la defensa, la insuficiencia de la prueba de 
cargo ha de resolverse a favor del imputado mediante una sentencia absolutoria», decretó el magistrado Sáez 
Valcárcel. 


El fiscal, que había pedido las penas de un año de prisión, prohibición de tenencia y porte de armas por dos 
años y seis meses, alejamiento de la víctima y prohibición de acercamiento por tres años, accesorias y costas 
por una simple riña familiar, ocasionada por una señora que había perdido el sentido hasta el punto de no 
recordar dónde había dejado a su hija, se quedó con dos palmos de narices. 


El presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, el ministro de Justicia, Juan Fernando López 
Aguilar, y el de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera, a la vista de las sentencias publicadas hasta aquí, 
deberían pensar para qué sirve la Ley contra la Violencia de Género cuando son las propias víctimas, las que 
en más de un 70%, la rechazan. Pero hay más, ¡vaya si hay más! 


A Gustavo Fajardo, abogado colombiano del turno de oficio de Madrid, le tocó, en 2004, defender en la 
Audiencia Provincial de Madrid a un hombre acusado de exhibicionismo. 


Los hechos habían ocurrido meses antes. Antonio Sánchez Almagro, de cuarenta y tres años, un exhibicionista 
habitual pero inofensivo, aprovechando la presencia de unas señoras, salió detrás de un camión con su miembro 
viril al aire. Al pasar las mujeres comenzó a hacer ostentación de él y a gritar para llamar la atención. 


-Ay, ay, ay, ay. 

Alarmadas por lo que suponían un delito contra la «libertad sexual» las mujeres acudieron a comisaría. El 
exhibicionista fue detenido inmediatamente y, en un clima enrarecido por los asesinatos de mujeres, llevado 
a juicio. 

En el momento en que se celebró la vista oral el abogado, un profesional con grandes recursos dialécticos, 
se encontró con que la sala encargada de juzgar los hechos estaba integrada en su totalidad por mujeres. 
Además, por si fuera poco, el fiscal y la secretaria de la sala pertenecían también al género femenino. Decidió 
entonces sacar provecho de esta situación. 


-¿Es cierto que usted vio a mi cliente salir con el pantalón bajado enseñando su miembro viril? -le preguntó 
a una de las denunciantes. 


-Sí, señor letrado. 

-Tiene usted declarado que gritaba «ay, ay, ay, ay». ¿Es cierto? 

-Sí, más que gritar chillaba. 

-¿Agredió a alguna de ustedes, intentó tocarlas o violarlas? 

-No, en absoluto. 

-¿No es más cierto que al verlas echó a correr a esconderse detrás de la caja del camión? 
-Sí, efectivamente, salió corriendo a esconderse detrás del camión. 


-Han declarado ustedes ante el Juzgado de Instrucción que mientras les mostraba el miembro viril se lo 
sacudía con la mano, ¿es cierto? 


-Sí, señor, muchas veces. Se sacudía el pene y gritaba para llamar la atención. 
-Se lo sacudía muy fuerte, de una forma casi violenta, ¿no es cierto? 
-Efectivamente. 

Tras la prueba testifical, el letrado hizo su informe verbal a la sala. 


-Señorías, declaro que mi defendido es inocente, víctima de la más dura y criminal injusticia no por mala fe 
de las denunciantes, pero sí como consecuencia de la ignorancia de unas señoras que por un error humano se 
sienten ofendidas. 
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«Estas señoras, con toda la buena fe del mundo, han confundido a un señor honorable, con problemas de 
próstata, con un vulgar exhibicionista. Es cierto que está prohibido por las ordenanzas municipales y que 
además no es de buena educación orinar en la calle. No es menos cierto que la próstata no perdona, es el 
látigo de los hombres, la necesidad de vaciar la vejiga es frecuente, se presenta de improviso y obliga a los 
hombres a hacer pis en cualquier lugar. 


Pero lo que estas señoras vieron en realidad fue a mi cliente correr al frente del camión como alma que 
lleva el diablo a vaciar su vejiga. Y por eso, cuando se sintió descubierto, presa de un pudor de una persona 
tímida, recatada, corrió como alma en pena a ocultarse en la parte trasera del camión. 


Es cierto que mi cliente gritaba «Ay, ay, ay, ay». Pero no lo hacía para llamar la atención de las señoras, 
como un vulgar exhibicionista. Chillaba de esa forma por el tremendo dolor que la orina produce al salir por 
los uréteres y el conducto del pene. 


Tampoco ha negado mi cliente que se lo sacudiera. Es más, delante de esta sala ha reconocido que se la 
sacudía violentamente, incluso produciéndose dolor». 


El letrado no pudo continuar el informe. La presidenta del tribunal había empezado a sonreír contagiando a 
toda la sala. Medio minuto después era el tribunal entero el que no podía contener la risa. Ante la imposibilidad 
de continuar, la presidenta ordenó un receso. Media hora más tarde, se reanudaba la sesión. 


-Como decía anteriormente, es cierto que mi cliente se sacudía su espada viril violentamente. 

-¿Cómo ha dicho usted? -preguntó la presidenta de la sala. 

-He dicho su espada viril. 

De nuevo el estrado entero prorrumpió en carcajadas. Serenados los ánimos, la presidenta del tribunal ordenó: 
-Señor letrado, no es necesario que sea tan explícito. Ahórrenos los detalles. 


-Con todo respeto, señoría -continuó en letrado Fajardo, muy serio-, entiendo que el tribunal, al estar cons- 
tituido por mujeres, tiene limitaciones para juzgar el caso. Y tiene limitaciones porque la ley establece que 
los tribunales, al juzgar, además de emplear las reglas del Derecho, deben aplicar sus conocimientos de la 
experiencia en la valoración de la prueba. Y aquí, objetivamente, sus señorías ignoran lo que es un problema 
de próstata y la necesidad de sacudirse el miembro viril para eliminar los restos de orina. 


Otra vez la sala se convirtió en un festival de risas. Ante la persistencia del letrado le dejaron continuar: 


-Por eso, yo debo exponer con todo género de detalles que la lesión de próstata impide que la orina tenga 
dinámica propia para ser expulsada, la próstata obstruye los conductos de la micción y que hay que sacudirse 
el pene violentamente para que la orina salga al completo y no mancharse los pantalones. -Y concluyó-: 
Señorías, este señor no es un exhibicionista. Todos y cada uno de los actos que realizó son los de un enfermo 
de la próstata. ¿Vamos a condenar a un enfermo? Aquí está el certificado médico de su enfermedad. 


Antonio Sánchez Almagro no fue condenado por exhibicionismo gracias a la peculiar y pintoresca defensa de 
un abogado con recursos dialécticos, que antes había sido juez central de Instrucción en Colombia, guerrillero 
del M-19 y su portavoz en Europa. 


¿Cuántas mujeres practican a diario un cierto exhibicionismo en España en la calle, en pasarelas de moda, 
en las revistas de lencería, en programas de televisión y en playas no nudistas? ¿Cuántas son condenadas por 
ese «delito»? 


Una encuesta realizada entre mujeres por la Universidad de Sao Paulo (Brasil) revela que al 68% de las 
mujeres les agrada exhibir su cuerpo desnudo frente al varón. Un estudio de la Universidad de Columbia 
(Nueva York) destaca que el 94% de las jóvenes estudiantes suelen frecuentar las playas nudistas cuando se 
van de vacaciones para exhibir sus pechos operados ante los varones. 


La Ley contra la Violencia de Género, en España, condena la publicidad sexista, en la que se utiliza el cuerpo 
de la mujer -que cobra un buen dinero- como reclamo para vender coches, lavadores o apartamentos en la 
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playa. En cambio, no entra en otro asunto más turbio y lacerante para la mujer: el negocio de la prostitución 
y mucho menos en las redes de «traficantes del sexo» que se benefician de la explotación sexual de la mujer. 


El domingo 17 de septiembre de 2006 el diario La Vanguardia de Barcelona dedicaba su contraportada a un 
personaje singular, el psiquiatra José Luis Linares, sesenta años, casado varias veces y hombre de izquierdas. 


-Los hombres y mujeres somos criaturas amorosas y maltratantes. Aplicar sólo control policial al matratador 
genera maltrato. La terapia a tiempo lo previene y neutraliza -explica. 


A continuación, el protagonista le pregunta: -¿Ha sido usted maltratador? 


-Pues claro que sí. Soy humano. Alguna vez he perdido la paciencia con mis hijos y me he puesto borde. Soy 
una criatura amorosa pero, a veces, maltratante. 


-¿Se le ha ido la mano alguna vez? 
-Sí, he zarandeado a mis hijos. 
-¿Bofetadas? 


-No. Pero mi padre me dio algunas y era un gran padre. En su época pegar a un hijo para corregirle no 
significaba lo que hubiera significado que yo pegara a los míos. 


-¿Son tan maltratadoras las mujeres como los hombres? 


-Por supuesto. El maltrato es algo más complejo que la caricatura del macho con sus bíceps zurrando al débil. 
Las mujeres tienen sus armas y una gran capacidad de infligir daño psicológico y relacional. 


-Pero las que mueren son ellas. 


-En parte porque se están haciendo las cosas mal. La Ley Integral contra la Violencia de Género evidentemente 
no funciona, no resuelve los problemas de las muertes. 


-Al menos no asesinan a sus anchas. 


-Lo que yo sostengo desde mi experiencia profesional es que recurrir al control policial y judicial como única 
forma de prevenir y afrontar el maltrato sólo genera violencia y a más control más violencia. En realidad 
lo que propicias al aplicar al maltratador medidas policiales es una espiral de locura y violencia. Si tú me 
controlas a mí con policías y jueces yo te controlo a ti con mi fuerza hasta que llegue la forma suprema y 
definitiva de control sobre ti que es asesinarte y, seguramente, después suicidarme. 


-¿Los brazaletes con chip no lo evitarían? 


-Al contrario, convierten al individuo en un bestia que se saltará todos los radares y controles y cometerá la 
suprema forma de inmolación asesinando y suicidándose. 


-¿En qué basa sus afirmaciones, doctorT”] 


-En las estadísticas. Cada vez más, los maltratadores después de asesinar se suicidan o lo intentan. El 
porcentaje se ha elevado con el aumento del control hasta en un veinte por ciento (las estadísticas hablan del 
cuarenta por ciento de suicidios fracasados) de maltratadores suicidas. ¿Realmente nos consuela saber que el 
maltratador se suicida? 


-Si la Policía no nos salva de los maltratos, ¿qué propone usted? 


-Potenciar la terapia cuando la conciliación y el diálogo son todavía posibles. En ese momento podemos evitar 
el maltrato. Pero hay que actuar en el momento oportuno porque cuando el señor llegue con el cuchillo para 
matar y matarse ya no hay nada que hacer, nada que dialogar, y no hay terapia posible. Y ahí me temo que 
el control policial también ha fallado. 


-Y ¡cómo sería esa terapia? 


“Lluís Amiguet en La Vanguardia. Domingo, 17 de septiembre de 2006 
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-Se lo dije al juez Cárdenas. Más que tratar de controlar el maltrato cuando ya es incontrolable, hay que 
prevenirlo potenciando el buen trato. La terapia adecuada desbloqueará los cauces para que fluya el amor y 
los sentimientos bloqueados. 


-¿Amor en un tipo que blande un cuchillo? 


-Sí. No es tan difícil ayudar a tiempo a una pareja que se amó porque incluso en el tipo del cuchillo hay 
un cierto amor. [...] El divorcio no provoca necesariamente el maltrato ya que hay parejas estructuradas, 
jerárquicas y muy ordenadas en las que hay maltrato. Y otras desestructuradas donde es lógicamente más 
habitual. Pero los patrones rígidos no siempre son válidos para tipificar la conducta humana que obedece a 
parámetros muchas veces diferentes. 


La entrevista resume, en líneas generales, muchas de las tesis de este libro y gran parte de lo que opinan 
jueces, psicólogos y educadores entrevistados por el autor. 


Resulta más fácil para la Policía y para los jueces que actúan en aplicación de la Ley contra la Violencia 
de Género seguir dando palos de ciego y organizando razzias cada vez que suena el teléfono y una señora 
angustiada pide ayuda. 
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Capítulo 14 
La nueva quema de herejes 


La Inquisición española, y la no española, llevó a la hoguera a centenares de personas con la santa 
intención de que quemando su cuerpo purificaban su alma y le hacían ganar el cielo. El feminismo 
radical no sólo busca la destrucción del hombre sino callar la boca a cualquier voz disidente. Tras 
copar con el PSOE todos los puestos institucionales, colocando a sus miembros en los organismos 
clave el Estado, pretenden imponer a la sociedad el pensamiento único, lo políticamente correcto. 
Incluso tratan de inventarse el delito de terrorismo informativo para quienes vayan contra sus 
ideas. Sociólogos, periodistas, psiquiatras, profesores universitarios, jueces, padres maltratados, 
y un sinfín de personalidades que discrepan de la Ley contra la Violencia de Género han sido 
satanizados, llevados a los tribunales e incluso echados de sus trabajos. Encima, cualquier político 
de tres al cuarto, que jamás osaría decirle a un abogado cómo tiene que plantear una defensa o a 
un arquitecto cómo debe hacer los cálculos de resistencia de una vivienda, si se siente legitimado 
para “dar lecciones” a toda la profesión periodística sobre la forma en que hay que escribir una 
noticia. Ejerciendo, evidentemente, todo tipo de censuras para elevar a la mujer a los altares y 
situar a los hombres a caer de un burro. 


La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia llevaba apenas unos meses en vigor 
cuando un grupo de padres que se dicen maltratados por el feminismo patológico decidió sacar un artículo 
en la prensa. 


Así, el 22 de diciembre de 2005, el diario El Mundo publicaba un reportaje de Pedro Simón en el que se decía: 
«Mujer, sácale un buen dinero a tu marido, golpéate tú misma». 


La información procedía de la página web oficial defensor-hombre.com, una asociación legal de padres, y sigue 
ahí colgada. Se trataba de un artículo satírico en el que se caricaturizaban las denuncias falsas de algunas 
mujeres y la industria del maltrato montada por varios despachos de abogados de familia. Escrito en plan de 
chufla, el artículo soltaba verdades como puños. 


«Mujer, hunde a tu ex. Ahora, con la inapreciable “ayuda” del sistema, puedes darte el gustazo de hundir 
a tu ex, sacarle un buen dinero, quitarle los hijos y hasta encarcelarle. Aunque te parezca mentira, funciona 
infaliblemente de manera sencilla. 


Si no te corre prisa, espera a darte un golpe que te produzca algún moratón, ve corriendo a cualquier comisaría 
y denuncia que ha sido él quien te ha pegado. Si te urge, bien por estar locamente enamorada de otro o 
simplemente porque sí, golpéate tú misma en una pierna o e un brazo: no duele tanto. » 


El artículo era una simple copia de un texto similar publicado años antes en Estados Unidos por Stephen 
Baskerville, profesor de Ciencias Políticas de la Universidad de Howard (Washington), que no molestó ni sacó 
de sus casillas a nadie. El «plagiador» español proseguía: 
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«No obstante, si te da miedo golpearte, no hace falta que lo hagas; las feministas radicales, lo han previsto 
todo: es suficiente denunciar que te ha zarandeado y dañado las cervicaled!| para obtener del forense un 
excelente informe con el que poder sacarle una preciosa indemnización y un castigo que te satisfará mucho. 


Toma la precaución de asegurarte de que el día de los “hechos”, él no pueda demostrar que estaba de viaje 
lejos de tu ciudad. Lo ideal es que usando tus “artes de mujer” quedes con él con cualquier excusa para 
asegurarte de que a la hora de la “agresión” no pueda justificar que se encontraba con alguien que le sirva 
de coartada. Si te dejas ver con personas inocentes que te conozcan, ¡mejor! Siempre podrás usarlos como 
testigos. 


Si dices que no es la primera vez [y logras engañar a la justicia] conseguirás que se les imponga una orden de 
alejamiento mientras sale el juicio. Si tienes hijos, no te importe el daño que les hagas por dejarles pseudos- 
huérfanos: cuéntales “lo que te ha hecho”; díles que se ha vuelto loco y que le cuelguen el teléfono. Cast seguro 
conseguirás que él se desespere y se acerque a tu casa para hablar con ellos y desmentirlo. Perfecto, ya ha 
roto la orden de alejamiento y puedes meterlo en la cárcel otra vez.» 


El texto, una caricatura grotesca de lo que decenas de miles de hombres han vivido en sus carnes, continuaba: 


No tengas miedo. Las feministas españolas, algunas parapetadas dentro del Instituto de la Mujer con su 
asignación anual de miles de millones y los apoyos de muchos medios de comunicación, se han encargado 
durante años de envenenar a la población en general diciendo cada vez que una mujer es asesinada la famosa 
frase “En lo que va de año han muerto en nuestro país equis mujeres.” Nadie cuenta cuántos hombres han 
corrido el mismo final, aunque algunas veces sean incluso más que mujeres tal como ocurrió en el primer 
trimestre del 2001. 


Volviendo a lo que nos ocupa: en el juicio, salvo honrosísimas excepciones, es muy probable que se condene 
a tu hombre-víctima. Tal vez no sea lo justo, pero así los miembros de la judicatura evitan el “fusilamiento 
público”. Además, a buen seguro, se refugiará en la petición del “Ministerio Fiscal”. La mayoría de los fiscales 
tienen la consigna de destrozar al “siempre-criminal-hombre?”. 


De todas formas, a nadie le extrañará que él tenga que pagarlo de esas caras destrozadas que se han visto 
por la tele, y hasta lo de los talibanes. Si se niega a firmar el acta, peor para él; tal vez le den un “premio” 
extra. 


¡Pero eso no es todo!: Si él no tiene dinero: ¡bingo! Gracias a la “justa y políticamente-correcta sentencia” 
que a buen seguro le endiñarán, dará con sus huesos en la cárcel si no puede pagar la multa. Otra cosa, si 
él quiere obtener un abogado de oficio tendrá que hacer una peregrinación por “tan solo” ocho ventanillas de 
diferentes organismos oficiales para conseguirlo. Y, además, el abogado que le asignen casi seguro le defenderá 
sin esmero por ser consciente de que, haga lo que haga y diga lo que diga, le condenarán, ya que: denuncia 
+ parte forense = denunciado culpable. 


Nada más. Solo animarte a que lo hagas cuantas veces quieras, pues aún en el remoto caso de que descubran 
que mientes, no te pasará nada a pesar de que los jueces tienen obligación de perseguir de oficio las falsas 
denunciasl?] Es más, puedes volver a intentarlo cada poco tiempo, ya que, por el mero hecho de haber sido 
denunciado y aunque le declaren inocente, él seguirá constando en la “Lista oficial de maltratadores” que algún 
espabilado político usa como reclamo propagandístico. Pero no existe lista alguna de falsas-denunciadoras. 
Además las denuncias —aunque tu hombre sea absuelto- se reacumulan y eso le perjudica aún más: ¡Es un 


chollo! 


El único posible inconveniente es que él, al verse atropellado y condenado injustamente, piense que, en las 
cosas de género, la justicia es una farsa y se la intente tomar por su cuenta. Mejor aún, pues entonces sí 
que se pudrirá en la cárcel. ¡Ánimo mujer! Solo puedes salir ganando» 


La publicación de un extracto del anterior texto en El Mundo movilizó en pocas horas a todo el feminismo 
radical de Madrid y de las provincias limítrofes. En lugar de acusar a los autores del texto de narrar una 


1El llamado síndrome del latigazo, muy utilizado por el feminismo, como se cuenta en otra parte del libro. 
2De la acusación y denuncia falsas y de la simulación de delitos. Artículo 456 del Código Penal. «Los que con conocimiento de 
su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad, imputaran a una persona hechos que no son ciertos [...] serán sancionados. » 
Pp q 
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situación habitual en todos los Juzgados contra la Violencia de Género de toda España en un artículo escrito 
en tono de humor, pidieron que se detuviera a los autores y se les condenara por un presunto delito de 
«apología del maltrato». 


Encolerizadas, las representantes de veinte colectivos de mujeres de toda España acudieron a la delegada del 
gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, Encarnación Orozco; a la fiscal especial contra la Violencia de 
Género, Soledad Cazorla y al Ministerio del Interior y presentaron una denuncia contra los responsables de 
la web. 


Pretendían, ni más ni menos, que se investigara y detuviera a los culpables, se les abriera un procedimiento 
sumarial, se les encarcelara, se les prohibiera seguir escribiendo y se diera de baja a la organización Defensor 
del Hombres del Registro de Asociaciones Políticas del Ministerio del Interior. 


Toda una batería de medidas cuyo objetivo último neutralizar cualquier voz disonante, cualquier medio que no 
les sea adicto, todo aquello que no resulte políticamente correcto a los intereses del feminismo para alcanzare 
sus metas cuanto antes. Otras personas han sufrido idéntica «crucifixión», un calvario similar. Veamos sólo 
unos pocos casos. 


El 15 de enero de 2006 Canal 9, la televisión pública valenciana, dentro del programa «Scanner», emitía un 
reportaje bajo el título «Hombres maltratados». En el dossier se exponía, sin ningún tipo de apostillas ni 
comentarios, los problemas que sufrían los hombres tras los procesos de separación y divorcio bastante más 
graves y complejos que los de las mujeres. 


«Yo llevo tres años sin poder ver a mis hijos porque mi mujer los ha encerrado en una casa de acogida y no 
me los deja ver, pese a las órdenes del juez», señalaba una de las víctimas. «Mi caso es más grave. Llevaba 
dos años casado y habíamos comprado una vivienda con una hipoteca a veintes años. Me han quitado la casa, 
tengo que pagar la hipoteca de la misma, no tengo dónde vivir y encima me exigen una pensión de seiscientos 
euros», agregaba otro. 


Al día siguiente, las feministas radicales pusieron el grito en el cielo. Narrar la situación de precariedad y 
miseria de muchos hombres era manipular la realidad. El grupo socialista /*Entesa exigió al director general de 
Radiotelevisió Valenciana (RT VV) que tomara medidas inmediatas para que el asunto no volviera a repetirse. 
Las diputadas Carmen Ninet (PSPV) y Dolors Pérez (EU) acusaron de «frivolizar la violencia de género y 
de emitir afirmaciones falsas». 


Carmen Ninet fue más allá. Denunció que el reportaje acusaba a la Ley Orgánica de Medidas Integrales 
contra la Violencia de Género de convertir al hombre en culpable y de asegurar que las mujeres disponían de 
toda la asistencia legal [gratuita] tras interponer una denuncia y que no así los hombres. Lo cual no sólo es 
cierto. Ocurre todos los días en centenares de Juzgados. 


«Estas afirmaciones son inaceptables. Si el director general de Radiotelevisión Valenciana quiere periodis- 
mo de investigación que informe sobre la corrupción de Orihuela y Torreviejal?| Si quiere espectáculo que 
retransmita el pasodoble del presidente de la Generalitat, Francisco Camps», remachó 


El asunto acabó en la Comisión de Control a Radiotelevisió Valenciana en las Corts (Cortes Valencianas) 
donde los representantes Partido Socialista Obrero Español e Izquierda Unida pidieron el cese de los autores 
del reportaje. La diputada del Partido Popular, Mónica Lorente, en cambio, defendió la profesionalidad del 
director de RTVV y del equipo que hizo el trabajo. 


«La violencia contra las mujeres ocupa ya los principales espacios informativos de todo los telediarios. Recibe 
un tratamiento de prime time en todos los casos en que se produce una noticia al respecto. Aunque la violencia 
contra los hombres sea inferior no podemos minusvalorar el asunto ni mirar para otro lado diciendo que no 
existe, como pretenden algunos sectores radicales», explicó. El hecho, sin embargo, es que la izquierda y el 


3Supuestos escándalos de corrupción de edíles y dirigentes del Partido Popular ligados a la construcción y a la promoción 
inmobiliaria en los que ha intervenido el fiscal anticorrupción. 

4E] presidente Francisco Camps, según salió en los periódicos, encargó al conseller de Cultura, Educación y Ciencia, Alejandro 
Font de Mora, la elaboración de una letra para un supuesto pasodoble dedicado a él. Miércoles, 29 de marzo de 2006. 
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feminismo radical, cogidos de la mano, pretendían que un asunto que no les gusta se quitara de parrilla de 
televisión. ¡Vivan las caenas!. 


«Juzgado de lo Penal número 4 (Murcia). Delito de malos tratos. — sentencia n.? 139. 


Murcia, a dos de mayo de dos mil seis. — Visto, en juicio oral y público, por la ilustrísima señora doña María 
Poza Cisneros, magistrada-juez del Juzgado de lo Penal número 4 de esta ciudad, el procedimiento abreviado 
N.* 373/05 (P.E.R. 84/05), dimanante de las Diligencias Urgentes n.? 152/05 del Juzgado de Violencia 
sobre Mujer de Murcia, seguido por supuesto delito de malos tratos, contra José M. G., nacido en 1939, sin 
antecedentes penales. 


Antecedentes del hecho. 


Primero. Las presentes actuaciones se incoaron en virtud de atestado instruido por miembros de la Policía 
Nacional, por supuesta falta de maltrato, y de dichas actuaciones se dio traslado, en su momento, al Ministerio 
Fiscal, para calificación de los hechos objeto de las mismas. 


Segundo. Decretada la apertura del juicio oral, se dio traslado a la defensa designada y, remitida y repartida la 
causa a este Juzgado de lo Penal, ha tenido lugar, previo señalamiento oportuno por el Juzgado de Instrucción, 
el acto del juicio, con el resultado que consta en acta. 


Tercero. El Ministerio Fiscal, modificando en el acto sus conclusiones provisionales, ha calificado los hechos 
como constitutivos de un delito de maltrato del art. 153.1% del Código Penal, siendo responsable, en concepto 
de autor, el acusado, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, 
solicitando la imposición de una pena de treinta días de trabajo en beneficio de la comunidad, privación 
del derecho a la tenencia y porte de armas por un año, prohibición de aproximación a la perjudicada y su 
domicilio, a menos de 300 metros y a comunicarse con ella, por doce meses y costas. 


Cuarto. La defensa, elevando a definitivas sus conclusiones provisionales, ha interesado la libre absolución 
del acusado. 


Quinto. Al amparo de lo previsto en el artículo 802, en relación con el 789.2, ambos de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, se ha dictado oralmente sentencia, por la que se absuelve de los hechos enjuiciados a José 
M.G, con declaración de oficio de las costas procesales; comunicada la anterior resolución a las partes, han 
expresado su decisión de no recurrirla, por lo que se ha decretado su firmeza. 


Hechos probados: A la vista de lo actuado, se declara probado que, sobre las 11.00 horas del día 24 de agosto 
de 2005, el acusado José M. G., nacido en 1939, sin antecedentes penales, se encontró, en la avenida, con 
su esposa Dolores G. L., de la que está separado, entablándose una discusión entre ellos, por motivos que no 
constan, en el curso de la cual no está acreditado que el acusado agrediera o maltratara a la citada señora. 


[...] Según manifestación del acusado, [al encontrarse en la avenida] fue insultado por Dolores G.Fl limi- 
tándose éste a sujetar por el brazo a la mujer, para evitar ser agredido, negando a su vez toda agresión a la 
demandante. 


[...] La ausencia de parte de lesiones impide afirmar la existencia de una corroboración objetiva que tampoco 
puede hallarse en el reconocimiento de una sujeción [por el brazo] por parte del acusado, que fue quien 
denunció los hechos, con ánimo defensivo. En razón de lo expuesto, procede la libre absolución del acusado, 
anticipada y firme»[?] 


Ésta es una de las muchas sentencias en poder del autor del libro que demuestran que la mujer -con su pérfida 
lengua- puede iniciar una pelea que acabe en los tribunales. Sin embargo, según todas las organizaciones 
feministas y afines, las mujeres no provocan a los hombres mediante insultos. Veamos, cómo se estuvo a 
punto de linchar a un pobre cura que se atrevió a denunciarlo y pusieron de chupa dómine al arzobispo 
García-Gasco. 


5Para no herir la sensibilidad del lector no vamos a reproducir los insultos ni siquiera a pie de página. Como todos los días 
se celebran juicios similares, el lector que quiera instruirse en la materia puede acudir a cualquier Juzgado penal de España. 

SEl autor ha publicado el texto tal como aparece en la sentencia, aunque resulte un tanto farragoso, que quede claro que la 
violencia no es unilateral y que las mujeres, a veces, también insultan. 
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Nunca, ni siquiera en la etapa de Francisco Franco cuando el tercer obispo de Bilbao, Antonio Añoveros 
Ataún, se enfrentó abiertamente al régimen, una hoja parroquial había dado tanto que hablar. Pero mira por 
dónde Gonzalo Gironés, catedrático de Teología de setenta y cinco años, cura-párroco en Valencia sembró la 
polémica durante semanas en toda España. 


En la hoja parroquial Aleluya, que se distribuye en las iglesias valencianas, Gironés, un sacerdote jubilado, 
se atrevió decir en alto, el 12 de febrero de 2006, lo que pensaba de la violencia de género, que coincide 
punto por punto con la sentencia precedente. «Más de una vez las víctimas de malos tratos provocan con su 
lengua [al marido]. Es peor el aborto que la violencia contra las mujeres. El varón, generalmente, no pierde los 
estribos por dominio, sino por debilidad, no aguanta más y reacciona descargando su fuerza que aplasta a la 
provocadora. En el año 2005 hubo 63 mujeres asesinadas a manos de sus parejas en España. Por cada mujer 
muerta a manos de un hombre, hubo 1.350 niños asesinados por voluntad de sus madres. Eso obviamente es 
mucho peor.» 


Esta simple denuncia, obtenida tras muchas horas de confesionario, escuchando a decenas de hombres destrui- 
dos por sus mujeres, que preferían marcharse de sus casas a «cometer cualquier locura» por no poder soportar 
los constantes reproches de su cónyuge, despertó en pocas horas las iras de la comunidad bien pensante. Las 
mujeres son santas y sólo falta que las eleven a los altares. 


Hasta el arzobispo de Valencia, Agustín García-Gasco, tuvo que hacer público un comunicado descalificando 
al sacerdote y echando todas las culpas a los hombres. «Detrás de todos los episodios de la llamada violencia 
de género hay un fracaso educativo esencial: se trata de hombres que no han cultivado, ni siquiera de una 
manera mínima, el respeto por la mujer», señaló el arzobispo recordando una reunión con las asociaciones 
feministas días antes. 


Sin embargo, a la consellera de Bienestar Social, Alicia de Miguel, le pareció «fatal» que cualquier persona 
«justifique o dé algún tipo de credibilidad al maltrato de la mujer». La Red de Asociaciones Feministas contra 
la Violencia de Género, por su parte, anunció que iba a estudiar acciones legales por supuesto delito e apología 
de la violencia de género contra el autor del artículo. 


«Las parejas de hecho, la situación de ruptura y la desestructuración familiar vinculada a la inmigración son 
las causas objetivas explicativas de la evolución al alza del feminicidio» 


Así se expresó en público el presidente de la asociación católica catalana e-cristians, y ex conseller de Agri- 
cultura de la Generalitat Joseph Miró i Ardévol para explicar la violencia de género en Españal"] 


Fundador de la Unió Democrática de Cataluña con Antón Cañellas y uno de los hombres que hizo posible 
la Transición democrática, Miró i Ardevol fue calificado inmediatamente de «ultracatólico» y «retrógrado» 
por quienes se quedaron como gallinas cluecas en sus casas el 23 de febrero de 1981, cuando Antonio Tejero 
Molina asaltó el Congreso de los Diputados y Miró y Ardévol estuvo en primera línea. 


«Ardévol aprovecha la ocasión para criticar la Ley contra la Violencia de Género impulsada por el Ejecutivo 
socialista y aprobada por un amplio consenso en el Congreso el 22 de diciembre de 2004. De ella apunta 
que “no recoge ninguna de las tres causas” que él cita como “fundamentales” para explicar el aumento de la 
violencia sobre la mujer», afirman diversos colectivos en un comunicado. Y añaden: 


«Este representante del lobby católico español vuelve a arremeter contra el texto diseñado por el gobierno de 
Zapatero diciendo que “no ha dado respuesta a las expectativas sociales y a las necesidades de las víctimas” 
», lo que, a la vista del número de mujeres muertas en 2006, parece obvio. 


El hecho de que el político catalán, haciendo uso de su derecho a la información, se manifestara en contra de 
los matrimonios entre homosexuales, cuestión esta última que afortunadamente está superada y no preocupa 
a la mayor parte de la población española, y en contra del uso del preservativo, le invalidaba para exponer 
sus ideas en público. 


“Una aportación al estudio de las causas del feminicidio de pareja, Joseph Miró i Ardévol. Autor del libro El desafío cristiano, 
Planeta, Barcelona, 2005. 
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Y es que quien no asuma la tesis oficial de la Ley contra la Violencia de Género y acepte que el hombre 
es «genéticamente maltratador» y que permanentemente trata de ejercer una situación de poder y dominio 
sobre la mujer, le ocurre lo que a Miró i Ardevol. Se le excomulga, como veremos a continuación. 


El 19 de julio de 2004 en las comparecencias ante la comisión encargada de redactar la ponencia sobre la Ley 
de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, fue tal vez el más contundente de todos al 
oponerse al texto legal. 


« [Para explicar la violencia contra la mujer] no vale decir que la mujer ha estado tradicionalmente sojuzgada 
o preterida o dominada por el varón, es decir, que no está en condiciones de igualdad como recalca la ley. Eso 
no sirve. Ahora tenemos más igualdad que nunca y más violencia doméstica que nunca. Luego, la igualdad 
no es el problema. Eso es un error. Y van a seguir aumentando las dos cosas, la igualdad y la violencia 
doméstica. Tanto preocuparnos de la igualdad y va a haber muchos casos de violencia doméstica donde haya 
perfecta igualdad!| Al leer el anteproyecto me da la impresión de que se va a crear una gigantesca burocracia 
con todo esto, que si los observatorios, que si Juzgados especiales. ¿Por qué se hacen los observatorios? Porque 
los van a llevar mujeres. Y esta ley es un instrumento para ayudar a las asociaciones de mujeres de todos 
los partidos, que en todos las hay. Esta ley va a ser una inmensa ubre para alimentar a los movimientos de 
mujeres. Yo no digo que no haya que darles dinero, locales y medios pero hacer la Ley sobre la Violencia 
Doméstica para justificar que estos grupos tengan poder, influencia y dinero público, me parece excesivo)». 


Tras esta dura intervención en el Congreso de los Diputados, los grupos feministas radicales se la tenían 
jurada al sociólogo, profesor de la Universidad Complutense de Madrid y tertuliano de la COPE Amando de 
Miguel. Una voz disonante en un mar de estómagos agradecidos era un problema y había que acallarlo. 


En enero de 2006 en un artículo publicado en el último número de Cuadernos de Pensamiento Político, la 
revista que edita la Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales (FAES), De Miguel publicaba un 
artículo titulado «La violencia de género y otras iniquidades»|?] 


En el texto revelaba algo que todo el mundo intuye y sobre lo que se incide con una apabullante cantidad 
de datos en este libro. «Gran parte de la llamada violencia de género la están generando los emigrantes y 
las parejas de hecho. Como en los próximos años la población foránea va a crecer y el matrimonio como 
institución está en declive “se puede sospechar el aumento de los casos de violencia doméstica contra las 
mujeres”. )» 


La reacción del feminismo radical no se hizo esperar. El 30 de enero de 2006, Manuela Jordán, responsable de 
la Secretaría de mujer de JU, exigía al Gobierno Autónomo de Madrid «el cese de Amando de Miguel como 
miembro del Consejo Económico y Social de la Comunidad de Madrid». Decía Jordán: 


«Justificamos esta petición en la continua demostración de falta de respeto hacia las mujeres y de sensibilidad 
hacia las problemáticas que las afectan por parte de este señor. Si el mes de septiembre nos sorprendía 
frivolizando sobre la violencia de género y preguntándome a la directora general de la Mujer si tenía clítoris, 
Amando de Miguel hoy vuelve a sorprendernos asegurando en un informe que la violencia de género es más 
frecuente si no hay un matrimonio legal de por medio, que las leyes de violencia de género alimentan el caldo 
de cultivo que genera más violencia, o que las medidas de acción positiva son humillantes, entre otras muchas 
lindezas. » 


Para Manuela Jordán, poner de relieve los tremendos problemas sociales, de marginación y violencia que está 
generando la llamada Ley contra la Violencia de Género entre los hombres denunciados por sus mujeres era 
«insultar a sus parejas». 


8Informes de los gobiernos de Estados Unidos, Canadá y Reino Unido señalan que la igualdad entre sexos dispara los 
mecanismos de autocontrol en los hombres. Sí, tradicionalmente se ha venido diciendo a los hombres que deben mimar a las 
mujeres y no maltratarlas, en el instante en que mujer y hombre son iguales, estas barreras culturales saltan por los aires. 
Es un axioma que se repite en todos los países desarrollados y que va en aumento. Hay centenares de publicaciones pero sólo 
citaremos dos: Children Custody Policies and Divorce Rates, Richard Kuhn y John Guidubaldi, Universidad de Washington, Y 
Joint Custody: Bondin and Monitoring Theories, Margater Brinig y F. H Bucley, Universidad de Lowa. 

9La revista oficial de FAES, la fundación del PP. 
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Paralelamente, la secretaria de Igualdad del PSOE, Maribel Montaño, tildaba de «xenófobas y machistas» 
las palabras del sociólogo y recordó que no es la primera vez que «frivoliza» sobre la violencia de género, 
por lo que solicitó su cese como consejero del Consejo Económico y Social de la Comunidad de Madrid. «Lo 
publicado por De Miguel en los Cuadernos de Pensamiento e la FAES, es un atentado contra la dignidad de 
la mujer y es una exhibición de machismo y xenofobia», se explayó. 


«Es inadmisible que el PP y la fundación FAES amparen a gente que dice cosas como que la violencia de 
género es más frecuente si no hay un matrimonio legal por medio —subrayó Montaño-. Estos planteamientos de 
la fábrica de ideas de Aznar son una prueba más del viaje a la extrema derecha de FAES y el PP», concluyó. 
Y, con el maniqueísmo que caracteriza a la izquierda, lanzó un reto a la presidenta de la Comunidad de 
Madrid, Esperanza Aguirre. 


«Sí Aguirre mantiene un día más a este señor en su cargo, deberá aclarar si comparte sus opiniones y sus 
reiterados ataques a las mujeres. [1%] 


Aprovechando la máxima de «en río revuelto, ganancia de pescadores», los sindicatos UGT y CC.OO. se 
sumaban a la petición de cese de De Miguel al que calificaban de «sexista», «xenófobo» y «clasista», que culpa 
de la violencia de género a los emigrantes y asegura que «los pobres son los que más pegan a sus mujeres», 
según el portavoz de CC.OO. Jaime Cedrún. 


Lo suyo no era nada con lo que le ocurrió a María Sanahuja, la jueza decana e los Juzgados de Barcelona, la 
única mujer que ha llegado al cargo dentro de la judicatura no por designación sino por elección democrática 
entre sus compañeros. 


«Me pegó, sí, me pegó con toda su fuerza, descargando la rabia y el odio que tiene contra mí. ¿Quiere usted 
ver el hematoma que tengo en el pecho? ». 


Ocurrió en Ibiza, en el Juzgado de lo Penal número 1, durante una vista oral ante un tribunal unipersonal 
presidido por la magistrado María Clara Ramírez de Arellano Mulero. 


Una mujer, Antoniaf*] denunció a su marido por haberla golpeado frente a la puerta de su casa, en Sant 
Joan, el jueves anterior al juicio, en el momento de ir a devolver a su hijo. Su ex esposo, del que llevaba varios 
meses separada, la golpeó fuertemente en el estómago porque el pequeño se había lastimado en un dedo. 


Tras escuchar el relato de la mujer, del ex marido y de dos testigos presentados por la denunciante, la jueza 
decidió condenarla a ella. «Las contradicciones de los testigos presenciales y la falta de verosimilitud de la 
denunciante ponen de relieve que se trata de una denuncia falsa», escribía el Diario de Ibiza, al relatar el 
juicio. Curiosamente, hasta el Ministerio Fiscal, decidió no acusar al ex marido. 


No era la primera vez que ocurría. En el año 2004, Antonia presentó contra su marido, en un lapso de 
tres meses, otras ocho denuncias falsas, que diversos Juzgados habían desestimado. Además, maltrató a su 
expareja durante una discusión, en el curso del proceso de separación. Por si fuera poco, el 24 de octubre de 
2005, la mujer había sido condenada a pagar una multa de 3.240 euros por un delito de acusación y denuncias 
falsas. 


La resolución de la magistrado Clara Ramírez destacaba que «la credibilidad que otorga la ley a las víctimas 
de los delitos de maltrato en el ámbito familiar, en aras de proteger a las verdaderas víctimas de estos delitos, 
no puede convertirse en arma arrojadiza en cualquier situación de crisis de pareja». 


El asunto de las denuncias falsas del que ya se ha hablado, presentadas por miles de mujeres en procesos de 
separación y divorcio, alegando malos tratos de sus esposos para obtener una sentencia rápida no era reciente. 


Tras la aprobación de la Ley 27/2003, la antecesora de la Ley contra la Violencia de Género lo había denun- 
ciado el magistrado del Tribunal Supremo y Vocal del Consejero General del Poder Judicial, Adolfo Prego. En 


10A Esperanza Aguirre, la introductora de la «pulsera antimaltrato» en el sistema penal español, se la puede acusar de 
cualquier cosa salvo de antifeminismo. Lo será, probablemente, el día que uno de sus hijos o sobrinos se divorcie y un juez le 
obligue a llevar la pulsera de marras, situación que estadísticamente es muy posible. 

11 Antonia es el nombre ficticio de G.M.T.D. 
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el informe el anteproyecto de Ley Orgánica Integral de Medidas contra la violencia Ejercida sobre la Mujer 
vuelve a ponerlo de relieve el ponente, José Luis Requero Ibáñez. 


«La pluralidad de iniciativas legislativas penales para proteger la víctima de violencia doméstica, y la escasa 
vigencia de algunas leyes no permite valorar aún su eficacia real para combatir este fenómeno social, ni la 
mala utilización que sabemos se está haciendo de las leyes por algunos colectivos afectados», señaló Requero. 


Era la primera vez que se daba la voz de alarma sobre el asunto más grave de utilización de la justicia por 
grandes grupos de mujeres para vengarse del marido o robarle la cartera, con la connivencia de jueces, magis- 
trados y fiscales. La Red de Organizaciones de Feministas de España, la organización de mujeres picapleitos 
Themis y otros colectivos radicales no se inmutaron. El Consejo General del Poder Judicial, copado por el 
PP, estaba desprestigiado entre las organizaciones feministas y algunos de sus vocales eran unos «cerdos 


machistas» 


Sin embargo, en el momento en el que quien formula la denuncia es una mujer, jueza decana de Barcelona, 
miembro del colectivo de jueces para la Democracia, toda la maquinaria del feminismo violento se pone en 
marcha como una apisonadora. 


-Es inadmisible, es inaudito. ¡Hay que darle un escarmiento! 
-Se oye gritar en la sede de Themis, la asociación que preside entonces Ángela Alemany. 


-¿Qué se habrá creído esa traidora? ¿Cómo puede hacernos esto a nosotras una compañera separada, que 
se lleva «a matar» con su ex marido?— braman en el refugio de mujeres de Coslada, que preside Ana María 
Pérez del Campo, la presidenta de la Asociación Nacional de Mujeres Apaleadas y Separadas. 


En efecto, María Sanahuja, madre de dos hijas, llevaba varios años separada de su marido, un magistrado de 
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo. Las relaciones con su ex pareja no eran óptimas. Pero tanto uno 
como otro eran personas con la cabeza sobre los hombros. 


Pese a sus malas relaciones, tras la separación y velando por el interés superior de sus hijas a recibir el mismo 
cariño y similar educación de su padre y de su madre aceptaron desde un principio la custodia compartida 


de las hijas[*] 


Todas las feministas que meses antes, cuando fue elegida jueza decana de Barcelona se felicitaron y le man- 
daron centenares de telegramas dándole la enhorabuena «ya era hora de que una de las nuestras esté en 
un puesto tan importante para las mujeres», le daban la espalda. Inmediatamente, se inició la caza de la 
feminista disidente. 


Todo había ocurrido durante el 27 de mayo de 2004, con ocasión de la presentación de la Memoria Anual de 
los Juzgados de Barcelona correspondiente al año anterior. 


Al efectuar una valoración sobre el tremendo incremento de denuncias que tenían colapsados a una buena 
parte de los Juzgados de la Ciudad Condal, la decana María Sanahuja dijo una verdad como un puño. 
«El aumento de denuncias de mujeres por malos tratos con respecto al año 2003 se debe a que muchas de 
ellas son falsas. Se interponen por muchas mujeres sin escrúpulos para obtener consecuencias ventajosas en 
procedimientos civiles incoados o por incoar en materias tales como los efectos de orden económico, vivienda, 
custodia de hijos, y demás en los procesos de separación y divorcio.» 


Meses más tarde, el 4 de abril de 2005, treinta y dos asociaciones feministas radicales presentaron una denuncia 
en su contra en el Consejo General del Poder Judicial. «La magistrada ha imputado [a las mujeres] de modo 


12 Forman esta asociación 490 abogadas, todas ellas en ejercicio. Tienen su sede en la calle Almagro de Madrid. 

13 «Para una mujer, como era yo, fue un tremendo problema familiar incluso con mis padres y el resto de la familia. Nadie 
comprendía que tanto el padre como la madre aportan valores que son complementarios. En los primeros meses, hasta que les 
hice comprender que era por el bien de las menores, tuve que sufrir calificativos de «mala madre», «persona irresponsable», 
«obsesa por el trabajo», «mujer que prefieres los juzgados a ocuparse de su familia» o frases como «Ésta se ha vuelto loca». 
Lo malo es que, en muchos casos, quienes me criticaban eran los míos. Hoy, afortunadamente, a la vista de los resultados, de 
que las niñas se han criado sin rencor ni ningún tipo de odio hacia los dos progenitores, todos ellos alaban mi decisión», relató 
Sanahuja, una mujer culta, valiente y decidida, enamorada de su familia y de su profesión, al autor del libro. 
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general la atribución gratuita de una conducta delictual al vincular el incremento de mujeres denunciantes 
a la falsedad de las denuncias sin más prueba o fundamento que el propio aumento. [Lo hace, además] con 
sarcasmos y burlas hacia ellas». 


Las firmantes del escritd'*] acusan además a la magistrado de «llevar algún tiempo protagonizando una 
serie continuada de actos de gran publicidad y difusión (en prensa, radio y televisión), en los cuales, y en 
contemplación de leyes en proposición o elaboración en sede del Poder Legislativo, está vertiendo opiniones 
personales que como miembros de nuestros colectivos nos afectan muy desfavorablemente por dos razones: 
la primera porque las cosas que dice dicha magistrado están marcadamente en contra de nuestros intereses 
como mujeres litigantes en procesos judiciales de familia y matrimonio tanto en el campo civil como penal; 
y segunda, porque el discurso que en sustancia y en el conjunto desarrolla en público la citada magistrado 
es un calco puntual de las propuestas que, por su parte, tienen formuladas las organizaciones de varones 
involucrados en dichos procedimientos judiciales». 


En consecuencia, las feministas radicales extraen la conclusión de que «la magistrado en cuestión [María 
Sanahuja] ha perdido el equilibrio imprescindible a todo juzgador para desempeñar su potestad y oficio; y 
además, ha perdido todo sentido de la realidad social en la materia que nos concierne. Sin que sirva de 
excusa el desconocimiento supino que a través de su discurso evidencia la señora Sanahuja sobre la violencia 
de género». 


Para ratificar su tesis, afirman que muchos de sus planteamientos y afirmaciones coinciden con los de varias 
asociaciones de hombreg*”| Estiman que algunas de sus denuncias como «Las riñas entre novios adolescentes 
están acabando en los Juzgados», «La responsabilidad es de todos, aunque a veces se mira sólo a los jueces», 
«Para defender a una mujer víctima de malos tratos son necesarios ocho policías pero no se le puede defender 


si la cosa se dispara»|'*] 


Otras manifestaciones de la decana de los Juzgados de Barcelona como «Hoy es muy difícil que un Juez al 
que se le pide una orden de alejamiento no la conceda», «Los abogados deben tomar conciencia de que no 
pueden recomendar a sus clientes que vayan a denunciar cualquier asunto, por leve que sea, a los tribuna- 
les» o «Muchos compañeros [jueces] que se quejan de que nos han convertido en una especie de consejeros 
sentimentales»["] molestan también a las feministas. 


lMFirmaban el escrito las siguientes representantes de entidades feministas: Ana María Pérez de Campo, presidenta de la 
Asociación de Mujeres Apaleadas y Divorciadas; María Dolores Aguilar Redorta, Asociación Vivir sin Violencia de Género; 
María Ángeles Ruiz- Tagle Morales, presidenta de la Asociación Consuelo Berges de Mujeres Separadas y Divorciadas; Enriqueta 
Chicano, presidenta de la Federación de Mujeres Progresistas; Pilar Soler, presidenta de la Asociación de Mujeres Separadas y 
Divorciadas de Valencia; Aurelia Jiménez Plaza, presidenta de la Asociación de Mujeres Separadas y Divorciadas de Barcelona; 
Dolores Alonso Reverter, presidenta de la Asociación de Mujeres Separadas y Divorciadas de Ourense; Pilar Fernández-Peña, 
presidenta de la Asociación de Mujeres Separadas y Divorciadas de Barcelona; Dolores Alonso Reerter, presidenta de la Asociación 
de Mujeres Separadas y Divorciadas de Ourense; Pilar Fernández-Peña, presidenta de la Asociación de Mujeres Separadas y 
Divorciadas de Asturias; Carmen Urrutia, del Departamento Confederal de la Mujer USO; Celsa Perdiz Álvarez, del Área de 
Trabajo Social y Servicios Sociales de la Universidad de Vigo; Carmen Iglesias Sueiro, Responsable de la Mujer de Izquierda 
Unida de Ourense; Concepción Camiña Garrido, Secretaria General de UGT de Ourense; María Antonia de la Concepción 
Rodríguez Nieves, responsable de la Secretaría de la Mujer de la Unión Comarcal de CC.OO. de Ourense; Cristina Pérez Fraga, 
presidenta de Amenco; María Ortiz Díaz, presidenta de CELEM; Dolores López Hernández, presidenta de la Asociación de 
Mujeres Separadas y Divorciadas de Albacete; Soledad Muruaga, presidenta de la Asociación Mujeres para la Salud; Elena 
Álvarez López, presidenta de la Asociación de Mujeres Opañel; Aurora Valdés Suárez, presidenta de la Asociación de Mujeres 
Valdés Siglo XXI; Carolina Parada Fernández, presidenta de la Asociación Mujeres para la Salud; Elena Álvarez López, presidenta 
de la Asociación de Mujeres Opañel; Aurora Valdés Suárez, presidenta de la Asociación de Mujeres Valdés Siglo XXI; Carolina 
Parada Fernández, presidenta de la Asociación de Mujeres Separadas y Divorciadas de Sevilla: Ángela Alemany, presidenta de la 
Asociación de Mujeres Juristas Themis; Carmen Bravo Sueskun, Secretaría Confederal de CC.OO de Madrid; María Jesús Boo 
Montes, coordinadora Federación Provincial de Mulleres Progresistas de Ourense; Pilar San Teodoro, presidenta de la Asociación 
de Mujeres Hypatia de Burgos; Lara Padilla Varela, presidenta de la Assoiació d'Assisténcia a Dones Agredides Sexualment de 
Catalunya; Lourdes Hernández Osorno, presidenta del Consejo de las Mujeres del Municipio de Madrid; Juana Sánchez Laguna, 
presidenta de Mujeres Vecinales de Madrid; Araceli Granados Forzosos, presidenta del Grupo de Mujeres de Carabanchel; Rocío 
Mielgo, presidenta de la Asociación de Asistencia a Víctimas de Agresiones Sexuales y Malos Tratos de Valladolid; Ángeles 
Álvarez, presidenta de Enclave Feminista y Elena Valenciano, presidenta de la Fundación Mujeres. 

15 Especialmente las Asociaciones de Padres de Familia Separados, SOS Papá, la Oficina del Defensor del Hombre y sus Hijos, 
Papa Huelva, y la Plataforma de la Custodia Compartida, a muchos de cuyos integrantes no dudan de tachar de maltratadotes. 

l6Diarios El País, 12 de diciembre de 2004, y El Mundo, 26 de noviembre del mismo año. 

l17Para más detalles consultar, diario El País, 12 de diciembre de 2004 y El Mundo, 26 de diciembre del mismo año. 
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Tras una larga y minuciosa exposición de obviedades, generalidades y aseveraciones que hoy nadie pone en 
duda, las feministas reiteran que la jueza María Soledad Sanahuja «ha perdido el indispensable equilibrio» 
al calificarlas a ellas de formar parte del «feminismo victimista y revanchista» y declarar en público «Yo 
también soy delincuente porque alguna vez también le he dado un cachete a mis hijos. Además, les coacciono 
para que se acuesten pronto y hagan sus deberes de colegio» o criticar la implantación de «juzgados especiales 
para perseguir indiscriminadamente al hombre como género»["] 


Al no seguir las directrices del «pensamiento único», las denunciantes acusan a la jueza de «haber perdido 
el sentido de la realidad», de ser «inflexible, beligerante y parcial en sus juicios» y consideran que debe ser 
apartada de la judicatura por «presionar a los jueces con sus declaraciones»[*)] 


Dedicadas a realizar una «caza de brujas», al estilo de la protagonizada por el senador norteamericano Joseph 
McCarthy en Estados Unidos tras la Segunda Guerra Mundial, las denunciantes piden al Consejo General del 
Poder Judicial que adviertan a la jueza Sanahuja que en lo sucesivo se abstenga de manifestar en público sus 
opiniones personales referentes a cuanto concierne y toca a leyes en proposición o elaboración de los órganos 
del Poder Legislativo en materia de Derecho e familia en todos sus aspectos, niveles y proyecciones; porque 
ese género de manifestaciones, aun cuando no estén referidas a litigios determinados entre partes conocidas 
y se dignan con carácter de aplicación general, pueden poner en riesgo la debida imparcialidad del juez en 
el ejercicio de sus funciones, si se constituyen en una línea particularizada de identificación o adhesión a 
cualquiera de los discursos que sobre dichas materias se hallan preestablecidos por los diferentes intereses y 
colectivos en pugna en semejante género de litigios [20] 


Paralelamente, apoyándose de nuevo en la Ley Orgánica del Poder Judicial, solicitan que la jueza sea aparta- 
da de todo procedimiento Judicial establecido en litigios concernientes al derecho de Familia y Matrimonio, 
aplicable también a parejas de hecho tanto en el campo civil como penal. «La línea de pensamiento mani- 
festada por la misma en sus declaraciones públicas revelan una preocupación de ánimo incompatible con la 
necesaria objetividad (imparcialidad) para juzgar en asuntos de tal naturaleza», aseveran. 


Afortunadamente, en lugar de «darla por la boca», como pretendían sus congéneres, lo que recibió la jueza 
Sanahuja fue un aluvión de congratulaciones y muestras de simpatía y afecto de centenares de abogados, 
fiscales, jueces, magistrados y policías, así como de sus propios compañeros de Jueces para la Democracia 
que no se atrevían a denunciar en público la dictadura impuesta en los Juzgados por un grupo de mujeres 
violentas y cabreadas con sus ex maridos. 


«La primera felicitación me vino del fiscal José María Mena y fue la que más me satisfizo, porque sé que lo 
hacía de verdad, y siempre ha estado al lado del débil», recuerda la jueza al autor del libro. 


De no ser por su valentía y por las simpatías, adhesiones y apoyos recibidos, al igual que los disidentes de la 
Unión Soviética en la etapa de Stalin, habría acabado en llamada a la dirección general de campos especiales, 
los gulag rusos, recibiendo electrochoques y duchas de agua fría, en el patíbulo de la opinión pública. 


El 6 de septiembre de 2005, el feminismo radical que se cree en la ortodoxia, pretendía una nueva quema de 
herejes en la plaza pública para escarmiento de los malpensantes. 


En un escrito enviado a la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, le exigían una 
reunión urgente con el propósito de que se elabore una ley que declare que «afirmar que las mujeres hacen 
denuncias falsas sea un delito de apología del terrorismo sexista». 


Al cierre de este libro ignoramos cuál ha sido la respuesta del Gobierno ante este nuevo intento de amordazar 
a los medios de comunicación y a toda persona que se atreva a discrepar de sus planteamientos. Conviene 


l8Los datos expuestos aquí están basados en el contenido de la denuncia. El texto completo puede consultarse en cualquier 
página web dedicada a denunciar el maltrato de los hombres por los movimientos feministas violentos. 

lLas denunciantes invocan el artículo 417 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que considera falta muy grave la intromisión 
del juez en la aplicación o interpretación de las leyes respecto a cualquier otro órgano jurisdiccional, sea mediante órdenes o me- 
diante presiones de cualquier tipo. Las presiones, sin embargo, deben ser discretas y no mediante manifestaciones y declaraciones 
públicas, amparadas por el artículo 20 de la Constitución. 

20Para ello se amparan en los artículos 420 y 421 al 427 y concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
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señalar, sin embargo, que las sentencias son públicas, se publican en numerosos textos legales, y que miles de 
abogados, periodistas, procuradores, fiscales y ciudadanos de cualquier clase y condición las consultan cada 
día. 


No hay en España ni un solo abogado matrimonialista que ignore la existencia de denuncias falsas. Todos 
los Juzgados de Instrucción y de Violencia de Género, al igual que los Juzgados de los Penal, en una u otra 
ocasión se han encontrado con denuncias falsas. Es más, en este libro se publican más de una docena de 
ellas de manera ilustrativa del mal uso que algunas mujeres avispadas, no maltratadas en su mayoría, están 
haciendo de ellas para obtener una posición de ventaja en sus procesos de separación y divorcio. 


No resulta, por otra parte, nada extraño. Si a una mujer que quiere separarse se le ofrecen dos vías, los 
Juzgados de Familia, donde tarda tres años en resolver su situación, y los de Violencia de Género donde 
adquiere su condición de divorciada en veinticuatro horas, con la pensión, la casa y los hijos, lo lógico es que 
opte por la segunda vía. «Porque en la mayoría de los procesos de separación y de divorcio no se llevan a cabo 
de manera beatífica, ejemplar y venerable. La pareja, a punto de romperse, se grita, se zarandea y algunas 
veces hasta se pega», afirma la jueza Sanahuja, alucinada por la sensibilidad del feminismo del maltrato. 


Los intentos de alienación, de adoctrinar, de aleccionar y amaestrar a la sociedad entera en los presupuestos 
del feminismo las ha llevado a intentar controlar los medios de comunicación. 


Madrid, 21 de diciembre de 2005 (Agecias). -Organizaciones de defensa de los derechos de la mujer y contra 
la violencia de género pedirán al Ministerio del Interior que estudie fórmulas «para la posible ilegalización» 
de asociaciones que “hacen apología de la violencia de género». La Federación de Asociaciones de Mujeres 
Separadas y Divorciadas, la Federación de Mujeres Progresistas, la Fundación Mujeres y el Consejo de Mujeres 
del Municipio de Madrid, firman tres cartas y otras tantas solicitudes de entrevista con el titular de Interior, 
José Antonio Alonso, a la fiscal especial contra la Violencia de Género, Soledad Cazorla, y la delegada del 
Gobierno contra la Violencia sobre las Mujeres, Encarnación Orozco, en las que denuncian una «campaña de 
desprestigio» contra la ley integral aprobada hace ahora un año. 


Existe «una abierta ofensiva por parte de los violentos contra la ley integral», denunció Ana María Pérez del 
Campo, presidenta de la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas. Los responsables de esta ofensiva 
son, a su juicio, agrupaciones de hombres que, bajo pretexto de luchar por causas como la custodia compartida 
en casos de separación y divorcio, aprovechan para denostar la ley e «incitar a la violencia contra las mujeres». 


El detonante de esta denuncia de las organizaciones de mujeres -sin cuya lucha de años no existiría hoy la 
ley integral- fue un reportaje aparecido a principios de diciembre en un diario asturiano, en el que se da voz 
a tres hombres «víctimas» de la ley. Uno de ellos, Felipe Aller, presidente del Círculo de Ayuda a Padres, 
considera la ley «injusta e irritante porque estigmatiza penalmente al hombres». «Tanto —añade- que al final, 
van a conseguir que los que le dan un martillazo a una mujer empiecen a ser héroes, porque la gente ya está 
muy cabreada. » 


Eso es —replicó Pérez del Campo- «una incitación a la violencia», que suscita dudas sobre la capacidad de 
la democracia de defender las leyes aprobadas por el Parlamento. «No se pueden llamar a esto asociaciones 
legales, cuando no respetan los principios democráticos», recalcó. 


Las cuatro organizaciones encabezan además otra carta —suscrita por casi ciento cincuenta firmas- remitida 
al director del diario para que rectifique esta información. «No es admisible dar voz a los maltratadores. Dos 
de los protagonistas del reportaje tienen sendas órdenes de alejamiento de sus mujeres dictadas por un juez», 
aseguraron. 


Sólo les faltaba añadir, como fórmula infalible para obviar cualquier crítica contra el pensamiento único, que 
a aquellos contra los que se dicte una orden de alejamiento se les someta a una operación de lobotomía de 
los lóbulos frontales y temporales del cerebro, las áreas principales del habla y el idioma. Así no habría que 
preocuparse de que «cerdos maltratadores» hablaran. 


«El problema que tenemos con los jueces es que no quieren ir a los Juzgados de Violencia de Género ni 
atados. No sólo por la carga de trabajo, que es tremenda, sino por la presión de los medios de comunicación 
social. 
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No conozco un solo juez que no me haya confesado que estos Juzgados quienes realmente los dirigen son los 
periodistas, muchos de los cuales parecen más bien agentes de la Gestapo, decididos a crucificar en la plaza 
pública al que se equivoque o tome una decisión errónea de ¿irreparables consecuencias. 


Por eso, mis compañeros, prefieren dictar veinte mil órdenes de alejamiento o las que haga falta para proteger 
a una mujer a equivocarse una sola mujer y que el marido, indignado por la dureza de la ley, la emprenda a 
mamporros con su cónyuge y la asesine». 


Quien confiesa esto al autor es un magistrado, miembro del Consejo General del Poder Judicial. José Luis 
Requero, otro de los vocales, confirma la misma tesis aunque en términos menos directos y contundentes. 


Y es que la verdadera «guardia pretoriana», los gendarmes del feminismo radical para imponer su forma de 
dominación en la sociedad, bajo el pretexto de buscar la igualdad entre hombres y mujeres, son los miembros 
del Cuarto Poder. Curiosamente, uno de los sectores sociales en que la separación y el divorcio han hecho 
más estragos en los últimos años y en que la Ley contra la Violencia de Género debería verse como el coco 
de los «hombres-periodistas». 


Ya lo dijo, hace años, un ensayista francés, Alain Minc|[?"] «Cualquier cambio que se origine en la sociedad en 
los próximos siglos tendrá que contar inexorablemente con el concurso de los medios de comunicación», y así 
lo entendieron el Instituto de la Mujer y el Ministerio de Asuntos Sociales durante la IV Conferencia sobre 
la Mujer celebrada en Pekín en 1995. Todos los periodistas invitados a cubrir el acto fueron mujeres. 


A raíz de ahí nace la Asociación Española de Mujeres Profesionales de los Medios de Comunicación (AME- 
CO) [P]de la que forman parte Montserrat Boix, Cristina P. Fraga (presidenta), Marta Ortiz, Isabel Menéndez 
y Victoria Sendón, entre otras. Entre el 17 y 19 de mayo celebran su VII Encuentro, como no podía ser de 
otra manera, en Habana (Cuba), al son de la maraca, y con el apoyo de la Unión de Periodistas de Cuba, la 
Federación de Mujeres Cubanas y la Asociación de Comunicadores Sociales de la isla del Carie, la patria del 
mambo. 


Como no podía ser de otra manera, tienen su sede oficial en la calle Almagro, 26, la misma sede de la Red 
de Mujeres Feministas y las Mujeres Juristas Themis. 


Desde entonces, el lobby femenino en los medios de comunicación se encarga, sistemáticamente, de controlar, 
filtrar y usar la información de manera que las muertes de hombres a mano de sus mujeres pasan inadvertidas 
en las páginas de sucesos y las de las esposas o ex esposas reciben tratamiento de primera páginal?] 


Así, en casi todos los medios de comunicación públicos se han creado unos «comités de redacción» encargados 
de controlar los contenidos de las noticias que hacen referencia a las mujeres. Es el caso, por ejemplo, de 
Montserrat Boix, una mujer a quien en 1979 el Gobierno de la UCD vetó dos programas, ejerce en 2006 de 
«censora mayor del reino» en Televisión Española con la aquiescencia de la directora general Carmen Caffarel. 


Esta organización, en conexión con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, el Ministerio de Justicia 
y el Instituto de la Mujer, se dedica a conceder premios a las mujeres que más destacan el tratamiento 
«feminista» de la información. Las últimas seis premiadas, además de Montserrat Boix, responsable de El 
Periódico Feminista de Mujeres en Red se destacó el trabajo de las periodistas Charo Nogueira del diario El 
País, Cruz Morzillo del diario ABC, Gemma Nierga de la Cadena Ser, Mayte Antona de la agencia Servimedia 
y Concha García Campoy de Punto Radio, lo cual no quiere decir que todas ellas sean feministas radicales|?!] 


Por eso, mientras se gestaba la Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, pre- 
tendieron comprar esta parcela de poder en los medios informativos aprovechando la ley para introducir 
decálogos para periodistas, lo que no es más que una forma de censura previa. 


21Intelectual francés y presidente del Consejo de Supervisión del diario Le Monde desde 1994. 

22E] clan se crea, en realidad, un año antes. 

23 Afortunadamente, muchas mujeres como Impar Pineda, Rosa Regás, Rosa Montero, Almudena Grandes, Paloma Uría, María, 
Antonia Caro, y muchas más se mantienen al margen de esta corriente victimista y manipuladora. 

24La entrega de premios se celebró en el salón de actos del Consejo General del Poder Judicial. Estuvo presidida por la 
presidenta del Observatorio y vocal del Consejo General del Poder Judicial Montserrat Comas. Asistieron, también, Francisco 
José Hernando Santiago, presidente del Consejo General del Poder Judicial; Juan Fernando López Aguilar, ministro de Justicia; 
Cándido Conde-Pumpido, fiscal General del Estado; María José López González, consejera de Justicia de la Junta de Andalucía, 
y la delegada del Gobierno contra la Violencia de Género, Encarnación Orozco. 
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Portavoz de la Chunta Aragonesistas en el Congreso de los Diputados, el cantautor José Antonio Labor- 
deta Subías, un profesor de historia aragonés, nacido en 1935, político, poeta, novelista, editor, articulista, 
memorialista, es todo un personaje en Aragón. 


Lo cual no quiere decir que, de vez en cuando, no tenga inclinaciones a meterse en la casa del vecino. Durante 
el plazo de presentación de enmiendas a la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género, fue el primero en presentar su paquete de propuestas de cambios al texto legal en estudio. 


Su primera enmienda va encaminada a facilitar el control de los medios de comunicación desde el poder, en 
materia de violencia doméstica y no tiene desperdicio. 


«Elaboración de un decálogo que permita un correcto tratamiento de los medios de comunicación de las 
noticias que, de forma directa o indirecta, se relacionen con la violencia de género. Asimismo, se promoverá 
que los medios públicos o subvencionados con dinero público no emitan en su programación imágenes que 
puedan incitar a cualquier violencia de génerol?”] exigiéndole a estas cadenas públicas el que generen programas 
específicos de concienciación y sensibilización con respecto a los malos tratos y de transmisión de valores con 


respecto a la igualdad. J2*] 


De esta manera, de matute, los grupos políticos de la Cámara Alta, pretendían dirigir desde la tribuna del 
Congreso de los Diputados los medios de comunicación, dictando normas sobre lo que debe decirse lo que ha 
de sustraerse a la opinión pública. 


Lo grave es que la enmienda de Labordeta, un individuo que ponía el grito en el cielo cuando se prohibía 
uno de sus recitales por el franquismo, se convierte él mismo en un franquista y deja tras sí una pléyade de 
imitadores|?”] Veamos sólo un ejemplo. 


Madrid, 8 mayo de 2003 (Agencias). —-Las cadenas de televisión españolas firmaron un convenio con el Go- 
bierno para mejorar la información sobre violencia doméstica: se trata de un decálogo de recomendaciones 
elaborado con las aportaciones de expertos, juristas y ONG que trabajan a favor de las víctimas. 


La secretaria general de Trabajo y Asuntos Sociales, Lucía Figar, y los responsables de Televisión Española 
firmaron este miércoles un acuerdo de colaboración para mejorar el tratamiento informativo puntualmente 
sobre la violencia contra las mujeres, según el cual la televisión velará por una imagen equilibrada y no 
estereotipada de las mujeres en la información. 


Según dijo Figad?*] tras el acto, se trata de un primer paso que será necesario renovar con el trabajo de cada 
día para que la igualdad entre los hombres y las mujeres sea una realidad. 


El acuerdo fue suscrito por responsables de las cadenas RTVE, Telecinco, Antena 3, Canal +, Televisión 
de Galicia, Canal Sur Televisión, Televisión de Murcia, Televisión de Castilla-La Mancha, Televisión de 
Valencia, Televisión de Canarias y Telemadrid. Con esta firma, la T'V española se adhieren a un documento 
que, promovido y editado por el Instituto de la Mujer y el Instituto Oficial de Radio y Televisión, está dirigido 
a los profesionales de los medios de comunicación con objeto de felicitarles el trabajo a la hora de informar 
sobre la violencia de género. 


Este documento, presentado en el I Foro Mujer, Violencia y Medios de Comunicación, es un decálogo de 
recomendaciones elaborado con los aportes de expertos que trabajan a favor de las mujeres víctimas, y 
permite a los profesionales de los medios de comunicación tratar el tema con sensibilidad y difundir una 
información de calidad sobre la violencia contra las mujeres. 


25Lo cual implica prohibir casi la totalidad de las películas de Hollywood y todo el mediocre cine español, las informaciones 
sobre guerras, motines, asaltos, fiestas de botellón, corridas de toro, reyertas públicas, violencia en el fútbol y todo aquello que, 
de manera directa o indirecta, desate las pasiones humanas. 

26 Boletín Oficial de las Cortes Españolas; Congreso de los Diputados, VIII legislatura, 24 de septiembre de 2004. 

27La Junta de Andalucía, la Junta de Extremadura y medio centenar de ayuntamientos más han sacado «decálogos» sobre 
cómo se debe informar sobre la violencia en el ámbito familiar. 

28Lucía Figar es desde el 16 de septiembre de 2005 consejera de la Agencia de Inmigración del Gobierno de la Comunidad de 
Madrid. 
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Entre las pautas que se recogen en el documento destacan: la recomendación de evitar los modelos de mujeres 
que lesionen su dignidad y considerar que los malos tratos son un delito, un problema social que concierne 
a todos, no un problema privado o un suceso fortuito. Igualmente se aconseja no confundir el morbo con 
el interés social o que los estereotipos y tópicos frivolizan y banalizan. Asimismo, las cadenas de televisión 
velarán por la consecución de una imagen equilibrada y no estereotipada de las mujeres, a través de sus 
contenidos informativos. 


Licenciada en Derecho por la Universidad de Zaragoza, concejal del Ayuntamiento de Ágreda (Soria), procu- 
radora de las Cortes de Castilla y León, presidenta de la Diputación Provincial de Soria, María Jesús Ruiz 
Ruiz es en 2006 la vicepresidenta primera y portavoz del gobierno de Castilla y León. 


La vicepresidenta Ruiz es, sin duda, una persona con amplios conocimientos. Ha sido, además, diputada 
por Soria, portavoz de la Comisión Mixta del Tribunal de Cuentas, portavoz adjunta de la Comisión de 
Administraciones Públicas, vocal de la Comisión de Cooperación Internacional para el Desarrollo y consejera 
de Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León. 


Pese a su amplio currículum profesional, es probable que a María Jesús Ruiz no se le ocurra decirle a un 
arquitecto cómo debe hacer los cálculos de estructura para que una vivienda no se caiga y mate a un obrero, 
o a un cirujano la forma cómo debe realizar una operación de corazón para que el paciente sufra lo menos 
posible y se recupere cuanto antes. 


Sin embargo, el 3 de julio de 2006, la ínclita vicepresidenta primera del gobierno del Partido Popular en 
Castilla y León, se permitió hacer público un catálogo de doce puntos en los que «daba instrucciones» acerca 
de cómo los medios de comunicación deben abordar las noticias sobre Violencia de Género. He aquí su código 
para el tratamiento informativo sobre la materia: 


El compromiso, presentado a modo de Código de Buenas Prácticas, se concreta en los doce puntos siguientes, 
a observar a la hora de ofrecer información sobre violencia de género: 


1. No presentar la violencia contra las mujeres únicamente como un delito sino también como un atentado 
contra los derechos humanos que excede del ámbito privado. 


2. Presentar los casos de violencia de género no como situaciones aisladas sino como un problema genera- 
lizado que afecta a muchas mujeres. 


3. No limitar el tratamiento informativo a los hechos dramáticos, divulgándose los casos exitosos en los 
que las mujeres han conseguido librarse de los malos tratos, para que sirvan de ejemplo a otras víctimas 
y les muestren que hay salida y cómo actuar. 


4. Introducir en todas las noticias sobre violencia de género información útil como, por ejemplo, los 
teléfonos de atención, para que otras víctimas puedan conocer los recursos de apoyo y protección 
existentes. 


5. Recabar opiniones consejos de personas expertas en materia jurídica, psicológica, policial, etc., a la hora 
de elaborar las noticias, con el fin de transmitir una imagen fiel de la violencia que sufren las mujeres. 


6. Seleccionar cuidadosamente las fuentes informativas, desechando aquellas que pudieran inducir a expli- 
car la violencia como consecuencia del deterioro de la relación sentimental o de arrebato puntual. 


7. Respetar la intimidad de las víctimas y evitar el uso de imágenes o recursos narrativos sensacionalistas 
o morbosos, no presentándolas a ellas ni a sus familiares en momentos de tensión emocional. 


8. Transmitir a las víctimas el respeto y apoyo social que existe hacia ellas, evitando la difusión de 
comentarios que puedan entenderse como una justificación de la violencia. 


9. Identificar claramente el comportamiento del agresor con los detalles necesarios para mostrar que se 
basa en la desigualdad y que nunca tiene justificación. 
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10. Sin renunciar al deber de informar con veracidad, tratar los casos de violencia de género de modo que 
se refleje la implicación positiva del medio de comunicación en la erradicación de la violencia. 


11. No limitarse a informar exclusivamente de los casos de violencia física ampliando el concepto de violencia 
de género a todas sus manifestaciones, como la violencia psicológica, la explotación sexual, las agresiones 
sexuales, etc. 


12. Promover espacios o programas informativos que ayuden a generar una conciencia social sobre el pro- 
blema de la violencia contra las mujeres. 


Al final, tras casi cuarenta años de ejercicio profesional, con varios secuestros de periódicos por la dictadura, 
cuyos mandamases jamás se atrevieron a dar consignas, salvo en los periódicos que pagaban, algunos profe- 
sionales de la información vamos a tener que someternos al chantaje de feministas y políticos. Informar ya 
no es considerado como un valor en sí, tiene que ser, además, políticamente correcto. 


El que se atreva a decir lo contrario será arrojado a la hoguera de las mezquindades. El fuego, ya se sabe, 
santifica y purifica; salva las almas, aunque destruya el cuerpo. 
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CAPÍTULO 14. LA NUEVA QUEMA DE HEREJES 


Capítulo 15 
Los hijos como negocio 


La reforma de la Ley del Divorcio, presentada en el congreso de los Diputados el 20 de septiembre 
de 2004, era la ocasión del gobierno y del Partido Socialista para enmendar viejos errores cometidos 
y otorgar a los padres la custodia compartida de la prole, tras los procesos de separación y 
divorcio. Fue un intento inútil. Aunque el Gobierno era partidario de «no repetir viejos errores 
de la anterior Ley de Divorcio donde el hombre quedaba alejado de la prole, lo que materialmente 
ha impedido que los hijos continúen teniendo una relación fluida con sus progenitores y sufran 
innecesariamente un perjuicio de desarrollo de su personalidad», el feminismo radical protegido, 
amparado y financiado desde el ejecutivo con dinero de todos los españoles, se salió con la suya. 
Los hijos son «propiedad» de las madres ya que dejarlos que pasen seis meses con sus padres 
sería la nueva estrategia del machismo para perpetuar la forma de dominación patriarcal a la que 
someten a las mujeres. Los motivos reales que han inducido a esta decisión son muy distintos. 
Los hijos constituyen para la mujer una especie de premio de lotería, ya que con ellos se incluyen 
el piso y la pensión. No obrar así es lanzar a miles de mujeres emancipadas de sus padres a la 
pobreza y a la marginación. Lógicamente, para el feminismo rampante es preferible que sean los 
hombres los arrojados al paro, al alcoholismo, a la marginalidad y a la muerte. 


Vasilica lulian Grosu, padre separado, ciudadano rumano y residente en Bucarest (Rumanía) viajó en mayo 
de 2004 a España. 


La razón de recorrer cinco mil kilómetros era loable. En septiembre de 2003 la corte del distrito 5 de Bucarest 
(Rumanía) le había encomendado la guardia y custodia de su hijo, obligando a la madre Daniela Badea a 
pagar una pensión para la manutención del menor. 

Sin embargo, en febrero del años siguiente, su mujer deja de pagar la pensión alimenticia y huye a España, 
dedicándose a trabajar en la recogida de la fresa en Palos de la Frontera (Huelva), lulian Grosu piensa que 
su hijo Andrei, de seis años, tiene derecho a pasar temporadas con los dos progenitores y viaja a España para 
que pueda estar al lado de su madre. 


Su encomiable actitud quedó truncada el 7 de mayo de 2004. Al pararse confiadamente en un control de 
carretera situado en una autopista cerca de Valencia, la Guardia Civil de detuvo. 


Aunque viajaba como turista, el ordenador de la policía indicó que había una orden de busca y captura en 
su contra. 


-Del niño se van a hacer cargo ahora mismo los servicios sociales. Usted tiene que acompañarnos -le dijeron 
los agentes. 


-Pero ¿qué he hecho yo? 


-Tiene una denuncia por amenazas impuesta por su esposa. Está detenido. 
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-Pero si yo no he hablado con mi mujer hace meses, si yo vivo en Rumanía y ella aquí ¿Cómo voy a amenazarla? 
-¿ha hablado por teléfono alguna vez en ese tiempo? 

-Sí, una o dos veces. 

-Pues tiene una denuncia por amenazas telefónicas. 

-Pero si yo no la he amenazado. ¿Qué voy a poder hacerle desde Rumanía, a tantos kilómetros de distancia? 


Como se resistió a ser detenido, la policía le dió una tunda de palos. Entonces, el niño se echó a llorar y salió 
en su defensa. También fue golpeado. «Nos trataron peor que a dos terroristas», declararía posteriormente 
lulian Grosu. 


Aunque Vasilica lulian Grosu negó siempre las acusaciones fue detenido e ingresó en prisión. Tampoco le 
valió la sentencia de los tribunales rumanos, que llevaba encima, y que le atribuían la guardia y custodia 
de su hijo. Por arte de birlibirloque, una jueza española, María del Carmen Santos Rodato, del Juzgado de 
Primera Instancia número 2 de Moguer, cambió la orden, le quitó a su hijo y se lo entregó a la madrd|] 


Después de pasar 15 días en la prisión de Picassent, Vasilica intentó sin éxito recuperar a su hijo. En los 
meses siguiente realizó todo tipo de gestiones ante las autoridades españolas y rumanas. 


Como no fue escuchado ni en su país ni en España fue a La Haya (Holanda) y cortó el tráfico ferroviario 
durante dos horas amenazando con quemarse a lo bonzo si no se aplicaba la Convención de La Haya sobre 
repatriaciones de menores. Esta última gestión resultó, igualmente, infructuosa. 


En todo el tiempo transcurrido desde su detención solo había recibido vagas promesas de los gobiernos rumano 
y español mientras que al niño se le concedía un permiso de residencia especial en España, a petición del juez, 
y su ex mujer era puesta bajo el programa de protección a las víctimas y testigos y recibía ayuda económica 
del Estado. 


El 11 de julio de 2005, tras quince meses de infructuosa lucha, hizo lo único que pensaba que podía servir 
para sensibilizar a la opinión pública en su favor y en el de muchos padres como él. Acudió a la plaza Victoria 
Square, frente al gobierno de su país, en Bucarest, colgó varias pancartas en los alrededores acusando a su 
mujer y al gobierno español de haberle secuestrado a su hijo, e hizo un último llamamiento al presidente de 
su país, Traian Bacescu, para que se repatriara al niño y se pusiera fin a la injusticia que padecía. 


Al mediodía, tras varias horas de espera, nadie le había hecho caso. Vasilica lulian Grosu tomó entonces la 
trágica decisión que venía anunciando: se empapó el cuerpo con gasolina desde la cabeza hasta los pies y se 
prendió fuego. Los bomberos que estaban a cien metros, pendientes de lo que pudiera ocurrir, lograron apagar 
el fuego en apenas un minuto. Sin embargo, Vasilica falleció a causa de las graves quemaduras sufridas. 


«Fue un gesto de desesperación », informó al día siguiente el Daily Times de Pakistán. «Antes de adoptar tan 
trágica decisión había enviado sesenta súplicas a los Ministerios de Asuntos Exteriores y Asuntos Internos y a 
las autoridades nacionales, a los organismos encargados de la protección de la infancia. Su última esperanza 
para salvar a "un niño rumano, a un padre desesperado y a su familia destruida era el presidente Traian 
Masescu”, relató la periodista Ana Cosma en la publicación rumana Nine O*CLock. 


La muerte de Vasilica lulian Grosu, por las trágicas circunstancias en las que se produjo es similar a la de 
Ana Orantes, la mujer maltratada y quemada viva por su marido en Granada de la que se habla en otra 
parte de este libro. 


Plantea, además, un agravante peligrosísimo. El papel de «Estado gendarme», de «Estado policial protector», 
similar al de los países comunistas en la era de Stalin que ejerce el gobierno de España dentro de la Unión Eu- 
ropea, no respetando las sentencia impuestas por otros países miembros, con sistemas políticos democráticos 
similares y con sistemas judiciales de igual garantía y defensores de los derechos humanos. 


lLa voz de Asturias, 10 de junio de 2004 y Nine O'Clock de Rumanía. 
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La noticia fue distribuida por las cadenas de televisión BBC, CNN, ABC, CBS; por las agencias de noticias 
France Presse, Asociated Press y otras y abría la página en muchos periódicos de todo el mundo, pero en 
España pasó casi inadvertida para casi todos los periódicos. 


La jueza tomó la decisión de quitarle a su hijo, vulnerando las leyes del país de origen (el Derecho Romano, 
que inspira el nuestro, se basa en el Derecho de Gentes) y el derecho que tenía Vasilica Tulian Grosu a que 
respetaran sentencias de su país o, en todo caso, se juzgara de acuerdo con sus fueros. 


Ninguna feminista, que se sepa, ha pedido que la jueza que tomó esta decisión que llevó a la muerte a Grosu 
(la causa de la causa es causa del mal causado, dice otro aforismo) que deje su toga y se vaya a freír espárragos. 
Probablemente, aunque no sea un menester muy feminista, sí podría ser el suyo. 


Los secuestros de menores por sus madres, violando órdenes judiciales, son moneda corriente en España. 
«Cuando la mujer ve que no puede sacar un duro más del marido, que este no le pasa las cantidades que 
ella quiere para comprarle los caprichos no tienen más que no dejar ver al hijo al padre. Éste, o accede, se 
vuelve loco o pierde el trabajo yendo de juzgado en juzgado», dice Francisco Zugasti, miembro de colectivos 
españoles de padres maltratados. 


Las resoluciones judiciales, dando la razón a los hombres, son papel mojado en la mayoría de los casos. ¿Qué 
juez se atreve a mandar a la policía a casa de una señora, supuestamente maltratada o no para obligarle a 
que le deje ver a su hijo? 


Un total de 28 estados norteamericanos, además de Canadá, Francia, Italia y numerosos países desarrollados 
han resuelto ese problema estableciendo la custodia compartida de los menores. 


De esta manera, una vez producido el divorcio, los niños habidos en el matrimonio pasan a estar medio 
año con su padre y el otro medio con la madre. Cada uno de los dos progenitores paga los gastos que le 
corresponde y desaparece el pago de pensiones, los gastos médicos especiales, los pagos de campamentos y 
la atribución de la vivienda familiar y del coche a la mujer en base a que los niños, que constituyen «el bien 
jurídico a proteger» no se pueden quedar sin techo. 


«Lo que Dios ha unido, que no lo separe el hombre», suelen decir con la solemnidad del momento los sacerdotes 
cuando une a una pareja en matrimonio. 


El matrimonio dejó de ser un sacramento indisoluble en España el 22 de junio de 1981, cuando el Boletín oficial 
del estado publicó la Ley del Divorcia, auspiciada por el entonces ministro de justicia, Francisco Fernández 
Ordóñez. 


Un mes después de entrar en vigor, las primeras parejas de españoles que no se soportaban, se olvidaron de 
Dios, aceptaron que el matrimonio no era sagrado como les habían dicho de niños, acudieron a los juzgados 
y pidieron a los jueces que les separaran legalmente. 


Las carencias de la «Ley Ordóñez» quedaron pronto en evidencia. En primer lugar, porque obligaba a realizar 
dos procesos diferentes, uno para separarse y otro, al cabo de un año, para divorciarse. También había que 
alegar la causa de separación o divorcio, que en muchos casos era inventada?] Y además, a uno de los 
cónyuges, generalmente al padre, se le privaba de la relación con sus hijos. Se ejercía de padre hasta que los 
hijos tenían diez, doce o dieciocho años, es decir, hasta iniciado el proceso de la ruptura del matrimonio. a 
partir de entonces, la unidad familiar la integraban, generalmente y de forma exclusiva, la madre y los hijos. 
El padre, como si se tratara de un apestado, se quedaba fuera del ámbito familiar o volvía a casarse, lo que 
habitualmente generaba nuevos problemas con su anterior pareja e hijos. 


Al ser el divorcio un proceso muy lento, los conflictos psicológicos y económicos también solían ser muy fuertes. 
Pero «lo más gordo de todo», según el letrado Justo Sáenz, era que a una de las partes, habitualmente al 
hombre, se le desproveía de la relación son sus hijos. 


2Era una ley causal, es decir, había que demostrar que el otro cónyuge era culpable para poder separarse o divorciarse. 
Lógicamente, esto generaba un conflicto muy fuerte, porque muchas veces se inventaban motivos para poder separarse, señala 
Justo Sáenz Iñiguez, presidente de Kidetxa, la Federación vasca de Madres y Padres separados. Gara, 18 de junio de 2006 
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«Como norma -recuerda-, se adjudicaba la guardia y custodia del menor a la madre. Al padre se le daba lo 
que era la patria potestad compartida, es decir, lo referente a la educación. Pero de facto no se cumplía, el 
padre no pintaba absolutamente nada ni en la educación, ni en la salud, ni en el cuidado ni en ver a sus 
hijos. Lógicamente, todo eso hacía que muchos padres vieran terminada su relación con sus hijos.» 


Aquella ley también favorecía el «síndrome de alienación parental», según el presidente de Kidetzd'] «Una 
de las partes, normalmente la mujer, lo que hacía era intentar que el menor se separara del padre, porque 
también había unos intereses económicos. Es decir, conjuntamente con el hijo venía la atribución de la casa 
y una pensión alimenticia. » 


Esta situación, ya en sí complicada, se fue agravando en la década de los noventa. Las personas que se 
separaban era gente más joven, más preparada culturalmente, los dos con acceso al mercado laboral, y por lo 
tanto con independencia económica y por lo general el mismo tiempo para dedicarlo al cuidado de los hijos. 


Por lo tanto, la coletilla que solía utilizarse en los Juzgados de Familia, a la hora de atribuir la guarda y 
custodia de los menores a la madre «porque tenía más tiempo para cuidarlos» se había quedado obsoleta. En 
una sociedad en la que hombre y mujer aspiraban a relacionarse en un plano de igualdad en el ámbito social, 
político, jurídico y profesional, hacer discriminaciones a favor de uno de los sexos en la ley parecía absurdo. 


Nacida en Badajoz hace cuarenta y cinco años, abogada, directora de la oficina principal de El Montd!] y 
diputada por el Partido Popular en las elecciones de 2003, María Pía Sánchez Fernández acabó su relación 
conyugal con su marido, un profesor de música, el 7 de febrero de 2001. 


Desde entonces su vida se convirtió en un calvario. La justicia le atribuyó la custodia de sus tres hijos, de trece, 
once y siete años de edad a ella, y su ex esposo se negaba a aceptar que, a partir de determinada fecha, su 
papel de padre de familia habría sido borrado del universo por la ilustrísima decisión de un paradójicamente 
juez de Familia. 


En Febrero de 2003, cuando decidió presentarse por el PP al Congreso de los Diputados y acordó un nuevo 
convenio regulador con su antiguo esposo en el que se establecía la custodia compartida de los hijos, sus 
problemas se solucionaron de un plumazo. "Todos los martes, miércoles y jueves del año los hijos viven en 
casa del padre y el resto de la semana con la madrd?] 


«Desde entonces, los problemas de pago de pensiones, fines de semana alternos y otros colaterales entre 
mi ex marido y yo han desaparecido. Pero, lo más importante, mis hijos son más felices, han mejorado el 
rendimiento escolar, se relacionan mejor con sus vecinos y amigos, son más cariñosos y menos agresivos, 
más abiertos y comunicativos y nos tratan por igual a mí y a mí ex marido», relata. 


No deja de ser menos relevante que, a raíz del cambio de actitud, tanto su ex marido como ella hayan podido 
rehacer sus vidas con otras parejas y que, en 2006, puedan incluso salir a cenar juntos los dos matrimonios, 
olvidando todo lo pasado años antes. 


Defensora acérrima de la custodia compartida en los procesos de ruptura matrimonial, intenta cada vez que 
puede explicar en su círculo de amigos y en el Grupo Parlamentario Popular su experiencia. «Un día hablé 
por la radio de estos temas y los diputados de todos los partidos que e oyeron me felicitaron. Incluso Emilio 
Olabarría, de PNV, me dijo:«Oye, tenemos que hablar más tranquilamente de estos temas porque yo creo que 
podemos mejorar muchas cosas», recuerda. 


Su caso personal es significativo. Porque a finales de 2004, cuando el PSOE inició los trabajos parlamentarios 
para mejorar la ley del divorcio, la custodia compartida de los hijos, que hubiera solucionado tantos problemas 
familiares y hecho innecesaria en muchos casos la aplicación de la Ley de Violencia de Género, estaba en la 
agenda del Grupo Parlamentario Socialista. 


3La federación de Euskadi de Madres y Padres separados. 

“Fusión de las cajas de ahorro de Huelva y Sevilla. Ha sido también, secretaria provincial de las juventudes de UCD y 
coordinadora de acción sectorial del PP de Extremadura. 

5 También comparten las vacaciones y los sábados y domingos alternos con el fin de que ambos progenitores puedan estar en 
sus momentos de ocio con los menores. 
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Al parlamentario de PP por Madrid, Miguel Ángel Cortés, de cuarenta y ocho años, licenciado en Derecho, 
diputado nacional en las cuatro últimas legislaturas le ocurrió exactamente lo mismo. Un pacto con su ex 
mujer ha puesto fin al contencioso sobre sus hijas como se cuenta más adelante. 


No es lo que decidió, sin embargo, un sector del gobierno bajo la presión del feminismo radical. 


José Luis Rodríguez Zapatero lo había dicho por activa y por pasiva antes, durante y después de la campaña 
electoral que le llevó a la Moncloa el 14 de Marzo de 2004: «No se puede obligar a dos personas que no se 
quieren, que no se soportan, a vivir juntos. Hay que modificar la ley del Divorcio. » 


El 15 de abril del mismo año, durante la sesión de investidura como presidente del Gobierno, volvió a repetirlo 
en el congreso de los diputados. «Modificaremos el código civil en lo referente al Derecho de Familia con el 
fin de facilitar el derecho a la separación y al divorcio. » 


De acuerdo con este planteamiento, el 20 de septiembre de 2004, el Ministro de Justicia, Juan Fernando 
López Aguilar remitía a la cámara alta el tan aireado proyecto de modificación del Código Civil en materia 
de Separación y Divorcio. 


En su exposición de motivos, el borrador hacía especial hincapié en suprimir todas las trabas de la ley anterior 
que obligaba a seguir juntas a dos personas que habían roto cualquier atisbo de convivencia y que deseaban 
hacer su vida cada uno por su lado. A partir de la nueva ley, no era ninguna norma arcaica, sino la libertad 
y la voluntad libremente expresada de uno de los cónyuges o de los dos de mutuo acuerdo la que ponía fin a 
una relación matrimonial deteriorada o acabada. 


Al referirse a la guarda y custodia de los hijos habidos en el matrimonio, la ley también resultaba innovadora. 
«Se contempla expresamente que [los padres] puedan acordar en el convenio regulador que este ejercicio se 
atribuya exclusivamente a uno de ellos, o bien que cada uno de los progenitores la ejerza en parte. El juez, 
en los procesos incoados a la instancia de uno de los cónyuges, y en atención a lo solicitado por las partes, 
puede adoptar una decisión con ese contenido. » 


Frente a la figura del pater familias heredada del Derecho Romano, la ley del divorcio de Francisco Fernández 
Ordóñez concede la guardia y custodia a la madre, error que pretende erradicar el socialismo imperante con la 
custodia compartida. En todo caso, determinarán en beneficio del menor como se relacionará del mejor modo 
con el progenitor que no conviva con él, y procurarán la realización del principio de corresponsabilidad en el 
ejercicio de potestades. No obstante, los padres, cuando la adopción de determinadas decisiones relativas al 
ejercicio de sus potestades presente dificultad, habrán de tener en consideración que pueden optar, antes que 
por el recurso de la autoridad judicial por solucionar diferencia acudiendo a procedimientos extrajudiciales 
adecuados para la resolución de estos conflictos, entre los que cabe señalar la mediación. 


La ley, en este sentido, no hacía otra cosa que repetir las pautas seguidas anteriormente en Francia?) Canadd”] 
Suecia] Italid?] y un total de 19 estados norteamericanos Y] donde la custodia compartida es obligatoria entre 
otras cosas, porque reduce la conflictividad entre los padres divorciados, mejora las relaciones entre madres 


SE] proyecto de ley francés es de 27 de febrero de 2001 y fue presentado por la ministra de familia y candidata a presidente 
de la República Ségoléne Royal bajo el título de Reforma de la Autoridad Parental en los Nuevos Derechos de Familia. La ley 
de coparentalidad e igualdad hombre-mujer se aprobó en la Asamblea nacional el 21 de febrero de 2002. Ley 2002-305 de 4 de 
marzo de 2002. 

77. Los canadienses implantaron la custodia compartida por el bien de los niños en 1998 ya que consideraban que en 
los divorcios no podía haber una «parte ganadora» y una «parte perdedora». La palabra «custodia» se sustituyó por la de 
«coparentalidad» en la ley. La conflictividad entre las parejas divorciadas se redujo en un 80%. 

88.El niño ha de compartir el tiempo de residencia y contacto con ambos padres establece la ley sueca según el Ministerio de 
Justicia y el Consejo Nacional de Salud y Bienestar social, donde impone la ley de custodia compartida de los menores. 

99.En Italia la propuesta de custodia compartida partió de Forza Italia ante la comisión de Justicia. La «norma» deberá ser 
que los hijos mantengan el contacto con ambos padres y que sólo en casos excepcionales el juez pueda designar como custodio 
a uno de ellos. 

lóLos estados que tienen establecida legalmente la custodia compartida son Maine, California, Luisiana, lowa, Oklahoma, 
Kansas, Idaho, Illinois, Missouri, Alaska, Pensilvania, Nevada, Montana, Mississippi, Florida, Wisconsin, Texas, Alabama y 
Michigan. 
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e hijos, su afectividad, su rendimiento escolar y, aunque parezca mentira, el número de divorcios entre las 
familias desciende en más de un 30 


La ley siguió en trámite parlamentario y cuando estaba en el Senado, el movimiento feminista radical decidió 
movilizarse e impedir que, al igual que en el resto de los países civilizados, los padres tuvieran el derecho a 
ostentar la guardia y custodia de sus hijos. 


El Gobierno había presentado en el Congreso de los Diputados la reforma de la Ley del Divorcio y en el 
trámite parlamentario el texto legal establecía que los niños habidos en la pareja debían vivir en periodos 
similares con el padre y con la madre. 


En lo que se conoce, en términos jurídicos, como la custodia compartida del menor, una norma aceptada 
internacionalmente en todos los países civilizados. Por los diferentes roles desempleados en la sociedad, padres 
y madres aportan a sus hijos valores diferented!?] que se complementan y que contribuyen a formar la 
personalidad de los niños. 


Hasta los años setenta, el cuidado de los hijos en los supuestos de anulación o ruptura matrimonial era 
patrimonio casi exclusivo de la mujer. Los hombres, en su mayoría, se dedicaban a trabajar y no tenían 
tiempo para su prole, en algunos casos. En otros, la mayoría decidían rehacer su vida con otra mujer e 
incorporar a la nueva familia hijos procedentes de otra era, con frecuencia, fuente de conflictos. 


La creciente incorporación de la mujer al mundo del trabajo, a partir de la década de los setenta y ochenta en 
Estados Unidos, Inglaterra y Canadá, y en España a partir de los noventa, cambió esa concepción del mundo 
familiar. 


Tanto el hombre como la mujer eran prisioneros, muchas veces incluso esclavos, del trabajo. Ya no era solo el 
hombre el que no tenía tiempo a dedicarse al cuidado de los hijos, sino también la mujer. había, por tanto, 
que redefinir los papeles dentro de la familia. Hombres y mujeres tenían los mismos derechos y las mismas 
obligaciones de atender y cuidar de los hijos. 


El congreso estadounidense decidió adaptar la legislación de manera que hombres y mujeres asumieran por 
igual las obligaciones de cuidar a los hijos, trabajando menos tiempo si era necesario, contratando a personas 
que ayudaran en el servicio doméstico mientras los padres estuvieran fuera, que se encargaran además de 
llevarlos y traerlos al autobús del colegio. 


Psicólogos, sociólogos, educadores, jueces y trabajadores sociales de todo el mundo se dieron cuenta inmedia- 
tamente de que la llamada custodia compartida era la mejor forma de educar a los hijos nacidos en el seno 
de familias desestructuradas. 


Al percatarse de ello, las organizaciones feministas radicales pusieron el grito en el cielo. 


«st aceptamos la custodia compartida las mandamos a la miseria. (Jue se vayan los hijos de puta cabrones 
de los hombres», debieron pensar. 


El 20 de septiembre de 2004, Vicenta Guzmán Izquierdo, presidenta de la Federación de Asociaciones por la 
Custodia Compartida, que agrupa a centenares de sociedades repartidas por todas Españ] le remitía al 
Ministro de Justicia, Juan Fernando López Aguilar, un informe sobre la custodia compartida. 


11 Child Custody Policies and Divorce Rates, octubre de 1997. Washington; Joint Custody: Bonding and Momiornig Theories, 
Margaret F. Brining y F-H. Buckley. Universidad de Iwoa (Estados Unidos) y These boots sare made for walkind: why wifes file 
of divorce, Canadian Laws and Economics Association Meetind, 1998 (Canadá) 

12E]l padre aporta tradicionalmente el sentido de la autoridad, la responsabilidad, el esfuerzo, el trabajo fuera del hogar, la 
realidad objetiva, la competitividad, el superyó. La madre la realidad subjetiva, la emotividad, el cariño, la compasión, la ayuda 
materna, solidaridad, entre otros muchos. 

13 Asociación Vizcaína de Padres y Madres separados de La Terraza, Unión de Separados de Valencia, Custodia Compartida Ya, 
Oficina del defensor del Hombre y de sus hijos, Asociación Vida por los Derechos Humanos Universales, Asociación de Hombres 
Maltratados de Canarias, Padres de Huelva, Unión de Separados y Separadas de Madrid, Asociación no gubernamental para el 
Bienestar Familiar del Menor, Asociación de Padres y Madres separados de Alicante, Asociación de Padres y Madres separados 
de Murcia, Mesa de Vallecas por la custodia Compartida, Expertos en Mediación de Euskadi, Asociación española de Abogados 
de Familia, Asociación La voz de la Esperanza, Globalización de los Derechos Humanos, Unión de separados de Misdara, Sos 
Papá, Sycom Training Sistem (psicólogos) de Bilbao, Asociación Benéfica Peña Uribarri, Asociación Vecinal Eguzkialde de San 
Adrián de Bilbao, Asociación vasca de fibromialgia y astenia y otras. 
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Conocido como «Informe Renacer», elaborado por el equipo del doctor Antonio Luengo Dosantos, el docu- 
mento ponía de relieve la tendencia universal a que los hijos habidos dentro del matrimonio, una vez rota la 
pareja, quedarán al cuidado de los dos progenitores. 


A lo largo de sus 20 folios de extensión el informe estimaba el número de niños que viven en la actualidad 
con sus madres en 1.118.150, y enumeraba las ventajas y desventajas que esta situación planteaba para el 
niño y uno de sus dos progenitores. 


Así, de vivir todo el año con sus padres en un hogar compartido por la pareja, en el que los dos progenitores 
tenían la posibilidad de estar trescientos sesenta y cinco días al año con sus hijos, las relaciones con sus abuelos 
eran normales y la relación de los menores con sus vecinos y entorno vecinal los habituales, la ruptura de la 
pareja sin que se establezca una custodia compartida de los menores conducía a una relación completamente 
anómala. 


El padre es expulsado de la familia, los hijos habidos en el matrimonio pasan solo cuatro días al mes con un 
progenitor al que se le retira la custodia de los menores, se los deslocaliza de su entorno habitual, las relaciones 
con la familia paterna disminuyen o desaparecían y la toma de las decisiones sobre los asuntos importantes 
en la vida de los niños (educación, salud, cambio de residencia, movilidad) recaía unilateralmente en uno de 
los progenitores. 


Todo ello conduce, además, a la aparición de una serie de problemas colaterales como los intentos de mani- 
pulación por uno de los progenitores, aparición en los niños de conflictos de lealtades, enorme desproporción 
para las relaciones afectivas e incremento del suicidio de los varones divorciados, al ser expropiados por el 
estado de una parte de su familia en beneficio de la mujer. 


La custodia compartida, además, en la mayoría de los casos, acababa con los eternos conflictos entre las 
parejas divorciadas por la posesión de los hijos y el reparto del tiempo que permanece con cada uno de los 
padres, eliminaba el pago de pensiones entre ex cónyuges y ponía fin a dos de los más graves conflictos, el 
de las denuncias por abusos sexuales y maltratos a menores]*] por uno de sus padres, cuando la custodia era 
litigiosa. 


El informe renacer estima como algo más grave y peligroso el llamado Síndrome de Alienación Parental, 
habitual durante las peleas de padres por la custodia de sus hijos, periodo en el que éstos, consciente o 
inconscientemente, tratan de atraerse la complicidad y el apoyo de los menores, mediante campañas de 
denigración contra uno de ellos -generalmente el padre-, al que se calumnia, veja e injuria sin que existan 
motivos para ello y se presenta como el causante de la ruptura de pareja. 


Es la forma de conseguir, mediante calumnias y medias verdades que los niños odien a sus padres, les 
aborrezcan y se alíen sentimentalmente con la madre, a la que se le atribuye el 98% de las custodias en 
España. La animosidad, el rencor y el odio despertados a veces son tan grandes que se extienden incluso a 
toda la familia del progenitor repudiado y destronado e incluso a sus amigos y vecinos. 


El niño que ha crecido en un hogar sin uno de los padres está, además, mucho más expuesto que el resto de 
sus compañeros al suicidio, a escaparse de casa o a caer en el mundo de las drogas y del alcohol o a delinquir 
para autoafirmarse y enfrentarse a sus problemas de marginación y abandond'*] 


Desposeerle, en una situación de divorcio, de todos los símbolos por los que ha luchado, suprimirle de un 
plumazo su proyecto de vida pero, esencialmente, quitarle sus hijos, supone el mayor factor de suicidios en 


lMSegún diversos autores norteamericanos la mayoría de las denuncias de las madres sobre los padres son falsas. Así «en el 65 
por ciento de los casos no hubo penetración» (J.E. Paradise, 1989); «la mayoría de las denuncias son falsas» (N. Thomennes 
y J. Pearson); «el 80 por ciento de las denuncias sobre abusos sexuales eran falsas» (E. Felten, 1991); «en el 50 por ciento de 
los casos no se aplicó el abuso» (N. Thoennes y P.J. Tjaden, 1990); «el 65 por ciento de las denuncias son falsas» (Nacional 
Center for Child Abuse); «en el 57,2 por ciento de los casos el maltrato no pudo probarse» (US Departament of Health and 
Human Services). 

15 Cinco veces más expuesto al suicidio, treinta y dos veces a irse de casa, veinte veces a padecer trastornos de comportamiento, 
catorce veces a cometer violaciones, nueve a abandonar sus estudios, diez a abusar de la droga, nueve a ingresar en un reformatorio 
y veinte veces más que el resto de los niños a ingresar en prisión. National Center for Fathering de los Estados Unidos 
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la población masculina. De esta manera, en el año 2000 se registraron en España 2.574 suicidios de hombres 
frente a 829 de mujereg!*] 


Los datos del Instituto Nacional de Estadística revelan, además, que mientras los porcentajes de suicidios por 
cada cien habitantes son similares entre solteros o casados, la tasa de viudos o divorciados varones es entre 
siete y ocho veces más alta que entre las mujeres]”] 


En consecuencia, la Federación de Asociaciones por la Custodia Compartida pide que no se obligue a cente- 
nares de miles de padres a dejar de serlo por el hecho de separarse al haberse generalizado el establecimiento 
por parte de la justicia de una custodia monoparental, que se atribuye siempre a la madre, solicitan, que en 
la Ley del Divorcio que se debate en las Cortes se establezca una nueva filosofía de corresponsabilidad en 
la custodia de los hijos debido a que la mujer trabaja cada día más fuera del hogar y el hombre tiene más 
tiempo para dedicarlo a su familid**] 


Los hombres separados estaban dispuestos a desplegar toda su artillería para que en España se «homologara» 
al resto de Europa en esa materia. Habría, por tanto, otras iniciativas de otros grupos. 


La segunda propuesta fue la formada por la Asociación de Padres de Familia Separados y la Federación 
Andaluza de Padres y Madres Separados. Nada más presentarse la Ley del Divorcio en el Congreso de los 
Diputados enviaron a todos sus grupos parlamentarios el Informe Reencuentro, elaborado por el alto ejecutivo 
de las Naciones Unidas en Ginebra, Javier Álvarez con el apoyo de un grupo de abogados matrimonialistas, 
psicólogos y sociólogos. 


El informe multidisciplinar, apoyado por la Asociación Gallega de Padres separados, la Federación de Euskadi 
de Padres y madres Separados, la Unión de Separados y Separadas de Madrid, y la Asociación Azulfuerte 
era un trabajo de 84 folios. 'Tras analizar el estado de la cuestión en los países occidentales, llegaba a las 
siguientes conclusiones: 


= El interés superior del niño requiere el contacto frecuente y continuo de los dos padres. 


= El divorcio debe basarse en un modelo de coparentalidad que reconozca la igualdad de derechos y de 
responsabilidades de los dos progenitores. 


= Una vez desaparecida la dinámica de parte ganador/parte perdedora el divorcio dejará de ser un pro- 
blema contencioso. Las instituciones deberán fomentar el mutuo acuerdo y la mediación. 


= El reparto del tiempo con los niños al 50% no siempre es posible pero deben buscarse formas para 
aproximarse, según los distintos casos. 


= Si la proximidad geográfica lo permite, el modelo más adecuado es que los menores vivan una semana 
con uno de los padres y la siguiente con el otro, alternando. 


= En casos de niños de corta edad, los contactos deberán ser más cortos, pero más frecuentes. 


= Además de la estabilidad material, el niño necesita estabilidad emocional, que solo recibe por medio de 
la custodia alterna con sus dos padres. 


= La custodia exclusiva es altamente litigiosa y debe evitarse salvo en casos extremos. 


l6Instituto Nacional de Estadística. 

17Solo un 4% de las mujeres viudas se suicidaron, frente a un 34% de los hombres. En el caso de la población divorciada, 
la tasa de suicidios es de 38 por cien mil en el segmento de los varones y de siete por cien mil entre las mujeres. Desde que se 
aprueba la Ley del Divorcio, el porcentaje de hombres suicidados sube del 5,9% hasta el 13,1% del año 2000. Estadística del 
suicidio en España. Instituto Nacional de Estadística. 

l8La declaración de Derechos del Niño de las naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, el pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración de Derechos del niño de Ginebra y las 
resoluciones de la Unión Europea reconocen, en parecidos términos, que «el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad debe crecer en un ambiente de felicidad, amor y comprensión, situación que solo pueden proporcionarle ambos 
progenitores. » 
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= La custodia monoparental conlleva transferencias económicas cuya utilización queda fuera de control 
de quien las realiza. En la custodia compartida, los pagos son directos. Las disputas y los pleitos se 
reducen. 


= Las pensiones asociadas a la custodia por la madre favorecen el parasitismo social de una de las partes 
y la desincentivación económica de la otra. La custodia compartida, el eliminar estos factores, favorece 
el nivel de vida de los niños. 


La batalla para inclinar la voluntad de los «padres de la patria» a favor de uno de los dos sexos no había 
hecho más que empezar. 


La Plataforma de Asociaciones por la Custodia Compartida, que aglutina a varios miles de padres deses- 
perados de toda España organizados en trece asociaciones””|junto con el Colegio Oficial de Psicólogos de 
Madrid, organizan unas jornadas los días 4 y 5 de noviembre de 2004 en el salón de actos de la Universidad 
de Educación a Distancia de Madrid. 


La publicación del cartel anunciador en el que figuran desde el defensor del menor, Pedro Núñez Morgades 
hasta el presidente de la asociación de Abogados de familia, Luis Zarraluqui, los jueces decanos de Barcelona 
y Madrid, María Sanahuja y José Luis González Armengol, la ex directora del Instituto de la Mujer, Miriam 
Tey, o el presidente de la sección sexta de la Audiencia provincial de Valencia, Vicente Ortega Lorca, provocó 
un terremoto en la Moncloa. 


Las feministas que apoyaban a Zapatero estaban tan alborotadas que el Gobierno convocó en La Moncloa al 
número dos del Ministerio de Justicia, al catedrático de Derecho Civil, Lorenzo Prat, que figuraba entre los 
conferenciantes, y le obligó a retirarse de las jornadas como cargo oficial. 


El feminismo militante se moviliza. sus dirigentes llaman a Encarnación Sarriá decana de la Facultad de 
Psicología de la Universidad de Educación a Distancia (UNED), donde se van a celebrar los actos, para que 
sean prohibidos. «Eso es un contubernio de maltratadores. en el caso de que no lo haga, pondremos a cinco 
mil mujeres a las puertas de la Universidad», aducen. 


Envían cartas amenazadoras a todos los organismo oficiales, presionan a los conferenciantes, entre ellos a 
María Sanahuja de Jueces para la Democracia. Utilizan todas sus «armas de mujer» -que no son las que tópi- 
camente se les atribuyen- para impedir la libertad de expresión de quienes no comparten sus planteamientos. 


Pese al cúmulo de presiones, varios centenares de personas se reúnen el 4 y 5 de noviembre de 2004 en dos 
apretadas jornadas de trabajo, en las que intervino Muriell Laroque, presidenta de la Asociación Francesa de 
Abogados de Familia, y asesora de la candidata socialista a la Presidencia de la República, Ségoléene Royal. 
Larroque llega a preguntar en públicd?] 


-Pero ¿España es un país democrático? 


Una vez «colonizados» los procesos de las separaciones y los divorcios, antes adscritas a los Juzgados de 
Familia, desde el ámbito penal y policial mediante la Ley contra la Violencia de Género, el movimiento 
feminista no iba a aceptar la ley. Establecer la «custodia compartida» era para ellas un claro retroceso en su 
conquista del poder para la mujer. 


-Con la Custodia Compartida van a cargarse la Ley Integral -vocifera Ana María Pérez del Campo. 


19Unión de Separados y Separadas de Madrid, SOS Papá, Confederación de Padres y Madres Separados, Asociación Custodia 
Compartida de Valencia, Asociación Custodia compartida de Extremadura, Asociación por el Bienestar Familiar del Menor, 
Asociación Papá de Huelva, Unión de Separados y separadas de Valencia, Oficina del defensor del Hombre y sus hijos, Grupo 
Padres e Hijos y Asociación Renuka para el Estudio del Maltrato Infantil. 

20 Participan como ponente Lorenzo Prat, por el Ministerio de Justicia; Fernando Chacón, Rafael Rodrigo y Julio Broncal, 
psicólogos; Manuel Oliete Nicolás, abogado; Cristina Pérez Díaz-Flor, Giela Kodiar y Nuria Calderé, psicólogas; Marisol Palacios 
Landaluce, Víctor Calvo, Luis Arego, Luis Zarraluqui y Manuel Ollé, abogados; Pedro Núñez Morgades, defensor del menor; 
Mauricio Murillo, María Sanahuja, José Luis Fernández Armengol y Vicente ortega Llorca, mnagistrados; José Miguel Gaona 
e Ignacio Avellanosa, psiquiatras; María Castro, de 7U; Sandra Moneo y Miriam Tey, dirigentes del PP; Javier Morcillo de la 
Asociación Renuka; Mariano Orta de Papá Huelva; Carlos Fernández Liesa, vicerrector de la Universidad Carlos 111 y Leopoldo 
Vives, representante de loa conferencia Episcopal Española. 
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En lugar de presentar batalla frontal contra la ley, sus dirigentes empiezan a hablar de «Custodia responsable» 
frente a «Custodia Compartida». En una segunda etapa, consiguen sacar el proyecto de ley del ámbito del 
Ministerio de Justicia y vincular a la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega. 


Su obsesión es, sin embargo, atar de pies y manos al juez de manera que la Custodia Compartida solo se 
pueda acordar tras el acuerdo de los dos progenitores, previo informe favorable del Ministerio Fiscal. «El juez 
tiene que pedirle permiso a la mujer. Si esta acepta hay custodia compartida. Si se niega, el hombre tiene 
perdida la batalla salvo que se demuestre que por razonar psíquicas y psicológicas, tiene más derecho a cuidar 
a los hijos», afirma Manuel Oliete Nicolás uno de los ponentes de aquellas jornadas. 


La reacción era inevitable. Las Asociaciones de mujeres divorciadas y separadas no iban a permitir que les 
quitaran a sus hijos. no tanto por ese instinto de maternidad -que no se puede negar- cuanto porque para 
muchas los menores son como los Reyes Magos, llevan con ellos regalos: la casa, la pensión de alimentos, el 
coche y hasta las cuotas de la hipoteca de la vivienda deben ser abonadas religiosamente por el padre, para 
que la mujer no tenga que irse a vivir bajo un puentd?!| 


Frente a la tesis del Gobierno y del Parlamento de «custodia compartida» el feminismo radical planificó su 
eslógan «custodia responsable» que, dicho en otras palabras, significaba dejar las cosas como estaban y que 
la madre se quedara en exclusividad con los hijos. Incluso cuando haya taras psíquicas en la mujer. 


Así, el 7 de Abril de 2005, la Asociación de Mujeres Juristas Themis se lanzó al ataque y organizó una 
mesa redonda en la sede de su organización, el número 26 de la calle Almagro. en el acto, moderado por 
su presidenta, Ángela Alemany Rojo, participaron la titular del juzgado 24 de familia de Madrid, Ángeles 
Velasco García; la secretaria de Themis Rosa Pérez-Villar, la fiscal Carmen tirado y la psicóloga Carme 
Zamora Gragera. 


En la misma fecha y a la misma hora en Albacete, Barcelona, Córdoba, Sevilla, Granada, La Coruña, Ciudad 
Real, Málaga, Salamanca, Valladolid, toledo y en otra docena más de capitales de provincia se celebraban 
conferencias similares en un intento de crear una opinión pública favorable a sus planteamientos sexistas. 


Todos los actos fueron organizados por juezag??] abogadas, fiscales y psicólogas, en su globalidad del sexo 
femenino, y sus tesis fueron recogidas al día siguiente por los medios de comunicación. Los hombres se 
asimilaban, sin excepción, con los responsables en exclusiva de los malos tratos en el seno del hogar. No se 
podía, por lo tanto, «dejar a nuestros hijos en sus manos» para que los conviertan a su vez en maltratadores 
de las niñas actuales cuando lleguen a la pubertad. 


Aunque todos los estudios revelan que la violencia familiar siempre es cosa de dos personas y que la respon- 
sabilidad hay que compartirla en la mayoría de los casos a partes iguales, ésa era la teoría del feminismo 
integrista. Debía ser, en consecuencia, la posición del Gobierno. Por las malas o por las malas (sic), ya que 
no se trataba de una cuestión que se fuera a debatir. 


En Abril de 2005, las presiones para impedir la salida de la ley son de tal calibre que José Luis Rodríguez 
Zapatero acaba reuniéndose en la Moncloa con la llamada sociedad civil. os titiriteros Pedro Zerolo, Pedro 
Almodóvar, Víctor Manuel, Ana Belén y Javier Bardem aparecen cogidos del brazo de las asociaciones 
feministas radicales. Las asociaciones de mujeres, representadas en aquel acto le dicen a Zapatero que paralice 
inmediatamente la Ley del Divorcio. 


Ana María Pérez Del Campo se reune con el grupo Parlamentario Socialista y les conmina para que den 
marcha atrás. En el Senado se introduce un artículo imponiendo que intervenga un equipo psicosocial como 
condición síne qua non para la salida de la ley. 


21En términos coloquiales, en muchos juzgados de familia suele llamarse «El Cuponazo». Cuando un juez tiene que intervenir 
en un convenio de separación contencioso sabe que, por ley, el premio gordo de la lotería de le atribuye sin sorteo ni bombos 
a la mujer. Al hombre le toca, a partir de entonces, comprar los cupones no premiados para el resto de la vida, para volver a 
alimentar al bombo, que es siempre cobrado por la madre. 

22 Ángeles Montalvé Sempere, magistrada de la audiencia provincial de Albacete; Mercedes Caso Señal, magistrada del juzgado 
de familia número 19 de Barcelona, Ana María Saravia González, magistrada del juzgado de familia de Córdoba, Angélica Aguado 
Maestre, titular del juzgado de primera instancia número 6 de Granada; Rosa Barbeíto, magistrada de Betanzos; María Félix 
Pera Aragón, presidenta de la sección segunda de la Audiencia de Cáceres; Ana Isabel Benito, jueza sustituta de Piedrahita y 
otras. 
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Aunque todos los grupos parlamentarios del Senado han apoyado la Custodia Compartida -especialmente 
Esquerra Republicana de Catalunya- al llegar al Congreso arrecian las presiones para que la ley sea descafei- 
nada. 


Ante el temor de no ser escuchadas, el tardofeminismo español decide sacar el asunto a la calle y preparar 
sus cuadrod dirigentes, por si es preciso movilizarse en contra del PSOE. 


«La guarda y custodia compartida olvida el interés del menor que es el más necesitado de protección. en 
el Derecho Comparado no existe precedente sobre la custodia compartida por imposición judicial. La guarda 
y custodia compartida es guardia y custodia repartida. Los hijos no son objeto de reparto, son sujetos de 
derecho. Introducir en la legislación la guarda y custodia repartida creará inseguridad jurídica y aumento en 
la violencia de género. La guarda y custodia compartida es la nueva estrategia del patriarcado. » 


En estos términos se convocaba un nuevo acto para presionar al Gobierno y adecuar la Ley del Divorcio a los 
presupuestos del feminismo inmovilista. El acto debía celebrarse el 25 de mayo de 2005, en la sede de Altadis 
(Antigua Tabacalera), en la calle Eloy Gonzalo 10 de Madrid, que parecía hacerse perdonar así los pecados 
por dedicarse a una actividad perniciosa: el uso de tabaco. 


En la asamblea tomaron parte, entre otras dirigentes políticas, las diputadas del PP y del PNV Carmen 
Matador y Margarita Uría, las abogadas separatistas y divorcistas María José Varela y Consuelo Abril 
González. 


Lo convocaban la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas, el Forum de Política Feminista, la Comisión 
para la investigación de Malos Tratos a Mujeres y Mujeres para la Salud. Allí, sin que nadie se inmutara, se 
dijeron barbaridades de gran calibre, como las siguientes: 


«La custodia compartida es una reminiscencia de la sociedad patriarcal, que tiende a perpetuarse en contra 
de las mujeres. La práctica judicial demuestra que sólo la solicitan los padres violentos como un nuevo y 
eficacísimo mecanismo de control y de maltrato hacia sus cónyuges, a las que tratan de aniquilar aún después 
de la separación y el divorcio.» 


«Las madres aquí presentes no debemos de olvidar que muchos padres separados aprovechan los regímenes de 
visitas y los encuentros con sus hijos para matarlos», como una suerte de Saturno que debora a sus propios 
hijos. 

El feminismo no iba a parar hasta conseguir su propósito. 


Nacida en Badajoz en 1969, licenciada en Derecho, casada y con dos hijos la diputada el PP Carmen Matador 
de Matos, no se había visto en una situación similar desde que en el año 2000 pisó por primera vez la sede 
del Congreso de los Diputados. 


Secretaria segunda de la Comisión Constitucional del Congreso y vocal de las comisiones de Justicia e Interior, 
el 30 de marzo de 2004 fue nombrada por su partido ponente del proyecto de Ley de Modificación del Código 
Civil en Materia de Separación y Divorcio. 


Un mes más tarde recibió en su despacho una comisión de quince abogadas de la Asociación de Mujeres 
Juristas Themis, con Ana María Pérez del Campo a la cabeza. 


Tras preguntarle cuál era la posición del PP en relación con la custodia compartida de los menores e indicarle 
Carmen Matador que la misma que el gobierno advirtieron: 


-Pues el gobierno va a cambiar de parecer en los próximos días. Para que la Ley salga por consenso es preciso 
que vosotros os adecuéis a las nuevas propuestas. 


-Yo no puedo tomar esa decisión. Tendré que consultarlo con el Presidente del Grupo Parlamentario. 
-Pues hazlo cuanto antes. Y díle a Zaplana que se porte bien. No le conviene tener a las mujeres en contra. 


En el llamado «Informe Hamelín», sus responsables afirman que la diputada popular fue amenazada incluso 
con publicar el contenido de la conversación, que estaban grabando clandestinamente con un magnetófono 
oculto. El autor, sin embargo, no ha podido contrastar esa información. 
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En el asunto se ventilaban miles de millones de euros todos los años en casas, pensiones y alimentas, y el 
movimiento feminista no estaba dispuesto a tolerarlo. 


Después de tratar de convencer al Grupo Parlamentario Socialista y al ministro de Justicia, Juan Fernando 
López Aguilar de que la ley debería ser modificada, sin conseguirlo, decidieron acudir directamente a la 
cabeza. 


Así, el miércoles 21 de abril de 2005, las representantes de un total de sesenta organizaciones feministas eran 
recibidas en la sede del PSOE, en la calle Ferraz de Madrid, por el presidente del Gobierno y secretario 
general del partido, José Luis Rodríguez Zapatero. 


-Si se aprueba esta ley y se admite la custodia compartida las mujeres habremos retrocedido a los tiempos 
de Franco. Decenas de miles de padres que han delegado la crianza de sus hijos en sus ex mujeres pedirán 
la revisión de sus convenios, y otras tantas mujeres se quedarán sin casa, sin pensión, y tendrán que vivir 
tiradas en la calle -le soplaron a Zapatero al oído. 


Sentado encima de un taburete pintado de rojo, con el emblema del PSOE en los laterales, rodeado de ciento 
cincuenta mujeres, Zapatero escuchó embobado el chaparrón de críticas. 


-En el momento en que la Ley del Divorcio admita la custodia compartida, la Ley de Violencia de Género no 
servirá de nada, los maltratadores tendrán los mismo derechos que las mujeres sobre sus hijos. 


Mezclando la ley de Violencia de Género con la reforma del Código Civil en materia de Divorcio, en el fondo 
lo que se ventilaba era un asunto méramente económico. Si se establecía la custodia compartida la mujer 
perdía el hogar familiar, ya que la sociedad de gananciales se disolvía y se repartían al 50% las pensiones de 
alimentación y estudios que están pagando la mayoría de los padres. 


La violencia de género, que en un 80% de los casos se genera en los trámites de separación y divorcio al ser el 
hombre materialmente expulsado de su casa y de su entorno, se reduciría en gran medida y, probablemente 
disminuirían también las muertes de mujeres a manos de sus maridos o ex maridos, a los que la Ley de 
Violencia de Género ha cortado las posibilidades de reinsertarse en sociedad. 


El Gobierno, sin embargo, estaba dispuesto una vez más a sacrificar la equidad y la igualdad en los procesos de 
separación y divorcio, el bienestar del menor como sujeto de especial protección, a los intereses que defendía 
el feminismo radical. 


Así, al día siguiente, El Periódico Feminista, editado por Mujeres en Red, que dirige Montserrat Boix, 
publicaba dos enormes fotos de Rodríguez Zapatero rodeado por el feminismo radical y el siguiente titular: «El 
Gobierno español estudiará cambios en la custodia compartida en la tramitación del divorcio.» El periódico 
añadía: 


«La custodia compartida del padre y la madre sobre los menores que hoy se aprobará en el congreso será 
revisada dadas las críticas y reticencias que ha levantado en numerosas asociaciones de mujeres. El cambio, 
si se produce, tendrá que hacerse en el Senado. » 


La reforma en la normativa de divorcio ha provocado críticas en algunas organizaciones feministas, sobre todo 
por un aspecto, la posibilidad de que el juez establezca la custodia compartida cuando no haya acuerdo de 
los padres. La ley admite esta posibilidad en casos excepcionales (debe basarse en el interés del menor y ser 
solicitada por un progenitor) «Esto puede generar problemas graves», advierte la presidenta de la asociación 
de mujeres juristas Themis, Ángela Alemany, que considera que solo debería otorgarse este régimen cuando 
el padre y la madre estén de acuerdo. 


«La custodia compartida de los hijos requiere un buen entendimiento entre el padre y la madre, asegura 
Alemany. En caso contrario se les obliga a comunicarse, por ejemplo, y existe el riesgo de utilizar a los 
menores como arma arrojadiza.» 


Esta letrada añade que también pueden generar más problemas económicos y de vivienda [el auténtico meollo 
de la cuestión]. Por su parte, la presidenta de la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas, Ana María 
Pérez del Campo, considera que la custodia compartida sólo debería establecerse “cuando haya un acuerdo 
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realmente libre entre el padre y la madre». «Muchas mujeres firman los acuerdos de divorcio bajo presión», 
asegura. 


El periódico El Mundo agrega nuevos datos sobre la reunión de Zapatero con las feministas. La presidenta de 
la Fundación de Mujeres, Marisa Sotelo, se habría quejado al presidente sobre la custodia compartida, que 
debía ser aprobada al día siguiente en el Congreso. 


-Tomo nota. Voy a Explorar de nuevo la situación -replicó Zapatero. 


Según su visión de los hechos, mientras las pantallas de vídeo y las cámaras móviles captaban y reproducía 
cada gesto del Presidente del Gobierno, la presidenta de la Asociación de Mujeres divorciadas y Separadas 
intervino. 


-Un juez [que sí puede echar al marido de la casa y despojarle de todos sus bienes] no puede imponer un 
acuerdo si la mujer está en contra -protestó. 


José Luis Rodríguez Zapatero se quedó ausente, pensativo. Ana María Pérez del Campo insistió: Presidente, 
intervenga. 


Zapatero, que se había declarado feminista radical y que abrió el acto declarando «Este es un gobierno de 
mujeres en tiempos de igualdad», tal vez más por ignorancia que por mala fe, fue contundente en esta ocasión. 


-No se preocupe, voy a intervenir. Lo haré esta noche mismo. 


Las ciento cincuenta mujeres reunidas en Ferraz, al oír estas palabras, prorrumpieron en un caluroso aplauso. 
Tras varios meses de lucha habían ganado la batalla. 


Sale una ley del Divorcio radicalmente feminista. Mientras la mujer puede pedir que le quiten de en medio 
a su marido, convencida de que se queda con la vivienda familiar y su marido tiene que pasarle una pensión 
para las necesidades de los hijos casi de por vida, el hombre debe pensárselo dos veces: con el divorcio pierde 
gran parte de su patrimonio y, si logra levantar cabeza, debe igualmente pasar una pensión de por vida. 


El divorcio se puede solicitar a los tres meses de matrimonio y su aplicación es automática, una vez se presente 
el convenio regular de los hijos y le dé su aprobación el fiscal, lo que supone una nueva y peligrosa intromisión 
del estado en los asuntos de familia. 


El asunto no hacía más que ahondar en un problema de la sociedad española, las familias monoparentales. 


Lo dijo la directora general de la Familia y la Infancia, Amparo Marzal, en una conferencia celebrada en 
Zaragoza. «Un total de 325.000 hogares españoles son monoparentales, lo que supone el 7 por ciento de las 
familias. Con este porcentaje, nos acercamos cada vez más a la media de la Unión Europea, donde el nueve 
por ciento de los hijos vive con uno de sus dos progenitores. X?*| 


El 29 de Septiembre de 2005, Marzal asistía en la Casa de la mujel]?*]de la capital aragonesa a la inauguración 
de unas jornadas sobre la familia. Agregó: «Nueve de cada diez familias monoparentales están encabezadas 
por una mujer, que tiene que asumir sola la mayor parte de las cuestiones del hogar y del trabajo y que se 
encuentra en clara desventaja respecto a los hogares formados por dos adultos)». 


La situación contrasta con lo que ocurría en España a finales de la década de los ochenta. «Entonces había 
180.000 familias en España con un adulto solo e hijos menores a su cargo. [Lo cual quiere decir] que en 
dieciséis años la cifra casi se ha duplicado», especialmente desde la entrada en vigor del divorcio exprés. 


Por su parte, la presidenta de la Federación de Asociaciones de Madres Solteras (FAMS), Carmen Flores, 
dió otros datos más cercanos a la realidad. «En el total de los hogares monoparentales (con hijos o sin ellos) 
ascienden en España a 1.329.000, de los que el 11,2 por ciento son madres solteras. » 


23De estas 200.000 familias son separados, fundamentalmente mujeres; 62.000 de viudas; 43.000 de solteras, y 20.000 están 
integrados por una sola persona casada pero separada de hecho. 

24Organizan el acto la Unión de Asociaciones Familiares (UNAF) y la federación de Asociaciones de Madres solteras de 
Zaragoza. 
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De donde se deduce que al rechazar la «custodia compartida», el Parlamento estaba legislando a favor de 
un colectivo de 1.329.000 mujeres y en detrimento de otros tantos varones a los que el Gobierno convierte 
automáticamente en «hombres-billetera», tal y como asegura el psiquiatra José Miguel Gaona, experto en 
estas materias. 


Lo reconoció así, sin ningún tipo de tapujos una de las diputadas del Partido nacionalista Vasco, Margarita 
Uría a varias asociaciones de padres separados. 


Aquella mañana, en plena negociación de la Ley del Divorcio, la presidenta de la Federación para la Custodia 
Compartida, Vicenta Guzmán, acompañada del neurólogo Antonio Luengo Dosantos; el profesor extremeño 
Carlos Caldito; el abogado valenciano Luis Arengo Casademut; el experto en marketing Sergio Villa; el 
economista Santiago Álvarez y la empresaria vasca Amaya Álvarez, acuden al congreso de los diputados. 


Tienen cita con los representantes de varios grupos parlamentariog?] entre ellos, la representante del PNV, 
Margarita Uría Etxebarría, catedrática de la Universidad de Deusto. 


La diputada los recibe en su despacho del edificio de la ampliación del Congreso. Al contarles que el PNV va 
a votar la Ley del Divorcio en su última redacción, que no reconoce la custodia compartida, le preguntan. 


-¿En qué se basan para decir eso? 

-En datos estadísticos. 

-¿En qué datos? ¿Ha leído nuestros informes? 

-Ustedes tienen sus estudios, pero hay otros que dicen lo contrario -afirma Uría. 

-Nos puede citar esos estudios. ¿Díganos qué estudios? 

La diputada nacionalista, ante el interrogatorio de sus visitantes empieza a ponerse nerviosa. 
-Esto no es un examen, yo no tengo que soportar esto. 


-Sí lo tiene que soportar, usted es empleada mía, le pagamos con nuestros impuestos y debe rendirnos 
cuentas. Explíquenos al menos por qué se oponen ustedes a la custodia compartida, ¿por qué los hijos tienen 
que quedarse obligatoriamente con la madre? 


-Para que las mujeres se queden siempre con la casa. ¿no pretenderá que las dejemos desamparadas? 


Ante tamaña respuesta los hombres optan por mantener la calma. Sin embargo Amaya Alvarez, una mujer 
de origen vasco, mayor, fuerte, separada, a la que la nuera le impide ver a sus nietos, no pudo contenerse y 
se lanzó directa a por ella. 


Cuando estaba a punto de propinarle un bofetón a la diputada nacionalista, el neurólogo Antonio Luengo, 
de cincuenta y ocho años, se interpuso y logró sujetarle el brazo en alto. 


«Si no intervengo, con la escasa estatura de Uría, la habría tirado al suelo», cuenta Luengo al autor del libro. 


El 18 de marzo de 2006, Empar Pineda, de la Asamblea Feminista de Madrid, María Sanahuja y Manuela 
Carmena, juezas; Justa Montero y Cristina Garaizabal, feministas, Paloma Uría, Reyes Montiel y Uxue barco, 
diputadas y otras doscientas mujeres de toda España firmaban un artículo en El Paíd"] 


25 Julio Villanueva Medavilla, portavoz de Justicia del PSOE, Carmen Matador de Matos, portavoz del Partido Popular; Luis 
Mardones Sevilla, del Grupo Coalición Canaria; Agustí Cerdá Argent, de Esquerra Republicana de Catalunya; Mercé Pijem 
Palmés, de CIU, Begoña Lasagabaster Olazabal, del Grupo Mixto, Isaura navarro Casillas, de /U, y Margarita Uría Etxeberría, 
del PNV. 

26 Forman parte de esta corriente las siguientes profesionales: Empar Pineda, de la Asamblea Feminista de Madrid; maría 
Sanahuja, jueza, Rosa Montero, periodista; Manuel Carmena, jueza, Raquel Osborne, profesora; Ana Luisa Bouza, Junta de 
Galicia; Justa Montero, Asamblea Feminista de Madrid; Paloma Uría, diputada; Cristina Grarizabal, psicóloga; Nanina Santos, 
profesora; Antonia Caro, grupo Alternativa; Noemí Parra, trabajadora Social; Belén González, periodista; Carmen Rodríguez de 
Guzmán, procuradora, María Nebot, profesora, Felicia Estébez, profesora; Mirem Ortubay, profesora, Diana Camafeita, dipu- 
tada; Pilar Jiménez, profesora; Emilia Vázquez, profesora, Pilar Sampedro, psicóloga; Consuelo Camblot, directora de clínica; 
Ana belén Gutierrez, Secretaria de la Mujer; Teresa Junco, Psicóloga; Concha Denche, socióloga, Begoña Vesga, secretaria de 
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«Aplaudimos el interés del gobierno por abordar los problemas [de la mujer], pero no podemos dejar de 
mencionar la preocupación que nos suscita el desarrollo de una excesiva tutela de las leyes sobre la vida 
de las mujeres, que puede redundar en una actitud proteccionista que nos vuelva a considerar incapaces de 
ejercer nuestra autonomía. », dicen. 


Las autoras del texto, miembros de la corriente «nuevo feminismo », enfrentadas a muchas de las caducas tesis 
de Mujeres en Red, el Colectivo de Abogadas Themis o la Federación de mujeres Maltratadas y separadas, 
acaban poniendo el dedo en la llaga. 


«Las leyes aprobadas que provocan mayor controversia dentro del feminismo son la Ley contra la Violencia de 
Género y la Ley del Divorcio. Las discrepancias son tan importantes que cabe hablar de diferentes concepciones 
del feminismo y de distintos modos de defender los derechos de las mujeres. Hay un enfoque feminista que 
apoya determinados aspectos de la Ley contra la Violencia de Género de los que nos sentimos absolutamente 
ajenas, entre ellos la idea del impulso masculino de dominio como único factor desencadenante de la violencia 
contra las mujeres. En nuestra opinión, es preciso contemplar otros factores, como la estructura familiar; el 
papel de la educación religiosa y su mensaje de matrimonio-sacramente; el concepto del amor por el que todo 
se sacrifica; las escasas habilidades para la resolución del conflicto, el alcoholismo; las toxicomanías.» sus 
planteamientos serios y responsables, realizados desde una perspectiva femenina son tan importantes que 
merecen capítulo aparte. 


Eulogio López Samanes y Elisa Sánchez Rodríguez se pasaron cerca de dos años eligiendo el traje de novia, 
el ramo de flores, el coro, la decoración del altar, haciendo las listas de invitados, las listas de regalos, los 
cursillos eclesiásticos... 


igualdad de Esker Batua-Berdeak; Clara Murgialday, economista; Blanca Núñez García, abogada; Asunción Pérez, presidenta 
de la plataforma Custodia Compartida; Pilar Rato Rodríguez, responsable de emigración de CCOO); Pilar Pérez Rey, Feminista; 
Maria Barrero Berbel, escritora; Cristina R Court, escritora; Trinidad Perez Cabrera, Asesora Fiscal; María Jesús Arnau, ma- 
gistrada; Isabel L Aulestia, ex senadora; Reyes Montiel, diputada; Dolores Jiliano, antropóloga; Adriana Kaplan, antroplóloga; 
Lala Mújica, antropóloga; Amparo Villar, técnica de igualdad; Maite Mateos, programa de Violencia de Género del Ayunta- 
miento de Bilbao; Nieves Arangueren, investigadora para la Paz; Rosario Arribalaga, Asamblea de Mujeres de Ermua; María 
José Carrelar, Mujeres Abogadas de Bizkaia; Arantxa Gurmendi, actriz; Ana Ramírez de Ocariz, socióloga y sexóloga; Nekane 
Eskinabel, abogada; Pilar Etxaniz, profesora; Elo Mayo, trabajadora social; Tere Sáez, técnica de igualdad; Txaro Arribas, 
Alarde Mixto de Irún; Malen Errasti López, PlataForma contra la Violencia de Guipúzkoa;Milagros Rubio, concejala;Eleuteria 
García, abogada; Lola Valverde, profesora; Irene Saavedra, técnica en riesgos laborales; Estefanía Acien, coordinadora de grupo 
de trabajo contra la prostitución; Fefi Sánchez, enfermera; Jana Vidal, trabajadora Social; isabel Ruiz, profesora; Dolorez Ruiz, 
concejala; Visctoria Delicado, asamblea de mujeres de Albacete; Adela Estupiñan, abogado; Ana Ureta, profesora; Lourdes Pérez, 
Sexóloga; María Candela Sánchez, consejera del Comité económico y social de la Unión Europea; Begoña Zabala, Ernakurne 
internacionalistak; Florentina Carrasco, letrada; Llun Quiñonero Hernández, escritora; Margarita Vázquez Veras, Diputación 
Provincial de A Coruña; Encarna Otero Cepera, Junta de Galicia; Pilar Candocia, concejala; Elia García Parra, periodista; 
María González Seoane, abogada; Celia Balboa Guerra, abogado; Laura Gómez Lorenzo, editora; Trini Álvarez Folgar, CCOO 
de Galicia; Genoveva Ros, Comissió Dones 8 de Mars, Isabel Coronado, comisió Dones de Revolta, Isabel Castillo, abogada; 
Verena Stolke, profesora de Antropología Social, Teresa Pardo Núñez, catedrática; Mónica Estévez Salazar, agente de viajes; 
Laura Dámaso, Colectivo Trótula; Concepción Sánchez Berdeja Colectivo Trótula; Maruja Torres, periodista; Lola Sanisidro, 
concejala; Ester Muñoz, abogado; Nekane Alzelai, parlamentaria; Julia Monje, profesora; Francisca García, ginecóloga; Ane Go- 
rosabel, estudiante; Agurtzane Ugalde, pedagoga; Barbara Velasco, miembro Colectivo Ágora; Esther Fresno, educadora, Dolores 
Campos, colectivo Ágora, Margot Ojeda, psicóloga, Adelaida Sarmiento, psicóloga, Reyes Sarmiento, bióloga, Teresa Sarmiento, 
Auxiliar Administrativa; Arantxa iturbe, sindicalista; Mercedes Garayalde, abogada; Asun Urbieta, lazandre; Ángeles J Perona, 
profesora; Susana Montero Maestro, Antropóloga; Maribel Acebedo, sindicalista; Uxue Barcos, diputada; Montserrat Olivan, 
bibliotecaria; Dolorez Gámiz CGT; Alejandra Gómez Céspedes, profesora; María José Benítez, criminóloga; Gregoria Botebol, 
neurofísica; María del Mar Soria López, estudiante; Dolores Domenech, concejala; Carmen Gregorio, profesora; Margarita Pérez, 
profesora; Amalia Morales, profesora; Maria Luise Nobs, traductora; Sheila Rodríguez, editora; Mireia Llobrera, profesora; Rosa 
de La Asunción, socióloga; Amaia Lizoain Rodríguez, técnica; Anna Freixas, psicóloga; Rosa Medina, profesora; Beatriz Mo- 
ral, antropóloga; Sonia Guedes, trabajadora social; Mónica González Santana, ingeniero; Rosaura González Méndez, profesora; 
Karmele Ikazuriaga, profesora; Mirela Bárcena, Junta de Castilla y León; Lourdes Martín, ex concejala; Carmen Camarero, 
Asamblea de Mujeres; Begoña Morales, Asamblea de Mujeres de Burgos; Raquel Alonso, educadora; Marisa merás, letrada; 
Aída Vega, profesora; Elena conde, profesora; Sylvia Jaén, Colectivo Gamá; Lidia Rodríguez, funcionaria; Soledad Vieitez Cer- 
deño, profesora; Luisa Gómez, taller Agrodoles; Nora Miñan, trabajadora; Charo Gorostegui, Granada Acoge; Josefina Jiménez, 
enfermera; Carmen González, Granada Agoge; Rosario rodríguez, trabajadora social; Elena Casado, profesora; Carmen heredero, 
CCOO de enseñanza; Rosa Genique, bibliotecaria, Carmen Fernandez Molina, Proyecto Buenos Tratos; Irmina Saldaña Alonso, 
médico; Mamen Briz, periodista; Miren nekane San Miguel, magistrada, Esther Muñoz, FEderación de Enseñanca de CCOO y 
Rosina Lanzuela, secretaria de la mujer de CCOO. 
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En ningún momento se plantearon si estaban hechos el uno para el otro ni si serían capaces de soportar juntos 
una vida llena de alegrías y tristezas, de felicidad y de sufrimientos, de dichas y desazones. En 2005 fueron 
una de las casi cien mil parejas que se divorciaron, tras apenas cuatro años de matrimonio. 


Se dieron cuenta entonces de que el divorcio es un mal, un drama para los dos cónyuges. Pero en el caso de 
Eulogio López lo fue aún más. Todas las futuras cargas familiares, incluidos los gastos fijos de las dos casad?"] 
que se duplican al separarse, recayeron sobre sus espaldas. Además, como se habían comprado una vivienda 
dos años antes, con un hipoteca a veinte años, sabe que a partir de ahora tiene que trabajar para pagar los 
plazos de la casa que más aborrece en el mundo. 


Es con la custodia compartida, una de las grandes injusticias que hay que resolver. «Una de las fórmulas es 
hacer uso de la experiencia acumulada en otros países como Rusia, donde el progenitor que puede mantener 
a los hijos se hace responsable de su guarda y custodia y al otro se le concede un amplio régimen de visitas», 
afirma el letrado Juan Ramón Montero. 


«El estado de Mississippi, en Estados Unidos, ofrece otro sistema. Una vez separada la pareja, se da un 
tiempo al padre y a la madre para que resuelvan sus asuntos y automáticamente se pasa a disolver la sociedad 
de gananciales», relata el piloto canario Eugenio Suarez. 


«Es una fórmula pero hay otras muchas -afirma la psicóloga canaria Paola González Gil, simpatizante de la 
corriente nuevo feminismo-, como incentivar el empleo a la mujer separada, dejarle la casa un máximo de 
uno a tres años y, entonces, disolver la sociedad de gananciales.» 


El único español que por ahora no tiene ese problema es el Príncipe Felipe. En el Caso de separación, sus 
capitulaciones matrimoniales le permiten quedarse con la guarda y custodia de su hija Leonor y sus posibles 
hermanos, como herederos de la Corona de España. 


Al resto de los españoles, simples mortales, les cae el peso de la ley. Menos mal que sólo a unos pocos les 
«secuestran» los hijos, como veremos en el siguiente capítulo. 


27 Agua, luz, teléfono, gas, portería y otros. 


Capítulo 16 
Los secuestros de los hijos 


Toda la legislación española, europea y universal sobre la Infancia y la juventud afirma que «el 
menor es un bien jurídico a proteger». En España, tras la puesta en funcionamiento de la Ley de 
Violencia de Género, los niños son una propiedad material de la madre, al igual que el piso o el 
coche familiar, que se «expropia» por la fuerza al padre, con el que no se permite tener contacto. 
Teniendo en cuenta que la ley lleva a considerar a todos los hombres maltratadores potenciales, 
por algo tan natural como llevar el cromosoma XY en el par 22 de la cadena genética, por poseer 
la hormona testosterona, que los convierte en más agresivos que a las mujeres, cada día, alrededor 
de cuatrocientos niños son privados del apoyo de uno de sus progenitores -generalmente el padre- 
y muchos de ellos son secuestrados por sus madres en centros de acogida pagados con los fondos 
de todos los españoles. Las sentencias judiciales en contra, obligando a que se cumpla el régimen 
de visitas, no sirven para nada. 


La pareja formada por Alejandro Urcera y María Iglesias Gil se casó el 8 de septiembre de 1989. Cuatro años 
y nueve meses más tarde se divorciaron. El 7 de diciembre de 1995 nació su hijo A.U.I. 


Un año más tarde, en diciembre de 1996, el Juez de Familia de Vigo otorgó la custodia del menor a la madre. 
En febrero de 1997, Alejandro Urcera le dijo a su mujer: 


-Quiero llegar a un acuerdo para ampliar el régimen de visitas. 
-De eso ni hablar, el niño solo tiene trece meses y debe estar con su madre. 


La rotunda negativa de la madre provocó los acontecimientos que se narran a continuación. El 1 de febrero 
de 1997 aprovechando una visita al niño, Alejandro se marchó con su pequeo a Nueva York, previa escala 
en Bruselas. Ya en Estados Unidos utilizó otro vehículo para dirigirse a Texas y de ahí a Venezuela, donde 
Urcera reconoció que residió con su hijo durante más de tres años. 


A partir de entonces la madre inicia un largo proceso judicial para recuperar al menor. Primero presenta una 
denuncia penal y otra de responsabilidad civil contra su ex marido en el Juzgado de Instrucción número 5 por 
sustracción de menores. Más tarde, y sin aportar la más mínima prueba, denuncia a los padres y hermanos 
de Alejandro Urcera. 


María Iglesias Gil pretende, además, que el juez le intervenga el teléfono móvil -aunque no puede acreditarse 
que sea de su propiedad-y que dicte una orden de busca y captura internacional contra Urcera. Pide que se 
investigue la sociedad de su ex marido, por si aparecieran pruebas, y que se practique una inspección ocular 
a su coche, en busca de huellas dactilares y pruebas de ADN del menor. 


-Señora, no puedo dictar una orden de captura internacional. La ley me impide hacerlo por un simple delito 
de desobediencia. Sí voy a hacerlo a nivel nacional. 
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Fue como darse conta una pared, el juez negó todas las pruebas y María Iglesias Gil vivió todo ese tiempo 
en el desamparo más absoluto. Al respecto, el Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo establece: 


«El 25 de mayo de 1996, el juez de intrucción examinó la cuestión de saber si se podía perseguir a una persona 
que comparte la patria potestad de un menor por sustracción del niño. Determinó que ello no era posible y 
que tales hechos sólo podían ser perseguidos bajo los supuestos delitos de desobediencia y extorsión. Mediante 
otra providencia de 1 de julio de 1998, el juez reiteró su postura: no es posible dictar una orden de búsqueda 
y arresto internacional por un delito presumido de desobediencia, y ello por los siguientes motivos, no hay 
elementos nuevos que determinen esta medida. Además, el hecho de que el padre de un menor se lo lleve con 
él con el único propósito de estar en su compañía no constituye un delito de sustracción de menores. |] 


María Iglesias Gil recurre entonces en amparo al Tribunal Constitucional. Pide su derecho a un juicio justd?] 
derecho a la vida y a la integridad física y moral y derecho a la libertad y a la seguridad. Lo hace al amparo de 
la Constitución española y la Convención internacional de los Derechos del Niño de 1989. El 2 de junio de 1999, 
el Tribunal Constitucional desestima el recurso por defecto manifiesto de fundamento, habiendo estimado la 
Alta Jurisdicción que la recurrente se limitaba a mostrar su desacuerdo con las decisiones motivadas. 


El juez de instrucción número 5 de Vigo, al que recurre de nuevo, le quita por enésima vez la razón. Señala 
«el procedimiento penal tiene por finalidad la persecución de los delitos y, llegado el caso, el castigo de los 
delincuentes. Sin embargo, el juez de Instrucción no puede en ningún caso dejarse manipular por una mujer 
animada por los celos o por el odio contra la familia de su ex esposo, y practicar una serie de diligencias 
inútiles para el objeto del proceso, y que no buscan más que importunar a terceros ajenos al litigio. En la 
especie, la única cosa probada hasta ahora es que Alejandro Urcera no ha devuelto a su hijo A.U.I. a su madre 
al término del periodo que el juez de familia le había concedido.» Los intentos de recusar al juez y de declarar 
nulas las actuaciones son igualmente rechazados. 


En este piélago de irregularidades, el 12 de febrero de 1999, el juez de Familia de Vigo retiró a Alejandro 
urcera la patria potestad y la asignó a su ex mujer. El juez fundó su decisión en los siguientes motivos: «Tras 
el examen de los elementos de prueba, conviene acoger favorablemente la demanda de la recurrente. En efecto, 
se desprende del sumario que el demandado, tras el incumplimiento de forma continua del régimen de visitas, 
no ha devuelto al niño a su madre tras finalizar el periodo fijado por la resolución del 20 de diciembre de 1996. 
Además, desde el 1 de febrero de 1997 el padre y el niño se encuentran en lugar desconocido, substrayendo 
de ese modo el niño a la custodia entregada a la recurrente por decisión judicial. esta actitud solo puede ser 
calificada de muy grave, ya que ha provocado la separación brusca y cruel del niño con su entorno familiar 
en el que se criaba de forma feliz, le ha privado y sigue privándole de la protección y el amor de su madre y 
ello desde su más tierna infancia, con el grave perjuicio que ello conlleva. De este modo, Alejandro Urcera 
haciendo valer sus propios intereses antes que los de su hijo, ha actuado de forma gravemente perjudicial 
respecto a este último.» 


El asunto se resuelve de la forma más rocambolesca. En abril de 2000 Alejandro Urcera llamó por teléfono a 
su mujer a su casa de Vigo (Pontevedra) y le dijo: 


-Si quieres ver al niño tienes que levantar todas las querellas que has puesto contra mí. Yo me encuentro muy 
bien donde estoy y puedo aguantar todo el tiempo del mundo. 


-Devuélveme al niño enseguida, ¡delincuente! 


-Piensa en lo que te he dicho. Dentro de unos días volveré a llamarte, dame para entonces una respuesta -le 
responde, muy tranquilo. 


María Iglesias Gil aceptó el pacto y el 8 de junio de 2000, tras tres años y cuatro meses de huida, Alejandro 
Urcera aterrizaba en el aeropuerto de Vigo con el menor cogido de la mano. 


lFinalmente, referente al supuesto delito de desobediencia, no se pudo dictar una orden de búsqueda y arresto internacional 
a partir del momento en que dicho delito no está condenado en los tratados de extradición. Por consiguiente, Interpol no lo 
consideraría al no ser conforme a derecho. 

2 Artículos 24, 15 y 17 de la Constitución Española. 
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Inmediatamente, un enjambre de policías se le echaba encima y le detuvieron. Urcera fue juzgado en el 
Juzgado de lo Penal número 1 de Vigo por la comisión de cuatro delitos de retención de menores y otros. Al 
poco tiempo quedó en libertad. 


El ministerio fiscal pidió dos años de cárcel por desobediencia grave a la justicia y lesiones a su propio hijo, 
mientras que la acusación particular y popular (ésta última ejercida por el Ayuntamiento de Vigo) elevaron 
a nueve años la petición de condena al entender que se había producido una extorsión a la ex esposa y un 
quebrantamiento del deber de custodid"']| 


El 9 de diciembre de 2003 se hacía público el fallo del tribunal, Alejandro Urcera era condenado a un año y 
medio de prisión y a indemnizar a su mujer, Carmen Iglesias Gil, con treinta mil euros. 


Entretanto, desde finales del año 2000, la madre y el menor desaparecen de Vigo. Carmen Iglesias Gil, 
rompiendo el pacto suscrito con su ex marido y apoyada por las organizaciones feministas, le paga con la 
misma moneda y se niega a permitir cualquier contacto entre padre e hijo. 


Los psiquiatras y psicólogos consideran el caso como un claro exponente del síndrome de retorsión, del cual 
la única víctima es el menor. Alejandro Urcera recurre a los tribunales, denuncia la desaparición de su mujer 
y su hijo, pide que se tenga en cuenta su derecho a un régimen de visitas con su hijo y no obtiene respuesta. 


En 2002 Urcera crea, con otros padres, la asociación SOS Papá y, con otros padres gallegos en la misma 
situación, inicia una campaña para recuperar a su hijo, al que no ve desde hace veintiséis meses, y por la 
custodia compartida de los menores. 


Para llamar la atención de las autoridades públicas sobre el problema que sufren miles de varones en toda 
España, el 30 de julio de ese mismo año se quema a lo bonzo ante el Juzgado Municipal e insta a todo tipo 
de movilizaciones públicas. En el trascurso de los mismos llama «brutos» y «vendidos» a los jueces, y les 
increpa con todo tipo de descalificaciones. 


La batalla entre Alejandro Urcera y Carmen Iglesias Gil, casi desde el nacimiento del menor por su guarda, 
y custodia, se salda con la detención e ingreso en prisión del padre el 18 de mayo de 2005 tras un nuevo 
juicio ordenado por el Tribunal de Derechos humanos de Estrasburgo meses anted!] La audiencia provincial 
de Pontevedra le había condenado pocos días antes a cuatro años de cárcel por varios delitos relacionados 
con la retención de su hijo. 


En 2006 sigue en prisión, como estandarte del feminismo contra quienes no se plieguen a sus presupuestos, 
sin poder ver a su hijo desde hace casi seis años. El niño, de casi once de edad, es la víctima de la cruel guerra 
de sus padres en un estado que niega el derecho a la custodia compartida. 


El de Alejandro Urcera es, sin embargo, un caso aislado. El verdadero secuestro de los menores lo ejercen 
muchas madres, con apoyo de las entidades feministas y de los centros de acogida que aplican la discutible 
tesis de que «un padre supuestamente maltratador no debe tener acceso a sus hijos». 


El supuesto maltrato, según estas instituciones, es como un «virus» que solo pasa de padre a hijo si el padre 
comparte la educación y el cuidado de los menores a tiempos iguales. Veamos algunos casos: 


En 2005 otro hombre se quemó, junto con otras personas a lo bonzo ante el Congreso de los Diputados, 
coincidiendo con el día en el que se aprobaba la Ley del Divorcio, que impedía de hecho a los padres poder 
tener la custodia compartida de sus hijos y los relegaba a una posición de viudos permanentes. 


Nacido en Rumanía Estefan Mlejnita, periodista, delegado de Reuters en su país, ligado al sector de la 
construcción en España, el 20 de abril de 2006 presentaba en la fiscalía general del estado una denuncia en 
la que denunciaba el secuestro de su hijo por su mujer y una organización de feministas que la ampara desde 
el 2004. 


3En la vista oral, el acusado reconoció que el 1 de febrero de 1997 se marchó con su pequeño coche hasta Marsella y de ahí 
en avión hasta Nueva York, haciendo escala en Bruselas. Ya en Estados Unidos utilizó otro vehículo para dirigirse a Texas y de 
ahí a Venezuela, donde Urcera residió con su hijo hasta que el 18 de abril de 2000 ambos regresaron a Vigo. 

“Sentencia del 29 de abril de 2003 de la Sección Cuarta del Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo. Componían la 
sala Nicolás Bratza, presidente, y los jueces M. Pellonpaá, A. Pastor Ridruejo, E. Palm, M. Fishbach, J. Casdevall y S. Pavlovski. 
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Mlejnita se había casado en su país, con Valeria en el año 2003. Al poco tiempo, se trasladó a vivir a España 
y estableció su domicilio en el paseo de Extremadura donde nació un hijo común en junio de 2004. 


Un mas más tarde, el 1 de julio, su mujer decide separarse y se va a vivir a la Fundación Hogar. Aunque la 
convivencia en la pareja está rota se le permite seguir viendo a su hijo. Es a partir de noviembre del mismo 
año, en el momento en que ingresa en una casa de acogida de Coslada (Madrid), cuando se promueven en su 
contra una serie de denuncias por malos tratos y órdenes de protección del menor. 


«Toda esta catarata de imputaciones, que son archivadas por los tribunales por falta de pruebas, tiene un 
único objeto: que la madre y el centro de Coslada puedan secuestrar a mi hijo, privindome del derecho a la 
Patria Potestad y a la custodia compartida», relata Mlejnital"] 


Aunque en mayo de 2005 el Juzgado de Instrucción Número 4 de Madrid falla a favor de Estefan Mlejnita, 
el aluvión de denuncias continúa hasta el 27 de septiembre de 2005, fecha en que las acciones se dirigen ya a 
los juzgados de Violencia contra la Mujer que acaban de entr5ar en funcionamiento meses antes. 


«Al pedir ver a su hijo, mi ex marido pretende sustraer al menor, ya que ha escrito una carta a la embajada 
de Rumanía en la que pide estar con el niño. La denunciada tiene miedo y se siente amenazada por su ex 
marido, aquejada de alguna sintomatología depresiva reactia y no requiere de ninguna manera que su hijo 
vea a su padre», responde a una de las denuncias que Estefan Mlejnita presenta en los Juzgados para que le 
permitan la comunicación con el menor. 


Finalmente, en febrero de 2006 la Audiencia Provincial de Madrid firma un auto denegando las pretensiones 
de Valeria de mantener al hijo de ambos en «una urna de cristal». «No hay motivo ni riesgo que avale el 
aislamiento del padre con respecto al hijo», concluye el auto. 


El ex delegado de Reuters en Rumanía, en vista del reiterado incumplimiento que hace el centro de acogida 
de Coslada de los siete autos judiciales dictados por otros siete Juzgados a su favor, recurre al Tribunal de 
Derechos Humanos de Estrasburgo y denuncia al Estado Español por subvencionar centros de acogida que 
vulneran los derechos fundamentales reconocidos en la Declaración Universal de los Derechos del Niño y la 
Carta Europea de los Derechos del Menor, de 8 de julio de 1992, estableciendo el derecho de los niños a 
mantener relaciones sexuales con sus padres en casos de separación o divorcio de la pareja. 


El 15 de agosto Mlejnita regresa a Rumanía a pasar unos días. Su hijo tiene ya dos años. Desde mediados 
del 2004 no ha podido ni cogerlo en sus brazos. 


De la misma manera que tras el divorcio hay muchos padres que se desentienden de sus hijos, la «expropiación 
forzosa» de los niños, como si se tratara de un piso o de otra propiedad, por parte de sus madres, con la ayuda 
de organizaciones feministas radicales y con el incumplimiento manifiesto de las sentencias de los tribunales 
españoles, constituyen nuestro pan de cada día. 


Es, probablemente, la mayos causa de maltrato, un «maltrato invisible», doloroso, que se oculta a la opinión 
pública y se manipula constantemente y que solo sufre el hombre. Desesperado, sin expectativa alguna de 
que su problema se resuelva, Estefan Mlejnita acude a la embajada de su país en España y pide apoyo. El 
asunto se presenta ante los tribunales como una nueva «forma de agresión» hacia su ex mujer. 


Siete denuncias en las que los Juzgados ratifican que no ha habido malos tratos no son suficientes para que en 
el centro de Coslada se le permita ver a su hijo, con el que no tiene prohibida, obviamente, la comunicación. 


«Este tribunal quiere poner en duda que Valeria presente un cuadro de sintomatología depresiva reactiva y 
que de ninguna manera quiere que su hijo vea a su padre. Pero, como hemos dicho, el menor tiene derecho a 
relacionarse con ambos progenitores en supuestos de crisis matrimoniales, y tienen que ser los Juzgados de 
Familia los que adopten medidas cautelares al respecto», falló en 15 de febrero de 2006 la Audiencia Provincial 
de Madrid?] 


5La primera denuncia se interpone en diciembre y resulta denegada. Posteriormente, el juzgado de Instrucción número 37 
dicta orden de alejamiento contra el periodista rumano, como medida cautelar, inhibiéndose de investigar los hechos a favor del 
Juzgado de instrucción número 4. En sentencia de mayo de 2005 archiva la causa y anula la orden de protección. 

6 Auto número 123/2006 suscrito por las magistradas Susana Polo García, Teresa Arconada Viguera y Ana Mercedes Molino 
Romera. El asunto provenía del Juzgado de Violencia sobre la Mujer bis (desde junio de 2006 suprimido) de Madrid. 
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El auto niega una orden de protección a la mujer «por tratarse de una medida excepcional», solicitada para 
ella y su hijo, al no existir razones fundadas de que su padre quiera «secuestrar» a su hijo y llevárselo a 
Rumanid'] «No hay situación objetiva e inminente de riesgo», afirma el tribunal. Por el contrario, da a 
entender que quien sustrajo al menor fue la demandante «val trasladar al menor de su lugar de residencia sin 
consentimiento del progenitor con quien convivía habitualmente o de las personas o instituciones a las cuales 
estuviera confiada su custodia». 


«El hecho de que el denunciado pida ayuda a la Embajada de Rumania para ver a su hijo y se lo comunique 
a su ex mujer, Valeria, por mucho terror que le produzca a ésta, es un cauce válido, pues las vías legales 
ordinarias son las que deben solucionar el conflicto entre los progenitores. Tampoco que Estefan Mlejnita esté 
ilocalizable, ya que en la causa consta su teléfono, su domicilio y ha comparecido ante dos juzgados a ratificar 
denuncias contra su ex mujer», concluye el auto. 


La resolución judicial se comunicó urgentemente, por fax, al Juzgado de Familia número 22 de los de Madrid, 
que autorizó las visitas del padre al centro de Coslada para estar con su hijo. El centro le prohibió la entrada. 
De esta manera, Estefan Mlejnita lleva tres años sin ver a su hijo. 


Profesor de filosofía de la Universidad Europea de Madrid y del colegio Estudio, el centro más elitista de 
la capital de España, a donde van los hijos de los ministros del gobierno socialista y los altos ejecutivos del 
Grupo Prisa, Vicente Serrano Marín no se esperaba la desgracia que se le venía encima. 


El trámite de separación con su compañera sentimental, una profesora de la Universidad Carlos III, el 30 de 
junio de 2003 tienen una pequeña discusión por la futura custodia compartida de sus hijas, de siete y nueve 
años. 


Como era de esperar, con una legislación en la que la mujer se considera la propietaria en exclusiva de sus 
hijas, no llegan a ningún acuerdo. 


-Bueno, o aceptas lo que yo digo o no hay más que hablar -le dice. 
-Pues no hay más que hablar, ya lo hablarán los abogados -responde Vicente. 


Aquel día, su compañera, con la que lleva conviviendo desde finales de los ochenta, se cambia de ropa y se 
va de casa. Vicente se encarga de dar la merienda a las niñas, vestirlas y llevarlas a la piscina comunal del 
chalet de Aravaca (Madrid). A la vuelta, su mujer le hace un comentario enigmático pero significativo: 


-Sabes lo que te digo. He decidido ser feliz. 


Y no dice más. El 12 de julio viaja a Chipiona (Cádiz) a vender dos Chalets adosados que tenía allí para 
comprarse una casa de veraneo en Oliva (Valencia) que pone a su nombrd?] 


Traductor al español de Georg Wilheim Friedrich Hegel, Robert W. Mitchell, Johann Gottlieb Fichte, Fire- 
drich Wilheim Joseph von Schelling y otros filósofos alemanes, al día siguiente Vicente Serrano y su compañera 
reciben en su casa a un colega de la universidad de Poitiers (Francia), amante también de las escuela de pen- 
sadores y filósofos germanos. 


Tras pasar el día con ellos, a la mañana siguiente, a las nueve, mientras las niñas están viendo la televisión 
les dice: - 


Hasta la tarde. 
-Adiós papá. Hasta la tarde. 


Antes de acudir a la Universidad a dar sus clases decide pasar por una gestoría, y pone uno de sus dos coches, 
un Ford Fiesta -que estaba a su nombre- a nombre de su compañera. 


A las tres de la tarde, cuando regresa a su vivienda de Aravaca, su mujer y las niñas han desaparecido. No 
le da importancia hasta que va pasando el tiempo y no regresan a la casa. A las nueve de la noche sale a 


“La defensa de Valeria calificaba los hechos de un presunto delito de sustracción de menores, penado en el artículo 225 bis 
del código penal. 
SAl no estar casados, los bienes eran privativos de cada uno, no había sociedad de gananciales. 
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cenar con su colega de la Universidad de Poitiers (Francia) y de vuelta al hogar empieza a darse cuenta de 
que algo raro sucede. 


Por sorpresa y sin decir nada a nadie, su mujer se ha escapado de la casa llevándose a sus hijas con ella. 
Ha sustraído además todas las fotos, los expedientes académicos de las menores del Colegio Estudio, del que 
se sentían orgullosos, uno de los centros que se proclaman herederos de la institución de libre enseñanza de 
los tiempos de la Segunda República, el centro de estudio predílecto de la burguesía ilustrada de izquierdas. 
Se ha llevado también los expedientes de la guardería donde habían ingresado a los dos años, los recuerdos 
infantiles, todo. 


Además, ha desaparecido toda la ropa de verano, el coche y la mayoría de sus objetos personales: joyas, 
perfumes, maquillajes, bolsos, zapatillas, pasaportes, documentos de Seguridad Social y otros. 


Entonces Vicente empieza a atar cabos y se da cuenta de que su compañera sentimental lleva varias semanas 
preparando la huida de casa a sus espaldas, sin que él, abstraído en sus clases, los exámenes a los alumnos y 
traducciones de los filósofos clásicos alemanes, se hubiera enterado. 


No solo había liquidado previamente todos sus bienes y había hecho que pusiera uno de los coches a su 
nombre, sino que, el 30 de junio había acudido a un centro de apoyo a una mujer y había interpuesto una 
denuncia por amenazas y maltrato psicológico. 


Posteriormente a Serrano, que había dado clase en el Colegio Estudio a los hijos de Pedro Solbes, ministro 
de economía y hacienda y de Carmen Calvo, ministra de cultura, le cuentan lo que va diciendo de él su 
mujer. «Que la había amenazado con acudir al centro educativo, matar a las niñas y luego suicidarse, que 
la maltrataba psicológicamente, que non podía aguantar más». Un estudio psicológico posterior sobre la si- 
tuación mental de su ex compañera revela que era una persona que «distorsionaba la realidad y que no se 
responsabilizaba de su trabajo». 


Evidentemente, todas esas infamias se desvanecen ante quienes los conocen. Vicente Serrano era el único 
padre que acudía puntualmente a las reuniones del colegio, sus relaciones con las niñas eran estupendas, no 
había día en que no las sacara a pasear al parque. Siempre estaba pendiente de ellas. 


Por medio de sus abogados se entera de que su mujer se ha ido con las niñas al centro de acogida que la 
presidenta de la Asociación de Mujeres Maltratadas y Separadas, Ana María Pérez del Campo, tiene en la 
localidad madrileña de Coslada. 


Aunque en el centro de mujeres maltratadas las medidas de seguridad son muy estrictas, un día Vicente 
Serrano logra romper los controles y hablar con una de sus hijas. 


-¿Que tal estáis? -Bien papá. Pero queremos salir de aquí y volver a casa. 

-¿Qué os pasa? 

-Esto es muy duro. Si llegas tarde al desayuno te quedas sin comer y cosas así. Queremos volver a casa, ir a 
la piscina, salir a jugar a la calle. ¡Aquí no nos dejan hacer nada de eso! 


A partir de esta conversación, que naturalmente está grabada y entregada en la oficina del defensor del menor, 
uno de los primeros objetivos del padre de las menores fue sacarlas de aquella horrible cárcel. 


Para ello, por medio de su abogado, le cede la casa de Aravaca a su ex compañera sentimental por la cantidad 
simbólica de un millón de pesetas, se marcha a vivir a Galapagar e intenta que le dejen ver a las niñas. 


Pero no lo consigue. Durante siete meses, el piso está vacío y las niñas y su madre siguen acogidas en el 
centro, quitando probablemente una plaza a una mujer con verdaderos problemas de malos tratos. Una de las 
supuestas psicólogas del centro, Sonia Lamas Millán, se lo relata por escrito. «Las niñas están en un periodo 
de "reestructuración" de su personalidad y no es conveniente que se vean con su padre», cuenta. El programa 
debía durar, según el contrato firmado, nada menos que dieciocho meses. 


Serrano acudió entonces a los tribunales y allí su ex mujer le acusó de no haberse ocupado nunca de sus hijas: 
¿por qué ese afán ahora por tenerlas a su lado? 
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-Y cuando usted acudía a congresos, ¿quién se ocupaba de las hijas? -pregunta la abogada del profesor. 
-Iba y volvía todos los días. 


-¿Iba y volvía todos los días desde Cuba, desde la India, desde México, desde Brasil? -inquiere de nuevo 
la letrada, mostrando el amplio currículum de la demandante, con numerosos viajes profesionales fuera de 
España. 


De esta manera, destrozando una a una las tesis de su ex mujer, Vicente Serrano consigue un auto por el 
que le autorizan a visitar a sus hijas en un punto de encuentro de Las Rosas que coordina Mónica Ceberio 
Belaza, hija del entonces director de El País, Jesús Ceberio. 


En ningún momento, sin embargo, logra estar un instante con ellas. Las responsables del centro de Coslada, 
encargadas de trasladarlas hasta el lugar de encuentro, utilizan el ardid de llegar antes de la hora fijada para 
el encuentro -las once de la mañana- y otros fuera del horario oficial. 


En otras ocasiones cuando Vicente Serrano logra burlar todas las trampas, son las encargadas de trasladarle 
al punto de encuentro las que se oponen directamente a que padre e hija se vean las caras tras seis meses de 
reclusión forzada. 


-Lo peor que le puede pasar a estas niñas es que vean a su padre. ¡Qué no suban! -llegan a sugerir, ante la 
presencia de Mónica Ceberio, que lo hace constar en un informe oficial que está en poder de los tribunales. 


Las amenazas, coacciones el lavado de cerebro continuo, el trabajo de Alienación parental que se ejerce sobre 
las menores es de tal calibre que, en poco tiempo, acaban odiando a su progenitor. 


En el momento en que se producen los primeros rechazos. Vicente solicita a los equipos psicosociales de los 
Juzgados que realicen un informe sobre las conductas de sus hijas y si estaban sometidas a algún tipo de 
«tratamiento» psicológico para alterar su personalidad. La jueza ratifica su decisión y en un auto del 1 de 
abril de 2005 ordena que las menores sean exploradas «por si han sido objeto de malos tratos por Vicente 
Serrano Martín o pudieran padecer el llamado "síndrome de alienación parental"». 


El informe fue concluyente. «Tienen conductas de autocastigo, inadaptación, venganza, depresión y tristeza», 
lo que contrasta con los test psicológicos realizados un año antes en el Colegio Estudio donde la hija mayor 
era calificada como «el paradigma de la alegría, extrovertida, sociable, estudiosa y feliz, con un carácter afable 
y bondadoso». 


Tras el informe, la decisión del juez no fue la de prohibir que las niñas siguieran en ese entorno nocivo 
y pernicioso para su salud mental, su educación y la formación de la personalidad. Por el contrario, lo que 
decretó fue que se suspendieran los intentos de encuentros entre las niñas y el padre «con el objeto de explorar 
si se supera el rechazo que sienten hacia él». Es decir, alargar el suplicio. 


Las cosas comenzaron a rodar desde entonces cuesta abajo. En diciembre de 2004, meses antes de cumplirse 
el plazo para abandonar el centro de acogida de Coslada, su ex mujer abandonó aquel infierno y se trasladó 
a vivir a Aravaca. Aunque era una firme defensora de las técnicas psicológicas del Colegio Estudio, decidió 
que iniciaran el curso escolar en una escuela pública. 


Pero el padre sigue sin ver a sus hijas. Convertido en un hombre desesperado, abatido y descorazonado por 
el mal funcionamiento de la Justicia y por el «adoctrinamiento» a jueces y magistrados llevados a cabo 
por el feminismo extremo, partidario de impedir cualquier contacto entre padres separados para «construir 
una sociedad perfecta» y eliminar el supuesto machismo de la sociedad, empieza a enviar cartas a todas las 
instituciones exponiendo su caso y pidiendo ayuda. 


«Con fecha del 22 de diciembre de 2005 se dicta resolución (notificada ayer, es decir, un mes después) 
confirmando la suspensión provisional de visitas a mis hijas. Lo llamativo de esta auto es que se afirme que 
la suspensión se tomó después de citar a las partes a una comparecencia y en asistencia de las mismas. Ni 
mi procurador ha recibido notificación alguna ni desde luego mi abogado ni yo hemos acudido a ninguna 
comparecencia. 
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La sentencia en la que se me reconocía la patria potestad compartida y un régimen de comunicación de visitas 
con mis hijas tienen fecha del 4 de marzo de 2004. La sentencia del Juzgado de Familia número 25 de Madrid 
se ha incumplido sistemáticamente y ninguna institución protege a mis hijas y mis derechos», escribe el padre 
angustiado en una queja sobre el funcionamiento de los Juzgados de Familia al Consejo General del Poder 
Judicial. En el mismo escrito agrega: 


«La asociación privada que rige todo el proceso, la Asociación de Mujeres Separadas y Divorciadas, actúa 
con absoluta impunidad y tiene más poder que el poder judicial, puesto que está utilizando a mis hijas para 
llevar adelante su concepción de lo que deben ser las relaciones de familia en España, promoviendo de modo 
sistemático el incumplimiento de sentencias, tal y como de modo velado se insinúa en sus escritos. 


Esta asociación que conoce bien las lagunas legales, actúa como si de un poder del estado se tratara ante la 
pasividad de los órganos judiciales. He denunciado ya el incumplimiento de las sentencias en cuatro ocasiones 
[...] pero mis hijas siguen "secuestradas” en el centro de esta asociación, siguen siendo sometidas a terapias 
injustificadas a fin de alterar su personalidad y que la asociación consiga sus fines, cuando he acreditado 
reiteradamente ante la autoridad judicial que eran niñas felices hasta que entraron el el Centro, el 14 de julio 
de 2008. 


¿Quién defiende los derechos fundamentales de mis hijas, violados sistemáticamente incluso después de la 
sentencia?¿A quién puedo acudir después de meses sin poder verlas, sin que conste que mis hijas hayan 
sido maltratadas, para que no puedan ser privadas de su derecho a ver a su padre, a asistir a su colegio, a 
regresar a su entorno social del que fueron arrancadas violentamente, pese a que mi mujer se ha quedado con 
el domicilio familiar. » 


Transcurridos más de tres años desde la separación de la pareja, Vicente Serrano Martín sigue sin ver a sus 
hijas, que ya tienen once y doce años. Ni siquiera tiene una foto de ellas para recordarlas como eran. 


«Solicito información en relación con mi hijo Germán?) de dos años de edad. Suplico que me certifiquen si 
este instituto ha adoptado alguna medida de prevención sobre mi hijo. El menor ha desaparecido junto a su 
madre y no tengo conocimiento de su paradero. Igualmente hago constar que el menor se encuentra enfermo 
de malaria», 19 de noviembre de 2002. 


El 19 de noviembre de 2002, Álvard] ciudadano español de cincuenta y cinco años, con residencia en la 
madrileña carretera de Boadilla a Majadahonda presentaba la anterior denuncia en el Instituto Madrileño 
del Menor y de la Familia. Casado con Josephind''] una ciudadana de Ghana, de veintinueve años, la pareja 
vivía en la Urbanización Puerta Sierra de Majadahonda (Madrid). 


El 29 de junio de 2000 habían tenido un hijo y la convivencia familiar, pese a la diferencia de edad, veintiséis 
años, había ido perfecta. A comienzos de noviembre de 2002, la mujer desaparece del domicilio familiar 
llevándose consigo al niño. 


Durante largos meses está en paradero desconocido sin que la autoridad judicial, que es quien debe determinar 
la patria potestad y la guarda y custodia, tras oír a los dos cónyuges y al fiscal se haya pronunciado al respecto. 


«Suplico que me remitan información completa con relación a mi hijo Germán, certificando que si se en- 
cuentra en algún centro de acogida, propio o legalmente concertado dependiente de esa dirección General de 
la Mujer. El pasado 11 de noviembre mi esposa abandonó el domicilio conyugal llevándose consigo a nuestro 
hijo y denunciando falsamente y con motivos interesados una situación de malos tratos psíquicos. Aclaro que 
en ningún caso estoy inquiriendo su paradero, sino que simplemente quiero saber sobre el seguimiento que 
pueda estar realizando esta institución sobre mi hijo y las medidas dispuestas sobre el niño. » 


En los siguientes días, el angustiado padre recurrió a los servicios sociales del Ayuntamiento de Majadahonda, 
al Defensor del Pueblo, a la Oficina de Atención al Ciudadano del Ayuntamiento de Madrid, la Policía 
Municipal, a la Guardia Civil y a decenas de instituciones oficiales. 


9% Germán es el nombre ficticio de D.D.A. 
10 Álvaro es el nombre ficticio de P.D.H. 
1 Josephine es el nombre ficticio de E.A. 
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En noviembre de 2002 [su mujer] acudió a los servicios sociales de ese Ayuntamiento, junto con su hijo, 
manifestando su deseo de poner fin al maltrato que venía sufriendo y de no volver al domicilio conyugal. 
Desde la Concejalía de Servicios Sociales se gestionó plaza para ambos a través del servicio social de Atención 
a la Mujer de la Dirección General de la Mujer, como certifica el 21 de noviembre de 2002 el Ayuntamiento 
de Majadahonda. 


Desde entonces y hasta comienzos del año 2005, pese a haber sido absuelto de los procesos judiciales incoados 
en su contra, Álvard?] no había tenido contacto con su hijo. Las instituciones de la Comunidad de Madrid 
se lo habían secuestrado, privándole del ejercicio de la paternidad. 


A partir del 2005 pudo verlo por primera vez, según relató el mismo por teléfono al autor del libro. Se lo 
dejaron ver, según contó, con el compromiso de no levantar polvareda con respecto al centro donde estuvo 
acogido, decisión del padre que el autor comprende y respeta. Y es que diversos centros de mujeres de 
acogida supuestamente maltratadas funcionan como un estado autoritario, donde sólo rigen sus leyes, dentro 
del Estado de Derecho. Algunas de sus dirigentes no se privan de expresar públicamente y «justificar» sus 
actuaciones. 


Ana María Pérez del Campo, presidenta de la Federación de Mujeres Maltratadas y Separadas, acudió al 
Congreso de los Diputados y, con todo el desparpajo del mundo soltó: «Aquí hay dos víctimas claras, evidentes 
y transparentes: las mujeres y los hijos. Llevamos en este momento diez hijos muertos en este maravilloso 
régimen de comunicación y visitas. Los niños son utilizados por el maltratador como instrumento para seguir 
maltratando a su mujer, y cuando los matan lo hacen exclusivamente ara que la mujer no pueda seguir 
viviendo el resto de su vida)». 


Directora del archicitado Centro de Atención, Recuperación y Reinserción de las Mujeres Maltratadas de 
Coslada (Madrid), Pérez del Campo agregó: «Por lo tanto, no hay ninguna justificación, nada, que se pueda 
argumentar a favor de dar visitas a un padre maltratador, porque eso es seguir poniendo obstáculos a la 
liberación de las mujeres, a la consideración de las mujeres como lo que son, seres humanos y de los niños». 
Y finalizó de esta manera: 


«No les voy a contar con los niños que no mueren, pero estoy absolutamente convencida de que cualquiera 
de ustedes que tuviera la experiencia, el conocimiento empírico que yo tengo, de ninguna forma consentiría 
que un padre violento tuviera ningún tipo de comunicación con esos niños». 


En el Congreso de los Diputados se celebraba la comparecencia de los «expertos» que debían dar su opinión 
para enriquecer la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia d Género. Era el 19 
de junio de 2004. El 8 de septiembre, cuando se reanudaron las sesiones, le tocó intervenir a su nuera, la 
abogada Consuelo Abril González. 


«[Cuando preguntas] cuándo y por qué se debe dar la guarda y custodia de un menor a un padre violento, la 
contestación de los psicólogos es la siguiente: señora letrada, nada tiene que ver que un padre o marido haya 
maltratado a su mujer con que sea un buen padre. ¡No te lo pierdas!¡no nos lo perdamos!» 


Presidenta de una supuesta comisión para la investigación de los malos tratos, Abril González siguió su 
disertación: «Ellos entienden que puede ser un buen padre, ¿y qué es un buen padre? Pues un buen padre 
es el que ocupa mucho tiempo con su hijo, el que tiene un horario mejor que la madre, el que tiene una 
dedicación para llevarle al colegio o al médico. Se tienen en cuenta estas circunstancias pero no se valora que 
es un maltratador. Entienden que esto ya tienen su sanción penal y, ¿cómo nuevamente ponerle otra sanción 
desde el punto de vista civil a un maltratador? Se obvia absolutamente que ese niño va a vivir la conducta, 
la va a reproducir, la va a aprender y la va a volver a seguir haciendo niños maltratadores en el futuro y a 
las niñas, futuras víctimas». 


Las dos mujeres, Ana María Pérez del Campo y Consuelo Abril dejaron bien a las claras que bastaba con una 
simple denuncia de una mujer que se siente maltratada para privar a los padres del contacto con sus hijos. 
Lo malo es que se hace, incluso, cuando los tribunales demuestran que el maltrato no ha existido nunca y 
exige que no se interrumpa el régimen de comunicaciones con los dos miembros de la unidad familiar rota. 


12 Álvaro es el nombre ficticio de P.D.H. 


246 CAPÍTULO 16. LOS SECUESTROS DE LOS HIJOS 


En una ocasión el 19 de noviembre de 2003, José Luis Abad, fontanero, jugando con su mujer, B.C., la 
acorraló contra la pared y se quedó mirándola fijamente. Ella le dijo: 


-¡Jo. José! 
-¡jo, José, te estoy dando un achuchón! 


Ese mismo día, cuando se disponía a llevar a su hija al colegio, media hora después, la empujó contra la pared 
y le dijo en broma: 


-Te voy a espachurrar. 


Cuando regresó del colegio, B. C. tuvo unas palabras con su marido. Le dijo que no le gustaría que aplastara 
a ella o a su hija contra la pared. 


- Ha sido un juego. En ningún momento he pensado haceros daño. Si alguna vez me paso sin darme cuenta 
y no os gusta, me lo decís y santas pascuas. 


Días más tarde, B.C. acude al Juzgado e interpone una denuncia que se salda con una sentencia absolutoria 
respecto al maltrato y a cualquier otra forma de violencia del hombre contra su mujer. Posteriormente, la 
Audiencia Provincial de Madrid ratifica la sentencia con todos los pronunciamientos favorables a favor del 
trabajador del sector de la construcción. 


Su ex esposa no se da por satisfecha y quiere romper como sea la relación matrimonial. en febrero de 2004 
abandona el domicilio familiar en compañía de sus dos hijos, sin dejar ninguna nota y desaparece del mapa 
de los seres vivos. 


A partir de entonces y durante varios meses, José Luis Abad dedica el escaso tiempo que le deja libre su 
trabajo a buscar a sus hijos por todo Madrid. Acude a la Policía, a centros asistenciales, al Defensor del 
Menor y a decenas y decenas de instituciones públicas. Nadie sabe qué ha pasado con su familia. 


A punto de enloquecer por el sufrimiento y la impotencia padecida persiste en su actitud. Habla con los 
familiares de su mujer, con los amigos, con los vecinos del barrio. Al final, tras varios meses de rastreo inútil 
contacta con las asociaciones de padres maltratados. 


Se entera así de que su mujer y sus dos hijos se hallan «recluidos» en el famoso Centro de Acogida, Recupe- 
ración y Reinserción de la Mujer Maltratada de Coslada (Madrid), que dirige la presidenta de la Federación 
de mujeres Separadas y Maltratadas de España, Ana María Pérez del Campo Noriega. 


Ahí comienza para el padre el segundo calvario. Como su mujer ha firmado un precontrato en el que no 
permite las «visitas e intercomunicaciones» con los padres hasta que no haya resolución judicial firme, se le 
impide sistemáticamente el contacto con sus dos hijos. 


José Luis esgrime la sentencia del Juzgado de lo Penal número 13 de Madrid, donde tras ser enjuiciado con 
todas las garantías sale absuelto, pero sus quejas resultan inútiles. El centro de Coslada, que recibe fondos 
de la Comunidad de Madrid, y que debe acatar las leyes, le niega su derecho a comunicarse con sus hijos. 


«Los hechos por los que fui absuelto y que constituyeron la parte vertebral de la acusación eran constitutivos 
de un gravísimo delito de malos tratos de los que fui absuelto, execrables en cualquier convivencia marital y 
que, sin duda me acompañarán el resto de mi vida, en mi entorno familiar y social, con incalculables daños 
morales hacia mí persona y en relación con mis hijos», afirma en un escrito al Tribunal de Cuentas, que iba 
a presentarse oficialmente coincidiendo con la finalización de este libro. 


«Tales hechos fueron inventados, urdidos, formulados en forma de denuncia falsa por parte de la trama 
organizada del centro de acogida de Cosladd*] por el personal de servicio de este centro, especialmente la 


13 «Llama la atención -dice la sentencia- que pese a la dilatada vivencia con el acusado y su esposa, la acusación particular, 
que es quien acusa de delito de maltrato habitual no proponga prueba testifical de los familiares directos de Begoña Castro, 
ni siquiera de su propia madre quien, lógicamente, habrá presenciado las relaciones entre ambos en numerosas ocasiones y 
además vivió directamente el momento de la separación de su hija, puesto que ésta marchó de su propio domicilio, y será 
también testigo directo de la razón por la cual Begoña se marchó de su casa para ir al centro donde ahora se encuentra, no 
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psicóloga Sonia Lamas, quien emitió un informe pericial desautorizado por el juzgado de lo penal número 139] 
pivotando toda argumentación jurídica sobre la prueba falsa del maltrato hacia mi ex esposa, desestimada en 
juicio. La prueba más concluyente de que todo fue un montaje es que mi ex mujer, cuando antes de entrar en 
contacto con esta organización fue asistida jurídicamente por otras letradas en un asunto civil de separación 
conyugal, no invocó en momento alguno tales hechos gravísimos)». 


En aquella ocasión, el proceso de separación tramitado en el juzgado de primera instancia de los 27 de Madrid, 
acabó en una sentencia que establecía la patria potestad compartida y un régimen de visitas y la atribución 
del domicilio familiar en beneficio de las menores. «No entiendo, salvo que haya intereses que desconozco en 
el centro de Coslada, que mis hijas hayan sido internadas y encerradas alli». 


La denuncia acusa a los responsables del centro de Coslada de mantener una determinada ideología sexista en 
la que sitúa al varón como «potencial asesino o maltratador, una llamada razón patriarcal de la que se hace 
igualmente responsable a la Iglesia Católica y, en general, a todo aquel que defiende un concepto de familia 
que no coincide con el suyo. La ideología discriminatoria y sexista del centro se trasmite a los residentes, 
mayores y niños, en relación con sus progenitores paternos. Existe un programa de ideologización encaminado 
a cambiar la personalidad del menor mediante la aplicación de técnicas psicológicas. tipificadas como delito 
en el Código Penal», afirma José Luis Abab Carrasco en su escrito. 


Un informe firmado por Concepción de la Peña Oliva, de 23 de noviembre de 2004, médica forense de 
Madrid, reconoce que las menores tienen síntomas de «haber sufrido un lavado de cerebro, incorporándoles 
falsa memoria como lo demuestran, entre otras, las siguientes frases, “cuando refieren que su padre le pega 
con el cinturón en la espalda, hechos que se habrían producido cuando la menor tenía dos años y que recuerda 
porque lo han dicho en el centro para que no se le olvide, a pesar de lo cual mantiene una imagen positiva del 
padre”. Estos recuerdos son neurológicamente imposibles», afirma la psicóloga Concepción de la Peña Oliva. 


«Todo ello me ha causado un drama familiar de incalculables resultados para mis hijos menores y para 
má mismo, ya que durante tres años perdí el contacto directo con ellos, al haber sido secuestrados sin mi 
consentimiento y en contra de todas las decisiones judiciales», se lamenta Abab. 


«A lo largo de mi vida nunca había sentido miedo como el que me han causado las organizaciones feministas 
radicales y sus tentáculos en centenares de instituciones públicas. No puedes moverte sin sentir su aliento en 
el cogote y darte cuenta de que están siguiendo tus pasos y vigilándote de cerca». 


Quien esto manifiesta no es un padre cualquiera, Ivá es un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía. 
En 2002 estaba destinado a la lucha antiterrorista en Bilbao y todos los días se dedicaba a seguir a personas 
de ETA, del entorno de Herri Batasuna, Jarrai y de todos sus tentaculos. 


En abril de ese año, su mujer Consueld'*] que se encontraba en León, contactó con la Asociación Simone 
de Beauvoir, situada en la calle Arquitecto Torbado de León. Allí denunció a su marido por malos tratos, 
y el mecanismo represivo para quitarle a su familia, sin que existiera juicio ni sentencia previa, se puso 
inmediatamente en marcha. 


Al poco tiempo, la Asociación Simone de Beauvoir, por medio de la Red Feminista, se dirigió al centro de 
acogida de supuestas mujeres maltratadas de Coslada (Madrid). «Desde entonces, mi hijo ha estado retenido 


aportándose tampoco ningún otro tipo de prueba testifical de las supuestas humillaciones públicas que la denunciante dice que 
sufría de su marido», afirma la sentencia. 15. «En lo que se refiere al informe elaborado por la psicóloga del centro en el que en 
la actualidad reside la denunciante, hay que decir que como la misma perito reconoce, el informe se realiza teniendo en cuenta 
exclusivamente las mamifestaciones y versión de los hecho que da la propia Begoña Castro, sin haber oído en modo alguno las 
manifestaciones del acusado |...] Resulta un poco contradictorio con lo que manifiesta la perito quien afirma que para que la 
mujer sea admitida en el centro de Coslada realizan previamente unas entrevistas u otro tipo de actuaciones para contrastar 
si se trata de un supuesto de maltrato que precisa ingreso en el centro, lo que parece un poco difícil de valorar si se escucha y 
explora a una de las partes», agrega la sentencia. En realidad, con este tipo de actuaciones, lo que trata es de crear lo que en 
Derecho se conoce como «pruebas periféricas» ya que no existe parte médico de maltrato, para dar argumentos a los tribunales 
pro feministas para que condenen a los hombres. 

MSentencia 119/2005 del Juzgado de lo Penal número 13 de Madrid, 4 de abril de 2005. 

l5Iván es el nombre ficticio de A.R.E. 

16 Consuelo es el nombre ficticio de M.D.P.M. 
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ilegalmente en el centro de Coslada, tortura que se mantuvo durante un periodo de tres años», relata Iván en 
un escrito al Tribunal de Cuentas. Agrega: 


«A mi ex mujer, a cambio de presentar una denuncia falsa en mi contra, le ofrecieron un puesto como 
jardinera en el Ayuntamiento de Mejorada del Campo (Madrid), como ocurre con otras muchas mujeres a 
las que emplean en la ORA y en otros servicios públicos de diversos ayuntamiento de toda España». 


Y es que las distintas comunidades autónomas, de acuerdo con el Gobierno, han montado una «industria del 
maltrato» encaminada a desviar las partidas del Fondo Social Europeo a distintas ONG, casas de acogida, 
constructoras de pisos para supuestas mujeres maltratadas y otras entidades municipales, provinciales, auto- 
nómicas y estatales para quedarse con una parte de las substanciosas comisiones que ello genera, asunto que 
abordaremos en otro capítulo. 


El policía Iván, que se ha jugado muchas veces la vida infiltrándose en las tramas golpistas para que en España 
exista un sistema democrático, concluye en su escrito al Tribunal de Cuentas en los siguientes términos: «Una 
vez que a la mujer se le asegura un puesto de trabajo en la administración pública, se produce el ingreso en 
el centro de Asistencia de Coslada, para poder acreditar [mediante pruebas periféricas] dicha presunción de 
mujer maltratada, aunque dicha mujer nunca consiga obtener una sentencia condenatoria en sede judicial 
contra su ex marido, sometiendo al denunciante a una tortura judicial y social durante los años en los que 
el hijo se convierte en rehén económico, instigado por la propia perversión administrativa». 


De ahí que la mayoría de los tribunales, casi en un 98%, concedan la custodia compartida a las mujeres, 
vulnerando el derecho del padre a estar igual tiempo con el menor. 


En 17 de julio de 2006 la jueza Gema Espinosa Conde, del Juzgado de Primera Instancia número 15 de 
Barcelona, en un asunto de adopción de medidas provisionales sobre la guarda y custodia de una menor, 


acordabd1] 


«Procede establecer un sistema de guarda y custodia compartida de la menor, por considerar que ésta es 
la medida más beneficiosa para la niña. Los dos progenitores se encuentran capacitados para ejercer dicha 
guarda, ya que de hecho, pese a la ruptura de la pareja la menor pasa varios días a la semana con el padre. 
[Por otra parte] los progenitores trabajan y están en igualdad de condiciones para atender a la menor. Sus 
domicilios están muy próximos y los padres tienen pautas similares de educación, hecho de favorece la custodia 
compartida por semanas alternas». 


Meses antes, el 21 de septiembre de 2004, la sección sexta de la Audiencia Provincial de Valencia, presidida 
por el magistrado Vicente Ortega Llorca] se había pronunciado en el mismo sentido. Otorgó la custodia de 
un menor a los dos progenitores por igual, dejando sin efecto una sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
número 1 de Picassent (Valencia). 


«Es cada vez mayor la tendencia, en aras del mayor beneficio del menor, que en caso de la separación de sus 
progenitores no se vea privado de la presencia y seguimiento de uno de ellos, sobre todo por cuanto la función 
que cada uno de los progenitores desarrolla no puede ser asumida por el otro, lo que redunda en perjuicio del 
menor, sin desconocer que se deterioran los también legítimos derechos de paternidad», señala la sentencia. 
Más adelante dice: 


«Frente a la rigidez que supuso atribuir sistemáticamente la guarda y custodia de los hijos menores de doce 
años a la madre, es preciso introducir un sistema flexible mediante el cual, por el hecho de la separación o 
divorcio de sus progenitores no se vea privado de la presencia de uno de ellos, con todas las competencias 
negativas que ello comporta en su formación integral». 


«[En consecuencia], dado que los progenitores son personas equilibradas y tal medida redunda en beneficio 
del menor,dado que ambos viven en la misma localidad, se debe establecer la guarda y custodia compartida, a 
ejercer en meses alternativos por la madre y el padre». 


17 Auto número 239/2006 del Juzgado de Primera Instancia número 15 de Barcelona. 


lSSentencia 431/2004. Formaban junto con Ortega Llorca a los magistrados Javier Sempere Domenech y Asunción Molla 
Nebot. 
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Las sentencias de la jueza Gema Espinosa y de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Valencia 
constituyen excepciones en el mundo judicial español donde, como hemos dicho anteriormente, la mayoría 
de los jueces entregan los hijos a la mujer, incluso en casos en que ésta es una persona disminuida psíquica, 
sordomuda o maltrata habitualmente al menor. 


Y es que la lucha por la guarda y custodia es uno de los procesos más traumáticos y dolorosos que suelen 
darse en la «guerra de parejas rotas», situación en la que el padre -al ver sus derechos vulnerados por las leyes 
O sistema- reaccionan más violentamente. «Si se regulara este hecho de forma más equitativa, podrían evitarse 
entre un quince y un veinte por ciento de las muertes de mujeres a manos de sus parejas», le señalaba un 
grupo de Padres por la Custodia Compartida en un informe al Ministro de Justicia, Juan Fernando López 
Aguilar, partidario a título individual de que los menores no sufran menoscabo alguno en su personalidad al 
faltarle alguno de sus padres. 


Muchos padres, sin embargo, siguen pensando que sus hijos constituyen su «propiedad exclusiva» y lo utilizan 
como arma para herir al otro progenitor. En esta criminal contienda, todas las armas -desde los abusos sexuales 
hasta las denuncias falsas de malos tratos- son válidas llegando incluso muchos padres a programar a sus 
hijos para que odien al otro progenitor, proceso estudiado científicamente en Estados Unidos y bautizado por 
el docto Richard W. Gardner como el síndrome de alienación parental. 


A finales de la década de los noventa el director de cine norteamericano establecido en Nueva York, Woody 
Allen, protagonizó uno de los escándalos más sonados y controvertidos de Estados Unidos. 


Repentinamente, el autor de Manhattan, La rosa púrpura de El Cairo, Hanna y sus hermanas, Alice, La 
última noche de Boris Grushenko, Deconstruyendo a Harry y de Todo el mundo sabe que te quiero, entre 
otros filmes magistrales, apareció separado de su tradicional pareja, la actriz Mia Farrow, protagonista de 
muchas de sus películas. 


Al mismo tiempo, el director de cine se dejaba ver acaramelado con Soon Yi Previn, una joven coreana, 
hija adoptiva de su pareja, treinta y cinco años menor que él y hermanastra de los hijos de este prolífico y 
atormentado director de cine y saxofonista. Woody Allen y Soon Yi Previn se casarían en Venecia el 24 de 
diciembre de 1997. Mia Farrow, de esta manera, se convertía de la noche a la mañana en la suegra del que 
durante más de diez años fue su compañero sentimental. 


El asunto, más propio de uno de los enrevesados guiones cinematográficos de Allen que de la vida real, causó 
tal alarma social en la ciudad de los rascacielos -la ciudad más permisiva del mundo tal vez con cualquier tipo 
de aberraciones sexuales- que el matrimonio de Soon Yi Previn y Woody Allen acabó ante los tribunales. 


Allí, sus hermanos adoptivos, los propios hijos de Mia Farrow y Woody Allen plantearon una agria batalla 
por la custodia de su hermanastra y futura esposa del director al considerarse que Previn, traída de Corea 
con apenas ocho años, era una deficiente mental sometida a constantes abusos sexuales por un supuesto 
depravado «padre adoptivo"? moldeada a su voluntad. 


En la vista oral los médicos certificaron que, efectivamente Soon Yi Previn es muy lenta de inteligencia. Allen 
dijo acerca de la capacidad intelectual de su esposa: «No por eso puedo dejar de quererla como una hija», lo 
cual fue interpretado por muchos como que, en cierta manera, estaba cometiendo incesto. 


También se demostró que, antes del matrimonio, su hija adoptiva tuvo que firmar un documento renunciando 
a sus derechos económicos en caso de un inusitados divorcio de su padrastro y maridd?] 


Al caso le faltaba lo que en los ambiente jurídicos anglosajones se conoce como «bala de plata» para acabar 
de hundir el honor y la popularidad del célebre actor. Lo puso ante la justicia Mia Farrow. Abandonada y 
despechada, Farrow se tomó el desquite ante el que había sido su amante declarado: «Woody Allen es un 


19En el juicio. Allen declaró que nunca había convivido bajo el mismo techo con Mia Farrow y que ambos pasaban las noches 
en casas separadas. 

20 Además de su hija adoptiva Soon Yi Previn, con la que se casaría, el director de cine Woody Allen tuvo varios hijos, adoptivos 
y biológicos, entre ellos, Bechet Dumaine (diciembre de 1998), Manzie Tio (febrero de 2000), Moses Dylan y Sarchel, este último 
nacido de sus relaciones sentimentales con Mia Farrow. 
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pervertido sexual. En 1991 encontré fotos en su apartamento en las que Soon Yi Previn aparecía desnuda. 
Creo que comenzó a violarla desde entonces, siendo esta menor de edad. También abusó serualmente de mi 
otra hija adoptiva Dylan». 


El director de películas de neuróticos fue absuelto de todos los cargos, pero el jurado decidió que Woody Allen 
no pudiera visitar hasta su mayoría de edad a los hijos de Mia Farrow, Sarchel?!] y Dylan, cuyos nombres 
fueron cambiados por los de Seamus y Eliza para proteger su inocencia. 


La «bala de plata» es el arma letal que la mayoría de las mujeres suelen guardar en la recámara de su revólver 
en gran parte de los procesos de separación y divorcio. 


«Es como la bomba atómica. Se debe tener ahí para intimidar, amenazar y lograr que el cónyuge ceda ante 
todas y cada una de las peticiones de su mujer, pero jamás debe ser usada. Si se emplea destruye al adversario, 
pero deja heridas irreversibles, de imposible curación», suelen aconsejar los abogados y psicólogos a sus 
clientes. 


En la mayoría de los casos de separación y divorcio sin acuerdo por ambas partes la «bala de plata» suele ser 
casi siempre el chantaje que la mujer ejerce sobre el hombre de que «el marido ha ejercido abusos sexuales 
sobre sus hijos». En este caso, ni la policía ni la justicia se detienen a investigar nada. 


«En este caso, el hombre es expulsado inmediatamente de su casa y apartado de su familia. Basta con que 
la mujer descuelgue el teléfono y haga una denuncia para que sin ninguna prueba la policía se lleve detenido 
al hombre. Luego, cuando en la mayoría de los casos se demuestra que es una estratagema de la mujer para 
acelerar su caso de divorcio, la Ley no prevé ningún castigo para las denuncias falsas. Las agresoras -casi 
siempre mujeres- salen indemnes de este tipo de delitos», reconoce la escritora inglesa Susan Brownmiller. 


Del proceso de alienación de sus hijos, también. 


En los años sesenta, el Congreso de los Estados Unidos decidió aprobar una ley de divorcio «sin culpas», 
que permitía la ruptura de matrimonios sin tener que dar explicaciones al juez ni someterse a un engorroso 
procedimiento judicial. 


Muchas mujeres decidieron entonces que estaban hartas de lavar los calzoncillos de sus maridos y se pro- 
dujo una avalancha de separaciones y divorcios. La mujer, que en los años anteriores se había emancipado 
económicamente, rompía las ataduras sentimentales con su compañero. 


La nueva ley venía a romper, también, con la tradición norteamericana que consideraba a la mujer más apta 
para ocuparse de sus hijos tras un proceso de divorcio y otorgaba la «patria potestad» a ésta. Al trabajar 
los dos cónyuges y tener similar disponibilidad de tiempo y de ingresos para atender a sus hijos, se puso en 
marcha la «custodia compartida». 


Inmediatamente, los tribunales se llenaron de denuncias contra los padres. Mujeres que habían declarado 
siempre que su ex marido era un padre ejemplar, descubrían, de improviso, que era un depravado, que tocaba 
los genitales a sus hijos, les proyectaba películas pornográficas y los llevaba a ver mujeres en top less o se 
iban con ellos a casas de prostitución. 


La enorme cantidad de denuncia obedecían todas ellas a un mismo patrón. La mujer estaba dispuesta a 
abandonar al marido a cualquier precio, pero se negaba a compartir el cuidado de sus hijos con el otro 
progenitor. 


Uno de los estudiosos de la materia, el doctor Richard W. Gardner, descubrió algo más. En el retorcimiento 
de las relaciones de la pareja rota, casi siempre, consciente o inconscientemente, uno de los progenitores trata 
de programar a sus hijos inculcándoles ideas de odio, rencor, resentimiento o inquina hacia el otro. 


Este tipo de «comedura de coco» inédita en los anales de la psiquiatría americana fue bautizada como The 


21 Hijo biológico de Mia Farrow y Woody Allen. 
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Parental Alienation Sindromd??] El doctor Gardner describe este hecho como «el rechazo que experimentan 
los hijos hacia uno de los padres después de un proceso de divorcio conflictivo en el que los progenitores se 
pelean y tratan de poner a uno o varios de sus hijos de su lado. también ocurre, como consecuencia de la 
denigración injustificada o exagerada de uno de los progenitores por el otro que asume el papel de mártir 
convirtiendo a la otra parte en un extraño para sus hijos. Las secuelas en los hijos son en algunos casos 
peores a la desaparición física del progenitor». 


En la mayoría de los procesos de separación y divorcio ocurridos en España, donde casi siempre es la madre 
la que acude al juez, ésta necesita justificar su conducta de ruptura de pareja ante los hijos para obtener su 
«indulto» o «perdón», por haberlos privado de su padre y se inicia un proceso paulatino de maledicencias, 
descrédito y detracción del otro «que no puede defenderse ni contrarrestar esta situación». 


El Síndrome de Alienación Parental ofrece, además, numerosas modalidades: los hijos que han sido objeto de 
malos tratos, de abusos sexuales, que han sido colocados en situaciones extremas por uno de sus progenitores, 
generalmente rechazan a éste. La iniciación de una nueva vida familiar con otra persona por uno de los 
miembros de la pareja también puede acentuar el problemd*] 


El peligro más inquietante es cuando la programación se realiza en casas de acogida o centros para madres 
maltratadas dirigidos por sectas feministas radicales. Los menores no solo odian al progenitor y rechazan 
estar en su compañía sino que acaban generalmente con trastornos psicológicos y psiquiátricos por la brutal 
alteración que sufren en su personalidad. 


«Se ataca al carácter, el comportamiento, las aficiones, las apetencias, el estilo de vida, el pasado, el presente y 
el futuro del menor sin dejar ninguna faceta de su vida sin estudiar ni reprogramar», afirman los psiquiatras 
americanos Stanley S. Clawar y Brydne V. Rivlin. en un estudio realizado para la sección de Derecho de 
Familia de American Bar Association, con sede en Chicagd?*] 


«Los daños que causan al niño con las programaciones para hacer de ellos "un hombre nuevo" son tan 
catastróficos que los cambios de identidad llevan con frecuencia a los menores a puntos de no retorno, a 
convertirlos en personas recuperables para la sociedad, a bipolarizar su comportamiento con patrones de amor- 
odio», afirma The Children Held Hostage, uno de los manuales para declarar este síndrome, que acaba con 
la «acaparación abusiva» del menor por parte de su madre o su padre. 


La escritora inglesa Erin Pizzey, la impulsora de los primeros albergues para mujeres, cuenta que los grupos 
feministas de su época ponían en práctica el macabro sistema de privar a los varones de sus hijos, antes de 
alienarlos: «Para evitar que los maridos pudieran reclamar la "custodia compartida" de los hijos se pusieron 
en práctica sistemas más perversos todavía: instábamos a las mujeres a abandonar la casa cuando sus maridos 
estaban en el trabajo, llevándose todos los muebles y enseres de las casas, vaciando previamente las cuentas 
corrientes, vendiendo los coches y todos los bienes de origen común. 


Lo más perverso de todo es que las instalábamos en los albergues especiales donde les dotábamos de identidad 
ficticia. Los padres llamaban desesperados preguntando por el paradero de sus hijos y nosotras nos negábamos 
sistemáticamente a facilitarles información. En parte lo hacíamos para proteger a las madres que huían pero, 
especialmente, para que ellos no pudieran encontrarlas y reclamar ante el juez la custodia de los hijos», relata. 


22Gardner, R.A., The Parental Alienation Sindrome: A guide for Men and Healt Profesionals, Creative Therapeutics, Inc., 
Cresskill, Nueva Jersey, Richard W. Gardner ha escrito, además, medio centenar de obras sobre la materia, entre las que desta- 
can: «Recents Trends a Divorce and Custody Litigacion», en Academy forum; «Child Custody», en J.D. Noshpitz (ed.) Basic 
handbook of Child Phychiatry, Basic Book; Nueva York; «Judges Interview Children in Custody/Visitation Litigation», en New 
Jersey Family Lawyer; The Parental Alienation Sindrome: A Guide for Mental Health Professionals (second edition), Creati- 
ve Therapeutics, Inc., Cresskill, Nueva Jersey. «Differentiating between PAS and bona fide abuse/neglect», en The American 
Journal of Family Therapy (1999); Therapeutic Intervention for children with Parental Alienation Syndrome, Crative Thera- 
peutics, Inc., Cresskill, Nueva Jersey; «The recent Gender Shifr in PAS Indoctrinators», en New for Woen in Psychiatry y 
«Should Courts order PAS Children to visit/reside with the Alienated Parent? A follow up Study», en The Journal of Forensic 
Prychology (200]c.) 19(3).60-106; «Parental Alienation Syndrome us. Parental alienation: with diagnous should Evaluators use 
in Child-Custody Lifigation, en The Americal journal of Family therapy, (2002a), 30(2).101-123 

23 Ver: John Dunne y Marsha Hedrick, «The parental Alienation syndrome: an Analisis of Sixteen Selected cases», en Journal 
of Divorce and Remarriage, 1994. 

“Stanley S. Clawar y Baydne V. Rivlin, «Children help hostage: dealing and programed and brainwashed children», en 
American Bar Association. 
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Según asociaciones en favor de la custodia compartida en 2006 existen en toda España más de cuatrocientos 
niños recluidos en centro públicos o subvencionados, a los que se le impide el contacto con el otro progenitor 
y se les intenta «lavar el cerebro». 


La mayoría de los padres llevan desde hace años una lucha titánica contra estos centros que desoyen las 
sentencias de los tribunales al instalarse por encima de las leyes y establecer que un padre supuestamente 
maltratador -aunque tenga una sentencia que diga lo contrario- no tiene derecho a ver a sus hijos en el resto 
de su vida. 


Estos centros, repartidos por toda España, suelen estar regentados por mujeres que se encuentran en peor 
situación mental y emocional que aquellas a las que acogen y pretender ayudar, al ser incapaces de superar 
los traumas que han sufrido a lo largo de su vida?"] 


La mayoría de los establecimientos donde casi no existen profesionales de la Medicina, la Psicología y la 
psiquiatría o están contaminados por la ideología del feminismo radical, se encuentran financiados con fondos 
del estado Español y de la Unión Europea, es decir, por los propios padres a los que se les desposee de sus 
hijos. 

Casos similares han ocurrido en Estados Unidos y Canadá. Veamos uno de ellos: 


En mayo de 2000, el empresario e ingeniero de ferrocarriles canadiense Darrin White era condenado a pagar 
2.071 dolares para la manutención de sus tres hijos habidos en su segundo matrimonio. White ganaba apenas 
2.200, por lo que no le quedaba dinero ni para desayunar. 


La tensión, al no poder pagar esa suma, más los costes del divorcio propiciados por su mujer le llevó a un 
estado de locura. Perdió el trabajo y el juez Lloyd McKenzie del Tribunal Supremo de Canadá le ordenó a no 
ver a sus hijos hasta que pudiera alimentarlos. Al poco tiempo, el desesperado padre se ahorcaba en un árbol 
cercano a su casa. Su imagen de padre maltratado por una justicia implacable e insensible daba la vuelta al 
mundo. 


Poco después, el 2 de julio de 2000, su hija mayor, Ashlee d. Barnett-White, de catorce años, habida de una 
relación anterior, remitía una durísima carta al Congresos de Ottawa y al primer ministro canadiense, Jean 
Chrétien. 


«Soy la hija de Darrin White, mi padre que se quitó la vida como resultado de la frustración y de la de- 
sesperación causadas por el sistema judicial de familia de Canadá. Mi padre se suicidó por las injusticias 
perpetradas en su contra por un sistema de Justicia corrupto. Nuestro sistema de justicia familiar permite 
que se destruyan a los buenos padres, mientras permite que las mujeres reivindicativas y vengativas manden 
sobre los tribunales. 


Antes de la muerte de mi padre, me contó la angustia que padecía por intentar ver a sus niños. Me contó los 
abusos a los que le sometía su mujer. No quería siquiera que él tuviera una relación conmigo, su propia hija, 
porque era muy celosa. Me relató su frustración frente a los juzgados y abogados. Estaba convencido de que 
la Corte sólo sabía poner barreras para impedirle ver a sus hijos. 


Ahora, mi madre también me impide a mí que establezca contacto con mis propios hermanos y hermanas, 
que viven con la segunda esposa de mi padre. Estoy luchando contra la misma barrera a la que mi padre hizo 
frente cuando, antes de su muerte, intentó entrar en contacto con sus propios niños. Debe encontrarse muy 
trastornada para negarle el acceso a los miembros de su propia familia. Evitar que los niños vean a su padre 
y a otros miembros de la familia es abusar de ellos. Es un delito y no debe tolerarse. Además, parece que 
nuestro sistema de justicia es demasiado tolerante con las madres que hacen este tipo de acciones a diario. 
Mientras fuerzan a los padres a ir al juzgado, los abogados consiguen hacerse ricos con la miseria de los niños 


25 «En muchos mítines de defensa de la mujer maltratada me encontré con madres que se subían al escenario y narraban, 
las palizas que les pegaban sus maridos con tal realismo y crudeza que me ponían los pelos de punta. Les preguntaba, ¿pero 
cuándo pasó eso?, ¿cómo has podido soportar tanto tiempo? Muchas me respondían que se trataban de historias de hacía treinta 
años. Me asombraba comprobar que en tres décadas habían sido incapaces de borrar de su cabeza sus frustraciones familiares 
y seguían odiando al hombre como el primer día. Eran las que aleccionaban a las nuevas pupilas para mantener viva la llama 
del feminismo.» (Erin Pizzey). 
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y de sus familias, y destruyen las familias en los tribunales. (Quizá si nuestras cortes demostraran un poco de 
coherencia y se posicionaran contra estas madres que están abusando de sus niños, el problema comenzaría 
quizá a corregirse por sí mismo. 


Como joven únicamente puedo decir que estoy completamente avergonzada de ver como los jueces amenazan 
a los padres en los tribunales. Es una pura deshonra. Sé que mi padre era un buen hombre y un buen padre. 
No mereció ser empujado al abismo. No mereció que se le prohibiera ver a sus hijos. Supo que la Justicia 
para él y para muchos otros padres estaba fuera de su alcance, y por razones que solo Dios conocerá, decidió 
que suicidarse era la única manera de terminar con su sufrimiento. 


Me consta que el sistema de justicia familiar de este país, Canadá, no es el hogar del orgullo y de la libertad. 
Por el contrario, es el paraíso de los abogados corruptos y jueces dispuestos a mentir, a los que no les importan 
lo más mínimo las vidas de los niños y los padres que destruyen a diario en nuestro Tribunal de Familia. 


He sabido que la ministra de justicia de mi país, Anne Mc Lellan, viola la custodia compartida de sus hijos 
con los que se intenta evitar la tragedia que ha caído sobre mi familia. Sé que un comité especial recomendó 
al Departamento de Justicia instaurar la custodia compartida. Si se hubiera instaurado a tiempo mi padre 
estaría vivo, y nuestro sistema de Justicia garantizaría los derechos de los niños y permitiría que vivieran 
con sus progenitores. Lo único que hizo fue luchar por ver a sus hijos, pero lo Justicia Canadiense le negó 
para siempre ese derecho». 


Todo ello, naturalmente, ha dado origen a un floreciente negocio. Lo veremos en el siguiente capítulo. 
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Capítulo 17 


El negocio del maltrato 


El negocio da para mucho: trabajan políticos, magistrados jueces, fiscales, psicólogos, psiquiatras, 
médicos forenses, enfermeras, recetarios, oficiales, abogados de oficio, abogados sin oficio y con be- 
neficio, mediadores, sindicalistas, feministas, trabajadoras sociales, grupos psicosociales, policías, 
fabricantes de pulseras anti-malos tratos, asesores fiscales, notarios, registradores, economistas, 
detectives privados, empleados públicos, altos cargos del Gobierno, altos cargos de las Comunida- 
des Autónomas, periodistas, reprogramadores de menores, fabricantes de pruebas periféricas y un 
sinfín más de «profesionales». En torno a la Ley se han creado tribunales especiales, fiscalías espe- 
ciales, observatorios especiales, delegaciones del Gobierno especiales. Pero también el Instituto de 
la Mujer, los Institutos de la Mujer autonómicos, conserjerías en todas las comunidades, grupos 
de apoyo municipales, ONG, grupos de apoyo a mujeres violadas, grupos de apoyo a mujeres 
maltratadas, empresas de marketing, grupos de apoyo jurídicos, equipos interdisciplinares, gru- 
pos de seguimiento, casas de acogida, refugios, pisos de residencia temporal, puntos de encuentro 
para padres, fiscalías especiales, unidades especiales de la Guardia Civil, unidades especiales de la 
Policía Nacional, unidades especiales de las policías autonómicas, unidades especiales de policías 
locales. La industria del maltrato mueve más dinero en toda España que cualquier ministerio, sal- 
vo el de Hacienda y el de Obras Públicas. En los últimos tres años no menos de cien mil personas 
han pasado del paro a crearse un «estatus» a costa de la Ley contra la Violencia de Género y los 
200.000 a 300.000 hombres que han pasado por los calabozos de toda España desde 2004. 


En junio de 2001, Patricia Altamirano, de veintinueve años, una mujer presuntamente maltratada se presen- 
taba en los Juzgados de la Plaza Castilla (Madrid) y presentaba una denuncia contra el centro de acogida de 
mujeres maltratadas Florencia, regido por la sociedad Nuevo Amanecer. 


Según la denuncia, un mes antes, tras varios contactos telefónicos, había acudido al centro de acogido, 
financiado por la Comunidad de Madrid y por el programa Equale de la Comunidad Europea. Durante el 
tiempo en que estuvo allí no fue asistida por ningún psicólogo ni le facilitaron información alguna acerca 
de cómo debía denunciar los malos tratos de su ex pareja. «Lo que hice durante ese tiempo fue limpiar sin 
parar», relatd!] 


Y es que el centro Florencia era un centro sui géneris. Promocionado a raíz de la donación hecha por la 
actriz Carmina Ordóñez, ya fallecida, por el dinero que supuestamente recibió de la televisión por denunciar 
los presuntos malos tratos que le infligió su ex pareja Ernesto Neyra, el único personal fijo con el que contaba 
era con un grupo de voluntarios, de religión evangelista. 


El resto del personal eran las propias acogidas a las que se explotaba de sol a sol, obligándolas a fregar 
los cacharros y a mantener el centro completamente limpio. Una «terapia» que las convertía en personas 
doblemente maltratadas. 


l Interviú, 2 de septiembre de 2002. 
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Aunque el centro tenía capacidad para unas ochenta personas, en una finca de 20.000 metros cuadrados 
situada entre Barajas y Paracuellos del Jarama (Madrid), el número de internas habitualmente no superaba 
el de cinco personas. No eran sólo las supuestas mujeres maltratadas las sometidas a «trabajos forzados». A 
los hijos de esas mujeres se les aplicaba igual «tratamientos». 


Las subvenciones recibidas de la Comunidad de Madrid, desde la etapa en que Joaquín Leguina fue su 
presidente, de varias decenas de millones de pesetas al año, debían ser suficientes para alimentar a las ochenta 
internas. 


El centro se sostenía, sin embargo, gracias a las ayudas que recibía de diversas empresas privadas e institu- 
ciones públicas. La compañía CAMPSA, por ejemplo, aportaba gratuitamente el gasóleo para la calefacción; 
Ikea había amueblado gratuitamente el establecimiento; El Corte Inglés contribuía con varios cheques regalo 
al año para que las internas pudieran adquirir ropa: el Banco de Alimentos de la Comunidad de Madrid 
facilitaba toda la comida sin coste alguno; Telefónica había regalado la centralita y hasta la ONCE había 
aportado varios automóviles y sillas de ruedas “pues muchas internas llegan destrozadas de sus casas». 


Una reportera de Interviú que se infiltró durante una semana en el centrd?] pudo vivir la experiencia en 
primera persona. Como se dedicaban a dar comidas a grupos de personas que nunca descubrió, todos los 
días le tocaba lavar a mano ochenta platos sin lavavajillas y sin guantes. A continuación, debía adecentar las 
habitaciones de las internas -ocho habitaciones y cuatro cuartos de baño- para acabar rendida al final de la 
noche. 


En el año 2002 se asignaron al centro por lo menos cincuenta millones de pesetas] dinero que evidentemente 
no se invertía en dar atención a las mujeres maltratadas. Incluso las psicólogas que firmaban los informes de 
«malos tratos» de las internas carecían de titulación reconocida por el Colegio de Psicólogos de Madrid. 


Tan falso era todo, que no supieron distinguir a una mujer maltratada de una periodista que fingió serlo. 
«En las conversaciones telefónicas el estado de Ana María era de pánico ya que su compañero acababa de 
amenazar con un cuchillo y casi la mata |...] Tras recogerla yo misma en una estación de Metro cercana a la 
casa su estado era de shock con un bloqueo emocional muy fuerte [...] temblando, apenas sin estipular (sic) 
palabra, llorando se la intenta calmar y que nos cuente los hechos pero es imposible que explique su situación 
[...] la paciente está en una situación de la que está en juego su integridad física y psicológica por lo que 
debe continuar con la terapia] 


Desde entonces ha recibido una subvención anual de 75 millones de pesetas que se incrementaron a 81 cuando 
Amalia Gómez, del Partido Popular, alcanzó la secretaría general de Servicios sociales del Ministerio de 
Trabajo. 


Los denunciantes ponen en conocimiento del Tribunal de Cuentas que sus mujeres fueron acogidas en este 
centro sin que mediara ninguna denuncia ni sentencia en las que se hiciera constar que eran unas mujeres 
maltratadas. 


Una vez en este centro, supuestamente de recuperación de mujeres maltratadas, Ana María Pérez del Campo 
les expidió un certificado de que se trataba de mujeres maltratadas por sus maridos para que denunciaran 
a éstos. “(La señora Pérez del Campo no es psicóloga ni socióloga y carece de calificación profesional para 
expedir este tipo de certificados. La única profesión que se le conoce es la de vendedora de tabaco en una 
expendeduría, situada en la calle Claudio Coello de Madrid», se afirma en el escrito. 


«Esta “certificación” se utiliza para la solicitud de subvenciones públicas al Ministerio de Asuntos Sociales 
y para proceder al ingreso prolongado y desconocido por sus padres de los hijos habidos en el matrimonio en 
períodos que en algunos de los casos han llegado a ser de tres años». 


2La periodista Ana María Pascual. 

3Un total de 219.000 del programa Equiale de la Comunidad Europea y otros 51.000 de la Comunidad de Madrid, entre otras 
partidas. 

Véase lo fácil que es preconstituir las «pruebas periféricas» para justificar malos tratos falsos y conseguir una condena del 
marido que permita a la mujer quedarse en exclusiva con el patrimonio familiar. Cualquier mujer con un mínimo de conocimiento 
puede engañar a cualquier psicólogo. 
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La incomunicación de los hijos con sus padres, calificada de auténtico secuestro por éstos, se produce vul- 
nerando las reiteradas sentencias en que diversos jueces de Madrid, en las que se ordena un régimen de 
comunicación entre los progenitores varones y sus hijos, como ha quedado dicho. «En el caso de Stefan Mlej- 
nita el centro que dirige Pérez del Campo incumplió nada menos que siete sentencias consecutivas y todas 
ellas favorables al padre. » 


El centro de Coslada, un auténtico campo de concentración de mujeres, ejerce una clara tiranía sobre las 
madres que acoge. Las obliga a firmar un contrato por el que no pueden comunicarse con el exterior ni 
realizar llamadas telefónicas ni tampoco relacionarse con sus ex maridos ni con los familiares de aquéllos. 


«En el centro se propicia una clara intención de manipulación afectiva y emocional de la mujer que llega al 
lugar en una situación de desamparo y que busca sustituir su dependencia (del marido) por la del colectivo 
del centro, que las aliena y las esclaviza. Estas actuaciones, lejos de promover la autonomía personal de las 
residentes, propicia la cronificación de la actitud dependiente». 


La parte más humillante de la denuncia era la supuesta utilización, dice el escrito, de las mujeres acogidas 
para realizar trabajos domésticos en los hogares de algunas trabajadoras de esta asociación y de sus dirigentes. 


Es decir, la presunta liberación del hombre las llevaba a convertirse en esclavas, obligadas a realizar los 
trabajos más serviles, que no hacían en sus casas meses o semanas antes, al disponer en algunos casos de 
servicio doméstico. 


Los niños no pueden elegir colegio sino que son enviados obligatoriamente al Colegio de San Ildefonso, donde 
les dan de comer gratis a mediodía, ahorrándose el centro de Coslada estos gastos, no existiendo constancia de 
que estos ahorros sean contabilizados en muchos casos en las cuentas internas que deben estar a disposición 
del Ministerio de Asuntos Sociales y auditadas por el Tribunal de Cuentas. 


Lo más grave de todo son las normas estrictas que se imponen a los menores, aprovechándose de su indefensión. 
«Los niños son sometidos a planes de reestructuración de su personalidad» para que odien a sus padres, se 
sometan a las madres y acepten los roles femeninos como los únicos válidos en la sociedad, es decir, tratan 
de convertirlos en «zerolos». 


Para obtener este tipo de objetivos, el centro e mujeres maltratadas de Coslada no duda, según se ha demos- 
trado en utilizar cualquier tipo de vejación, por degradante que sea. «Para castigar a un niño de seis años, 
el educador no titulado Jerónimo Mejías le obligó a bajarse los pantalones en presencia de los compañeros 
de clase», ante las risas de éstos, afirmaban ya varias empleadas del centro en un escrito a la ministra de 
Asuntos Sociales, Cristina Alberdi en 1994] 


Aunque estas denuncias han sido remitidas en 2006 al Tribunal de Cuentas como documentos probatorios, 
los distintos gobiernos del Partido Socialista o del Partido Popular no han tomado medida alguna conocida 
para impedir el secuestro de los niños, su «programación pro feminista» o los malos tratos recibidos. 


Por el contrario, según se afirma en el escrito de referencia, la directora general del centro, ante las protestas 
de algunos educadores, defendió al maltratador de menores asegurando que a los «niños hay que castigarlos 
donde más les duela». 


No sólo los niños son «reprogramados» al más duro estilo sádico, en una sociedad en la que está mal visto 
el castigo físico a los menores. La directora general obliga a las mujeres acogidas a asistir obligatoriamente a 
numerosas reuniones grupales «con el objetivo de modelarlas ideológica y actitudinalmente», se afirmaba en 
el escrito firmado por la gobernanta del centro, Carmen de Juanes Araujo; la trabajadora social Mercedes 
Laguna Sastre, la psicóloga María Isabel Rata Sacristán y Amalia Royo Pérez. 


En este escrito, presentado al Registro General del Ministerio de Asuntos Sociales el 22 de julio de 1994, 
se denunciaba por primera vez centenares de corruptelas e irregularidades. Pese a tratarse de un centro 
subvencionado, a las trabajadoras se les obligaba a pagarse las comidas, bebidas y comunicaciones telefónicas 
con el exterior. 


5Denuncia al Ministerio de Asuntos Sociales, 22 de julio de 1995, firmada por cinco funcionarias del centro y nunca investigada. 
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Sin tener en cuenta sus carencias, a las mujeres supuestamente maltratadas se las exigía, además, el abono de 
determinadas cantidades de dinero al centro «para que la usuaria valorase el servicio que recibía» y «supiese 
que no se trataba de un centro de caridad ni beneficencia». 


El régimen carcelario a que eran sometidas las mujeres era de tal calibre que la mayoría abandonaban a los 
pocos días de su ingreso. «De las noventa plazas existentes nunca se ha llegado a cubrir el sesenta por ciento, 
siendo habitual que en el centro hubiera más trabajadoras sociales, psicólogos y terapeutas que supuestas 
mujeres maltratadas». 


Por eso, a las mujeres que logran atrapar las obligan a permanecer períodos superiores a los tiempos máximos 
establecidos para este tipo de centros terapéuticos, dieciocho meses, para poder cobrar la subvención de 
120.000 pesetas por persona y mes procedentes de las ayudas del Estado. 


En otros casos, se ha permitido a una mujer y a sus hijos permanecer en el centro durante años enteros 
para que pudiera alquilar la casa de su marido -atribuida a la mujer- y pagar una hipoteca de seiscientas mil 
pesetas. «Prolongar la estancia de esta familia un año más sin razón alguna le costó al centro 14.400.000 
pesetas». 


Las técnicas de sumisión y control de las mujeres separadas son mucho más brutales con las trabajadoras del 
centro. Desde su apertura, en 1991, hasta 1994, se cambió la plantilla en el 80% del personal. Los criterios 
de la directora general para no renovar los contratos han sido arbitrarios, autoritarios, destructivos y despó- 
ticos para los trabajadores. «En unos casos se utilizaba el maltrato psíquico con constantes humillaciones y 
desprecios para obligarles a marcharse y, en otros, se empleó el método de Franco para echar a sus minis- 
tros: dos trabajadoras fueron despedidas por telegrama mientras disfrutaban de dos días de permiso o de sus 
vacaciones», apostillaban más adelante. 


«A los trabajadores se les niega la libertad de expresión, y se exige una completa sumisión y una actitud 
halagadora a la directora general.» 


Míriam Tey, directora general del Instituto de la Mujer, rebajó las subvenciones del centro de Coslada como 
consecuencia de las irregularidades detectadas. A partir de ese momento, esta mujer catalana de origen pro- 
gresista sufrió un virulento acoso mediático y político por las feministas. La condenaban por haber publicado 
el libro Todas putas, de Hernán Migota, cuando era directora de la editorial El Bronce de la Ciudad Condal. 
O de ser una apologista de la violación y de la violencia contra las mujeres, entre otras cosas. La entonces 
directora del Instituto de la Mujer llegó a tener miedo de ser agredida y se extrañó que se llegara a pensar 
que el libro hacía apología de la violación, cuando defiende la tesis contraria. 


«Mi culpa es que no soy feminista, nunca lo he sido, porque no creo que sea necesario. Creo que no hay un 
modelo de mujer sino muchos. Las feministas han hecho durante muchos años una labor muy importante para 
la situación de la mujer de hoy, pero la realidad ha cambiado. Las mujeres de hoy para aportar sus valores 
a la sociedad no tienen porqué cambiar, no tienen que renunciar a nada, a su feminidad, a su identidad ni 
tampoco tienen porqué envidiar los valores del hombre sino aportar los propios» resalta Míriam Tey. 


El 10 de diciembre de 2004, un Juzgado penal de Huelva debía celebrar vista oral contra una simpatizante 
de la Asociación de Mujeres Violadas de Andalucía (Amuwvi). 


La inadmisión de veintiocho de los veintinueve testigos propuestos por la defensa provocó la recusación de la 
jueza y la suspensión del plenario, se afirma en el informe Hamelín. 


Amuvi forma parte de las más de cuarenta organizaciones feministas financiadas por la Junta de Andalucía 
con cifras millonarias. 


Además, sus dirigentes han sido agraciadas con la gestión, casi en exclusiva, de las casas de acogida y puntos de 
encuentro de Andalucía -financiados por la Junta- en los que los padres pueden ver a sus hijos en presencia 
siempre de uno o varios «trabajadores sociales», es decir, hijos enchufados de políticos del PSOE, en su 
mayoría. 


Las miembros de Amuvi controlan así el punto de encuentro Arcaduz, en Huelva; Existen centros en Córdoba 
y otros en Sevilla, lo que representa un claro conflicto de intereses con los padres, a los que consideran unos 
maltratadores. El negocio del maltrato es un coto privado de dos personas. 
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Y es que poner la zorra a cuidar las gallinas, por muy maltratada que haya sido, no es un sistema demasiado 
adecuado. «Los informes de estos puntos de encuentro, idénticos en su mayoría proponen casi siempre la 
reducción del régimen de visitas del padre para plantear finalmente su suspensión», afirma en el informe 
Hamelín, realizado por un grupo de padres maltratados'] 


Así, el 3 de febrero de 2003, esta entidad presidida por Pilar Sepúlveda García de la Torres, retiraba el régimen 
de visitas a Mariano Orta, presidente de la Asociación de Padres Maltratados Papá Huelva, impidiéndole ver 
a sus hijos en un punto de encuentro de Sevilla. «La objetividad de los datos y en que el comportamiento de 
Orta no ha sido el debido. Nuestro objetivo son los menores», señaló Sepúlveda, letrada de profesión y madre 
de dos hijas. 


Desde este organismo se comunicó al Juzgado que Orta presentaba «una actitud de desbordamiento emocional 
en los intercambios, no controlándose en presencia de la niña, ni en comentarios desvalorizadores o peyora- 
tivos hacia la madre, ni en frases que condicionan a su vez el comportamiento de la menor, proyectando en 
su hija sus expectativas, angustias y frustraciones», según el auto. 


Sin embargo, continúa el texto judicial, «muy nervioso, no atiende a pautas, agarra a su hija y no colabora para 
que se vaya con su madre, situación que se reitera en varias ocasiones» en las que el progenitor «desatiende 
las pautas indicadas por el equipo técnico para colaborar en las entregas a fin de hacer las mismas menos 
traumáticas para la menor» y, por el contrario, «se hace cada vez más difícil el desarrollo de las visitas». 
Sólo mujeres dictaminan si es correcta la relación padre-hijo tras un proceso de separación. 


Constituida en asociación en 1989 en el centro Taracea en la calle Alberto Lista de Sevilla, además de gestionar 
los puntos de encuentro, a partir del 1 de julio de 2002 hasta 31 de diciembre de 2005, la entidad Amuvi 
atendió en sus centros de acogida a más de 25.000 mujeres y a 1.011 niños en Almería, Cádiz, Córdoba, 
Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla por violencia intra y extrafamiliar, según sus propios datos. En sus 
centros trabajan 35 profesionales y 50 voluntariados. 


Desde 2001 gestiona el Servicio de Asistencia a la Víctima de Andalucía (Sava), imparte cursos de coeducación 
en una veintena de centros educativos de Sevilld]”] con apoyo del área de Política de Igualdad de la Junta de 
Andalucía. 


Galardonada con el Premio Meridiana del Instituto Andaluz de la Mujer en 1999 y el Premio a la Investigación 
para la Mujer de la Diputación de Sevilla de 2001, se presenta como una entidad sin ánimo de lucro. La 
Asociación Papá Huelva la acusa de emitir dictámenes sobre niños sin haberlos visto, «dirige escritos al 
Juzgado rubricados por ella pero elaborados por un grupo de humildes becarias», afirmaba Orta. 


Pilar Sepúlveda actúa como abogada de la asociación Amuvi. Tiene el despacho de la entidad sin ánimo de 
lucro en la sede de su propio despacho privado, en la calle Agostillo de Sevilla. Se mezclan intereses privados 
y públicos. El punto de encuentro familiar de Sevilla, situado en la octava planta del edificio Urbis lo lleva 
su hermana Ángeles Sepúlveda, médico forense de los Juzgados de Sevilla. 


Fue uno de los mayores escándalos ocurridos en Valladolid a mediados de año 2002 y de ello se hizo eco 
especialmente el diario El Mundo, dirigido por Pedro J. Ramírez. 


Una asociación de mujeres maltratadas, Solidaridad con Madres Solteras y Divorciadas de Valladolid?] finan- 
ciada con fondos públicos llevaba dieciséis años inflando las deudas con los bancos, los pagos a trabajadoras y 
mujeres acogidas en sus memorias para obtener mayores beneficios de las entidades oficiales. Entre sus activi- 
dades más características figuraba el impago a empresas con las que mantenía contrataciones, las deudas con 
la Seguridad Social y la falsificación de nóminas. Durante tres lustros habían llevado una doble contabilidad, 
en la que figuraban arreglos que no se efectuaban y compras para la directora del centro. 


La entidad gestionaba un centro de día, en un local cedido por el Ayuntamiento, una casa de acogida situada 
en una vivienda de protección oficial cedida por la Comunidad y un piso tutelado, también de protección 
oficial. 


SLos autores del informe son el abogado Manuel Oliete, el profesor universitario Vicente Serrano y el ingeniero en telecomu- 
nicaciones, Juan Fraco, todos ellos miembros de la asociación Amnistía Infantil. 

7 El País, 20 de mayo de 2006. 

8La asociación inició sus actividades en Valladolid el 14 de febrero de 1985. 
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La entidad tenía una peculiar forma de «terapia» para curar a las mujeres supuestamente maltratadas, el 
empleo de técnicas esotéricas y extraterrestres, que hubieran dado un argumento interesante a J.J. Benítez 
para escribir uno de sus bestsellers. 


«A las mujeres con problemas de maltrato, problemas psicológicos y depresiones las “cura” con ejercicios de 
relajación, conducción de las energías internas, meditación y espiritismo. A algunas mujeres les ponía las 
manos en la cabeza para sacarles los espíritus malignos ya que las considera poseídas. El tarot, la acupuntura 


y la gúija son otras de las técnicas empleadas, que también se extienden a los hijos de las afectadas», afirmaba 
el diario El Mundd?] 


A la directora del centro se le atribuía haber dicho que «a través de la meditación consiguió ver a Dios y hablar 
con él y de aconsejar a las internas suicidarse si así lo habían pensado. Ésa es una opción voluntaria que 
cualquiera puede elegirA"] « A las internas del centro les ofrecía visitar a videntes y espiritistas con energías 
positivas. También se llevaba a las internas a un sex-shop a comprar cosas y a explicarles la variedad de 
productos eróticos existentes en el mercado». 


«Con respecto a los hombres la actitud del centro era no autorizar las visitas de los padres a los hijos, aunque 
vinieran con orden judicial. Los hombres son seres despreciables, todos iguales, no valen nada y sólo piensan 
con la bragueta. Son como kleneex de usar y tirar», afirmaba el diario. 


El asunto, obviamente, acabó con una investigación de la Dirección General de la Mujer e Igualdad de 
Oportunidades de Castilla-León mientras el Ayuntamiento y la Diputación, que también habían financiado 
a la institución se mantenían expectantes acerca de los resultados, para tomar una decisión al respecto. 


Posteriormente, cuatro empleadas de la Asociación Solidaridad con Madres Solteras o Separadas presentaban 
denuncia ante la Junta, y el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales decidía, por su parte, abrir una nueva 
inspección. 


Por último, el affaire pasó a la Fiscalía General del Estado que dio carpetazo al asunto, como es habitual en 
esa institución. Por esas fechas y para evitar que el escándalo salpicara al presiente autonómico Juan Vicente 
Herrera, la Junta de Castilla y León había sacado a la mayor parte de las internas del centro y las había 
trasladado a otros. 


«Lo más inquietante de todo es que decenas de casas de acogida, de pisos concertados, de puntos de encuentro 
que figuran en los presupuestos de las comunidades no existen realmente; que centenares de cursos para 
formar personal cualificado en Violencia de Género no se imparten y millones de folletos para sensibilizar 
a la población sólo se imprimen sino de forma simbólica», señala el autor del libro Francisco Zugasti tras 
investigar el asunto en Burgos, Madrid, Sevilla y otras muchas provincias españolas. 


Todo es una pura farsa montada desde le poder político para quedarse con una serie de subvenciones y 
traspasar enormes sumas de dinero a los partidos, auténticos beneficiarios de un negocio que mueve más 
dinero que eléctrica Endesa en 2005 y 2006 en la Bolsa española. 


Esta actitud de situarse y permanecer al margen de la ley por parte de los llamados «centros de acogida» no 
es sólo típica de España. Previamente, en los años sesenta y setenta se ensayó en Estados Unidos, Canadá 
e Inglaterra, donde el movimiento feminista radical se hallaba entonces en auge. La feminista y escritora 
inglesa Erin Pizzey relata sus experiencias. 


«En muchos de los casos, tras ingresar a las mujeres con sus hijos en los centros, nos dimos cuenta de que 
las verdaderamente violentas eran las mujeres y no sus maridos o “tormentors”, como los bautizamos. Eran 
ellas y no sus maridos las que necesitaban tratamiento psicológico, pero nosotras nos ensañábamos con ellos 
lanzándoles a la calle, a la miseria, a la humillación más absoluta al desposeerles de lo que más querían y 
amaban, sus hijos, y convertirles en piltrafas humanas. 


Había un segundo grupo de mujeres que, además de violentas, eran verdaderas enfermas mentales, con pro- 
blemas de alcoholismo, drogodependencia, neurosis, profundas depresiones, crisis de ansiedad o cuadros psi- 
quiátricos graves, como la esquizofrenia o la paranoia. 


9 Jueves, 23 de abril de 2002. 
lODeclaraciones de una de las internas a El Mundo-Diario de Valladolid, jueces 25 de abril de 2002. 
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Por último había un grupo mínimo, reducido, de mujeres que habían recibido malos tratos, lo que se eviden- 
ciaba por su baja autoestima, su dependencia total y absoluta del marido durante años, en su destrucción a 
todos los niveles y su incapacidad para valerse por sí mismas en la sociedad. 


A esas mujeres nos costaba mucho sacarlas del pozo en que habían caído. Pero una vez lográbamos mediante 
terapias de grupo hacer que se valieran por sí mismas, se convertían en feministas radicales, vengativas e 
incontrolables. 


En las reuniones públicas para captar adeptos, hacer proselitismo e imponer el movimiento feminista a la 
sociedad eran las más activas. Espontáneamente, se subían a los escenarios y contaban sus casos, sus duras 
experiencias de convivencia con sus maridos. 


Ponían tal énfasis y tal capacidad de convicción en lo que relataban, que lograban levantar al auditorio - 
integrado por miles de mujeres y algunos hombres- a favor de la causa de la liberación de la mujer y generar 
tal odio hacia los hombres que era habitual que, a los pocos días, se produjeran asesinatos de maridos, 
especialmente si el evento era transmitido por televisión. Algunos veces les preguntaba: 


- ¿Cuándo ocurrió la separación de tu pareja? 
- Hace treinta años. 


Vivían tan en carne viva el maltrato, lo tenían tan interiorizado, que lograban engañar incluso a las mujeres 
, , 

que dirigíamos los centros. ¡Treinta años viviendo con la misma pesadilla, alimentándose de la misma basura, 

comiendo de la misma mierda! 


Eran mujeres que habían hecho del maltrato una profesión, una forma de vida. Para ellas no existía otro 
mundo que ése. Eran, sin duda, mujeres que se autoatormentaban cada día, que se deleitaban recordando el 
ojo morando o el labio partido que les provocó su pareja en una riña familiar y contándoselo a los demás, 
como si hubiera ocurrido el día anterior. Eran señoras irrecuperables para la sociedad porque ellas mismas 
eran incapaces de salir del torbellino de violencia en que un día se vieron envueltas, o no querían hacerlo. 


Me pregunto: ¿habría existido en la Humanidad un solo hombre que las hubiera aguantado un solo minuto, 
capaz de hacerlas felices, o ellas acabarían provocando al poco tiempo de convivencia un enfrentamiento 
con ellos para demostrar su tesis de que todos los hombres son unos malvados, unos maltratadores, unos 
depravados a los que hay que exterminar? ». 


El movimiento feminista, en España al igual que en el resto del mundo, reprograma, manipula y se come a 
sus propios hijos. 


Una noche de 2001 Amalia de Lorenzo, mientras su marido andaba de trikitos con la cuadrilla, se escapó de 
casa y se fue a un centro de acogida de Navarra. Le acompañaban sus tres hijos de nueve, once y catorce 
años. 


Nada más llegar al centro le quitaron el carnet de identidad «para preparar los papeles», la cartilla de ahorros 
familiar «para que no se te pierda» y la obligaron a firmar una serie de formularios haciendo constar que 
entraba voluntariamente en el centro y se sometía a sus reglas. 


- Ese niño, ¿qué edad tiene? -le preguntaron. 
- Acaba de cumplir catorce años. 
- Entonces, no puede estar en un centro de acogida] 


La mujer, compungida, estaba a punto de llorar, pensando qué iba a ser de ella en la vida. Había dado el 
gran paso adelante de separarse de su marido. Le habían hecho todo tipo de promesas y ahora se veía más 
sola y desamparada que en su casa. 


- Usted y la niña pueden quedarse. Al varón mándelo con su abuela, con alguna tía o con alguna familia 
amiga. 


llLa situación se repite en otros nuevos centros. Por eso, el lector encontrará la anécdota repetida en el libro. 
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En España, la mayoría de las casas de acogida que se han realizado están en manos de Organizaciones No 
Gubernamentales (ONG), que han encontrado una forma de ganarse la vida, un gran negocio en la Ley de 
Violencia Doméstica. 


Como no quieren que se les acabe el chollo, prefieren desestructurar por dos veces a una familia -primero 
separando a la mujer del marido y, posteriormente, a los hijos de la madre- a que les retiren la subvención 
de la comunidad autónoma. 


-Pero ¿cuál es el problema? -pregunta angustiada la mujer. 
- ¿No ve usted que ya tiene barba?. 
- Sí. ¿Y eso, qué? 


- Pues que aquí la mayoría de las mujeres no han visto a un hombre durante meses. ¿Quiere que se produzca 
un escándalo y nos cierren el centro? 


Y es que, tal y como se está manifestando la justicia, la Ley del Divorcio va a producir a medio plazo más 
«huérfanos de padre de por vida» que la guerra civil. Y, además, en muchas peores condiciones psíquicas y 
psicológicas que cualquier otro menor de edad de los años de posguerra. 


Un informe de Amnistía Internacional sobre la situación en España, recoge la pésima situación de las casas 
de acogida. «Y yo me pregunto, ¿para qué nos dicen a las mujeres maltratadas que denunciemos? ¿Para 
entrar en una casa de acogida y que nos traten peor? ¿Y verte en la calle con tus hijos? Con tu maltratador 
tienes un techo y comida para los niños. Ahora encima tengo que llevara mi hija a un punto de encuentro a 
otra ciudad y pagar los gastos, porque la casa no me quiere pagar el montón de billetes de autobús. Es muy 
difícil para todas nosotras dejarlo todo, familia, amigos, trabajo, tu vida. Ir a una ciudad nueva y empezar 
desde cero y tener a la casa de acogida maltratándote continuamente, presionándote y sin ayudas de ninguna 
clase, ni psicológicas ni económicas! >] 


En 2005, con la Ley de Violencia de Género, la policía detuvo cerca de 450 personas cada día -incluidos 
sábados y domingos-, que se celebraron 11.667 juicios cada mes en los Juzgados penales de toda España y se 
tomaron 280.000 fotos de frente y de perfil y 700.000 huellas dactilares. 


Se levantaron no menos de 200.000 informes forenses -el 50% de los denuncian también malos tratos-, decenas 
de miles de informes psicológicos, psiquiátricos; se dictaron miles de órdenes de alejamiento, se elaboraron 
centenares de fichas de padres que tuvieron que ver a sus hijos en una especie de cárcel, vigilados por 
trabajadores sociales. 


Todo este ímprobo trabajo, que ha consumido millones de horas de personas que podían estar dedicadas a 
otros menesteres, no ha servido para mucho. Para cualquier cosa menos para el propósito con el que estaba 
hecha la ley, salvar vidas humanas. 


Llevaban trabajando bajo la autoridad del presidente del Senado, Juan José Lucas Jiménez desde el 27 de 
junio de 2000. El 22 de noviembre de 2000, es decir, dos años y casi cinco meses después, la Comisión Mixta 
Congreso-Senado sobre los derechos de la Mujer dio por concluidos sus trabajos. 


En las 31 sesiones monográficas destinadas a hablar sobre la violencia contra la mujer concurrieron 201 grupos 
de feministas y un solo grupo de hombres, la Asociación de Padres e Hijos, responsable del Informe /ceberg, 
del que formaban parte Antonio Javier Morcillo Martínez y Rafael Marañón. 


Su intervención ocupa once líneas de un informe de siete mil setecientas setenta y ocho línead*] El resto del 
contenido destila un claro tufo claramente feminista, de un feminismo rancio y victimista que ve al hombre 
sólo como un instrumento mediante el cual lograr la reproducción de la especie. 


De esta manera, el Partido Popular se ataba de pies y manos ante un grupo de titiriteros, parlanchines, 
lesbianas, picapleitos y ONG de todo tipo de pelaje, que desde la guerra de Irak se pondrían radicalmente 


12 Fragmento de una queja presentada por una mujer supuestamente maltratada al defensor del pueblo andaluz. Texto recogido 
por el autor del Informe de Amnistía Internacional de 2005. 
13Documento de 77 páginas. Boletín Oficial de las Cortes Generales número 374, de 4 de diciembre de 2002. 
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en su contra, promoviendo a partir del 13 de marzo de 2004 su derrota desde la calle. Algunos se acordarán 
del refrán: «Cría cuervos... ». 


Al margen de anécdotas, el informe define la violencia doméstica como un problema social de gran magnitud, 
que debe ser tratado como verdadero problema de Estado, por afectar a bienes como la dignidad, la igualdad, 
la vida y la integridad física y moral de las personas y el derecho de todo ser humano de no ser sometido a 
tratos inhumanos o degradantes. 


La Comisión Mixta Congreso-Senado considera asimismo que se trata de un fenómeno clandestino y que hay 
que romper el «muro de silencio» para que aflore a la luz. Para ello se propone la creación de un plan integral 
cuatrienal contra la violencia doméstica] 


Como todos los programas anteriores y posteriores, el II Plan Integral contra la Violencia Doméstica plantea 
la prevención de los malos tratos por medio de la educación para que el maltrato no se vea como un fenómeno 
natural entre los niñog!] y la eliminación de las barreras psicológicas y culturales que impiden a la mujer 
denunciar la violencia doméstica. En el terreno de los recursos destinados a combatir el maltrato el documento 
afirma: 


= Se han realizado 490 cursos a los que han asistido 25.757 personas. 


= Existen 1.271 centros asesores y servicios de información, que han sido utilizados por un número de 
209.802 usuarias, de las cuales 30.528 lo fueron por razones de malos tratos. 


= Se realizaron 38.528 llamadas a servicios telefónicos de urgencias. 
= Se editaron 262.000 ejemplares de guías de recursos de las cuales se distribuyeron 225.632. 
= Existen 70 oficinas de asistencia a las víctimas. 


= Existen 84 casas de acogida para mujeres maltratadas, en las que fueron atendidas 1.646 mujeres con 
sus respectivos hijos. Hay además 102 pisos tutelados en los que fueron atendidas otras 659 mujeres. 
Disponemos, además, de 39 centros de emergencia por los que pasaron 383 mujeres y 35 servicios de 
acogida para mujeres maltratadas en las que se dio cobijo a 1.545 mujeres más. 


La «industria del maltrato» puesta en marcha apenas unos meses antes era ya un gran negocio para miles de 
personas. Además del Instituto de la Mujer estatal y de los 17 Institutos de la Mujer autonómicos, creados 
a imagen y semejanza del primero, con delegaciones en todas las provincias españolas, en el que trabajaban 
más de tres mil mujeres, en 2002 había otros 330 pisos y casas de acogida. 


La Comisión Mixta Congreso-Senado decidió, además, dentro del II Plan Integral contra la Violencia Domés- 
tica constituir una comisión interministerial de la que formaran parte los ministerios del Interior, Justicia, 
Sanidad y Consumo, Educación, Cultura y Deporte y Trabajo y Asuntos Sociales para el seguimiento y 
ejecución del plan. 


Es decir, siete de los trece miembros del cuarto gabinete de José María Aznar, excluyendo las vicepresidentas, 
estaban implicados directamente en impedir que un hombre maltratara a una mujer en los Picos de Europa 
o que se produjera una pelea mutuamente aceptada en el seno de una familia en una casa de los Montes de 
Toledo, por poner dos ejemplos extremog!*] lo que supuso arbitrar una partida de diez mil millones de las 
antiguas pesetas. 


14E] llamado Il Plan Integral contra la Violencia Doméstica (2001 a 2004). 

15E] estudio afirma que el 90% de maltratadores proceden de familias donde antes hubo maltrato, es decir, que se reproduce 
de generación en generación, tesis que rechazan la mayoría de los sociólogos y psiquiatras americanos, canadienses y británicos 
que han estudiado mucho antes el problema. 

l6Presidente del Gobierno, José María Aznar López; vicepresidente, ministro de la Presidencia y Portavoz, Mariano Rajoy 
Brey; vicepresidente y ministro de Economía, Rodrigo Rato Figaredo; Asuntos Exteriores, Ana de Palacio Vallelersundi; Defensa, 
Federico Trillo-Figueroa; Interior, Ángel Acebes Paniagua; Hacienda, Cristóbal Ricardo Montoso Romero; Justicia, José María 
Michavilla Núñez; Trabajo y Asuntos Sociales, Eduardo Zaplana Hernández- Soro; Sanidad y Consumo, Ana María Pastor Julián; 
Fomento, Francisco Álvarez-Cascos Fernández; Ciencia y Tecnología, Joseph Piqué i Camps; Agricultura, Pesca y Alimentación, 
Miguel Arias Cañete; Medio Ambiente, Jaume Matas Palou; Educción, Cultura y Deportes, María del Pilar del Castillo Vera; 
Administraciones Públicas, Javier Arenas Bocanegra. 
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Por último, la Comisión Mixta Congreso-Senado decidió proponer al Gobierno la aprobación de una serie de 
leyes -la Ley de alejamiento, los juicios rápidos- ya contadas en otro capítulo que de hecho supusieron poner 
bajo vigilancia a la mitad de la población por la otra, como si nos encontráramos en un «estado de sitio 
disimulado». 


Para proteger a las mujeres y «evitar» sus asesinatos el gobierno del Partido Popular sacó de la «segunda 
actividad» a cerca de novecientos policías nacionales y a más de mil guardias civiles y montó todo un equipo 
de seguimiento desde el Consejo General del Poder Judicial de todos los Juzgados de Primera Instancia y 
de Instrucción de toda España, cuyos titulares vieron por primera vez sometida a observación su conducta 
por el feminismo y los poderes públicos a la vez, lo que dificultaba ejercer su función con imparcialidad, 
ecuanimidad y serenidad. 


En contra de lo que ordena la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985, la independencia de los 
jueces se veía claramente cuestionada por la ilegítima intromisión de los poderes públicos en sus atribuciones. 
A las decenas de miles de millones de pesetas invertidos por el Estado en poner en marcha una maquinaria 
típica de un estado de excepción, habría que añadirle el dinero gastado por las comunidades autónomas. 


En el año 2001 hubo en Galicia 1.516 mujeres que denunciaron a sus maridos por malos tratos. Sin embargo, 
por medio del Servicio Gallego de Promoción a la Mujer, el gobierno presidido por Manuel Fraga Iribarne 
había creado cuarenta centros de información para la mujer, nueve casas de acogida y viviendas tuteladas, 
cursos para padres, cursos para profesores: había constituido servicios de reinversión social y de formación 
laboral, teléfonos de la mujer, red de mediadoras, gabinetes de orientación familiar y servicios de teleasistencia, 
así como el programa para rehabilitación de maltratadores Abramos el Círculo. 


Al mismo tiempo y paralelamente, la Xunta de Galicia había firmado acuerdos para la asistencia gratuita 
en los juicios a la mujer maltratada, incentivó foros sobre mujeres en los medios de comunicación, estableció 
una comisión para controlar la publicidad sexista, financió el congreso «La violencia impide la igualdad», 
publicó una guía de malos tratos a la mujer, diecisiete libros sobre la materia y patrocinó siete campañas de 
sensibilización obras de teatro, exposiciones de arte, seminarios de educación en igualdad y un sinfín más de 
actividades relacionadas todas con el mismo asunto: la violencia intrafamiliar. 


¿Cuánto costó ese despliegue sin precedentes de medidas, de las cuales sólo una actuaba en el sentido de 
integrar al hombre descarriado en la sociedad? La cifra aparece en el Boletín Oficial del Congreso de los 
Diputados: 33.425 millones de pesetad'”] la mayor parte de las cuales no se usó para solucionar los problemas 
económicos de las víctimas. Acabó en los bolsillos de agencias de publicidad, empresas de comunicación, 
imprentas, alquileres de pisos y casas de acogida, abogados de oficio, abogados sin oficio y con beneficio, 
sociólogos, psicólogos, grupos de apoyo, unidades psicosociales de los Juzgados, vigilantes jurados, empresas de 
telealarma, Movistar, revistas Feminismo Plural y Aequalitas, creación de bolsas de trabajo para maltratadas, 
cursos de formación profesional y de promoción para éstas y un sinfín de «aprovechados» más, dispuestos a 
poner la mano para que el dinero público no caiga en saco roto. 


La Comunidad Autónoma de Madrid, con más de cuatro millones de habitantes, destinó en el 2002 la suma 
de 872.881.798 pesetas a combatir una «lacra» que sólo provoca el hombre. Una buena parte del dinero se 
destinó a atender a 729 mujeres protegidas en casas de refugio, centros de emergencia, centros de día y pisos 
tutelados, que nunca llegaron a estar ocupados en más de un 30% de su capacidad y que, como decíamos 
antes, reciben ingentes cantidades de dinero, en productos, de empresas privadas. 


Junto a este desembolso sin precedentes, la institución que preside Esperanza Aguirre financió varios pro- 
gramas contra la violencia de género, impartió cursos a abogados que se encargan de atender a las mujer 
en el turno de oficio de los Juzgados, formó igualmente a centenares de policías nacionales, guardias civiles 
y policías locales, colocó carteles interactivos en todos los institutos de Madrid, realizó campañas contra el 
juguete la publicidad sexista, instauró una nueva carrera, el Master en Violencia, llegó a un acuerdo con los 
colegios de médicos para establecer un protocolo sanitario en el que sólo aparece un dibujo de frente y otro 
de espaldas al hombre y creó la red Centinela para Médicos. 


l17Exactamente 33.421.135.211 millones. 
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Todas estas actividades se realizaron, naturalmente, al margen de las financiadas por todos los ayuntamientos 
de la Comunidad que tienen sus propios servicios de asistencia social, como el de Madrid, presidido por la 
concejal Ana Botella, esposa del entonces presidente del gobierno José María Aznar. 


Y para que no faltara nada, la Comunidad de Madrid y el Colegio de Abogados firmaron un convenio mediante 
el cual 380 colegiados se turnan en los diecinueve partidos judiciales existentes para dar una «asistencia de 
calidad» a las féminas. También se elaboraron cómics sobre historia de igualdad, campañas con el eslogan 
«yo también estoy contra la violencia de las mujeres» y se puso en marcha hasta el autobús de la violencia, 
además de programas de conciliación familiar, de reinserción ocupacional y de uso y disfrute del tiempo libre. 


La suma total de dinero invertido en las 17 comunidades autónomas para cubrir los objetivos propuestos por 
el II Plan Integral contra la Violencia Doméstica supuso una inversión en toda España de 35.813.111.2831] 
pesetas, a las que hay que sumar las cifras invertidas por el Estado y por los ayuntamientos, lo que hace que 
la cifra no descienda de los cien mil millones de pesetas, es decir, 613.5 millones de euros. 


El 3 de agosto de 2005 tomó posesión el nuevo Gobierno de la Xunta de Galicia del que formaban parte doce 
consejeros, ocho del PSOE y cuando del Bloque Nacionalista Gallego. 


El «bloque de izquierdas» lograba echar de esta manera al Partido Popular del poder después de más de 
dos décadas al frente de la Comunidad Autónoma. Los dos nuevos hombres fuertes de la Xunta de Galicia, 
el socialista Emilia Pérez Touriño y el independentista Antxo Quintana apostarían inmediatamente por 
erradicar la Violencia de Género de la Comunidad Autónoma. La ley había entrado en vigor una semana 
antes. 


En el Boletín Informativo número 41 de la Conserjería de Bienestar e Igualdad de la Xunta de Galicia, que 
presidía Antxo Quintana, se enumeraban las acciones que se iban a llevar a cabo a partir de septiembre de 
2006. 


El programa abarcaba centenares de actividades, desde la concesión de subvenciones y ayudas del Instituto 
de la Mujer para la edición de revistas y publicaciones relacionadas con la mujer maltratada a la creación 
de servicios de atención jurídica telefónica sobre dos dereitos da muller o la compra de centenares de libros 
feministas para nutrir las bibliotecas públicas gallegas] 


El nuevo Gobierno organizó encuentros sobre el tráfico internacional de mujeres y la trata de blancas, sobre 
la «salud reproductiva», la pobreza y la vulnerabilidad social, financió obras de teatro como De mozo atento 
a marido violentd?] y otros centenares de materias, entre ellas el llamado 111 Congreso sobre Violencia sobre 
la Mujer gallega. 


El nuevo Gobierno gallego abrió, además, nada menos que setenta y dos centros de información a la supuesta 
mujer maltratada, que funcionan las 24 horas del día, tantos o más que el número de comisarías de Policía 
existentes en Galicia, lo que supone disponer de una red más activa que los Servicios de Información del 
Movimiento en la etapa franquista]?!] 


La creación de esta red suponía que cualquier mujer gallega, con poner un pie fuera de casa y andar unos 
centenares de metros podía, automáticamente, meter a su marido en la cárcel con rellenar un protocolo 
informatizado de denuncia. 


lSBoletín Oficial de las Cortes Generales, 4 de diciembre de 2002. 

19 La mujer en la Edad Media, Margaret Wade Labarge; Una historia del matrimonio, Juan Beneyto; Irredentas: las presas 
políticas y sus hijos en las cárceles franquistas, Richard Vinyes; Historia de las mujeres en España, Elisa Garrido; Beatas y 
endemoniadas, Adelina Carrión Mora; Las egipcias: retratos de mujeres del Egipto faraónico, Christian Jacq y centenares más. 

20 Historia en clave de comedia de una mujer víctima «da violencia de xénero». 

21Los centros de información se encontraban en Arzúa, Padrón, Melide, Coirós, Boiro, Ferrol, La Coruña, Culleredo, Santiago 
de Compostela, Outes, As Pontes, Arteixo, Ares, Zas, Riveira, Ortigueira (provincia de La Coruña), Ordes, Carballo, Cee, 
Muxía, Sanra Comba, Curtis, Negreira, Nimia, Natacha, Quiroga, Burela, Lugo, Vilalba, Chantada, Monforte, Viveiro, Ribadeo, 
Sarria, Modoñedo y Palas del Rei (Lugo), Viana do Bolo, O Barco de Baldcorras, Ourense, Verín, Maceda, Sinzo de Limia, 
Castro Caldelas, Muiños, Mancomunidade Terras do Nave, mancomunidade Voluntaria do Ribrino y mancomunidades de Conso 
(Orense) y Vilanova de Arousa, A Estrada, Silleda, Pontevedra, Vigo, Gondomar, Caldas de Reis, Cangas, Porriño, A Guarda, 
Cambados, Lalín, O Grove, Poteareas, Poio, Nigrán, Soutomaioz, Sansenxo, Marín, Moaña, Baiona, Ponte Caldelas, Redondela 
y Bueu, en la provincia de Pontevedra. 
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El último Consejo de Ministros anterior a las vacaciones de 2006 acordó conceder una subvención de doce 
millones de euros a cada uno de los 17 Institutos de la Mujer para sus actividades en contra del maltrato. 
Supone destinar en 2006 una cantidad suplementaria de 33.252 millones sobre los ya presupuestados por el 
Estado, además de las cifras de las Comunidades Autónomas a esta materia. 


La cifra, sin embargo, debió parecer corta y en septiembre del mismo año, nada más volver de las vacaciones, 
el Gobierno decidió ampliar la cifra en otros ochenta millones de euros mág?] lo que representa poner en 
manos de los Institutos autonómicos de la Mujer alrededor de 46.292 millones de las antiguas pesetas, dinero 
que en más de un 90% se dedica a programas sobre la mujer maltratada. 


A esa suma hay que añadir, naturalmente, las subvenciones directas que el Ministerio de Trabajo y Asun- 
tos Sociales otorga por medio del organismo autónomo Instituto de la Mujer a cerca de un centenar de 
Organizaciones No Gubernamentales y entidades colaboradoras de toda España. 


Así, el 2 de diciembre de 2005, el Ministerio de Asuntos Sociales por medio del Instituto de la Mujer concedía 
18.710.000 de euros a cerca de un centenar de organizaciones afines a los planteamientos de la Ley contra la 
Violencia de Génerd2] 


El decreto aparecía firmado en el Boletín Oficial del Estado de 2 de diciembre de 2005 por la diputada del 
PSOE por Valencia y directora general del Instituto de la Mujer, Rosa María Peris Cervera, una feminista 
del clan de la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega. 


Entre las organizaciones beneficiarias de las ayudas se encontraban la Organización de Abogadas T. hemig!] 
la Federación de Mujeres Maltratadas y Separadas; Federación de la Mujer Rural; Federación de Mujeres Pro- 
gresistas; Federación de Organizaciones Feministas del Estado Español; Federación de Planificación Familiar 
de España; Federación Española de Mujeres Empresarias, de Negocios y Profesionales; la Federación Estatal 


22Diario Aquí, 16 de septiembre de 2006. 

23 Boletín Oficial del Estado, 1 de enero de 2006. 

24 Asociación Cultural Sonámbulas (6.000); Asociación de Colaboradores con las Presas (21.000): Asociación de Empresas con 
Sensibilidad Social (20.000); Asociación de Familias y Mujeres del Medio Rural (46.991); Asociación de Hombres por la Igualdad 
de Género (6.480); Asociación de Mujeres Concejalas del 79 (15.000); Asociación de Mujeres Gitanas Alborea (13.386); Asocia- 
ción de Mujeres Juristas Themis (58.000); Asociación de Mujeres Saharauis en España (15.000); Asociación Española de Mujeres 
Profesionales de los Medios de Comunicación (20.460); Asociación Española de Mujeres Separadas y Divorciadas Carmen Gar- 
cía Castellón (33.129); Asociación Leonesa de Mujeres Simone de Beauvvoir (22.000); Asociación de Mujeres Opañel (20.000); 
Asociación Mujeres para la Salud (13.149); Asociación para el Desarrollo Sociocultural, Formación y Empleo (7.322); Asociación 
para la Atención, Prevención y Reinserción de la Mujer Prostituta (50.000); Asociación para la Cooperación con el Sur las Sego- 
vias (7.807); Asociación Salud y Familia (33.217); Asociación Somalí España (12.000); Biblioteca de Mujeres (10.568); Central 
Sindical Independiente y de Funcionarios (7.077); Centro de Análisis y Programas Sanitarios (12.474); Centro de Animación 
Social Valde Perales (6.000); Comisión para la Investigación de Malos Tratos a Mujeres (42.120); Confederación Ceres (9.720); 
Confederación de Federaciones y Asociaciones de Viudas Hispania (97.000); Confederación de Sindicatos de Trabajadoras y 
Trabajadores de la Enseñanza Intersindical (3.605); Confederación Estatal de Personas Sordas (15.120); Confederación Sindical 
de Comisiones Obreras (50.394); Consejo Nacional de Mujeres de España (5.508); Cooperación Internacional ONG (25.000); 
Coordinadora de Organizaciones de Agricultores y Ganaderos-Iniciativa Rural del Estado Español (14.868); Coordinadora Espa- 
ñola para el Lobby europeo de Mujeres (64.000); Coordinadora Estatal de Mujeres Abogadas (21.827); Departamento Confederal 
de la Mujer de la Unión Sindical Obrera (11.423); Federación Católica Española de Servicios a la Juventud Femenina (5.637); 
Federación de Asociaciones de Asistencia a Mujeres Violadas (41.000); Federación de Asociaciones de Madres Solteras (8.193); 
Federación de Asociaciones de Mujeres Concepción Arenal (6.955); Federación de Asociaciones de Mujeres Rurales (55.000); 
Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pública (12.041); Federación de Coordinadoras y Asociaciones de 
Minusválidos Físicos de las Comunidades Autónomas de España (14.066); Federación de la Mujer Rural (46.992); Federación 
de Mujeres Progresistas (85.491); Federación de Mujeres y Familias del Ámbito Rural (34.965); Federación de Organizaciones 
Feministas del Estado Español (47.110); Federación de Planificación Familiar de España (54.977); Federación Española de Mu- 
jeres Directivas, Ejecutivas, Profesionales y Empresarias (29.840); Federación Española de Mujeres Empresarias, de Negocios 
y Profesionales (36.050); Federación Estatal de Lesbianas, Gays, Transexuales y Bisexuales (15.000); Federación de Mujeres 
Jóvenes (53.000); Federación Nacional de Asociaciones de Mujeres para la Democracia (75.000); Federación Nacional de Aso- 
ciaciones de Mujeres Separadas y Divorciadas (72.000); Foro de Estudios sobre la Mujer (14.094); Fórum de Política Feminista 
(21.560); Fundación Eurolingua (10.000); Fundación Laboral W.W.B. en España (27.000); Fundación Mujeres (25.048.00); Fun- 
dación para la Promoción Social de la Cultura (13.100); Fundación Tomillo (22.835); Médicos del Mundo (19.513); Mujeres en la 
Música (10.764); Organización de Mujeres Empresarias y Gerencia Activa (43.636); Plataforma Autónoma Feminista (17.615); 
Red Acoge (21.600); Red de Ciudadanas de Europa (32.000); Red las Mujeres Cuentan (7.047); Unión de Mujeres por Europa 
(9.612); Unión de Organizaciones No Gubernamentales Mujer Siglo XXI (20.000); Unión General de Trabajadores (13.441). 
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de Lesbianas, Gays, Transexuales y Bisexuales; Federación Mujeres Jóvenes; Federación Nacional de Asocia- 
ciones de Mujeres Gitanas Kamira; Federación Nacional de Asociaciones de Mujeres para la Democracia; Foro 
de Estudios sobre la Mujer; Fundación Furolingua; Fundación Laboral WWB en España; Fundación Mujeres; 
Fundación Asociación Leonesa de Mujeres Simona de Beauvoir; y hasta la Unión General de Trabajadores y 
Comisiones Obreras. 


El dinero se abonaba para la «realización de programas y actividades, en el marco de actuación de las ONG 
de ámbito estatal, para potenciar el desarrollo del tejido asociativo de las mujeres y su participación social, 
así como el principio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres». 


A todas estas sumas hay que añadir las ingentes cantidades de dinero que han tenido que disponer los distintos 
ministerios para dotar al Observatorio de Violencia de Género del Consejo General del Poder Judicial; a los 
distintos observatorios regionales, a la delegación especial del gobierno contra la violencia sobre la Mujer y 
sus correspondientes subdelegaciones. La Fiscalía Especial contra la Violencia de Género y todo el aparato 
burocrático montado en todo a esta materia, donde trabajan no menos de 30.000 personas. 


Un asunto por el que debe tener medianamente satisfecho al ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús 
Caldera y Sánchez-Capitán. Gracias a sus esfuerzos las cifras del paro han descendido notablemente. La 
Violencia de Género, sin embargo, permea todos los estamentos sociales y llega a los 8.108 municipios de 
toda España, especialmente a los 2.164 de más de cinco mil habitantes, que tienen importantes partidas 
destinadas a la materia. Veamos un ejemplo: 


Con sede en la calle Peña Primera, 17, de Salamanca, el área de Bienestar Social y Servicios Sociales de la 
capital salmantina, en cuya universidad enseñaron Miguel de Unamuno y Fray Luis de León, firmó en el año 
2005 cinco convenios de colaboración para ayudar a las mujeres maltratadas. 


= Convenio con el Colegio de Abogados para atención inmediata y urgente en el turno de violencia 
doméstica durante las 24 horas del día. 


= Convenio con la Asociación para la Reinserción de las Mujeres Prostituidas, Apramp, para la asistencia 
y reinserción de las mujeres prostituidas. 


= Convenio con Adavag?”] para la atención directa y personal a nivel jurídico, social y psicológico de aque- 
llas personas víctimas de violencia sexual o maltrato en la capital, así como el desarrollo de actividades 
comunitarias que persigan la erradicación del maltrato. 


= Convenio con la Asociación para la Protección al Menor (Aprome) para favorecer la mediación familiar 
en los procesos de separación y garantizar la adecuada satisfacción de los derechos de los menores. 


= Convenio con la Asociación Beatriz de Suabia para gestionar una casa de acogida para mujeres víctimas 
de maltrato o de abandono familiar. 


Al mismo tiempo, el alcalde de Salamanca, Julián Lanzarote, conocido por «preservar» el Archivo de la 
Guerra Civil, convocaba un concurso para dotar de ayudas económicas a las asociaciones y entidades que 
desarrollen proyectos de inserción sociolaboral con mujeres maltratadas, proyectos formativos, socioculturales 
e incluso viajes por la Comunidad de Castilla y Leór[29] 


Los datos antes publicados revelan que, además de las miles de Organizaciones No Gubernamentales que 
existen en España, no menos de 2.500 organismos oficiales hacen el mismo trabajo, duplicando y triplicando 
esfuerzos con tal de llevarse el «diputado voto del señor (señora) Cayo», como ya contó el escritor vallisoletano 
Miguel Delibes en 1978. 


El negocio de la violencia de género plantea otros aspectos, como las subvenciones a las maltratadas, que 
conviene no pasar por alto. 


25 Asociación de Asistencia a Víctimas de Agresiones Sexuales y Violencia de Género. 
26 Boletín Oficial de la Provincia, número 60 del 3 de marzo de 2005. 
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Con sus 1.86 centímetros de estatura y sus 116 kilos de peso, a sus cuarenta años, Óscar Alberdi, lejos de ser 
un hombre violento, es un pedazo de pan. 


Dueño del restaurante Alberdi, situado en la calle Euskalduna, donde dicen que se come el mejor bacalao de 
Bilbao, hace un par de años que se separó de su mujer y estableció un régimen de visitas para estar con su 
hijo de cinco años. 


Las cosas, sin embargo, se torcieron. Su mujer intentó reanudar la relación llamándole por teléfono para 
decirle: «Eres el hombre de mi vida», «No voy a permitir que tengas otra mujer», «Mi hijo no se merece 
tener un hermano de otra madre». En esa situación de supuesto acoso, el asunto acabó en los tribunales y el 
28 de abril de 2006 el Tribunal Supremo confirmaba una orden de incomunicación con su mujer. 


Alberdi que, entretanto, había sufrido un infarto de miocardio, empezó a sentirse deprimido y acabó internado 
voluntariamente en un centro terapéutico, para que le subieran la autoestima y le devolvieran las ganas de 


vivil2”] 


Entre octubre de 2004 y abril de 2006 la pareja presentó varias denuncias cruzadas, sintiéndose humillado el 
restaurador cuando acudió a los Juzgados a denunciar los malos tratos psicológicos y la persecución de que 
era objeto. 


-No vendrá usted a poner una denuncia falsa- le dijo el juez. 


Repuesto de sus dolencias, su grave preocupación es su hijo, cuando sea mayor y sepa la verdad de su 
separación. «Cuando me pregunte quién miente, mi madre o mi padre, tendré que explicarle que las leyes 
eran diferentes para unos y para otros. Y que a mí por un palabra más alta que otra me condenan a ocho 
meses de cárcel, que no se cumple la ley y a ella, por el mismo comportamiento a 33 euros de multa)». 


Lo que de verdad saca de quicio a Óscar Alberdi es tener que pasar una pensión mensual a su mujer para la 
alimentación del hijo de ambos y que ella se dedique a pasear tranquilamente por Bilbao, mientras él tiene 
restringidos los movimientos. 


Además, por el simple hecho de ser una mujer maltratada -que no lo ha sido nunca- y por asistir a una clase 
una vez a la semana sobre el maltrato, la Diputación Foral de Vizcaya le paga 600 euros al mes. 


«Teniendo casa propia, la pensión del marido más otros 600 euros garantizados, qué mujer se va a poner a 
trabajar en el País Vasco», se pregunta. 


Y es que el falso maltrato, el que afecta a aquellas mujeres que quieren separarse de su marido y presentan 
una denuncia inventada, es un verdadero chollo para muchas mujeres. 


Tan beneficioso resulta que numerosas féminas en la mayor parte de las comunidades autónomas, para 
encontrar un piso gratuitd2] mejorar en sus condiciones de trabajo en parques y jardines, oficinas públicas 
o en las zonas de aparcamientos controlados u obtener una ayuda económica, que se cifra entre los 300 y los 
600 euros según la Comunidad, sólo les bastaba con ir al Juzgado y presentar una denuncia de maltrato, sin 
ser necesaria la existencia de una sentencia condenatoria para el hombre, que en el 60% de los casos no se 
produce. 


El 19 de junio de 2006 el Procurador del Común de Castilla y León, tras estudiar el asunto a petición de un 
grupo de padres separados, decidió tomar cartas en el asunto. «A partir de ahora, para acreditar la condición 
de mujer maltratada no basta con haber espetado en un centro de acogida o presentar copia de la denuncia 
ante la policía. Es preciso que haya sentencia en firme», señaló Javier Amoedo Conde en carta a Jesús Ayala 
Caicedo, miembro de una asociación que lucha por la patria potestad compartida. 


27La separación le provocó una bajada de litio en sangre por debajo del O ¿? Lo que dio origen a un trastorno bipolar que se 
curó en la clínica San Juan de Dios, donde lograron subirle el litio en sangre hasta un miligramo por litro. 

28 En Madrid, el gobierno de la Comunidad Autónoma, a través del IVIMA (Instituto de la Vivienda de Madrid) ha construido 
varias promociones de chalets, con piscina incluida, que pone a disposición de las supuestas mujeres maltratadas. Éstas tienen 
preferencia, además, para encontrar trabajo en los jardines públicos o en la zona de la ORA (la zona de uso restringido por la 
Órdenes de Regulación de Aparcamientos). 
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El movimiento Nuevo Feminismo, una organización de intelectuales, abogadas y periodistas que lucha por la 
igualdad entre el hombre y la mujer se ha pronunciado en el mismo sentido. «Ayudar a la mujer, superpro- 
tegerla con ayudas públicas innecesarias en muchos casos, es condenarla a que siga sometida al hombre o al 
Estado», señalan en varios de sus documentos de trabajo. 


A finales de septiembre de 2006, un grupo de padres divorciados y separados españoles, la mayor parte de 
ellos profesionales liberales, presentaron dos escritos ante la Comisión y el Parlamento Europeo pidiendo que 
se retire a España la partida del Fondo Social Europeo. 


«Un dinero que la Unión Europea ha establecido en sus directivas que debe ir destinado a “fomentar las opor- 
tunidades de empleo y movilidad geográfica y profesional de los trabajadores, así como facilitar su adaptación 
a las transformaciones industriales y a los cambios de los sistemas de producción, especialmente mediante 
la formación y la reconversión profesional P] en España se está desviando para dar ayudas a las madres 
supuestamente maltratadas, a construirles viviendas y a fomentar la creación de ONG que se dediquen a 
promocionar este tipo de actividades a favor de un minúsculo sector de la población» afirma el escrito. 


El Fondo Social Europeo representa en el período 2000-2006 una cifra de 9.540.537.406 euros (15,55 billones 
de pesetas). Uno de los objetivos de este fondo es dar prioridad a los colectivos más desfavorecidos de la 
sociedad (mujeres, varones mayores de cuarenta y cinco años) para buscar la plena integración en la sociedad. 
No habla, sin embargo, de construirles pisos de lujo, como ocurre en Madrid y otras provincias españolas, o 
dar subvenciones a centros de acogida de mujeres maltratadas. 


En consecuencia, los padres separados firmantes del escrito consideran que la cifra de este dinero que viene 
a España se está utilizando torticeramente por el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, a través del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales para otros fines distintos a los que se fue creado. En el reparto 
de este gran pastel participan también las Comunidades Autónomas encargadas de realizar las políticas de 
integración y los partidos políticos, que se benefician de muchas ayudas. 


«Se dedica a financiar políticas cuyo resultado final es la separación de matrimonios o parejas de hecho y a 
dictar órdenes de alejamiento contra los hombres. » También y de forma paralela a algo más terrible todavía «a 
secuestrar a nuestros hijos en las casas de acogida financiadas por las comunidades autónomas y gestionadas, 
en muchos de los casos, por colectivos feministas radicales que pretenden la sumisión o la aniquilación del 
hombre y de sus valores». 


Los millones de euros que corresponden anualmente a España dentro de la partida del Fondo Social Euro- 
peo, un 35% lo distribuye el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el restante 65% se entrega a las 
comunidades autónomas para que paguen sus políticas sociales. 


Los padres separados denuncian que desde la implantación de la Ley de Violencia de Género en España el 
65% de las comunidades autónomas se dedica no a dar formación a la mujer sino a crear casas de acogida, 
viviendas y a impartir cursillos de formación ideológica de género a las supuestas mujeres maltratadas. 


Esta, sin embargo, no es una política exclusiva de una comunidad autónoma en especial, sino que todos 
los gobiernos regionales participan de ella en igual medida. «De hecho se ha establecido una repugnante 
y asquerosa carrera entre las 17 Comunidades Autónomas de España para ver quién se queda con mayor 
cantidad anual del pastel a repartir». 


Así, mientras la Comunidad de Madrid se ha dedicado a crear centros de acogida, con categoría en muchos 
casos de hoteles de cinco estrellas, en numerosos pueblos, con un número de plazas muy superior al número de 
supuestas mujeres maltratadas, o a construir chalets con piscina que entregan a las señoras, otras comunidades 
imparten cursos financiados con estos fondos para luchar contra el «machismo». 


En estos centros se retiene a los niños, en muchos casos contra la voluntad del padre y, a veces, de los propios 
hijos. Mientras Francia, Alemania y la mayor parte de los países comunitarios tienen establecida la custodia 
compartida de los hijos en los casos de separación y divorcio, en España la Ley de Divorcid”] de 8 de julio de 


29 Artículos 146, 158 y 159 del Tratado de la Unión. 
S0Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en Materia de Separación 
y Divorcio. 
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2005 establece que «la custodia de los hijos puede ser ejercida total o parcialmente por uno de los cónyuges 
en base al interés superior del menor», el único bien a proteger. 


Es una forma falaz y sutil de entregarle los hijos a la mujer en el 98% de los casos. Para evitar que el padre 
pueda quedarse con los hijos la Ley prevé que «no procederá la guarda conjunta cuando cualquiera de los 
padres esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, 
la integridad moral o la libertad sexual del otro cónyuge o de los hijos que convivan con ambos. Tampoco 
procederá cuando el juez advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas practicadas, la existencia de 
indicios fundados de violencia doméstica». 


El desconcierto, la mala utilización de este fondo y la falta de control comunitario sobre su aplicación, inducen 
a pensar que gran parte de la partida se dedica a la financiación ilegal de los partidos políticos que gobiernan 
en cada comunidad. 


Capítulo 18 


Violencia de importación 


El antropólogo norteamericano Ashley Montagu, profesor de la universidad de Princeton (Nueva 
Jersey) lo explica no meridiana claridad: «Aprender a hablar cuesta muchos meses. Aprender a 
amar puede costar años. Ningún ser humano nace con impulsos hostiles o violentos, y nadie se 
vuelve hóstil o violento sin tomarse el tiempo necesario para aprenderlo | Claro que las familias 
desestructuradas, de emigrantes, con un alto índice de prostitución, dedicadas a trabajar de sol 
a sol, el hacinamiento familiar, el alcohol como única «terapia» de fin de semana para salir del 
submundo en el que viven, pueden hacer que unos grupos sean más violentos que otros en menos 
tiempo. De ahí que el 40 %?] de los malos tratos que se detectan en Catalunya y el 37% de los 
que ocurren en el resto de España estén causados por grupos de inmigrantes. En algunos partidos 
judiciales de Madrid, como Móstoles, Leganés o Alcalá de Henares, el porcentaje llega a superar el 
60% de los delitos de malos tratos denunciados, por lo que el Consejo general del Poder Judicial 
ha decidido crear, de manera específica, Juzgados contra la Violencia de Género. 


Se llama Soledad aunque no le gusta estar sola. La enloquece la salsa, el merengue, la cumbia, el swing latino, 
el reggaeton, el cha-cha-chá y todos los excitantes y trepidantes ritmos del Caribe. 


Por eso, Soledad Murillo Roncal, una mujer de treinta años nacida en Cádiz , que trabajaba en una agencia 
inmobiliaria de Madrid comenzó a frecuentar los ambientes afrocubanos y amerindios de la capital de España, 
donde se movían ecuatorianos, venezolanos, dominicanos, bolivianos, cubanos y colombianos. 


Al poco tiempo se enamoró de un ecuatoriano, Roberto Cantero, de su misma edad. Alquilaron un piso en 
la calle Alcalá, en el barrio de Quintana de Madrid y se fueron a vivir juntos. 


No le importó que el hubiera tenido anteriormente otras dos relaciones matrimoniales, una a los trece-catorce 
años en Quito, con la que se había venido a vivir a Madrid a finales de los noventa, ni que estuviera casado y 
en trámites de separación con Judit, una española de Fuenlabrada, con la que tenía un hijo. tampoco que le 
pegara a sus anteriores parejas y estuviera denunciado por maltratador en los juzgados le plaza de Castilla. 


-Las otras eran unas calientapollas que me tenían celoso todo el día. Tú, en cambio, eres una buena chica. A 
ti te voy a hacer la reina de mi casa -le susurraba al oído. 


Soledad, ojos grandes, rasgados, como dos topacios, pelo negro azabache hasta la cintura, cuerpo esbelto, 
cintura delgada, caderas amplias y contorneadas y piel de un moreno cobrizo gitano, se lo creyó. 


Estaba tan segura de sí misma, de la educación que había recibido en su familia y en el colegio, que pensaba 
que jamás hombre alguno osaría ponerle la mano encima. con su carácter, su fortaleza espiritual, su voluntad 


lAslhey Montagu, Man's Most Dangerous Mith. The Fallace of Race and Coming into being among the Australian Aborigines: 
A Study of providence Belief of the Native Tribes of Australia, Princeton university, 1998. 
2Según contó al autor la decana de los jueces de Barcelona, María Sanahuja. 
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de ser una mujer libre e independiente en una sociedad cada vez más igualitaria, quien pretendiera tratarla 
con desprecio e indignidad iba dado. 


Tan enamorada que como él no tenía trabajo y había un hotel a punto de inaugurarse, dejó su ocupación 
de agente inmobiliaria y se fueron a trabajar juntos como camareros de planta lo hicieron cuando aún los 
fontaneros, electricistas y escayolistas estaban dando los últimos retoques al establecimiento. 


Durante ese tiempo, él estaba siempre al acecho, no la dejaba sola ni a sol ni a sombra. Uno de los días él 
salió a fumar un cigarro. Al entrar, la vio hablando con un escayolista, que le preguntaba por qué habían 
dejado de funcionar los montacargas. 


Roberto Cantero, su novio, la llamó con gestos destemplados y conminatorios y la obligó a dejar al obrero 
con la palabra en la boca. 


-¿Qué estabas haciendo? ¿Por qué hablabas con ese hombre? 


La respuesta no le satisfizo. ese día dejó de dirigirle la palabra, hasta que llegaron a su casa. Allí, «en 
secoX'| sin que mediara palabra, gesto o discusión, le puso por primera vez un ojo morado. Cuando le pidió 
explicaciones por su actitud, él se puso más furioso todavía. 


-Eres una zorra, una zorra asquerosa. Te he estado observando todo el día. No dejas de mirar a los hombres. 
te gusta calentarlos y volverlos locos ¿no? Pues de ahora en adelante eso se acabó. 


Entonces se dió cuenta de que él era así. Decía que en su país el 50% de las mujeres jóvenes se dedicaban a 
la prostitución. el resto, como su madre, eran señoras obesas, vestidas de negro desde el cuello hasta los pies 
y dedicadas exclusivamente al cuidado de sus numerosos hijos. Nunca salían de su casa ni cruzaban palabra 
en público con hombre alguno. 


En su infancia y en su juventud, Roberto no había conocido otro patrón que no fuera ese. Pensaba que en 
España todas las hembras, pero especialmente las que trabajaban fuera de casa o se dirigían en público a un 
hombre eran, como en su país, «mujeres d e mala vida», que se dedicaban a la prostitución. 


En aquel momento soledad se acordó de algo sobre lo que había reflexionado: «a mí ningún hombre me pone 
la mano encima y al que lo haga lo dejo y, si insiste en pegarme, lo rajo de arriba a abajo». Decidió marcharse 
en aquel mismo momento, pero él,de rodillas, le pidió que lo perdonara. 


Entonces optó por darle otra oportunidad. Sabía que Roberto era un hombre de buen corazón y que solo era 
extremadamente celoso porque procedía de una cultura más antigua que la española, donde la mujer está 
sometida al hombre. 


Además, era hijo único, de niño había sido abandonado por su padre, que se buscó una mujer más joven, 
su madre le imponía la disciplina del hogar a correazo limpio. Se había criado en la calle, sin hogar y sin 
cariño, andando descalzo y casi sin ropa de un lado para otro. Era un perro apaleado, sacado de los miles de 
niños que milagrosamente sobreviven en los suburbios de Quito y lo que necesitaba era comprensión y cariño. 
Explicándole las cosas, con ternura, Soledad estaba segura de que podría rescatarle de su pasado y hacer de 
él un hombre civilizado, no violento, con mentalidad abierta y europea. 


Por eso, tras aquella primera agresión. como le quería locamente, en lugar de abandonarle se propuso seguir 
juntos y tratar de cambiarle. Fue en vano. 


Dos días más tarde, le pegó en plena calle,delante de sus amigos, por saludar a uno de ellos, para que sus 
compatriotas supieran que era «su chica», «de su propiedad», que la iba a defender hasta la muerte y que no 
podían propasarse con ella. Al cuarto día de estar viviendo juntos] se produjo una agresión más seria. 


-Al llegar a la puerta de casa, me cogió por los pelos, me insultó y me arrastró escaleras abajo y yo sin 
moverme. La paliza fue tan brutal que perdí varios mechones de pelo y durante meses se me veían las calvas. 
No satisfecho con eso, me dió un fuerte golpe en el esternón, me rompió una clavícula y estuve cuatro semanas 


Esa fue la expresión exacta utilizada por Soledad. 
1 Anteriormente habían convivido esporádicamente durante mes y medio, viéndose a hurtadillas en casa de los amigos. 
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que me ahogaba, sin poder respirar -relata al autor en el Café de Oriente de Madrid, donde se la presenta su 
amiga, la socióloga y periodista Isabel Lynch. 


A partir de ahí, durante los siete meses que duró el noviazgo, Soledad recibió una paliza un día sí otro no. 
Se dió cuenta de que estaba metida en un círculo infernal, del que era imposible salir. El ojo del huracán de 
la violencia, lejos de expulsarle lejos de él, la atraía como un imán y el impedía abandonarle. 


-Yo actuaba como un perro apaleado, cuanto más me pegaba más le quería y más intentaba cambiarle, aunque 
cada vez me daba cuenta de que era imposible. 


En su libro Los peligros de ser varón, el doctor Herb Goldberg plantea que una de las razones por las que 
muchas parejas se golpean es para luego reconciliarse y obtener un placer sexual superior, mucho más profundo 
y duradero que en las relaciones sexuales habituales. 


-No serás masoquista -le pregunta el autol| 


-¡Qué va!, yo sí notaba que cada vez que me pegaba él se excitaba mucho y buscaba la reconciliación. Yo, 
por el contrario, sentía desprecio y asco hacia él. ¡Esos rollos nunca me han ido 


Según pasaba el tiempo, Soledad Murillo se dió cuenta de que era casi imposible cambiar a su compañero 
sentimental, Roberto Cantero. Ella trabajaba de sol a sol, catorce horas diarias, llegaba a casa rendida, 
destrozada y se lo encontraba, con frecuencia, tumbado viendo la televisión. Meses antes había dejado de 
trabajar, estaba en el paro. Se había convertido en un parásito irredento que en lugar de ayudarle en las 
tareas domésticas, dependía económicamente de ella y, además, se pasaba el día dándole órdenes y planteando 
exigencias. 


-¿Por qué no está lista ya la cena? ¿Por qué me haces esta comida, si sabes que no me gusta? 


Empezó a encontrarle otros defectos. Roberto era, además, un mentiros compulsivo e incurable. Mentía por 
cualquier tontería y, por otra parte, ni siquiera sabía hacerlo. Sus falsas explicaciones ante hechos triviales o 
tontos, no resistían la más mínima comprobación. 


Lo que más preocupaba a Soledad de su carácter era su afición al dinero. Todos los días le robaba algo para 
costearse sus vicios. Y lo hacía de manera descarada. Le abría el bolso, sacaba la tarjeta de crédito, iba al 
cajero, sacaba lo que quería, y se la devolvía sin darle explicaciones. Cuando ella le preguntaba por qué hacía 
eso, se indignaba y le pegaba. 


-¿Me tomas por ladrón? ¿No crees que soy capaz de trabajar para pagarme mis necesidades? 


La gaditana optó por no discutir por eso. Le cambiaría el número secreto a la tarjeta y asunto resuelto. Pero 
no fue así, Roberto le robó la tarjeta, se la llevó a unos amigos para que averiguaran el nuevo código, y siguió 
sableándole descaradamente. 


La cuestión más grave, que más distancia ponía en sus vidas era la abismal diferencia de culturas. El, como 
hombre, podía hacer lo que le daba la gana sin ni siquiera llamar ni dar explicaciones; ella, debía quedarse 
en casa, sola, esperándole. 


Soledad lo comprobó un fin de semana, cuando aparecieron unos compañeros ecuatorianos por su casa. 
-Vámonos a jugar al fútbol -propuso uno de ellos. 

-No, quiero quedarme con mi mujer. 

-No seas pendejo, hombre. ¡Ninguna mujer en el mundo vale que te tengas que quedar en casa! 


Se fueron a jugar al fútbol a una cancha cercana. Apareció tres días después, apestando a alcohol, sin dar 
razón alguna de lo que había estado haciendo ni adonde habían ido. Soledad, mientras tanto, había pasado 
la noche en vela, pensando que le habría ocurrido algo. 


5 Habían pasado seis horas y había surgido una corriente de simpatía entre el autor y la protagonista. La pregunta, aunque 
parezca dura, era de manual. 

6 «A mí me daba asco y no quería sexo, lo odiaba. Somos tres hermanos de jerez que nos queremos con locura, somos gente 
con principios, no una casa de locos, pobres, pero con principios», agrega. 
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Hasta que se acostumbró a que él era así y sus amigos también, cortados por el mismo patrón. Al llegar el fin 
de semana se reunían en pandilla para emborracharse juntos hasta la saciedad, hasta límites insospechables. 


Lo hacían en el piso de alguno de ellos, cerca de la Puerta del Sol de Madrid, y sus fiestas eran como las 
bodas de los gitanos o los carnavales de Cádiz, pero sin descanso. Bebían, bebían y no paraban de beber 
como posesos. en ese periodo, uno, dos, tres días, según el dinero que tuvieran, formaban un mundo aparte. 
Apagaban los móviles, se alejaban de sus familias -sus mujeres y sus hijos- y se entregaban sin reserva y por 
entero al alcohol. A veces, dos o tres días, amanecía en casa de algún amigo, le pedía que fuera a buscarle, 
pero ni siquiera sabía dónde se encontraba. 


En ese periodo, Soledad Murillo (no confundir con la secretaria de Estado para la Igualdad del gobierno 
socialista), comenzó a meterse en sí misma, a aislarse de su familia y de sus amigos. 


-Oye, ¿dónde estás? ¿Por qué no te vienes a comer a casa? 

-No puedo. es que no estoy en Madrid, ¿sabes? Otro día quedamos -le decía a título de escusa a su hermana. 
-Esta noche he organizado un concurso de salsa. Contamos con Robert y contigo, Meme -le decía otra amiga. 
-Estoy con la regla, ¿sabes? No sé si tendré ánimos de moverme de aquí a la noche. 


Lo que pasaba es que tenía un día sí y otro también un ojo amoratado, que le dolía al pecho al respirar 
por los golpes que llevaba encima. Además, había perdido ocho kilo] se había quedado sin el trabajo y se 
ganaba el pan limpiando una empresa de Emiliano Revilla en la calle Arturo Soria. Los primeros días había 
podido darle una explicación a sus amigos y familiares. 


-Oye, ¿qué te ha pasado ahí? -le preguntaban señalando el ojo tumefacto. 
-Nada. Un golpe con la puerta. 


Cinco, seis o siete meses después, las mismas lesiones en las mismas partes del cuerpo ya no colaban. tampoco 
le agradaba que sus amigas supieran que estaba viviendo con un maltratador y lo marginaran por un par de 
guantazos. Roberto tenía un corazón así (señala, abriendo las manos en círculo, hasta dar apariencia de que 
llevaba cogido un invisible balón de fútbol) y había que darle una nueva oportunidad. 


Él tenía una doble personalidad claramente definida. Delante de los amigos era cariñoso y extrovertido, dentro 
de la casa, de puertas para dentro, un feroz maltratador. 


-¿Qué hacías hablando con ese hombre? 
-Me paró en la calle. Como me vio fumando quería saber si le daba fuego. 
-Pues que sea la última vez que hablas con extraños sin que yo esté delante, ¿sabes? 


Las cosas empeoraban día a día. No había ningún síntoma en que su compañero sentimental actuara racio- 
nalmente. Ella lo sabía y sus padres y hermanos, en Cádiz y Madrid también. Aunque no se inmiscuían en 
su vida y aceptaban sus decisiones, habían decidido rechazarle unánimemente. 


-Un hombre que pega a mi hija no entrará nunca a mi casa. ¡Antes muerto! -le había dicho su padre. 


Sus padres habían dicho «cruz y ralla», como los gitanos. hasta que existieran evidencias claras y rotundas de 
un cambio en Roberto tampoco podía llevarlo a Cádiz por si acaso se tropezaba en la calle con algún amigo 
y, al verla llena de moratones, la emprendiera a golpes con él y lo dejara como el Cristo de los Tormentos. 


Entretanto, en la intimidad del hogar, él le pagaba y la amenazaba. Era consciente, incluso, de que encerraba 
dentro de sí un torbellino de violencia que no controlaba y que se desataba a la menor contrariedad. «Ten 
cuidado conmigo, no sea que salga el otro Roberto», le decía antes de pegarle. 


Ella ponía todo el cuidado del mundo en no contrariarle pero la mitad de los días acababa encerrada en el 
cuarto de baño mientras Roberto Cantero, un huracán desatado, la furia de la naturaleza desbocada, rompía 


“De 48 kilos había pasado a 40. 
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todo lo que hallaba a su paso durante una, dos horas, a veces hasta las cinco de la madrugada, hasta que se 
tranquilizaba. Entonces, la violencia se transformaba en amor y el odio en mimos y caricias, y le suplicaba: 
Ella esperaba hasta estar segura de que la rabieta se le había pasado y de que no había peligro. Y entonces 
salía y volvían a reanudar las relaciones como dos buenos amigos, como dos compañeros sentimentales que 
siempre se han querido y que se han pasado la vida velando el uno por el otro. 


Durante los siete meses de convivencia, un día desesperada, llamó a su suegra a Ecuador. Le contó su 
problema. 


-Tráemelo aquí. Yo te lo cambio. 


Se fueron dos semanas de viaje a Ecuador. Allí su madre lo llevó a ver a una bruja. La hechizera, una mujer 
entrada en años, con grandes surcos en la cara y una mirada penetrante y escudriñadora, le hizo un «amarre». 
Les pidió una foto en la que estuvieran juntos y varios pelos de la región del pubis de los dos, los ató al fémur 
de un muerto con ciento dos vueltas de cuerda, e hizo un conjuro mágico. 


Luego se fumó un puro cubano con la parte encendida hacia dentro y les arrojó el humo, bebió ron y roció a 
Soledad y a Roberto con el alcohol. Por último, sacrificó a un gallo, huntó todo con la sangre del animal, y lo 
metió en los calderos de Mama Chola Wanga, Mama Chalunga, Lucero Vida Mundo, Siete rayos, Elegguá, 
Zarabanda y Centella Ndokf?] donde supuestamente estaban los espíritus de sus ancestros, cuyo poder invocó. 
La mayombrera (hechizera) cantó al ritmo de su tambor: 


Guiriko nganga 
Mbonda Tata Nganga Monte Mayombe 
Licencia Zambia 
Zambia arriba, Zambia abajo 
Zambia en los cuatro costados 
Licencia Lucero Tata Ndoki 


Licencia Stango, Licencia Mposi... 
Tras solicitar ayuda a todas las orishas (divinidades) y hacer varios gritos más, quemó cinco golpes de pólvora 
negra en la punta de un machete de cortar caña, les echó de nuevo los cocos, salió del trance y le dijo a ella: 
-Vete tranquila. Con lo que le he hecho. ¡No te va a tocar más! 


Y así fue durante un tiempo relativo. Pero en noviembre de 2004, se produjo la ruptura definitiva. Ella 
acababa de levantarse y estaba tomándose una taza de café muy caliente. El tuvo uno de sus habituales 
accesos de celos. Se pelearon y Roberto le dió un golpe a la taza y le quemó todo el cuerpo. 


-¡Ésta va a ser la última vez que me pegas! -Soledad no pudo contenerse. 


Fue a la cocina, cogió la plancha y se la lanzó con toda su fuerza a la cabeza. Roberto esquivó el golpe, pero 
no pudo impedir que le alcanzara de plano en la espalda y se le calvara en las costillas. 


8Siete de las Orishas o divinidades ancestrales, según la regla de Ocha (Yoruba) y la de Maymbe (Palo Monte). The book of 
palo, Raúl Guerra Cañizares en 2002, Estados Unidos. 
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Entonces, Soledad llamó a su hermano, que vivía en la calle Arturo Soria de Madrid, con su mujer y sus hijos 
y se lo contó todo de pe a pa. Le pidió ayuda para salir de aquel infierno. 


-Si le llego a dar con el pico en la cabeza lo mato -le explicó. 
-Coge una muda de ropa. Te vas ahora mismo del lado de ese hombre o quien tendrá que matarle soy yo. 


Así lo hizo. Cogió una bolsa de El Corte Inglés, metió un par de zapatos, un poco de ropa, su cartilla de la 
Seguridad Social y la cartera y huyó despavorida de la casa. 


Tras abandonar aquel infierno demencial acudió a los Juzgados de Plaza Castilla y le puso una denuncia por 
maltrato, cuyo resultado desconoce. Luego, se fue a vivir a su tierra con su padre. 


Pasó allí seis meses, salió con otros chicos, estuvo a punto de iniciar una nueva relación sentimental con otro 
hombre pero no pudo. Algo en su interior, más fuerte que ella, le impedía relacionarse sexualmente con otra 
persona. 


En mayo de 2005, regresó a Madrid, decidida a iniciar una nueva vida al margen de su ex pareja. Llamó a 
Isabel Lynch, su amiga inglesa. 


-¿Tienes todavía esa buhardilla que me ofreciste en alquiler? 
-Sí, está disponible. Aunque como han pasado seis meses los precios han subido. 
-Da lo mismo. La quiero. 


Y alquiló un par de habitaciones cerca del Palacio Real, en el casco viejo de Madrid. Abonó la fianza y los dos 
primeros meses por anticipado. Aparentemente, era una mujer nueva, dispuesta a preservar su libertad, su 
dignidad y su independencia frente a cualquier individuo que pretendiera secuestrarla de nuevo, convertirla 
en su rehén personal. 


Estuvo tres meses viviendo sola en Madrid y al cuarto se lo encontró en el metro. Él le contó que llevaba más 
de medio año buscándola por todas partes. En ese tiempo, había acudido a un psicólogo que le «diagnosticó » 
una «COMPULSIÓN OBSESIVA» motivada por los celos. Ahora era un «hombre nuevo». 


Se supo entonces que Roberto Cantero era un ser frágil, insatisfecho por su trabajo, inestable, inseguro de 
sí mismo y siempre al «acecho» de que otro hombre le quitara a la gaditana de los ojos rasgados, el talle de 
junco y que bailaba la salsa como nadie. Le pegaba a su mujer porque carecía de una personalidad firme y 
asentada. 


El temor a que alguien le quitara a la «mujer de su vida», por su debilidad, por su propia inseguridad y por 
las diferencias culturales y raciales que los separaban, le llevaba a golpearle constantemente. El maltratador 
no conocía otra forma de control más sutil e imperceptible, como la que ejercen muchas mujeres para retener 
a sus maridos en situaciones similares. 


Tras aquel encuentro fortuito, el amor se encendió de nuevo. Soledad estaba dispuesta a olvidar todo el 
calvario vivido, a una reconciliación, si era cierto que él era un hombre nuevo, que había cambiado, y que no 
volvía a tocarle un pelo. 


Han pasado casi dos años y en diciembre de 2006, se cumplirán 24 meses que llevan viviendo juntos. En ese 
tiempo. la violencia había desaparecido de sus vidas. También el amor y el deseo de seguir juntos. El recuerdo 
de las palizas ha arrasado con todo lo que los unía y ahora es cuando, de verdad, tras valorarle de nuevo en 
la intimidad, quiere escapar de él. 


-Ahora que lo manejo a mi antojo, que puedo hacer de él lo que quiero, no me interesa -relató al autor del 
libro. 


Él también se ha dado cuenta de que no estaban hechos el uno para el otro. «Sé que te vas a ir, que cualquier 
día llego a casa y no te encuentro. No me importa. Esta vez no voy a buscarte». 
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Tras cada una de esas historias de maltrato hay un proceso de desestructuración familiar, social y humano; 
la crisis institucional de sus respectivos países, la huida al exterior como única salida a la miseria, el paro y 
el hambre; familias divididas por la emigración, niños abandonados y un sin fin de tragedias. Veámoslo. 


La crisis comenzó en 1995, a raíz del conflicto internacional por el Perú. La economía ecuatoriana, ya endeble, 
se debilitó aún más con el fenómeno climático de El Niñd?] (1997 y 1998) que causó doscientos millones de 
dólares en pérdidas al país. En 1997, tras la crisis política generada por el derrocamiento de Abdala Bucaram, 
y los subsiguientes gobiernos de Rosalía Arcaga y Fabián Alarcón, Ecuador cayó en picado a nivel internacional 
por la inestabilidad política y la corrupción de sus dirigentes. La penuria se agudizó definitivamente en 1999 
cuando el gobierno de Jamil Mahuad trató de salvar a dieciséis bancos, con un coste de 2.600 millones de 
dólares y la inflación se disparó al 60 


En estas condiciones, entre 1978 y 2001, un total de dos millones de ecuatorianos abandonaban legalmente 
el país para establecerse en Italia y España, especialmente, y dedicarse al trabajo de las faenas agrícolas 
y la construcción] Los campos de Murcia, Levante, están llenos de hombres y mujeres de esos países que 
huyendo de la crisis viven hacinados y en condiciones precarias y son objeto de explotación por empresarios 
desaprensivos. 


Tras el cierre de las fronteras de Estados Unidos y Méjico, en el año 20002] un total de 158.359 personas 
abandonaron el país con destino a España, Holanda e Italia y, a través del Pacífico, en dirección a Centroa- 
mérica. 


«Muchas mujeres ecuatorianas emigran huyendo de sus maridos, para evitar el maltrato intrafamiliar y 
buscar un nuevo "Eldorado" en el que vivir con sus hijos. Al poco tiempo, aparecen sus maridos y el maltrato 
se traslada a España», relata el letrado ecuatoriano Orlando Cisneros. 


En el año 2000 el Gobierno de José María Aznar intentó frenar la entrada de emigrantes con una Ley 
de Extranjería que pretendía endurecer el control de indocumentados -los «sin papeles»-, presionando a 
los empresarios para que no contrataran mano de obra ilegal e incrementando los controles policiales en 
carreteras, costas, puertos y aeropuertos. La ley permitía, incluso, la expulsión de los «sin papeles» sin juicio 
previo. 


La muerte en un accidente en Lorca (Murcia) de doce ecuatorianos en 2001, al saltarse un paso a nivel sin 
barreras la furgoneta en la que viajabar[*"] obligó al gobierno español a cambiar la actitud por la de buscar 
pactos con gobiernos para controlar los flujos migratorios. 


Los gobiernos de Ecuador y España firman un estrambótico acuerdo de regulación y ordenación de mano de 
obra mediante el cual, los ecuatorianos ilegales en España podrían regularizar su situación regresando a su 
país y solicitando un visado de entrada. Los numerosos encierros y protestas de emigrantes en Lorca, Murcia, 
Madrid y Valencia evidencian entonces la magnitud del problema. 


Así, el 25 de enero de 2001, apenas dos semanas después del accidente de los ecuatorianos en Murcia, los 
presidentes Gustavo Noboa Bejarano y José María Aznar firman un acta bilateral hispano-ecuatoriana en 
la que se vuelve a insistir en que el gobierno español pagará un billete de ida y vuelta a Quito a aquellos 
extranjeros que quieran trabajar legalmente en el país. 


9El fenómeno climático caracterizado por un calentamiento anormal del sistema atmosférico del Pacífico Tropical, que ocasiona 
severas consecuencias en el clima alrededor del mundo, pero que tuvo un impacto directo sobre el territorio peruano, donde 
aumentaron las lluvias e inundaciones. 

10 Además, se congelaron miles de cuentas bancarias para detener la fuga de capitales, se dejó de pagar la deuda externa y 
varias instituciones financieras quebraron. El país quedó en estado de absoluta vulnerabilidad económica, política y social que 
anunciaba la bancarrota. 

li Ministerio de Relaciones Exteriores de Ecuador. 

12Revilla Blanco, Mónica. «El concepto de movimiento social, acción, identidad y sentido», en Revista Zona Abierta, número 
69, Madrid, 1994 y Villaruel, Patricia. «Madrid, 40 ecuatorianos protestan en un templo», en El Comercio, 14 de febrero de 
2001 

13Una furgoneta Fiat, matriculada MU-0099-AZ, cuyo modelo había dejado de fabricarse hacia diez años, en la que viajaban 
14 personas fue embestida por un tren de cercanías Murieron doce personas, y dos, entre ellas una niña, resultaron heridas el 3 
de enero. Diario 16, 4 de enero de 2001. 
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El 31 de enero de 2001, el Ministros del Interior de España, Ángel Acebes, y el embajador ecuatoriano suscriben 
el Acuerdo de regulación y ordenación de los flujos migratorios, el primero de cuatro pactos bilaterales que 
se firmarían en los siguientes siete meses. Un total de 24.884 ecuatorianos se dieron unas «vacaciones» gratis 
en su país a cargo del Estado español, pero otros 500.000 no quisieron ni oír hablar del asuntd!*| No hubo 
más remedio, pues, que conceder manu militari la residencia de los indocumentados en lugar de copar toda 
la flota de iberia durante varios mesedP] 


No son sólo los ecuatorianos los únicos inmigrantes afincados en España. Junto a ellos hay también decenas 
de miles de colombianos, mexicanos, peruanos, chilenos, uruguayos y argentinos*] Del lado de los países del 
Magreb, los marroquíes, con 247.872 personas, constituyen la primera colonia, seguidos de los cayuqueros 
de Guinea Conakry, Zaire, Los países del este, tras la caída del Muro de Berlín en 1989, la balcanización de 
la antigua Yugoslavia y el comienzo de guerras fraticidas en Kosovo, Serbia, Ucrania, Macedonia, Bosnia- 
Herzegovina han enviado a la península a muchos miles de sus ciudadanos]”] 


La presencia masiva de inmigrantes en España ha disparado las cifras de delitos violentos de una manera 
alarmante, a pesar de que los distintos gobiernos no quieren reconocer oficialmente les estadísticas para evitar 
la xenofobia y el racismd|*] 


Las estadísticas de maltrato familiar (con cifra de 60% de hombres asesinados por sus mujeres y 40% de 
mujeres muertas a manos de sus maridos) también se dispararon de manera alarmante, incrementándose el 
número de agresiones, malos tratos y mujeres asesinadas a partir de 1993, cuando se producen los primeros 
flujos migratorios considerables, dato que las feministas ocultan ya que es más beneficioso para ellas echarle 
la culpa al conjunto de los varones. 


Como se cuenta en otra parte del libro, los sudamericanos son conscientes de que «más mata el hambre» que 
los malos tratos y han aprendido a violar la Ley de Violencia de Género. por eso, ecuatorianos, venezolanos, 
peruanos o colombianos, muchos de ellos indocumentados, se acogen masivamente a su derecho a no declarar. 
Veamos algunos casos: 


El juzgado de lo penal número 20 de Madrid tuvo que absolver el 3 de junio de 2006 a Btissam Essabihi y 
a Mostafá Hafidi, que conviven en pareja en Madrid. Casi un año antes, el 9 de julio de 2005, llamaron a la 
policía y se denunciaron mutuamente por lesiones. 


¿Qué ocurrió ese día en el hogar de familia? El atestado policial en el que se basó el ministerio fiscal para 
pedir dos años de cárcel para la mujer y uno para el hombre, y cinco años de alejamiento mutuo, revela que 
al llegar al domicilio conyugal los agentes se encontraron a Mostafá Hafidi sentado en un sillón. 


14 «Repatriación, única salida para los inmigrantes en España». En Diario Hoy, Quito, 26 de enero de 2001. 

l5Para más información ver Teresa Blanco, «Cientos de Migrantes concluyen en Murcia la Marcha por la Vida», en Diario 
16, 11 de enero de 2001, y «El fin de una larga marcha», en El Faro, 12 de enero de 2001. 

1óDe hecho, el 39 por ciento de 1 millón y medio de extranjeros que viven en España son latinoamericanos, según el Instituto 
Nacional de Estadística (INE) que cifra la población total en territorio español en 44 millones de personas en 2006. Los 
inmigrantes constituyen en España casi el 10% de la población, según datos del censo 2006 del INE. Los ciudadanos oriundos 
de México, América Central y América del Sur que residen legalmente en España ascienden a 613.346 personas, mientras que, a 
título comparativo, los ciudadanos de la Unión Europea (UE) son 360.181. Los marroquíes siguen siendo la primera comunidad 
extranjera en España con 511.294 individuos, pero los ecuatorianos son, con 497.799 personas la primera comunidad de América 
Latina. Le siguen los colombianos (271.239), argentinos (152.975), bolivianos (97.947), peruanos (85.029), dominicanos (63.579), 
cubanos (45.788), venezolanos (49..370), brasileños (32.305), chilenos (41.126), uruguayos (29.745) y mexicanos (28.892). Otras 
dos colonias importantes de extranjeros son la rumana (317.366) y la china (87.731). España en cifras Instituto Nacional de 
Estadística, 2006. 

l7Tras la regularización de inmigrantes en el 2005 por el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, la población de derecho 
española se incrementó en 690.000 personas, el 6.4% del total. Del conjunto de la población no autóctona cerca de 700.000 
proceden de países del Este, siendo la cifra más significativa la de los rumanos, 317.366 personas censadas oficialmente. A 
esta cifra habría que sumar los emigrantes del África subsahariana (Zaire, Gabón, Guinea ecuatorial entre otros), cuya cifra se 
desconoce. Los datos oficiosos revelan que, en 2006, debido al «efecto llamada» hay un millón más de ilegales en España. 

18En 1996 la cifra de personas condenadas por delitos era de 63.000 y en el 2006 se pasaba a 115.000. el incremento no puede 
atribuirse a que los españoles se hayan vuelto repentinamente más violentos, sino a la presencia de extranjeros, procedentes de 
culturas diferentes; al incremento del consumo de drogas y del poder de las mafias dedicadas a desvalijar viviendas, al tráfico 
de seres humanos y al robo por violencia. Tres colectivos (países del este, marroquíes y sudamericanos) son los representantes 
de la mayoría de los delitos junto con gitanos y grupos marginales de españoles. Instituto nacional de Estadística, 2003 
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De acuerdo con la denuncia, la mujer, que inició la pelea -una simple riña mutuamente aceptada, dice el 
juez-, estaba de pie, muy alterada. 


-Me amenazó con un hacha -les dijo a los agentes. 


Los policías se llevaron detenido al marido. En la vista oral la pareja se había reconciliado y hacían vida 
en común. De mutuo acuerdo, habían roto la orden de alejamiento del Juzgado de Violencia de Género. 
Para eludir una condena se acogieron a su derecho a no declarar. «Al no existir testigos ni parte de lesiones, 
se cogieron la mano y abandonaron la sala de visitas como dos novios al salir de la iglesia de un pueblo 
cualquiera», relató al autor uno de sus abogados. 


Veamos otro supuesto de los centenares de casos de «rebeldía contra la ley» que se producen todos los días 
en todos los juzgados de España y en la que cooperan tanto acosador como acosado. 


En la madrugada del 7 de Agosto de 2005, agentes de la policía recibieron noticia de que Dolli Oliva Mercado 
había sido agredida por su marido, Leonel Maicol Parrado Torres. Se presentaron en el domicilio familiar, en 
la calle Antonio López de Madrid y comprobaron que los facultativos del Samur que atendían a Dolli Oliva 
de un pequeño edema en la cabeza y de un golpe en la nariz, sin derramamiento de sangre. 


La hipótesis policial y de los médicos del Samur es que Leonel Parrado golpeó a su mujer, Dolli Oliva. En el 
juicio oral esta se acogió al artículo 416.1 de la Ley de Enjuiciamiento criminal y dijo: 


-No voy a declarar contra mi marido. No confío en una justicia tan punitiva y criminal. 


El caso se resolvió sin cargos contra nadie. Ni siquiera para Dolli Oliva por su «desconsideración» delante del 
tribunal. 


Llevaba tiempo rumiando en su fuero interno que su marido debía de estarle poniendo los cuernos con otra 
mujer. Así, que aquella madrugada del 2 de septiembre de 2005, cuando llegó a su casa, Sandra Liliana 
Chiluisa Taco, una trabajadora inmigrante, residente en España desde hace seis años, con dos hijos habidos 
en su matrimonio, decidió no esperar un segundo más para poner las cosas en claro. 


Su «media naranja», Juan Carlos Carrión Abarca, dormía como un bendito en el salón de la casa, pero a 
Sandra le pudieron más los celos que la hora que era o el estado en que se encontraba su esposo. Así que, sin 
pensarlo dos veces, lo agarró por los hombros y lo sacudió violentamente. 

-¿Qué pasa? ¿Qué pasa? -preguntó Juan Carlos estregándose los ojos con las manos. 

-Dame los papeles que voy a divorciarme. 

¿"A divorciarte? ¿Y no puedes esperarte a mañana? 

-No. ¿Quién es la otra? Dime quién es la otra. 

-Qué otra. ¡Te has vuelto loca! 

-¿Loca yo? ¡O lo confiesas todo ahora mismo, sin olvidarte una coma o no sé lo que te hago con estas manos! 


Juan Carlos Carrión dijo que no sabía de qué le hablaba, que él no tenía nada que confesar, ni siquiera con 
el cura y que al día siguiente le daría los papeles. En aquel momento no tenía ganas de discutir y se iba a 
dormir. La respuesta sacó que quicio a la mujer y allí se armó la marimorena. 


Nadie, salvo la pareja, sabe exactamente lo que pasó. Pero el parte médico que se exhibió en la vista oral 
revela que Juan Carlos Carrión Abarca tenía erosiones en el codo, antebrazo izquierdo, región frontal, ab- 
domen izquierdo, escápula izquierda y parte superior de la espalda. Su mujer, Sandra Liliana Chiluisa Taco, 
hematomas en brazo derecho, cadera izquierda, región epigástrica, muslo izquierdo, rodilla y pierna derecha 
y cuello. 


Sin embargo, y pese a las evidencias, el fiscal acusó sólo al hombre de un delito de maltrato en el ámbito 
familiar y quiso enviarle nueve meses y un día a la cárcel y alejarle de su mujer y sus hijos durante cuatro 
años y medio. 
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La pareja ya se había reconciliado y Sandra Liliana se negó a declarar contra su marido. «Lo que me faltaba 
ahora que empiezo a hacer mi vida en un país nuevo, dónde apenas tenemos para comer, donde necesitamos 
dormir en el salón de la casa, con los niños, para alquilar las otras habitaciones y mandar dinero a la familia 
que dejamos atrás, es que encierren a mi marido», le dijo al autor tras la vista oral, el 19 de septiembre de 
2005. 


Lo cual quiere decir que cuando Jesús Caldera, en el Congreso de los Diputados dijo aquello de «como 
las desigualdades son de gran calado es preciso introducir acciones desiguales para realmente igualar», al 
aprobarse la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, tenía más razón 
que un santo. 


A cualquier mujer inmigrante -los causantes del 40% de los delitos de violencia de género- que le metan 
al marido entre rejas, y le reduzcan a la mitad su salario de subsistencia le van a igualar la vida. Pero 
evidentemente no con sus homónimas de sexo europeas. Como mucho, con las de Zambia y Mozambique. 


Carlos Javier Fernández González, un trabajador inmigrante nacido y crecido en Esmeralda (Ecuador), no 
sabía que calvario le esperaba cuando en 2004 decidió unirse sentimentalmente a Carolina Marilyn Balazar 
Vallés y establecer su residencia en el pueblo de Colmenarejo (Madrid). 


Al poco tiempo de establecer la vida en común con la mujer, ésta lo denunció por malos tratos. La Guardia 
Civil lo detuvo y, tras ser juzgado, resultó condenado en juicio de conformidad a varios meses de cárcel y a 
no acercarse a su compañera durante dos años. Le ocurrió simplemente por zarandear a su compañera sin 
causarle lesión alguna. 


«En esta sentencia de conformidad -dice el juez Sáez- es presumible una clara indefensión del acusado, al que 
su abogado aconsejó que admitiera una sentencia condenatoria en un caso en el que posiblemente la prueba 
se reducía al testimonio de la víctima, sin elementos de corroboración, ya que el hecho no había dejado signos 
objetivos como se desprende de la lectura del relato de hechos probados, una transcripción literal del acta de 
acusación. » 


Javier Fernández decide entonces quitarse de en medio y se va a trabajar a Logroño. Pero Carolina Marilyn 
no deja de perseguirle. averigua su teléfono, rompiendo la orden de incomunicación , habla con él y le sugiere 
que vuelva, que no puede vivir sin él. 


Ahora mismo voy al Juzgado y retiro la denuncia y pido que se cancele la orden de alejamiento. 


El trabajador ecuatoriano volvió a Colmenarejo. Pero, lejos de pedir la cancelación de la orden de alejamiento, 
Carolina Marilyn la utilizó como medio de chantaje para «domesticarle» y tenerle «manso como un corderito». 
Cada dos por tres le amenazaba: 


-A mí no me levantes la voz o te meto en la cárcel. 


Y esgrimía la sentencia condenatoria del Juzgado de lo Penal número 11 de Madrid como un instrumento de 
coacción y dominación contra el hombre, al que impedía salir de noche sin su permiso y al que tenía sometido 
tal y como afirma la Ley de Violencia de Género en su preámbulo y en su artículo primero, pero a la inversa. 


La situación de humillación e impotencia de Carlos Javier Fernández ante su mujer, Carolina Marilyn, llegó 
a tal extremo que la madre del primero decidió intervenir. 


-Como vuelva a molestarte se las va a ver conmigo. 
-¿Tú? ni hablar. No voy a permitir que cometas una locura y te metan en la cárcel. Esto es cosa de mujeres. 


En la noche del 13 de noviembre de 2005, los tres, en compañía de un amigo, salieron de copas. Al regresar 
a Galapagar, ya de madrugada, Margarita Maristela González Pereira decide tomar cartas en el asunto. 


-A mi hijo no lo humillas más. Él, como es hombre, no puede defenderse. Yo, que soy mujer como tú, ¡no te 
lo voy a permitir! 


Las dos mujeres se tiraron de los pelos, se arañaron mutuamente y se propinaron todo tipo de golpes con los 
pies, las manos, los bolsos y cuantos objetos hallaron a su alcance en medio de una de las calles del pueblo. 
Carlos Fernández se metió en medio para separarlas y recibió también su ración de empellones y tortazos. 


281 


Al día siguiente, su media naranja acude a la guardia civil. y en lugar de denunciar a su «suegra» la emprende 
con la parte más débil, su hijo y a la vez compañero sentimental. 


-Yendo dentro del coche me dió un puñetazo en la cara -declara la Guardia Civil. 
-¿Dónde está el parte de lesiones? 
-No lo tengo, no me ha dejado marca. 


El largo brazo de la Justicia se puso inmediatamente en marcha y el trabajador ecuatoriano acabó en los 
calabozos, en los Juzgados de Violencia de Género por malos tratos y por quebrantar una orden de alejamiento 
con consentimiento y con la colaboración necesaria de su compañera sentimental. 


Por fin, el 25 de noviembre de 2005 se vio una segunda vista oral en el Juzgado de lo Penal número 20. Allí 
su abogado iba a encargarse de demostrar que el puñetazo denunciado no existió, que fue una pura invención 
de la supuesta víctima de los malos tratos y agresiones. 


-¿Quién de los dos iba conduciendo? 
-Carlos Javier, el que era mi compañero sentimental. 


-¿Sabe usted si don Carlos Javier Fernández es zurdo o diestro? Si ha estado conviviendo con él varios meses 
podrá contestar a esta pregunta. 


-Zurdo. 


-¿Y cómo siendo zurdo pudo propinarle un puñetazo mientras conducía? ¿Acaso soltó el volante y giró todo 
el cuerpo para pegarle con la mano izquierda? 


-No, no soltó el volante. 
-No hay más preguntas, señoría. 


El caso quedó visto para sentencia. resultó obviamente, absolutoria para el acusado. También la orden de 
alejamiento con respecto a su compañera sentimental. 


Si era cierto, como esta declaró en la vista oral, que en la noche del 13 de noviembre de 2005 estuvo de copas 
hasta altas horas de la madrugada con su antiguo compañero y su madre, resultaba evidente que no existía 
riesgo de maltrato, pese a que ella le tuviera atado y bien atado con denunciarle a la Guardia Civil. Los 
efectos del alcohol son imprevisibled'] 


¿Por qué absuelven masivamente los Juzgados penales a los emigrantes y a muchas parejas españolas que, 
tras una pelea ocasional, no quieren romper sus relaciones? Veamos el testimonio de la jueza de Murcia, 
María Poza Cisneros. 


«Únicamente pueden considerarse auténticas pruebas que vinculen a los órganos de justicia penal en el mo- 
mento de dictar sentencia las practicadas en el juicio oral, pues el procedimiento probatorio ha de tener lugar 
en el debate contradictorio que, en forma oral, se desarrolla en el Tribunal que ha de dictar sentencia de 
suerte que la convicción de éste sobre los hechos enjuiciados se alcancen por contacto directo [y no por otras 
vías] » recuerda la jueza María Poza en gran parte de sus sentencias citando al Tribunal Constituciona]?)] Y 
aunque admite al igual que el Constitucional que esta regla de valoración probatoria puede tener excepcio- 
nes, si las diligencias sumariales se someten a un riguroso principio de contradicción, en el momento en que 
testigos, acusado y acusador se acogen al artículo 24 de la Constitución es preferible absolver al imputado, 
aplicando la norma ¿in dubio pro red?"] a condenar, por falta de pruebas a un inocente. 


19Según el psiquiatra Miguel Gaona a muchos hombres los vuelve agresivos al actuar como inhibidor de la voluntad pero a 
otros les entra la «risa floja» o les da sueño. Por lo tanto, no hay parámetros fijos para medir los efectos del alcohol. La tesis 
del «mal vino» que esgrimen las feministas para agravar las penas a algunos supuestos maltratadores no siempre se sostiene. 

20Sentencia del Constitucional 161/1990, de 19 de octubre, asimismo, el Tribunal Supremo en sentencia de 12 de octubre de 
2001 reconoce valor probatorio a las declaraciones sumariales del periodo de instrucción siempre que se ratifiquen en la vista 
oral. 

21 ¿Ante la duda a favor del acusado» o «es mejor dejar a cien culpables libres que condenar a un inocente», según el refranero 
español. 
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no todo el mundo en los ambientes judiciales piensa de la misma manera que la jueza de Murcia, una 
extraordinaria defensora del Estado de Derecho. «Las parejas de ecuatorianos, por lo que tengo entendido, 
se zurran entre ellos una o dos veces al mes», afirma el abogado matrimonialista Jorge Marfil. La realidad, 
por mucho que se trate de esconder, ha sido denunciada en foros públicos por lo menos desde hace dos años. 


La incidencia del maltrato entre inmigrantes fue denunciada el 9 de septiembre de 2004 en la Comisión de 
Asuntos Sociales del Congreso de los Diputados por la sevillana María Antonia Caro Hernández, sin que 
nadie le prestase mucha atención. 


«Las mujeres inmigrantes constituyen un colectivo especialmente vulnerable por lo que al maltrato doméstico 
se refiere. Aunque es un fenómeno todavía poco conocido, se comienza a disponer de estudios que apuntan a 
la necesidad de dedicar a estas personas una atención especial», dijo. Y agregó: 


«Según datos del Consejo General del Poder Judicial, el 30 por ciento de las denuncias presentadas en 2003 
eran de mujeres inmigrantes?” lo que representa un porcentaje algo mayor respecto a las mujeres inmigrantes 
empadronadas comparándolo con las autóctonas. El 17 por ciento de las solicitudes de órdenes de protección?" 
corresponden a personas extranjeras (un colectivo diez veces inferior a la población española J?*] El 22 por 
ciento de las mujeres asesinadas en 2004 son inmigrantes?” Estamos, pues, ante un problema que obliga 
a dedicarle una atención especial, por la envergadura que va adquiriendo y, sobre todo, por las especiales 
circunstancias de las mujeres afectadas. » 


Representante de la Asociación de Derechos humanos de Sevilla y de la Asociación de Derechos Humanos de 
Andalucía, Caro Hernández dijo otras muchas cosas. «La vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes proviene 
de la carencia de redes sociales naturales en las que puedan apoyarse. La venida a nuestro país ha supuesto 
para ellas romper vínculos familiares y de amistad que dificultan los posibles apoyos. En muchos casos existen, 
además. dificultades económicas, lingúísticas o administrativas. A2*] 


«Las mujeres indocumentadas o las que no tienen los papeles en regla no tienen derecho a nada. La mayoría 
de ellas no renuncian por miedo a ser expulsadas o a que empeore su situación administrativa. Por esa misma 
razón no se atreven a acceder a los servicios públicos destinados a las mujeres que sufren maltrato. Para ellas 
se convierte en una carrera de obstáculos que no tiene fin, y que dependerá de las personas que encuentren 
en cada Administración o servicio público al que recurran, con el fin de poder sortear estos obstáculos para 
integrar a estas mujeres, resolver sus problemas o avanzar en suministrarles recursos necesarios», concluyó. 


El Parlamento la oyó, pero no introdujo ninguna modificación en las leyes para amparar la «especial vulnera- 
bilidad» de este colectivo, que vive alejado de su país, ni elaboró planes especiales de vivienda, educación ni 
integración social de los emigrantes, el verdadero nudo gordiano para resolver este asunto que tanta alarma 
social causa. 


Como dice el juez Ramón Sáez, ¿como son pobres y huelen mal, y constituyen una mano de obra barata para 
hacer aquellos trabajos que los españoles rechazan, para qué molestarnos en resolver sus precarias condiciones 
de vida». 


Llevaba seis horas sangrando, cuando su madre, Manueld?"] ecuatoriana, de treinta y dos años de edad, se 
presentó con su hija de once años en brazos en el centro de salud de Mazarrón (Murcia). 


-Si los médicos te preguntan lo que te ha pasado -le advirtió antes de entrar en el centro médico- no debes 
decir la verdad. Yo no te voy a pegar. Pero díle que te caíste por las escaleras. 


22 El País, 9 de junio de 2004. 

23Esta norma permite al juez dictar medidas cautelares en menos de cuarenta y dos horas. Medidas penales (orden de 
alejamiento, prisión, etc.) y civiles referidas a la vivienda, los hijos o la pensión alimenticia. Desde su entrada en vigor, en agosto 
de 2003, cerca de 12.000 personas (el 92% mujeres) tienen concebida dicha orden. 

24 El País, 1 de mayo de 2004. 

25Extrapolamos los datos al conjunto de la población española, la muerte de mujeres extranjeras representan más del 40% 
del total de mujeres asesinadas. 

26Diario de sesiones, 9 de abril de 2004, Congreso de los Diputados. 

27 Manuela es el nombre ficticio de M. N. Q. D. 
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Los médicos, sin embargo, nada más observar a la pequeña tumbada en la camilla, semiinconsciente, sin casi 
preguntar nada, efectuaron su propio diagnóstico. 


-Esta niña ha sido violada. 

-Violada no. Es que tiene su primera menstruación. 

-¡De menstruación nada! Presenta unos desgarros vaginales tremendos. ¿Cuánto tiempo lleva así? 
-Desde la mañana, unas seis horas. 


-¡Seis horas desgarrándose! Y por qué no la ha traído usted antes. Aquí no podemos hacer nada. Tenemos 
que evacuarla inmediatamente. 


Al poco tiempo, una unidad medicalizada la trasladaba de urgencia al hospital Naval de Cartagena. Allí 
tampoco pudieron atenderla debidamente y la reenviaron al hospital Virgen de la Arrixaca (Murcia9, donde 
tuvo que ser intervenida quirúrgicamente e ingresada en la unidad de cuidados intensivos. 


Los hechos descritos ocurrían el sábado 5 de agosto de 2006. Poco después, la Guardia Civil entraba en acción. 
Tras interrogar a la madre de la niña y personarse en su domicilio detenían a su compañero sentimental, 
Jorgd2] de treinta y tres años, también de nacionalidad ecuatoriana, como autor de la violación de una 
menor. El detenido es primo de la mujer y tío de la niña ultrajada. 


Los agentes realizaron una primera inspección ocular en el domicilio de los detenidos, encontrándose los 
investigadores con un «dantesco» escenario en el que se hallaron numerosas prendas infantiles y ropa de 
cama empapadas en sangre, repartidas por diversas estancias de la vivienda y algunas ocultas en bolsas. 


Según se desprende de la investigación, la violación se habría producido sobre las 6.30 horas de la mañana 
del sábado cuando la madre abandonó el domicilio para acudir a su trabajo, dejando en casa a su compañero 
sentimental y a cinco hijos más, de entre trece meses y trece años, momento en el que aprovechó el autor 
para traer a su hija a su cama y violarla. 


La Guardia Civil detuvo al hombre que inmediatamente fue ingresado en la prisión provincial de Sangonera. 
La madre de la niña, en cambio, quedó en libertad provisional, acusada de “encubrimiento», abandono y 
omisión del deber de socorro a una menor de edad. 


Los termómetros de la capital de España marcaban 32 grados y Silvana Maribel Sánchez Ayala decidió vestirse 
de manera informal y veraniega, para aguantar los rigores del sol: un polo de manga corta, unos vaqueros y 
unas zapatillas Nike. 


Ecuatoriana, de dieciocho años, esa mañana había quedado con una amiga para ir de compras, aprovechando 
las rebajas de julio, pero antes de lanzarse a la vorágine decidió darse una vuelta con su hijo de un año y 
medio. 


Eran las 12:20 horas de la mañana del 12 de julio de 2006. Silvana y su acompañante bajaron del segundo piso 
del número ocho de la calle Picasso y echaron a andar tranquilamente hacia la boca de metro más cercana. 


Al llegar a la calle Palomeras, Corral de los Cantos, 13, según el diario El País, 23 de julio de 2006, mientras 
avanzaban por una zona muy transitada, en la que había varios menores de edad jugando en un parque 
infantil y algunos mozalbetes matando el tiempo en algunas canchas de fútbol sala y de baloncesto situadas 
a un lado de la calle, un individuo moreno, delgado, dos años mayor que ella y de su misma nacionalidad se 
les acercó sigilosamente por la espalda. 


El individuo era su antiguo novio, con el que Silvana mantenía una tormentosa relación amorosa desde hacía 
tres años. La situación había llegado a tal extremo que el 12 de diciembre de 2004 lo había denunciado a la 
policía por malos tratos y los tribunales habían dictado en su contra una orden de alejamiento de seis meses 
de duración. 


28 Jorge es el nombre ficticio de J. G. J. G. 
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La pareja, como es habitual entre los ecuatorianos, había roto la orden de alejamiento y siguió viéndose 
regularmente, sin embargo, las relaciones entre los jóvenes habían vuelto a deteriorarse. Silvana había decidido 
no volver a verle y su familia le había retirado las llaves del piso por lo que en varias ocasiones intentó acceder 
a él trepando por las tuberías de gas natural adosadas a la pared para entrar por la ventana. 


El 22 de julio de 2006, su novio no iba a hacer las paces ni a intentar una nueva reconciliación. Despechado y 
humillado por la que había sido su novia, posiblemente trastornado por los celos y el desprecio, sólo deseaba 
acabar con el «deseado y anhelado objeto del deseo». 


Inesperadamente, desenfundó un puñal. sin mediar palabras le asestó tres cuchilladas, en el abdomen, en el 
pulmón derecho y en el corazón, delante de su propio hijo. 


La víctima trató de agarrarse a un árbol próximo pero, sin fuerzas para sostenerse, se desplomó como un 
saco sobre el suelo. «»cayó con tal violencia que pensé que no podría sobrevivir, pensó una de las testigos. 
Había muerto, pero no por el efecto de la caída sino por la puñalada del corazón, mortal de necesidad. 


Consumado el asesinato, el agresor se dio media vuelta y desapareció despacio, como si nada hubiera pasado, 
del lugar del crimen. No tuvo ninguna prisa en poner tierra de por medio hasta el punto de que la madre de 
la víctima, alertada por los gritos que venían de la calle, se asomó a la ventana y le vio. 


-¡Ha sido él!¡ha sido él! -alcanzó a gritar. 


La de Silvana Maribel Sánchez Ayala era el sexto derramamiento de sangre que ocurría en Madrid durante 
los siete primeros meses de 2006. Todos ellos, salvo unos, han sido protagonizados por emigrantes. 


Uno de enero de 2006. Leonardo Murán, un rumano de veintitrés años, muere de un disparo en el hemitórax 
izquierdo tras asomarse a la ventana de un quinto piso de la plaza de la Rendición de Breda, en Carabanchel, 
durante las celebraciones de nochevieja. 


La zona donde murió Leonardo Murán y donde fueron halladas otras tres balas disparadas, que no alcanzaron 
a nadie en la colonia Velázquez, situada a cincuenta metros de la Pan Bendito. Ambas pertenecen al barrio 
de Abrantes (Caravanchel), con un 30% de población inmigrante y donde tienen su sede asociaciones como 
la Fundación del Secretariado general Gitano. «La mezcla de etnias hace del barrio un lugar multicultural, 
pero también abierto a muchos conflictos», señalan los residentes de Pan Bendito. 


Leonardo Núñez Valdivia, peruano de cuarenta y seis años, muere apuñalado de varias cuchilladas propinadas 
por una navaja retráctil en el abdomen y el estómago. Ocurrió durante su fiesta de cumpleaños, el 10 de 
enero de 2006, poco después de apagar las velas. 


La policía detuvo inmediatamente al asesino. Era el novio de su hija, Alexander Valdivia, un colombiano de 
veinticuatro años como autor del asesinato tras una pelea con su suegro por motivos sentimentales. 


Además de ser amigos personales, víctima y verdugo compartían casa y trabajo, según relata el boletín de 
prensa del gobierno de la República de Colombia, que recoge la noticia del diario ABC de Madrid. La muerte 
se produjo en la calle San Martín de Porres, situada en la elitista zona de Puerta del Hierro de Madrid. 


Gloria Patricia Espinosa, colombiana, acababa de llegar de un viaje por centroamérica el 16 de febrero de 
2006. Al abrir la puerta de su casa, el número 4 de la calle Versalles de Móstoles, se tropezó con un bulto 
tendido en el suelo y estuvo a punto de darse de bruces. 


Al encender la luz, se encontró con el cadáver de Hugo César Serrano Blanco, venezolano de treinta y seis 
años. Se encontraba tendido sobre una alfombra boca abajo, rodeado de un gran charco de sangre reseca. 


La autopsia reveló que alguien no identificado, con el que debía tener problemas, le había rebanado el cuello 
cuatro días antes. 


La boliviana María Elena Rocha, de treinta y tres años, muere el 23 de enero de 2006 en Villanueva de la 
Cañada (Madrid) a manos de su marido, también boliviano, en una pelea en la que la mujer le amenazó con 
denunciarle a la policía, meterle en la cárcel y «hundirle su vida para siempre». 
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-A ver quien te va a dar trabajo cuando se descubra que eres un maltratador -le amenazó. 


El homicida, Fredy Félix Calleja, de treinta y nueve años, se asustó, lo vió todo perdido, sufrió un ataque de 
nervios y la emprendió a golpes con su mujer. Como ella le hizo frente con un cuchillo de cocina, se lo quitó 
y le rebañó el cuello. 


Luego, arrepentido por el horrendo crimen cometido, se suicidó ahorcándose en una viga situada en el garaje 
de la misma vivienda en la que trabajaba como chófer. 


Para facilitarle el trabajo a la policía, dejó una nota escrita relatando minuciosamente los hechos, pidiendo 
perdón a los dueños de la casa, y declarándose culpable de lo ocurridd?] 


Ana Velarde, peruana de treinta y nueve años, es estrangulada el 13 de febrero de 2006 por su novio, de la 
misma nacionalidad en la calle General Martín Cerezo, en el madrileño distrito de Carabanchel. 


-¡Puta! ¡Más que puta! -le gritó su novio al enterarse de que llevaba unos meses saliendo a escondidas con 
otra persona. 


-Y tú no eras más que un cornudo y un maricón. 


Tras atacarla por el cuello con el cordón de una cortina hasta causarle la muerte, el asesino llamó a la policía 
y se entregó a los agentes, explicándoles los motivos de la pelea que acabó con la vida de Ana. 


Víctima y verdugo trabajaban en el Periódico Latino, un diario de difusión gratuita destinado a los emigrantes 
que se reparte en los varios periféricos de Madrid. 


El 2 de marzo de 2006, Jorge Hernán Santos, un colombiano de cuarenta y cinco años que estaba legal en 
España y carecía de antecedentes policiales, falleció en el interior de su piso tras recibir un disparo en la 
frente. 


Los hechos ocurrieron sobre las cuatro de la tarde en una vivienda del tercer piso del número 6 de la calle 
Lago Balatón, en Vicálvaro. Un vecino, tras escuchar el disparo, acudió a la policía. 


Cuando llegaron los efectivos del Samur, la víctima estaba tendida en el salón y presentaba una herida de 
bala con orificio de entrada en la frente, según Emergencias Madrid. El hombre fue trasladado en estado muy 
grave al hospital Gregorio Marañón, donde falleció. En la casa había un dominicano que fue conducido a 
dependencias policiales como testigo. Los agentes no encontraron el arma, pero sí un casquillo de bala. 


Una mujer española de treinta y seis años, Ana Patricia Martín, muere en Cáceres degollada presuntamente 
por su pareja, Mohamed I. G., un marroquí de veinticinco años, que poco después de degollarle se entregó a 
a Policía Local. 


Los hechos ocurrieron en el cuarto piso del número 90 de la calle Hernán Cortés de la capital cacereña. Aquel 
fatal 20 de mayo de 2006, el hombre asestó a la mujer una cuchillada en el cuello que le afectó la arteria 
femoral y le provocó una muerte casi instantánea. 


Dionisia Serrano Gómez, española de sesenta y cinco años, muere en Madrid el 30n de marzo a manos de su 
compañero, con el que se hallaba en trámites de separación. 


Su marido, de la misma edad, la degolló poco después de que le fuera comunicada la sentencia en la que le 
quitaban la vivienda, le obligaban a cumplir una orden de alejamiento de su mujer, y le forzaban a pagarle 
una pensión compensatoria. 


-¿Qué hago yo en el mundo? -le dijo a un amigo antes de tomar la fatídica decisión de acabar con la vida de 
su mujer. 


A continuación, volvió a su casa, tomó un cuchillo y le cortó la yugular de un tajo. 


29El arrepentimiento espontáneo por un uxoricidio o parricidio es más habitual en un hombre que en una mujer. Una de 
las reacciones habituales de los asesinos de mujeres, según los psiquiatras, es la de causarse un daño semejante al infligido o 
entregarse voluntariamente a la policía. 
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Una mujer de treinta y cinco años, de nacionalidad peruana, Pamela Liliana Coronado, fallece al ser apuñalada 
en el cuello, brazos, tórax y abdomen pos su pareja sentimental en la confluencia de las calles San Maximiliano 
y Ricardo Ortiz, en el barrio madrileño de Ciudad Lineal. 


Eran las doce del medio día del 5 de mayo de 2006. Después d e la agresión, el presunto parricida, Pedro 
Nájera Arribas, intenta suicidarse clavándose el mismo cuchillo. Tras quedar hospitalizado en estado muy 
grave en el hospital Gregorio Marañón, sufrió una parada cardiorespiratoria y murió poco después. 


Le quitó la vida, tras una discusión, llevado por el temor y la desesperación a que le denunciara, debido a las 
draconianas medidas que le imponía la Ley de Violencia contra la Mujer. Después se suicidó él. 


«Es la forma última y desesperada que muchas personas tienen de sustraerse a la acción de una justicia, 
que en muchos casos no es justicia sino venganza», afirma el juez de lo penal número 20 de Madrid, Ramón 
Sáez, partidario de derogar o modificar la Ley contra la Violencia de Género en sus aspectos más punitivos 
y civiles, que suele dejar al hombre al socaire tras una vida de trabajo. 


Viktoriya Nvosu, ucraniana de veintinueve años, cosida a puñaladas el 23 de junio de 2006 en la plaza Soledad 
Torres Acosta, en el distrito Centro, por un hombre con el que había mantenido una relación sentimental. 


Su agresor, de cuarenta y seis años, era un reincidente. En 1992 había hecho lo mismo con su mujer en Daimiel 
(Ciudad Real). Condenado en esa ocasión a doce años de cárcel, tras cumplir siete, salió en libertad y volvió 


a mataiK0] 


Según los datos del Ministerio del interior, en 2005 fueron detenidos en España 172.349 extranjeros por 
diversos delitos, entre ellos la vulneración de la Ley de Extranjería -69.523-, tráfico de drogas, órdenes de 
búsqueda y captura internacional -12.350- y otras actividades ilícitas. 


Dentro del capítulo de los asesinatos, lesiones y malos tratos fueron capturadas 15.642 personas y en el campo 
de la prostitución y los delitos contra la libertad sexual otras 14.590. El número de extranjeros involucrados 
en delitos de homicidio y asesinatos es altamente significativo, 807 individuos. 


Los grupos implicados en malos tratos y lesiones a sus mujeres y compañeras fueron; en primer lugar los 
ecuatorianos, con 3.118 detenciones, seguidos de los marroquíes, 2.540, y los rumanos 1.324 individuos puestos 
a disposición de la autoridad judicial. 


«Los abogados sabemos que más del 40 por ciento de la violencia de género se da entre extranjeros. Tenemos 
la consigna de las instituciones de ocultar estas cifras para que no se produzcan problemas de xenofobia», 
afirma el abogado, de origen colombiano, Gustavo Fajardo. 


«Los emigrantes se comportan con sus mujeres lo mismo que hacían nuestros padres en los años cincuenta y 
sesenta», afirma la jueza decana de Barcelona, María Sanahuja. 


Uno y otros son conscientes de que no se les puede tratar con la misma vara de medir que al resto de los 
ciudadanos. «Los ecuatorianos -dice Fajardo- son muy trabajadores. nada más llegar a España compran una 
casa, que tienen que pagar, y al mismo tiempo han de mandar dinero a sus familias. Para saldar el crédito 
de la casa con sueldos de novecientos euros al mes, precisan alquilarla a sus compatriotas y el matrimonio 
tiene que dormir en el salón. La violencia, en esas condiciones, está a flor de piel». Y agrega: 


30 Otros casos; 16 de marzo de 2006 Ana maría G.G., de cincuenta y seis años, es asesinada a golpes por su marido en Cartagena 
(Murcia); 13 de abril, una vecina de Orihuela (Alicante), de nacionalidad británica, es asesinada por su marido, de la misma 
nacionalidad; 28de abril, Pedro G. S. asesina en Vélez Rubio, (Almería) a su novia María G. M., y posteriormente se suicida 
en los calabozos; 9 de mayo, María Elena P.V., venezolana, muere al ser apuñalada en Las Palmas de Gran Canaria por su 
ex pareja, de la misma nacionalidad; 12 de mayo, Christian Patricio Pérez Manzano, ecuatoriano, de dieciocho años, muere 
después de estar tres días ingresado en estado de muerte cerebral, tras ser apuñalado por otro joven, colombiano, por un asunto 
sentimental; 2 de julio, Ana María U. J:, de veintinueve años, ecuatoriana, es apuñalada, presuntamente por F.O.S. de treinta 
y dos cinco años, en presencia de una menor hija del detenido, 3 de julio, un hombre de veintisiete años, P.C.N., es detenido en 
Basauri (Vizcaya) por acuchillar a su compañera sentimental, Loredana Andriescu, rumana, que falleció antes de que llegara la 
policía a casa; 13 de julio, Desirée P.P., veintidós años, ecuatoriana, muere degollada y su hijo de dos años es apuñalado por el 
ex compañero de su madre y padre del bebé; 10 de julio, Destiny Qwesenkea, nigeriano de treinta y un años, muere atropellado 
por su compañera, tras una reyerta por una mujer ocurrida en Torrejón de Ardoz (Madrid). 
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«Vienen a España a hacer los trabajos que rechazan los españoles, pagan sus impuestos, su seguridad social y 
están contribuyendo a crear riqueza a cambio de nada, porque la educación la recibieron en su país. Y encima 
se les quiere meter en la cárcel porque son violentos, cuando la violencia está en el ambiente malsano en el 
que viven, en su precarias condiciones de vida. JP] 


La situación de las bolsas de pobreza al sur de Madrid, en Murcia, Lorca, Albacete, Huelva, Almería, Cataluña, 
permite elaborar una geografía de la inmigración. El Consejo General del Poder Judicial lo ha hecho ya. 


En la memoria de 2005 el Tribunal Superior de Justicia de Madrid propone crear un nuevo Juzgado de 
Violencia de Género para la capital y otros tres en la zona sur de Madrid - Alcalá de Henares, Móstoles y 
Getafe- que se encarguen de llevar los asuntos de Violencia de Género de varios partidos judiciales, como así 
parece que se va a hacer. 


«El 60 por ciento de los delitos por amenazas, coacciones y malos tratos físicos o psíquicos ocurridos en 
la zona sur-oeste de Madrid son cometidos por inmigrantes, por gente llegada de otros países», sostiene le 
letrado Jaime Alonso. 


Se corre el riesgo, de esta manera, de que estos juzgados especiales, además de sexistas se conviertan en 
racistas y vulneren dos veces la Constitución. El presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 
Javier María Casas Estévez, de sesenta y siete años, con treinta y cinco en la carrera judicial, está seguro 
de que no va a ocurrir así. «Ya nos encargaremos nosotros de que no existan discriminaciones en perjuicio 
de los inmigrantes», afirma. Lo que no quiere decir que en torno al maltrato no haya prosperado un enorme 
negocio, como veremos en el siguiente capítulo. 


31 ¿He asistido a un hombre que pegó a su mujer por sisarle cincuenta euros para mandárselos a su madre, para que no se 
muera de hambre», informa. 
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CAPÍTULO 18. VIOLENCIA DE IMPORTACIÓN 


Capítulo 19 


Los ricos no pasan por la plaza de 
Castilla 


Por mucho que las feministas radicales se empeñen en repetir como papagayos las tesis de la 
psiquiatra norteamericana Lenore W. Walker -la teórica a nivel mundial del maltrato!!] de que 
las agresiones a la mujer se producen en todas las escalas sociales, lo cierto es que los ricos 
y poderosos de este país se han buscado la fórmula para evadir la Ley contra la Violencia de 
Género para no tener que pasar por los juzgados de media España. «A los ricos nunca me los he 
encontrado en los juzgados; cuando se separan, es más fácil verlos entrar y salir de las notarías», 
comenta el Juez Ramón Sáez. Y es que aunque en las familias adineradas los divorcios están a 
la orden del día como en el resto de los estamentos sociales. Por muy alta que sea la pensión 
que tengan que pasar a sus hijos, todos ellos saben que al día siguiente no se van a encontrar en 
la calle con una profunda depresión que les impida cumplir con sus obligaciones en el trabajo. 
Y, además, generalmente, suelen encontrar mujeres más jóvenes, atractivas y sexualmente más 
activas que sus parejas para endulzar sus ratos de ocio. Con una cuenta corriente bien nutrida y 
los riñones bien cubiertos, el divorcio puede ser hasta una divertida aventura, comparable a la de 
cazar fieras en la jungla o hacer un crucero por las islas vírgenes. 


Todo empieza en 1973, cuando la hija mayor de la familia, Corona Ituate, se queda embarazada de un 
estudiante de Derecho, Ignacio Arraita, hijo de un conocido abogado bilbaíno. 


Nacho tiene entonces diecinueve años, no ha acabado la carrera de Derecho y sus padres lo echan de casa, por 
lo que se va a vivir con unos amigos. Ignacio Iltuate Núñez de Betolaza y Ana María Garmendi, en cambio, 
hablan con su hija. 


-Puedes casarte o tener el niño como madre soltera. Nosotros no vamos a abandonarte -le dicen. 


No sólo no echaron a su hija a la calle sino que acogieron en su piso al futuro yerno, le compraron un piso, 
le dieron dinero para que acabara la carrera de Derecho en la Universidad Autónoma de Madrid y luego le 
metieron a trabajar en la fábrica?] 


La empresa familiar, Fundiciones Lázaro Ituate, fundada en 1924 por el abuelo en Amurrio, dedicada a la 
fabricación de válvulas, era una de las principales industrias mundiales del sector. Tenía más de ochocientos 


The Watered Woman, The Watered Woman Sindrome y Abused Women and Survivor Therapy: A Practical Guide for 
Psychotherapist son su tres principales libros. Se publicaron en Estados Unidos entre 1975 y 1980 y constituyen la biblia del 
maltrato en todo el mundo. Toda la teoría de las Naciones Unidas y de la Unión Europea en esta materia no hace más que plagiar 
sus trabajos con mujeres supuestamente maltratadas y con perros. Harper ES Row Publishers y Harper Collins Publishers, Nueva 
York, 1989. 

2Cuando se celebra la boda, los padres del novio no acuden a la ceremonia, ni conocen a su nieta. La madre de Arraita tiene 
que ver a su nieta a escondidas del padre, afirma Ana, otra de las hijas supervivientes de la familia. 
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empleados en plantilla, fabricaba más de cinco mil quinientos tipos de válvulas distintas para agua, extrac- 
ciones petrolíferas, gases licuados y potabilizadoras y exportaba el 80% de su producción a más de cincuenta 
países, especialmente a la zona petrolífera del Golfo (Arabia Saudí, Kuwait, Emiratos Árabes), a Venezuela, 
a México y a Estados Unidos. 


En aquel entonces, su precio de mercado era de unos quince mil millones de pesetas, sin contar otros bienes 
inmuebles de la familia como acciones petrolíferas en Venezuela, y fincas urbanas en Bilbao, afirma el abogado 
Federico Madariaga. «Era una de las pocas familias ricas de verdad que quedaban por entonces en el País 
Vasco». 


Ignacio Ituate, el presidente del consejo de administración de la compañía e hijo del fundador, falleció en 
1974 de un cáncer fulminante, que le llevó a la tumba en tres semanas, y dejó la sociedad, una auténtica mina 
de oro, a sus seis hijos. Corona, Ana, Ignacio, Carmen, Belén y Lázaro, todos ellos menores de edad. 


Nacho Arraita, un individuo con una tremenda ambición, cuyo único objetivo en la vida era quedarse con 
los bienes de la familia de su mujer, puso en marcha una serie de planes y maquinaciones para conseguir su 
objetivo. 


Fue la viuda de Ituate, Ana María Garmendi, la primera en darse cuenta de que su acogido yerno se dedicaba 
a robarles. 


Un día, poco después de la muerte de su marido, lo descubrió al azar Javier Urrusolo, el administrador de la 
empresa y hombre de confianza absoluta de la familia. 


-Tu yerno te está robando. 
-¿Y tú cómo lo sabes? 


Urrusolo explicó a la viuda que desde tiempos inmemoriales Fundiciones Lázaro Ituate S.A. tenía una comer- 
cializadora, Utinsa, fundada por su marido. 


-Pues bien, Nacho, con dinero de la empresa, ha creado otra, Martinsa, que ha puesto a su hombre y que 
para ahorrar gastos utiliza los mismos locales de Utinsa. La mayoría de los productos que fabrica Fundiciones 
Lázaro Ituate los vende por medio de su sociedad, a precios un veinte por ciento más caros. Los beneficios 
los ingresa en sus cuentas corrientes. 


-Eso no es malo, al fin y al cabo, Nacho y Corola no tienen separación de bienes. El dinero se queda en la 
familia. 


-No, el dinero se va a cuentas en el extranjero que sólo él controla. Y, además, está dejando de abonar los 
productos que le vendemos. Está descapitalizando a la empresa. ¡Nos va a arruinar! 


Tras un viaje a Taiwan, en el que se volvieron a detectar irregularidades, Ana María Garmendi prohibió a 
Nacho entrar a la fábrica, y las relaciones entre suegra y yerno se volvieron tirantes. 


Pero Nacho era mucho más ambicioso de lo que suponían. Controlada la cartera de pedidos, tomó entonces la 
determinación de crear una fundición similar para arrebatarles la producción. En varias ocasiones, Urrusolo 
había visto a varios de sus empleados de confianza copiando los planos en los que se estampaba ya el nombre 
de la nueva firma comercial. 


-Nos va a robar la empresa -protestó Urrusolo. 


La estafa estaba en pleno apogeo cuando, en 1980, un hecho inesperado vino a facilitar las cosas a Nacho 
Arraita. Ana María Garmendi contrajo un cáncer y tuvo que retirarse del control diario de la fundición. Se 
fue a vivir con su hija Corona y su marido Nacho a la casa de estos en Lancariz (Vizcaya). En este ambiente 
cerrado, aislada del resto del mundo, se preparó el último asalto al patrimonio familiar para sustraer todos 
los bienes a la familia y controlarlos bajo el control del yerno y «único heredero». 


Fue un grupo de abogados, notarios y amiguetes -abogados de Deusto- los que le propusieron el maquiavélico 
plan. 
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Tienes que aprovecharte de los últimos días de vida de tu suegra para que ponga la empresa a tu nombre. Al 
fin y al cabo, sus hijos, salvo Corona, son menores de edad. Sólo tú estás capacitado para llevar el negocio. 


Aunque la empresa sea un bien privativo de Ignacio Ituate, ya fallecido, que lo había heredado directamente 
de su abuelo, Lázaro Ituate, la primera maniobra de Arraita fue hacer pasar la fábrica por un bien ganancial 
del matrimonio. 


Por lo tanto, a la muerte del cabeza de familia, Fundicones Lázaro Ituate, en lugar de pasar directamente a 
sus hijos, de acuerdo con el Derecho Foral de la Hermandad de Ayala, donde se encuentra Amurrio pasó a 
ser propiedad de su mujer. 


«Ésta, que es una mujer previsora pero débil de carácter, días antes de fallecer, ya sin apenas capacidad de 
decisión, testa a nombre de Nacho Arraita», señala el abogado Federico Madariaga. 


La «última voluntad» de la viuda de Ituate se redactó ante un notario sospechoso, José María Arriola, de 
Bilbao, que siempre ha asegurado que actuó de buena fe, pensando que lo hacía en beneficio de la familia. 
Como no podía actar en Amurrio por tener su residencia en Bilbao, fuera de territorio foral, le pidió por 
favor al notario de Munguía, Juan María Larrucea Urtiaga, que lo hiciera en su nombrd*] 


De esta manera, falsificando numerosos documentos, entre ellos algunas actas de empadronamiento que 
certificaban que Ana María Garmendi tenía su residencia en Amurrio, donde no había vivido nunca, se elevó 
a público un testamento acogido al Fuero de Ayala, que admitió la libertad plena del cabeza de familia que 
sobreviviera a disponer plena y libremente de todos los bienes de la familia y legarlos a quien les placierd]] 


Ana María Garmendi, sin pretenderlo y obrando en conciencia, acababa de desheredar a sus seis hijos, 
poniendo mediante una serie de artimañas ilegales todos los bienes de su marido -que no de ella- a nombre 
de su yerno, que automáticamente es nombrado administrador general de Fundiciones Lázaro Ituate S.A. 


El expolio del patrimonio familiar iba a ponerse en marcha inmediatamente. De no hacerlo así, en el momento 
en que los hijos fueran mayores de edad y se descubriera el pastel, los Juzgados podrían echar abajo toda la 
trama de artificios e ilegalidades. 


En 2006, tras un problema cardiaco que estuvo a punto de enviarle al mundo de los justos, Federico Madariaga 
es un octogenario divorciado dedicado a disfrutar de la vida en Santa Eulalia (Ibiza), donde ha establecido 
su residencia hace algunos años. 


A finales de la década de los setenta, en cambio, tenía fama de ser uno de los abogados más prestigiosos de 
Bilbao, y por su bufete pasaban los asuntos más complejos y polémicos que se ventilaban en la Audiencia 
Provincial de la invicta Villa. 


«Me entero del asunto de Fundiciones Lázaro Ituate porque un día viene uno de los chicos -su hija Ana- y me 
dice que les han quitado todo. Empiezo a investigar y no veo el camino a seguir. Luego, cuando averiguo que 
la fábrica no es un bien ganancial sino privativo y que la venta que ha hecho la mujer muerta -la madre- es 
nula (no puede disolver los bienes gananciales porque no los había: el patrimonio no eran bienes gananciales 
síno que provenían todos de la linea paterna) encuentro el camino. 


Como abogado les digo que estoy dispuesto a llevarles el asunto. Como el padre de Nacho Arraita Berenguer, 
Ignacio Arraita, es abogado y colega mío, le comunico el asunto por una cuestión de deferencia y le sugiero 
que haga lo que pueda para encontrar un acuerdo extrajudicial, sin llegar a los tribunales. Me contesta de 
malas maneras, lo que me indica que está metido también en el chanchullo. Me doy cuenta entonces de que 
es un asunto preconcebido años antes, un escándalo gigantesco.» 


3En el testamento, la madre nombra a tres administradores, a Nacho Arraita, a un hermano (José Luis Garmendi) y a una 
cuñada suya (María Victoria Araluce Aldecoa), al haber muerto el otro hermano. «Empieza la gran estafa. El mismo día de 
la muerte de mi madre, Nacho Arraita la obliga a firmar unas acciones de la familia, del BBV e Iberduero, que cobra y cuyo 
dinero desaparece. Se firman con fecha anterior a su muerte», dice su hija Ana. 

4En Ayala, los que deciden acogerse al fuero renuncian al Código Civil vigente en territorio común, que establece la «legítima», 
es decir, la parte de herencia que no puede sustraerse a los descendientes, fijada en dos tercios de la fortuna, uno de los cuales 
puede dedicarse a mejorar a unos hijos con respecto a otros y la tercera parte que pasa directamente a los descendientes. Artículos 
806 y siguientes del código civil. 
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Aunque no tiene delante los más de mil tomos de 72 pleitos que tuvo que presentar, Madariaga recuerda 
perfectamente el caso. «La apropiación de la empresa pasa por muchas fases. En la primera, la suegra 
deshereda a sus hijos. En la segunda, el individuo pone la sociedad a su nombre. En la tercera se va con la 
secretaria y se divorcia de su mujer. Se queda con todo el patrimonio», dice. 


En el proceso, que dura más de quince años, el letrado bilbaíno se encuentra de todo: jueces que prevarican, 
notarios que falsifican documentos y magistrados que son recusados porque no se pliegan a los intereses del 
estafador. «Detecto, por ejemplo, que con poder de Corona, su marido Arraíta ha vendido a un testaferro 
suyo unas oficinas situadas en Rodríguez Arias e Iparaguirre por la vigésimo octava parte de su valor real. Lo 
hace con todo el patrimonio. Falsificando unos títulos liquida unas acciones petroleras que la familia tienen 
en Venezuela y se queda con el dinero, y así sucesivamente. » 


Lo más doloroso de todo este escándalo es que para no tener en cuenta a sus cuñados, menores de edad, 
Nacho Arraita no escatima el dinero. «A los niños de trece y catorce años les da cien mil pesetas semanales 
para sus gastos. Tres de ellos -Ignacio, Carmen y Lázaro- acaban en el mundo de la drogd?| y fallecen por 
abuso en el consumo de estupefacientes al sentirse desposeídos de su fortuna, desahuciado.x'| 


La caída en el mundo de la droga de los menores fue utilizada después como escusa por Arraita para man- 
tenerse como administrador único de todos sus bienes. «¿Cómo voy a dejar a la empresa más importante de 
válvulas del País Vasco en manos de unos drogadictos», argumentaba ante los jueces. 


Una segunda estratagema fue nombrar a Carmen, una de las hermanas de Corona, su secretaria particular. 
«¿Cómo voy a estar robando si Carmen está al tanto de todos mis movimientos, si no tomo ninguna decisión 
sin que lo sepa ella?», se justifica. 


Otra de sus triquiñuelas para ir dilatando los procesos y liquidar el patrimonio, siempre según la versión de 
Madariaga, fue la de comprar a unos jueces y recusar otros. Logró así que muchos pleitos se eternizaran. 
El abogado bilbaíno no deja títere con cabeza y echa parte de la culpa a la negligencia del sistema judicial. 
«Cuando un juez recusado ascendía a la Audiencia Provincial y era substituido por otro, el asunto seguía 
paralizado. Cuando el juez que tramita la causa se jubila y ya no puede hacer nada contra el atropellador, su 
sustituto tarda meses en hincarle el diente al asunto. Una tremenda injusticia por todos los lados. » 


Hasta que un día se encuentra con un juez dispuesto a tirar hacia delante, pase lo que pase. 


Madariaga, no sé como ha aguantado esto. Esto es una prevaricación clara. Los jueces han prevaricado todos, 
voy a proceder. 


Entretanto, incautados todos los bienes, Corona es un trasto viejo e inservible y se separa de ella. Nacho 
Arraita se lía entonces con su secretaria, se compra un barco -La Pauloca- y un Mercedes 500, y se dedica 
a pasear tranquilamente por Bilbao. En uno de los accidentes que sufre muere una de sus acompañantes, 
pariente de un farmacéutico bilbaino. 


Este caso de prevaricación generalizada, donde hubo jueces que lo anularon todo, abogados que se forraron 
y notarios que se hicieron de oro, tuvo un colofón triste y comentado todavía en la alta sociedad bilbaína. 


Tras la muerte de uno de los tres hermanos -Ignacio Atuate-, el diario El Correo publicó una esquela sobre el 
sepelio y las honras fúnebres, con la siguiente nota: «Por expreso deseo del finado, rogamos a Ignacio Arraita 
Berenguer, a María Araluce Aldecoa y a José Luis Garamendi que se abstengan de asistir al entierro] 


En 1992, la empresa presenta suspensión de pagos, se destituye a su presidente, Nacho Arraita, acusado de 
descapitalizar la sociedad, de delito societario y de no pagar la cuota obrera a la Seguridad Social ni presentar 
el impuesto de sociedades en Hacienda. 


5 «Son tres muertes de droga provocadas por este pájaro», como digo yo en una de las sesiones de los 72 juicios que se celebran 
en el País Vasco, apunta Madariaga. 

6 «De no haber sido por esa razón, habrían cogido otro rumbo, de eso estoy convencida», afirma su hermana Ana. 

“Los dos últimos, María Araluce Aldecoa y José Luis Garamendi, eran parientes de la familia Ituate, supuestamente comprados 
por el «dueño» del imperio. Ignacio Ituate, el fallecido, había legado un brillante de su madre a su novia y sus familiares se 
niegan a entregárselo. Por eso ordena que se les prohibiera ir a su sepelio (entrevista con Ana Ituate). 
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La Guardia Civil y el juez entran en las instalaciones de Amurrio y se encuentran con que, por segunda vez, 
se están falsificando los planos para llevarlos a China y montar una nueva sociedad -Hoght Tecnology-, que 
se ha quedado con la cartera de clientes y está fabricando piezas en Amurrio con nuevos troqueles donde se 
hace constar que la sociedad se encuentra en la República Popular de China. 


Pese a esas evidencias de desfalco y falsificación de documentos, el gobierno vasco, por medio de la consejería 
de Hacienda, acude en ayuda de fundiciones Lázaro Ituate, S.A. Un día, Ana, la hija de los dueños, se lo dice 
al abogado mercantilista Mario Fernández, miembro del equipo de abogados que les defiende y ex consejero 
del gobierno vasco. 


-Estáis ayudando a un delincuente a que nos estafe aún un poco más, a que nos siga robandd!] 


Al final, la serie de pleitos en cascada por estafa, robo y falsificación de documento público surten su efecto. 
Nacho Arraita es condenado y pasa nueve meses en la cárcel, aunque en seguida sale con permisos. 


Sin embargo, el asunto sigue en el 2006 en los tribunales. Nacho Arraita no solo intenta incapacitar a Corona 
para la guarda y custodia de sus hijos] sino que no les ha pasado la pensión. Ésta le reclama la mitad de los 
bienes gananciales, si es que se puede llamar gananciales al dinero obtenido saqueando el patrimonio de sus 
suegros. Su otra hermana, Ana, entre tanto, exige judicialmente su herencia. 


El caso de Fundiciones Lázaro Ituate es una de las pocas historias que se conocen en la que el patrimonio 
familiar es aniquilado en un proceso de separación y divorcio por un marido «avispado». La mayor parte de 
estos asuntos se ventilan fuera de los juzgados y no suelen dejar pobres a ninguno de los cónyuges. Veámoslo. 


Sus relaciones con María Moreno Puncel, Chispa, su primera mujer, con la que tuvo cinco hijos,se rompieron 
a comienzos de la década de los ochenta. Para Jesús Polanco, el todopoderoso dueño del periódico El País, 
de la editorial Santillana, de la Cadena Ser y de las empresas Eductrade, Sanitrade y Canal Cuatro fue una 
situación muy incómoda. 


El matrimonio no tenía separación de bienes, algo que no se hacía a comienzos de los sesenta, cuando se 
casaron. Chispa, que padecía cáncer de laringe, se fue a vivir a la casa que tenían en Torrelodones. Y lo puso 
todo en manos de sus abogados, que reclamaron la mitad del imperio. 


Para Jesús del gran Poder, como ya se le llamaba entonces, era la ruina. ¿De dónde iba a sacar él, que lo 
tenía invertido todo, hasta el último céntimo, cientos de millones de pesetas para que su ex mujer los pusiera 
en un banco a plazo fijo? 


Polanco se asesoró de un buen plantel de abogados, pero recurrió a sus amigos, a Ramón Mendoza, presidente 
del Real Madrid, a Jaime Botín, presidente de Bankinter; a Jesús Aguirre, futuro duque de Alba, y a otros 
para que le echaran un cable. Había que convencer a María Moreno de que un periódico no se puede dividir 
ni descapitalizar porque entonces se hunde. 


Y ocurrió el milagro. Chispa aceptó no tocar ni un solo duro del imperio a cambio de que la fortuna pasara a 
manos de sus hijos y a ella no le faltara el dinero hasta que muriera. Se creó entonces Rucandio, una sociedad 
patrimonial en la que Jesús de Polanco e Isabel Moreno, y los hijos del matrimonio, Manuel, ignacio, María 
Jesús e Isabel, aparecen como los únicos herederos universales del patrimonio familiar. 


Y es que por entonces, en 1986, Jesús de Polanco había decidido mandar al desguace a Chispa y cambiar de 
mujer, como el que cambia de coche. Eligió como nueva compañera al mejor todoterreno en buen uso -dicho 
sea con todos los respetos- de la factoría de Eduardo Barreiros, el hombre que fabricaba los camiones para 
el régimen franquista en su fábrica de Villaverde y que acabó colaborando con el gobierno cubano de Fidel 
Castro. 


Mari Luz Barreiros, hija única de uno de los empresarios predilectos del franquismo, convertida en su com- 
pañera, entró en la familia con el cuadro Gran Vía, del pintor Antonio López, uno de los sueños del realismo, 


SEl gobierno vasco ha aprobado ayudas para que este proyecto a través del programa Ekímen, con el compromiso de que la 
empresa cree 40 empleos nuevos en los próximos años. 

2Un examen forense practicado a la pareja a raíz del proceso de incapacitación determinó que Corona es «cándida e inocente» 
y su marido un psicópata obsesivo. La falta de un testículo le provoca algunos de estos problemas. 
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bajo el brazo. Y con una finca en Valdemorillo, de algo más de cuarenta hectáreas, situada justo enfrente de 
la de Plácido Arango, el dueño de Vip*s, como parte del ajuar. 


Su separación del dueño de El país en 2002, llevada con la máxima discreción, ha sido una balsa de aceite 
y, al parecer, no ha dejado resquemores, salvo una visita de Jesús de Polanco a los Juzgados de la plaza de 
Castilla a mediados de 2006 para poner punto y final a una larga relación. 


Otro matrimonio que nadaba constantemente y avanzaba velozmente camino al fracaso más estrepitoso en el 
horizonte madrileño era el de Jesús Aguirre y Ortiz de Zárate, duque consorte de Alba. 


Jesuita, compañero de correrías de Javier Arzalluz en la Compañía de Jesús, Aguirre había colgado los 
hábitos y andaba por la capital de España traduciendo libros cuando se quedó prendado de María del 
Rosario Cayetana Fitz James Stuart y Silva y de lo bien cardado que llevaba su pelo. 


-Pero ¿no ves Jesús que ese mundo no es el tuyo? -le decían los amigos para disuadirle. 


Pero Jesús sólo había aprendido una cosa en su vida: no desaprovechar las oportunidades. Y el 16 de mar- 
zo de 1978 unía su vida -que no sus sentimientos ni ilusiones- en santo matrimonio a Cayetana de Alba, 
convirtiéndose así en su segundo marido oficial, después de Luis Martínez de Irujo y Artacoz, con el que la 
descendiente de la musa de Velázquez unió su vida pero no su cuerpo. 


Carlos, Alfonso, Jacobo, Fernando, Cayetano y Eugenia, los seis hijos del enlace de Cayetana Fitz James 
Stuart, le vieron siempre como el «mayordomo» ilustrado que históricamente habían tenido en la familia 
para que cuidara del rico patrimonio cultural y artístico de la mujer que más títulos ha reunido en la historia 
de España y de parte del extranjero. 


Dicen que Jesús Aguirre, consejero del grupo Prisa y amigo personal de Jesús Polanco, algunas de cuyas 
colecciones editoriales dirigía, se fue al otro mundo en mayo del 2001 sin saber lo que es el amor verdadero, 
materia en la que la duquesa de Alba, de acuerdo con las habladurías publicadas, era doctora honoris causa 


y premio cum lauddY] 


Doce años más joven que su esposa, Aguirre por lo menos puso en orden el inventario de libros, cuadros y 
objetos antiguos de la familia, desparramados por varias fincas y villas y en el palacio de Liria de la calle 
Princesa de Madrid. Era lo menos que se podía esperar de una pareja disparatada que rompía todos los 
esquemas. Ella, duquesa de Alba, él, había colgado los hábitos por «falta de respuestas». 


Experto en teología, promotor del diálogo entre cristianos y marxistas, era amigo de filósofos como José 
Luis Aranguren, de curas progresistas y también de ministros socialistas como José María Maragall o Julián 
Campo, a los que casó cuando ellos eran estudiantes y él sacerdote en la ciudad universitaria de Madrid. 


Su paso silencioso y poco dado a las habladurías tampoco consiguió lograr que la paz familiar se instalara 
en la familia de los Alba. varios de los seis hijos de la duquesa se han casado, se han separado y se han 
vuelto a casar. Las más sonada de las bodas ha sido, sin duda, la de María Eugenia Brianda Timotea Cecilia 
Martínez de Irujo Fitz-James Stuart, marquesa de Montoro e hija pequeña de la duquesa de Alba, que fue al 
altar cogida del brazo del torero Francisco Rivera Ordoñez, hijo del matador de toros Francisco Rivera Pérez 
Paquirri y de Carmen Ordoñez. 


Desde entonces, y tras una silenciosa separación que no pasó inadvertida a los medios de información del 
corazón, los encuentros y desencuentros, avenencias y desavenencias entre Fran Rivera y Eugenia Martínez 
de Irujo no han faltado ni una semana a su cita con los lectores, disputándole los espacios más destacados a 
artistas de la talla de Angelina Jolie y Brad Pit] Que se sepa, ninguno de los dos ha arruinado al otro. 


lODesde diciembre de 1977 hasta enero de 1980 fue director general de música del Ministerio de Cultura. Durante su gestión se 
crearon la orquesta y coros nacionales, los dos ballet nacionales, el español y el clásico, y el Centro Nacional de Documentación 
Musical. 

l1Uno de los reportajes más repetidos de la prensa rosa en el verano de 2006 fue el reportaje fotográfico de Fran Rivera y 
Blanca Martinez de Irujo en la playa. Las imágenes muestran la felicidad que la pareja comparte con sus respectivas hijas. 
Cayetana, hija del torero, y Blanca, hija de su novio. Las dos niñas, que son primas y tienen seis años, se han hecho grandes 
amigas. La pequeña Cayetana es también la protagonista de otro reportaje, ya que aparece en varias fotografías junto a su madre 
en la playa marbellí. La duquesa de Montoro pasó unos días de descanso en la Puerta del Sol junto a su hija, mientras su novio 
Gonzalo Miró se encontraba atendiendo otros compromisos, afirmaba ¡Hola! 
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Un viejo refrán popular afirma que «ojos que no ven, corazón que no siente». Es lo que aplican muchas 
mujeres casadas con hijos ricos y poderosos y, muy probablemente, Alicia Koplowitz, la rica heredera de un 
gran imperio montado en torno al cemento armado, las finanzas y las ancantallas. 


Un simple e ingenuo comentado por la revista Epoca y firmado por Jesús Mariñas, uno de los periodistas más 
metidos en los entresijos del mundo de los famosos, fue suficiente para colmar el vaso de la paciencia de una 
de las mujeres más ricas de España. 


«[La modelo] Marta Chavarri [lady españa], ha puesto una cortina de cemento en su vida», señalaba Epoca. 
No decía nada más, pero este comentario fue suficiente para hacer saltar todas las alarmas en el círculo íntimo 
de una familia. 


Esa noche, cuando cansado tras un duro día de trabajo, Alberto Cortina, hijo del ex ministro de Asuntos 
Exteriores Antonio Cortina Mauri, venía sosteniendo un encendido romance con Marta Chavarri, casada 
entonces con Fernando Falcó, marqués de Cubas, presidente del Real Automóvil club de España. 


El ultimátum de su mujer no le afectó lo más mínimo. Los «primos» Alberto Alcocer, casado con Esther 
Koplowitz y Alberto Cortina, esposo de su hermana Alicia, estaban dispuestos a conseguirlo todo con dinero. 
no entendían que a la prensa, a un sector de la prensa, no se le podía callar por muchos billetes de quinientos 
euros que tuvieran en el Banco Zaragozano, uno de los tentáculos del holding financiero que habían ayudado 
a construir desde hacía más de veinte años. 


Conocidos como «los Albertos», Alberto Alcocer y Alberto Cortina se encontraban en esos momentos inmersos 
en una comprometida operación financiera, preparada para hacer saltar el sistema fianciero del país. Junto 
al empresario catalán Javier de la Rosa y al amigo de Felipe González, Enrique Sarasola, habían vendido a 
KIO unos solares en la plaza de Castilla (Madrid) por un precio desorbitado. 


El dinero no lo quería para gastárselo en el casino o invertirlo en el «imperio del ladrillo». Pretendían, ni 
más ni menos que «opar» al Banco Central, presidido entonces por Alfonso Escámez, y ponerlo al servicio 
del socialismo. 


En este contexto, que sus enemigos se defendieran y utilizaran todas las armas a su alcance para impedir el 
asalto a la fortaleza del Central, era lo más lógico. por eso, el 27 de enero de 1989, cuando sus asesores le 
informaron de que la revista Diez Minutos traía unas fotos de Alberto Cortina y su amante Marta Chavarri 
saliendo el hotel París Schwazenberg de Viena, el dueño de Portland Valderrivas, Banco Zaragozano y Focsa, 
su expresión no fue la de un triunfador. 


-Me han cazado -dijo. 


Y aquella noche, tras una monumental bronca con su mujer, tuvo que dormir en el hotel Villamagna de 
Madrid, el cuartel general de Manuel Prado y Colón de Carvajal, de Javier de la Rosa y de otros importantes 
financieros de la época. 


No sólo le habían cazado, sino que la posibilidad de arreglar su relación con su mujer era casi imposible. 
Alicia Koplowitz había llamado al despacho de abogados de Ana de Palacio y Manuel Delgado para que le 
tramitaran el divorcio. 


El verdadero escándalo entre Marta Chávarri y Alberto Cortina estaba por llegar. El 14 de febrero de 1989 
era la revista Interviú la que publicaba unas comprometidas fotos de lady España en una fiesta oficial sin 
determinada ropa interior y enseñando todas sus vergilenzas. El reportaje dió la vuelta al mundo y sirvió de 
esparcimiento a los diputados que ese día tenían que acudir al congreso a escuchar a Felipe González contar 
las maravillas del socialismo en el debate del Estado de la Nación. 


No fue solo el matrimonio de Alicia Koplowitz y Alberto Cortina el que se rompió. El 5 de febrero de 1990, 
un año después del escándalo, su hermana Esther tomó la misma decisión y dejó plantado a Alberto Alcocer. 
Los periódicos comenzaban a airear las relaciones de este último con su secretaria, Margarita Hernández. 


De esta manera, uno de los imperios de la construcción, cuyo buque insignia era la empresa Construcciones 
y Contratas, en 2006 fusionada en un macro holding, y las finanzas más importantes de España hacían aguas 
y aparentaban tambalearse. 
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Pero todo estaba atado y bien atado. Años antes, Ramón Areces, presidente de El Corte Inglés y «padre» 
adopta de las Koplowitz, lo había dejado claro: «Las niñas se casan con ustedes, pero con separación de 
bienesAL"! 


La separación de bienes salvó el imperio. En el año 2001, Alicia y Esther Koplowitz, tras echar a sus maridos 
de los consejos de administración de sus empresas, tomaban posesión de la planta 43 de la Torre Picasso, el 
cuartel general del grupo. 


Hasta su muerte, hace unos años, Mariano Rubio, gobernador del Banco de España, era un hombre con cara 
de cartón piedra y sonrisa de besugo. «Daba la impresión de que había nacido cabreado con el género humano, 
seguía cabreado y moriría cabreado con el mundo entero», le define el periodista Eulogio López, director del 
periódico digital Hispanidad, que le trató con frecuencia. 


Con este carácter suyo tan dado a mirar a todo el mundo por encima del hombro y no confiar en nadie, pasó 
lo que tenía que pasar. Un caluroso día del mes de julio de 1993, su mujer, Isabel Azcárate, hija de Justino 
Azcárate, un exiliado español a Venezuela, una mujer de aspecto abierto y dicharachero, decidió emprender 
otra vida alejada del «ogro» más temido y odiado por los banqueros de toda Españd]!*] incluido Emilio botín, 
el dueño en 2006 del séptimo banco del mundo. 


En junio de 1993, como hemos dicho, diez minutos después de salir de su casa en la calle Juan Hurtado de 
Mendoza de Madrid y emprender el camino de la Cibeles, la sede del Banco de España, otro coche se ponía 
en marcha. Pero en esta ocasión no era un viaje de ida y vuelta. 


Su mujer, Isabel Azcárate, había decidido escaparse con el empresario Javier de los Arcos, un hombre un 
año más joven que ella al que había conocido meses antes en la casa de Cristina Macaya y Plácido Arango. 
Tras varios escarceos amorosos furtivos por diversos hoteles de Madrid, aquel día estaba a punto de coger un 
avión con destino a París, Miami y Venezuela, donde iba a estar dos meses con su amante. 


Pero el amor se apagó en seguida en la pareja y, antes de los sesenta días, Azcárate se hallaba de nuevo en 
Madrid intentando rehacer su vida con el Gobernador del Banco de España. Sin embargo, algo se había roto 
en la pareja, la confianza mutua y el arreglo fue imposible. 


A la pareja no le quedó otra solución que repartir amistosamente los bienes. mariano Rubio se quedó con la 
casa y el dinero que tenían en el banco pasó a manos de Isabel Azcárate, que alquilaría un apartamento en 
el edificio Myte Comodore, en la plaza de los Delfines de Madrid. 


El hombre más temido por el sistema financiero español no tardó demasiado en hacer su vida. Al año siguiente, 
una avispada joven vallisoletana, de ascendencia uruguaya, Carmen Posadas, acudió a visitarle para concertar 
una entrevista. 


Ex compañera sentimental del torero Roberto Domínguez, al que había conocido en Londres, la escritora 
Posadas era en realidad un «topo» de José María Ruiz Mateos, que no dudaba en emplear las «armas de 
mujer» para conocer los secretos del banco de España. 


La operación de espionaje, sin embargo, acabó en un flirteo. Tres años después, Mariano Rubio y Carmen 
Posadas contraían matrimonio y junto a un grupo de amigos se iban a celebrarlo al hotel Palais Schwazenberg 
de Viena, el mismo que le costó su imperio a Alberto Cortind*] 


El llamado «Caso Ibercop», un gran fraude bursátil a sus propios amigos, descubierto poco después por la 
prensa, marcaría el final de su carrera. El más inhumano cazador de banqueros en apuros acabaría siendo 
víctima de sus propias maquinaciones. Un turbio asunto en el que probablemente influyó mucho el divorcio 


12Su padre, Ernesto Koplowitz, había muerto años antes en un accidente de caballo. 

13 Años más tarde, Alicia reharía su vida con el empresario Gonzalo Muñoz y Esther con José María Losada. 

lMDurante su mandato hizo una reconversión bancaria -la más importante en España tras la muerte de Franco- y mandó al 
Fondo de Garantía de Depósitos a más de la mitad de las fincas bancarias del país, incluidos los diecinueve bancos de Rumasa. 

15 Estuvieron en la boda Manuel de la Concha, Cristina Macaya (ex de Plácido Arango), Pilar Moreno (ex esposa del gobernador 
del Banco de España), Juan Antonio Ruiz de Alda que había fallecido poco antes en un accidente de automóvil de Huelva (sic), 
Antonio Garriges Walker y su mujer Fran Miranda, entre otros. 
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entre el síndico de la bolsa de Madrid, Manuel de la Concha y su mujer Paloma Altolaguirre. El caso se 
merece un apartado especial. 


Isabel Falabella, una mujer de origen judío, nacida en Tánger y con residencia desde muy joven en la elitista 
urbanización Puerta de Hierro de Madrid, conoció a Manuel de la Concha cuando el futuro síndico de la 
Bolsa de Madrid era un simple corredor de comercio en Villacañas, Madrilejos y Consuegra, municipios todos 
ellos de la provincia de Toledo. 


Amante de la música y el arte, Falabella se había casado hacía unos veinte años con el empresario de origen 
israelí José Salama, uno de los hombres más emprendedores del franquismo en Madrid. Sus empresas llegaron 
a monopolizar el comercio de maíz entre Argentina y España en la etapa de Juan Domingo Perón. 


Gracias a sus habilidades para los negocios, pronto se compró una casa en Puerta de Hierro y se dedicó a 
adquirir una de las colecciones de arte más importantes de la capital de España. 


Sin embargo, a finales de los ochenta, conoce a Manuel de la Concha, que de corredor de comercio se ha 
convertido en uno de los hombres más importantes de la Bolsa de Madrid, y aspira a controlar el mercado 
bursátil. 


En conexión con el gobierno socialista, es el encargado de que el mercado bursátil madrileño no se desplome. 
Cada vez que aparece una crisis por el horizonte, el ministro de hacienda le ordena los valores que hay que 
apuntalar y Mariano Rubio, el gobernador del Banco de España, pone a disposición el dinero público. 


El chiringuito financiero montado desde las esferas del poder les lleva a hacer lo propio con sus recursos. Así 
montan el grupo /bercorp, con el que pensaban hacerse inmensamente ricos ella y sus amigos. 


El amor se mete por medio y, en ese panorama, Isabel Falabella decide separarse de Pepe Salama e irse a 
vivir con Manuel de la Concha. Y lo hace, pero el síndico de la Bolsa de Madrid tardaría aún nueve años en 
dar el salto definitivo. 


Separarse de su mujer Paloma Altolaguirre, con la que llevaba viviendo media vida, era una decisión dura, 
especialmente cuando había hijos de por medio. Al final, el 21 de junio de 1990. De la Concha se fue de casa, 
llevándose a su perro. 


Una semana después contraería matrimonio en los Juzgados de la calle Pradillo de Madrid, justo a cien 
metros del diario El Mundo, el periódico que acabaría cavando su tumba y la del gobernador del Banco de 
España, Mariano Rubio. 


Previamente, el matrimonio ha tenido que poner sus cosas en orden, disolver la sociedad de gananciales y 
repartirse el patrimonio de la familia, incluido /bercorp. Para llegar a un acuerdo satisfactorio para la ex 
pareja, De la Concha contrató los servicios de la abogada matrimonialista asturiana Concha Sierra, toda una 
institución en el mundo del Derecho de familia junto con Luis Zarraluqui'*] y Otros. 


Más modesta, su mujer recurrió a Antonio Ceballos, un letrado menos conocido en los foros madrileños, pero 
mucho más incisivo y peleón. Y fue de esta manera como el todopoderoso ex síndico de la Bolsa de Madrid, 
que hacía subir y bajar los valores a golpe de tambor del gobierno, se dejó los pelos en la gatera. 


El proceso de divorcio, que tuvo que pagar en cash a su mujer, ya que esta no se fiaba de Ibercorp, le originó 
un agujero de no menos de 1.500 millones en un patrimonio valorado en 8.000, la cantidad suficiente para 
que meses más tarde su empresa no pudiera hacer frente a los pagos de sus clientes. 


Hundido económica, política y socialmente, con su prestigio por los suelos, a Manuel de la Concha sólo le 
quedó algo en lo que refugiarse, su perro. 


El amigo de Felipe González, Enrique Sarasola, le había vendido un chalé en el pantano de San Juan, al oeste 
de Madrid. Matilde González y José Federico de Carvajal habían quedado en reunirse aquel fin de semana 
allí. 


16Ex jueza de Denia (Valencia) y cuñada del cinéfilo y Fiscal del Tribunal Constitucional Eduardo Torres Dulce. Sólo lleva 
procesos de separación de hombres. Entre otros asuntos ha intervenido en el proceso de separación de Pedro Delclaux y María 
Aznar, con Concha Sierra en la parte contraria. También en el de Juan José Suelves y María Osorio. 
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-Tu vete cuando tú quieras que yo lo haré a lo largo del día. 


José Federico de Carvajal no acudió ese día a la cita con su mujer y sus amigos. pese a su responsabilidad 
como presidente del Senado, siempre había encontrado un hueco para estar con su familia, lo que puso en 
guardia a su mujer. 


Matilde González había conocido a José Federico de Carvajal en 1973, durante la etapa de la clandestinidad. 
Él era un importante abogado del PSOE, con un despacho próspero y muy solicitado. Ella trabajaba de 
secretaria, pero allá por los años setenta decidieron pasar por la vicaría. Matilde González y José Federico 
de Carvajal se convirtieron en una de las parejas más solicitadas de los últimos años de Franco. 


Aunque el padre de Matilde murió fusilado por los «rojos» en Paracuellos del Jarama”] se había hecho 
socialista. En su casa de la calle María de Molina de Madrid se habían celebrado muchas de las reuniones 
clandestinas del PSOE. 


En ese época, Matilde González era la encargada de manejar la multicopista de la Federación Socialista 
Madrileña y, en más de una ocasión, la policía puso cerco a su casa en busca de propaganda. 


Incluso algún miembro de la UGT sería detenido al aproximarse a su domicilio. Amiga de Carme Romero 
desde que llega a Madrid a vivir en la calle Pez Volador en 1982, colabora con ella en la decoración del Palacio 
de la Moncloa. 


Ese año, José Federico de Carvajal, diputado socialista por Ávila, ocupa la presidencia del Senado. Lo que 
ignora la mujer es que su marido había comenzado a salir meses más tarde con Elena Boyra, una funcionaria 
del Senado. El 7 de enero de 1989, José Federico de Carvajal y Elena Boyra contraían matrimonio por lo 
civil. 

El piso que les había medio regalado Sarasola en el pantano de San Juan se quedaría vacío durante algún 
tiempo. La pareja, sin embargo, pudo rehacer su vida sin problemas. 


Esto es algo que no le pasó al vicepresidente del Gobierno socialista, Alfonso Guerra González, a quien su 
hermano Juan tuvo que echarle una mano para rehacer su vida, o al ex ministro socialista Juan Alberto 
Belloch, actual alcalde de Zaragoza, que no lo pasó nada bien tras separarse de su mujer para casarse con la 
presentadora de televisión Mari Cruz Soriano. 


Fue todo un terremoto que hizo furor en su época y que se contaba sottovoce por los mentideros madrileños 
sin que nadie lo desmintiera. 


De pronto, Plácido Arango, el magnate hispano-mexicano, dueño del grupo Metro y de la cadena Vip's entre 
otros negocios, amigo del Rey y amigo de Jesús de Polanco, sintió el renacer del fuego del amor y de una 
pasión marchitada por el paso del tiempo en sus entrañas. 


La prenda de su corazón era una de las muchas ex de Emilio Azcárate Vidaurreta, el todopoderoso presidente 
de Televisa, a cuyo padre se le atribuía el honor de haber introducido la trompeta en el mariachi mexicano, 
la fortuna más importante del país azteca tras la de Carlos Slim, el amigo de Felipe González. 


Cristina Macaya, ex presidenta de la Cruz Roja y del Proyecto Hombre, Premio Women Together de Naciones 
Unidas por su trabajo para «mejorar la vida de los niños de las mujeres presas» y compañera sentimental 
de Arango, fue a caer a los brazos de Juan Abelló, el socio de Mario Conde en Banesto y uno de los amigos 
de José María Aznar antes de que este último conociera al magnate Silvio Berlusconi y al ranchero tejano 
George W. Bush. 


El palacete toscano que Macaya tenía en Es Canyar (Palma de Mallorca), donde el escritor mexicano Carlos 
Fuentes y su esposa, Silvia Lemus, se codean con Felipe González, Bill Clinton y su esposa Hillary, o con 
personajes tan conocidos de la jet set como Michael Douglas y Catherine Zeta-Jones, Diandra Luker, Claudia 
Schiffer, Boris Becker, Peter Finseman, Klaus Graff, los jakober, Fabricio Plessi y Gabriel Escarrer, parecía 
tomar otros aires menos aristocráticos y más familiares. 


17 Javier Figuero, Memoria de una locura, Planeta, Barcelona, 1996. 
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Pero su esposa, Ana Gamazo, una mujer de armas tomar, se negó a darle el divorcio y la posibilidad de tener 
que entregarle la mitad de sus fincas de caza de Madrid, Toledo y Ciudad Real, sus participaciones en el 
Banco de Santander, Sacyr Vallehermoso, Empresa Nacional de Autopistas y la mitad de Torreal, el holding 
empresarial de la familia. 


Cristina Macaya se quedó compuesta y sin novio, volvió a los brazos de Plácido Arango, todo un mecenas él, 
y en un santiamén se recompuso el «puzzle» familiar, aunque al final el presidente de Vip's ha optado por la 
soltería. 


Al Rey de España, acostumbrado a tener bajo su mando a personas separadas, como lo era en aquella época 
Sabino Fernandez Campo, el asunto no le pilló por sorpresa]'*] 


-Señor ya no puedo serviros. He decidido rehacer mi vida familiar. Pretendo casarme de nuevo y no creo que 
sea prudente que siga relacionado con La Zarzuela. 


Don Juan Carlos se mostró comprensivo con su situación y le dio la enhorabuena, pero le recomendó una 
cosa: 


-De esto no palabra a la Reina, ¿eh? 


Pero Prado y Colón de Carvajal, descendiente indirecto del descubridor de las Américas, se fue a hablar con 
doña Sofía, quien le dió las gracias por la confianza depositada. 


-Lo que vas a hacer, a tu edad, tiene mucho valor. Y, además, contármelo a mí, que soy la Reina, te dignifica 
aún más. Tienes mi confianza para seguir sirviendo a la Corona. 


Tras la «autorización real», Manuel Prado y Colón de Carvajal decide separarse de su ex mujer. Paloma 
Eulate Aznar., Le lega todas sus propiedades, empezando por su casa de Sevilla, su finca dehesa El Tonalejo, 
con su propia ganadería brava?” de la ciudad del Gualdalquivir y sus tres hijos, Manuel, Borja y Teresa, 
algunos de ellos ya colocados como asesores financieros del Banesto de Mario Conde y, posteriormente, como 
ganaderos. 


Resuelto el contencioso, se instala en una casa de la avenida de las Palmeras, de Sevilla, donde tiene sus 
oficinas y decide comenzar de nuevo. Lo hace con Cecilia García Corona, treinta años menor que él, con 
quien tuvo un nuevo hijo para alegrar su vejez. 


Como en el mundo en el que se desenvuelve, el «casado nueva finca quiere», adquiere «La Dehesa» de Juan 
Esteban, una heredad de 1.300 hectáreas en Higuera de la Sierra (Huelva), al lado de Aracena, donde manda 
construir una nueva casa y por la que se pasea en un todoterreno comprado en Israel y especialmente diseñado 
para que pudiera ser conducido por los mancos que Golda Meir dejó en la Guerra de los Seis Días. 


En la finca se dedica a la cría de reses de carne y barvas de dos ganaderías distintas, para lo que adquiere 
también en usufructo la finca «Sierra de San Pedro», en Málaga. En Marbella compra también un discreto 
apartamento en una céntrica urbanización, y en Puerto Bantrís tiene atracado a su barco, el Guadalest, un 
velero de poco más de once metros con el que sacaba a pasear a sus amigos antes de que le metieran en la 
cárcel, a comienzos de este siglo. 


A Prado y Colón de Carvajal, separarse y casarse no le costaba nada. Como el empresario Javier de la Rosa 
ha demostrado en los tribunales, que acabarían llevándole a la cárcel, tiraba con pólvora del Rey?] 


18 Hoy está casado con la escritora María Teresa. 

19La ganadería Torrealta se cría en 2006 en las fincas El Toñanejo, Las Cabezas y «La Escorbaina», «El Bercial y Las Pilas 
de Medina Sidonia» (Cádiz). 

20 Micos, mi primer cole. Éste es el nombre de la nueva guardería abierta en la selecta colonia de El Viso de Madrid, propiedad 
de la Infanta Elena y «un grupo de amigos», según un portavoz de la Casa Real. Unos amigos que a muchos sonarán por tener 
apellido Prado y ser hijos de unos de los amigos más conocido y cuestionado del Rey: el ex diplomático Manuel Prado y Colón 
de Carvajal, implicado en el caso KIO y condenado por la Audiencia Nacional por apropiación indebida a dos años y al pago 
de 12.020.242,09 euros más intereses, y que ha acompañado a don Juan Carlos en algunas de las aventuras más desafortunadas 
emprendidas por nuestro monarca. 
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El periodista José María Zavala acababa de sacar un librd?] sobre él. Amusátegui, un equilibrista del BSCH, 
donde acusaba de conceder varios créditos por algunos centenares de millones a sus hijos y de, meses más 
tarde, pasarlos a fallidos en el balance del Banco Hispano. Un día en el que el autor acudió a visitarle a su 
despacho, decidió tirarle de la lengua. 


«Es todo falso -contó Amusátegui con su característico acento andaluz-. Lo que ocurrió es que hace dos años 
hubo un reparto de beneficios alto entre los consejeros porque varios de ellos se jubilaban y no era cuestión 
de dejarles en la calle. » 


Y con una mezcla de ingenuidad y confianza de quien le cuenta una pillería a un amigo añadió: «Como no 
había forma de camuflar aquel cobro a Hacienda, que pretendía confiscarnos más de la mitad del pago, cada 
uno decidió buscarse la fórmula que más le conviniera para camuflar el dinero. Yo lo hice simulando unos 
préstamos a mis hijos que nunca existieron. Como ves, el libro es falso de pe a pa.» 


José María Amusátegui de la Cierva, el presidente del Banco Hispano, que fusionó con el central, decidió 
separarse de su mujer, Mari Luz Amusátegui Sandino y casarse con Amalia de León Blanco, su secretaria de 
toda la vida, a la que había conocido en el Banco Hispand?”] 


Amusátegui se hizo una casa en La Moraleja en una parcela de mil metros cuadrados en el Campo de Golf de 
La Moraleja, que ya hubiera querido para sí Emilio Botín, que acabaría pagándola de su bolsillo, y otra en 
la Urbanización Marbella High Club de la localidad malagueña. Las amuebló alquilando un avión a cargo del 
banco y viajando los fines de semana a Londres, donde Nacho Álvarez Renduelleg2] y Mariví, su mujer, que 
entonces trabajaba en la oficina londinense del Central Hispano les acompañaba al mercadillo de Portobello, 
donde llenaban el avión de muebles antiguos, procedentes de la etapa de esplendor de la Commonwealth. 


Nacido en San Roque (Cádiz), en diciembre de 1932, licenciado en Derecho por la Universidad Complutense, 
Amusátegui tampoco habría tenido problemas para pagar su divorcio. Al jubilarse del banco tras una fusión 
con el Santander, Emilio Botín le pagó 43,7 millones de euros (unos 7.123 millones de pesetas), por lo que la 
jueza Teresa Palacios le imputó en un delito societario del que salió absueltd?”] de la audiencia nacional. 


Jaime Caruana, presidente del Banco de España, había autorizado la operación y tres consejeros del BCH 
reconocieron como la más natural del mundo que el pago «era razonable/?| por lo que en julio de 2006, el 
Tribunal Supremo no admitió el recurso de casación de los demandantes, lo que suponía de facto una nueva 
absolución con todos los procedimientos favorables. 


De su abuela heredó el hábito a no hablar nunca más de la gente. De las trampas de la vida aprendió a 
afrontar el dolor con un toque de inconformismo que le ayuda a levantarse y a seguir caminando optimista 
allá donde el destino le lleve. 


Las crónicas de la época decían que la infancia y juventud de Carmen Martínez Bordiú Franco eran dignas 
de un cuento de hadas. Pero ella no se durmió en Castillos de algodón. Quiso vivir con un aire de bohemia 
que aún hoy conserva. 


Nacida en el Palacio de El Pardo el 26 de febrero de 1951, desde muy joven se mostró inquieta y receptiva 
por ver que había más allá de los muros del palacio fuertemente custodiados por la guardia mora del caudillo. 
Conoció a Alfonso de Borbón en la embajada de España en Suecia. 


21 Para más detalles puede consultarse: José María Zavala, Amusátegui un equilibrista en el BSCH, Akal, 1995. 

22En los contratos que Amusátegui firmó con Botín se recoge que sus dos esposas se repartirán conjuntamente la pensión de 
viudedad que a su fallecimiento pueda devengarse. Tienen derecho a la misma mientras no contraigan nuevo matrimonio, «en 
función del número de años de sus respectivos matrimonios» con él. Es simplemente lo que marca la Ley. 

23 Bancario londinense, hijo del ex Gobernador del Banco de España, José Ramón Álvarez Reduelles. 

24La denuncia había sido presentada por los abogados y accionistas Rafael Pérez Escolar y Juan Francisco Otegui ante 
la audiencia nacional. Acusaban a José María Amusátegui y a su hombre de confianza, Ángel Corcóstegui de cobrar sumas 
desorbitadas por dejar el Banco Central Hispano en manos de Emilio Botín, tras una fusión con el Banco Santander, propiedad 
del último. De hecho, Amusátegui, copresidente de la entidad fusionada (Banco Santander Central Hispano) no esperó hasta el 
final de su mandato y abandonó la copresidencia del banco en junio de 2001, nueve meses antes de la fecha prevista para su 
salida, y Corcóstegui siguió el mismo camino el 13 de febrero de 2002. Los tres (José María Amusátegui, Emilio Botín y Ángel 
Corcóstegui) estaban imputados de los delitos de administración desleal y societario. el supremo no solo les absolvió, sino que 
obligó a los demandantes Pérez Escolar y Franco Otegui, a pagar las costas procesales. 

25 Diario Cinco Días, 27 de julio de 2006. 
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Él era catorce años mayor que ella, pero supo desde sus primeros encuentros que se iba a casar. Lo hicieron 
por todo lo alto, el 8 de marzo de 1972. Mil invitados fueron testigos de un enlace que ocupó las portadas de 
los principales semanarios. 


Francisco Franco, abuelo de la novia, y Enmanuela Dampierre, madre del novio, se ocuparon de recibir a los 
ilustres convidados, entre los que se pudo ver a Rainiero y Grace de Mónaco, a los Reyes de Grecia, a Victor 
Manuel y Gabriela de Saboya, a la familia del dictador portugués Antonio Oliveira Salazar y a otros muchos. 


La felicidad de la pareja se fue extinguiendo en seguida. en 1976 conoció en Bari (Italia) al anticuario parisino 
Jean Marie Rossi. Poco después tomó por amor una arriesgada decisión: dejar su país y sus hijos e irse a 
París. 


Fueron los años marcados por el dolor. Un dolor que se vio brutalmente multiplicado cuando, en 1984, murió 
su hijo Francisco en un accidente de tráfico, en un cruce de carreteras de Soria, cuando volvía con su padre 
y su hermano de esquiar. 


La tragedia marcó su vida para siempre. Pero el destino se ensañó con la familia Rossi-Martinez Bordiú. 
Pocos meses después, en agosto, fallecía Mathilda, hija de Jean-Marie Rossi. Según palabras de Carmen 
Martinez Bordiú, si no hubiera sido por el nacimiento de la pequeña Cynthia, aquella relación se hubiera roto 
ahí mismo. 


No fue así, al quedarse embarazada, decidieron contraer matrimonio el 11 de diciembre de 1984. Su hija nació 
en abril de 1985, justo el día de la Virgen del Recuerdo. Pero las heridas, por las desgracias ocurridas en 
el transcurso de su relación, no estaban bien curadas, por lo que se separaron en 1994 y una año después 
obtuvieron el divorcid2] 


En el verano de 1993 se reencontró con Roberto Federici. El eslogan de un jersey que él se llevó por error 
parecía pronosticar un futuro común «Jt's our time.» Era su momento. Y lo aprovecharon. 


El 18 de junio de 2006, el día del padre en Estados Unidos, Reino Unido y Francia, con la luna en cuarto 
menguante, se casó en Sevilla con el empresario cántabro José Campos, catorce años más joven que ella. José, 
un chicarrón del norte fornido y simpático, es hijo del pintor Antonio Campos, dueño de una galería de arte, 
ex campeón absoluto de España en salto de longitud y propietario de un club de padel. 


El mundo de la literatura y del arte también ha protagonizado sonoras separaciones y largas peleas entre sus 
vidas. Los escándalos se llevan entre bastidores. 


No se había extinguido aún el olor a velas en el velatorio de Camilo José Cela Trulock, fallecido el 22 de 
enero de 2002 en Madrid y enterrado en Iria Flavia (Galicia), cando su mujer, Marina Castaño, empezó a 
inquietarse por su fortuna. 


El premio Nobel de literatura y autor de La colmena, La familia de Pascual Duarte o Mazurca para dos 
muertos había nombrado heredera universal a su segunda mujer, Marina Castaño, treinta y nueve años más 
joven que el difunto. Ello suponía que su hijo, Camilo José Cela Conde quedaba prácticamente desheredado. 


Ahí, casi con el catafalco del muerto presente, empezó la lucha por la herencia. Cela junior estaba dispuesto 
a recurrir el testamento y a exigir el pago de la legítima, es decir, de las dos terceras partes de la herencia 
que el código civil reserva para los hijog?"] Su primera mujer, Rosario Conde Picavea, exigía en cambio el 
pago de una pensión compensatoria de cuarenta millones que le correspondía por sentencia de separación y 
que Cela no abonó nunca y, además, la parte proporcional de la de viudedad, contando los años que estuvo 
casado con el escritor. 


26Revista ¡Hola!, perfiles, 24 de marzo de 2006. 

Tartículo 806. La legítima es la porción de bienes de la que el testador no puede disponer por haberla reservado la Ley para 
los llamados herederos forzosos |...] los hijos y descendientes respecto de sus padres y ascendientes (artículo 807) que podrán 
disponer de las dos terceras partes de la herencia (artículo 808). 
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Se equivocó la paloma. 
Se equivocaba. 
Por ir al norte, fue al sur. 


Creyó que el trigo era agua. 


Se equivocabd*] 


La muerte del poeta comunista Rafael Alberti, ocurrida el 28 de octubre de 1999 en su casa del Puerto de 
Santa María (Cádiz), tampoco estuvo exenta de problemas relacionados con la fortuna del escritor. 


En los últimos años de su vida, Alberti se había casado con María Asunción Mateo, abandonando a su mujer, 
la también escritora María Teresa León. 


Lo más significativo de la lucha de sus herederos por su fortuna, valorada en 18 millones de euros (3.000 
millones de pesetas]?] son los diez testamentos que el autor de Marinero en tierra firmó en sus diez últimos 
años de vida, el último en 1999, diez horas antes de morir, cuando ya casi era un vegetal, que ni sentía ni 
podía pensar con lucidez. 


«Es la voluntad de la viuda y no la del poeta», protestó su hija Aitana. María Asunción Mateo, cuarenta y 
dos años más joven que el fallecido, había llegado al entorno de Alberti al final de su vida, como estudiosa 
de su obra. De ahí acabó como gran experta en su dinero. 


Tampoco hay paz en torno a la memoria del poeta mexicano Octavio Paz entre sus familiares y amigos más 
íntimos. A su muerte, un 19 de abril de 1998 pasadas las diez de la noche, empezó la guerra por vez quien se 
quedaba con la fortuna de Paz. 


Ligado a España desde 1937, cuando asistió al Congreso de Escritores Antifascistas en Valencia (España) 
junto a su esposa, la escritora mexicana Elena Garro -con la que se casó siendo casi una niña-, y escribió su 
obra ¡No pasarán] Octavio Paz se divorció de Garro y se casó con la pintora francesa Marie José Tramini, 
treinta años más joven que el escritor. 


La muerte del autor de El laberinto de la soledad, amigo de André Breton y Albert Camus, en su etapa de 
diplomático en París, no podía estar exenta de controversia. Su mujer Maria José Tramini y su hija Elena 
Paz Garro se disputaron su herencia dentro y fuera de los tribunales, aunque al final prefirieron llegar a un 
acuerdo a dejarse el dinero en abogados. Lo que no impide que el litigio continúe años después: segunda mujer 
e hija luchan por el legado intelectual no conocido del mexicano. 


Y es que mientras en los matrimonios entre los dueños de las grandes fortunas industriales y financieras 
la lucha por el control del patrimonio se produce en vida, el momento en que éste, decidido a emular a 
Pigmalióx"”] decide cambiar de mujer en el mundo del arte y la cultura, las puñaladas traperas, los insultos 
y los enfrentamientos entre las dos familias suele producirse tras la muerte del artista. Y es que como dice el 


28Poema de Alberti llevado a la música por el cantautor catalán Joan Manuel Serrat en los años setenta. 

29 Además de manuscritos sin publicar, al autor tenía una gran colección de obras de arte, entre las que destacaban cuadros 
de Picasso, Miró y otros. 

30La mayoría de sus obras están impresas en España por la editorial Seix Barral, que le tenía en la lista de autores más 
vendidos durante el franquismo. 

31Rey de Chipre que, según la mitología griega, se enamoró de la diosa Afrodita. Pigmalión, un escultor, fabricó una estatua 
de mármol que manifestaba su ideal de mujer y se enamoró se de propia creación. La diosa Venus -la equivalente latina de 
afrodita- dió viada a la estatua atendiendo a las plegarias de Pigmalión. Bernard Shaw escribió una obra con el mismo nombre 
llevada a la pantalla como My fair lady (1956) en la que el profesor Higgins acaba enamorándose de su creación: una chica del 
arrabal convertida en una dama. 
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periodista y escritor Sebastián Moreno, «las vidas y las muertes de los artistas y escritores del siglo XX se 
parecen unas a otras como una gota de agua». 


María Kodama, la segunda mujer del escritor argentino Jorge Luis Borges, una dama de origen japonés, se 
constituyó en los ojos del autor de El Aleph cuando en su senectud se quedó ciego. 


Kodama, que empezó siendo su alumna y acabó casándose con él, aunque le llevaba nada menos que cuarenta 
y seis años de edad, y acabó siendo la voluntad de Borged??] Poco antes de su muerte se lo llevó a Suiza, 
donde cambió su testamento. 


En su más reciente «última voluntad», desheredaba a su ama de llaves, Fanny Haslam, a la que había dejado 
la mitad de su fortuna, y a su hermana, Norah Borges, a la que hacía partícipe de sus bienes. Incluso se 
pretendía excluir a la fundación Jorge Luis Borges de poseer los derechos de autor de su obra literaria, 
traducida en todo el mundo, que serían registrados a nombre de Kodama. 


«Alberto Pincherle, ¿quiere usted como esposa a Carmen Llera? », se oyó preguntar al oficial del ayuntamiento 
de Roma. 


La escena ocurría el 28 de enero de 1986 en el ayuntamiento de la Ciudad Eterna. Alberto Pincherle, más 
conocido como Alberto Moravia, respondía. 


-Sí, quiero. 


La boda entre el prolífico escritor italiano autor de La vida interior, La mascarada o El conformista] fue 
durante meses la comidilla de la sociedad italiana. La filóloga española Carmen Llera, divorciada, tenía treinta 
y un años. El escritor Alberto Moravia era un anciano que pasaba los ochenta y uno. 


Moravia, que había tenido anteriormente otras dos mujeres en su vida, la escritora Elsa Morante y la directora 
de teatro y dramaturga Dacia Maraini, buscaba desesperadamente en la divorciada española el elixir de la 
«eterna juventud». 


Tras su muerte, ocurrida el 26 de septiembre de 1990, comenzaron a producirse extraños robos en la casa 
romana de Moravia. Algunas obras de arte del escritor y hasta su pistola de viejo activista «marxista- 
anarquista» desaparecieron misteriosamente, desconcertando a la policía italiana, que no se explicaba como 
habían entrado los hombres en la mansión. 


El misterio se esclarecería parcialmente cuando se supo que su viuda, Carmen Llera, había decidido gastarse 
su fortuna y recuperar los años perdidos junto al anciano viajando de palacio en palacio y saltando de cama 
en cama en uno de los más sonados escándalos sexuales italianos. Son las ventajas de la dolce vita, el modelo 
de vida italiano de los años sesenta reflejado por un amigo de la pareja, el director de cine Federico Fellini, 
fallecido también en 1993. 


Los bedeles del Ministerio de Hacienda, encargados de pasar las visitas a la sala de espera y sentarlas en un 
tresillo verde, fueron los primeros en darse cuenta. 
-Ésa es Isabel Preysler, ¿no? 


Era la diva de azulejos Porcelanosa, la ex cantante de Julio Iglesiad"*] la musa de Carlos Falcó, marqués de 
Griñón, una de las pocas filipinas que venían a España y no precisamente para hacer de ama de llaves de la 
burgesía y la alta aristocracia madrileña. 


Los bedeles-aparcapersonas no eran los primeros en conocer el secreto del romance entre el serio y reflexivo 
vicepresidente económico del primer gobierno socialista, Miguel Boyer, y la star system Isabel Preysler. 


De hecho, el 26 de octubre de 1982, cuando Felipe González estaba a punto de cerrar su gobierno y le ofrece 
la cartera de Economía y Hacienda a Miguel Boyer, éste la rechaza inicialmente. 


32Sebastián Moreno en Tiempo, 10 de mayo de 2004. 

33 Tres de sus obras, El conformista (1947), El desprecio (1954) y La campesina (1957), fueron llevadas al cine por Bernardo 
Bertolucci, Jean-Luc Godard y Vittorio de Sica. 

34Estuvo casada con él desde el 20 de enero de 1971 y se divorció siete años después. Con él tiene tres hijos, Chabeli, Julio y 
Enrique Iglesias Preysler 
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-Presidente, hay un impedimento para aceptar el cargo. 
-¿Qué impedimento? 


-Estoy saliendo con Isabel Preysler. Puede que algún día tenga que dejarlo todo por ella si así lo exigen las 
circunstancias. 


Boyer, uno de los miembros más moderados del equipo económico del PSOE, llevaba una decena de años 
casado con la ginecóloga Elena Arnedo. En los tiempos de la clandestinidad, Felipe González había pasado 
largas tardes charlando con la pareja en su casa de la calle Maestro Ripoll, en la Colonia de El Viso de 
Madrid. Entretanto, Isabel Preysler era la esposa oficial de Carlos Falcó, marqués de Griñón, con el que tenía 
una hija, Tamara. 


-¿Lo sabe Elena? ¿Tan mal os van las cosas? -preguntó González. 
-Aún no. Pero no tardará en enterarse. 
-¡Tú estás loco! -le replicó González. 


Y convencido de que el idilio era una situación pasajera en un hombre con cara de número y gafas de no 
ver un palmo más allá de sus narices, le nombró superministro económico con «carta banca» para expropiar 
Rumasa, el holding del empresario andaluz José María Ruiz Mateos. 


Pero la pareja, que se había conocido en febrero de 1982 en la casa de Mona Jiménez, tenía visos de perpe- 
tuarse. El 3 de junio de 1985, al tiempo que Felipe González le pide que reorganice el «equipo económico» 
del Gobierno, Boyer solo ve por los ojos de Isabel Preysler. Aquel día le da un ultimátum. 


-¡O Griñón o yo! 


Al día siguiente, los bedeles ya no necesitaron atisbar más por las rendijas de las puertas para ver los arrumacos 
que el ministro más importante del reino y la reina más cotizada de la jet set se hacían mutuamente. Miguel 
Boyer abandonó su casa y se fue a vivir a un piso situado en la calle Velázquez, Isabel Preysler dejó su casa 
en Arga I, en Madrid, y la finca Malpica de Griñón, en Toledo, para irse a vivir con el economista más sesudo 
del Gobierno. 


Elena Arnedo acabaría, ¡como no!, en el beaterio de Santa María Egipciaca, como bautizó el periodista Jose 
Manuel Reviriego al «club de esposas abandonadas x|*] establecido por Juan Tomás de Salas, presidente del 
Grupo 16, en la sexta planta del número 51 de la calle Hermanos García Noblejas de Madrid. 


También pertenecían al club, además de la ex mujer de Boyer, la mujer de Luis González Seara, presidente 
del Grupo, e Isabel Azcárate, la ex de Mariano Rubio, el ex gobernador del Banco de España. Sólo faltaba 
Paloma Altolaguirre, la mujer del presidente de la bolsa de Madrid, para tener el «club» completo. Pero 
Altolaguirre prefería vivir de los «dividendos» de sus acciones a trasladarse al barrio de San Blas a hablar 
gratis por teléfono, aunque sólo fuera por diversión. 


El edificio de Alcalá 3 de Madrid, sede del Ministerio de Economía y Hacienda, estaba gafado. La mayor 
parte de los ministros que han trabajado bajo sus paredes han acabado divorciados. 


-José, haz los cambios que consideres oportunos, porque ahora mismo tengo la cabeza en otra cosa. 


En estos términos parece ser que se produjo la conversación entre Rodrigo Rato y José María Aznar cuando 
el presidente el informó a principios de julio de 2002 de los planes que tenía para las remodelaciones del 
Gobierno. 


¿Y dónde entonces tenía la cabeza el vicepresidente? Pues en su separación matrimonial, un asunto de cuya 
trascendencia política casi nadie dudaba por entonces en el PP, ya que podía afectar a las posibilidades de 
Rato en la carrera por la sucesión. 


35Empleando el título de una obra de teatro de José Martín Recuerda. 
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Los comentarios sobre la crisis familiar de Rato y la nueva relación sentimental que el vicepresidente habría 
iniciado con una mujer veintitrés años más joven circulaban desbocados, desde hace meses, por los mentideros 
de Madrid. 


«En un principio Rato intentó atajar dichos rumores mediante apariciones en público con su esposa, María 
Ángeles Alarcó Canosa. En un viaje oficial a China y Japón, en noviembre de 2001, la expedición de em- 
presarios y periodistas pudo comprobar como el vicepresidente dedicaba a su mujer buena parte del tiempo 
libre. Y pocas semanas después, el 6 de diciembre, Rato decidió no asistir a la recepción oficial del Día de 
la Constitución y dedicar la jornada a jugar al Golf con su esposa en Jerez de la Frontera, según publicó la 
prensa», relata la revista Interviú, que siguió el caso. 


Las apariciones conjuntas del matrimonio dieron cierta credibilidad a la teoría de la reconciliación, hasta que 
la periodista Carmen Rigalt zanjó las dudas con el siguiente comentario, publicado en El Mundo: «Rodrigo 
Rato se ha mudado con su cepillo de dientes al barrio de Salamanca. Todo hace sospechar que Rato anda 
taquicárdico y amoroso. El divorcio, si se produce, puede ser en su caso una situación transitoria para recaer 
en la inestabilidad. O sea, un nuevo matrimonio)». 


-Ha llegado a un acuerdo amistoso de separación que aún no se ha plasmado en términos legales. La única 
preocupación son nuestros hijos -declaró poco antes el vicepresidente del Gobierno a Interviú. 


La ruptura del matrimonio quedó patente en septiembre de 2002 cuando María Ángeles acudió sola a la 
boda de Ana Aznar Botella y Alejandro Agag, al lado de Jaime Mayor Oreja y de su mujer Isabel Bastida 
Azcárate. Rodrigo Rato lo hacía también en solitario, junto a Cristóbal Montoro. Fue la confirmación oficial 
de la ruptura matrimonial de la que quedaban tres hijos, el mayor de quince años de edad. 


En 2004, Rato fue nombrado director del Fondo Monetario Internacional (FMI) y, al poco tiempo, en 
septiembre de 2005, Angeles Alarcó Canosa era nombrada asesora técnica de la Presidencia del Gobierno de 
la Comunidad de Madrid*"] 


Bastante más conflictiva parece que fue la separación del ministro de Hacienda y profesor de Hacienda pública 
de la Universidad autónoma de Madrid, Cristóbal Montoro. 


Casado con Josefina Duro Franco, funcionaria del Estado y subdirectora general de Gestión Económica y 
Financiera del Ministerio de Justicia desde septiembre de 1997, su relación matrimonial nunca fue bien. 


Nombrado ministro de Hacienda en abril de 2000, el cargo le trajo a Montoro bastantes quebraderos de cabeza 
personales y profesionales. A los dos meses de tomar posesión de su nuevo cargo, sufrió una caída cunado 
montaba a caballo en un club hípico de Moralrarzal (Madrid). Por fortuna, el accidente solo le provocó un 
fuerte dolor en la espalda, pero sirvió para dejar al descubierto los grupos elitistas frecuentados por un político 
que hasta entonces había transmitido una imagen de austeridad. 


En el verano de 2001, al tiempo que estallaba el escándalo Gescartera, una noche, al regresar a casa, se 
encontró con que Josefina Duro le había puesto las maletas en la puerta de su casa. Y con su equipaje, una 
copia de la demanda de separación presentada en el Juzgado de Primera Instancia número 23 de Madrid. 


La separación judicial se produjo de mutuo acuerdo. El 23 de julio de 2001, Cristóbal Montoro y Josefina 
Duro firmaron ante notario la liquidación de la sociedad conyugal. Con independencia del reparto de otros 
bienes, el ministro se quedó con una vivienda de 217 metros cuadrados situada en la sierra madrileña y su 
esposa, con un piso en Madrid. 


A partir de ese día, y hasta la derrota del PP en mayo de 2004, residió en una vivienda en el Ministerio de 
Hacienda, en la calle de Alcalá. De esta forma no estaría obligado todos los días a realizar un desplazamiento 
de cincuenta kilómetros por carretera. 


El tercer separado del área económica del Gobierno es el Secretario de Estado de Comercio, Juan Costa, una 
persona que ha crecido en la administración a la sombra de Rato, en cuyo ministerio desempeñó el cargo de 
secretario de Estado de Hacienda. 


36Decreto 18/2005 del 8 de septiembre de la Comunidad de Madrid. 
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Costa, que contrajo matrimonio por lo civil nada más alcanzar la mayoría de edad, se divorció de Ana 
Valverde hace dos años. Al regresar a Castellón, su mujer encontró empleo en la fundación de una entidad 
bancaria controlada por el todopoderoso PP que dirige en aquella provincia Carlos Fabra. En Castellón son 
conocidas las intensas relaciones mantenidas por Costa con la familia Fabra. 


Esto ratifica una vez más que el Palacio de Alcalá 3 está maldito para las mujeres desde que lo pisó Miguel 
Boyer, que se pasaba más tiempo tumbado en el sofá que en su despacho porque Isabel Preysler le tenía 
comido, todo sea dicho en términos coloquiales, el seso y el sexd?"] 


Nacido en abril de 1965 y considerado una de las figuras clave del equipo económico del PP liderado por 
Rodrigo Rato, el castellonense Costa ha ocupado dos secretarías de Estado, de Economía y Hacienda, y 
durante la última legislatura, la de Comercio y Turismo. Procedía del sector privado, donde ocupó durante 
años la gerencia de Ernst and Young. 


Tanto Cristóbal Montoro, eurodiputado en 2006, como Juan Costa han vuelto a rehacer sus relaciones con 
otras mujeres, lo cual no ha ocurrido en todos los demás casos, como veremos a continuación. 


Otro separado de lujo es el vallisoletano Miguel Ángel Cortés, de cuarenta y ocho años, licenciado en Derecho, 
diputado nacional en las cuatro últimas legislaturas y secretario de Estado de Cultura (1996-2000), con 
Esperanza Aguirre como ministra, y posteriormente, en la legislatura 2000-2004, secretario de Estado para 
la Cooperación Internacional y para Iberoamérica. 


Amigo personal de José María Aznar, al que prestó su casa de Villabrágima (Valladolid) en la Semana Santa 
de 1987, poco antes de ser elegido presidente de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, Cortés estaba 
casado con Cristina, a la que llegó a pedirle cuatrocientas mil pesetas a finales de los años noventa como 
pensión para la manutención de sus hijas. 


-Este tío está loco. ¿Y de dónde saco yo ese dinero? -se oyó decir a su ex mujer, que vivía del sueldo de una 
galería de arte que compartía con un familiar en el barrio de Salamanca. 


Miembro del llamado «clan de Valladolidx**| del Partido Popular, del que forman parte Carlos Aragonés, 
Miguel Ángel Rodríguez y algunos otros de los comienzos de Aznar, en 1998, tras unas esquizofrénicas 
relaciones con su mujer, decidió romper con ella. Y los tribunales le adjudicaron la guarda y custodia de sus 
hijos. 

El baile de cambio de pareja afectó también a Carlos Aragonés, el Séneca del Gobierno de Aznar, dedicado 
durante ocho años a la literatura y a la díletancia mientras dirigía un excelente equipo de profesionales. 


Jefe del Gabinete de José María Aznar durante sus ocho años de Gobierno y diputado por Madrid en la 
última legislatura, Aragonés había estado muchos años ligado sentimentalmente a Isabel Martínez Cubells, 
una de las musas del PP, citada en el Caso Nasetiro y en 2006 adjunta a la Presidencia de la Comunidad de 
Madrid y persona de confianza de Esperanza Aguirre. 


El 18 de diciembre de 2005, Aragonés decidió cambiar de aires y contrajo matrimonio con Lucía Figar, de 
treinta y dos años, consejera de Inmigración de la Comunidad de Madrid, con medio Partido Popular -José 
María Aznar, Eduardo Zaplana, Miguel Ángel Cortés y Arturo Moreno- actuando como testigos y con Jorge 
Moragas, Antonio Fontán, Mariano Rajoy, Alejandro Agag, Ana Botella, Gabriel Elorriaga, Baudilio Tomé, 
Gabriel Cisneros, Ana Pastor, Juan Costa, Ángel Acebes,, Francisco Álvarez Cascos y José María Michavilla 
entre los invitados. 


El político que más récord ha batido en cambiar de parejas es el ingeniero de caminos asturiano Francisco 
Alvarez Cascos, vicepresidente político del Gobierno y ministro de Obras públicas con José María Aznar. 


37Pedro Pals (pseudónimo de «Perico el de los Palotes» firma que se da a un artículo cuando nadie quiere responsabilizarse 
de su contenido) en Interviú, 16 de septiembre de 2002. 

38Grupo de presión que se hace con el control del Gobierno en la Moncloa tras la llegada de Aznar al poder en 1996, y de 
un sector del partido en la calle Génova de Madrid. De este círculo forman parte Ana Mato, el alcalde de Pozuelo de Alarcón, 
Jesús Sepúlveda, Juan Carlos Aparicio y otros. 
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Antes de entrar en la política nacional se casó en Oviedo con Elisa Fernández, una señora perteneciente a 
las familias clásicas de toda la vida de Asturias. Cuando se desplazó a Madrid para responsabilizarse de la 
Secretaría General del PP se la trajo consigo y el matrimonio pasó unos años viviendo en el edificio Feygon 
de la capital de España, en la trasera del Estadio Santiago Bernabeu. 


Del matrimonio nacieron cuatro hijos. A Cascos, sin embargo, le gustaba picar de flor en flor más que a un 
tonto una tiza. Y a comienzos de los noventa tuvo un romance con Cristina Amor, la relaciones públicas de 
la central de Garoña, escarceo amoroso que tuvo más preocupado al presidente de Iberdrola, Íñigo Oriol, que 
al propio político para que no trascendiera a la opinión pública. 


En las elecciones de 1996, durante un mitin electoral en Córdoba, el pescador de Salmones más famoso de 
Asturias cayó atrapado en las redes de Gema Ruiz, una militante de Nuevas Generaciones del partido y 
estudiante de Derecho. 


-¿Te quieres venir a Madrid? -le propuso. 


Y ahí se inició una segunda relación oficial. Para casarse, Gema dejó a su novio, fascinada por el político, que 
tan solo un año antes se había divorciado de su primera esposa, Elisa Fernández Escandón, nacida en Gijón 
como él y madre de sus cuatro hijos mayores. 


Celebraron una boda por todo lo alto, de las que hacen historia, en los Reales Alcázares de Córdoba, con todo 
el Gobierno invitado a la ceremonia. De aquel matrimonio nacieron dos hijos. Duró hasta diciembre de 2003, 
cuando Gema comprobó que le era infiel y, tras separarse de él, fue a contarlo a «¿Dónde estás corazón?» de 
Antena 3. 


El ex vicepresidente del Gobierno había iniciado una nueva relación con María Porto, ex esposa de Virgilio 
Cano, el que fuera consejero socialista de la Comunidad de Madrid con Joaquín Leguina como presidente, y 
la directora de la galería Marlborough. 


A partir de entonces, Cascos se volvió el político probablemente más celoso de su intimidad, y se dedicó a 
poner querellas a los medios de comunicación que violaban su vida privada, algo que parece razonable. Y es 
que su ex mujer, Gema Ruiz, tras acabar la carrera de Derecho, se convirtió en la estrella de la prensa del 
corazón y de la televisión, participando en programas como «A tu lado» y «¿Dónde estás corazón?», donde 
desnudó todas sus intimidades, para luego convertirse en estrella de baile en «mira quien baila» emitido por 
la primera de Televisión Española. 


Y es que el mundo de la política, al igual que el de la jet set, está lleno de hombres a los que les gusta ver a 
una mujer que se pasa la vida luchando contra su propio cabello; acompañarla a comprar una blusa que no 
combina con nada porque el precio estaba irresistible, enterarse por ella -sin necesidad de ir a la peluqueria 
unisex- de quien se ha casado, quien se ha divorciado y quien ha vuelto finalmente con su ex; llevarle de vez 
en cuando la cartera, que parece más un bolso de James Bond, de tantas cosas acumuladas e increíbles que 
caben en él; asistir impasible, sin rechistar, a crisis existenciales; observarla a hurtadillas comerse una caja de 
bombones por una simple discusión de pareja para luego sentirse apenada por romper la dieta; estar hundida 
en la playa porque se ha olvidado de depilarse las piernas cada quince días, u observar si sienten pena al 
rasgarse las medias antes de entrar en una fiesta. 


Los ricos y poderosos, al menos, no se quedan sin casa cada vez que se divorcian, pueden pagar las pensiones 
a sus hijos y no tienen que pasar por la Plaza de Castilla esposados. Sus abogados y sus notarios de confianza 
suelen resolverles los problemas. 
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Capítulo 20 


Enterrados en vida, condenados a 
muerte 


La Ley contra la Violencia de Género está llevando todos los días a centenares de hombres a 
entablar deenas depleitos primero contra sus ex mujeres y, posteriormente, contra el sistema 
judicial español, al que hacen responsable de todos sus males. La solución cuando se ponen pesados 
es declararlos «locos, paranoicos o querulantes» e intentar enterrarlos en vida. Otros muchos, por 
el contrario, son arrojados a la mendicidad en Madrid, Barcelona, Valencia, Sevilla y Málaga, 
especialmente con el agravante, en muchos casos, de que los servicios de caridad, al considerarles 
«maltratadores» les niegan la asistencia. Unos pocos, por último, han preferido dejarse morir 
como «último remedio» ante las injusticias que se cometen contra ellos. Son los padres bordelien, 
aquellos situados entre la frontera entre lo que se admite socialmente —los convencionalismos 
sociales- y el concepto de Justicia, que se les niega día a día en centenares de juzgados de toda 
España. Por eso, la tasa de padres suicidados es tres veces superior a la de la mujer. Lo dicen 
todos los psiquiatras, encabezados por el prestigioso Luis Rojas Marcos: «El primer indicador 
de suicidio en el hombre es el divorcio, el segundo, la pérdida de su vivienda» La Ley contra la 
Violencia de Género ha incrementado este problema. De los muertos por peleas familiares, el 38% 
son hombres que matan a sus mujeres y luego se quitan la vida. 


Francisco Zugasti, de cuarenta y cuatro años, vecino de Galapar (Madrid), es probablemente una de las 
personas con mayor coeficiente de inteligencia de España. Y a la vez, uno de los individuos que más dolores 
de cabeza ha causado, y causará en el futuro, a todos los jueces, magistrados y tribunales. Incluso aunque le 
metan en la cárcel. 


A finales de los noventas se casa con I.F.L., una antropóloga que trabaja como administrativa en una empresa 
de Madrid, y tiene dos hijos. Poco después, durante el embarazo de su segundo hijo, Zugasti, que se dedica a 
trabajar en el sector de las artes plásticas, pierde el empleo y el matrimonio entra en crisis. Según consta en 
uno de los múltiples informes pseudopsicológicos aportados en medio centenar de causas, su mujer, en pleno 
embarazo, empieza a tener problemas mentales y debe someterse a tratamiento psicológico con un cuadro 
depresivo. 


Se separan en el 2000. Durante el primer año de divorcio, las cosas marchan relativamente bien. Su ex esposa 
se va a vivir a Madrid, al distrito de Arganzuela, a casa de uno de sus hermanos. Él continúa en la vivienda 
que posee en La Navata (Galapagar). Los niños van al colegio Tirso de Molina. Los martes y jueves por la 
tarde, así como los fines de semana alternos, los pasan con el progenitor masculino, que les lleva a clases de 
judo y de violín. 


Todo va a pedir de boca hasta que el padre detecta, según denuncia a los juzgados, aportando los correspon- 
dientes informes médicos, que sus hijos están mal atendidos, no comen, no les compran ropa (llevan la ropa 
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sucia y a veces hasta las zapatillas de su madre), no se lavan los dientes y han llegado a perder hasta el 35% 
del peso habitual para su edad'] 


El cuadro se complica, siempre según sus denuncias, ya que los menores están casi siempre enfermos, no se 
les administran las medicinas que les receta el médico y su rendimiento escolar empieza a ser deficiente por 
los cambios de colegid?] 


Además, pasan gran parte de las tardes encerrados en un piso, sin salir a la calle, y su madre adopta la 
medida de impedir que se comuniquen telefónicamente con su padre] 


Francisco Zugasti achaca todos esos problemas a que su mujer está loca y alega que su enfermedad mental 
es, ademas, incurabld!] dato que reflejan más moderadamente los informes de los equipos psicosociales de los 
juzgados, al indicar que la mujer está en tratamiento psicológicd?] La mujer niega categóricamente que los 
hijos estén mal atendidos y acusa a su marido de maltratarla y perseguirla por todos los juzgados de Madrid. 


A partir de entonces, el varón experimenta una angustia insuperable que no le deja vivir -algo que le sucede 
a la mayoría de los padres de su nivel cultural- y no hay día en que no pregunte a sus hijos por su salud, su 
alimentación y su rendimiento escola] Los cambios de colegio de los menores y la supuesta pérdida de peso 
de uno de ellos acaban convirtiéndose en una obsesión en un hombre que vive sólo para sus hijos. Movido 
por ese desasosiego el varón inicia una serie de procesos para intentar recuperar la guarda y custodia de los 
menores y quitárselos a su madre. 


Ha sido un largo, lento y doloroso peregrinar durante seis años por los juzgados de medio Madrid, en los 
que ha llegado a tener medio centenar de pleitos «vivosaRe| al mismo tiempo, sin incluir las 43 denuncias que, 
según él, le ha puesto al mismo tiempo su ex mujer. 


Los Juzgados, de manera sistemáticca, le quitan la razón, sin examinar siquiera los informes que presenta. Para 
no complicarse la vida, los jueces rechazan continuamente las peticiones de pruebas periciales y testificales 
que plantea, le dejan durante largos períodos sin abogado y procurador, toman decisiones a sus espaldas que 
no le comunican y lo apartan de la vida judicial como si fuera un apestado. 


«Tras perder seis trabajos por faltas acumuladas, un día normal de mi vida consiste en ir a los Juzgados, a 
la Comunidad de Madrid, a la Conserjería de Salud y al defensor del menor para solventar las decenas de 
asuntos judiciales pendientes y ayudar a otras personas que se encuentran en la misma situación», cuenta a 
los servicios sociales de la Comunidad de Madrid. 


Como no obtiene respuesta, Francisco Zugasti toma entonces una decisión drástica. Abandona su trabajo y 
cualquier otra actividad y se dedica a estudiar la carrera de Derecho en la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia. Aún sin acabarla, renuncia a su abogado y empieza a defenderse solo. Se convierte así en el «terror» 
de todos los Juzgados de Madrid durante los seis últimos años. 


Porque, además, ha tomado la precaución de gravar con una cámara oculta -a veces incluso con dos- todas sus 
visitas a oficiales, secretarios y jueces de los distintos Juzgados de Madrid, las vistas orales, la presentación 
de recursos y todas sus incursiones por el mundo forense, que son muchas. 


Las tremendas injusticias que dice haber padecido son tales que sus demandas parecen libros, con una parte 
documental de más de doscientos folios y una prueba testifical en la que pide la presencia de hasta doscientos 
testigos, dieciséis de ellos de la familia de su ex mujer. 


¡Según el baremo de percentiles establecido por el Instituto Nacional de Salud. 

2En cuatro años han estado en cuatro colegios diferentes. 

3Según los reiterados vídeos y pruebas que presenta en los juzgados. 

4 «Está psicótica, según me han dicho algunos psiquiatras amigos a los que he consultado», relata al juez. 

5 Atribueyen la dolencia al permanente acoso del ex marido. 

SDatos que anota minuciosamente en una agenda. 

TEl autor le ha visto llamar decenas de veces a sus hijos, aunque sabe que no le van a coger el teléfono en la vivienda. «Que 
sepan que su padre está ahí, dando la cara por ellos», afirma. 

SEn una de las comparecencias de la letrada de su ex mujer aporta una lista de 32 juzgados, cinco de los seis de Collado 
Villaba (los números 1, 2, 3, 5 y 6) y los números 1, 5, 6, 7, 8, 10, 11, 12, 13, 14, 11, 19, 20, 22, 23, 24, 26, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 
35, 36, 37, y 45 de Madrid. 
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Cuando le preguntan por qué hace esas «locuras» de llamar a los testigos de la parte contraria, responde con 
una tranquilidad pasmosa, que refleja un tremendo autocontrol de sus emociones: «¡Que vengan! Lo tengo 
todo grabado. O dicen la verdad y me dan la razón o voy también a por ellos». 


Las relaciones con su ex mujer llegan a un grado de grave deterioro a comienzos de 2003. Francisco detecta 
que su hijo no quiere volver a casa de su madre, que tiene la guardia y custodia, donde asegura que se le 
maltrata. 


El menor se agarra a sus pantalones se pone delante del coche y pasa llorando hora y cuarto delante de una 
cámara de vídeo oculta, contando sus presuntos problemas. 


-No quiero ir a casa de mi madre. Quiero quedarme contigo. 


Al poco tiempo, cuando trata de comunicarse telefónicamente con él, observa cómo la madre le apaga la luz 
de la habitación y el niño empieza a llorar «porque tiene miedox?] 


La gota que colma el vaso se origina el 23 de febrero de 2004. Antes de regresar a su casa, su hijo le deja una 
nota escrita de puño y letra en la que pone «no leas esto asta que no vuelvas de entregarnos». Al marcharse el 
menor, procede a su lectura y se queda espantado, horrizado. «Me he puesto a llorar poque no quiero existir», 
escribe el niño. 


El 3 de noviembre de 2003, en uno de los fines de semana alternos que pasan con él, con todas las pruebas en 
su poder, el padre acude al Juzgado de Guardia de la Plaza de Castilla. Le pide al magistrado que le retire 
la guarda y custodia de los menores a su mujer y se la conceda a él. El juez le da verbalmente la razón. Le 
dice: 


-Márchese usted a casa. Eso está hecho. Déjeme usted a mí los papeles, que yo lo resuelvo hoy mismo. 


En lugar de devolverle los niños a su madre, regresa a su casa. A las tres de la mañana, se presenta en su 
domicilio la Guardia Civil con un auto del Juzgado de Primera Instancia número 3 de Villalba, que actúa 
por exhorto del numero 10 de Madrid. Los agentes tienen orden de detenerlo y de llevarse a los niños. Su ex 
esposa ha presentado una denuncia en su contra por «sustracción de menores». 


-Yo me he limitado a hacer lo que me ha ordenado el juez de guardia. No voy a permitir que la madre y su 
puñetera familia sigan torturando a mis hijos -le dice a la policía. 


Su respuesta no sirve de nada. Los agentes de la Guardia Civil se llevan a los menores. Además, esposan a 
Zugasti delante de los niños, lo meten en un furgón policial y se lo llevan detenidos. Dos cámaras ocultas 
graban toda la escena. 


Poco después, inesperadamente, la titular del número 10 de los Juzgados de la plaza de Castilla deja sin 
efecto la denuncia por «sustracción de menores». Queda libre sin cargos. 


-¿Y por qué ha hecho usted esto si no había motivos fundados para tomar esta decisión?. 
-Póngase en mi lugar, dado el clima social. 
-Póngase usted en el mío, detenido ante mis hijos. Arreste usted al «clima social» pero no a mí. 


Francisco Zugasti intuye por qué ha quedado en libertad. Los vídeos de que dispone, en los que un juez le 
ordena hacer una cosa, «que yo me encargo de los papeles», no mienten. 


A partir de entonces, solicita otras dos órdenes de alejamiento de su mujer. Una en el Juzgado número 10 de 
Madrid: debe resolverse en tres días, según la ley, pero la jueza tarda dos meses en darle curso. La segunda 
ante el Juzgado de Instrucción número 2. Previendo que va a inhibirse a favor del número 3 de Villalba o del 
10 de la plaza de Castilla, previamente ha recusado a los dos jueces, lo que obligaría al juzgado a remitir la 
denuncia al Tribunal Superior de Justicia. 


Pero, sorprendentemente, las recusaciones se resuelven en menos de veinticuatro horas -hecho insólito en la 
justicia española- y el asunto recae en el Juzgado de Instrucción 10, que lo vuelve a archivar. 


%La conversación está igualmente grabada. 
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La batalla del solitario padre contra todo el aparato judicial de los partidos de Madrid y Collado Villalba es ya 
a muerte. En un determinado momento, un oficial y un secretario de un Juzgado le niegan parcialmente unas 
diligencias de las que necesita instruirse. Automáticamente, le pide a los dos funcionarios que se identifiquen 
para proceder contra ellos. No lo hacen y llama a la Guardia Civil. Con la Ley de enjuiciamiento Criminal y 
el Código Penal en la mano les conmina a que entren en el Juzgado e identifiquen a los funcionarios. 


-Ya habéis visto la ley. O lo hacéis ahora mismo o procedo también contra vosotros. 


El 27 de noviembre de 2004 le toman declaración en el Juzgado de Instrucción número 1 de la plaza de 
Castilla. 


-¿Llamó usted zorra de mierda a su mujer? -le pregunta el juez. 


-No señoría. La llamé zora de no sé qué. Pero lo tengo grabado y se lo puedo traer cuando quiera. Eso no es 
delito. Léase el Diccionario de la Real Academid'Y] y el artículo 210 del Código Penal. 


-¿La ha amenazado alguna vez?. 
-No. Lo que quiero es meterla en un psiquiátrico a ver si deja de torturar a mis hijos. 
-¿Nunca la ha amenazado?. 


-Mire señoría, lo que tenía que haber hecho es matarla, pero me lo impiden mis principios y porque soy tonto 


del culdH] 
-¿Por qué sustrajo a sus hijos? 
-Porque me lo ordenó (verbalmente) un juez tras apreciar el estado en que se encontraban. 


La inmensa sangre fría y la aparente tranquilidad con la que actúa tiene anonadados a los jueces. Para muchos 
de ellos, un hombre que vive en una situación de tensión tremenda, que oculta bajo una capa de dolor inmenso 
y al mismo tiempo habla pausadamente, sin levantar la voz, midiendo cada una de sus palabras. No es un 
ser normal. Es un monstruo peligroso, producto de la Ley contra la Violencia de Género. 


Con su pasmosa frialdad, Francisco Zugasti cambia de estrategia. Echa mano de todas las sentencias en que 
un juez le ha dado la razón quitándosela a otro y presenta varias querellas por prevaricación y utilización de 
pruebas falsas. Incluso cuando un secretario deja por escrito que un sumario que estaba oficialmente cerrado 
y aparece como abierto, sin que se le haya dado conocimiento, solicita «se deduzca testimonio» para proceder 
contra el mismo. 


Para la judicatura, Zugasti se ha convertido en un peligro público, en un paranoico quetrulante, como José 
María Ruiz Mateos, el presidente de Rumasa, o Domingo Lóped*?] el presidente del Banco de Valladolid, 
quienes en un momento dado, lo dejaron todo y se dedicaron a pleitar para recuperar lo que consideraban su 
patrimonio. 


El asunto pasa a mayores cuando comienza a circular de boca en boca que en los últimos cuatro años, 
Francisco Zugasti ha visitado a casi todo el Consejo General del Poder Judicial, a los presidentes de sala de 
la Audiencia Provincial y a casi todos los magristrados del Tribunal Superior de Justicia de Madrid. Con 


10 Zorra, persona astuta y solapada. 

lMTLa expresión se utiliza a título informativo, no para incitar a nadie a asesinar a ninguna mujer, hecho que el autor reprueba 
y condena. Por el contrario, el autor sostiene como tesis a todo lo largo del libro que deben endurecerse las condenas para los 
delitos mayores (abuso sexual, homicidio o asesinato) como única vía de acabar con las muertes de mujeres y viceversa. 

12 Además de otras muchas querellas y demandas, Ruiz Mateos presentó seiscientas demandas de retrocesión de sus bienes al 
no cumplir el «objeto social» para el que fueron expropiados. Ganó una buena parte de ellas, ya que no podía ser de otro modo, 
al regalarse sus propiedades a los amigos de Felipe González en el llamado «proceso de reprivatización de Rumasa». Domingo 
López, tras veintisiete años de pleitos, logró que el Juzgado de Primera Instancia número 4 de Madrid condenara al Estado (y en 
su nombre, al Fondo de Garantía de Depósitos) a pagarle 1.121,8 millones de pesetas por expropiarle el banco en 1990 y vender 
la ficha bancaria al año siguiente al Barclays Bank. Un soldado homosexual asturiano tardó veinticuatro años en los tribunales 
para que se reconociera su derecho a hacer la mili. Cuando se le aceptó, por su edad ya no era apto para empuñar un fusil pero 
pudo jurar bandera. 
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un gran don de gentes inmediatamente se hace amigo de ellos. Muchos se muestran gustosos a estudiar su 
asunto. 


-Éste es un caso de prevaricación de libro. A usted le han hecho la putada del siglo -le dicen casi todos ellos. 


-Mire usted, no soy yo solo. Como yo hay centenares de hombres en Madrid a los que les han quitado los hijos 
y se los han dado a sus mujeres «para que se curen sus paranoias». Es lo que opinan los servicios psicosociales: 
los hijos para las madres, para que superen sus depresiones. ¿Y los hombres no podemos tener depresiones y 
necesitar igualmente el cariño de los hijos?. 


En otras ocasiones habla de la nueva legislación sobre separación y divorcio o de la Ley contra la Violencia 
de Género. 


-La Ley contra la Violencia de Género es inconstitucional. Hay compañeros míos que están prevaricando -le 
dice el presidente de una asociación de jueces. 


-¿Y por qué no procede usted ante ellos?. 
- No voy a ser yo quien tire la primera piedra. 


Lo que ignoran la mayoría de los jueceses que sus conversaciones están siendo filmadas por dos cámaras 
ocultas, que muchas de las grabaciones se han entregado a Interviú, que se niega a publicarlas con los 
nombres y apellidos de los «cazados». Hacerlo no sólo sería ilegal, sino que contribuiría a minar por completo 
el sistema judicia]*] a destruir la confianza en los jueces y a poner al descubierto las irregularidades de 
muchos tribunales españoles y las pequeñas vendettas entre personas que se suponen honorables y ajustadas 
en sus expresioned!*]| 

Francisco Zugasti se ha convertido en un peligro para el sistema. Su fama de «enemigo especialmente peligro- 
so» ha corrido de boca en boca. Hay que silenciarle a toda costa. El objetivo, a partir de entonces, es sacarle 
del sistema, convertirle en un apestado, en un ser irracional, irresponsable de sus actos. Una sentencia del 22 
de julio de 2006 le declara loco. Se dice en el texto: «Tiene dificultades para adecuar su comportamiento a las 
normas, suspicacia, locus de control externo, irritabilidad y agresividad, pensamiento rígido y obstinación, 
querulencia, percepción de ataques a su persona, además de ideas sobrevaloradas e irracionales, ideas de au- 
tosuficiencia que junto con los rasgos de una personalidad de tipo paranoide determinan un comportamiento 
anómalo causante de grave perjuicio para los menores. Es necesario e imprescindible el sometimiento del 
señor Zugasti a una intevención psicológica en los servicios de salud mental como única forma de superar su 
problemática personal», afirma el juez, basándose en los informes de los psicológicos]*] 


La misma sentencia que le manda al psiquiátrico le niega la patria potestad de los menores y el régimen de 
visitas a los mismos. Sin embargo, Z.A. está acostumbrado a este tipo de sentencias y no hay día en que no 
intente hablar con sus hijos. Sabe que no le van a coger el teléfono, pero quiere demostrarles que él está ahí, 
que no les olvida y que luchará hasta la muerte para recuperarles. 


Lo lamentable del asunto es que el suyo no es un caso aislado. Padres desesperados como él, destrozados por 
el dolor de perder a su familia, los hay a centenares en toda España. Son los que el psiquiatra norteamericano 


13Más que nada, por las opiniones tan perversas que tienen unos magistrados de otros, por la forma cainita que utilizan para 
insultarse entre sí. Y, además, por la costumbre de «ponerse a parir» ante cualquir extraño que se acerque a ellos y les dé un 
poco de conversación. 

1MEl autor conoce a muchos jueces y asistió, durante una temporada, a una tertulia con magistrados de la sala 11 del Tribunal 
Supremo. La palabra «prevaricador», utilizada muchas veces por los magistrados en lenguaje coloquial, no tiene el significado 
con que aparece en el Código Penal. Muchas veces es una recriminación entre compañeros por cualquier error a falta nimia. 

15 «El sistema judicial impuesto apuesta por volverte loco, por sacarte de tus casillas; porque te pases todos los días en los 
Juzgados defendiéndote de las injusticias. Y como tienes que estar todos los días en los tribunales, pierdes el trabajo. Como 
has perdido el trabajo, no te dan cuenta la guarda y custodia de los hijos. ¿Cómo le vamos a dar la guarda y custodia de unos 
niños a un señor que es incapaz de alimentarse a sí mismo?. Yo me enfrento a los jueces logro que a una jueza que ha dictado 
una sentencia desfavorable en mi contra sin mirarse un solo papel, atendiendo sólo a los requerimientos de la otra parte, acepte 
la recusación que presento contra ella por "manifiestamente imparcial". Eso, traducido en otras palabras, quiere decir que la 
jueza que me condena prevaricó. Pero, acto seguido, como me enfrento a los jueces en su terreno, como no he hecho otra cosa 
que estudiar Derecho desde entonces y sé más de leyes que todos los jueces juntos, dicen que estoy paranoico. Así me quitan 
de encima sin hacerme caso siquiera.» 
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Norman Bush denomina «muertos en vida», los «zombis vivientes» que sólo esperan ver reparada la situación 
a las que les llevó una ley injusta1*] 


José Antonio Suárez, de las Palmas de Gran Canaria, declara en el programa «Hablar por Hablar» de la 
Cadena Ser en la madrugada del jueves 22 de septiembre de 2006 lo siguiente: 


«Estoy un poquito cansado de la vida, ¿no?. La vida es una mierda y perdona que hable así. [He pasado] de 
tenerlo todo a no tener nada. Yo hasta ahora mismo toda mi vida me la he pasado con mi trabajo, y la verdad 
es que siempre he hecho todo lo posible por ayudar a la gente, me he jugado la vida salvando a la gente porque 
es mi profesión, soy bombero. 


Y ahora, pues, tengo treinta y tres años y estoy viviendo en una situación muy mala, en el sentido de que 
estoy viviendo dentro de mi propio coche; sólo tengo la compalía de una radio, de este teléfono y la única 
llamada que he recibido hoy ha sido la de ustedes. 


La verdad es que estoy desahuciado en el sentido que lo he perdido todo: de tenerlo todo he pasado a perderlo 
todo. Hasta mi trabajo estoy a punto de perder porque no puedo trabajar por la enfermedad que tengo. Bueno, 
estoy enfermo de depresión. 


Me casé, he tenido a mi mujer he tenido a mis hijas, tengo dos hijas preciosas de ocho y catorce años y no 
veo a ninguna de las dos. No quieren saber nada de mí. Mi mujer cogió y se enamoró de otro que era más 
guapo, mejor que yo y me echó a la calle y se quedó con la casa. 


Cuando tienes una nómina o eres alguien todo el mundo te llama de don. Cuando no eres nada ya eres pura 
mierda. Me compré una casa pequeña, que tengo embargada, le dejé la otra a mi mujer por ley, por orden, 
como eran mis hijas pues yo era incapaz de dejar a mis hijas sin vivienda, quiero que la disfruten ellas.» 


Intentó quitarle el uso de la palabra. Franco sacó una sentencia del Supremo según la cual, al ser la última 
posibilidad de defenderse, el reo podía en ese momento recusar a su abogado, aportar nuevas pruebas, hacer 
preguntas a los testigos y casi reiniciar el proceso desde el principio. Su caso es también de antología. 


«Lo que más me fastidia es que la persona que está con mi ex, que está viviendo allí, me haya robado el amor 
de mis hijas, em ha robado la casa y me ha robado todo. Ella pasa alguna vez junto al coche, me ve y se ríe. 
Mis hijas han venido alguna vez y me dicen que yo no les compro regalos para los cumpleaños y él sí, así es 
que las he perdido también. ¿Cómo se los voy a comprar? hoy sólo he comido en todo el día un sándwich con 
una coca-cola, que me han comprado mis compañeros. Me echaron a la calle de la noche a la mañana, no me 
dejaron sacar nada.» 


“Yo nunca he tenido problemas de trabajo -muchas horas en el trabajo, toda la vida dedicado al trabajo-. Ella 
quería salir más, pasaba mucho tiempo fuera de casa. Empezó a salir sola, conoció a esa persona, que era un 
amigo mío, pero claro, la confianza, ¿no?, la confianza es un asco. Y empezó a salir con él. Y al final lo que 
conseguí es que se quedara con mi casa, con el amor de mis hijas y yo viviendo en un mísero coche, tirado 
en una calle cualquiera, hasta que se caiga de viejo o me echen de aquí por ocupar la vía pública. Para mí la 
vida ya no tiene sentido, por loque he donado todos mis órganos para que sirvan a alguien que pueda vivir 
mejor que yo.» 


Testimonios de este tipo se producen a centenares todos los días en bares, restaurantes, discotecas, puestos de 
trabajo y grupos de padres separados. Raramente trascienden a la opinión pública, pese a que el número de 
hombres desahuciados, al borde de un suicidio anunciado, por culpa de la insensibilidad de una ley nefasta, 
es cada día mayor. 


Su único delito fue imprimir un folleto en una fotocopiadora y repartirlo delante de la comisaría d epolicía 
de Burgos, sita en la avenida de Castilla y León. 


En su «informe» J.A.C., interventor de banca, pendiente de jubilación y ligado a las asociaciones de padres 
separados y maltratados de Castilla y León, denunciaba el sucio asunto de las madres que huyen de sus casas 


16 Otros, como Juan Franco, intentan «retorcer el Derecho» hasta sus últimas consecuencias. Tras estudiar la carrera de Derecho 
para defenderse, intentó convertir el acto de la «última palabra», el derecho que tiene el justiciable a decir lo último, en un 
intento de reiniciar el juicio. Cuando el magistrado 
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y se ocultan en los pisos tutelados, albergues y casas de acogida financiados con dinero público y el calvario 
de los padres al intentar conocer el paradero de los menores. 


«Con dinero público se está financiando el secuestro de nuestros hijos, que pasan del control del padre al de 
una serie de ONG desconocidas, de las que muchas veces no se sabe quién es el responsable. Se hace con la 
connivencia de los poderes públicos, que no investigan estas actividades ni se consideran responsables de lo 
que pueda pasar a los menores en estos centros», señalaba. Y pedía que interviniera la justicia para poner 
fin a esas ilegalidades. «Si una mujer se quiere ir con sus hijos a un hotel, que se vaya, pero huir de casa 
llevándose a sus hijos a un hotel, que se vaya, pero huir de casa llevándose a sus hijos a un lugar desconocido 
sin que ninguna autoridad judicial conozca el paradero de los menores es un secuestro, que se comete muchas 
veces en contra de la voluntad de los menores y sin conocimiento del padre», concluía. 


Cuando fue a entregar el escrito en comisaría, el inspector de guardia se negó a recogerlo y le remetió al 
juez. Al día siguiente, hizo entrega del documento-denuncia en los tribunales. Pretendía que ya que existen 
en todas las provincias españoles Juzgados de Guardia, estos niños fueran ingresados -si la mujer decidía 
abandonar el hogar familiar- con conocimiento del juez. 


Los hechos ocurrieron en agosto de 2004. Un mes más tarde en septiembre, recibe un escrito de un Juzgado 
de Valladolid en el que se le acusa de un delito de calumnias e injurias a un funcionario público, al hacer 
responsable a la Policía y a la Justicia de una anómala situación] 


Tras tomarle declaración, en octubre dle mismo año le citan como perjudicado para hacerle un examen 
médico-forense. Después de hablar dos días con el médico, en febrero de 2005 recibe un escrito en el que el 
ministerio fiscal pretende incapacitarle. Y tratan de hacerlo, además, sin que pueda conocer los hechos que 
se le imputan, ya que carece de abogado y procurador, y J.A. se niega a pagarlos. Pretende defenderse solo 
o que se los nombren de oficio. 


El asunto queda en suspenso hasta noviembre del mismo año, en que vuelven a citarle en el Juzgado. El 
empleado de banca, defensor acérrimo de la mediación familiar como única fómula válida para acabar con 
gran parte de los conflictos de familia, pide a los funcionarios judiciales y a la jueza que se identifiquen para 
querellarse contra ellos por indefensión. Pero se niegan a hacerlo y una médico-forense le hace un nuevo 
examen psiquiátrico. 


En diciembre de 2005, sin conocer siquiera al abogado de oficio que le representa, recibe un nuevo escrito: 
«Debe usted someterse a tratamiento psiquiátrico por manía persecutoria.» J.A. acude entonces a su médico 
de cabecera. Éste certifica su buen estado de salud mental. El aparato judicial pretende, no obstante, «curarle» 
a la fuerza o incapacitarld!*] 


Y todo por repartir un folleto denunciando una situación que numerosos españoles conocen y que incluso 
algunos han vivido en sus carnes: a las mujeres les está permitido desaparecer de sus casas e impedir a los 
padres ver a sus hijos durante meses. La Policía y la autoridad judicial, en lugar de intervenir de oficio, optan 
por arrojar un tupido manto de silencio sobre tan espinoso asunto. 


- De otra manera, el abuso de la Ley contra la Violencia de Género está expulsando a centenares de padres 
separados a la calle, a vivir de la mendicidad en los albergues municipales de Madrid, Barcelona, Sevilla, 
Valencia y otras ciudades españolas. Éste es uno de los centenares de casos de la «violencia invisible» del 
Estado, que arroja anualmente a la basura a centenares de varones y protege en exclusiva a las mujeres. 


Pedro Álvarez, Pruno, palentino, de cuarenta y siete años, apenas fue a la escuela. Huérfano de padre y madre 
desde los doce años, tuvo que ingeniárselas desde muy joven para ganarse la vida. 


Ha ejercido un sinfín de profesiones: albañil, escayolista, barrendero, camarero, cocinero y portero. De todos 
los trabajos acababa despidiéndose él mismo: «Los patronos quieren que trabajes mucho y pagarte lo menos 
posible. » 


17La Policía de Burgos había remitido su folleto al fiscal, quien estimó la existencia de dos delitos de calumnias e injurias y 
procedió de oficio contra el supuesto infractor. En cambio, decidió no mover ni un solo dedo para denunciar las irregularidades 
cometidas en muchos casos en las casas de acogida, auténticas cárceles para los menores. 

18 Ayala está divorciado de su mujer desde 1996, pero sus relaciones con ésta y con su hija no son problemáticas. 
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A los dieciocho años se fue a vivir a Palma de Mallorca y empezó a trabajar como camarero en un bar. Allí 
conoció María, una chica con la que empezó a convivir y con la que luego se casó. Se compraron una casa 
antigua en el paseo Marítimo, en una zona hoy reconstruida, y estuvieron viviendo juntos muchos años. 


Se separaron amistosamente y la Justicia, para no dejar desamparada a la mujer le entregó la casa con todas 
sus pertenencias. Pruno, como le conocen los amigos, se quedó en el paro y se dedicó a vivir de la mendicidad. 


Se fue a vivir entonces al Levante español, a Cádiz, y por último, a Canarias. De todas partes le echaban con 
cajas destempladas; le decían lo mismo: 


-Vete a Madrid, que allí te arreglan los papeles y te dan un sueldo. 


En Canarias le dieron un billete y le mandaron en un avión la capital de España. Acabó durmiendo primero 
en un albergue de San Blas y, posteriormente, en otro de Colmenar Viejo. 


-¿No serás separado? ¿No serás un maltratador? -le preguntaban. 
-No, no. Yo nunca he pegado a nadie -decía. 
-Es que si eres un maltratador, no te queremos aquí. El Estado nos quita las subvenciones -le advertían. 


Cuando fue a que le arreglaran los papeles para cobrar un «sueldo» del Estado por lo que había trabajado 
en su vida, como él misom dice, se debió topar con un funcionario un poco chusco. 


-Ahora no le conviene a usted iniciar ningún trámite. La peseta va a desasparecer. 
-¿Y eso qué tiene que ver? 
-Mucho. Espérese unos meses, que le pagarán en euros. 


A Pedro Álvarez aquello le pareció extraño, pero se resignó. Volvió y volvió a reclamar sus derechos sindicales, 
pero nunca le han hecho caso. 


-Ahora trabajo en aquel semáforo. Desde las nueve de la mañana a las nueve de la noche. 


Con la calle como domicilio, suele dormir a la intemperie, pero a veces las lágrimas en los ojos no le dejan ver 
las estrellas. Ha sufrido dos accidentes automovilísticos graves, en uno de los cuales le rompieron el esternón 
y estuvo quince días ingresado en el hospital La Paz. No quiere decir cuánto «gana» al día, ni las veces que 
le han robado otros mendigos, siempre mientras dormía. 


-No crea usted que en los semáforos se vive bien. Yo he pasado malas rachas, en las que sólo he sacado para 
los gastos diarios, y otras en las que ni siquiera tenía para comer -afirma. 


Se conforma con que no tiene que gastarse nada en ropa ni en dormir. El pantalón y polo negro que lleva se 
lo han regalado unos vecinos de la zona de la plaza de Castilla. Cuando no tiene que comer, sabe que siempre 
hay algún portal en el que le dan un bocadillo. 


Sentado en un banco, frente al servicio médico de RTVE, en la calle Enrique Larreta de Madrid, sueña todavía 
con poner un negocio y abandonar su vida de perro callejero. 


-El otro día hablé con los médicos a ver si me vendían el local. Pienso instalar ahí un minicasino, que es lo 
único que se puede poner en esta zona. 


-¿Y por qué un minicasino? 


-Porque ya hay cinco bancos, una cochera, un supermercado, dos bares, tres cafeterías y un quiosco de lotería. 
Lo único que se puede poner es un bingo o un minicasino -razona. 

Hace unos días pasaron a verle dos personas de los servicios sociales del ayuntamiento de Madrid y le ofrecieron 
ayuda. 


-¿Usted cree que me dará para comprar ese centro? Porque, en ese caso, todavía me caso con Ana, una 
camarera de un bar cercano. 
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Tras su ruptura matrimonial, la falta de contacto con sus tres hermanas, que viven en Palencia, «todas ellas 
casadas», la carencia de amigos y de conocidos le han arrastrado a que no tenga a nadie en el mundo en 
quien confiar ni a quien pedir ayuda. «Un día me encontrarán muerto los de la basura, llamarán a los de las 
pompas fúnebres y me llevarán a ese otro basurero, el de los muertos», bromea. 


En 2005, por primera vez, los informes anuales de Cáritas hacen referencia a un nuevo tipo de marginalidad 
que existe en España: la de los padres separados, echados de sus casas, dedicados a vivir de la caridad pública. 
Muchos de ellos «malviven en la pobreza más absoluta», se dice en el informe. 


De repente, desde que entró en vigor en 2003 la orden de alejamiento, la cifra se ha multiplicado por diez. 
En 2004 son el colectivo de pobreza más importante, después de los ecuatorianos, marroquíes, gitanos y 
rumano; 


Antonio Luengo Dosantos, médico, neurólogo del hospital de La Princesa de Madrid, se encontraba en junio 
de 2005 a punto de viajar a Estados Unidos a realizar un curso sobre su especialidad. 


Entonces le llamó un miembro de una Asociación de Padres separados para que acudiera a ver a un «mal- 
tratado» por la Justicia, en el municipio madrileño de Aranjuez. 


Fue en un pequeño Smart a la urbanización Balcón del Tajo y se encontró con una persona completamente 
destruida. Se llamaba Vicente Rodríguez, era de origen gallego y trabajaba en el sector del frío de Madrid. 


-Cuéntame lo que te pasa -le preguntó. 


Se entera así de que se trataba de un hombre separado al que su mujer no paraba de putear con denuncias 
falsas supuestamente por romper la orden de alejamiento. 


La última de ellas había ocurrido hacía unos días en el puente de Vallecas mientras arreglaba una nevera 
acompañado de otro trabajador. De pronto irrumpió la policía en el establecimiento. 


-¿Es usted Vicente? 

-Sí, ¿qué pasa? 

-Queda detenido por acercarse a su mujer. 

-Pero si yo estoy trabajando en esta punta de Vallecas y ella está en la otra parte del barrio... 
-No, ella está ahora mismo con nosotros, en la puerta, en el coche patrulla. 


-Y yo, ¿qué culpa tengo? ¿Tendré que marcharme de España para trabajar y pasar la pensión a mis hijos? 
Se lo llevaron detenido y una jueza dictó una orden de internamiento en la casa que tenía en construcción, 
en Balcón del Tajo (Aranjuez), sin luz, agua ni servicios higiénicos. 


El doctor Luengo le auscultó y se dio cuenta de que una persona que meses antes era un individuo sano 
padecía ahora una angloplastia y una cardiopatía isquémica producto de la situación de angustia en la que 
se encontraba sumido. 


La última orden de alejamiento, un enterramiento en vida, había agudizado su cuadro clínico. Sin hermanos, 
primos ni cuñados en Madrid, vivía solo, enclaustrado, como un ermitaño. No se le permitía salir ni para 
hacer la compra. La Guardia Civil de Aranjuez tenía la obligación de verificar cinco veces al día que no 
abandonaba la «casa». La persona sana, campechana y sin problemas que había sido meses antes se había 
convertido casi en un despojo humano. 


-¿De qué te alimentas? 
-¡De raíces cocidas! -comentó Vicente. 


Tras comprobar que, además de la cardiopatía, sufría una situación de anemia que le hacía perder el equilibrio 
y caerse al suelo con frecuencia, Luengo habló con el sargento de la Guardia Civil. 


19 Tres de ellos están instalados exactamente en la plaza de las Salesas junto al Palacio de Justicia de Madrid. 
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-Esto es intolerable. No se puede tener a un ser humano encerrado en estas condiciones. ¡Esto es peor que la 
cárcel! 


El sargento le dio la razón. El tampoco podía hacer nada. Así que aquel día decidieron ir a un Carrefour y le 
llenaron una nevera de gas que tenía de los productos básicos de una casa: aceite, garbanzos, azúcar, lentejas, 
arroz, carne y pescado. También le compraron varias medicinas para su dolencia cardíaca. 


El «encierro» al que le había sometido la justicia le hizo perder el trabajo. «Cuando pasó a comer mejor, a 
dormir bien y a recuperar su estado anímico, como tenía todos los carnets de conducir, logramos colocarle 
como conductor autobuses en Aranjuez. En los ratos libres arreglaba neveras y máquinas de frío en los bares 
cercanos», afirma Luengo. 


-Cuando estés tranquilo, grábalo todo. Deja constancia de cómo vivías y de cuál es tu situación ahora -le 
sugirió el neurólogo, al tiempo que le dejaba una cámara de vídeo. 


Nacido en Santa Eugenia de Ribeira, en la Costa de la Muerte (La Coruña), Vicente Rodríguez había 
trabajado en su juventud en una empresa de chatarra con sus hermanos. Luego, con todo el dinero ganado, 
se había trasladado a Madrid y se había casado con una empleada de El Corte Inglés del Campo de las 
Naciones. La separación fue su muerte. 


-¿Qué tal Vicente? -le preguntaba su hermano Marcelino desde La Coruña. 
-Feito un buey -le respondía. 


Nunca quiso contar a sus hermanos su situación familiar, cada vez más deteriorada. Pero mucha gente sabía 
que, perdida toda esperanza, su única obsesión era dejarse morir, que se lo llevara la marea a sus tierra de 
Galicia. A principios de junio, la Guardia Civil le encontró en estado preagónico y le trasladaron al hospital 
Doce de Octubre de Madrid. Al poco tiempo falleció. 


«A mí me dijeron que ingresó con unos fuertes dolores de estómago, que se le paró el corazón y no fueron 
capaces de reanimarle, no sé nada más», cuenta Marcelino Rodríguez desde la Coruña, al que llamaron para 
que se llevara el cadáver. Nunca pudo recuperar su casa del Balcón del Tajo, cuya propiedad con su ex mujer. 
Ahora descansa en paz en su pueblo natal, Santa Eugenia de Ribeira, junto al crucero del Cruceiro do Cristo 
dos Aflixidos. 


Tras su muerte, su nombre sigue vivo en el registro de maltratadores. Nadie, ni siquiera la Justicia, se ha 
interesado por su suerte. 


Antonio Heriberto López era un chileno que había dedicado toda su vida a estudiar. Doctor en sociología, 
filosofía, psicología, teología, económicas y dirección de empresas, tenía todas las posibilidades del mundo de 
convertirse en uno de los grandes «gurús» de la banca o del pensamiento filosófico o teológico. 


En 1985 le ofrecen el decanato de la Facultad de Filosofía de Córdoba, pero prefiere quedarse en Madrid. 
Su contrato con la Universidad Complutense, de la que es profesor de sociología, y su consulta privada de 
psicología le permiten vivir razonablemente bien. Heriberto López sacrifica, de esta manera, su promoción 
personal y las vanidades mundanas por su familia. Está casado con una empleada de Campsa que no quiere 
marcharse de Madrid y tiene dos hijos. 


De repente, la pareja se rompe. «Yo no he visto nunca un puteo y un maltrato tan despiadado contra un 
hombre. Sabiendo que era un simple funcionario, su mujer le puso a los hijos en contra diciéndoles que era 
multimillonario y que no les pagaba los caprichos que su madre pretendía», afirma su amigo, el doctor Antonio 
Luengo. 


La ruptura con los hijos le llevó a un proceso de autodestrucción absoluta. «Víctima de sus sufrimientos y 
de su ansiedad, cayó en el alcoholismo, dejó sus clases universitarias, los inquilinos que tenía en su piso le 
abandonaron y no se recuperó jamás», agrega. 


La situación más miserable la vivió el neurólogo cuando ya se sabía que iba a morir. «Como había pedido 
el divorcio y si se lo daban, perdían el piso de él, algunos miembros de su familia hicieron lo imposible para 
montarlo en un avión, mandarlo a Chile y quitárselo de en medio». 
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Antonio Heriberto López falleció en 2002 después de dejar grabada en una cinta magnetofónica cómo la 
destrucción de su familia y la pérdida de los hijos le había conducido a la desesperación, a la ruina, al 
abandono y a una muerte que presentía cerca. 


Su cadáver lo encontraron los vecinos en su piso de la Ronda de Atocha, cerca de Embajadores, en Madrid, 
por casualidad. Habían acudido a llevarle comida y tras llamar varias veces al timbre, se inquietaron de lo 
que no les abriera. 


Cuando los bomberos echaron la puerta abajo, llevaba varios días inerte, con el cuerpo lleno de hematomas 
por los problemas de coagulación que sufría. «Ayer he vuelto a perder la fe en la Justicia, no me dejan ver 
a mis hijos y quieren apartarme del mundo como si fuera un apestado. Por la venta de mi casa, que se ha 
encargado de liquidar una empresa buscada por mi ex mujer, sólo me han dado 35 % de su valor. Las metas 
por las que cualquier ser humano lucha -hogar, familia, hijos, parientes, amigos- me las han arrancado todas 
de un golpe y cada vez pienso que no vale la pena vivir si no tienes nada que te incite a hacerlo», le contó a 
su amigo Luengo. 


Paradojas de la vida, tras su fallecimiento, todos los que ayudaron a enterrarle en vida acudieron a su sepelio, 
incluida su ex mujer, que vestida de negro, derramó unas cuantas lágrimas en silencio rodeada de sus hijos, a 
quien Heriberto pudo «hablar» por cinta magnetofónica antes de partir hacia nuevos horizontes. Su cadáver 
fue enterrado en el cementerio de La Almudena (Madrid) y permaneció sin lápida, como un muerto sin 
nombre, hasta que un grupo de amigos tomaron la iniciativa de encargarle una y colocarla clandestinamente, 
ya que carecían de autorización para hacerlo. 


Junto al caso ya narrado de Vasilica lulian Grosu, padre separado, iudadano rumano y residente en Bucarest 
(Rumanía) que el 11 de julio de 2005 decidió suicidarse a lo bonzo porque un Juzgado español le «expropió» 
a su hijo, centenares de hombres divorciados se quitan la vida todos los años en España tras un proceso de 
separación y divorcio. 


La mayoría de ellos lo hacen utilizando una pistola o colgándose de un árbol, pero en el Registro Civil, para 
ahorrarle el sufrimiento a sus familiares y ocultar las vergúenzas de la sociedad, la causa de la muerte se 
inscribe como «asfixia por suspensión». Veámos algunos casos. 


Luis Rodríguez de las Heras, empleado de Iberia, y Marina Sanz habían tenido un noviazgo y un matrimonio 
de los de película, de esos que marcan época. 


Luis era sobrino nieto de un diplomático franquista, con tierras en Trujillo (Cáceres), y a sus ingresos laborales 
como trabajador por cuenta ajena unía las rentas de las fincas familiares. El dinero le permitía asistir a saraos 
a todas horas, pases de modelos, estrenos de ópera en el Convent Garden de Londres, el Metropolitan de 
Nueva York y la Scala de Milán, viajes por todo el mundo y estancias de fines de semana en países exóticos. 


En 1996 vino su primer hijo y apenas dos años después, Marina se quedó embarazada de un segundo. Entonces, 
sucedió algo raro. Luis, su marido, comenzó a verse con más frecuencia de lo habitual con Fernando, un 
periodista de radio de España. 


-¿Es que sois novios? -preguntó Marina en broma. 
El se puso colorado, rojo como aquí hay tomatd?] 
-Pero ¿qué dices? ¡Estás loca! 


Lo cierto es que entre el empleado de Iberia y el periodista se había fraguado algo más que una relación de 
amistad. Aunque Luis y Fernando no escondieron sus sentimientos, ocurrió el «milagro». El matrimonio no 
se rompió y el conocido eslogan que se aplica a las parejas bisexuales -tres somos multitud- no se cumplió en 
este caso. 


Por el contrario, el matrimonio más uno hizo uno de esos viajes de ensueño a Nueva York, en el que se 
hospedaron en el Plaza, el hotel de las estrellas y de los grandes ejecutivos, se paseron por la Quinta Avenida 
en una limusina blanca de 15 metros de largo y revivieron una nueva «luna de miel». 


20La expresión es rojo como un tomate. «Aquí hay tomate» es un programa de Tele 5 dedicado a los asuntos del corazón. 
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Los dos varones le compraron a la damisela un brillante de ocho quilates, la colmaron de regalos y parabienes 
y, a la vuelta a Madrid, todos se fueron a vivir a un piso de la calle Corazón de María y a Marina y a los dos 
niños le compraron un piso nuevo de 150 metros cuadrados en Diego de León. 


Sin embargo, Luis y Fernando, convertidos ya abiertamente en una pareja de gays, se fueron a vivir a Ibiza, 
y de vez en cuando pasaban largas temporadas en Madrid para ver y atender a los niños. 


«Eran los niños mejor vestidos del barrio. La persona que se encargaba de elegir los modelos, comprarles la 
ropa y vestirlos era Luis, que hacía de padre y de madre. El amor por sus hijos no tenía parangón y entre los 
amigos, muchas mujeres decíamos por qué nuestros maridos no se iban con un tío, nos dejaban en paz y se 
desvivían por sus hijos», afirma una de las testigos de aquella etapa. 


El tren de vida del trío duró el tiempo en que dilapidaron la mayor parte de la fortuna de Trujillo del tío 
abuelo, por cierto también un conocido gay. Cuando las cuentas corrientes comenzaron a menguar y Luis se 
replanteó pedir su reingreso en Iberia, se produjo la crisis. 


Marina pidió la separación de su marido y comenzó a proteger a sus hijos de las «malas compañías» de su 
esposo, no fuera que se «contaminaran» con sus ¿malas influencias». Empezó entonces un terrorífico calvario 
para la pareja de gys. 


«Me está quitando la vida, no me deja ver a los niños», se quejaba el padre. Al poco tiempo empezó a entrar 
en depresiones, a visitar cada vez con más frecuencia la psiquiatra y a contar a sus amigos que «él se quería 
morir», que «la vida no vale nada», «lo que yo le he dado a esa zorra para que tenga ese comportamiento 
conmigo», «putón verbenero», «mala madre», «desagradecida». 


Sus viajes a Madrid eran más y más frecuentes. Un día, la pareja Luis/Fernando no se fue a dormir a casa. 
Alquilaron una habitación en el hotel Los Galgos, situado en el barrio de Salamanca, pidieron Don Perignon 
y caviar para cenar y se dispusieron a disfrutar de una noche loca, a decir de los camareros y del gerente del 
establecimiento. 


Poco después llamaron a recepción. Había un hombre muerto en una de las habitaciones. Cuando llegó la 
Policía, halló el cuerpo sin vida de Luis y a Fernando en estado preagónico. Los llevaron a la clínica de los 
Hermanos de San Juan de Dios, cerca de la calle López de Hoyos, y lograron salvarle la vida. 


Los inspectores de la Brigada Provincial de homicidios de la policía judicial hallaron varias cajas vacías de 
barbitúricos de diversas marcas, cocaína y alcohol en abundancia en la «suite». 


«Tomo esta decisión por el insoportable dolor que me causa no poder ver a mis dos hijos, que se denigre 
al figura del padre ante ellos y que se eche basura todos los días sobre mí, denigrando mi condición de ser 
humano», dejó escrito Luis en una nota. 


Para los policías no existían dudas de lo que ocurrió aquella noche en el hotel Los Galgos. Un intento de 
suicidio, consumado en un caso y fustrado en el otro. 


Lo que puso fin a su vida fue la decisión de la familia de su mujer, avalada por los jueces, de impedirle todo 
contacto con sus hijos. No lo soportó. 


Adolfo Balbuena Anel era teniente coronel del Ejército del Aire, un excelente piloto de escuadrilla. Todos sus 
compañeros le tenían por una persona inteligente, bien formada y con una gran capacidad de trabajo. 


Militar chapado a la antigua, en una fecha desconocida por el autor se casa con A.S. Tiene un primer hijo y 
entonces se le detecta un tumor cerebral irreversible. 


Todos los médicos que consulta lo dan por desahuciado. Sin embargo, tras una serie de operaciones y gracias 
asu fuerza de voluntad logra salvar la vida e incluso tiene otros tres hijos más. 


Aunque la enfermedad cerebral no le deja secuelas visibles, el reglamento del Ejército del Aire no deja nada 
al azar. Cuando reingresa en el Cuerpo, le dan de baja en la escala activa y le destinan a la de tierra. 


Balbuena vive entonces con su familia en la calle Aviación Española, en las cercanías de Cea Bermúdez, y 
no tiene queja alguna. Por el contrario, da gracias al cielo por seguir viviendo y disfrutando de su familia e 
hijos. 
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Oriundo de Galicia, donde su familia posee algunas tierras, en los años noventa ocurre la desgracia. Su mujer 
se acoge a la Ley Fernández Ordóñez y le pide el divorcio. 


Quienes le conocieron en esa época recuerdan que la vida del coronel del Aire cambió radicalmente. Dejó 
de salir y de frecuentar a los amigos y se recluyó en su casa, donde llevaba una vida casi monacal. Sólo el 
contacto con sus hijos le producía cierta alegría. 


Por esa época, el Ministerio del Defensa, dentro de sus planes de amortización de viviendas militares, permite 
a los usufructuarios de las casas que puedan comprarlas. Adolfo Balbuena Anel renunció a su derecho y lo 
subrogó a nombre de su ex mujer y sus hijos «para que no se quedaran en la calle». 


Él se fue a vivir a una de las calles perpendiculares que desembocaban en Raimundo Fernández Villaverde, 
en el centro de Madrid. Experto en guerra electrónica, le destinaron a Torrejón de Ardoz a desarrollar con 
otros compañeros el programa de lucha antimisiles en colaboración con las empresas Inisel e Indrd?!] (Juego 
fusionadas), y ara estar más cerca de su trabajo trasladó su domicilio al número 27 de la calle Virgen de 
Loreto, junto a la base militar. 


Hace unos cuatro años, al cumplir los sesenta y cinco años de edad, le jubilaron. Y al poco tiempo, cayó en la 
cuenta de que la vida se había cabado para él. La tarde del 8 de noviembre de 2002 se fue a ver a un general 
amigo que trabajaba en el hospital de la Moncloa del Ejército del Aire. Pasó un rato con él y le comentó su 
situación: 


-Desde hace un mes no hago más que ver películas por televisión. No sé qué otra cosa puedo hacer. 
-Pues eso no es bueno para nadie. Deberías buscarte algo en qué entretenerte. 
-No te preocupes. Ya lo tengo todo decidido. 


Tras despedirse de su jefe y amigo, bajó andando por la avenida de la Moncloa hasta el Institudo Antómico 
Forense, situado en la Ciudad Universitaria de Madrid. 


AMlí, ante la puerta, sacó un revólver, se lo metió en la boca y se pegó un tiro mortal de necesidad. De esta 
manera le ahorraba el trabajo a todo el mundo, incluido a los forenses, que no tuvieron que desplazarse para 
hacer el levantamiento de cadáver. 


Cuando tras intentar salvarle la vida se le dio por muerto se revisaron sus bolsillos, se encontró la imagen 
de la Virgen de Loreto, la patrona de los aviadores, de la que era devoto. Había también un informe sobre 
las enfermedades que había padecido y una declaración firmada mediante la cual donada todos sus Órganos 
a las personas que pudieran necesitarlos. 


En su casa de Virgen de Loreto, 27 (Torrejón de Ardoz), se halló su testamento, legando las cuatro cosas 
que tenía y el poco dinero de que disponía a sus cuatro hijos. No culpabilizaba a nadie de su muerte, pero 
muchos compañeros suyos sabían que era una idea que no se le iba de la cabeza desde su separación. 


En su tumba no hay epitafio alguno, pero alguien podría escribir: «Hasta el última instante de su muerte 
fue un hombre bueno con los suyos, incluso con aquellos que le dieron la espalda.» No se quedaría corto ni 
mucho menos. 


Alberto Santos, pedagogo de cuarenta y nueve años, leyó la Declaración Universal de Derechos Humanos y la 
Declaración de Derechos del Niño: «La condición de padre es innata y dura toda la vida, hasta el fallecimiento 
o desaparición física del progenitor o progenitores. -Siguió con la lectura-: El niño, para el pleno y armonioso 
desarrollo de su personalidad, necesita amor y comprensión. Siempre que sea posible deberá crecer al amparo 
y bajo la responsabilidad de sus padres y, en todo caso, en un ambiente de afecto y de seguridad moral y 
material. Ninguna persona, sea hombre o mujer, por ninguna circunstancia, puede ser privado del contacto 
con sus hijos, habidos en matrimonio, de adopción, utilizando úteros de alquiler o menores de edad con los 
que haya tenido una relación de convivencia dentro del hogar». 


21 Juzgado de Instrucción 9 de Madrid. Previas 6364/02. 
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A continuación buscó los primeros artículos de la Declaración de Derechos Humanos. Los repasó de nuevo, 
deteniéndose amargamente en cada palabra: «Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la es- 
clavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas |...]. Nadie será sometido a torturas ni 
apenas o tratos crueles, inhumanos o degradantes |...]. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, 
derecho a igual protección de la ley. T' odos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que 
infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación |...]. Toda persona tiene derecho a 
un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.» 


«Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado |...]. Toda persona tiene derecho, en condi- 
ciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 
para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella 
en materia penal [...]. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las 
garantías necesarias para su defensa. » 


Miembro de la Asociación de Derechos Humanos de Alcalá, buscó los artículos que hacen referencia a la 
honra y a la reputación, a la libre circulación por su país, a la elección de residencia y al derecho de asilo y 
amparo. 


«Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, 
ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derechoa la protección de la ley contra tales 


injerencias o ataques |...]. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado |...]. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 
regresar a su país [...]. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, 


en cualquier país.» 


Alberto Santos llevaba dos años separado y convertido en un ciudadano de segunda clase, con una orden de 
destierro por treinta y seis meses, sin derecho a ver a sus hijos y con la obligación de mantenerlos mientras 
su familia materna trataba de borrar su figura de las mentes infantiles. 


En 2005 se fue a un monte cercano a su casa y se colgó de un pino. Su cuerpo fue encontrado dos días más 
tarde, con los pies desnudos, los pantalones hechos jirones y las piernas llenas de mordeduras de perros hasta 
la cintura. La presencia de restos de semen reseco en sus calzoncillos confirmó al forense que se había quitado 
la vida voluntariamente. 


En Estados Unidos, el lugar más popular para quitarse la vida es el puente Golden Gate sobre la bahía de 
San Francisco, en California. Desde su construcción hasta 2006, unas doscientas mil personas se han arrojado 
a la bahía para siempre. 


La mayor parte de los suicidas han sido hombres. «El mayor factor de riesgo que lleva a un hombre al suicidio 
es el divorcio, el segundo, la pérdida de su casa y de su trabajo», afirma el psiquiátra Luis Rojas Marcos en 
una entrevista con el periodista Sebastián Morend??] 


Este médico sevillano, profesor de psiquiatría de la Universidad de Nueva York y que ha dirigido todos los 
hospitales mentales públicos de la ciudad de los rascacielos, revela otros datos significativos: la autonomía de 
la mujer, su igualdad económica con el hombre y los cambios culturales que la han liberado de su tradicional 
papel de ama de casa no sólo han incrementado en el sexo femenino el cáncer del pulmón, la hipertensión, el 
infarto de miocardio y la úlcera de estómago, enfermedades típicamente masculinas, sino también las tasas 
de delincuencia. «Las mujeres, que en 1962 cometían el 10% de los delitos de Estados Unidos, alcanzaron el 
20% en 1991. En este período, el número total de mujeres detenidas fue del 48 2x2] 


Regresando al asunto de los suicidios masculinos, Rojas Marcos, al igual que la mayor parte de los psiquiatras 
españoles, considera que son muy superiores entre los hombres separados y divorciados, en la franta de los 
treinta y cinco a sesenta años, que en las mujeres. 


22 Tiempo, 22 de diciembre de 1996. 
23Luis Rojas Marcos, Las semillas de la violencia. Premio Espasa de Ensayo, 1995. 
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Según el informe Iceberg ya citado en este libro, las cifras del Instituto Nacional de Estadística revelan que el 
número de suicidios es 2,94 veces superior en hombres casados y con hijos que en mujeres. La cifra se dispara 
a 4.06 veces más en hombres divorciados respecto a mujeres en las mismas circunstancias. 


Los datos son muy parecidos a los publicados en el año 2000 en Estados Unidos. El riesgo de suicidio en 
hombres divorciados o en parejas desestructuradas y en crisis era el doble que el de los hombres casados sin 
problemas familiares. 


El anuario estadístico del Ministerio del Interior correspondiente al año 2005 confirma estos datos. En 2005 se 
suicidaron oficialmente en España 3.867 hombres y 2.802 mujeres. La mayoría de las personas que decidieron 
quitarse la vida tenían entre veinte y cincuenta años. En cuanto a los hombres, un 85% de los que optaron 
por administrarse a sí mismos la solución final eran divorciados o varones con crisis matrimoniales graves. 


«La única variable que indica que se suiciden más hombres que mujeres en España, al igual que en muchos 
países civilizados, es que a éstos el Estado les ha roto su proyecto de vida y les ha mandado a la marginalidad», 
afirma el nurólogo Antonio Luengo, dato que confirma el psiquiatra José Miguel Gaona, uno de los mayores 
expertos en la materia en este país. 


Desde la entrada en vigor de la Ley contra la Violencia de Género, ha irrumpido en escena un fenómeno 
nuevo, que tiene inquietos a los ortodoxos miembros del Observatorio sobre la Violencia de Género del 
Consejo General del Poder Judicial, partidarios de la política del «palo y tente tieso». He aquí un ejemplo. 


«12 de enero de 2006 (Agencias). -Los cadáveres de una oficial del Ejército, su hija de cinco años y su 
compañero sentimental, también militar, fueron hallados anoche en una vivienda de militares de la base 
aérea de Zaragoza. Todos tenían disparos y todo apunta a que el hombre habría disparado a su ex compañera 
sentimental y su hija antes de suicidarse. 


Según fuentes de la investigación, el presunto autor de los disparos es el hombre, un capitán de treinta y 
nueve años llamado Manuel Cuadrado y natural de Málaga. El militar estaba destinado en la Escuela Oficial 
de Técnicas de Defensa. Ella se llamaba Alicia Murcia, era sargento especialista, tenía treinta y cinco años 
y era de Almería. 


Al parecer, el hombre recogió ayer del colegio a la niña, que tenía cinco años, y esperó a la mujer en la 
vivienda donde se produjeron los hechos, un piso de la base aérea de Zaragoza. La pareja estaba separada 
desde hacía tres años, aunque habían vuelto a reanudar la convivencia. 


Los cuerpos sín vida de los dos militares y la niña fueron encontrados en torno a las doce de la noche en una 
de las viviendas militares dela base. Hacia las tres de la mañana se ordenó el levantamiento de los cadáveres, 
que han sido trasladados al Instituto Anatómico Forense de la capital aragonesa. » 


El niño de la pareja, de ocho años, fue quien contó a la Guardia Civil cómo habían ocurrido los hechos: 
aquella tarde, su padre y su madre habían discutido y para que él no se enterara de lo que pasaba, lo habían 
mandado a jugar a la calle. Luego vio salir a su padre, montarse en el coche y desaparecer. A partir de ese 
momento, llamó al timbre, pero nadie le dejó entrar en la casa. 


Aquel 1 de agosto de 2006, María del Rosario Pino Santana, de treinta y cuatro años, y su marido, Antonio 
Javier Rodríguez Travieso, de cuarenta, habían discutido en su casa del número 16 de la calle la Gomera 
(Arucas), en la isla de Gran Canaria. 


La pelea concluyó de manera infausta. Javier Rodríguez agarró por el cuello a su mujer y la estranguló. 
Luego, arrepentido por haberle quitado la vida a un ser humano, salió de su casa, se montó en el coche, se 
desplazó al puente del Juncal, entre los municipios de Galdar y Agaete, y se arrojó al vacío, quitándose la 
vida. 


Como es habitual en estos casos, la pareja no había denunciado malos tratos previamente, lo que indica que 
probablemente se trataba de un matrimonio normal. El suicidio de Antonio Rodríguez Travieso, por otra 
parte, constituía el caso número veintiuno de varones que se habían quitado la vida o que habían intentado 
hacerlo tras matar a sus esposas en un momento de arrebato pasional, por celos o en un acto de locura 
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mental transitoria. Traducido a porcentajes, el 38% de los hombres que atentaba contra sus mujeres acaba 
suicidándose, llegando en algún caso un varón a quitarse la vida tras dejar malherida a su mujer o compañera 
sentimental. 


«La causa principal de esta locura colectiva es la Ley contra la Violencia de Género, que acorrala al hombre 
y no le deja ninguna salida en su vida más que la de matar y acabar con su propia vida, lo que es del todo un 
punto de vista execrable. Por eso hay que poner fin a la desesperación humana. Son necesarios los centros de 
mediación, los centros de acogida para hombres. Así, ante una situación de violencia en la pareja, en lugar 
de llegar a una situación límite, de no retorno, que sepa adónde acudir a pedir consejo y no acabe siempre 
en una comisaría de policía», afirma el psiquiatra José Miguel Gaona. 


Vicenta Guzmán Izquierdo, presidenta de la Federación de Asociaciones de Custodia Compartida, y Eugenio 
Suárez, piloto de Iberia y miembro de esta asociación]? participan de la misma idea: «No se puede combatir 
la violencia con más violencia. Sólo la mediación y la custodia compartida son las fórmulas para acabar con 
las muertes de hombres y mujeres», le cuentan en un informe al ministro de Justicid?] 


Sin embargo, en contra de la versión oficial, conviene no olvidarlo: el hombre asesina más a su ex mujer o 
compañera sentimental. Al mismo tiempo, es la mayor víctima de la guerra de sexos, aunque muchas de las 
muertes pertenezcan a ese mundo invisible donde la conciencia crítica de la sociedad no quiere molestarse en 
investigar. 


Sería tanto como reconocer que los varones somos más débiles, más vulnerables y, en el fondo, mucho más 
inseguros que las mujeres, y recurrimos más a la destrucción y a la autodestrucción, como afirma Herb 
Goldberg en The Gender Trap, el libro que rompe todos los mitos y tabúes del varón como centro del 
universo. 


24Separado de una mujer, piloto también de Iberia, Suárez y su ex compañera han llegado a un pacto para solucionar el 
problema de la guarda y custodia de su hija, África. La joven vive con su padre en las Palmas de Gran Canaria, que se 
encarga de su educación. Cada vez que su madre quiere tenerla con ella, su ex marido toma un avión y se traslada a Madrid 
para que puedan estar juntos. «Es la mejor fórmula que hemos encontrado y los dos estamos encantados con ella. La niña, 
afortunadamente, tiene padre y madre, no ha sufrido ningún trauma y nos quiere a los dos por igual», afirma Eugenio Suárez 
al autor del libro en un claro intento de que cunda su ejemplo. 

25La custodia compartida en España: el presente y el futuro deseable, 30 de junio de 2006. 


Capítulo 21 
Asesinar a hombres sale más barato 


Asesinar a la mujer en el domicilio conyugal, en la intimidad o ante los hijos suele saldarse 
con condena de cárcel de entre veinte y veinticinco años. En cambio, cuando es la ex esposa, 
la esposa o la compañera sentimental la que comete el mismo delito, en muchas ocasiones sale 
gratis y, en el resto, se suele liquidar con penas de prisión que nunca superan los nueve años, al 
tenerse en cuenta atenuantes como el de «actuar en defensa propia», matar bajo una situación 
de «miedo insuperable», hacerlo bajo «ofuscación» y la «enajenación mental transitoria». Ocurre 
en Madrid, Barcelona, Sevilla, Baleares y en cualquier otra provincia española, haya hijos de por 
medio o no. Las mujeres condenadas, por otra parte, muy pocas veces van a la cárcel: se les interna 
en centros sanitarios para recibir tratamiento mental. Los hombres, por el contrario, en muchos 
casos no salen vivos de la cárcel. Sus propios compañeros se encargan de enviarles al otro barrio, 
lo mismo que ocurre con los violadores. Y es que el Código Penal español, lo mismo que la Ley 
contra la Violencia de Género, son textos legales tan machistas que consideran a la mujer un ser 
inferior, cuyos actos merecen un menor reproche social. No es un caso exclusivamente español. En 
Inglaterra, Canadá o Estados Unidos, por ejemplo, las mujeres reciben un tercio de la condena 
por asesinar a su marido o cortarle el pene, como ocurrió en el caso de Lorena Bobitt. 


Una semana antes, su ex mujer había destrozado todos los muebles de la casa, y en la madrugada del sábado 
8 de enero de 2005, los vecinos escucharon una fuerte discusión en el apartamento que le había prestado un 
amigo en Ibiza. 


-O vuelves conmigo o te mato- le amenazó su ex mujer. 


Para demostrar que no hablaba en balde, le rompió el teléfono móvil en la cabeza, le dio media docena de 
guantazos y luego le atacó con un palo en la nuca. El hombre empezó a vomitar, pero ni aún así terminó la 
agresión. 


El ex alcalde de Formentera y ex diputado provincial por el PSOE, Bartolomé Ferrer Martí, de cincuenta y 
nueve años, había quedado aquel fin de semana con su ex mujer, M. R. P. B., de cuarenta, para buscar una 
reconciliación a sus vidas, separadas desde 2004. Lo que consiguió la mujer fue desatar el fuego del infierno. 


Tras propinarle la paliza más seria que había recibido en toda su vida, la mujer se marchó de casa, dolorida 
y terriblemente enfadada. 


-¡Ojalá te pudras, maricón de mierda!- le espetó la despechada dama desde la puerta. 


Bartolomé Ferrer se metió en la cama, muy deprimido, y se pasó entre las sábanas cuarenta y ocho horas. 
Pasados los primeros momentos de dolor, decidió salir a la calle para tomar el transbordador que había de 
llevarle de Ibiza a Formentera. Un amigo, que le acompañó en el barco, al verle hecho un Cristo, se lo preguntó 
a bocajarro. 
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-¿Te ha pegado tu mujer? 
-Sí, hemos discutido. 


Al observar el estado desastroso en que se encontraba, el amigo le sugirió acudir a la policlínica Nuestra 
Señora del Rosario de Ibiza. 


-Sí, ¿y cómo justificó las lesiones? ¿Le digo al médico de guardia que mi ex mujer me ha pegado? 


Bartolomé Ferrer regresó a su casa y volvió a meterse en la cama sin querer saber nada del mundo. Le dolía 
terriblemente la cabeza e intentó aliviar las molestias con un bote de aspirinas. 


Sin embargo, su situación empeoró, y el lunes 11 de enero, un amigo del ex alcalde llamó alarmado a su hija 
Alejandra, de un anterior matrimonio, Cuando llegó a Formentera, lo encontró tirado en el suelo en estado 
de coma. 


Bartolomé Ferrer Martí fue internado inmediatamente en la unidad de cuidados intensivos de la policlínica 
Nuestra Señora del Rosario. Allí, tras estudiarle las lesiones que tenía, el equipo de guardia exclamó: 


-Este hombre no ha muerto de milagro. 


Para intentar recuperarle le sometieron a un coma inducido y a su mujer la llamaron a declarar primero ante 
la Policía Nacional y posteriormente en el Juzgado de Guardia. Allí se defendió como gato panza arriba. 


-No sé lo que le habrá pasado. Sólo recuerdo que esa noche vomitó mucho y se dio un golpe en la taza del 
retrete. 


Quedó en libertad bajo fianza, con orden de presentarse cada quince días ante la Guardia Civil, lo que hizo 
reflexionar a su hija. 


-Si en lugar de un hombre, hubiera sido una mujer la que se encontrara en la UCI, ahora el agresor estaría 
entre rejad'!| 
Tras pasar un mes intubado, recibiendo alimentación intravenosa, Bartolomé Ferrer falleció el 10 de febrero 


de 2005. Ese año fue el primer muerto por violencia doméstica de España. Una hemorragia cerebral con 
isquemia le llevó a la tumba. 


Su ex mujer, M. R. P. B., siguió en libertad, acusada de un delito de violencia doméstica, como si no hubiera 
roto un plato. 


El primer asesinado por violencia doméstica en 2004 iba a ser también otro hombre. 


«No nos esperes, que no regresaremos ninguno de los dos. Nos vamos para siempre a un lugar del que no se 
puede regresar. Cuídate mucho y sé feliz. » 


El sábado 31 de diciembre, María Adelaida Romero, una colombiana de cincuenta y un años, depositó la carta 
dirigida a su hija en la mesa del comedor, en Terrassa (Barcelona), recogió a su marido, Jordi Gironella Ayats, 
un año más joven y vecino de Sant Esteve Sesrovires, también en la provincia de Barcelona, y puso rumbo 
a la playa. Lo hacían como cualquier pareja romántica que iba a pasar el fin de año a la urbanización Santa 
Margarita en Roses (Girona). La mujer, auxiliar de enfermería de profesión, había decidido, sin embargo, que 
aquel día sería el último día de la vida de su pareja, tal como había dejado escrito a su hija. 

Su idea era drogar a su marido con un potente narcótico que había robado del hospital y, posteriormente, 


cortarle las venas con un bisturí que llevaba en el bolso. A continuación, se suicidaría y pondría fin a aquellas 
peleas por celos y malquerencias que sufría desde hace años. 


Lo tenía todo tan planeado, estaba tan obsesionada con la idea de la muerte que ni siquiera la cena romántica 
de Fin de Año en un restaurante frente al mar Mediterráneo le hizo cambiar de planes. 


-Cariño, ya no me darás más celos. Ahora seremos dos personas felices —pensó mientras echaba la droga en 
una copa de champán, ya en el departamento. 


lGisella Revelles en El Mundo, 13 de febrero de 2003. 
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Al día siguiente, Año Nuevo, los Mossos d'Esquadra, que acudieron al apartamento alertados por la hija, 
encontraron a la mujer subida en su Rover 200, a punto de escapar despavorida del lugar. Los agentes, que 
llevaban su matrícula, la detuvieron y la interrogaron: 


-¿Es usted Adelaida? 
-Sí. ¡Cómo han podido enterarse tan pronto! Ha tenido una muerte muy dulce- confesó. 


Cuando regresaron al apartamento en compañía de la mujer, de Jordi Gironella, empresario, yacía muerto 
en la cama en medio de un charco de sangre. Su asesina, María Adelaida, reconoció que había aprovechado 
sus conocimientos médicos para sedarlo primero y degollarle luego con un bisturí, cortándole la carótida de 
un tajo. 


-En los últimos meses se había echado otra novia. ¡Mira que le advertí lo que le podía pasar! ¡Las colombianas 
somos muy celosas -le dije-, pero nunca me hizo caso! 


La mujer había tratado de quitarse la vida también y se había tomado un enorme paquete de barbitúricos. 
Un simple lavado de estómago y un día de ingreso en observación en una clínica fue suficiente para salvarle 
la vida. 


Luego se supo que tras matar a su compañero, sintió miedo al suicidio. Llamó a su hija y le preguntó qué 
debía hacer. Esta, aterrada, leyó la carta de despedida y llamó a los Mossos d'Esquadra para que impidieran 
el suicidio de su madre, lo cual lograron. 


Jordi Gironella es una de las tres personas que el día de Año Nuevo fueron asesinadas por sus parejas o 
ex parejas. Pero a diferencia de las otras dos (mujeres), él no pasará a engrosar la lista oficial de víctimas 
mortales de la Violencia de Género. 


Y eso aunque de los 39 homicidios cometidos en Cataluña en el primer semestre de 2001, el 63% de las 
víctimas fueron hombre, un 37% mujeres y un 7% menored?] 


«Un crimen cometido cada cinco días en los que, por difícil que parezca, aunque no sea políticamente correcto, 
los hombres se han llevado la peor parte», revela el diario digital? 


El cortijo «Los Guiraos» es un lugar tranquilo, rodeado de un pinar, donde se respira la paz, situado a dos 
kilómetros de la localidad de Vélez Rubio. Las casas de los alrededores, unas treintena viviendas de recreo, 
se hallaban vacías aquel día. 


2 El Punt Digital, 14 de septiembre de 2002. 

3Uno de enero de 2006, María Adelaida Romero Ortiz asesina a Jordi Gironella Ayats; 11 de enero, Alberto Rojas Peña muere 
apuñalado; 16 de enero, una vecina de Barcelona es asesinada por un marroquí; 28 de enero, un joven es embestido y muerto por 
un coche en una discoteca; 3 de febrero, Dominga Fábrega muere tras recibir una paliza; 4 de febrero, Marta Vidal Cantín es 
apuñalada; 9 de febrero, Paco Moya y Mónica Ayllón son detenidos por la muerte de Patrocinio Hidalgo; 25 de febrero, aparece 
el cadáver de un hombre en Gava; 3 de marzo, matan a un menor en Cornellá de Llobregat; 19 de marzo, asesinan a un vecino 
de Barcelona con una barra de hierro; 14 de marzo, un vecino de Lloreng del Penedés mata a su madre, de setenta y dos año; 
21 de marzo, Carme García Arjona es asesinada por su compañero sentimental Antonio Rodríguez Martínez; 24 de marzo, un 
negro asesina a su novia en Sant Martí de Barcelona; 29 de marzo, un hombre mata a su mujer en Lérida; aparece el cadáver 
de una negra degollada; 8 de abril, asesinan a un joven en Esplugues de Llobregat; 12 de abril, se encuentra el cadáver de un 
hombre en Terrassa; 25 de abril, aparece el cadáver de Domingo Filella y es detenida Nerea Arrizurieta Extremera y su novio 
como autores del asesinato; 27 de abril, se encuentra un esqueleto en la carretera de la Morera de Montsant a Escaladei; 30 de 
abril, aparece el cadáver de un hombre en Nou Barris (Barcelona); 1 de mayo, Juan García Baena asesina a un marroquí; 3 de 
mayo, un mujer de Sabadell detenida por la muerte de su hija de catorce meses; 4 de mayo, un marroquí asesina a un español 
en Roses; 6 de mayo, un hombre asesinado en Barberá del Vallés; 16 de mayo, encuentran muerta a María del Carmen Lanao, 
asesinada por su hijo; 19 de mayo, asesinada en Sant Celoni una mujer por su marido; 22 de mayo, asesinado Francisco Javier 
Galera Moreno; 5 de junio, se encuentra el cadáver de un hombre en Torredembarra; 10 de junio, Remedios Sánchez mata a su 
primera víctima, una mujer; 11 de junio, asesinado un marroquí en la plaza del Ejército de Lérida; 17 de junio, triple crimen en 
Sant Juliá de Ramis, en el que fallecen tres hombres; 28 de junio, un conductor mata a otro en Manresa; 30 de junio, Remedios 
López asesina a su segunda víctima; 2 de julio, aparece el cadáver de María Sahún Roldos, la tercera víctima de la jugadora de 
bingo gallega; 10 de julio, se encuentra el cadáver de Aurelio Márquez Aguilera en la calle Sant Crispí (Terrassa); 12 de julio, 
un ecuatoriano mata a Flavio Ordeñana en Figueras; 13 de julio, una mujer mata a su marido de nacionalidad colombiana; 14 
de julio, una rumana y su novio matan a Pere Gispert Fusellas; 24 de julio, aparece el cadáver de un menor de edad asesinado 
por sus padres; 26 de julio, una mujer asesinada por un hombre en Santa María de Corcó. 
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De pronto, dos disparos de escopeta rompieron la paz y la tranquilidad del ambiente, pero nadie pareció 
escuchar el estampido de los proyectiles. 


Eran las once de la mañana del 9 de diciembre de 2005. Quien sí sintió en sus carnes el impacto y el fuego de 
la metralla, disparada a quemarropa, fue Antonio López, de cincuenta años, propietario del caserío. Al poco 
tiempo dejó de sufrir para siempre. 


La autora de los disparos, Emilia Tardórl!] de cuarenta y siete años, estaba aún acalorada por la fuerte 
discusión que acababa de tener con su marido, un criador de cerdos y empresario de la construcción con el 
que tenía dos hijos mayores. Pero no lo suficientemente alterada como para no saber cómo deshacerse del 
cadáver. 


Inmediatamente, se dirigió a un cobertizo, agarró un trozo de plástico de invernadero, envolvió el cadáver de 
su marido y lo trasladó a una zanja en la que solían enterrar a los cerdos muertos por enfermedad, situada 
apenas a cien metros de la vivienda: Lo arrojó en el interior y fue a buscar un saco de cal viva para que el 
cuerpo se descompusiera rápidamente. 


-Ahí es donde tenía que haber estado siempre. ¡Con los cerdos! —-masculló entre dientes. 


Acto seguido, tomó una pala, cubrió totalmente el cadáver con tierra, regresó al cortijo y borró cualquier 
huella de sangre que pudiera delatarla. 


Después de darle vueltas a la cabeza, la mujer llegó a la conclusión de que «el asesino nunca triunfa». Por 
mucho que dijera que su marido había sido secuestrado por unos mafiosos, por problemas de droga o por 
dedicarse al tráfico ilegal de emigrantes, la verdad siempre acaba abriéndose paso. 


A las cinco y media de la tarde, tras darle muchas vueltas al asunto, llamó a la Guardia Civil y cuando tuvo 
a los agentes presentes en la finca, los llevó a la zanja. 


-Ahí está en cadáver de Antonio. Le he matado —confesó. 


Los agentes sólo veían un montón de tierra revuelta, así que le pidieron que se aproximara al foso y les 
indicara el lugar exacto del enterramiento. 


-No. No quiero volver a verlo. 


En un descuido de los miembros de la Benemérita, echó mano de la escopeta de caza que había dejado oculta 
detrás del tronco de un árbol y se disparó un cartucho en la barbilla, en un supuesto intento de suicidio. 
Sólo consiguió herirse en la mandíbula. Inmediatamente, la ingresaron en la unidad de salud mental de 
Torrecárdenas, en Almería, capital donde se apreciaría que estaba bajo un profundo shock por lo que había 
hecho e influenciada por los efectos de una fuerte depresión. 


«Sólo las mujeres asesinadas en el entorno familiar son consideradas víctimas de la Violencia de Género. Los 
hombres no. Ni el Observatorio de la Violencia de Género, dependiente del Ministerio de Asuntos Sociales, ni 
el Ministerio del Interior saben decir cuál es el número de hombres asesinados por sus parejas en los últimos 
años», escribe Gisela Revelles en El Mundo. Añade: «La ocultación sistemática de estos datos y la polémica 
suscitada sobre si algunos puntos de la novata Ley Integral contra la Violencia de Género son discriminatorios 
con el hombre han hecho que algunas voces se alcen en su contra. Se preguntan si en el loable afán de acabar 
con la lacra de la violencia contra la mujer no se está siendo injusto con el hombre. » 


Más adelante, la periodista agrega una lista incompleta pero bastante amplia de titulares de periódicos 
que reflejan los hombres asesinados por sus mujeres: «Los últimos datos no oficiales de víctimas mortales 
masculinas, referidos a 2003, antes de que entrara en vigor la ley, hablan de 20 muertos frente a 66 mujeres. 
Y hay que acudir a los titulares de los medios de comunicación para hacerse una idea de los varones muertos 
el año pasado: “Un alemán es asesinado por su ex amante en Mallorca”, “Una mujer asesina en Toledo a 
un hombre al que conoció por un anuncio de contactos”, “Una mujer y su hermano asesinan al novio de 
ésta”, “Un hombre es asesinado por su pareja sentimental en Torrejón de Ardoz”, “Una mujer mata a su 


1Nombre ficticio. La iniciales reales de la asesina son E. M. T. 
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marido en Oviedo y luego se suicida lanzándose con su coche por un acantilado”, “El hombre hallado muerto 
en Córdoba fue asesinado por su compañera sentimental”, “Muere un joven de 19 años tras recibir un disparo 
de su novia”, “Una toxicómana mata a su novio, lo amortaja e intenta quemarse viva dos días después del 


crimen”. El 


Lo único que obvia el periódico es que la mayor parte de las mujeres asesinas de sus esposos suelen quedar en 
libertad al ser condenadas a penas inferiores a los dos años y, en los casos en que la muerte haya producido 
una gran «alarma social», ingresadas en un psiquiátrico, lo que demuestra, una vez más, que el Gobierno 
tiene razón al condenar al varón por sus “ansias de poder y de dominación» sobre el llamado «sexo débil». 


Un periodista mallorquín, Pep Matas, se planteó el asunto antes que el autor del libro. «¿Somos iguales ante 
la ley?», se dijo. Y para demostrar lo que ocurría en los tribunales, consideró los casos de cinco hombre 
asesinos de mujeres y a otras tantas mujeres que habían matado a sus maridos. Todos los casos eran o había 
sido muy conocidos y comentados en todos los estratos de la isla y habían causado similar o muy similar 
«alarma social». Tras analizar las sentencias impuestas por la Audiencia Provincial de Palma, he aquí sus 
resultados: 


= Peter Oyntzen. El asesino de Sa Coma. Delito: mató a sus dos hijos. Condena: treinta y cuatro años. 
Situación actual: se encuentra cumpliendo la condena en el centro penitenciario de Palma. 


= Yasser Ahmed, el parricida de Palma. Delito: mató a su padre. Condena: ocho años. Situación actual: 
se encuentra cumpliendo la condena en el centro penitenciario de Palma. 


= Miguel Orbe, el asesino que no mató a nadie. Delito: quiso matar a su ex mujer. Condena: más de doce 
años. Situación actual: se encuentra cumpliendo la condena en el establecimiento penitenciario de El 
Dueso (Santander). 


= Diego Mas Howard. El homicida de Son Caliu. Delito: mató a Tatiana Vassic. Condena: quince años. 
Situación actual: se encuentra cumpliendo la condena en el centro penitenciario de Palma. 


= José García. El asesino de Manacor. Delito: asesinó a tiros a su compañera. Condena: dieciséis años y 
medio. Situación actual: se encuentra cumpliendo la condena en el centro penitenciario de Palma. 


A continuación, el sagaz sabueso de la información pasa a analizar delitos de parricidio similares o muy 
parecidos cometidos por mujeres, que tuvieron en vilo durante semanas a la opinión pública de Palma de 
Mallorca. He aquí los resultados: 


= Mónica Krieger, la parricida de Portocolom. Delito: mató a sus dos hijos. Condena: ingresar en un 
psiquiátrico. Situación actual: pocos años después de los hechos se fue del psiquiátrico de Palma y 
ahora vive en la Península con un hombre y ha tenido otro hijo. 


= Belén Gil, la parricida de Calviá. Delito: mató a su padre. Condena: seis años y un día. Situación 
actual: fue asesinada por Bartolomé Ciar Camacho en un permiso de salida de la cárcel por las fiestas 
de Navidad que ambos obtuvieron. 


= Sandra Weber, la homicida de Cala Milló. Delito: quiso matar a su marido. Condena: absuelta. Situación 
actual: vive en Alemania. Su marido asistió al juicio que se celebró en Palma y dijo que le perdonaba. 
Ambos fueron a la isla de vacaciones. 


= Catalina Juan, la homicida de Hllletes. Delito: mató a su ex marido. Condena: cinco años. Situación 
actual: ingresó hace tres años en la cárcel de Palma y en la actualidad está en situación de tercer grado, 
por lo que sólo tiene que ir al centro a dormir. 


5 El Mundo, 13 de febrero de 2003. 
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= Paula Varela, la homicida de Can Tápara. Delito: mató a su novio. Condena: siete años. Situación 
actual: está ingresada en la cárcel de Palma desde que ocurrieron los hechos, en septiembre de 1999. 
En libertad condicional] 


La diferencia entre hombre y mujer por idénticos o parecidos delitos, tipificados de igual manera en el Código 
Penal, no es un asunto exclusivo de España, como veremos más adelante. El feminismo radical, sin embargo, 
insiste en endurecer el Código Penal e incluso imponer penas por encima de lo que establece esta norma. He 
aquí algunas de las críticas que desde este sector se hacen a los jueces. 


= Un juez rebajó la pena a un hombre de diecisiete a quince años por «reparación del daño» tras estran- 
gular y descuartizar a su víctima. Se trataba de un empresario madrileño, de Boadilla del Monte, que 
contrató, como hacía asiduamente, a una mujer prostituida de veintidós años en el parque. La llevó a 
su domicilio y, en la habitación, por sorpresa, la agarró por el cuello y la golpeó en el rostro hasta que 
falleció. Luego la descuartizó tiró el cadáver al contenedol”] 


= El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña rebajó de veintidós a quince años de prisión la pena de un 
hombre que estranguló a su mujer al no apreciar ensañamiento en el asesinato de Esperanza Villena, 
de treinta y ocho años. La pareja convivía desde 1996, pero el tribunal apreció que «pese a vivir bajo 
el mismo techo, no había relación afectiva entre ellos», por lo que no tuvo en cuenta el agravante de 
parentesco ni el de alevosía. 


= La sala segunda del Tribunal Supremo rebajó la pena de dieciséis a doce años de cárcel a dos jóvenes, 
un albañil y un parado, condenados por la Audiencia Provincial de Navarra por violar y robar a dos 
prostitutas en un descampado. «Actuaron en estado de embriaguez, devolvieron el dinero a las víctimas 
y les pidieron perdón», afirma la Sala de lo Penal en su revisión de sentencia. 


En un informe denominado Sentencias benévolas a maltratadores, la organización Red Feminista publica las 
siguientes sentencias, que al segmento más radical de la mujer, que ignora cómo la mayoría de las asesinas no 
van a la cárcel, le parecen demasiado complacientes con lo que ellas llaman, sin ningún matiz, haya existido 
sentencia o no, «maltratadores»: 


= Barcelona. El Juzgado de lo Penal número 13 de Barcelona condena a Enrique Martín a dos penas de 
año y medio por dos delitos de amenazas, a cuatro fines de semana por una falta de lesiones, a otros 
dos por injurias y a una multa de 1.800 euros. Red Feminista pretendía que se le condenara por quebrar 
cuatro veces una orden de alejamiento. [El juez, al igual que hacen muchos colegas suyos en Cataluña, 
consideró que no había un «peligro cierto» para la víctima y lo absolvió por este delito. Es lo habitual 
en Barcelona.] 


= Lérida. Sólo cinco años de prisión es la pena impuesta a un esposo que tras anunciar a su mujer la 
intención de divorciarse, la ató a la pata de la cama y la retuvo en el domicilio nueve horas mientras le 
pegaba y le metía un calcetín en la boca para que no se oyeran los gritos. La pareja llevaba tres meses 
casados. [La detención ilegal, artículo 163 del Código Penal, está castigada con una pena de entre tres 
y seis años de cárcel. El juez optó por imponer al acusado el tercio superior. [*] 


= Sevilla. Se le había condenado a un año y once meses de prisión por maltrato habitual, psicológico y 
amenazas a su esposa. El inculpado quebrantó varias órdenes de alejamiento [para ir al trabajo]. La 
mujer acudió al juez, el cual sentencia que «prevalece el derecho al trabajo del agresor a la tranquilidad 
y libertad deambulatoria de la víctima [que carece de oficio reconocido y vive a expensas de su marido] ». 


SDiario Última Hora, 1 de junio de 2000. 

“Los hechos ocurrieron el 23 de agosto de 2003 en la urbanización Las Eras del municipio madrileño de Boadilla del Monte. 
El asesino fue identificado porque una compañera de la víctima tomó la matrícula del coche y se lo ofreció a la Policía. 

8 Teniendo en cuenta que el encierro duró apenas unas horas. Si hubiera durado quince días, la condena sería hasta ocho años 
de cárcel. 
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= Alicante. El novio está en la cárcel por malos tratos y palizas, además de tener una orden de alejamiento. 
Esta orden la esgrime la titular del Juzgado de vigilancia penitenciaria para que por imperativo legal 
no se produzca el matrimonio entre la pareja ni las visitas vis a vis. La boda vulneraría la orden de 
alejamientd”)] 


= Una mujer embarazada sufre una crisis de ansiedad al ser examinada por el médico forense. Por este 
motivo, le quitan la orden de protección y le atribuyen la guarda y custodia del menor de tres años a su 
marido. Se duda de la capacidad de la madre para cuidar al niño y se le entrega al padre denunciado. 
[La mujer, en realidad, padecía depresiones y graves trastornos psiquiátricos, motivo por el que había 
denunciado a su marido.] 


La lista de reprimendas, amonestaciones, reconvenciones y reproches por el feminismo victimista a quienes 
tienen la misión de aplicar las leyes no en función de lo que se publica en los periódicos sino de los hechos 
que quedan acreditados en la vista oral sería interminable. 


En mayo de 1977, Lenore Walker, la teórica del feminismo radical, pronunció una conferencia sobre la violencia 
en la Universidad de Washington, en Seattle, en la que reveló sus descubrimientos. 


Las mujeres presentes en el acto, algunas de ellas víctimas de sus maridos, asentían con la cabeza, intercam- 
biando miradas cariñosas. 


-Tiene más razón que un santo. Eso es lo que ocurre. 


-Todos los días muere una mujer en Estados Unidos a manos de su marido. ¿Pueden sus teorías y palabras 
ayudarlas? 


-Sí —espondió Walker, atrapada por el fervor-. Si ellas están en peligro de ser asesinadas y matan al hombre, 
eso les permitirá defenderse. 


La prensa recogió sus declaraciones con profusión. Pocos días después, un abogado de Billings (Montana) la 
llamó para que declarara en el caso de una mujer que mató a su marido. La invitó a testificar. La mujer fue 
declarada inocente al actuar en defensa propia. 


A partir de entonces, Lenore Walker se pasó la vida de tribunal en tribunal. Nunca perdió su temperamento 
como testigo. 


Doce años después, tras aparecer como experta en más de 150 asesinatos en Estados Unidos, un grupo de 
psicólogos estimaron que el 25% de las mujeres para las que ella testificó habían resultado absueltas. Dos 
tercios de ellas no llegaron a pisar la cárcel] 


En 1977, el Tribunal Supremo del estado de Washington explicó estas sentencias tan benévolas. «No sólo 
hay que tener en cuenta la diferencia de estatua y peso entre el hombre y la mujer. Hay que tener en cuenta 
también que las mujeres sufren una falta de entrenamiento para repeler una agresión de sus maridos sin tener 
que recurrir a las armas.» 


En las redacciones de todos los periódicos americanos comenzaron a acuñarse una serie de términos sexistas: 
síndrome de la mujer maltratada, peligro inminente y combate desigual. Al mismo tiempo, empezaban a ver 
la luz pública una serie de libros como The Burning Bed, Against our Will o The Battered Woman!'*| que 
iban a caldear el ambiente en contra de los hombres. 


Esta tesis, de que la mujer es beatífica, cándida, ejemplar y virtuosa se ha impuesto como treinta y cinco 
años después en las sociedades occidentales, donde los libros de Lenore Walker —que, por cierto, casi nadie ha 


9 Red Feminista presenta esta sentencia como ejemplo. La mayor parte de los jueces piensa que no sirve para disuadir al 
presunto maltratador y que sólo contribuye a romper los hogares y la convivencia cuando la mujer libre y voluntariamente 
decide reanudar las relaciones con su pareja. 

10Susan Brownmiller, In our time. Memoir of a revolution, Random House, 1999. 
1 The Burning Bed, Faith McNulty (Mevado a la televisión por Farrah Fawcett en 1984); Against our Will, Susan Brownmiller, 
Randome House, 1977, o The Battered Woman, Lenore Walker. 
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leído- constituyen la Biblia del feminismo y de la sociedad biempensante y acomodada, dispuesta a aceptar 
la verdad oficial como dogma de fe. 


Individuos como el médico forense Miguel Lorente, de Granada, las defienden a capa y espada, como si en 
ello les fuera la vida. «La mujer mata siempre en defensa propia y nunca como “agresora” de su marido y de 
sus hijos. La suya es una violencia de reacción frente a una agresión previa. » 


Lorente, que se autocalifica experto del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, debería consultar, 
por ejemplo, estadísticas de malos tratos y asesinatos de menores. Seguro que cambiaría su punto de vista, 
aunque es probable que nunca lo hiciera público. En ello le van sus garbanzos. 


«La violencia de reacción » les cuesta a la mayoría de las mujeres un tercio de la condena que le correspondería 
a un hombre. No sólo ocurre aquí. También en Estados Unidos. 


En Estados Unidos y Canadá, al igual que sucede en España con el nuevo feminismo, las voces de importantes 
escritoras como Rein Pizzey, Elizabeth Badiner, Susan Brownmiller o Patricia Pearson salieron enseguida a 
la palestra para exigir que matar a un hombre no fuera un «privilegio» para su ex mujer. 


«El síndrome de la mujer maltratada está otorgando a algunas mujeres permiso social para matar y ser 
violentas, debido a que la sociedad sigue negándose a admitir que las mujeres puede ser depredadoras sin 
piedad, al igual que los hombres, y comportarse con la misma brutalidad. » 


La autora de esta aseveración es Patricia Pearson y lo dice en su libro Cuando ellas son las malas: mujeres 
violentas y el mito de la inocencia. La escritora, columnista de The New York Times, USA Today, Cosmopo- 
litan y de National Post de Canadá, agrega: «Me preocupa que las personas se sientan autorizadas a utilizar 
la violencia una vez se les ha inculcado profundamente la idea de la propia victimización. Todas las mujeres 
que cometen un crimen violento suelen argumentar, en defensa propia, que lo hicieron porque se sentían 
amenazadas, incluso las asesinas en serie.*?] 


Nieta del primer ministro canadiense Lester Pearson Bowles, la autora de When She Was Bad: Violent Women 
and the Myth of Innocence, publicado en 1997, no deja títere con cabeza. «El silencio mantenido en torno a 
este asunto convierte en chivos expiatorios a los hombres, que son víctimas de sus esposas, madres u otras 
mujeres violentas. Estos individuos son parias indefensos, ya que la única preocupación es la violencia contra 
la mujer.» 


«Las mujeres —agrega- son las responsables de la mayoría de los homicidios en lactantes y niños, de la mayor 
parte de los malos tratos a niños y de la cuarta parte de los abusos sexuales a menores. Infligen el 50% de 
la violencia contra hermanos y cometen aprorimadamente la mitad de las agresiones que se dan entre las 
parejas. Negarse a admitir esta realidad es una actitud social peligrosa, puesto que cuesta vidas. » 


«Cuando se analizaron los homicidios cometidos en Chicago entre 1986 y 1996, se puso de manifiesto que las 
personas en mayor peligro de ser asesinadas por sus cónyuges no eran en modo alguno las mujeres sino los 
hombres. La violencia de las mujeres en las cárceles en el Reino Unido es, asimismo, dos veces y media más 
elevada que la de los hombres», revela. «Cuando se habla de violencia doméstica, no puede uno imaginarse a 
dos boxeadores de diferente peso en medio del cuadrilátero. Hay aspectos que invalidan el de la fuerza física. 
Es preferible observar cuál de los dos miembros de la pareja, por su temperamento, personalidad o trayectoria 
vital, puede hacer más daño al otro a medio o largo plazo.» 


Periodista y escritora especializada en asuntos penales, Patricia Pearson considera que la sociedad debe 
huir de tópicos prefabricados y contemplar la violencia como un fenómeno humano, no de género y dar un 
tratamiento igualitario a hombres y mujeres. 


«No es justo que cuando el asesino sea un hombre, nadie piense que se merece clemencia, piedad y ayuda. 
Cuando se trata de una mujer, en cambio, la autocompasión, la apariencia de indefensión o los alegatos de 
malos tratos son casi siempre un salvoconducto para salir de la cárcel y, en algunos casos, para convertir a 
la mujer asesina en una celebridad, en una heroína de masas», concluye. 


1Patricia Pearson, When She Was Bad: Violent Women and the Myth of Innocence (Cuando ellas son las malas: mujeres 
violentas y el mito de la inocencia) Random House, 1997. 
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Otro sociólogo americano, Herb Goldberg, autor del libro Los peligros de ser varón, con más de dos millones 
de ejemplares vendidos en Estados Unidos, es de la misma opinión. Veamos lo que piensa. 


«Cuando comparamos a hombres solteros con mujeres solteras, a hombres divorciados con mujeres divorcia- 
das, a los viudos con las viudas, en todos los casos es el hombre el que tiene más probabilidades de acabar 
internado en un hospital psiquiátrico o muerto. » 


«Los datos del sistema nacional de estadísticas sobre la longevidad indican que el hombre divorciado tiene 
una tasa de mortalidad anual que es tres veces superior a la de la mujer divorciada. 9] 


«En un estudio realizado en un grupo de viudos, los investigadores comprobaron que la tasa de mortalidad 
por enfermedad coronaria aumentaba en un 40% en los seis primeros meses de vida en solitario. [/*] 


«Un estudio sobre el suicidio en algunas zonas de América reveló que los solteros se quitan la vida cuatro 
veces más que las mujeres que se encuentran en el mismo estado. [*] 


Doctor en Filosofía radicado en Los Ángeles (California), Goldberg opina que «las mujeres se han revelado, 
y con razón, porque se las trata como objetos seruales. Muchas mujeres han definido sus papeles tradicionales 
en el matrimonio como una forma de prostitución aceptable socialmente para conseguir un insatisfactorio 
trozo de supuesta seguridad. El hombre aún no ha aceptado el rolde verse como alguien que se prostituye día 
a día, tanto dentro como fuera de la relación sentimental». 


«Por eso, víctimas de un complejo de culpabilidad, muchos hombres han comenzado a autoflagelarse y a con- 
siderar que son unos cerdos machistas y a interiorizar una mentalidad autodestructiva sobre su personalidad 
y su forma de ser o a asumir el rol de las mujeres, defendiendo a muerte el papel del feminismo. » 


«Pese a que todas las estadísticas creíbles relativas a la longevidad, enfermedades, suicidio, crimen, acciden- 
tes, trastornos emocionales infantiles, alcoholismo y drogadicción demuestran que los hombres tienen tasas 
superiores a las mujeres, el falso mito del hombre dominador, violento y agresivo, capaz de “comerse al mun- 
do”, se mantiene artificialmente por el feminismo dominante. El hombre es débil, frágil, pero reconocer su 
vulnerabilidad es poco “viril”. Por eso no denuncian los malos tratos de sus esposas.» 


«¿Qué le ha pasado a la mujer hoy día? Sencillamente está saliendo a la luz, revelando su verdadera identidad 
y permitiendo que su agresividad, largamente reprimida, salga a la luz. Ya no es un ser frágil, indefenso y 
dependiente, como lo imaginaba la fantasía masculina. Ya no se realiza como persona por su devoción hacia 
su marido ni está dispuesta a jugar a ser la “madonna”, la “madre tierna”. Quiere ser ella y para eso está 
dispuesta a pisar, sin miramientos, cuantas cabezas haga falta.» 


Para sustentar su tesis, Herb Goldberg, echa mano de otros autores. «Lo malo es que [la mujer] ha salido a la 
sociedad con la ira siempre a flor de piel, el impulso a saltar a la yugular del varón a la menor provocación, 
la disposición a hacerlo estallar todo por los aires a la menor provocación. Y es que en las mujeres no existe 
la tradición caballeresca del varón. A] 


«Otro de los grandes tabúes es la agresividad del varón. Desde que nace, todo el mundo se espera que se 
muestre agresivo. Pero en casa, en el colegio, esa agresividad es severamente reprimida. No se le permite ser 
respondón, perder los estribos, ser revoltoso, insultar, hacer frente a los demás o pelearse. » 


«Los varones aprenden pronto que en cualquier confrontación con la mujer son los perdedores. De niños son 
castigados por pelearse con su hermana, se les enseña que la mujer es frágil y que tiene que ser su protector, 
nunca su oponente o competidor. Como adulto, no puede enfadarse con una mujer si no hay una causa 
justificada. Como supermacho habrá de apresurarse a pelear en su nombre, movido por razones irracionales 
y hasta autodestructivas», afirma. 


13 Increase in Divorces. Ministerio de Salud de Estados Unidos, 1985. 

lMParkes, C. M., y B. Benjamin, «Broken Hearts: A Statistical Study of Increased Mortality among Widowers», British 
Medical Journal, marzo de 1969. 

l5Bernard E. Segal, Suicide and Middle Age, primavera de 1995. 

l6Shana Alexander, «Will Power Change Women?», Newsweek, abril de 1974. 
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Y concluye: «La protección del sexo opuesto llega a tal extremo que la mayoría de los tribunales americanos 
absuelven a muchas mujeres que asesinan a sus maridos. Se supone que él, con su mayor fortaleza física, 
pudo defenderse y si no lo hizo, la culpa es suya. En cambio, si hubiera matado a su mujer, en muchos 
estados nadie le salvaría de la silla eléctrica o de la inyección letal. » 


¿Actúan los tribunales españoles con mayores dosis de indulgencia, clemencia y autocompasión con las mujeres 
en relación con sus compañeros sentimentales? Dejemos hablar a los tribunales. 


Agentes del Cuerpo Nacional de Policía de Sant Feliu de Llobregat (Barcelona) detuvieron a Gloria María 
Benítez, de cuarenta y nueve años, como presunta autora de las heridas por arma blanca que recibió su ex 
marido, Javier González, de cincuenta y cuatro años, en el pecho y en un brazo, según informaron fuentes 
policiales. 


Los hechos se produjeron el 21 de mayo de 2005. El hombre había acudido al antiguo domicilio conyugal de 
la pareja en Sant Joan Despí, a petición de su ex esposa, de la que se hallaba separado. 


-Estoy depre, ¿puedes venir? —le dijo la mujer. 
-Si estás deprimida, tú te lo has buscado, ¿sabes? 
-Sí, ya sé que he sido yo quien ha pedido el divorcio. Pero te echo de menos. ¡Quiero verte! 


Según fuentes policiales, en la madrugada del día siguiente, a las cuatro menos cuarto de la tarde, Gloria 
María aprovechó que su marido estaba dormido para hacerse con un cuchillo de cocina y clavárselo en el 
pecho, en un claro intento de acabar con su vida. 


-¡Toma, hijo de puta! 


Un año más tarde fue enjuiciada. Se le condenó a un año de cárcel, al apreciar la Audiencia Provincial de 
Barcelona la eximente de trastorno mental transitorio, situación que muy pocas veces se tiene en consideración 
en los hombres en idénticas circunstancias. Inmediatamente fue puesta en libertad. 


La sección segunda de la Audiencia de Santander ha condenado a un año de prisión a una mujer que, movida 
por los celos, acosó, amenazó y agredió reiteradamente con un cuchillo a su ex marido, al que pinchó las 
ruedas del coche y al que, finalmente, intentó matar con unas tijeras. 


El tribunal ha atenuado la condena de abuso de alcohol y trastorno de personalidad que sufre la acusada. 
Además, la sentencia prohíbe a la mujer aproximarse a su ex esposo y acudir a su domicilio y al de su familia 
por un período de cinco años, al tiempo que le impone una multa de 185.000 pesetas. 


Durante el juicio, el ministerio fiscal había solicitado una pena total de cinco años de prisión, al tipificar los 
hechos como un delito de homicidio en grado de tentativa, en tanto que el abogado defensor, Benito Huerta, 
consideró que se trataba de un caso de lesiones, con la concurrencia de la eximente del trastorno mental 
transitorio, tesis acogida por la sala. 


La sentencia declara probado que la acusada María Pérez, separada de su esposo Alberto Moncada”] desde 
hacía dos años, estaba obsesionada con la idea de reanudar la convivencia. Por esta razón, el 6 de noviembre 
de 1999, sobre las seis de la tarde, cuando éste acudió a su domicilio a recoger al hijo de ambos, le propuso 
la reconciliación. 


Como su ex marido se negó, se inició entre ambos una discusión que acabó en agresión física. La mujer agarró 
un cuchillo de cocina, con el que realizó varios cortes a Moncada. Después bajó a la calle y con el arma blanca 
procedió a pinchar las cuatro ruedas y a romper la luna del vehículo de su ex marido. 


El día 1 de enero del año 2000, movida por los celos, volvió a actuar. Inesperadamente, se presentó en el 
domicilio de una amiga ante la sospecha de que su ex esposo pudiera encontrarse allí. 


Cuando subía por las escaleras, se encontró con la víctima. Y sin mediar palabra, María Pérez sacó unas 
tijeras y se las clavó repetidamente a su ex compañero en el hombre y en la espalda. 


17 Nombre ficticio. 
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Las lesiones ocasionadas fueron de tal magnitud que la víctima tuvo que ser trasladada al hospital Marqués 
de Valdecilla. Allí fue intervenido quirúrgicamente y sus heridas tardaron 127 días en curar. 


Poco después de la rehabilitación, la mujer, que no lo dejaba ni a sol ni a sombra, volvió a su carga. El 25 de 
enero, concretamente, se presentó en el domicilio de su antiguo marido. 


-Sal, hijo de puta. Da la cara —le increpó. 
La víctima, en lugar de abrir la puerta, descolgó el teléfono y llamó a la policía. 
-¡Te voy a matar, pendón, golfo de mierda. 


Como los agentes tardaban en llegar y su ex mujer no paraba de chillar, Alberto Moncada, abrió la puerta 
y, en un descuido, consiguió arrebatar el arma a la procesada, que fue detenida e ingresó en prisión. 


Tras la celebración de la vista oral, el tribunal consideró que estos hechos eran constitutivos de varios delitos 
de lesiones, amenazas y violencia habitual, y de las faltas de daños y lesiones. Apreció la eximente de trastorno 
mental transitorio, ya que presentaba un cuadro de abuso de alcohol y de límite de la personalidad'*] además 
de una capacidad intelectual limitada, así como la atenuante de reparación del daño, al haber pagado los 
perjuicios ocasionados. 


Con una personalidad limítrofe, la decisión más correcta tal vez hubiera sido ordenar su internamiento en un 
sanatorio psiquiátrico. Pero la Justicia, como Dios, tiene designios que escapan a la mente humana. 


La sala de lo penal y civil del Tribunal Superior de Justicia de Baleares ha confirmado la sentencia de 
siete años de prisión para Paula Varela, la joven gallega que mató a su novio Aurelio Blas González en un 
apartamento de Can Tápera, en Palma. 


El tribunal, en una sentencia de la que fue ponente el magistrado Antonio Montserrat, ha rechazado el recurso 
que planteó la defensa de la acusada, quien pidió que se redujeran los años de prisión que le habían impuesto 
a su clienta. 


Los tres magistrado que integran la sala consideran, sin embargo, que atendiendo a la gravedad de los hechos 
y a las circunstancia que rodearon este crimen, la pena ajustada es la que impuso el juez que presidió el 
juicio. 

Precisamente en esta vista inicial, el jurado popular declaró a Paula Varela culpable de un delito de homicidio 
con la atenuante de embriaguez. La mujer, que ahora tiene veintitrés años de edad, mantenía una relación 
sentimental con un hombre casado, Aurelio Blas González, con quien compartía vivienda. 


El hombre, según consideró el jurado, se estaba planteando la posibilidad de abandonar a Paula y regresar 
con su mujer y sus hijas. El día 23 de septiembre de 1999, mientras su compañero sentimental se encontraba 
tumbado en la cama, la mujer se hizo con un cuchillo de cocina y se lo clavó en el pecho. 


El arma alcanzó el corazón de la víctima, que murió desangrada en pocos minutos. La asesina confiesa que no 
llamó inmediatamente a la Policía. Por el contrario, tardó doce horas en hacerlo. Durante este tiempo estuvo 
llamando por teléfono a su madre, le quitó el cuchillo al cadáver y cambió de sitio las sábanas y la almohada 
sobre la que estaba echado el cuerpo de Aurelio. 


Tras maquinas rodas las posibilidades para deshacerse del cuerpo y pedir ayuda sin éxito a familiares y 
amigos, decidió entregarse. Aunque los números a los que llamó quedaron grabados en el móvil, en la vista 
oral la mujer declaró que no recordaba nada de lo que le había ocurrido en aquel apartamento de Can Tápera. 


En 2004 obtuvo el tercer grado y en 2006 se encuentra en libertad, dispuesta a iniciar una nueva relación 
amorosa. 


No tuvo la misma suerte Manuel Burgos Hidalgo, de cuarenta y seis años, convicto y confeso de matar a su ex 
mujer a navajazos por un asunto de celos. Mientras Paula Varela, por hechos similares, recibió una sentencia 
de siete años, él fue condenado a dieciséis años, es decir, más del doble. 


lSPersonalidad limítrofe o borderline, cuadro de psicopatías que sitúan al ser humano en situaciones límite. 
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Los hechos que dieron lugar a su condena se produjeron en la madrugada del 31 de julio de 1999, durante la 
celebración de la Pandorga, la fiesta mayor de Ciudad Real. Manuel Burgos Hidalgo y Rosa Rincón, su ex 
mujer, con la que se había separado de mutuo acuerdo en 1998, se encontraron en la celebración. 


-¿Por qué no volvemos a vivir juntos? —le propuso él. 
-¡Ni hablar! Contigo no quiero saber nada nunca más. 


Humillado y ofendido, el hombre su fue a esperarla a la inmediaciones de su casa. Cuando la vio regresar 
acompañada de una amiga y del hermano de ésta, salió a su encuentro. Y sin mediar palabra, la apuñaló 
compulsivamente. 


Inmediatamente, puso el coche en marcha y se marchó del lugar. Rosa Rincón, malherida, trató de pedir 
ayuda, pero falleció pocos metros después en el portal de su casa. 


En julio de 2001, la Audiencia Provincial de Ciudad Real enjuició los hechos. Miguel Burgos Hidalgo salió de 
la sala con una condena de dieciséis años. 


La protagonista de la siguiente historia es una mujer que mató a su ex marido. Los hechos ocurrieron, más 
o menos, de la manera en que se narran. 


Cuando tenía quince años, Mercedes Daroca se casó con Adolfo Pimentel porque estaba embarazada. En 
2001, veintiocho años después de la boda, Mercedes había sido condenada a seis años de cárcel porque en 
agosto de 1999 mató de varias puñaladas al que entonces ya era su ex marido. 


La Audiencia de Madrid la ha condenado por homicidio, al considerar que actuó en un estado pasional 
semejante al arrebato u obcecación, lo que limitaba su capacidad para entender lo que estaba realizando. 


Según la sentencia, el matrimonio vivió entre constantes peleas y separaciones, hasta que en junio de 2000 
obtuvo el divorcio. Mercedes tuvo que ocuparse de mantener a sus cuatro hijos y atravesó por muchas 
dificultades económicas. 


«Esta situación —señala el tribunal- llevó a la mujer a un estado depresivo y a padecer trastornos de su 
personalidad. El 21 de agosto de 1999 estaba cenando con su ex marido, dos amigos comunes y dos de los 
hijos cuando recibió varias llamadas de una mujer que había mantenido relaciones con su ex esposo. Ésta le 
dijo que Adolfo seguía viviendo con ella, lo que le produjo un ataque de nervios.» 


Aquella noche, carcomida por los celos, furiosa, la asesina no pudo pegar ojo. «A las cinco de la madrugada 
se levantó y se echó a la calle a buscar a su ex marido armada con un cuchillo de cocind"] Al pasar por un 
pub, vio en la puerta el coche de su ex marido. Entró armada con el cuchillo y, al ver que estaba con la otra 
mujer, lo apuñaló varias veces hasta causarle la muerte. A continuación, hirió a la compañera sentimental 


de Adolfo Pimentel. » 


Como la pena de homicidio está tipificada con una condena de entre diez y quince años de cárcel, a Mercedes 
Daroca debieron tocarle las rebajas de El Corte Inglés. Y es que matar, siendo mujer, sale siempre más 
barato, bastante más barato. 


La Audiencia Provincial de Madrid ha condenado a veinticuatro años de prisión a un hombre de cuarenta 
años por matar a su esposa, de treinta y uno, al asestarle en febrero del año pasado varias puñaladas cuando 
se encontraban en un hostal de la capital donde ambos residían. 


Prudencio Crud]ha sido condenado a esta pena por un delito de asesinato con los agravantes de ensañamiento 
y alevosía, después de que un jurado popular, por unanimidad, declarara culpable al hombre, un toxicómano 
en proceso de rehabilitación cuando se produjeron los hechos. 


El suceso ocurrió en la madrugada del 18 de febrero de 2000. El escenario fue la habitación número 15 del 
hostal Moderno de Madrid y el crimen se produjo cuando la mujer estaba acostada. 


l1%La sentencia pone que salió a buscar tabaco y pasa por alto que iba armada con un cuchillo de cocina. 
20Nombre ficticio para facilitar la lectura. Sus iniciales son P. C. F. 
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Según el relato del representante del Ministerio Público, el acusado actuó con manifiesta alevosía y desprecio 
de sexo, agravante que ya no figura en el Código Penal. 


-No existieron signos de que hubiera enfrentamiento entre la víctima y el imputado. Los médicos forenses 
tampoco han encontrado heridas de autodefensa en los brazos o en las manos de la víctima. 


Enfatizando su papel de defensor de la legalidad, el fiscal añadió: 
-Todos estos indicios hacen pensar que el agresor atacó a su víctima a traición. 


Tras el veredicto de culpabilidad, el fiscal mantuvo la petición de veinticuatro años de prisión para el acusado 
por un delito de asesinato. La acusación particular, que ejerce la familia de la fallecida, reclamó veinticinco 
años de cárcel para Prudencio por el mismo delito. 


En el juicio, el procesado afirmó que no recordaba con exactitud cómo ocurrieron los hechos, aunque manifestó 
que mientras estaba durmiendo, oyó un ruido, se despertó y vio a su mujer con un cuchillo en alto, decidida 
a clavárselo. 


-Se lo quité de las manos, lo tiré en una papelear y fui a casa de mis padres a buscar metadona. 
Al regresar al hotel, horas más tarde, le pidió a la «chica de la limpieza, que le abriera la puerta». 
-Entonces, encontramos el cadáver -señaló. 


Sus problemas con la droga y el estricto plan de desintoxicación que estaba siguiendo no fueron tenidos en 
cuenta. Lo sentenciaron a veinticuatro años de prisión, la condena que se impone a un terrorista de ETA que 
ataca a su víctima por la espalda y la mata de un tiro en la nuca. 


Pilar González de Chávarri, de treinta y cuatro años, era una de esas mujeres guipuzcoanas de armas tomar, 
de las que Pío Baroja o Miguel de Unamuno describen en sus libros. 


-Te voy a matar —le dijo a su marido en agosto de 1994. 


Cumplió su palabra. Aprovechando que Vicente Zabala se hallaba tendido en la cama durmiendo, sacó una 
escopeta de caza, la cargó y le descerrajó un tiro en la sien, mortal de necesidad. Luego sacó un puñal y se 
lo clavó dos veces en el corazón. 


Como no sabía qué hacer con el cadáver, llamó a su hermana para pedirle consejo. Las dos mujeres se 
dirigieron entonces a Eroski, compraron un arcón industrial, metieron el cadáver dentro y lo cubrieron todo 
con una lona. 


-¡Ahí te pudras, cabrón! —blasfemó la mujer. 


El asesinato se descubrió dos años más tarde, cuando por un corte de fluido eléctrico la casa se quedó sin luz 
y un olor nauseabundo invadió la zona. 


González de Chávarr]?!] fue detenida y condenada a veinte años de cárcel por la Audiencia Provincial de 
Guipúzcoa. El 1 de agosto de 2001, la sala segunda del Tribunal Supremo confirmó la sentencia, una de las 
más duras impuestas en España a una mujer por matar a su esposo. 


Y todo por guardar el cadáver del marido en el armario, una cuestión que a la vista de los hechos no está 
penado, pero debería sin duda estarlo. 


No fue uno de los crímenes de los Siete Niños de Écija, los bandoleros que a partir de 1808 asolaron la serranía 
de Ronda (Málaga), asesinando a quienes se le ponían por delante, pero para Adolfo Cruz, un policía local 
jubilado, de setenta años, lo mismo daba quién le asestó la puñalada que le rompió el corazón. 


El 15 de septiembre de 1999, Adolfo tuvo una discusión con su mujer Dolores Rodrígued??] de sesenta y 
cuatro años, por la custodia de la cartilla del banco. 


21 Nombre supuesto, al igual que el del difunto. 
22Se trata de nombres ficticios. Sus iniciales reales son A. C. R. y D. R. O. 
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-Quiero que me la des ahora mismo. 
-No, la voy a guardar yo. 


Como no se ponían de acuerdo sobre quién de los dos debía guardar la libreta de ahorro, Dolores fue a la 
cocina, agarró un cuchillo jamonero de diecisiete centímetros de longitud y en un ataque de ira se lo clavó en 
el pecho, seccionándole la aorta y causándole la muerte por hemorragia interna. 


Toda Ecija, el lugar donde se produjo la muerte, apareció conmocionada al día siguiente. Mientras un grupo 
de vecinos y amigos enterraba a la víctima, Dolores Rodríguez era interrogada por la Policía Nacional, a la 
que se entregó espontáneamente. 


Meses, más tarde el caso era juzgado en la Audiencia Provincial de Sevilla en un juicio con jurado. El fiscal 
pidió una pena de quince años de prisión para la mujer por un delito de homicidio y el abogado defensor, dos 
años y seis meses. 


Tras la vista oral, el jurado consideró a Dolores culpable de la muerte de su marido, pero apreció en su conducta 
dos atenuantes. Había actuado en un estado de fuerte excitación (arrebato), al ver cómo su marido rompía 
la foto de boda de ambos, y tras clavarle el cuchillo, mostró un arrepentimiento espontáneo al entregarse 
voluntariamente a las Fuerzas de Orden Público. 


Apreciando todas las circunstancias, el juez le condenó a una pena de nueve años de cárcel. La sentencia no 
satisfizo al abogado defensor de la homicida, Fernando Osuna, que decidió recurrirla al Tribunal Supremo de 
Justicia de la Junta de Andalucía. 


-El resultado del fallo apenas reconoce los dos atenuantes aplicados. La pena es casi la misma que le corres- 
pondería sin tenerlos en cuenta?”] 


Poco después se conocería el fallo de la más alta instancia judicial de Andalucía (TSJA). 


El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía ha rebajado de nueve años de prisión a dos años y siete meses 
la condena impuesta por la Audiencia de Sevilla a Dolores Rodríguez, vecina de Écija, por haber matado 
a su esposo, al que apuñaló con un cuchillo jamonero tras una discusión, en una sentencia que considera 
que los hechos constituyen sendos delitos de homicidio imprudente y lesiones, por cuanto la acusada no tuvo 
intención de matar sino sólo de lesionar a la víctima. 


El jurado popular que enjuició el caso halló culpable a la acusada de un delito de homicidio, por lo que fue 
condenada a nueve años de cárcel, si bien la sentencia apreciaba dos circunstancias atenuantes de arrebato y 
arrepentimiento. Ahora, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía le ha rebajado la condena, al considerar 
que los hechos son constitutivos de un delito de homicidio imprudentd?1] 


De esta manera, Dolores Rodríguez salía inmediatamente en libertad. Matar a su marido sólo le había supuesto 
unos cuantos meses de prisión provisional. 


Estaba tan harta de su marido y padre de sus dos hijos, Francisco Luis Díaz, al que no estaba dispuesta a 
aguantar ni un minuto más, que Luisa Jaór?] de diecisiete años, decidió tomarse la justicia por su mano: lo 
mató a puñaladas en la barriada Tres Mil Viviendas de Sevilla, donde vivían. 


Eran las once de la noche del 14 de septiembre de 2000. Francisco Luis Díaz acababa de llegar de la calle y 
enseguida se metió en la habitación y se acostó en la cama a dormir. 


Luisa Jaén, que llevaba todo el día bregando con sus hijos sin que nadie le echara una mano, no se lo pensó 
más. 


-O ahora o nunca -se dijo para sus adentros. 


23E] delito de homicidio está castigado con una pena de entre diez y quince años de cárcel. 
24 Diario Sur (Málaga). 
25Se trata de nombres ficticios para facilitar la lectura. Las siglas reales son F. L. D. V. y L. J. J. 
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Agarró una navaja de catorce centímetros, entró sigilosamente en la habitación sin encender las luces, esperó 
un rato a que sus ojos se habituaran a la oscuridad y cuando pudo distinguir claramente el cuerpo de su 
marido, se fue a por él. 


«La primera puñalada, asestada con gran violencia, alcanzó a su víctima en el hemitórax izquierdo y resultó 
mortal de necesidad, ya que provocó un shock hipovolémico incompatible con la vida», resaltaría días más 
tarde el fiscal de menores de Sevilla. 


Pese a encontrarse privado de toda posibilidad de defensa, le asestó durante el trayecto otras cuatro puñaladas, 
todas ellas en órganos vitales, Sus últimas palabras fueron: 


-Puta, me has matado. 


Dicho esto, Francisco Luis Díaz se derrumbó en un sillón del cuarto de estar, su cabeza se ladeó y sus brazos 
cayeron inertes a lo largo del cuerpo. Estaba muerto. 


-¿Por qué le has matado? 


-Estaba harta de sufrir malos tratos, sobre todo de tipo psicológico, con insultos y desprecios a diario —res- 
pondió Luisa Jaén, una menor de edad de raza gitana, casada con su marido por ese rito. 


La mujer fue ingresada inmediatamente en un centro para menores, donde pasó seis meses de internamiento 
preventivo y, a continuación, quedó en libertad. 


En un informe al Juzgado del Menor número 1 de Sevilla, la fiscalía de menores afirma que la asesina pertenece 
a una familia desestructurada «con notables disfunciones en su dinámica». Por eso pidió para Luisa Jaén 
una pena de ocho años en un centro especial de internamiento y otros tres de libertad vigilada/24] 


Otras mujeres, asesinas de sus propios hijos, no han tenido la misma suerte. Los tribunales con jurado, de 
los que forman parte otras mujeres, no perdonan este delito. Veamos tres casos. 


El Tribunal Supremo ha confirmado la condena de doce años y seis meses de prisión dictada por un jurado 
popular en marzo de 2000 contra una vecina de Alcalá de Henares (Madrid) que mató a golpes a su hijo, de 
tan sólo tres meses de edad. El Tribunal Supremo de Justicia de Madrid confirmó la sentencia dictada en su 
día por el jurado, que declaró probado que el 31 de diciembre de 1998. María Pilar H. G., vecina de Alcalá de 
Henares, propinó varios golpes a su bebé cuando ambos se encontraban en el domicilio familiar, causándole la 
muerte. La sentencia prohíbe a la agresora acudir al lugar donde reside otro de sus hijos durante un período 
de cinco años. 


La defensa alegó que el veredicto del jurado contenía una contradicción, al afirmar por un lado que la conducta 
de la mujer podría muy probablemente causarle la muerte y declarar a continuación como no probado que 
tenía el decidido propósito de conseguir este fin. A juicio del alto tribunal, no se ha producido ninguna omisión 
de pronunciamiento del jurado, que en su veredicto responde de manera implícita sobre este particular. 


Veamos otros dos casos más. 


María Ángeles Guzmán López, de treinta y ocho años, condenada a doce años de cárcel por la Audiencia 
de Toledo por intentar envenenar a su esposo, Luis Ballesteros, ingresó ayer en la prisión de Soto del Real 
(Madrid) ante la gravedad de la condena y para evitar una posible fuga hasta la ejecución de la sentencia. 
Según confirmaron fuentes judiciales, tras la notificación de la sentencia esta mañana, el tribunal de la sección 
primera de la Audiencia toledana dictó un auto de detención e ingreso en prisión contra María Ángeles 
Guzmán, que se encontraba en libertad provisional en su localidad natal, La Guardia (Toledo), tras cumplir 
dos años de prisión preventiva, entre enero de 1998 y enero de 2000. El próximo jueves se celebrará una 
vista tras la cual la sala determinará si la envenenadora de Illescas continúa en prisión o queda en libertad 
provisional hasta que la sentencia sea firme, puesto que la defensa anunció que la recurrirá ante el Tribunal 
Supremo. Por su parte, el abogado de María Ángeles Guzmán dijo que su patrocinada no tuvo ánimo de 
acabar con la vida de su esposo. 


26 Andalucía 24 horas, 25 de abril de 2001. 
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La Audiencia Provincial condena a diez años de cárcel a la madre que arrojó a su hija por el balcón. La sala 
rechaza la eximente de trastorno mental transitorio alegada por la defensa. 


La madre acusada de arrojar a su hija de seis años por el balcón de su casa ha sido condenada a la pena 
de diez años de prisión como autora de un delito de asesinato en grado de tentativa. Además, la sección 
segunda de la Audiencia impone a la procesada la prohibición de acercarse a la niña durante cinco años y que 
indemnice a la víctima con 180.000 pesetas. Durante el juicio, la pequeña admitió que su madre, de treinta 
y dos años, la empujó, de modo que cayó por el balcón. De nada han servido los esfuerzos de la defensa 
para demostrar que la acusada, M. V. A. G., es una persona «débil mental con trastorno de personalidad 
y rasgos paranoides», y así arrancar del tribunal una eximente que redujera sensiblemente la pena. La sala 
no ha considerado circunstancia atenuante ni eximente alguna y estima que la procesada era penalmente 
responsable de sus actos cuando ocurrieron los hechos. En la formación de este criterio han pesado en el 
tribunal los informes periciales de los médicos forenses que informaron en el juicio sobre el estado mental de 
la procesada. Los facultativos declararon que el coeficiente intelectual de la mujer es muy limitado, «al borde 
de la debilidad mental», pero añadieron que no sufría una alteración de la conciencia ni de su voluntad, lo 
que quiere decir que sabía lo que hacía cuando, a las cinco de la madrugada del 22 de abril de 2000, empujó 
a la niña por el balcón, situado a cuatro metros del suelo. El testimonio de la niña, que declaró a puerta 
cerrada y a petición del tribunal, no dejo lugar a dudas de que la madre tiró a su hija por el balcón. Por 
eso, la estrategia de la defensa se centró en llevar al ánimo del tribunal que la acusada no tuvo intención de 
matar, sino que, llena de ira porque acababa de conocer que había perdido su custodia, trató de «castigar» 
a la menor. La sentencia declara probado que esa madrugada la madre despertó a la pequeña, la vistió con 
chándal y zapatos y la llevó hasta el balcón, donde una vez en la barandilla, la empujó hasta caer al suelo. 
Como consecuencia de la caída, la niña se rompió una pierna. La sentencia no es firme y contra ella cabe un 
recurso ante el Tribunal Supremo. Desde que ocurrieron los hechos, la pequeña se encuentra acogida en una 
residencia de servicios sociales. 


Matar siendo mujer sale más barato. Incluso a las terroristas de ETA, cuando no están implicadas en crímenes 
graves, se les suele dejar en libertad provisional. La excusa es siempre la misma: las madres deben cuidar de 
sus hijos menores de edad, lo cual no deja de ser puro machismo judicial. 


¿Y por qué no pueden hacerlo los padres? 


Capítulo 22 
El síndrome de Estocolmo 


El procedimiento se puso en marcha hace una década. Los jueces y policías que tomaban una 
decisión que, a juicio de las feministas, resultaba equivocada, eran vapuleados y quemados vivos 
en la plaza pública como responsables indirectos de los asesinatos de mujeres. Así, poco a poco, 
se fue creando un clima social de auténtico linchamiento profesional, social y político a unos 
profesionales que no eran videntes ni pitonisas para adivinar lo que pasaba por la mente de los 
presuntos culpables de las muertes de mujeres inocentes. Con la llegaba del PSOE al poder y la 
aprobación de la Ley contra la Violencia de Género la situación se ha extendido a la prensa y a 
la clase política. E incluso al Partido Popular, cuyos miembros criticaban públicamente la ley -y 
la siguen criticando-, si bien no dudaron en votarla en masa en el Parlamento en Diciembre de 
2004. Los aparatos del estado responsables de reprimir los malos tratos y las muertes se sienten 
con un dogal al cuello y actuan como autómatas. Antes de tomar una decisión que comprometa 
sus intereses y los de sus familias, prefieren actuar con la mayor contundencia y lavarse las manos 
como Pilatos. Y es que el síndrome de Estocolmo, ese problema mental que lleva al secuestrado 
a defender a sus captores, se ha instalado en la sociedad española, dispuesta a tolerar cualquier 
arbitrariedad con tal de que el poderoso feminismo, una máquina de triturar hombres, no tache 
a colectivos profesionales y partidos políticos de «cerdos machistas». 


Fue un hecho imprevisible, sorprendente e inesperado, como todos los asesinatos de mujeres a manos de sus 
maridos y viceversa. 


El 9 de julio de 1999, el congreso de los Diputados modela la Ley de Enjuiciamiento criminal e introduce por 
primera vez las medidas de alejamiento del hombre de su entorno social en caso de conflicto de pareja. 


Poco después entra en vigor la norma. Mar Herrero denuncia a su ex marido ante la Policía por la situación 
de acoso y amenazas a la que estaba sometida por parte del hombre con el que había compartido su vida 
tiempo atrás y con el que había dedidico romper definitivamente su relaciones sentimentales. 


Luis patricio Andrés, de treinta y ocho años, su ex compañero, era un individuo de armas tomar. En 1995 
había sido condenado por el asesinato frustrado de una pareja anterior. Cuatro años más tarde, en marzo de 
1999, le habían concedido la libertad condicional, con las opiniones en contra del educador y el psicóloga de 
la prisión. 


Fue entonces cuando intentó reanudar por la fuerza sus relaciones con Mar Herrero. Ante el cariz que tomaban 
los acontecimientos, el fiscal condicionó la revocación de la libertad condicional del presunto agresor, «En 
todo caso, es preciso que se adopten las medidas de alejamiento de su antigua compañera», propuso. La mujer 
pidió que se aceleraran las medidas. 


-¡Me va a matar! 
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El 8 de octubre de 1999, el juez de vigilancia penitenciaria consideró que el encarcelamiento no era necesario. 
Tal y como establece la Ley de Enjuiciamiento Criminal que deja un amplio margen de discrecionalidad y 
de apreciación al juez, estimó que Luis patricio andrés había dejado de ser un elemento peligroso. La mujer 
volvió a protestar muerta de miedo. 


-¡Me va a matar! -reiteró. 


Cinco días más tarde de que se decidiera dejarle en libertad, el 13 de octubre de 1999, Mar Herrero fue 
asesinada en Madrid por el maltratador. La conmoción en la sociedad fue tremenda. 


El juez fue sancionado con una multa de 200.000 pesetas, una cantidad insignificante para «indemnizar» a 
sus herederos por los daños materiales y morales que supone una vida humana. Pero el Consejo General del 
Poder Judicial estimó a favor del juez que nadie puede ser sancionado por tomar medidas que están dentro 
de la legalidad, porque no son adivinos ni pueden determinar que pensamientos rondan por la cabeza de un 
agresor convicto y confeso y cuales son sus verdaderas intenciones. Una vez cometido ell crimen, buscar una 
persona a quien cargar la responsabilidad es lo más fácil del mundo. 


En el mismo mes en que Mar Herrero fue salvajemente asesinada por Luis Patricio Andrés, murieron diecisiete 
personas en el sector de la construcción, nueve ancianos abandonados por sus hijos y tres niños, cuyos 
cadáveres aparecieron en contenedores. Nadie se preocupó por estas «muertes olvidadas». Lo políticamente 
correcto era defender a la mujer del exceso de testosterona del hombre, de esa ancestral inclinación del varón 
a matar a lo que más se quiere que tiene estigmatizada al 50% de la población. 


A partir de esas fechas, el feminismo vistimista incrementaba sus mecanismos de control para exterminar y, 
llegado el caso, dilapidar en la plaza pública a aquellos jueces y magistrados que no cumplieran diligentemente 
cualquier asunto relacionado con la seguridad física de las féminas en el seno del hogar. 


La presión feminista y mediática sobre la justicia se hizo insostenible a partir de la muerte de Ana Orantes, 
quemada viva por su marido en Granada en 1997, tras la intervención en un programa basura de Canal Sur. 
la televisión de Manuel Chaves, presentado por Irma Soriano, a pesar de que las estadísticas demuestran 
que la violencia doméstica no es esclusiva de los hombres y que todos los años mueren numerosos hombres a 
manos de sus mujeres. 


El 9 de junio de 2003, Pedro Martinez Bustos, de cuarenta y nueve años, esperó pacientemente en la calle 
Sant Adriá de Barcelona, en el barrio de Sant Andreu, la llegada de su pareja. Cuando la tuvo a su alcance, 
sobre las dos de la tarde, sacó un martillo, se abalanzó sobre ella y le destrozó el craneo. 


El cadáver de María Fábregas Escuder, de cincuenta y dos años, quedó tendido en el protal de su casa, bañado 
en un mar de sangre -de su propia sangre- y con parte de los sesos esparcidos por el suelo. 


Con un acto tan execrable y vandálico como el asesinato de su propia mujer, martinez Bustos ponía fin a 
unas rerlaciones matrimoniales que en los últimos años habían creado una tremenda «espiral de violencia» 
entre ambos. Marido y mujer se habían visto en trece ocasiones en los Juzgados para maldecirse mutuamente 
y echarse las culpas del fracaso matrimonial. El intercambio de denuncias sa había sustanciado con una orden 
de alejamiento de su esposa por amenazas y agresiones. 


La repercusión que esta brutal muerte tuvo en los medios de comunicación de toda España suscitaría inme- 
diatas consecuencias. El 15 de septiembre de 2003, la Comisión Disciplinaria del Poder Judicial decide por 
unanimidad «incoar expediente disciplinario» por la posible comisión de una falta muy grave al titular del 
Juzgado número 3 de Barcelona, Gonzalo de Dios Hoyos. 


Según informó el órgano de gobierno de los jueces en un comunicado, la decisión se adoptó con la unanimidad 
de las cinco miembros de la Comisión Disciplinaria, reunida la misma tarde en la que ocurrió el luctuoso 
suceso. Las mismas fuentes judiciales indicaron que el magistrado podía haber incurrido en una falta muy 
grave prevista en el artículo 417.9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con la desatención en 
la tramitación del procesd'] 


lEste artículo establece como falta muy grave «la desatención o el retraso injustificado y reiterado en la iniciación, tramita- 
ción o resolución de procesos y causas o en el ejercicio de cualquiera de las competencias judiciales», lo que está multado con 
suspensión, traslado forzoso o separación de la carrera judicial. 
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La decisión del Consejo, sin oir previamente al litular del Juzgado, reveló la situación de terror generalizado 
que amenazaba cada vez más a la sociedad. Preocupados por el «juicio de papel» que al día siguiente se va a 
producir en toda la prensa, al estilo de aquellos «procesos» incoados contra el Tribunal de Orden Público o 
los tribunales militares en el tardofranquismo, nadie quería que le colgaran el sanbenito de «maltratador de 
mujeres». 


Para echar más leña al fuego, Moserrat Comas había hecho su propia investigación y ofrecía su propio 
veredicto. Según explicó la presidenta del Observatorio de Violencia de Género, «desde el 30 de septiembre 
de 2002, en que la fallecida presentó la primera denuncia, hasta el día de su muerte, el Juzgado no le tomó 
declaración ni acordó ninguna otra diligencia de prueba. Sólo en marzo se decidió que el acusado fuera oído, 
se le detuvo porque no comparecía y el 19 de mayo fue puesto en libertad sin que se le tomara declaración». 


A pesar de las presiones, el expediente se sustanció en favor del juez. El 1 de enero de 2006, Gonzalo de Dios 
Hoyos, de cuarenta y ocho años , con dieciseis de ejercicio profesional en la judicatura, y seguía al frente del 
Juzgado de Primera Instancia número 3 de Barcelona. 


La sistemática persecución de los jueces, cuyas sentencias eran minuciosamente estudiadas y puestas en la 
picota cuando no se ajustaban al talibanismo femenino, continuaría. 


Miembro de la sección segunda de la Audiencia Provincial de Córdoba, alumno de Marino Barbero Santos, 
el magistado Juan Ramón Berdugo Gómez de la Torre era, sin lugar a dudas, el mejor juez que existía en 
Córdoba. 


A finales del año 2000, cuando aún no existía la Ley del Meno] Berdugo promovió como ponente una 
sentencia polémica frente a las costumbres que se iban imponiendo en la sociedad. «Unos azotes en el culo ante 
una conducta desobediente de un menor son "conformes con los usos sociales” y forman parte fundamental 
del "derecho de corrección que tienen los padres sobre los menores no emancipados”"». 


De esta forma, el juez absolvía a la madre del delito de malos tratos contra su hijo, de trece años, del que 
había sido condenada en primera instancia tras haber sido denunciada por su ex marido. Su decisión y sus 
argumentos abrían un nuevo frente de discusión anjivel jurídico y social. 


La sentencia que más dolores de cabeza le acarreó se produjo en el año 2003, tras condenar a un padre acusado 
de abusos sexuales a una menor, planteó en el mismo texto de la sentencia que «dada el arrepentimiento del 
mismo y la gravedad de la pena», estiamba necesario que el condenado fuera indultado total o parcialmente 
por el Gobierno. 


Nacido en Valladolid en 1954, donde estudió la carrera de Derecho, el magristrado, con esta decisión, no 
hacía más que interpretar la «petición unánime» formulada por la víctima, hija suya, sus hermanos y su 
madre. Todos ellos pedían, sin excepción, que se rebajara la condena al autor del delito sexual. «La joven 
agredída no había sufrido ningún tipo de trauma y el salario del cabeza de familia era imprescindible para 
seguir alimentando a la familia», suplicaban. 


Al día siguiente, un grupo de feministas tomaron la puerta principal del Palacio de Justicia y le acusaron de 
«prevaricador» y de inducir con sentencias a la violación de menores. Las manifestaciones en su contra y las 
«recriminaciones» por defender supuestamente a un violador se sucedieron al menos durante una semana. 


¿Era Ramón Berdugo un buen juez? El 27 de julio de 2004, Partido Popular y PSOE le proponían por 
unanimidad para sustituir a Cándido Conde Pumpido -nombrado fiscal genegral del Estado- en la sala 
segunda del Tribunal Supremo, en base al artículo 118 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


El 5 de abril de 2001, la sección tercera de la Audiencia Provincial de Barcelona fue colocada en la picota 
por imponer una condena de seis años al policía nacional Antonio Moril, acusado de violar a otra menor de 
trece años de edad. 


Los hechos habían ocurrido el 25 de marzo de 1998 en el municipio barcelonés de Cerdanyola del Vallés. El 
policía nacional, amigo de la familia, recogió a la niña en su coche y, tras parar en un descampado, la sometió 
a abusos sexuales mientras la sujetaba por el pelo y la amenazaba. 


2Entró en vigor el 13 de enero de 2001. 
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Según la reforma del Código Penal de 1999, la ssala podía elegir entre una pena de seis y doce años para 
penar la conducta del violador, que obligó a la niña a hacerle una felación y posteriormente se masturbó 
delante de la niña, incitándola a que observara su obscena conducta. 


El tribunal optó por la pena mínima debido a que la menor había mantenido ya relaciones sexuales y porque 
no hubo penetración vaginal ni anal. El examen forense mannejado por el tribunal revelaba que la menor 
tampoco «había sufrido sequelas psíquicas nio psicológicas». Este informe fie determinante para que el fallo 
no fuera excesivamente duro con el presunto violador, que pidió perdón por sus actos y perdió el trabajo. 


La Organización de Mujeres Vecinales de España consideró esta sentencia una «aberración machista, sesgada 
y brutal», y la abogada de la niña, María José Varela, una conocida letrada feminista catalana, aseguró que 
renunciaba a recurrir el fallo porque la medre de la niña prefería cerrar cuanto antes el caso. 


El 27 de julio de 1999, Mercedes Vega y sus tres hijos de quince, nueve y dos años, decidía abndonar su casa 
y acudía a refugiarse al centro de acogida de Coslada (Madrid). 


Al día siguiente, se presentaba en el Juzgado de Guardia y le pedía al juez que echara de su viviende de 
Aravaca al que era su esposo, Julio Andrade, ya que iba a pedir la separación conyugal, y le obligaba a pagarle 
una cantidad para la manuntención de los hijos. Exigía, además, que el juez tomara las medidas cautelares 
de inmediato. 


El asunto acabó en manos del titular del Juzgado número 28 de la plaza Castilla, CArlos López Muñiz. Pero 
dos días más tarde, el magistrado se negó a ello. «Habiendo abandonado el domicilio conyugal y estando 
acogida a un centro de ayuda pública, no está acreditado que exista urgencia», determinó el juez. 


María del Carmen Fernández Pedroche estaba en trámites de separación con su marido ante un Juzgado de 
Getafe (Madrid). El 3 de agosto de 1999, la Guardia Civil se presentó en la segunda vivienda de Horche 
(Guadalajara) para echarla de casa. 


Los hechos se producían días después de que la pareja hubiera tenido un fuerte discusión, tras la cual su 
marido acudió a Guadalajara y la denunció en el juzgado de Guardia. 


El juez Julián Muelas, tras comprobar las escrituras de propiedad del inmueble estaban, a nombre de una 
sociedad del demandante, ordenó el desalojo de la mujer. «Fue un caso de abuso de poder, dejando a la 
mujer en una situación de total indefensión», denunció a la prensa la presidenta de la Federación de Mujeres 
Separadas y Diorciadas, Ana María Pérez del Campo Noriega, una señora que, como ya se ha dicho, tras 
regir durante veinte años un estanco en la calle Claudio Coello de Madrid, acabó siendo «experta en leyes». 


-¡Jueces corruptos al, al patíbulo con ellos!- gritaron las feministas en una marcha por Madrid. 


Aquel grito de querra se convirtió de pronto en una consigna. Á comienzos del año 2000, al tiempo que el 
presidente de Castilla-La Mancha, José Bono, planteaba confeccionar una lista de maltratadores y piblicarla 
en los periódicos, las feministas iban mucho más lejos en sus reivindicaciones. 


«Hay que difundir los nombres de los jueces que absuelven a los maltratadores o dictan sentencias escanda- 
losamente injustas», proponía el 16 de octubre de 2000 la presidenta de la Plataforma de Mujeres Artistas 
contra la Violencia, Cristina del Valle. 


La propuesta fue secundada en un principio por Red Feminista y por la Federación de Mujeres Separadas y 
Divorciadas, que dirige Ana María Pérez del Campo Noriega; por la presidenta de la Federación de Mujeres 
Progresistas, Enriqueta Chicano; por la coordinadora española del Lobby Europeo de Mujeres, Ángela Ruiz 
Tagle, y la Asociación de Mujeres Jóvenes, que preside Nuria Arévalo. Todas ellas estaban dispuestas da hacer 
un frente común para que los «jueces ineptos no se fueran de rositas» como, según ellas, venía ocurriendo 
hasta entonces. 


Las asociaciones de jueces magristrados de toda España se alzaron inmediatamente en armas en defensa de 
sus colectivos profesionales. 


«La iniciativa es absurda, no tiene ni pies ni cabeza», afirmó josé Luis Requero, portavoz de la Asociación 
Profesional de la Magistratura, Ricardo Bodas, de Jueces para la Democracia, se manifestó en el mismo tono: 
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«publicar la identidad de jueces y magistrados que se equivoquen no aportaría absolutamente nada a evitar 
los malos tratos a mujeres», afirmó. José Luis González Armengol, presidente de la Asociación Francisco de 
Vitoria, dió la clave escencial: «Es descabellado. Las decisiones de los jueces no son inamovibles, se corrigen 
por medio de los recursos». 


Pero el movimiento feminista del Estado español decidió llevar adelante si proyecto de «cortar las cabezas» 
a aquellos miembros de la judicatura que no defendieran sus palnteamientos de género en sus sentencias. La 
«caza del juez díscolo» había comenzado. 


El presidente de la Audiencia Provincial de Alicante, Vicente Magro, no puede decirse que sea un magistrado 
tolerante con los maltratadores. Al contrario, es un hombre de principios rígidos, convencido de que en España 
hay 640.000 maltratadores y que es preciso meterlos entre rejas o, al menos, reeducarlos al estilo de los gulag 
soviéticos. 


Miembro del Observatorio de Violencia de Género del Consejo General del Poder Judicial, como se cuenta 
con más detalle en otro capítulo, en un curso de verano celebrado en El Escorial en 2006 se lamentaba 
profundamente de que se autorizaran los vis a vis con maltratadores en las cárceles y de que el sistema 
judicial fuera impotente para llevar a cabo con más eficacia su cometido. 


Pese a la «saña» con que trataba las riñas familiares, pretendiendo convertir el país en una gran cárcel, el 
2 de marzo de 2006, el feminismo troglodita le ponía las peras a cuarto. «Sí usted cree que un maltratador 
tiene rehabilitación, hágase responsable usted, pero por escrito y bajo su firma, cada vez que dé salida a la 
sociedad a este tipo de personajes», escribía A.V.R.R. en el periódico gratuito 20 minutos. Y remachaba: 
«A las mujeres víctimas de malos tratos nos duelen mucho declaraciones como las suyas. Por creer que [los 
hombres] van a cambiar perdonamos una y otra vez y por eso nos matan |...]. No nos manden mensajes 
contradictorios, no nos digan que denunciemos a nuestros verdugos para luego montar el segundo engocio de 
la violencia de género, la rehabilitación de los maltratadores |...]. Con pensamientos como el suyo, así nos va 
a las víctimas)». 


El grupo de estudios sobre la Condición de la Mujer de la organización Alecrín denunció el 25 de enero de 
2006 que el titular del juzgado número dos de vigilancia penitenciaria de Pontevedra, Fidel Jesús Rio Pardo, 
hubiera concedido durante el año 2005 permisos a presos condenados por agesión secual y violencia de género, 
internos en la prisión orensana de Pereiro de Aguiar, en contra de los informes de la junta de tratamiento del 
centro. 


En rueda de prensa, la presidenta de Alecrín, Ana Miguez explicó que la asociación feminista ha tenido 
conocimiento de al menos ocho casos de internos en esta cárcel condenados por delitos de agresión sexual 
y maltrato a sus parejas que han sido beneficiados de permisos penitenciarios por parte del magistrado Río 
Pardo. Lo hizo aunque los informes de médicos, psicólogos, educadores y del propio director del penal eran 
desfavorables. 


En opinión de la junta de tratamiento del Centro Penitenciario de Pereiro de Aguiar, ninguno de esos ocho 
presos ha reconocido su delito. Los informes que maneja Alecrín señalan que «no se sienten culpables» y 
ninguno de ellos ha querido someterse a tratamientos de rehabilitación. Además, una vez que obtienen el 
permiso, «continúan acosando y amenazando a sus víctimas, por lo que son un peligro social», según explicó 
Ana Miguez. 


La responsable de Alecrín de nunció la actitud de este juez y lo acusó de mantener una actitud beligerante ante 
las víctimas de la violencia de género. En consecuencia, exigirán una investigación y pedirán explicaciones al 
fiscal jefe de Galicia, ya que el ministerio fiscal no recurrió ninguno de los permisos otorgados por este juez, 
y pondrán lo ocurrido en conocimiento del Valedor do Pobo. 


La denuncia de Alecrín se centra sólo en ocho casos, aunque las responsables de la asociación feminista temen 
que «puede haber muchos más en otras prisiones». Por ello, consideraron muy importante que se denuncien 
estas situaciones, a pesar de que, según indicó Ana Miguez, «se pone la zancadilla por detrás a las entidades 
que luchan contra esto». 
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Entre los presos que se han beneficiado de permisos penitenciarios durante 2005 destaca el caso de un hombre 
condenado por haber violado a sus tres hijas durante quince años, en casi 2.500 ocasiones; el de otro preso, 
agresor sexual y con transtornos de conducta; o el de un varón que maltrató a su mujer e incluso la persiguió 
cuando ésta se vió obligada a cambiar de residencia a otra provincia para evitar a su agresor. 


Según la Ley Orgánica General Penitenciaria, los presos deben cumplir una serie de requisitos para poder 
acogerse al beneficio de los permisos de salida. Además de haber cumplido un tercio de la condena, es necesario 
que no observen mala conducta, una circunstancia que debe ser valorada por la junta de tratamiento de 
cada centro, en función de la trayectoria delictiva del interno, su personalidad, la naturaleza del delito o la 
participación en programas de reeducación. 


Alecrín denunciaba que el juzgado de vigilancia penitenciaria de Pontevedra, no hubiera tenido en cuenta la 
posición de esta junta, formada por profesionales que «son los que mejor conocen a los presos porque conviven 
con ellos» (de los periódicos). 


Al juez Ángel Márquez, presidente de la sección tercera de la Audiencia provincial de Sevilla, no le habían 
caído tantos palos juntos desde comienzos de los noventa, cuando decidió investigar el «caso Juan Guerra». 


En marzo de 2006 le tocó enjuiciar a un guardia civil, natural de Alcalá de Guadaira, que maltrató a su mujer 
en la casa de ambos, en Lebrija, con el palo de una fregona, causándole diversas lesiones de consideración. 


El fiscal, siguiendo su inveterada tradición de aplicar el Código Penal con el máximo rigor, calificó los hechos 
de intento de homicidio. El tribunal presidido por el magistrado Ángel márquez impuso una condena de un 
delito de lesiones. Para llegar a esta conclusión, el tribunal estimó que el palo de la fregona urdido por el 
maltratador para apalear a su víctima «carece de consistencia por su propia configuración y peso para matar 
a una persona. El empleo por el maltratador de éste instrumento y no de otros demuestra que el guardia civil 
no tenía intención de matar [en su caso, parece evidente que habría empleado su pistola reglamentaria, que 
llevaba encima], solo pretendía causar daño a su mujer». 


La sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla se hizo pública el 29 de marzo de 2006, con el consiguiente 
revuel en la opinión pública andaluza y en el feminismo, que ofreció una rueda de prensa para «condenar» 
al magistrado. 


Lo significativo del caso es que por las mismas fechas, la titular del Juzgado de lo Penal número 4 de Murcia, 
María Pozas Cisneros, absolvía a una mujer por emplear los mismos «objetos contundentes» para golpear a 
su marido y mantenerle a raya. 


Nadie de echó las manos a la cabeza o cuestionó la sentencia de Murcia, si se hubiera aplicado la misma vara 
de medir. 


Lo más grave del asunto es que no son sólo los jueces los que se sienten permanentemente vigilados y sus 
actuaciones son habitualmente sometidas a la lupa de la opinión pública por personas sin escrúpulos, decididas 
a sacar partido de una ley injusta, pensando que cuantos más hombres se metan en la cárcel, más se contribuye 
a hacer una sociedad justa e igualitaria. Miles de policías de toda España se sienten sometidos a la misma 
presión mediática y ambiental, más propia de la persecución y la «caza de brujas» instaurada por el senador 
norteamericano Joseph McCarthy en Estados Unidos en el periodo de la guerra fría que de una sociedad 
civilizada. 


Un magistrado de la Audiencia de Cantabria recomendó el 7 de marzo de 2006 a un matrimonio separado que 
acudiera a la Iglesia católica para reconciliarse, en una sentencia en la que atribuía la ruptura a la intervención 
del «maligno» y relacionaba a la nueva pareja del marido con el fruto prohibido que aparece en el Génesis. 


El magistrado Esteban Campelo Iglesias tenía que resoler una apelación presentada por una mujer maltra- 
tadora contra una sentencia de un juzgado de Torrelavega. Esta que la condenó a sesenta días de multa por 
darle una bofetada y tirarle del pelo a la nueva pareja de su ex marido. a la que también insultó 


. -¡Folladora! ¡Puta! ¡Guarra! -le había insultado. 
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El juez confirmó la condena basándose en argumentos jurídicos, ¿como profesional encargado de administrar 
justicia». sin embargo, aprovechando que el Pisuerga pasa por Valladolid, dedica dos folios de la sentencia a 
dar consejos a la pareja, que les puede servir «para su situación real y existencial como personas unidas en 
matrimonto». 


El magistrado parte de la premisa de la existencia de Dios, «que ha creado al hombre para ser señor de toda 
la creación y llamado a compartir su misma vida». También admite la existencia del «maligno », en referencia 
al demonio, su principal enemigo, que «intenta romper ese lazo de amor». 


Su exposición se basa en el libro del Génesis. tomando sus enseanzas, relaciona la ruptura del matrimonio 
con la intervención del diablo y a la nueva mujer del marido con el fruto del árbol de la ciencia del bien y del 
mal que Dios prohibe comer a Adán y a Eva en el Antiguo testamento. 


El juez recuerda que, según el Génesis, dios dijo a Adán y Eva: «No comais de él, que el día que lo hagáis 
morireis sin remedio». Asegira que este mandato está dirigido también al marido. «Compartías la vida con tu 
mujer, tenías una hija, tenías salud y es de suponer que disfrutabas de las condiciones necesarias para vivir 
una vida normal de agradecimiento a Dios. Sin embargo, apareció en tu vida una mujer mucho más joven 
que tu esposa y que suponías podía hacerte más feliz», señala el juez. 


A continuación, relaciona la infeidelidad con la aparición del «maligno». Según el magistrado, el demonio dijo 
al hombre: «Come y serás como Dios, conocedor del bien y del mal». Y él, como Adán, comió del árbol y, 
como en el caso de Adán y Eva, «surgió el infierno en el matrimonio y en la familia, generando la separación 
y la huida». El juez opina que el marido vive en una situación de «esclavitud» porque ha creído que Dios no 
es amor, al haberle «prohibido un fruto apreciable a la vista y alabado socialmente». 


Explica que afirmar que Dios no es amor es afirmar que Dios no existe, lo que le lleva a poner todas las 
esperanzas en esta vida temporal. «Quieres a toda consta beberla en su integridad (la vida), rechazando todo 
lo que lleve o suponga la muerte, y como tu mujer, a una determinada edad, supones tú que ya no te puede 
dar en sexo, afectividad o carácter la vida que anhelas, pues vas a beber de otra fuente que estimas menos 
gastada», añade. 


Indica que ante esta situación de «sufrimiento y esclavitud» es posible la reconciliación, en la que está «la 
verdadera justicia para el matrimonio», y propone que la pareja ponga en medio de sus vidas «el espíritu 
de Jesucristo resucitado», acudiendo a la Iglesia católica, «la fuerza salvadora». Campelo Iglesias pide a la 
pareja perdón pos sus disquisiciones, que asegura entiende «como algo bueno y la mejor justicia que como 
magistrado que aspira ser cristiano pretende dispensar». 


Con sesenta y tres años de edad y vinculado al Opus Dei, esteban Campelo Iglesias formó parte de la 
judicatura de los cuarenta y ocho, es decir, entró por el «tercer y cuarto turno» convocados por el PSOEÉ a 
finales de los años noventa para meter a su gente en la judicatura por la puerta falsa. 


Sólo lleva quince años ejerciendo como juez y está adcrito a la Audiencia Provincial de Cantabria en lugar 
de a los tribunales eclesiásticos, en desuso desde la entrada en vigor de la Ley del Divorcio, que modificó el 
Código Civil en 2005. 


Los grupos feministas censuraron su sermón. 


El 9 de agosto de 2006, la Titular del Juzgado de Primera Instancia número 5 de Talavera de la Reina (Toledo) 
abría diligencias previas por desobediencia a una mujer. Previamente, ésta se había negado a entregar a su 
hijo al padre, del que se hallaba separado, para que pasaran juntos parte del verano. 


-Es un maltratador y no le voy a dejar a mi hijo aunque lo ordene el lucero del alba- declaró a los periodistas. 


Ante esta afirmación, realizada siete días antes por María Retana ante los medios de comunicación, la jueza 
ordenó que se presentara en el juzgado con el menor, de cuatro años. 


-Deje usted al menor aquí, al cuidado de los servicios sociales. Ya he dado instrucciones a su padre para que 
venga a recogerlo -ordenó la jueza. 
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-Esta usted coaccionando la voluntad del niño. No quiere irse con su padre. No es el criterio de los psicólogos. 
Me atengo a sus informes. 


De esta manera, esta jueza de Talavera de la Reina ponía fin a una disputa por la posesión de un niño iniciada 
un año y medio antes. 


En efecto, María Retana y Miguel Ángel Juárez, de treinta y un y treinta y cuatro años, están separados 
desde enero de 2005. Desde entonces, su mujer ha presentado varias denuncias por malos tratos contra su 
ex marido. en enero de 2006 se dictó una orden de alejamiento contra el hombre, que inmediatamente fue 
revocada, al demostrarse que las denuncias carecían de fundamento. 


A pesar de que el niño tiene derecho a pasar los fines de semana alternos y las vacaciones con su padre, los 
familiares de la mujer han presionado para que no lo llevara al punto de encuentro familiar. Fue entonces 
cuando la jueza ordenó a la madre que lo llevara personalmente a los Juzgados para que lo recogiera el padre. 


-Si no lo hace así, enviaré a la policía a su casa a buscarlo y llevarlo con su padre. 


María Retana indicó que los motivos por los que la jueza le ha abierto diligencias penales por desobediencia 
son que no medió para que el niño se marchara con su padre en el punto de encuentro y que tanto la familia 
Retana como los periodistas que se congregaron frente al Palacio de Justicia «obstaculizaron» la salida del 
vehículo con el padre y el hijo. 


María retana lamentó esta situación y dijo que se encuentra «cada vez peor y cada día echando más de menos 
al niño», que aparentemente es parte de su terapia para superar el trauma de la separación de su ex esposo. 
de esta manera, vulnerando sistemáticamente la Ley contra la Violencia de Género y presentándose al mismo 
tiempo como «víctimas» de sus maridos y de los jueces, el feminismo radical ha logrado tener en un puño a 
los responsables de aplicar la Ley en toda España. 


«Dar órdenes de protección es aberrante, cuando todos los jueces sabemos el uso abusivo que se está haciendo 
de ellas. Por eso, hay que administarlas con cuentagotas y concederlas sólo en aquellos casos en que hay 
riesgo objetivo de malos tratos. » 


El que hace esta afirmación es el titular del juzgado de Instrucción número 32 de Barcelona, Eduardo navarro 
Blasco, de cuarenta y cuatro años. Este magistrado nacido en Calatayud (Zaragoza), con dieciséis años de 
experiencia en la carrera judicial, agrega: «Lo malo es que hay jueces que la otorgan graciosamente, es decir, 
sin estar fundamentadas. No es mi caso, en el que exigo a la Policía que haya más que indicios. Necesito que 
se acredite que existe una situación de riesgo real para una persona», manifiesta. 


Y concluye: «El juez que dicta una orden de protección sabiendo que no se dan las circunstancias, a pesar de 
las presiones mediáticas y del Consejo General del Poder Judicial, además due una injusticia, está cometiendo 
un claro delito de prevaricación. » 


«Lo que no se puede pretender es que el juez se dedique a aplicar una justicia de tipo preventivo, que siempre 
se convierte en injusticia flagrante e insoportable para una de las dos partes en el conflicto, la mujer y el 
hombre. » 


Jueces como Blasco Navarro hay muy pocos en España. Lo demuestra el hecho de que de las 37.000 órdenes 
de protección solicitadas en 2005 con otras tantas mujeres, se concedieran 17.000, lo que resuta una cifra 
exorbitante teniendo en cuenta que el número de mujeres asesinadas en España apenas sobrepasó las setenta. 


«Para evitar las muertes hubiera bastado con cien órdenes, sin embargo, como la mayoría de mujeres que 
acaban asesinadas por sus maridos no denuncia previamente los hechos en comisaría o en los Juzgados, no se 
sabe a quien proteger, se actúa por impulsos de opinión pública, dando palos de ciego», reconoce un miembro 
del Consejo General del Poder Judicial. Pero no son solo los jueces quienes en su mayoría son víctimas del 
síndrome de Estocolmo a que ha sometido el feminismo militante a la sociedad. Los policías, la parte más 
vulnerable del aparato represor, los sufren también en sus vidas familiares y en su trabajo cotidiano. 


Susana Arméndariz, su mujer, había decidido irse a vivir con el guionista de un grupo humorístico. En el 
convenio de separación llegó el acuerdo de pasar 350 euros de los 1.100 que ganaba para el mantenimiento 
de los dos hijos que tenía con ella, de siete y trece años. 
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Pero al poco tiempo, Francisco Javier Montes, un mecánico de San Blas (Madrid), que se había quedado sin 
casa y sin patrimonio, entró en una depresión y le echaron del trabajo. 


En la Semana Santa del año 2006 llamó a su mujer para pedirle el libro de familia, documento imprescindible 
para inscribirse en las oficinas del paro en el Instituto Nacional de Empleo (INEM). 


Según declaró posteriormente en el Juzgado número 3 de Violencia de Género de la plaza de Castilla de 
Madrid, le dijo: 


-Mira que si no me la das, no te voy apoder pasar la pensión. 


La mujer se negó a facilitarle el documento. A partir de ahí, se produjo, aparentemente, una discusión 
telefónica con ella. Esta acusó a Javier Montes de haberla amenazado. 


-[Como me arruines la vida], te voy a hacer la vida imposible, te vas a enterar.- Le contestó fuera de sí. 


Sin ningún tipo de testigos ni de pruebas para acreditar las supuestas amenazas, su ex mujer acudió a la 
comisaría de San Blas y presentó una denuncia. Dos horas más tarde, una patrulla se presentó en la casa de 
su madre, junto al complejo deportivo La Peineta, dispuesta a llevárselo detenido. Como no estaba, le dijeron 
a su madre: 


-Si no lo quiere pasar mal, que se presente en comisaría en cuanto llegue. 

Al regresar a casa, Javier se encontró a su madre con los nervios destrozados, al borde del infarto. 
-Hijo mío, pero ¿qué has hecho? Ha venido a buscarte la Policía. 

-Nada, mama. ¿Qué ha pasado? 

-me han dicho que te presentes inmediatamente en comisaría. 

-Yo no he hecho nada malo, mama. Ahora mismo voy a presentarme. 


Llamó a su hermana, empleada de Aulen, y en poco tiempo movilizaron a dos parientes policías y al abogado 
matrimonialista Javier Palmero. La intervención de los agentes, que dieron la cara por él ante sus compañeros 
de San Blas, le evitó pasar la noche en los calabozos con el resto de delincuentes de la zona. 


Pese a todo, Javier fue tratado en todo momento como un criminal, situación que no olvidará el resto de sus 
días. Por una simple denuncia de su ex mujer, de la que lleva dos años separado, se le tomaron las huellas 
dactilares, fotos de frente y de perfilm y se le abrió una ficha en la comisaría, la cual entra inmediatamente 
en los ficheros de Violencia de Género. 


En la vista oral, celebrada al día siguiente, fue absuelto con todos los pronunciamientos favorables. Francisco 
Javier Montes dijo: 


-En catorce años no le he puesto la mano encima. Si cuando me puso los cuernos, no hice nada, ¿cómo voy 
a amenazarla ahora por un simple libro de familia? 


El segundo round de la pelea pugilística se produciría meses más tarde, en verano. Cuando sus hijos se 
presentaron en su casa de la calle Nicolasa Gómez en la primera quincena de julio para irse de vacaciones, 
a la familia casi les da un soponcio. El menor de sus hijos casi no pidía tenerse en pie. Su padre lo observó 
atentamente y lo encontró pálido, desnutrido y con signos evidentes de no haber comido en los últimos días. 
Inmediatamente lo llevó al médico, le hicieron un análisis de sangre y el facultativo ordenó internarle de 
urgencia en una unidad de cuidados intensivos. 


La hermana de Javier Montes se encargó de localizar a su ex cuñada para ponerle al tanto de la situación. 
-El niño está grave, hay que ingresarle en urgencias hoy mismo. 
-¿Qué me estás diciendo? ¿Qué soy una mala madre y no doy de comer a mis hijos? 


-No. Te estoy leyendo los resultados de los análisis. Como el niño tiene que volver mañana a tu casa, O lo 
ingresamos ahora o voy con la información al Juzgado de Violencia de Género. 
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Fue mano de santo, Susana Armendáriz aceptó que el niño fuera ingresado en el hospital Gregorio Marañón, 
donde pasó varios días en observación, bajo un severo tratamiento. 


El día en que le dieron el alta, al volver a casa de sus padres, Javier Montes se encontró de nuevo con la 
Policía en la puerta de su casa. 


Tiene que acompañarnos, hay una denuncia de su ex mujer por malos tratos. 
-¿Malos tratos yo? Si lo que he hecho es llevar al niño al médico porque lo estaba dejando morir de hambre. 


En el momento en que iban a colocarle las esposas, toda la familia empezó a llorar y a gritar de rabia, 
impotentes ante al atropello que se cometía con su hijo. 


Y pasó lo que temía. Gloria, de ochenta y tres años, madre de Javier Montes, enferma del corazón, cayó 
desplomada al suelo. Acababa de sufrir un ataque al corazón. 


Los policías se quedaron atónitos, sin saber que hacer. Lo que parecía una simple y rutinaria detención se 
convertía, de pronto, en un drama humano. 


-Así nos paga esta hija de puta. ¡Que cuando se quedó embarazada y sus padres la echaron de casa, mi familia 
la recogió y la trató como una hija! -protestó un miembro de la familia. 


Inmediatamente, las hijas de la enferma le colocaron una pastilla de cafinitrina debajo de la lengua. La escena 
que ocurrió a continuación fue de lo más surrealista. Mientras Gloria se debatía entre la vida y la muerte, 
insensibles al dolor ajeno, los policías se llevaron a su hijo detenido por el simple hecho de haber forzado 
el internamiento del nieto de la anciana en un hospital por una anemia grave. Había tres denuncias en su 
contra. 


-¡Como le pase algo a mi madre, como se muera por los disgustos de esa hija de puta, la rajo! -protestó Javier, 
secándose las lágrimas. 


Lo peor de todo es que quienes conocen a la víctima de esta atropello saben que no hablaba por hablar. La 
impotencia, la rabia, el dolor y la desesperación son «argumentos» contra los que la Ley contra la Violencia 
de Género no tiene nada que hacer. Un hombre roto, destruído, es como un kamikaze. 


Esta vez, Javier Montes no tuvo la suerte que la vez anterior. Sus dos primos policías habían sido trasladados 
a Palma de Mallorca a dar escolta a la Reina de España. Si nadie del cuerpo respondía por él, el subcomisario 
de San Blas no estaba dispuesto a dejarle passar la noche en su casd'] 


-Yo delego en mis policías y acato sus decisiones -se excusó ante el abogado de Montes. 


Lo que equivalía de decir que no asumía responsabilidad alguna, y que quien osara dejarle en libertad, si se 
producía algún contratiempo, era automáticamente suspendido de empleo y sueldo, expulsado del cuerpo e 
incluso juzgado en el caso de que por alguna nagligencia se le cruzaran los cables y matara a su mujer. 


-Nosotros somos las primeras víctimas de esa maldita ley. Mira, hace dos días se presentó la mujer de un 
guardia civil. Le denunció por malos tratos. Aunque a todos nosotros nos pareció una excelente persona, 
tuvimos que quitarle al arma y tenerlo toda la noche retenido en el cuerpo de guardia mientras que el hombre 
no dejaba de llorar. Y eso que era uno de los nuestros. 


En la Dirección General de la Guardia Civil están hartos igualmente de la Ley contra la Violencia de Género, 
el principal «cáncer» que diezma todos los años al cuerpo. 


-Permanentemente estamos deteniendo a nuestra gente. Por la mayoría de ellos estamos dispuestos a poner 
la mano en el fuego. No son maltratadores, lo que no quiere decir que alguna vez no hayan tenido una bronca 
con sus mujeres. Lo que más nos preocupa de todo es tener que soportar luego a las «ocupas» mientras 
nuestros compañeros pierden el empleo. 


En quel verano de 2006, la prensa dio la noticia de que un grupo de marineros había violado a una mujer de 
infantería de Marina en un barco de la Armada española. 


3 Cuarenta y ocho horas después de la detención fue juzgado y absuelto. 
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-La broma que se nos ocurrió a todos, a la vista de las cosas que estamos viendo, fue la misma. Esta, como 
lleve al Estado a pleito, se queda con el barco, su «casa» -señaló un agente al autor. 


Como «el miedo guarda la viña», según el refrán popular, policías y guardias civiles no vacilan en aplicar 
órdenes de detener al varón a la más mínima insinuación de malos tratos de su mujer. Y es que para los 
supuestos maltratadores -que luego se demuestra que no eran tales- no rige la «presunción de inocencia que 
debe regir en todo contencioso hasta que se demuestre lo contrario». Por eso, en 2005, un total del 140.000 
hombres, equivalente a la población masculina adulta de la comunidad de Navarra, pasaron por sus calabozos. 
Desde 2004 hasta la salida del libro la cifra estimada supera los 270.000 varones, como ha quedado claro. 


El clima de psicosis y terror institucional a no cumplir con lo establecido y que luego se les «caiga el pelo» 
puede verse todos los días en muchos foros dedicados a hablar del asunto. Veamos otro caso más: 


En 2002, cuando ejercía de jueza en Tarragona, María Sanahuja tuvo que detener a un padre que había 
violado a su hija de los once a los diecinueve años. El asunto se había descubierto porque cuando la hija tuvo 
su primer novio, su progenitor la presionó para que siguieran manteniendo con él relaciones sexuales furtivas. 


-No importa que tengas novio. Podemos seguir juntos. Incluso cuando tengas hijos -le dijo. 


Asqueada y sin poder quitárselo de encima, la joven acudió al Juzgado y Sanahuja ordenó la detención 
inmediata del violador. Luego tuvo que olvidar a la mujer a superar su depresión. Los parientes de su padre 
la insultaron por haberle denunciado. La acusan de «consentidora» y de haber incitado al hombre a cometer 
la cadena de estupros continuada. 


De esta manera se crea en la víctima un trauma, un complejo de culpabilidad tal que acude con su madre al 
Juzgado a pedir su libertad. 


-Tú no eres culpable de nada. El te violó abusando de su inocencia, sin tener su consentimiento. Actuó bajo 
presión y punto. 


Por esa época, Sanahuja tuvo que detener también al primer maltratador conocido que asesinó a su mujer 
en la zona y mandarlo a la cárcel. 


La decana de los Juzgados de Barcelona no es, por tanto, una mujer insensible a los problemas de su género, 
sino todo lo contrario. Es una feminista convencida que defiende la igualdad entre el hombre y la mujer en 
todos los planos. 


El 18 de julio de 2006, Sanahuja intervino como ponente en uno de los cursos sobre violencia de género 
celebrados en el Euroforum de El Escorial, bajo el patrocinio de Caja Madrid. Allí reclamó a la policía que 
antes de detener a centenares de hombres al día por una simple denuncia telefónica de una mujer, realizaran 
una investigación mínima. 


Fue como mentar la soga en la casa del ahorcado. Tres miembros de la Policía Municipal de El Escorial que 
se encontraban en la sala se le echaron encima como hienas. 


-Señoría, ustedes los jueces tienen diez minutos para juzgar a un señor, acusarle de violencia de género y 
mandarle a la cárcel. Yo tengo sólo dos desde que se recibe la llamada para mandar un coche patrulla y 
detenerle. Esa es la dferencia abismal entre usted y yo. 


-Hombre, pero no se puede detener a un señor por una simple llamada telefónica de su mujer. Como mínimo 
es necesario ver si tiene antecedentes por maltrato y conocer el historial médico de la señora. Saber si padece 
alguna depresión y no ha tomado las pastillas ese día o si, por el contrario, en los últimos meses ha acudido 
a los servicios sanitarios llena de golpes y ha declarado que se ha caído por una escalera para encubrir un 
delito de malos tratos. 


Tras aquella suave reprimenda, el policía estalló, respaldado por los dos colegas que le acompañaban. 


-Señoría a mi la ley me dice que si una señora llama desde su casa y dice que hay malos tratos de su marido 
O pareja, yo tengo que detener al hombre y llevármelo. Si me pongo a mirar papeles y la mata, el culpable 


soy yo. 
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Bastante nervioso y alterado, levantando el tono de voz, el policía tomó aire un instante y continuó: 


-Justamente, el otro día se me presentó un caso similar. Llamó una señora a la comisaria y dijo que estaba 
recibiendo malos tratos de su marido. Nos presentamos allí y el hombre nos contó que era mentira. Lo 
que ocurría, según él, es que era una psicópata, había dejado de tomar la medicación y se había vuelto 
repentinamente violenta. 


-Pues vea usted como se dan esos casos. En Barcelona, ninguna jueza manda detener a un hombre si no hay 
motivos razonables de que se han producido malos tratos. Lo normal en el caso de problemas mentales, es 
llamar al Samur. Que se haga cargo de ella. 


-Usted, como jueza lo ve muy fácil. ¿Sabe cuánto tarda el Samur en llegar al Escorial? ¿Y si, entre tanto, se 
me reclama para que acuda a otra intervención? ¿La dejo sola con el marido? ¿Y si éste, indignado, la mata? 
¿Quién es el responsable, usted o yo? El responsable, la persona a la que van a pedir la cabeza inmediatamente 


soy yo. 


Un compañero suyo tomó la palabra, alterado, y soltó a su vez su discurso. 

Mire usted, dicho en pocas palabras pero claras, para que me entiendan: esta ley es una gran putada, un 
tremendo marrón, como decimos en la jerga policial, que el Congreso de los Diputados y el Gobierno nos han 
colocado sobre jueces, fiscales y policías. Los políticos, incapaces de resolver un problema social y cultural 
educando a la gente, lo han convertido en un asunto meramente represivo y nos han pasado a nosotros la 
patata caliente -reflexionó, para después añadir-: Nosotros somos las segundas víctimas de la ley, además de 
las señoras maltratadas y asesinadas. Los violadores y asesinos entran en la cárcel y salen. A nosotros nos ha 
colocado una cadena perpetua con esta ley que no podemos eludir en manera alguna. 


Tenía tanta razón que nadie fue capaz de contradecirle. El Síndrome de Estocolmo afecta también a la mayoría 
de los partidos políticos, pero de manera singular al Partido Popular, como veremos. 


La Comisión Parlamentaria de Trabajos y Asuntos Sociales estaba trabajando a marchas forzadas en el 
Congreso de los Diputados para que la Ley Orgánica de Protección Integral contra la Violencia de Género 
fuera aprovada antes de fin de año. 


En aquel verano de 2004, aprovechando la celebración de los cursos de la Universidad de Verano de El Escorial, 
un grupo de padres se desplazó hasta la villa a tantear la posición del Partido Popular. 


Al senador y ex presidente del PP por Madrid, Pío García Escudero, lo localizaron cerca del monasterio. 
Se le acercaron Juan Carlos Portillo, profesor universitario, Francisco Zugasti y Jesús Arapiles, de la ONG 
Defensor de los Padres y sus Hijos. García escudero no les dejó ni formular la pregunta. 


-No se preocupen ustedes, que a esa ley la vamos a parar nosotros en el Senado. 
-Pero ¿cómo la van a parar? Si ustedes no tienen mayoría en la Cámara Alta -inquirió Zugasti. 
-No se preocupen. Ya verán que esa ley tal y como está no puede salir. ¡Ya verá que la paramos! 


A la ex ministra de Sanidad y Consumo del PP diputada por Pontevedra, Ana Pastor, una cirujana de 
cuarenta y nueve años nacida en Cubillos (Zamora), le preguntan por el asunto. 


-¿Cómo es que están dando ustedes su respaldo a una ley que va contra el hombre? 
-Si a mi no me tienen que contar nada. Yo soy la primera que ha dicho que esa norma es un disparate. 
-¿Y qué van a hacer para pararla? 


-Todo lo que esté en nuestras manos. No se preocupen. El PP no va a legislar nunca contra la mitad de la 
población. ¡Eso sólo cabe en la cabeza de un loco! 


Al poco tiempo salió a la palestra la senadora y portavoz adjunta del Partido Popular en el Senado, Rosa 
Vindel, de cuarenta y ocho años. Dijo trextualmente: 
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-El proyecto de Ley Orgánica de medidas contra la Violencia de Género que este jueves aprobó el pleno del 
Senado por unanimidad y que se ha remitido al Congreso para la aprovación definitiva es inútil, impreciso, 
carente de medidas y escasa porque deja a un lado a muchos sectores sociales y no nace con el consenso. 


Las declaraciones que realiza en Logroño, donde se encuentra acompañada de la secretaria del Área de la 
Mujer del PP riojano, Ana Lourdes González. 


-La ley es un disparate, es inconstitucional y va a conseguir más muertes. No es más que una recopilación de 
normas del Partido Popular con el agravante de que es inconstitucional, por introducir matices de género. 


Apenas veinticuatro horas antes había tenido lugar un duro rifirafe en el Senado, con Jesús Caldera, ministro 
de Trabajo y asuntos sociales, defensor a ultranza del proyecto: 


-¡¿Ha pensado usted en la montaña de recursos que va a plantear al Constitucional esta ley? ¿Qué hará cuándo 
este órgano diga que vulnera los derechos fundamentales de los hombres -dijo- señor Caldera, el Consejo 
General del Poder Judicial cuestiona más de dieciséis puntos de la Ley contra la Violencia de Género. Rompe 
el principio de igualdad y del juez natural, al que tienen derecho todos los enjuiciados, el crear Juzgados 
especializados, e introduce otras muchas arbitrariedades. -Concluyó-: El derecho penal de autor desterrado 
de todos los códigos de los paises civilizados reaparece de nuevo. De manera que si en una discusión entre 
usted y yo fuera de la Cámara, usted me insulta, es delito, y si lo hago yo, falta. El ministro está defraudando 
a las víctimas porque lo que se necesita es menos propaganda y más soluciones. 


Por esas fechas, los responsables de la asociación Defensor de los Padres y sus hijos hablaron con la diputada 
del Partido Popular por Valencia y portavoz de la Comisión Mixta de los Derechos de la Mujer y de Igualdad 
de Oportunidades. Localizaron a Susana Camarero Benítez, de treinta y siete años, en una reunión organizada 
or el Ministerio de Administraciones Públicas en el centro de Madrid. 


-¿Cómo es que en el Partido Popular va a votar una norma que no tiene ni ies ni cabeza? 
-Es que si no lo hacemos, nos llaman machistas -replicó Camarero sin el menor rubor. 
-Pero ¿y para que no os llamen machistas estáis dispuestos a votar una ley injusta? 

-Es una estrategia del partido. No queda más remedio. 

-Una estretegia equivocada, ¿no? 


-Pues no. Cuando ganemos las próximas elecciones generales, lo primero que haremos será cambiar esta ley. 
¡Ténganlo ustedes por seguro! 


-Un somero reaso a la rensa de la época revela que el sentir oficial de los dirigentes del partido de la calle 
Génova de Madrid, iba por un lado y su decisión de votar en el Congreso fue otra bien distinta. 


El «estado policial y judicial instaurado por el sistema», impuesto a la fuerza a policías y jueces, no podía 
acabar de otra manera: incitando a la deseseración y a la violencia a algunas de las víctimas inocentes de 
este perverso mecanismo de demonizar a todo bicho viviente que lleve pene y lo use para algo más que para 
hacer pis. 


Un policía nacional en excedencia, de cincuenta y cuatro años, se suicidó el 20 de marzo de 2006 con un 
disparo en la cabeza después de tirotear a su ex novia y a un hombre en un bar, en la localidad de Mutxamel 
(en el área metropolitana de Alicante). 


La mujer, de cuarenta y seis años, recibió un impacto previo en la mano y el cliente del bar, un hombe de 
cuarenta y siete años, otro en el pómulo. Según la subdelegación del Gobierno, el hombre estaba en busca y 
captura desde el 15 de marzo por incumplimiento de una orden de alejamiento. 


La resolución del juez prohibía al agresor acercarse a la víctima en un radio de 500 metros, pero no su 
protección policial. Según clientes del bar, el hombre entró en el establecimiento, que desde dos meses antes 
regentaba a su ex compañera, y la golpeó con la culata del revólver. 
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La agresión ocurrió el pasado mediodía, momento en que el atacante irrumpió en el bar La Tostadita, en 
el centro de Mutxamel, regentado por su ex compañera. Sin mediar palabra, el policía efectuó un disparo 
contra su ex pareja. Un cliente del bar que salió en defensa de la mujer también recibió otro impacto (según 
los periódicos). 


Luego, el agresor se encerró en una dependencia del establecimiento y se descerajó un disparo en la cabeza 
con su misma arma, una pistola ilegal, ya que, según la subdelegación, la reglamentaria le había sido retirada 
al comienzo de la excedencia. 


Era el jefe de Seguridad de la embajada de España en Berlín y su situación familiar de policía separado 
parecía aceptable. Hasta que en 2004 el asunto empeoró. 


Máximo Corred!] comisario de policía, pidió el regreso a España y se fue a Puertollano, donde se encontraba 
su ex mujer y su hija. La primera comenzaba a padecer transtornos mentales, maltrataba a la menor y no 
podía hacerse cargo de la custodia. 


Como la niña tenía ya catorce años, máximo decidió llevarla ante una de las tres juezas de Puertollano para 
que le expusiera la situación de maltrato. Después de oirla, la jueza le dijo: 


La situación había comenzado a deteriorarse en la pareja hacia el año 2002. «Entonces me di cuenta de 
que en un divorcio no hay vencedores ni vencidos, todos somos víctimas de nosotros mismos, de nuestros 
propios errores, y hay que arreglar la situación lo mejor que se pueda, sin causar desequilibrios económicos, 
psicológicos ni lesiones a nadie», contó al autor. 


Aunque las cosas iban mal y la pareja no tenía arreglo, decidió esperar unos meses, a que su hija tuviera 
catorce años, para separarse. «Lo malo es que mi mujer, que al principio no hacía más que llorar, se echó 
en manos de un grupo de feministas un poco arpías y a partir de entonces el malo de la película, el ogro, el 
responsable de todos los males pasados, presentes y futuros fui yo». 


Su mujer se quedó con la casa y a él le fijaron una pensión de 379.000 pesetas. Ahora, tras lograr que la 
jubilen anticipadamente de su trabajo por «problemas mentales», ha recuperado a todos sus hijos. Como su 
ex esposa se ha quedado con una pensión muy alta, ha pedido la revisión de las medidas provisionales y que 
le abone la misma cantidad que pagaba él mensualmente en concepto de gastos de alimentación y estudios 
de los menores. La jueza de familia que instruye el caso le responde: 


-No, eso es mucho dinero. 
-¿Cómo que es mucho dinero? Es el mismo que he estado pagando yo durante años. 


-Es que a usted le pusieron una pensión exageradamente alta. Al ser responsable de la guarda y custodia de 
los hijos, reclama el piso de Puertollano. Tampoco se lo quieren dar. El convenio regulador inicial, invalidado 
al cambiar la guarda y custodia, disponía que la mujer podía usufructar de la vivienda durante siete años. 


«La separación es un proceso traumático. Hasta ahora se han reconocido los derechos a los hijos y a la mujer, 
pero nunca los del marido. Aunque todo el mundo reconoce que es una gran injusticia mandar a un hombre 
al paro o dejarle con menos del 40% de su sueldo en el bolsillo, prohibirle volver por su barrio, ir a su bar 
de siempre a tomarse unas copas y encima no haya casas de acogida para ellos, nadie trata de solucionar el 
problema. Aunque haya sido responsable de un delito de malos tratos, una vez cumplida la condena no se le 
puede imponer una pena accesoria del destierro porque el Estado no pueda proteger a su ex mujer que le lleve 
a la desesperación. Los héroes y los grandes asesinos se parecen sólo en una cosa: ninguno de los dos tenía 
nada que perder», concluye el policía, miembro de la Unión Sindical de Policía de Madrid. 


Como responsable sindical, Máximo Correa iensa que la no aplicación del modelo policial eficaz, como el que 
planteó la USP al ministro Ángel Acebes, que divida las grandes ciudades por áreas y estableza un sistema 
de control serio de los maltratadores habituales, ha llevado al actual sistema de perversión. 


De esta manera, jueces y policías, los encargados de hacer cumplir las leyes, son los primeros intimidados por 
el Estado, las víctimas de un estado policial que les repugna. 


4Nombre supuesto. 


Capítulo 23 


En casa del herrero 


Un amplio sector de policías y guardias civiles, jueces, fiscales y abogados que se dedican a hurgar 
en las heridas de las familias, convirtiendo en delito público lo que son riñas y trifulcas en el seno 
del hogar, acaban pagando su osadía con la misma moneda. Las fuerzas de Orden Público, los 
militares y la magistratura son tres de los sectores más conflictivos, al no poder imponer en su 
casa las leyes que deberían regir en la sociedad y enfrentarse a sus esposas e hijos. También son los 
sectores más afectados por los procesos de separación y divorcio. Lo que es más grave todavía es 
que muchos de los jueces y fiscales que han vivido en sus carnes la «espiral de violencia», incapaces 
en la mayoría de los casos de asumir su problema, con graves taras psiquiátricas, estén juzgando 
conductas de otros seres humanos, reviviendo día a día las taras y traumas que a ellos les tocó 
vivir. ¿Puede una jueza a quien su marido le negaba la pensión para dar de comer a sus hijos 
juzgar a un parado que, por su condición de ser marginal, no puede hacer frente a sus obligaciones 
y no mandarlo a la cárcel? Muchos jueces piensan que compañeros suyos con uno o dos fracasos 
matrimoniales están inhabilitados éticamente para impartir justicia en situaciones similares. Sin 
embargo, lo hacen. 


De puertas afuera eran la pareja perfecta, la envidiada por todos sus amigos dentro del colectivo de jueces y 
fiscales de Andalucía Oriental, donde tenían su trabajo y donde se movían. 


Entre los dos, uno como juez y el otro como fiscal, podían meter a media provincia en la cárcel -bromeaban 
sus amigos. 


Y entonces, inesperadamente, se produjo la ruptura, la separación, María José Villalaín Ruiz, jueza de Málaga 
> Pp , SEP ) p > Pp > 3) > 
y Francisco Moreno, fiscal de la misma provincia, matrimonio y con un hijo, se separaron judicialmente. 


Cada uno tomó su propio camino, hasta que el síndrome de retorsión comenzó a hacer estragos en la pareja. 
-No le dejo ver al niño -amenazaba la madre. 


Como el marido insistía y esgrimía el convenio de separación para cumplir y hacer cumplir la ley, María 
José Villalaín Ruiz, nacida el 11 de marzo de 1959, con dieciocho años en la judicatura, decidió tomar las de 
Villadiego. 


Pidió plaza fuera de Málaga y, al poco tiempo, el Consejo General del Poder Judicial, que conocía las 
desavenencias en la pareja, le nombró magistrado de la Audiencia Provincial de Segovia. 


Pero en contra de loo que hubiera sido habitual, no se buscó una casa en la ciudad del acueducto. Se fue a 
vivir a la sede oficial del presidente de la Audiencia Provincial de Ávila, su hermano Emilio Villalaín Ruiz, 
tres años mayor que ella y con veintidós de ejercicio como magistrado. 
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Decidido a no perder el contacto con su hijo, su ex marido pidió también el traslado a la zona. El 5 de 
diciembre de 2003 su hizo público un Real Decretd]] por el que se nombraba a Francisco Moreno Carrasco 
inspector de la Inspección Fiscal de la Fiscalía General del Estado, con sede en Madrid. 


De esta manera, la «guerra familiar» entre la pareja, amortiguada en las semanas en que se había dedicado a 
desmontar sus casas y a desplazarse a la meseta, se trasladó con toda su virulencia también de la provincia. 


«La ruptura del matrimonio entre una jueza y un fiscal ha degenerado en un pandemónium de querellas 
cruzadas entre magistrados y fiscales, persecuciones, denuncias y desfiles por la comisaría, una condena 
por insultos entre un presidente de la Audiencia y un fiscal ex cuñado suyo y una junta de jueces que ha 
recomendado a un magistrado que reclame el amparo del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ). Tal es 
la situación de la Audiencia de Ávila, wna de las más pequeñas de España y, a lo que parece, la más conflictiva 
de todo el orbe judicial», escribe el periodista Julio M. Lázaro en el diario El Paí?] 


El Palacio de justicia de Ávila, situado en la plaza Santa Ana 2 de la ciudad de Santa Teresa, se convertía 
durante el año 2004 en el epicentro de las tempestuosas relaciones entre la jueza y el fiscal. 


Y es que la primera decisión que tomó la jueza Villalaín Ruiz nada más sentar plaza en los aposentos de su 
hermano fue acudir a los Juzgados y presentar una demanda contra su ex marido, solicitando una serie de 
medidas que, en la práctica, suponían una modificación de las dictadas de mutuo acuerdo por el Juzgado de 
Familia de Málaga, que había iniciado el proceso de separación. 


La juez número 1 de Ávila, Ana Cantos Ceballos, a la que le tocó resolver el asunto, no vio nada. Interpretó 
que representaba una flagrante violación de los derechos del marido a tener contacto con su hijo, menor de 
edad, como ordena el Código Civil. 


En lugar de dejarse llevar por las presiones y las habladurías, la jueza Canto, tras escuchar a las dos partes, 
obró en conciencia y archivó el caso. 


Fue como si atrajera hacía sí las siete plagas de Egipto. Su decisión provocó que el presidente de la Audiencia, 
que debía haberse mantenido neutral en el contencioso entre su hermana y su ex cuñado, tomara cartas en 
el asunto. 


-Esta vez se te va a caer el pelo -le llegaron a decir sus compañeros, medio en serio medio en broma. 


Al poco tiempo, denunció a la jueza Canto, nacida el 23 de agosto de 1964 y, por entonces, con siete años de 
ejercicio profesional, ante el Consejo General del Poder Judicial y el Tribunal Superior de Castilla y León. 


Sus resultados fueron nulos. Tanto el órgano de Gobierno de los jueces como el Tribunal Superior de justi- 
cia de Castilla y León consideraron la sentencia ajustada a derecho, dictada dentro de la independencia y 
ecuanimidad que se le supone a un juez. 


El asunto, sin embargo, no había hecho más que empezar. 
-¡Qué te pego, leche! Anda, atrévete. ¡Demuestra que eres un hombre! 


Los agentes de la Guardia Civil de vigilancia en la sede del Partido judicial de Ávila se frotaban los ojos y 
no se lo podían creer. 


Emilio Ramón Villalaín Ruiz, el presidente de la Audiencia Provincial de Ávila, el hombre que a tantas persona 
había mandado a la cárcel por participar en alguna reyerta, convertido en guardia del castillo, amenazaba 
con agredir a su ex cuñado, el fiscal Francisco Moreno, si osaba poner un pie en su casa. 


La disputa verbal se produjo uno de los fines de semana alternos en que el inspector de la Fiscalía General del 
Estado se había desplazado a Ávila para estar con su hijo, según estipulaba el convenio regulador en vigor. 
Según un informe elevado al Consejo General del Poder Judicial, «el presidente de la Audiencia, Emilio 
Villalaín, y el fiscal Francisco Moreno empezaron a insultase públicamente, pasaron a darse empujones y 


lReal Decreto 1551/2003. 
2 El País, miércoles 31 de marzo de 2004, Julio M. Lázaro, Madrid. 
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finalizaron a guantazo limpio ante todo el mundo pero, especialmente, delante de una pareja de la Guardia 
Civil que no sabía a cual de los dos detener». 


El bochornoso espectáculo acabó esa jornada en las dependencias policiales, donde se les tomó declaración a 
los pugilistas y se les prohibió el uso de armas para evitar que el «contencioso» llegara a mayores. 


La jueza Canto hubo de mediar por segunda vez como árbitro del combate de boxeo. Celebró un juicio de 
faltas por injurias y repartió culpas a diestro y siniestro. El presidente de la Audiencia Provincial y el fiscal 
fueron condenados. 


Las cosas no acabarían ahí. 


Dos semanas más tarde, el inspector de la Fiscalía General del Estado se desplazó de nuevo a Ávila para 
pasar el fin de semana con su hijo. 


Como era de esperar, le dieron con la puerta en las narices y Francisco Moreno se presentó en la inspección 
de la guardia de la Comisaría de Policía de Avila. Esgrimió el acuerdo de medidas provisionales e instó a los 
agentes a que obligaran a la otra parte a su cumplimiento. 


-Mire usted, nosotros no podemos hacer nada. Si ella no quiere darle a su hijo, no podemos arrancárselo por 
la fuerza -le dijo el comisario, que tuvo que acudir a petición de sus subordinados. 


-Pero ustedes tienen la obligación de hacer cumplir la ley. 


-Sí, pero también estamos para velar por los derechos del menor. Si una madre se opone, no podemos quitarle 
a un niño de los brazos para dárselo a usted, aunque sabemos que la razón está de su parte, que es el 
perjudicado. 


Ante la impotencia, Francisco Moreno presentó en la misma comisaría una denuncia contra su ex compañera 
por incumplimiento de las medidas cautelares. 


Su mujer, al conocer los hechos, reaccionó de la misma manera. Bajó las escaleras y presentó en el Juzgado 
de Guardia una denuncia por supuesto «acoso» contra su marido. Pidió que se adoptaran, de forma inme- 
diata medidas cautelares en su contra, especialmente una orden de alejamiento que le impidiera acercarse a 
quinientos metros del Palacio Judicial de Ávila. 


A partir de entonces, las denuncias cruzadas entre los ex cónyuges -especialmente las órdenes de alejamiento 
solicitadas por la jueza contra su marido, el fiscal- se fueron multiplicando por los Juzgados de Ávila, obligando 
a intervenir a los jueces un fin de semana sí y otro también. 


Como la mayoría de los magistrados se negaron a inmiscuirse en la pelea, alegando razones de «amistad con 
una de las partes», el presidente de la Audiencia Provincial, lo que era cierto, una cadena de recusaciones y 
demandas por presunta prevaricación cayó sobre ellos, instada por la fuerza. 


El ambiente se volvió irrespirable desde entonces. La tensión era tan alta que la jueza Canto, para no llegar 
a las manos con su colega Villalaín, dejó la plaza y se trasladó al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de Denia (Valencia). Su decisión de poner tierra de por medio en un conflicto que le era ajeno no le evitó una 
nueva denuncia del presidente de la Audiencia, Emilio Ramón Villalaín, que resultó también archivada. 


Se produjo entonces una situación insólita en la justicia española. Como la mayoría de los jueces de Ávila 
se negaban a dar curso a las denuncias de la jueza, para no tener que enfrentarse con el presidente de la 
Audiencia Provincial, que había decidido convertirse en parte beligerante, hubo que arbitrar soluciones fuera 
de lo común. 


El Consejo General del Poder Judicial y el Tribunal superior de Justicia de Castilla y León, a los que se 
consultó el caso, decidieron que «dadas las especiales circunstancias del asunto» se renunciará al juez natural 
y se trasladara un magistrado desde Salamanca para enjuiciar la causa. El tribunal, tras escuchar de nuevo 
a las partes, confirmó la sentencia condenatoria contra la magistrada de la Audiencia Provincial de Segovia, 
pensando que así zanjaría de una vez aquella endemoniada cuestión. 
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Fue un craso error. El 10 de Marzo de 2004, la hermana del presidente de la Audiencia volvió a la carga. 
Presentó una nueva denuncia contra su ex marido y solicitó de nuevo una orden de protección, amparándose 
en la Ley contra la Violencia de Género de 2003 para impedir a su marido el contacto con el menor. 


Al día siguiente, el titular del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 3 de Ávila, Antonio Narciso 
Dueñas Campo, de cuarenta años, con 11 de ejercicio profesional, aplicó la ley a rajatabla. Denegó la orden 
de protección. 


«La jueza María José Villalaín Ruiz, que ejerce su profesión como magistrada en otra provincia cercana, 
no ha sido incordiada ni molestada en momento alguno por su ex marido, salvo en los pequeños incidentes 
ocasionados por la guarda y custodia de su hijo, que deben resolverse en el Juzgado de Familia correspondiente. 
No existe riesgo contra su vida o integridad física. Lo que se está produciendo en este caso es un retorcimiento 
de la Ley», se informó al Consejo General del Poder Judicial, adonde se hizo llegar copia de la sentencia. 


En vez de recurrir la sentencia que por enésima vez le quitaba la razón, la hermana del presidente exigió una 
copia de la resolución, a fin de presentar una querella por prevaricación contra el juez que había fallado en 
su contra. 


Y amenazó con hacer lo mismo con todos los jueces de los cuatro partidos judiciales de la provincia, Ávila, 
Arévalo, San Pedro y Piedrahíta, es decir, con el reino entero de su hermano, según le oyeron decir. 


La situación había llegado a tal extremo que el 17 de marzo de 2004, el magistrado Narciso Dueñas pidió la 
celebración de una junta de jueces extraordinaria en Ávila para dar cuenta de las «coacciones y amenazas» 
de que estaba siendo objeto en el ejercicio de su función de juez. 


Tras la exposición de los hechos y tras exponer a sus compañeros como la paz y la tranquilidad necesarias 
para impartir serenamente justicia se habían roto desde hacía unos meses, coincidiendo con la llegada al 
Palacio de Justicia de la magistrada de Segovia María José Villalaín, en busca del amparo de su hermano, 
lo que había obligado a algunos jueces a pedir destino fuera del partido judicial para no enfrentarse a los 
hermanos, la junta decidió “apoyar sin reservas» al juez Dueñas, lo que implícitamente era una «condena al 
presidente de la Audiencia Provincial». 


Según el acta enviada al Consejo General del Poder Judicial «de no obrar de esta manera», todos aquellos 
jueces a los que les toque conocer el contencioso entre el matrimonio de la jueza y el fiscal estaban condenados 
a «abstenerse en cadena» ante la amenaza de recusión que pesaba sobre ellos. 


La Junta de Jueces de Ávila, con el voto discrepante de uno de sus miembros y la abstención de la jueza que 
sustituyó a Ana Canto, por desconocimiento de la materia, recomendó además al juez Dueñas que solicitara 
el amparo del Consejo General del Poder Judicial y acordó poner los hechos en conocimiento del Tribunal 
Superior de Castilla y León y del Consejo General del Poder Judicial. 


Entre tanto, el magistrado Emilio Villalaín declinó comentar el contenido del acta de la Junta de Jueces: «No 
voy a comentar un acuerdo de una junta en la que se habla de mi familia y que no conozco porque no me lo 
han notificado», manifestó al diario El País. 


El asunto motivado por la guarda y custodia de los hijos, uno de los muchos que a diario se promueven en los 
Juzgados de toda España, afectó en este caso a una pareja del mundo judicial. Lo que demuestra que nadie 
es ajeno a los conflictos interfamiliares. 


Según se desprende del acta de la Junta de Jueces de Ávila celebrada el 17 de marzo de 2004, un asunto que 
se había iniciado de forma pacífica con la separación del matrimonio de la jueza María José Villalaín Ruiz 
y el fiscal Francisco Moreno, se enconó provocando las habituales disputas por la custodia de un hijo del 
matrimonio, de corta edad. 


El caso acabó envenenando la vida de parientes y amigos, y «contaminando» a todos los jueces y magistrados 
del aparato judicial de la Provincia de Ávila, tal vez una de las provincias más apacibles y tranquilas de todo 
el país, por el síndrome de querulancia provocado por la ex pareja, decidida a criminalizar un asunto que 
debía haberse resuelto mediante una buena intermediación. 
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Las fuerzas de Seguridad del Estado, las encargadas de aplicar la Ley contra la Violencia de Género, han 
sido, igualmente, víctimas de esta absurda situación legal. Para muestra, con un botón es suficiente. 


«Soy coronel de la Guardia Civil en la reserva y psicólogo clínico. Por eso, el Ministerio del interior me 
nombró coordinador de un grupo de personas cuando se creó el Instituto de la Mujer para luchar contra la 
Violencia de Género. 


Durante dos años estuve colaborando con ellos y dando charlas por toda España para mentalizar a las fuerzas 
de seguridad sobre esta materia. Participé incluso en el libro Violencia contra la mujer, en el que se explica 
la forma de evitar el maltrato a las mujeres. 


He dedicado más de diez años de mi vida profesional a ayudar a niños, ancianos y mujeres con problemas de 
adaptación por abandono de sus progenitores, o por problemas derivados de la separación y del divorcio. Me 
he dejado un tercio de mi vida profesional trabajando al servicio de otras personas, haciendo de mediador en 
muchos casos y convenciendo a todo el mundo para que buscara una solución a sus conflictos de pareja y no 
acabaran ante los tribunales. 


El Código Penal, para mí, era el único recurso a aplicar y sólo se debía acudir a él cuando el resto de 
mecanismos de mediación y de persuasión hubieran resultado inútiles. Debía acudirse a los tribunales, en 
todo caso, sólo para evitar conflictos mayores.» 


La persona que se expresa en estos términos es el coronel de la Guardia Civil en la reserva Pedro Blanco, de 
cincuenta y ocho años, de origen andaluz. Por aquella etapa, Blanco conoce a una mujer divorciada, con una 
hija mayor de edad e inician una relación sentimental. Como las cosas marchan a pedir de boca, le propone 
matrimonio y se casa con ella. ignoraba que acababa de meter al enemigo en casa. 


«A los dos meses de casarme y sin yo saberlo, ya que dió un domicilio falso, me puso una denuncia por 
malos tratos y pidió que dictaran contra mí medidas provisionales de separación. A los tres días, retiró la 
denuncia y dijo que había sido un error, con lo cual yo nunca me enteré de aquella denuncia -afirma el jefe de 
la Benemérita. Y agrega- Por aquella época nosotros vivíamos entonces en un pabellón oficial de la Guardia 
Civil en Valdemoro (Madrid), donde yo era profesor de la Escuela de Guardias Jóvenes. La hija de mi ex 
mujer, mayor de edad, me pone una segunda denuncia por un supuesto síndrome postraumático ocasionado 
por las palizas que le daba y por haberla echado de casa, cosa incierta, ya que nunca vivió con nosotros. De 
esta denuncia tampoco me enteré, ya que fue retirada de los Juzgados por la joven a instancias de su madre. 
Las dos demandas, a la larga, iban a ser mi condena. » 


En el año 2002, Pedro blanco, con cincuenta y pocos años, se jubila del cuerpo. Para él empieza una nueva 
vida donde lo único que aspira es a encontrar cosas buenas y agradables que le hicieran más llevadera su 
entrada en la madurez y en la vejez. 


Por esta época se considera un hombre feliz, casado con una mujer joven, con la que ha tenido dos hijas 
menores de edad, preciosas como dos soles, abiertas, dicharacheras, encantadoras, en una palabra. «Las 
mejores niñas de sus ojos y sólo por ellas está dispuesto a entregar su vida si hiciera falta». 


Tras pasar muchos años viviendo en un pabellón militar, viajando de un lado a otro, donde el mando con- 
siderara necesaria su presencia, tras pasar a «la segunda actividad», con el dinero que tiene ahorrado en el 
banco, que no le renta un duro, se compra su primera casa. «Aunque los ahorros eran casi todos míos, por 
esas decisiones poco meditadas que uno toma en la vida y por el cariño a su mujer, a la que no quiero herir 
en sus sentimientos ni menospreciar, inscribo la casa a nombre de los dos, como un bien ganancial». 


A partir de esta fecha, pasa la mayor parte del tiempo decorando la vivienda a gusto de los dos, comprando 
muebles, cuadros y otros enseres. «Fue la etapa de mayor felicidad, aquella en la que pude hacer lo que quise. 
Y como éramos felices, pues ¡a disfrutar de la vida!» 


Al poco tiempo, su mujer, que tiene una espina clavada en el corazón al no estar el tiempo suficiente con su 
primera hija, le pide que le permita vivir con ellos. El coronel Pedro Blanco acepta encantado. Fue su primer 
error. 
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«En las navidades de 2002, mi ex mujer me puso una denuncia por malos tratos en el cuartel de la Guardia 
Civil de Valdemoro. En ella afirmaba que la había amenazado y que estaba en peligro de muerte, que tenía 
un miedo insuperable, tanto por ella como por sus tres hijas. Yo, como militar, iba siempre armado y eso 
complicaba aún más las cosas. 


»Al día siguiente se arrepiente de lo que ha hecho, acude a la Guardia Civil y retira la denuncia, pero el 
fiscal, al que se ha dado parte, decide seguir las diligencias de oficio e insta a su ex compañera a ratificarse 
en lo expuesto.» 


Al día siguiente, cuando va caminando tranquilamente por la calle se le acerca una pareja de la Guardia Civil 
y le saluda militarmente: 


-¿Es usted el coronel Blanco? -le preguntan. 
-Sí, ¿se les ofrece algo? 
-Me manda a decir la superioridad que no se esconda, que es peor para usted. 


Blanco no se había ocultado en ningún momento. Por el contrario, aquella mañana había estado en la 
peluquería del barrio cortándose el pelo y luego había ido al supermercado a hacer algunas compras. Su 
domicilio, donde pernoctaba todas las noches, seguía siendo el mismo. 


«Me voy al cuartel en cuanto puedo y me presento a un antiguo alumno mío de la policía judicial. Me enseña 
la denuncia horrorosa de mi ex compañera: que corre peligro su vida, la de sus hijas también, que soy un 
hombre violento, que tengo armas, que ya me había denunciado antes, que su hija también», manifiesta al 
autor del libro. 


Señala: «Para no complicar las cosas, tengo que entregar las armas en el cuartel y cuando regreso de nuevo a 
mi casa, prácticamente no puedo ver a mis hijas. Por el "interés de las menores” me lo han quitado todo, mi 
vivienda, mis sueños, mis ilusiones, mi derecho a ser padre, todo. Incluso mis objetos personales, las fotos de 
máis sucesivos destinos, de mis padres y mis hermanos, mi foto de la primera comunión, de mi graduación en 
la Academia Militar de Zaragoza, todos los recuerdos de una vida desaparecen como por ensalmo -se quedan 
en el interior de la vivienda-, sín que haya podido recuperarlos cuatro años después, tras un largo y doloroso 
litigio ante los tribunales». 


La situación empeora a medida que pasa el tiempo. «En otra ocasión, en que enferman mis hijas y acudo a 
verlas acompañado por un compañero, mi ex mujer llama a la Guardia civil para impedirme cruzar la puerta. 
Los agentes están apostados ante la casa con orden de que no cruce el rellano ni ponga un pie en el interior 
de la vivienda», revela con un profundo dolor. 


Lo que más le dolió de aquel día fue escuchar los insultos de la mujer desde dentro de la vivienda y no poder 
defenderse. 


Este señor que dice viene a ver a mis hijas es coronel de la Guardia Civil, pero este señor es maricón. El y 
su amante lo han montado muchas veces aquí, en esta casa, delante de mis hijas. No voy a dejarle pasar por 
nada del mundo. 


Las calumnias e injurias eran de tal tono que en aquel momento Pedro Blanco sintió un tremendo deseo de 
asaltar la vivienda por la fuerza y darle una bofetada a su ex mujer. Pero se dió cuenta de que era lo que 
buscaba su ex mujer con la provocación y se contuvo. 


Los agentes de la Benemérita debieron verle demudado, con los nervios tensos, dispuesto a no soportar más 
calumnias, aunque le costase la cárcel. 


-Conténgase, mi coronel. Nosotros tenemos compañeros en la misma situación que usted. Nos ha tocado pasar 
por el dolorosísimo trance de ir a detenerlos pistola en mano y llevárnoslos esposados. Le comprendemos y 
estamos como usted. 


Blanco pudo refrenarse a duras penas. Pero en manera alguna es capaz de contener la rabia reprimida que 
le produce el dolor de ver sus derechos más elementales pisoteados día tras día por una Justicia en la que no 
cree. 
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«A la hora de la verdad, yo voy ante la jueza y me tratan como a un maltratador sin ni siquiera tomarme 
declaración. Mi presunción de inocencia no le importa a nadie lo más mínimo. La jueza no admite ninguna 
de mis pruebas ni peticiones. 


Sistemáticamente, le da la razón a mi ex compañera, el dinero que pide, la casa, los niños, le da todo. Hasta 
tal punto me joroban que después de cuatro años no he podido sacar ni mis efectos personales. Lo he perdido 
todo en mi vida, es como si no existiera, salvo para pagar, ya que lo pierdo absolutamente todo.» 


Luego vino el enjuiciamiento de las dos denuncias que le puso por malos tratos. El coronal Pedro Blanco 
gana el asunto en todas las instancias, pero es como darle la razón a un incapacitado: recupera su honor pero 
nadie le devuelve sus bienes, adjudicados a su ex mujer por el «interés superior de las menores». 


Su ex mujer, sin embargo, no se queda satisfecha con las sentencias y presenta una nueva denuncia, esta 
vez por falta. Un Juzgado penal vuelve a sentarle por tercera vez en el banquillo. Tanto el juzgado como la 
Audiencia Provincial le dan la razón. 


Con todos los pronunciamientos favorables en todos los pleitos, el coronel de la Benemérita decide tomar 
entonces la iniciativa. Acude a un Juzgado de Instrucción de Madrid y presenta una querella contra su ex 
esposa por denuncia falsa. La justicia sigue los parámetros de rigor. No se la admiten, con lo que se demuestra 
de nuevo que cuando una mujer abusa de las leyes en su beneficio generalmente sale impune. 


Su calvario de tres años de tribunal en tribunal y de Juzgado en Juzgado le ha dejado un regusto amargo 
sobre el tercer poder del Estado. «La justicia es una tomadura de pelo, la justicia no existe, vamos, la justicia 
es la mayor mentira de la historia de la Humanidad», relata, roto por el dolor. 


Y agrega: (Después de tres años de pleitos, mi situación actual es que sólo puedo ver a mis hijas cada quince 
días, que tengo que acudir a mi casa con testigos. En algunas de las visitas, por retrasarme diez minutos mi 
ex mujer me ha pegado una manta de palos. 


Lo hace a sabiendas de que no puedo defenderme porque eso me llevaría directamente a la cárcel. Por eso, 
cada vez que me agrede, no tengo otra solución que salir corriendo con el rabo entre las piernas, como un 
perro apaleado. » 


Tras demostrar en todas las estancias que no es un maltratador sino una víctima del sistema, Pedro Blanco 
pide la custodia de sus hijas y tiene que iniciar un nuevo y complejo proceso judicial en el que intervienen 
los equipos psicosociales del Juzgado. 


«El psicólogo, tras someterme a un duro interrogatorio, no tuvo más remedio que informar que era un buen 
padre y que estaba capacitado para cuidar de mis hijas. Además, al estar jubilado, disponía de más tiempo 
que mi ex mujer para hacerlo. » 


Cuando está seguro de que el Juzgado no tendrá más remedio que concederle la guarda y custodia, se 
encuentra con que no es así. «Si el coronel Blanco decidiera ponerse a trabajar de nuevo, situación bastante 
probable dado que es un hombre joven, su situación se equipararía a la de su mujer y, en ese caso, el interés 
superior de los menores podría verse lesionado», dictaminó el psicólogo. 


Y por esta presunción, que no está basada en ningún dato fiable ni corroborable, le niegan la guarda y 
custodia de las dos menores, lo cual le saca de sus casillas. «Los jueces, en una inmensa mayoría, son unos 
prevaricadores. En los asuntos de familia, el hombre está totalmente indefenso, la presunción de inocencia 
sólo cuenta en una dirección, cuando se trata de favorecer los intereses de la mujer. Por eso, he tomado la 
decisión de cambiarme de acera cuando paso por delante de un Juzgado, no sea que se me contagie la maldad 
innata que he visto en muchos tribunales», arguye. 


Apostilla: «Yo soy el malo por naturaleza. Y aunque no pegue a mi mujer, la Justicia sigue condenándome. 
Me tienen embargada la nómina y soy de los pocos españoles, incluidos los ecuatorianos y marroquíes recién 
nacionalizados, que no cobro ni el salario mínimo interprofesional, como está establecido por Ley. ¿Cómo 
quiere usted que confíe en la Justicia que me ha llevado a pasar hambre, tras treinta y cinco años con una 
pistola al cinto, persiguiendo bandoleros y jugándome la vida en cada esquina?», confía al autor del libro en 
una larga y extensa charla telefónica para ser publicada. 
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Dice por último: «Lo que quiero es olvidarme de todo y si no he dejado a mis hijas, es porque éstas lo pasarían 
mal y me da pena que las criaturas no me puedan ver por el resto de mis días. 


He consultado el asunto con varios médicos y con algún psiquiatra amigo. Me han recomendado que por mi 
salud mental lo mejor es que abandonara a mi familia y me fuera a vivir al extrangero y rehiciera mi vida 
partiendo desde cero. 


A veces pienso que es lo mejor, pero mis sentimientos hacia mis dos hijas son superiores a cualquier cosa. 
Por eso sigo yendo a verlas cada quince días y sigo aguantando los insultos que me dirige mi ex señora, que 
me intenta pegar como si fuera un niño. Es una situación bochornosa y humillante. A ver qué político de los 
que hicieron la Ley contra la Violencia de Género la aguantaría», concluye. 


Su caso no es el único. En su situación se encuentran al menos otros dos coroneles de su misma promoción 
y una docena de oficiales y jefes, algunos de los cuales han sido desahuciados del pabellón militar para que 
entrara la “ocupa», nombre que suelen dar en la Benemérita a las mujeres que echan al marido a la calle. 


Cuando se desciende al escalafón de suboficiales y guardias, la «epidemia» es horrorosa. Centenares de agentes 
que se han jugado la vida durante años frente a ETA, algunos de ellos con heridas de bala o lesiones por 
coches bomba han tenido que entregar sus armas y tomar el camino del «exilio» familiar. 


«Lo más doloroso ha sido tener que retirarle las armas a personas que, tras haber sido víctimas de un atentado, 
sólo se sienten seguros con la pistola al cinto, sabiendo que esa situación va a llevarles a una depresión segura, 
a su autodestrucción y, muchas veces, a pedir la baja del cuerpo para regresar a sus jugares de origen a vivir 
con sus padres», señalan miembros de la Benemérita al autor del libro. 


Y es que lo que no sabe nadie, porque los periódicos no lo publican es que la Ley Orgánica de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género ha causado más bajas de la «escala actual» de la Guardia 
Civil en los últimos años que la banda terrorista ETA, desde que asesinó al agente José Pardines Arcay, en 
la Nacional 1, en la provincia de Guipúzcoa, en 1968. 


Veamos, sin embargo, otros casos no menos ilustrativos de cómo actúa la Justicia en contra de quienes tienen 
la obligación de defender los intereses del Estado y velar por el principio de legalidad. O cómo quienes se 
sienten atrapados en sus redes prefieren optar por el suicidio antes de ir a la cárcel. 


El agente de Policía Nacional, que el 30 de enero de 2006 asesinó de varios disparos a su ex novia en Ronda 
(Málaga) y después se suicidó era el representante de policial en la Mesa Local contra la Violencia de Género, 
informó la concejala de Igualdad y Mujer, María José Martín de Haro. 


El policía, nacido en Madrid, de treinta y tres años, era un «profundo conocedor de la Ley Integral contra 
la Violencia Doméstica y estaba especialmente sensibilizado» con esos asuntos, señaló la edil, que se mostró 
«totalmente consternada, ya que no había nada que hiciera sospechar un suceso como el ocurrido». 


El agente, cuya identidad se correspondía con las iniciales J.M.C.G., mostraba «una gran implicación en esta 
materia y no se limitaba simplemente a cumplir con su trabajo. Era escrupuloso y celoso de su deber, por lo 
que las organizaciones feministas habían expresado reiteradamente su satisfacción con su labor». 


«Todas nosotras le teníamos por un comunicador magnífico, por un policía excelente y bien formado en 
aspectos jurídicos y policiales de la violencia doméstica», relata María José Martín de Haro. 


El 25 de noviembre de 2005, con motivo del Día Internacional contra la Violencia de Género, había participado 
en una mesa redonda, donde fue una de las personas más críticas con los maltratadores, para los que pidió 
«tolerancia cero». 


La joven fallecida, M.V.M.C., de veintiocho años y natural de Ronda (Málaga), había roto dos meses antes 
sus relaciones sentimentales con su agresor, que también hirió levemente a una amiga de ella. 


El día de los hechos, el agente fue a buscarla a su lugar de trabajo, una inmobiliaria de Ronda, sobre las 
cinco de la tarde. La encontró en la calle junto con su amiga y la invitó a subir al coche. Tras una discusión, 
se oyeron los disparos. Los vecinos que se aproximaron al automóvil los encontraron a los dos muertos de un 
disparo en la cabeza. 
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Los incidentes previos habían comenzado en la playa en las vacaciones de 2004. Javier Carlos Calcerrada?]| 
abogado del Estado en el Tribunal Supremo y asesor jurídico de una constructora de Madrid en las horas 
libres, casado y con dos hijos, comenzó a sentir el acoso de su familia. 


Según su relato de los hechos, su mujer había tomado la decisión aquel verano de 2004 de separarse, y utilizaba 
uno de sus hijos para hostigarle. 


-Ya está bien -le gritó. 


A partir de esa noche -mediados de agosto- decidió irse a dormir al sofá cama. Pero la situación, lejos de 
mejorar, fue a peor. Un día en que volvió de hacer ejercicio con su bicicleta, el niño le dijo, interpretando el 
punto de vista de la familia: 


-Nosotros, encantado de que te vayas. 


¿Qué hacía un mocoso inmiscuyéndose en los problemas de dos mayores? Javier Carlos Carraceda tomó una 
decisión de la que luego se arrepentiría porque fue su perdición. 


Agarró por los hombros al niño de catorce años, lo sacudió violentamente y con cajas destempladas lo mandó 
a estudiar a su habitación. 


-Tú a tus libros -le ordenó. 


A la vuelta de las vacaciones deciden iniciar vidas separadas. Su mujer se instala en el dormitorio y él se va a 
dormir al sofá cama de la casa unifamiliar que han comprado en Majadahonda, adonde se habían ido a vivir 
quince años antes como otras muchas jóvenes parejas que sueñan con imitar el «modelo de vida americano». 


Y entonces ocurre un nuevo incidente entre padre e hijo. A las tres de la tarde, la colombiana que se encarga 
de las tareas de la casa se le acerca y dice: 


-Señor, ¿puedo servir la comida? 
-Sí, por supuesto. Ya es hora de comer. 


Su hijo mayor, que está pendiente de la conversación, se enfrenta al cabeza de familia y al personal del servicio 
doméstico. 


-Aquí no se sirve la comida. ¡Mamá no ha llegado todavía y hay que esperarla! 


El abogado del estado, indignado porque se cuestione su autoridad ante la chica, agarra el vaso de agua del 
que estaba bebiendo y se lo arroja a la cara al niño. A la vuelta de su madre, la trifulca entre la pareja es 
casi inevitable. 

-Estás desquiciado -le dice. 


A partir de ese momento, coge a sus hijos, llena unas cuantas maletas de ropa y se van los tres a vivir a casa 
de unos amigos. Su mujer inicia, a partir de ese mismo momento, las consultas con un grupo de abogados 
amigos para pedir el divorcio de su tormentor. 


Con unas relaciones muy deterioradas, tres semanas después vuelve a saltar la chispa entre la pareja, que ha 
comenzado a residir en dos viviendas distintas. La provoca una llamada de Javier Carlos Calcerrada a su ex 
mujer en un intento de reconciliación. 


-Anoche ha llovido de lo lindo. ¡Como has dejado las ventanas abiertas al aire, no sabes cómo se han puesto 
tus cosas! -le comenta. 


Echa una furia, la que hasta meses antes fuera la mujer más cariñosa del mundo, le amenaza. 
-Ya está bien de chantajes emocionales. Como no te vayas ahora mismo de la casa, te pongo una demanda. 


Javier Carlos Calcerrada no se tomó la advertencia en serio y ése sería otro de los grandes errores cometidos 
en su vida de los que se arrepentiría eternamente. Al poco tiempo, su mujer vuelve a llamarle. 


3Nombre ficticio. 
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-He dicho que cojas tus cosas y te largues. Tienes media hora para hacerlo. ¡Es la última vez que te lo digo! 


El abogado del Estado no movió un solo dedo. Se quedó tranquilamente en su casa escuchando música y 
leyendo sus libros como si nada hubiera pasado. Sin embargo, media hora después, dos dotaciones de la 
Policía Municipal y un coche patrulla de la Guardia Civil paraban frente a su casa. 


Los agentes le trataron como si fuera un delincuente, lo esposaron y lo llevaron detenido a los Juzgados de 
Majadahonda. Allí le obligaron a comparecer ante un juez sustituto al que previamente se había acercado la 
letrada de su mujer. 


-Señoría, estoy muy preocupada. Mi cliente no ha podido dormir en toda la noche y se ha tomado tres Valium. 


El juez sustituto, un bisoño, recién salido de la Facultad de Derecho, sin apenas conocimientos jurídicos, en 
lugar de suspender la vista y mandarla a un hospital para que se recuperara decidió continuar con el asunto. 


Fiándose de su experiencia como jurista, Calcerrada decidió defenderse a sí mismo. Y de nuevo volvió a 
cometer otro de los grandes errores de su vida. 


En el momento en el que se inició la vista, llena de actuaciones procesales anómalas, empezó a interrumpir al 
«juez» y a poner de relieve como se estaba incumpliendo la Ley de Enjuiciamiento Criminal. A continuación, 
para justificar su buena conducta, presentó una serie de informes de la Abogacía del Estado, del Tribunal 
Supremo y de la empresa privada donde trabajaba. 


Al final, para demostrar que su mujer trabajaba, sacó a relucir una serie de catálogos de exposiciones en los 
que figuraba y los fue mostrando uno a uno. Al final, los dejó caer sobre la mesa del juez. 


El juez sustituto, probablemente uno de esos individuos que son incapaces de ganarse la vida en la empresa 
privada y de opositar a la judicatura y tienen que ganarse el gris sino de trabajar cuando los llaman para 
sustituir a un magistrado titular, se encrespó. 


-¡No le voy a tolerar cosas de este tipo! 


-No he tratado de molestar a su señoría, es la forma que tengo de comportarme ante los tribunales -se disculpa 
Calcerrada. 


-Pues no lo vuelva a hacer. ¡El teatro lo deja usted para los tribunales americanos! -le reprocha. 


Durante la vistilla, en la que no se permitió el interrogatorio de las dos partes, la presentación de testigos ni 
el informe de peritos, el abogado del Estado fue condenado con un simple informe médico-forense en el que 
su mujer le acusaba de ser «un marido muy inteligente pero poco sociable y con un carácter que hacía muy 
difícil la covivencia entre la pareja». 


«En el Derecho Penal hay que objetivar las causas, exponer los hechos. ¿Dónde está la violencia física? 
¿Dónde los malos tratos psicológicos? En la denuncia no aparecía nada de nada. Ni partes médicos, ni 
estudios psicológicos. Nada en absoluto. En la vista oral no se acreditó nada en absoluto, sólo quedó patente 
que era la palabra de una mujer frente a la de un hombre», relata el abogado del Estado en el Tribunal 
Supremo. 


Tembloroso, sin saber qué hacer, indignado porque una de las partes había hecho prevalecer su condición 
de abogado del Estado de la más alta institución judicial del país para defenderse y le hubiera reprochado 
continuamente que no sabía el Código Penal ni la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el juez sustituto de 
Majadahonda adoptó una decisión terrorífica. 


«Ordenó que me echaran de la casa inmediatamente y me obligó a pagar a mi ex mujer la cantidad mensual 
de 4.500 euros (750.000 de las antiguas pesetas) en concepto de pensión alimenticia. Y, además, me condenó 
a seguir pagando las letras del chalé, que se lo quedaba ella. Lo cual demuestra que no tenía ni puta idea de 
lo que se traía entre manos, porque hizo cálculos sobre las cantidades brutas, sin deducir el IRPF ni el IVA 
ni ningún tipo de impuestos», manifiesta. 


«Además, para fijar la pensión, no tuvo en cuenta los gastos de la casa ni las necesidades reales de los 
menores, que deben quedar equilibradas dentro de lo posible con la situación anterior a la separación. Total, 
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como el dinero no salía de su bolsillo ni puede salir nunca, porque un juez sustituto no gana más de trescientas 
mil pesetas al mes, a él qué más le daba», agrega. 


«Y es que como la sociedad actual no acepta que una mujer joven, en pleno de sus facultades, no trabaje 
igual que un hombre y prefiere que viva el resto de sus días como un parásito, de la pensión compensatoria 
que debe pasarle el marido, la tendencia en la judicatura es elevar a niveles astronómicos la pensión que se 
pasa a los hijos. Así se impide que, pasado un tiempo, si la mujer sigue sin trabajar o encuentra un apaño al 
que dedicarse, no se le pueda quitar la pensión compensatoria. » 


-Yo no quiero nada para mí. Lo que pido es para mis hijos -había dicho su ex esposa, repitiendo la misma 
cantinela que durante años han escuchado de los abogados de familia. 


Lo que más le indignó a Javier Carlos Calcerrada fue la actitud de prepotencia de aquel individuo frágil, 
indeciso y sumiso con el poder, como todos los jueces sustitutos. 


-Le recomiendo que la próxima vez no se defienda a sí mismo. ¡búsquese un buen abogado! -le dijo al salir de 
la sala. 


Al día siguiente, nada más rayar el alba, la Guardia Civil le acompañó para que se hicieran efectivas las 
medidas. regresó por última vez a su casa, recogió las maletas que le habían puesto en la puerta con sus 
objetos personales más elementales y se marchó a vivir a casa de sus padres. 


«Fue una sensación terrible. Después de quince años de matrimonio tras pasar por casa de unos amigos y 
por un apartahotel, volvía a ocupar la misma habitación de soltero, con unos cuantos kilos de más, bastantes 
canas y unas amplias entradas en el pelo que denotaban que el tiempo no asa en balde», recuerda. 


«Mi vida, mis libros, mis discos, mi bicicleta, mis raquetas de tenis, la colombiana que me planchaba las 
camisas y me trataba como a un hijo, todo aquello que adoraba, por lo que me había quemado las pestañas 
preparando una de las oposiciones más duras, se había quedado abandonado en una casa que probablemente 
no volveré a ver hasta dentro de veinte o veinticinco años, que sigo pagando de mis dos sueldos y que dentro 
de un tiempo, cuando se disuelva la sociedad de gananciales sólo me devolverán la mitad», relata. 


En su lucha por reubicarse en un mundo del que había sido expulsado en apenas diez minutos de juicio, pese 
a sus cuatro carreras y a sus amplios conocimientos de Derecho, se dió cuenta entonces de lo que es pagar 
dos casas. «Los gastos fijos se duplican, las hipotecas con el sueldo congelado no son tan fáciles de conseguir, 
la lucha por la vida, en definitiva, se hace agria, compleja». 


Así que tras varios meses trabajando, sin que sus dos sueldos le permitieran llegar a fin de mes, optó por 
llamar por teléfono a su ex mujer y pedir clemencia. 


-¿Por qué no vendemos la casa? 
-Ahora no es el momento -le respondió. 


Luego vino la separación. Javier Calcerrada estaba agarrado a la separación causal, que es lo que había 
estudiado en sus años de opositor y como se contempla el asunto en la mayoría de los códigos penales del 
mundo. 


Cuando se encontró con el auto del juez y repasó la nueva Ley del Divorcio, vio que no tenía nada que hacer. 
Aunque pidió que con el divorcio se extinguiera el régimen de gananciales, el juez no lo permitió. 


-No querrá usted dejar a sus hijos sin el techo donde cobijarse -le dijo la jueza. 


-A mis hijos, no. Pero yo tampoco quiero seguir viviendo eternamente en casa de mis padres o irme a dormir 
debajo de un puente. Alguna solución debe haber. ¿Vender la casa, por ejemplo, y comprar dos más pequeñas? 


-¡Ni hablar! Haberlo pensado mejor al casarse y haberse comprado una más pequeña. 


El abogado se dió cuenta entonces de que su vida estaba en manos del Estado, entidad que a través de los 
jueces determinaba cuánto tenía que pagar a su ex esposa y a sus hijos, la cantidad a abonar por la hipoteca 
y hasta cuanto se podía quedar para él. 
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Para no dejar nada al azar, la falta de abono de las mensualidades, que había dejado de ser delito desde el 
siglo XIX, aparecía de nuevo tipificado como tal tras la Ley contra la Violencia de Género. Aunque nadie se 
atrevía a decirlo, el varón había sido castrado con esta y otras leyes por el estilo. 


«Si te maltratan en casa y se te ocurre denunciarlo, vete con el talonario de cheques en una mano y las 
escrituras de la casa y las llaves del coche en la otra. Es lo primero que te va a quitar el juez como premio 
por tu comportamiento», señala. 


Añade: «Estamos en una época terrible. Los jueces tienen miedo a no condenar y que luego haya víctimas. 
Cuando un señor llega a un extremo de violencia y causa daño físico a otro, acaba siempre condenado. Las 
causas por las que se llega a la violencia no importa. 


La tesis oficial en todas las instituciones es que el hombre es un individuo violento por naturaleza, que agrede 
y mata. Este es el acto último de manifestación machista. Mata para demostrar su salvajismo al mundo. 


En los juicios por violencia de género no se tiene en cuenta la eximente de "enajenación mental transitoria” 
ni la de "arrebato" u "obcecación”, que se admiten en los asesinatos y actos violentos cuando se cometen fuera 
del hogar. Un señor que te da un golpe en el coche puede estar obcecado o sufrir un arrebato pasional. Si te 
da con la llave de las ruedas en la cabeza y te mata, se admite cualquier eximente. En cambio, con tu mujer 
se supone que debes ser toda la vida un hombre sereno. El hombre mata a la mujer, según la ley, "porque es 
su enemigo"», arguyd'] 


Su situación familiar era en octubre de 2005 bastante mala, lo que no significaba que no fuera susceptible de 
empeorar aún más. 


El 24 de octubre de 2005, el tenista mallorquín Rafael Nadal da un paso de gigante en su carrera. Ese día se 
enfrenta al tenista croata Iván Ljuvicic, que había obtenido hasta entonces 16 victorias seguidas, y le derrota 
adjudicándose el Master Series de Madrid. 


Ese día, después de ver por televisión el apasionante partido, Javier Carlos Calcerrada sale a dar una vuelta 
en bicicleta por Majadahonda. Al pasar frente a su casa, observa como su hija de trece años se sube a un 
Ferrari Testarrosa. Al regresar a su casa, llama a su ex mujer para preguntarle quién era el dueño del coche. 


-Y a ti, ¿qué te importa? -le responde su hijo. 

-Si me importa. Quiero saber con quién anda mi hija. 

-Un amigo de mi madre. ¿Te basta con eso? 

El abogado del Estado insiste y oye por detrás del teléfono la voz de su mujer. 

-díle a tu padre que nuestra relación está terminada, que no voy a hablar nunca más por él. 


Su insistencia le supone una nueva denuncia ante los tribunales. su ex mujer pide a la jueza en este caso que 
dicte una orden de alejamiento contra éste. Y que no se le permita llamar por teléfono a su casa. 


La vista oral se celebra a comienzos de noviembre en un juicio rápido ante los Juzgados de Majadahonda. 
-¿Es cierto que usted le ha dicho a su mujer que no escupirá sobre su tumba porque ella no tendrá tumba? 


-Sí es cierto. Pero eso no es más que una frase de Boris Vian. No se me puede condenar por utilizar una cita 
literaria. 


La magistrada, a la vista de los hechos y de que no había peligro alguno en contra de la demandante, denegó 
la medida de alejamiento y ordenó un sobreseimiento provisional de la causa. A partir de entonces, Javier 
Calcerrada sigue haciendo su vida. Cuando pasa en bicicleta frente a su antigua casa, observa como alguien 
cierra las persianas. 


4 «Según el código civil vigente, una persona que te ha hecho una donación tiene la potestad de revocarla cuando se produce 
una situación justificada o no. Basta con acudir a los tribunales de primera instancia. El anillo de pedida o los distintos regalos 
que se han ido haciendo a lo largo del matrimonio pueden ser revocados entre los cónyuges. Si vas a los Juzgados a ejercer ese 
derecho, simplemente se ríen de ti toda vez que nadie aplica la ley», reflexiona. 
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En diciembre de 2005, aprovechando el puente de la Constitución, viaja a Argentina. En Buenos Aires se 
encuentra con Rafael Mendizábal Allende, ex presidente de la Audiencia Nacional. Tras pasar unas horas con 
él, se va a las cataratas de Iguazú. 


Ese día le llaman desde la oficina de su empresa en Madrid. Le dicen que se han presentado allí unos 
funcionarios que pretenden embargarle sus cuentas personales. 


-¿Qué hacemos? -le preguntan. 
Hecho una furia el abogado del Estado llama a su mujer, el increpa. 
-¿No me has hecho suficiente daño ya? 


El lunes 5 de diciembre, al llegar a Madrid y abrir el teléfono móvil, se encuentra con un mensaje de la 
Guardia Civil. Tiene una nueva denuncia de su ex mujer y debe acudir al cuartelillo. Al día siguiente, tras 
jugar una partida de tenis, acude a ver de qué se trata. 


Vestido aún de tenista, le ponen las esposas y se lo llevan detenido a los juzgados de Majadahonda. Allí, la 
jueza de guardia le lee la denuncia -una copia de la anterior-, a la que se han incorporado algunas grabaciones 
telefónicas en las que Calcerrada recrimina a su mujer: «Con varias eternidades que vivas no vas a poder 
pagarme el mal que me has hecho». 


-¿Usted le ha dicho a su ex suegra que iba a matar a su hija? 
-No señoría. 


A las dos de la mañana, el Juzgado de Guardia dicta una orden de alejamiento de su mujer. En ese momento, 
y nada más salir a la calle, Javier Calcerrada sufre un ataque de ira. Se dirige a su mujer y la increpa en 
público. 


-Eres una asquerosa. 
Su hermano, un hombre fornido y atlético que la acompaña, se cruza entre los dos. 
-¡Cálmate! -le dice. 


El abogado del Estado no puede reprimirse e intenta seguir avanzando hacia su ex mujer. Pero su ex cuñado 
le corta el paso en seco.Entonces, hecho una furia, le golpea en el estómago una vez. 


-Me has pegado -le dice. 
-Sí, es cierto. Perdona -se disculpa. 


En vista de lo ocurrido, su ex mujer acude esa misma noche de nuevo a la Guardia Civil. Y le denuncia por 
incumplir la orden de alejamiento a los 5 minutos de salir del Juzgado. 


Poco después, cuando Javier Calcerrada llega a su casa, la pareja de la Benemérita lo está esperando. Inme- 
diatamente lo detienen y lo meten en el calabozo. 


Al día siguiente debe asistir a un juicio rápido acusado de dos delitos, golpear al hermano de su ex mujer y 
romper la orden de alejamiento. En esta ocasión, el juez de guardia del número 8 de Majadahonda y la fiscal, 
la misma de la noche anterior, no van a tener ninguna consideración con él. Le tratan como a un delincuente 
común. 


Poco antes de entrar en la vista, el guardia civil que lo acompaña le da un consejo: «Tú como los tontos, dí 
a todo que sí.» Pero Javier Carlos Calcerrada seguía demasiado alterado como para atenerse a razones. en 
lugar de declararse culpable de los hechos, intenta defenderse. 


-Estaba muy alterado y sufrí un problema de enajenación mental transitoria, un arrebato momentáneo al 
verla pasar y reírse delante de mis narices. Me encontraba como una moto, en una situación de violencia 
compulsiva y total y la increpé. 
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La fiscal le hace una propuesta de pena por el Código Penal antiguo, en el que se puede redimir la cárcel 
mediante multa. Javier Calcerrada acepta, pero en el momento en que se da cuenta del error rectifica. En esa 
situación, como no hay posibilidad de llegar a una «sentencia de conformidad», deciden ir a juicio. 


El juez, tras consultar el ordenador, señala la vista oral para el 20 de diciembre de 2005 y le entrega en mano 
la citación a su ex mujer y a su ex cuñado. El abogado del Estado empieza entonces a darle vueltas a la 
cabeza. «Si les cita a ellos y a mí no es porque va a meterme en la cárcel», intuye. 


Su intuición se ve reforzada cuando aparecen dos guardias civiles y se colocan a las puertas del Juzgado. 
Habla con su abogado de oficio. 


-Me mandan a la cárcel. 

-¡Tú estás loco! Anda, no digas bobadas. 

Se acerca a la puerta del juez, la abre y le dice: 
-No va a haber clemencia. 


Pero el titular del Juzgado de Instrucción número 8 de Majadahonda no responde. Poco después, le entrega 
un auto a la Guardia Civil. «Dada la extrema peligrosidad del encausado y su obstinación a no arrepentirse 
de sus actos», le manda a prisión. 


Aquella fue, probablemente, la situación más tensa que se vivió nunca en los Juzgados de Majadahonda. La 
madre del abogado del Estado, una señora de setenta años, y su hermana, médico, se lanzan al cuello de los 
guardias civiles, decididas a impedir que se consuma lo que consideran un atropello indescriptible. 


El procesado, entre tanto, sufre un ataque de histeria y se da varios cabezazos contra el suelo. El juez, sin saber 
qué hacer manda llamar al Samur para que le administren un tranquilizante. Y así, el abogado del Estado, 
que meses más tarde tenía que acusar al ex ministro del PSOE, Julián García Valverde, por malversación de 
caudales públicos en el caso AVE, es conducido como un delincuente cualquiera a la cárcel de Soto del Real. 


Cuando le ingresaron en prisión, sufrió la situación más vejatoria de su vida. "Tras desnudarle, obligarle a 
ducharse y desinfectarle, le metieron en una especie de establo, como si fuera un mulo. 


Entre tanto, su hermana, la médico, había contactado con el facultativo de la prisión, que salió a recibirle. 
Le propuso lo siguiente: 


-Puedes ir a módulos o a la enfermería. 

-A la enfermería. 

-Pues yo te recomendaría que fueras a módulos. Tal como estás, te encontrarás más seguro en los módulos. 
-Voy a la enfermería -se empeñó. 

-Lo siento, pero no quiero jugar a la ruleta rusa contigo. Te vas a los módulos. 


Tras el análisis psicológico de rigor, le califican de «suicida potencial» y pretenden mandarle al hospital 
psiquiátrico penitenciario. Pero Javier Calcerrada presenta un recurso de reforma al auto de prisión y dos 
semanas después el mismo juez que ha ordenado su encarcelamiento, sin cambiar sus razonamientos, lo deja 
en libertad. 


Al día siguiente, víspera de navidad, se celebra la cena anual de los magistrados y altos cargos del Tribunal 
Supremo. Como si todo hubiera sido un mal sueño, Javier Carlos Calcerrada acude al acto y se sienta al lado 
del presidente de la sala tercera del alto tribunal, Ramón Trillo Torres, de sesenta y cinco años, con treinta 
y cuatro de ejercicio en la carrera judicial. 


-¡Felices Pascuas, Javier! 


-¡Felices Pascuas, Ramón! 
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Al poco, días antes de que se vea en el Supremo el asunto del AVE, recibe una llamada del fiscal general 
del Estado. Cándido Conde Pumpido quiere verle a él y al fiscal del Supremo que lleva la acusación «por las 
comisiones del AVE». en una conversación que dura cinco horas, repasan el sumario y Conde-Pumpido les 
transmite una consigna. 


-Hay que evitar por todos los medios que Julián García Valverde, ex ministro de sanidad del PSOE salga 
condenado -les plantea. 


-Si se absuelve a uno, habrá que absolverlos a todos -replica Javier Calcerrada. 


El 28 de junio de 2006, en una sentencia de 370 páginas, la titular de la sección diecisiete de la Audiencia 
Provincial de Madrid absolvía a todos los implicados del AVH] 


La Ley contra la Violencia de Género se ha convertido en la gran espada de Damocles contra policías, guardias 
civiles, jueces y magistrados. Todos ellos pueden impartir justicia contra cualquiera de los cuarenta y cuatro 
millones de españoles. En sus domicilios particulares les está vedado levantar la voz o decir una palabra más 
alta que otra. 


Fiscal de la Audiencia Nacional de Madrid, famoso entre sus compañeros por su gran capacidad de trabajo 
y entrega a fondo a la investigación de las tramas de ETA, a mediados de junio le comentaron a Enrique 
Molina: 


-¿Has visto la Ley contra la Violencia de Género? Al menor descuido, tu mujer te puede meter en la cárcel. 


-¿Qué te crees, que yo no lo sé? ¿Por qué te crees que llamo a mi mujer de usted? -comenta el fiscal partido 
de risa. 


Antonio Maldonadd?] magistrado de Alcalá de Henares (Madrid) no lo había pasado peor en su vida. Se 
encontraba en trámites de separación con su mujer y un día se presentó la policía en su casa. No venían 
a hacerle una visita de cortesía, sino que pretendían deternerle y llevárselo esposado directamente a los 
calabozos. 


-¿Qué ha pasado? -preguntó. 


-Hay una denuncia contra usted de su mujer. Y un parte médico de lesiones. Buena manta de palos le ha 
tenido usted que arrear -le dijeron los agentes. 


-¿Qué yo he pegado a mi mujer? Se equivocan ustedes de persona. ¡Si jamás le he puesto la mano encima! 


El magistrado está al borde del infarto, pero este iba a ser su día de suerte. En el momento en que le trasladan 
al coche policial para llevarlo a comisaría para tomarle las huellas y meterlo en el fichero de maltratadores 
pasan delante del coche de su mujer. 


-¡Esperen! ¡Esperen! Ése es el coche de mi mujer, dejen que compruebe la matricula -pide. 
-Bueno, ¿y qué? -se impacientan los agentes. 
-Que ayer no tenía una sola abolladura. Hoy está lleno de golpes, casi para enviarlo al chatarrero. 


Un nuevo interrogatorio de la acusadora demostró que las lesiones que presentaba no le habían sido causadas 
por el magistrado. Procedían de un accidente de tráfico fortuito. 


5La titular de la sección 17% de la Audiencia Provincial de Madrid, Teresa Chacón., ha absuelto al ministro de Sanidad 
socialista Julián García Valverde y al que fuera director de compras de Renfe, Leopoldo Iglesias Lachica, del delito de cohecho 
por el que estaban siendo juzgados, por el supuesto cobro de comisiones irregulares para financiar al PSOE en las obras del 
tren de alta velocidad (AVE) en Madrid y Sevilla a finales de los años 80. La sentencia, de 370 páginas, ha sido notificada hoy 
a los 12 acusados, para los que la fiscalía anticorrupción había pedido penas entre dos y quince años de cárcel- La instrucción 
de este caso comenzó hace once años. La jueza ha absuelto ahora al seis de los doce procesados; el resto, entre los que están los 
responsables de Siemens y de la consultora GMP, han sido condenados a un año de cárcel y a pagar una multa por delito de 
falsedad. La jueza considera que no hay pruebas para concluir que los hechos juzgados constituyan un delito de cohecho. Así 
han sido absueltos, además de García Valverde e Iglesias Lachica, el ex administrador de Filesa Luis Oliveró; el ex responsable 
de Siemens Juan José Chinchilla; Aída Álvarez y Miguel Molledo. A estos dos últimos no se les condena por falsedad porque ya 
lo fueron durante el juicio del caso Filesa (de los periódicos). 

6 Nombre ficticio. 
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«La mujer aprovechó el accidente para denunciar a su ex marido por malos tratos. De haber prosperado la 
acusación, a un hombre inocente se le hubiera metido en la cárcel y se le hubiera arruinado su carrera para 
siempre», afirma el presidente del Tribunal de justicia Javier Casas, consciente del mal uso que puede hacerse 
de la ley y de las cautelas que hay que tomar. 


El Tribunal Supremo, en sentencia de 12 de marzo de 1993, siendo poniente Augusto Vega Ruiz, presidente 
de la sala segunda, condena por una falta de malos tratos y otra de amenazas a un antiguo magistrado de la 
Audiencia de Barcelona] 


Se trata de Carlos Lorenzo Penalva de la Vega. Años ant4es, en 1986, Lorenzo Penalva y Joaquín García 
Lavernia habían sido denunciados por la revista Cambio 16 por varios delitos de prevaricación y cohecho 
cometidos en sus respectivos Juzgados de Primera Instancia de la Ciudad Condal. 


El modus operandi de los dos jueces consistía en falsificar documentos y hacer pasar por suspensiones de 
pagos una serie de quiebras fraudulentas en empresas a cambio de percibir una remuneración económica que 
recibían directamente en sus cuentas corrientes, mediante transferencias desde el despacho de un abogado, 
hermano de uno de los dos magistrados. 


Sometidos a juicio por el Tribunal Supremo, los dos magistrados fueron hallados culpables de los delitos 
antes apuntados y condenados a cinco años de prisión, que cumplieron parcialmente en la cárcel Modelo de 
Barcelona. 


En una de las salidas de fin de semana de la prisión, Lorenzo Penalva golpeó y amenazó a su mujer y a uno 
de sus hijos con una pistola, para la que no tenía licencia. Además, los amenazó a gritos: 


-A partir de ahora iré a muerte. Y si me meten en la cárcel de nuevo, regresaré para mataros. ¡De la cárcel 
se sale! 


Horas después, madre e hijo acudieron a una comisaría de Policía de la Cuidad Condal a denunciar a su 
marido y progenitor por malos tratos y amenazas. Durante la comparecencia entregaron a los agentes dos 
revólveres y una pistola, con su correspondiente munición, que el ex magistrado guardaba en la casa. 


En la sentencia, Lorenzo Penalva fue condenado a quince días de arresto por malos tratos y absuelto por un 
supuesto delito de tenencia ilícita de armas. «Con ocasión de visitar su propio domicilio -afirma la sentencia- 
mantuvo una fuerte discusión con su cónyuge e hijo menor, en el curso de la cual y en los momentos más 
álgidos (sic) dio una patada y lanzó un puñetazo a su mujer, para después decir a los dos, tras ser increpado 
por éstos, que a partir de ahora iría a muerte y que si lo metían en la cárcel, regresaría para matarlos»[] 


La magistrada del Juzgado de lo Penal número 2 de Benidorm (Alicante) ha absuelto al titular del juzgado 
de Primera Instancia número 9, José Ricardo García Pérez, de un delito de maltrato del que fue acusado por 
su mujer. 


La sentencia se hizo pública el 21 de diciembre de 2004. La jueza ha decidido deducir testimonio de las 
declaraciones de la denunciante por si «los hechos pudieran ser constitutivos de un delito de denuncia falsa». 


Al concluir el juicio, el fiscal solicitó que el juez fuera condenado a setenta días de trabajo en beneficio de la 
comunidad y, en caso de que fuera absuelto, se dedujera testimonio a la mujer por presentar una denuncia 
falsa. 


Según la sentencia, sobre las 18.30 horas del 28 de noviembre anterior se produjo una discusión entre el juez 
y su esposa cando estaban en casa. Tras la pelea, la mujer acudió a la comisaría para denunciar a su marido. 


-Me llamó guarra, asquerosa, celosa. Me dijo también que él hacía lo que le daba la gana y que no le llegaba 
a la suela de sus zapatos. 


“Resolución judicial 1993/2379. 

8Por las mismas fechas, el Supremo condenaba a otro juez por matar a su mujer tras una discusión. En una sentencia en la que 
fue ponente el magistrado Eduardo Moner Muñoz quedaba probada la agresión fatal tras una violenta discusión. Previamente, 
el parricida había manifestado «su voluntad de separarse, pues no pintaba nada en su casa y que, a pesar de habar aprobado 
unas oposiciones y ser magistrado, no se le respetaba». Resolución judicial 1993/4066. 
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Además, tras insultarla, la mujer saltó del dormitorio y fue seguida por el juez, que le propinó dos bofetones. 
En la vista oral, el acusado confirmó que mantuvo una discusión con su mujer. 


-Niego categóricamente que profiriera algún tipo de insulto y mucho menos que la agrediera, golpeara o 
empujara. 


Al ser interrogada, la supuesta víctima reconoció que había discutido con su ex marido pero negó que la 
insultara o agrediera en los términos en que figura en la denuncia. 


-¿La ha presionado o coaccionado alguien antes de entrar en la sala? -preguntó el fiscal. 
-No señoría. Declaro libre y voluntariamente, sin presiones de ningún tipo. 


Tras considerar decisivo que la mujer se retractara el día después de presentar la denuncia en comisaría y 
que el informe forense no fuera definitivo, la jueza decidió absolver al acusado. 


Otro caso sonado es el de Andrés Martínez Arrieta, jefe del gabinete del Tribunal Supremo y hoy magistrado 
de la Sala Segunda del Alto Tribunal. 


Casado con María Dolores Márquez de Prado, con la que tuvo tres niñas, en los años noventa, cuando ella 
era una de las representantes del Ministerio Público en la Audiencia Nacional, se enamoró de Javier Gómez 
de Liaño, a la sazón también juez de la Audiencia Nacionaf?] 


Cuando deciden su divorcio de mutuo acuerdo, como los dos ganan lo mismo, alrededor de 500.000 pesetas, 
firman un convenio de separación por el que la mujer no le exige pensión compensatoria. 


Sin embargo, Martínez Arrieta debe abonar en concepto de pensión alimenticia y gastos de educación de 
las menores una cantidad cercana a las doscientas mil pesetas. Además, la mujer se queda con la vivienda 
familiar. 


De esta manera, la fiscal Márquez de Prado obtiene unos ingresos de unas 700.000 pesetas, mientras que los 
del magistrado del Tribunal Supremo bajan hasta las 300.000. Como se queda sin casa, tiene que alquilar un 
piso en Madrid por el que paga 150.000 pesetas. Posteriormente, Andrés Martínez Arrieta se da cuenta de 
que con un poco más de dinero puede adquirir una vivienda en propiedad y se mete en una hipoteca. 


Al final, su sueldo neto se reduce a poco más de cien mil pesetas mensuales, con las que debe sacar a pasear a 
sus hijas cada quince días, amueblar la casa, comprarse un par de trajes al año porque así lo exige la carrera, 
abonar la gasolina de su coche y hacer frente a todos los gastos extraordinarios que se originan. 


«La situación de desigualdad que se crea en las separaciones y divorcios es terrorífica en nuestra carrera», 
cuenta al presidente del Tribunal superior de Justicia de Madrid, Javier Cases. Mientras la mujer se queda 
más o menos bien, el hombre pasa auténticas penurias, hasta el punto de que muchos jueces amigos míos no 
pueden salir a tomar café en Riofrío o en el Bar Supremo, en la calle Marqués de la Ensenada, con el resto 
de sus compañeros. 


La Ley contra la violencia de Género ha hecho estragos entre los jueces y magistrados. Si hace años el 
magistrado del Supremo Román García Sánchez, el ex presidente de la Audiencia Nacional Rafael Mendizábal 
Allende o el presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco Manuel María Zorrilla Rico lograron 
separarse de sus esposas sin traumas, hoy no les ocurriría lo mismo. 


La Ley les había sacado el hígado como le ha ocurrido a Rafael Ramírez Saavedra] un juez de setenta y un 
años y con sólo diez en el ejercicio de la magistratura, al haber pasado gran parte de su vida profesional en 
«servicios especiales», en virtud del artículo 311 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que no conmutan a 
efectos del escalafón judicial. 


Casado y con siete hijos, «tras pagar durante diecisiete años la pensión a sus pupilos, a los que no ve desde 
hace siete, sigue condenado a ser un "hombre-billetera", con parte de su sueldo embargado, a pesar de que 
parte de su extensa prole ha acabado ya la carrera». 


2No se cuestiona la profesionalidad de Márquez de Prado y Gómez de Liaño. Se pone en tela de juicio la desigualdad que se 
crea con las separaciones y divorcios. 
10 Nombre ficticio. 
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Su solución para huir de la reciente reforma del Código Penal no ha sido fácil. Carece de bienes de raíces y su 
domicilio habitual no figura en la guía telefónica. Lo singular de su caso es que, a las alturas que se encuentra 
en la vida, acabarán mandándole los recibos al cementerio y embargándole la lápida. 


El peso de la ley, en este caso, convierte en sus principales víctimas a los encargados de aplicarla. Jueces 
Pp Y, > Pp p > 
policías y militares forman parte de los «colectivos de riesgo» más propensos a divorciarse. 


Capítulo 24 
Jueces y parte 


El PSOE presentó la Ley contra la Violencia de Género ante la opinión pública como el para- 
digma de la lucha contra los malos tratos. Pero la jueza Raimunda de Peñafort Llorente, una 
mujer divorciada, titular del Juzgado de Violencia de Género número 1 de Madrid, no parece 
ser demasiado imparcial en el ejercicio de su función, que compatibiliza con la publicación de 
manuales en las que sólo hay hombres maltratadores y mujeres humilladas y en los que enseña 
a las representantes del género femenino cómo buscar pruebas y comportarse ante un Juzgado 
para que su marido sea condenado. Y es que tras la aprobación de la Ley, una pléyade de jueces 
y magistrados dispuestos a defender la ideología de género se han puesto al servicio del Consejo 
General del Poder Judicial para «escarmentar» a los hombres con el Código Penal en la mano y 
obligar a los descarriados a volver al redil de la ortodoxia feminista o convertirlos en seres pros- 
critos. Mujeres homófonas, lesbianas y separadas han aprovechado la circunstancia para «ajustar 
cuentas» al varón, lo que empieza a preocupar en las altas instancias judiciales. «El juez de género 
no debería arrastrar fracasos matrimoniales tras de sí. Si vamos a barrer la casa de los demás, 
parece lógico que empecemos por limpiar la nuestra». 


El 12 de septiembre de 2006 Francisco Zugasti acudía al registro del Consejo General del Poder Judicial y 
presentaba una de sus muchas denuncias, un escrito acusando a la jueza decana de los juzgados de Violencia 
de Género, Raimunda de Peñafort Llorente, de parcialidad con las mujeres en sus sentencias, por decirlo en 
términos poco agresivod!] 


Para demostrar su acusación, acompañaba un vídeo grabado en el Juzgado de Violencia de Género número 
1 en el que se ve a la jueza departiendo con una supuesta mujer maltratada poco antes de la celebración de 
la vista oral. 


-Cuando salgas de aquí, te vas a Santa Engracia, 121] Preguntas por Ana María y le dices que vas de parte 
de Raimunda, de la jueza, que te mando yo. 


Jurista de reconocido prestigio, licenciada en Derecho, especialista en criminología y experta en legislación 
comunitaria, antes de celebrarse la vista oral, el plenario en el que según los principios de oralidad y con- 
tradicción, debe determinarse si ha habido mal trato, la jueza Raimunda de Peñafort ya había tomado su 
decisión: mandar a una supuesta mujer maltratada a la célebre casa de acogida de Coslada, regida por su 
amiga Pérez del Campo. 


-díle que te busque una plaza en Coslada, que haga todo lo que pueda por ayudarte. 


1Se trata, en todo caso, de un delito de prevaricación. Es el que comete el juez en el ejercicio de sus funciones cuando dicta 
a sabiendas de una resolución injusta. 

2La sede de la Federación de Mujeres Separadas y Divorciadas, que preside Ana María Pérez del Campo, una de las feministas 
más radicales de España. 
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Ese era un día de mucho tráfico y la vista oral tuvo que posponerse media hora, debido a que el «maltratador» 
tardó mucho tiempo en llegar y en encontrar sitio para aparcar. La vista oral se celebró sin su presencia, 
ya que la jueza, como máxima autoridad de lo que ocurre en la sala, no le permitió entrar ni deponer su 


tardanza] 


Lo que nadie se imaginaba viendo la conmovedora escena de la jueza ayudando a una mujer menesterosa, 
débil y enclenque, aparentemente incapaz de valerse por sí misma para buscar un lugar de acogida, es que 
se trataba de una actriz porno. Pero además de porno, masoquista, sadomasoquista y maltratadora. En una 
buena parte de la colección de películas protagonizadas por ella se enseña cómo pegar con un látigo, cómo 
maltratar en la cama para obtener un placer añadido —a quienes gusten de esas excentricidades sexuales— y 
cómo pegar con el látigo a los hombres. 


La conmovedora escena de la jueza, en la antesala del juicio, delante de la psicóloga y de todos los funcionarios, 
no deja de ser un anacronismo de lo que pretende ser la justicia y lo que consigue con la superprotección 
de la mujer. Raimunda de Peñafort no es una jueza cualquiera, es una jueza militante encumbrada por el 
feminismo radical como bandera de una justicia implacable e inmisericorde con el hombre. 


«Perseguiré las denuncias falsas por respeto a las víctimas», declaraba al diario El País el 29 de junio de 
2005, un mes antes de que entrara en vigor la Ley contra la Violencia de Género. 


Nacida con las bendiciones de todo el mundo, al menos puertas afuera, la Ley contra la Violencia de Género 
necesitaba una estrella, al estilo juez Baltasar Garzón o Fernando Grande Marlaska. Era la garantía de que los 
juzgados especiales de violencia contra el hombre iban a funcionar, con las garantías que pedía el Gobierno, 
desde el principio. 


¿Quién eligió a Raimunda de Peñafort Llorente para ese papel? El asunto forma parte del secreto del sumario. 
Resulta significativo, sin embargo, que tras una intensa experiencia como abogada, esta mujer nacida en 1952 
en Granada, divorciada, ingresada en la carrera judicial por el tercer turno, por la puerta de atrás, juez en 
Sagundo, Mérida y Madrid, abandonará su puesto como magistrado de la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional para dedicarse a perseguir a presuntos hombres maltratadores. 


Su vocación de «mujer redentora del sexo femenino» antes que jueza queda patente nada más leer su libro 
Una juez frente al maltrato, publicado en octubre de 20031] por debate para conocer su pensamiento. 


«Tras dedicarme al ejercicio de la abogacía y antes de ser juez, durante unos años fui secretaria judicial, desde 
1984 a 1987. También la violencia doméstica me marcó profesionalmente durante esa etapa ya desde su inicio. 
La noche anterior a mi toma de posesión como secretaria del Juzgado de distrito de Guadix (Granada), el 25 
de enero de 1984, en la habitación del hotel donde me alojé, eché una ojeada al periódico ideal: en su portada 
venía la noticia que hizo tambalear mi decisión de funcionaria. Una mujer joven, de veintipocos años, en el 
transcurso de la noche anterior, había despertado a sus tres hijos de corta edad para llevarlos a casa de sus 
abuelos. [Luego] volvió al domicilio, cogió la escopeta de caza de su marido y mientras éste dormía, lo mató 
disparándole un tiro en la cabeza. Luego se dirigió al cuartel de la Guardia Civil y se entregó confesando el 
crimen. » 


Tras dejar constancia de que la víctima era, según contaba el periódico, un maltratador habitual y un vago, 
agrega: «[...] parecía claro que la mujer había actuado en defensa de su vida, pero al no ser su conducta 
la respuesta a una agresión inmediata, la ley le negaba la eximente de defensa legítima, aunque por haberse 
presentado a las autoridades le reconociera la atenuante de arrepentimiento, que probablemente era lo que 
menos sentía». 


«Durante esos tres años de secretaria judicial, muchas veces lamenté esa decisión, sobretodo cuando las 
mujeres maltratadas salían llorando de los juicios, impotentes porque se había absuelto a su agresor por 
falta de pruebas. El juez se negaba a recibirlas después del juicio, o les indicaba que recurrieran si no estaban 


3 «Yo También he sufrido los problemas de tráfico y he estado aquí a mi hora» se le oye decir a la jueza en el vídeo en poder 
del Consejo General del Poder Judicial. 

*Escrito, naturalmente, un mes antes como mínimo, lo que revela que apenas conocía los juzgados de violencia contra la 
mujer, toda vez que comienzan a funcionar como tales el 29 de julio de 2005. 
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conformes con las sentencias. Ellas, desoladas, lloraban en la secretaría del juzgado o acudían a mi despacho. 
Yo poco más podía decirles». 


¿Era cómo para un juez mantener una actitud pasiva frente al maltrato? El 24 de octubre de 2003, Raimunda 
de Peñafort Llorente acude al centro de acogida de Coslada (Madrid). Allí, en ese Damasco de las afueras de 
Madrid, experimentó como san Pablo su caída del caballo y la «llamada» a desempeñar el papel para el que 
había venido a este mundo. 


La visita estaba programada como una actividad más dentro del curso de unas jornadas sobre violencia 
doméstica organizadas por el Consejo General del Poder Judicial. Allí escuchó a una mujer que les increpó: 
«¿Quiénes sois vosotros? ¿Qué dioses os creéis ser? ¿Quién os da tanto poder? ¿Por qué mi vida y la de 
mis hijos está en vuestras manos? ¿Para qué sirven las denuncias si nos siguen matando? ¿Por qué tengo 
yo que esperar aquí, escondida, a que vosotros fijéis el día del juicio? ¿Por qué cuando llegue ese día, podéis 
mandarme callar? ¿Os importa realmente mi caso? ¿Queréis pruebas, y si no las hay, nada habrá ocurrido, 
mi infierno no habrá existido? No entiendo vuestra justicia ni me sirve. Sólo sé y tengo claro que no os 
conozco, que os temo y no os quiero». 


Estas preguntas, que en el año 2006 puede hacerse cualquiera de los 140.000 hombres detenidos en virtud de 
la Ley contra la Violencia de Género, a los cuales se ha desposeído de su familia, sus hijos, su patrimonio 
y todo lo que desde pequeño le han enseñado en su casa, en la escuela y en la universidad que es por lo 
que se debe luchar, le lleva a la justicia de género. Y a escribir el libro más nefasto jamás publicado, una 
verdadera guía sexista, maniquea y manipuladora, donde el término hombre y mujer es sustituido por el de 
víctima —siempre la mujer—y verdugo -el cerdo machista llamado hombre—y donde Raimunda de Peñafort 
da consejos a las féminas de cómo tienen que elegir abogado, cómo deben romper sus lazos familiares con su 
pareja y cómo han de comportarse en los juicios para ganarlos. 


Su parcialidad es tal que, en cualquier país del mundo civilizado, quien se pronuncie abiertamente de esta 
manera quedaría excluido para enjuiciar a otros seres humanos por su falta de ecuanimidad, de equilibrio y 
su claro favoritismo por el mal llamado «sexo débil». 


Baste sólo una perla para ver hasta qué punto el volumen roza el Código Penal. «La mujer maltratada 
deberá saber que antes de denunciar, si le es posible, debe planificar el momento posterior a la denuncia. [...] 
También, si puede, es importante que recoja del domicilio su documentación personal, el libro de familia, las 
tarjetas de la Seguridad Social suya y de los hijos [da por sentado que no se va a dar a su marido la custodia 
compartida], y cuantos documentos relativos a la situación económica de la familia y del agresor (sic) estén 
en su mano.» 


Es decir, la jueza encargada de ser la más neutral y ecuánime en los juicios, para no ser acusada de pre- 
varicación, recomienda en un libro que puede adquirirse en cualquier establecimiento público llevarse los 
«documentos» del agresor —léase marido-, lo que sin duda es un delito de robo o de hurto (si se hace un uso 
de los mismos para lucro personal, para sacar un exceso de tajada de la separación) y podría ser otro de 
violación de correspondencia, de revelación de secretos (si se hace un uso público de ellos), de estafa y de 
algún otro tipo más, siempre según el uso que se dé a estos papeles. 


En caso de que los papeles no le sirvan para nada, esto siempre constituye una buena putada para el macho 
ibérico en el momento en que tenga que rendir cuentas de sus actividades a la Hacienda pública, que no 
persona el robo o «saqueo» de documentos. La aportación del libro de Raimunda de Peñafort tampoco creo 
que sirva de «atenuante» frente a la obsesión recaudadora del fisco. 


Veamos de todas maneas algunos otros apartados del manual para una denuncia perfecta o método sobre 
cómo huir del marido sacando el máximo provecho del matrimonio. 


= «¿Cualquier momento del día o de la noche, cualquier estado de ánimo en que se encuentre la mujer es 
bueno para decir basta y poner fin a una etapa de la vida que hubiera preferido no vivir. Hay que tener 
en claro que nadie busca ni quiere sufrir un calvario. Es preciso desoír esas voces cercanas que te dicen: 
"Tú te lo has buscado", "ya te lo dije”, "tú tienes la culpa”. » 
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= ¿[Que te vayas] es lo que no concibe ni jamás aceptará el maltratador, porque supone ser derrotado 


por alguien que considera inferior y su orgullo no puede encajarlo. La última palabra sólo puede decirla 
él. De ahí que la violencia se desate con mayor intensidad después de interponerse las denuncias 0 
demandas de separación. » 


= «¿Me consta que muchas mujeres, como tú hiciste, denuncian agresiones aún no teniendo decidido poner 


fin a la relación. Pretenden únicamente dar un escarmiento a su pareja, que cambie, que no vuelva a 
hacerlo. Y puede que en algún caso sea efectiva esa denuncia, pero desgraciadamente la mayoría de las 
veces no es así [...]. La espiral de la violencia no se rompe con facilidad mientras la víctima la asuma 
por una razón u otra.» 


= “La planificación previa (la denuncia) es importante porque a partir [de ella], con objeto de poner fin 


a la relación, comienza una nueva etapa de vida que tampoco va a ser fácil.» 


= «El agresor, viendo escapar a su presa, se encolerizará aún más, pondrá mil y una dificultades e intentará 


que la mujer se rinda, que vuelva al redil, sobretodo cuando compruebe que las buenas palabras ya no 
bastan para el regreso.» 


= «¿La denuncia es un acto crucial para determinar el alcance jurídico de los hechos que se narran. Sin 


embargo, la ley, con el fin de facilitar y no poner trabas al denunciante, no requiere la intervención del 
abogado [...]. Esa facilidad era un arma de doble filo para la mujer víctima de maltrato, puesto que la 
redacción del escrito, de alguna forma, quedaba al arbitrio de la persona que lo escribía. Nada era más 
fácil que manipular el relato haciendo preguntas que pudieran tergiversar los hechos o darles la vuelta, 
y más cuanto no era un preceptivo que constaran en las preguntas realizadas redactándose el escrito con 
las respuestas dadas. » 


= «Tú misma fuiste víctima de aquel intento de manipulación de la denuncia por parte del policía que 
redactó una de tus denuncias [...]. Porque sin duda se manipula cuando indebidamente se escudriña el 
dolor de la denunciante con preguntas morbosas o inadecuadas. » 


= “La defensa del acusado la mayoría de las veces procurará negar los hechos, y si no pudiera hacerlo 
porque éstos son evidentes, intentará una defensa jurídica alegando que si actuó así, fue en legítima 
defensa porque tú le agrediste antes, o que se vio obligado a hacerlo para evitar un mal mayor, o que 
actuó con sus facultades mentales alteradas, o arrebatado por una previo provocación tuya. » 


= «El derecho fundamental a la defensa es sagrado en el sentido de que no puede ser negado ni cercenado, 
y en su ejercicio es posible que se tergiversen los hechos e incluso llegar a faltar a la verdad de los 
MISMOS)» 


Convertida, de pronto, de magistrada en abogada defensora de todas las causas de las mujeres, la jueza titular 


del 


Juzgado de Violencia de Género número 1 de Madrid continúa con su alegato, en el que siempre aparecen 


dos protagonistas. 


Se trata, no hace falta decirlo, del malvado maltratador (hombre), dispuesto a cometer todas las tropelías y 
atrocidades del mundo para manipular a la justicia, y la pobre e indefensa víctima (la mujer), a quien hay 
que poner en antecedentes de las barbaridades que se van a decir en su contra: 


= «Debéis estar preparadas para escuchar mentiras. Te hervirá la sangre, lo sé, pero tienes que controlarte. 
El no declarar contra uno mismo es un derecho constitucional que se reconoce a todos, y lleva implícito el 
derecho de mentir por cuanto nuestro sistema procesal prohíbe que el acusado declare bajo juramento. » 


= «¿Absolver por versiones contradictorias, como solía hacerse hasta no hace mucho, cuando se aportaban 
pruebas objetivas o diferentes a las declaraciones del agresor y la víctima, siempre me dejaba un regusto 
amargo. Esa cómoda solución sustentada en el principio in dubio pro reo, suponía ofrecer una igualdad 
de credibilidad a declaraciones que partían de posturas procesales desiguales. » 
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= “La doctrina del Tribunal Supremo viene evolucionando en el sentido de dar valor probatorio a la 
declaración de la víctima cuando en la misma se aprecien determinadas condiciones» 


= ¿Como víctima eres quien mayor conocimiento puede tener sobre los hechos que se enjuician. Tu ac- 
titud durante el juicio es fundamental porque inevitablemente dependerá de ella la credibilidad de tus 
afirmaciones, negadas por la parte contraria. Es posible que tu abogado te haya preparado, explicándote 
lo que es el juicio y la forma correcta de proceder en el mismo. Con la experiencia de muchos años de 
juzgadora yo añadiría otra recomendación: procura ser natural. » 


= «¿Supera el miedo escénico que puede causarte el escenario del juicio, mira a los ojos de quien te pregunte 
y responde como si lo estuvieras haciendo en una conversación privada» 


= «También deberías estar preparada para este momento [los informes de parte] porque el abogado de 
la defensa está obligado a defender con el máximo celo profesional. Su versión de los hechos, por lo 
general, será distinta de la tuya y esgrimirá razones y argumentos que no te gustarán. Sé que es difícil, 
pero deberás aceptarlo. Entiendo que es legítimo el derecho de defensa.» 


= ¿Como puedes ver, el acto del juicio va a ser duro y tenso, sobretodo para ti, que deberás concentrar 
en unos minutos o unas horas el horror que viviste quizá durante años. Pero no te engañes, es mejor 
que estas acusaciones sean cortas y claras que largas y farragosas. Además, el confusionismo en esa 
situación sólo beneficiaría a tu agresor en base al principio in dubio pro reo.» 


= «El agresor siempre buscará su impunidad procurando agredir sin dejar rastro, sin dejar testigos, pla- 
neando desde el inicio la impunidad de su conducta. Este hecho incuestionable ha de ser tenido en 
cuenta por los profesionales que investigan el delito y lo juzgan. Y al igual que los delincuentes afinan 
su actuación borrando huellas, esos profesionales deberán poner idéntico empeño en su búsqueda. » 


A Raimunda de Peñafort le indigna que «la desigualdad de trato legal entre los individuos afectados por el 
proceso se ha mantenido durante tiempo. Las víctimas de los delitos eran los grandes olvidados en el proceso 
penal, sus derechos parecían de segunda clase, frente a los derechos de los acusados [que no tienen la obligación 
de decir la verdad y tienen derecho a la asistencia letrada desde el comienzo del proceso] ». 


Tal vez por eso, como se ha visto antes, la tesis básica de la jueza «decana» de los Juzgados de Violencia de 
Género de España es condenar con el solo testimonio de una de las partes, algo considerado una auténtica 
barbaridad por la mayoría de los expertos en Derecho Penal del mundo. Lo deja claramente explicado en el 
siguiente párrafo: 


= «Por último, en relación con los medios probatorios, tengo que decirte que el Tribunal Supremo, sensible 
a la realidad del maltrato doméstico y a la dificultad de probarlo cuando se produce en la pareja, ha 
evolucionado su doctrina y ha reconocido, en múltiples sentencias, el valor probatorio de la declaración 
de la víctima. Para ello se requiere que en la misma se aprecie ausencia de credulidad subjetiva, que se 
corrobore con datos objetivos y que haya persistencia en la incriminación. » 


= «La credibilidad subjetiva se refiere a que las declaraciones de la víctima no estén afectadas por rencores 
o enemistad diferentes de los que pueden suponerse humanamente generados por la propia situación del 
maltrato, que en ellas se observe ausencia de motivos o intereses espurios» 


= «La corroboración objetiva quiere decir que las manifestaciones de la víctima sean adveradas por da- 
tos externos que resulten acreditados. Por ejemplo. los partes médicos, los informes del psicólogo, las 
fotografías de las lesiones. » 


= “Y la persistencia en la incriminación supone la continuidad en el tiempo de esas declaraciones, la 
firmeza que de ellas se derive, la ausencia de contradicciones y ambigúedades en las mismas. » 
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Es decir, según el criterio de la jueza y su interpretación de la doctrina del Supremo, una mujer que se 
mantenga firme en sus planteamientos, fría como un témpano al declarar, no exteriorizando emoción alguna, y 
que presente una «prueba periférica» elaborada por cualquier psicóloga aficionada, incluso sin estar colegiada, 
puede con su solo testimonio meter a su marido en la cárcel, independientemente de que haya habido o no 
malos tratos. 


Para qué seguir. A quienes quieran tener una visión clara de la actuación de la jueza, especialmente a sus 
colegas y abogados, les recomiendo que se compren el libro. No les defraudará ni se aburrirán porque, además, 
está bastante bien escrito, lo que no es habitual en quien maneja el lenguaje forense. 


El 16 de junio de 2005, el notario y abogado madrileño Antonio García Trevijano, miembro de la Junta durante 
la Transición democrática escribía sobre los Juzgados de Familia de España. «Sólo difunden los casos en que 
las grandes fortunas, los propietarios de las sociedades mediáticas y los gerifaltes de los partidos parecen 
manejar a su antojo los tribunales] Pero cada vez cunde más fuerte el rumor de una corriente de fango 
judicial que me propongo remover: La corrupción en los Juzgados de Familia regentados por mujeres, y en los 
bufetes femeninos que denuncian falsamente a maridos honestos (en procesos de separación o divorcio) está 
consagrando la impunidad de una prevaricación judicial sistemática, amparada por los Tribunales Superiores 
de Justicia». 


«Esta nueva clase de prevaricación judicial, en favor de madres que utilizan a sus hijos menores como puros 
instrumentos de su enriquecimiento ilícito, está introduciendo en capas sociales de alto nivel un nuevo tipo 
de violencia que, frente a la de género, bien puede llamarse de "especie femenina". » 


«Con una experiencia de medio siglo en la abogacía civil, aseguro que la degeneración moral, el desprecio de las 
leyes, el corporativismo mafioso, la pobreza del conocimiento jurídico en la mayoría de las juezas de instancia, 
han encontrado en los Tribunales Superiores de Justicia, que han visto ahí su glorioso destino, el salvoconducto 
para seguir perpetrando, con impunidad, sus memorables fechorías para convertir a los justiciables masculinos 
en ajusticiados. El delito de prevaricación, aún el más grosero, ha sido borrado del Código Penal.» 


El 24 de septiembre de 2006 volvió a insistir en el asunto. Desvelaba, por primera vez, que un hijo suyo, 
Pablo García Trevijano, había sido desplumado por un Juzgado, que llegó a embargarle un piso suyo. «Las 
habladurías sobre corrupción judicial se centran hoy en materias matrimoniales. El Consejo General del 
Poder Judicial es un órgano partidario. En el mejor de los casos, archivará la denuncia con un simulacro 
de investigación. En el peor, abrirá expediente al denunciante. Sólo la corrupción en la cumbre judicial 
puede explicar la prosperidad de esos bufetes feminísimos que, sin preparación jurídica, se especializan en 
prefabricar pruebas con las que obtener medidas provisionales o definitivas, en favor de esposas reconvertidas 
en profesionales de sus maternidades y de sus estados de separadas, divorciadas o "nulidadas” contra maridos 
expoliados por la magistratura feminisima del arbitrio. Y el corporativismo protege la violación de derechos 
fundamentales del varón. » 


«Un matrimonio [Pablo García Trevijano Chouraki y Chloe Martel Kee] se separan el 11 de enero del año 
2000 en un Juzgado de Puertollano (Ciudad Real). La ex esposa obtiene la custodia de la hija y una pensión 
razonable, renunciando al domicilio conyugal. Y se instala en Madrid en un piso alquilado. Una empresa 
de la que es administrador Pablo García Trevijano compró, tres años después de la separación, en 2003, un 
dúplex en la zona más cotizada de Madrid, en las cercanías del hotel Ritd?] Durante la reforma del piso, la 
empresa se lo cedió amueblado a la ex esposa, sín cargo alguno, hasta la finalización del curso escolar de la 
menor. » 


«Acabado éste, la madre se fue oficialmente a vivir con su hija a Marbella. Sin signo que lo presagiara, la ex 
esposa fue sorprendida poco después in fraganti cuando intentaba entrar en el dúplex y comenzó la odisea del 
varón en cuatro escenarios. » 


«En el primero, el hombre ignora la conspiración de seis mujeres para conseguir que la separada se apodere del 
dúplex, multiplique por tres su pensión y reduzca a la mitad la convivencia del padre con su hija. Esto lo decide 


5 Ahora, 16 de junio de 2005 
SExactamente, en el número 3 de la calle Alberto Bosch. 
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un auto irrecurrible dictado, «inaudito marido», por la magistrado del Juzgado de Primera Instancia numero 
28 de Madrid, María Dolores Planes Morend'] Pablo García Trevijano Chouraki se entera de este auto 
cuando se lo comunica la empresa de seguridad del dúplex, alterada de que había sido allanado, con fractura 
de cerraduras y alarma, por una fémina herramentada con un auto de medidas previas a una demanda de 
separación, que prometía presentar a la mujer ya separada por sentencia firme cinco años antes.» 


«En el segundo, se libra la batalla judicial entre el varón -que no logra satisfacer su derecho al juez prede- 
terminado por la le] a un proceso donde sea oído antes de condenado, a resoluciones que expliquen sus 
motivos- y la magistrado que, sin respetar la competencia del Juzgado de provincia, falsifica de su puño y 
letra la demanda de la hembra, no la traslada al domicilio del ex esposo ni lo cita por edictos; celebra una 
comparecencia ad hoc de seis mujeres, ejecuta el auto de medidas provisionales; no resuelve las oposiciones del 
ejecutado, ni los incidentes de nulidad; y no cursa los recursos de apelación ni las propuestas de recusación». 


«En el tercero, la batalla se traslada a la jurisdicción penal, con la querella por prevaricación contra la 
magistrado, la fiscal, la secretario, las dos abogadas y Chloe Martel Kee, la esposa separada, ante el Tribunal 
Superior de Justicia.» 


Tras describir las supuestas arbitrariedades de toda la índole en el Alto Tribunal, Pablo García Trevijano 
recurre en queja al Consejo General del Poder Judicial. «En lugar de investigar los hechos, la comisión disci- 
plinaria archiva el expediente y le condenan a pagar mil euros», escribe su padre, Antonio García Trevijano. 


Así las cosas, se producen nuevas querellas criminales contra la jueza titular del número 28 de Madrid, María 
Dolores Planes, y dos recursos de amparo ante el Tribunal Constitucional. El asunto se salda en julio de 2006 
con la sustitución de la jueza, que es enviada al juzgado número 80 de Madrid, y la llegada al Juzgado de 
Familia de Madrid de una nueva titular. 


Tras finalizar el asunto, revoca todas las decisiones tomadas por su antecesora, le devuelve el dúplex a Pablo 
García Trevijano Chouraki y condena a la denunciante. Lo más curioso del caso es que el dúplex no era ni 
siquiera de García Trevijano hijo, sino de su padre y su mujer. Hay casos peores todavía. Veamos: 


Elena Raquel González Bayón, magistrada del Juzgado de lo Penal número 3 de Alcalá de Henares (Madrid) 
emitió el 10 de febrero de 2005 la siguiente sentencia que más bien parece salida de sus contactos con el más 
allá que de lo que se dijo en la vista oral: 


«Hechos probados: Apreciando en conciencia la prueba practicada, expresa y terminantemente se declara 
probado que José Manuel Pérez Villar, mayor de edad, sin antecedentes penales, se encuentra casado con 
María Dolores Marcías García, a la que viene sometiendo en el domicilio familiar sito en el paseo Dolores 
Ibárruri, 4, de Coslada, a una situación continuada de vejaciones y malos tratos psíquicos y físicos. » 


Así, el 28 de junio de 2002 el acusado llamó a María Dolores «zorra, puta y zorrón», a la vez que le propinó 
un golpe empotrándola contra la pared, que le originó un eritema en el pómulo derecho, del que sanó al cabo 
de un día. 


«El día 9 de julio de 2002, cuando María Dolores llegó a su domicilio a comer, el imputado comenzó a 
insultarla llamándola perra, y seguidamente empezó a golpearla con la mano en su cabeza y la tiró al suelo 


(...)» 


«El día 6 de octubre, tras llamar puta a la señora Macías en el transcurso de una discusión, le propinó un 
empujón al tiempo que le decía que tuviera cuidado ya que la ventana estaba abierta y se encontraban en un 
sexto piso. Le dijo a su hijo que a la mañana iba a solucionar la situación quitándola de en medio. » 


«El día 25 de enero el acusado golpeó e insultó a María Dolores con frases como "hija de puta, estarás 
orgullosa de que te quiten la custodia de tus hijos". Acto seguido le abrió la puerta y la invitó a marcharse 
diciéndole "quiero que te marches de este domicilio, ya no pintas nada aquí”, a la vez que le daba patadas y 
empujones (...)» 


“Fue trasladada al Juzgado de Primera Instancia número 80. 
SEl Juzgado de Primera Instancia número 2 de Puertollano al tener su domicilio en Almodóvar del Campo (Ciudad Real) y 
haber sido éste en el que se produjo la separación, en el año 2000. 
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Su marido, José Pérez, negó los hechos hasta nueve veces ante la Policía y el Juzgado instructol?] y volvió 
a hacerlo con la misma contundencia en la vista oral. El hijo de ambos, Adán Pérez, actuó de igual manera 
en la fase instructora] y tanto el hijo como la mujer ofendida se acogieron a su derecho a no declarar en la 
vista oral. 


En este contexto, pese a carecer del más mínimo elemento probatorio ya que los partes médicos aportados a 
la causa podían haber sido falsificados por cualquier médico amigo, hecho que ocurre con suma frecuencia en 
este tipo de delitos, la magistrado Raquel González Bayón condenó al marido supuestamente por el principio 
de la «bola de cristal». 


Lo hizo sin el más mínimo titubeo. Al no declarar la presunta mujer maltratada en el plenario y ratificar 
así los hechos y al no existir acusación, lo lógico hubiera sido aplicar el principio in dubio pro reo y absolver 
al imputado. La magistrada Raquel González, sin embargo, afirma en la sentencia que «basta la lectura 
de la documental obrante en autos (declaración ante la Policía y ratificación posterior ante el juez de María 
Dolores Macías, la denunciante), para entender que ha quedado acreditada de manera fehaciente la reiteración 
sistemática de actos de violencia por parte del acusado, a pesar de que éste negara también sistemáticamente 
los hechos tanto en autos como en la vista oral». 


Y, de esta manera, sin más pruebas que una denuncia efectuada «en caliente», «sin tiempo para reflexionar» 
de una mujer que después «no quiere seguir con el procedimiento» la juez «apreciando en coincidencia la 
prueba practicada» condena al imputado a ocho meses de cárcel y a tres faltas de lesiones. 


Aunque los jueces que emiten fallos sin pruebas «amparándose en su conciencia» están a la orden del día, el 
condenado recurrió la sentencia a la Audiencia Provincial de Madrid. El 5 de julio de 2005, veintitrés días 
antes de que entrara en vigor la Ley contra la Violencia de Género, la sección sexta]! !] de la Audiencia le 
daba un severo varapalo a la magistrada que mandaba a los hombres a la cárcel por sus corazonadas. «Las 
pruebas documentales y periciales utilizadas para fundar su convicción acerca de lo sucedido se concretan 
en las declaraciones testificales de la instrucción, que quedan invalidadas al no ser ratificadas en la fase de 
plenario, y acogerse a no declarar». Aunque la lectura de las declaraciones prestadas por los testigos ante 
la Policía pueden ser utilizadas según el Convenio de Roma como medio de prueba, no se han sometido al 
principio de contradicción. Lo que quiere decir que «se declaró culpable al señor Pérez sin darle oportunidad 
de defenderse». 


La sentencia, como no podría ser de otra manera, fue absolutoria. «Fallamos que debemos absolver y absol- 
vemos al acusado José Manuel Pérez Villar del delito de violencia doméstica y de faltas.» 


¿Hubiera ocurrido lo mismo si se hubiera declarado culpable en un juicio en conformidad, después de una 
o varias noches sin dormir, presionado por su abogado de oficio, instado por el fiscal y por todo el entorno 
judicial? Por eso es preciso que las sentencias de conformidad, arrancadas bajo la tortura sicológica, el hambre, 
el miedo, el aislamiento, la desorientación, el temor a perder el trabajo y las incertidumbres de futuro puedan 
convertirse en firmes e irrevocables. Continuemos con el relato de los hechos. 


«En el estudio que hizo el Instituto de la Mujer en 1999 se prevé que cerca de 640.000 mujeres son en la 
actualidad víctimas de la violencia doméstica o violencia de género. No son las 60.000 o 70.000 que han 
formulado denuncia, ya que sólo un 10% de las mujeres que son víctimas de violencia doméstica acuden a 
denunciar. Ahora mismo, con este proyecto de ley de medidas de protección integral que se está tramitando 
en la Cámara, lo que tenemos que hacer es completar el gran esfuerzo parlamentario que ha hecho con los 
cuatro textos legislativos a que ha hecho referencia. » 


9Folios 13, 33, 34, 53, 64, 65, 86, 87 y 112. 

lOFolios 38, 39, 66, 67, 102 y 103. «El hecho de que el hijo del matrimonio haya declarado siempre que su padre no maltrató a 
su madre ello no quiere decir que los hechos no hayan ocurrido, porque evidentemente se producen cuando el menor no estaba 
presente o [éste] se quiere mantener al margen», sentencia la jueza. La posibilidad de que Adán Pérez estuviera diciendo la 
verdad no pasa por la cabeza de la magistrada. 

lIntegrada por los magistrados Pedro Javier Rodríguez González-Palacios, Francisco Jesús Serrano Gasset y José Manuel 
Fernández-Preito González. 
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«Y lo digo porque son textos que están funcionando en la práctica y yo creo que tenemos que hacer un gran 
esfuerzo para completar lo que está funcionando en la práctica y con la experiencia de un magistrado dedicado 
a la protección de las víctimas de la violencia de género.» 


La persona que hacía estas declaraciones en el Congreso de los Diputados ante la Comisión de Asuntos 
Sociales, encargada de elaborar la ponencia sobre la Ley contra la Violencia de Género, era el presidente de 
la Audiencia Provincial de Alicante, Baltasar Magro Servet. 


Nacido el 10 de marzo de 1960, con catorce años de ejercicio profesional, Magro es uno de esos jueces 
convencidos de que un problema cultural, de educación y de sensibilidad humana se puede erradicar a golpe 
de Código Penal. Así lo expresó, sin ningún tipo de reservas, en el Parlamento. 


«Tengo que felicitarme de que el 30 o el 40% de los asuntos que entran en la actualidad en los Juzgados de 
Guardia sean por violencia doméstica o violencia de género [...]. Las cifras son muy curiosas: en 1999 hubo 
29.505 denuncias y el año pasado se presentaron 64.407. Fijémonos en el incremento porcentual que se ha 
producido, de un 117,81 % en el número de denuncias, realmente espectacular. » 


Para el miembro del Observatorio de Violencia de Género del Consejo General del Poder Judicial a propuesta 
del Partido Popular, el hecho de que el 60% de los detenidos fueran puestos en libertad sin cargos parecía, 
traerle sin cuidado. Lo importante era detener a «maltratadores» y cuantos más, mejor. 


«[El incremento de las denuncias] demuestra que las cuatro reformas legislativas aprobadas el año pasado en 
esta Cámara -juicios rápidos, orden de alejamiento, registro de maltratadores y tipificación de las faltas como 
delitos en determinadas circunstancias- han sido acertadas, ya que han producido un vuelco espectacular en 
la protección de mujeres frente a la Violencia de Género. » 


La comparecencia de Magro Servet en el edificio de la Carrera de San Jerónimo de Madrid se producía el 
8 de septiembre de 2004, a petición del Partido Popular, que había patrocinado al final de su mandato un 
nefasto experimento con supuestos maltratadores llevado a cabo en su Audiencia en los años anteriores. 


«En Alicante tuvimos Juzgados especializados en violencia doméstica el año pasado en tres Juzgados, Orihue- 
la, Elche y Alicante capital?) Lo hicimos con un modelo distinto al de esta ley, ya que recibíamos tanto 
denuncias de hombres como de mujeres maltratadas. Les tengo que decir, señorías, que el modelo fue un 
éxito rotundo. El 98 % de las denuncias que recibimos fueron de mujeres. » 


«Aunque el Consejo General del Poder Judicial afirma en sus informes que el 98% de los maltratados son 
mujeres y el 8% hombres, nosotros obtuvimos un 98 % de denuncias de mujeres. » 


El hombre, según se deduce de su testimonio, es un maltratador nato y, además, un quejica. «El 2% de 
los hombres sólo presentaban denuncias por incumplimiento de medidas de régimen de visitas, pero no había 
aparentemente grandes denuncias de violencia física, lo cual no quiere decir que diéramos un tratamiento 
distinto a la mujer por el hecho de que hubiera hombres que presentaran denuncias», afirma. 


Para Magro Servet, el dato estadístico de que aproximadamente el 40% de las muertes por violencia doméstica 
fueran hombres era irrelevante, aunque tenga mucha más fiabilidad que las encuestas manipuladas y sexistas 
del Instituto de la Mujer, dirigido por un grupo de feministas talibanes. Lo realmente importante para él era 
obtener sentencias rápidas al coste que fuera, incluso vulnerando los derechos fundamentales. 


«Estaba pasando [antes de la Ley de Juicios Rápidos] que una mujer que presentaba una denuncia por un 
juicio de faltas tenía que esperar 158 días para que se celebrar su juicio ¿Qué estaba pasando en los juicios 
ante los Juzgados de lo Penal? Que tardaban 497 días, es decir que una mujer que era víctima de un delito 
tenía que esperar casi 500 días para que se celebrar su juicio. » 


«¿Qué estaba ocurriendo? Ustedes lo saben. El Consejo General del Poder Judicial encargó un informe al 
laboratorio de sociología jurídica de Zaragoza y la respuesta de este observatorio fue muy clara: el 70% de 
las denuncias que se presentaban por violencia doméstica eran absolutorias. » 


12 Juzgado de Instrucción número 5 de Alicante, Juzgado de Instrucción número 4 de Orihuela y Juzgado de Instrucción 
número 5 de Elche. 
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«¿Qué ha pasado a raíz de la implantación de la Ley de Juicios Rápidos de la que yo fui también un férreo 
defensor, porque nosotros hicimos juicios rápidos en Alicante con un resultado óptimo? Pues que el juicio 
rápido ha transformado los 497 días en 15 y ahora en los juicios de faltas se ha pasado a uno o dos días 
frente a los 158 días que antes tardábamos en celebrar un juicio de faltas, con lo cual yo creo que el cambio 
es espectacular», concluye el ínclito magistrado. 


El 18 de julio de 2006 comparecía en un curso sobre violencia de género dentro de los cursos de verano 
celebrados en el Furoforum de El Escorial. Allí no tenía más remedio que reconocer la demora de todos sus 
triunfalistas planteamientos. 


El observatorio sobre Violencia de Género del Consejo General del Poder Judicial acababa de hacer públicos 
los datos de la aplicación de la ley relativos al primer trimestre de 2006. «El 59% de los detenidos han salido 
absueltos», se decía en el informe. «Es un mal dato pero hay que darle tiempo a la ley. No es fácil obtener 
resultados espectaculares en un año de rodamiento», señaló. 


Y como un disco rayado, volvió a repetir la cifra mágica dada casi dos años antes en el Congreso de los 
Diputados: «En España hay 640.000 mujeres maltratadas según la encuesta del Instituto de la Mujer de 
1999.» 


¿Y por qué no dos millones, cifra que arrojó la segunda oleada realizada en el año 2002 por el mismo organismo 
en la etapa en que el ex presidente de la Generalitat valenciana, Eduardo Zaplana Hernández- Soro, era el 
titular de la cartera de Trabajo y Asuntos Sociales? 


Los días 1 y 2 de junio de 2006, el magistrado-juez del Juzgado de lo Penal número 12 de Valencia, José Luis 
Rubido de la Torre, impartió en la ciudad del Turia un curso sobre violencia doméstica. 


«Lo más importante de tal norma legal es la incorporación a nuestro sistema penal punitivo de la agravación 
de ciertas conductas bajo el principio de "tolerancia cero” y de toda discriminación positiva que supone la 
incorporación de sanciones penales basadas en el sexo del autor y la víctima», señaló el autor. 


El 7 de marzo de 2006, el mismo día en que descarrilaba un metro en Valencia causando 41 muertos, el 
magistrado recibió al autor del libro. La conversación, más o menos, fue del siguiente tenor: «La Ley la veo 
buena. Se inspira en el principio de la "tolerancia cero” para los maltratadores. Todo lo que antes eran faltas 
se convierten ahora en delitos. Advierte a la gente de que le va a caer un palo. La gente no se da cuenta, a 
la gente le da igual el aviso de que va a ir a la cárcel. No se dan cuenta de que no se les va a permitir que 
se escapen. El que cometa tres, cuatro o cinco delitos va a ir a la cárcel de tres a cinco años y eso es muy 
fuerte.» 


«Los fiscales dedicados específicamente a la violencia de género para defender en general el principio de 
legalidad tienen la misión de velar por una de las dos partes del conflicto, la mujer, a la que se le considera 
siempre en inferioridad de condiciones. » 


«Aunque todos somos iguales ante la Ley contra la Violencia de Género se consagra la discriminación positiva. 
En la Ley contra la violencia de Género se ha legislado por un buen motivo. Vamos a poner a la mujer en 
situación mejor para que llegue a la altura del hombre. Y eso siempre es justo.» 


«La policía actúa con la dureza especial contra el maltratador. Tenemos que crear en la sociedad la conciencia 
de que es un ser despreciable, inservible para la convivencia hasta que acepte su culpa y se recicle. Entonces 
lo podemos admitir de nuevo como ciudadano.» 


«No me cabe duda de que la gente está más sensibilizada por las medidas. LA policía detiene a los varones 
de forma masiva. Es cierto que a esa gente le estamos cargando las culpas del que ha matado, del que ha 
asesinado a su mujer, ya que se trata de detectar entre muchos a los maltratadores habituales. Estamos 
previniendo, atajando un mal que es una lacra. » 


El 20 de julio de 2006, Alberto Monje, de cuarenta y dos años, y Luisa del Valle, de treinta y nueve, se 
pelearon verbalmente en su antigua casa del barrio de Chamberí de Madrid. 
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Durante la trifulca, en la que no hubo amenazas ni violencia física, a pesar de que la pareja llevaba un tiempo 
separada, Alberto le gritó a su mujer en un estado de fuerte tensión emocional: 


-¡Gorda! 
-¿Qué has dicho? 
-¡Gorda! ¡Más que gorda! 


Luisa del Valle pesaba en esa época cerca de ochenta kilos y medía apenas 1.68 de estatura. La frase no era 
más que la constatación de un hecho físico. La mujer, sin embargo, lo tomó como un insulto y presentó una 
demanda en comisaría. 


Al día siguiente, en un «juicio de conformidad», admitió los hechos y fue condenado a cuatro meses de 
cárcel y a una orden de alejamiento de su ex compañera, lo que le obligó a alquilar su piso de soltero, en 
el que habitaba, situado a 150 metros de la vivienda de su ex mujer, y a buscarse otro para cumplir las 
medidas provisionales impuestas por el Juzgado de violencia y evitarse una nueva denuncia que le conduciría 
directamente a la prisión. 


El 12 de diciembre de 2005, Elviro Sánchez, residente en Alicante, llamó a un cerrajero y cambió la cerradura 
de su casa para impedir que su mujer, Elisa Lasala Peris, con la que estaba en trámites de divorcio, le acabara 
de desvalijar cuando salía de casa para irse a trabajar. 


-Ésta ya no va a robarme más- le dijo al portero del inmueble al día siguiente mientras le mostraba las llaves 
nuevas. 


Su ex compañera, que residía desde hacía más de un mes en otra vivienda, estimó que prohibirle la entrada 
a la que seguía siendo su casa era un delito de malos tratos. 


Un juzgado de Instrucción en funciones de Violencia de Género le condenó poco después a un año de cárcel 
y a entregarle una copia de las nuevas llaves a Elisa, la «desvalijadora» de su patrimonio particular. 


Luego el juez llamó a un hermano suyo, psicólogo madrileño, le contó la barbaridad que había hecho y le 
comentó: «La Ley no me dejaba otro margen. Pero lo que estamos haciendo con los hombres es una tremenda 
brutalidad. Cualquier día a uno de ellos se le van a cruzar los cables y no sé qué va a ser de nosotros.» 


Nacido el 8 de mayo de 1961, con dieciséis años en la carrera judicial, José Luis Rubido de la Torre piensa de 
la misma manera. «Un hombre que diga que la comida está fría o que cambie las llaves de la casa se coloca en 
situación de delito, ya que la mujer es más digna de protección, hasta que se sitúe en un plano de igualdad, 
que el hombre frente a los malos tratos psicológicos, las coacciones y amenazas. » 


Para este juez, «la Ley es un cambio de mentalidad radical que ha incrementado en un ciento por ciento las 
denuncias de los delitos. Ya no hay hechos leves, todo es delito. Todo va de leve a grave». 


En consecuencia, de los catorce Juzgados de lo Penal que existen en la provincia de Valencia, once han tenido 
que dedicarse a enjuiciar conductas de malos tratos además de llevar los asuntos comunes. Con la entrada 
en vigor de la Ley contra la Violencia de Género la carga de trabajo se ha incrementado un 35%. De llevar 
entre quinientos y seiscientos asuntos al año, han pasado a unos setecientos de media. 


«Es necesario, por lo tanto, crear dos Juzgados especializados en violencia doméstica para que lleven los mil 
setecientos casos nuevos que se han originado en la provincia, ya que en Valencia se juzgan todos los delitos 
de la provincia, salvo los de Játiva, que constituye un partido judicial aparte», relata. 


Raimunda de Peñafort, Vicente Magro Servet y José Luis Rubido de la Torre, acérrimos partidarios de la 
Ley contra la Violencia de Género, no son casos aislados dentro de la judicatura. 


Lamentablemente, en la judicatura española hay numerosos jueces y magistrados que consideran que conde- 
nando al hombre por malos tratos, «aunque se esté cargando a los detenidos las culpas del que ha matado», 
metiendo a todo el mundo en el mismo saco y haciendo que paguen justos por pecadores se promueve la 
igualdad entre el hombre y la mujer. 
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De ahí que en los últimos años se hayan cometido miles de excesos que no suelen aparecer en los periódicos, 
acostumbrados a mirar para otro lado para no cabrear al ya de por sí cabreado feminismo militante. 


Desde hace unos meses, la Policía de Córdoba, Sevilla, Málaga y otras ciudades andaluzas aconsejan a las 
mujeres que se encuentran en riesgo de malos tratos acercarse a sus tormentores -sus maridos- con una buena 
protección en el ojo derecho. 


Y es que en la tierra de Blas Infante, el creador e «ideólogo» de la patria andaluza, viene ocurriendo un 
hecho insólito desde antes de la aprobación de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género. En medio centenar de denuncias presentadas por dos despachos de abogados concretos, 
vinculados a la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social de la Junta de Andalucía, la denunciante 
presenta siempre la misma lesión: un golpe en el ojo derecho, habitualmente sin marcas. 


¿Cómo es posible que todos los maltratadores se hayan puesto de acuerdo para golpear todos a sus señoras 
en la misma parte de la cara? ¿Y cómo se las han arreglado para acertar? ¿Será que están dormidas por la 
alta temperatura que existe en la zona sur de España? 


No lo piensa así un grupo de padres maltratados y separados que hace varios meses ha presentado denuncia por 
estos hechos en la Dirección General de la Policía de Madrid y en diversas comisarías de Andalucía. Aunque 
el asunto se encuentra bajo investigación reservada y confidencial, lo que parece obvio es que las letradas 
encargadas de rellenar los partes de lesiones, que luego deben ser corroborados por el médico forense, han 
utilizado medio centenar de veces el mismo formulario fotocopiado, limitándose a cambiar el nombre y la 
fecha de la supuesta víctima. Un asunto que, de no haberse descubierto a tiempo, habría cambiado el curso 
de la historia personal de muchos hombres, llevados « a la horca» sin aparente culpa alguna. 


Lo inquietante de toda esta cuestión es que, además, el «apaleado por desconfiado» esté sufriendo en sus 
carnes los rigores de la «justicia» abonada a su ex mujer con dinero público, con los fondos que han salido 
de su bolsillo. 


Porque la Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social de la Junta de Andalucía, la Junta de Castilla y 
León, la Xunta de Galicia y todas las comunidades autónomas, aprovechándose de la figura de la «acusación 
particular 15] han instaurado auténticos equipos de abogados a sueldo -que siempre son los mismos- que se 
personan en las causas por violencia de género como auténticos segundos fiscales. 


Cuestión distinta es que una buena parte de las juezas que se ofrecieron voluntarias para actuar como tales en 
los Juzgados de excepción dedicados a la violencia familiar hayan sufrido en sus carnes un proceso contencioso 
de separación y estén «contaminadas» para actuar como juezas. 


Los periódicos titularon al día siguiente, ofreciendo la noticia en primera página: «Catorce de los diecisiete 
Juzgados de Violencia de Género serán ocupados por mujeres». La noticia la ofrecía a finales de junio de 
2005, poco antes de entrar en vigor la ley, la miembro del Consejo General del Poder Judicial y presidenta 
del Observatorio de la Violencia de Género Montserrat Comas. 


Los diecisiete juzgados específicos se encontraban emplazados en las principales capitales de provincia: Madrid, 
Barcelona, Valencia, Sevilla, Granada, Málaga, Murcia, Las Palmas de Gran Canaria, Palma de Mallorca, 
Santa Cruz de Tenerife, Alicante, Vitoria, Bilbao y San Sebastían. 


Sin embargo, al mismo tiempo, se ponían en marcha otros 430 Juzgados especiales situados en las cabeceras 
de los 432 partidos judiciales existentes por esas fechas en España. «Se trata de Juzgados de Instrucción, a 
los que se ha descargado de trabajo en otros muchos asuntos para que puedan dedicarse a los malos tratos a 
las mujeres», explicó la experta. 


Aunque se trataba de Juzgados ya existentes y no de nueva planta, con un juez titular a su frente, desde el 
Observatorio contra la Violencia de Género se dio un carácter eminentemente sexista a los nuevos Juzgados. 


«Para adjudicar la titularidad de los nuevos Juzgados se convocó en un concurso entre magistrados de toda 
España para un total de ciento once plazas repartidas entre Juzgados de Instrucción, Juzgados de Primera 


13 Artículo 100 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y otros que establecen que «la acción penal es pública» y que «todos los 
ciudadanos españoles pueden ejercerla con arreglo a las prescripciones de la Ley». 
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Instancia e Instrucción, Juzgados de lo Penal, magistrados de Audiencias Provinciales y Juzgados de lo Social 
y Menores en 17 destinos en toda España», señaló Comas. 


Como no hubo jueces suficientes receptivos y doctrinalmente dispuestos a aplicar las directrices del Gobierno, 
«el resto de las plazas de han cubierto mediante la convocatoria de un segundo concurso entre jueces a los 
que correspondía un ascenso y cuyos resultados se publicaron en el Boletín Oficial del Estado el pasado 9 de 
junio», explicó la vocal del Consejo General del Poder Judicial. 


Se creaba así no sólo una ley a medida del feminismo, sino una justicia especialmente preparada y adoctrinada 
para llevar a la «limpieza étnica» de los varones, «por el simple hecho de serlo», obligando a los acusados de 
maltrato a renunciar al juez natural para ponerse en manos de jueces y magistrados dispuestos a aplicar la 
Justicia de ideología feminista que agrada al Gobierno. 


Para la jueza decana de Barcelona, María Sanahuja, el hecho de que en una primera convocatoria no se 
cubrieran las plazas previstas por el Consejo General del Poder Judicial para atender los Juzgados mixtos de 
Instrucción y Violencia de Género revela el fracaso se la ley en el ámbito de la justicia. 


«A la segunda convocatoria se presentaron muchos jueces mayores que querían regresar a su provincia de 
origen, otros que después de llevar años en partidos judiciales que no eran de su gusto querían instalarse en 
las capitales de provincia y un tercer grupo que veía en estos Juzgados una posibilidad de promoción personal 
rápida, que no podían alcanzar por otros méritos», señala la jueza. 


Fuera como fuese, el hecho de que 111 personas se ofrecieran voluntarias para ejercer un tipo de justicia 
polémica, controvertida, mal vista en amplios sectores sociales y pendiente de numerosos recursos ante el 
Tribunal Constitucional, que debe determinar si la Ley contra la Violencia de Género respeta los valores 
básicos de nuestra Carta Magna, es un elemento de especial preocupación sobre la aparición en escena de 
este tipo de jueces. 


Por si aún fuera poco, el 23 de junio de 2005, el fiscal general del Estado, Cándido Conde-Pumpido, anunciaba 
que la mayoría de los cincuenta fiscales especiales destinados a los Juzgados de Violencia de Género son 
mujeres, que serán coordinados por un fiscal de sala, nombrado por el Consejo Fiscal, «con competencias de 
coordinación en toda España». 


El fiscal general del Estado añadía que se procederían a crear secciones especializadas en violencia de género 
en cada una de las fiscalías. «La sección será más o menos numerosa en función del tamaño de la fiscalía, 
pero en todos los lugares habrá por lo menos un delegado para realizar sus funciones en esta materia», expuso. 


De esta manera, el 80% del aparato judicial encargado de enjuiciar penalmente las conductas de los hombres 
en el seno del hogar se coloca en manos de las mujeres y se acepta socialmente como algo natural e incluso 
lógico. 

«Es una situación aberrante que sólo puede darse en España sin que nadie ponga el grito en el cielo. Si esto 
ocurriera en Estados Unidos, si para juzgar a un negro acusado de asesinato a un blanco, se designara un 
jurado formado exclusivamente por hombres blancos, el sistema saltaría por los aires y el juicio se declararía 
nulo antes de empezar», señala Henry W. Gardner, profesor de Derecho de la Universidad de Nueva York. 


Para acabar de completar el puzzle, sólo faltaba construir cárceles especiales para varones acusados de ame- 
nazas, malos tratos y coacciones para que la situación se asemejara a la película El planeta de los simios, 
donde los monos encierran a los humanos y los emplean como esclavos y como elementos de diversión. 


Pese a todos los desvelos del Gobierno por crear una Justicia a la medida de los intereses de un colectivo 
determinado, el asunto comenzó con mal pie. A los pocos meses de entrar en funcionamiento, los Juzgados 
de género de toda España estaban colapsados y la jornada de trabajo de nueve a tres de la tarde tuvo que 
prolongarse, en la mayoría de los casos, hasta las últimas horas de la tarde. 


En la primera reunión de la junta de jueces celebrada en Madrid y Barcelona se observó inmediatamente 
que faltaban medios, que las sentencias de conformidad se pactaban en los pasillos, que las denuncias falsas 
proliferaban y que no había forma humana de controlar el riesgo de malos tratos que denunciaban muchas 
mujeres. 
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Además de los asuntos ordinarios de cada día, Policía Nacional y Guardia Civil presentaban todos los días 
un promedio de 400 nuevos detenidos en toda España, cuyas huellas dactilares y datos personales iban a 
alimentar el fichero de supuestos maltratadores. 


En este contexto, los decanos de Madrid y Barcelona, José Luis Rodríguez Armengol y María Sanahuja, tras 
escuchar a sus respectivas juntas de jueces, pedían la creación de nuevos Juzgados específicos y el acceso 
directo a bancos de datos de hospitales, centros de salud y otros organismos públicos para poder hacer un 
«retrato robot» inmediato del denunciado. 


Así, en su reunión del 11 de marzo de 2006, la junta de jueces de Madrid expresaba su preocupación por 
«la ingente carga de trabajo que van a tener los dos nuevos Juzgados de violencia sobre la mujer de Madrid. 
Como media mensual de casos, estos órganos judiciales asumirán, según un informe de los jueces de Madrid, 
un total de 420 asuntos por delitos de violencia de género y 238 órdenes de protección». 


«A esta carga de trabajo mensual habrá que unir los otros asuntos que les lleguen procedentes de demandas 
de divorcios o separaciones que se han tornado conflictivos; es decir, empezaron a tramitarse normalmente 
en los Juzgados de Familia y posteriormente alguno de los cónyuges denuncia al otro por supuesta agresión», 
manifestó José Luis González Armengol. 


El problema, además de ser complejo, presenta otras aristas que conviene analizar para conocimiento de los 
lectores. 


Hace unos años fue jueza de un Juzgado de Instrucción de Torrejón de Ardoz (Madrid), donde adquirió fama 
de mujer homófoba que odiaba y condenaba siempre a los hombres. 


Pedro Cuadrado, uno de los padres separados de la comarca, que pedía la «custodia compartida de sus hijos», 
se enfrentó a ella megáfono en mano ante la puerta de los Juzgados: «Sagrario, devuélveme a mis hijos.» 


Durante meses, Cuadrado y un sector del colectivo de padres divorciados de Madrid llenaron los alrededores 
de los Juzgados de burros de cartón, colocaron carteles alusivos a su caso en las farolas y convirtieron el 
edificio de los Juzgados y sus inmediaciones en una especie de pario de feria. 


En dos ocasiones, los policías encargados de la seguridad del edificio intentaron disolverles por la fuerza. 
Pero Cuadrado se amparaba en una autorización de la delegación del Gobierno que garantizaba su derecho 
a manifestarse para recuperar a sus hijos, a los que no veía desde hacía cinco años. 


La algarabía montada fue tan grande que por recomendación del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 
el Consejo General del Poder Judicial la trasladó al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 6 de 
Majadahonda, en la otra punta de Madrid. 


María del Sagrario Herrero Enguita, nacida el 7 de julio de 1963, con once años de ejercicio profesional, tiene 
fama de ser «el temor de los hombres» en los Juzgados por los que pasa. 


Junto con una jueza de Móstoles y el ex titular del Juzgado de Familia número 9 de Madrid, bate todos los 
récords de medidas cautelares, autos y sentencias en contra del sexo masculino desde la implantación de la 
Ley contra la Violencia de Género. 


El problema preocupa a los órganos del Gobierno de la Justicia española, pues no en vano, cerca del 50% de 
los jueces y magistrados de toda España están separados, divorciados o han pasado por un trauma similar, 
que les ha dejado marcados como a otras muchas personas para el resto de sus días. 


«A las juezas con trastornos de personalidad, con la vida familiar rota por dos fracasos matrimoniales conse- 
cutivos por culpa del marido, como algún caso que conozco en que el marido dijo que salía a compara tabaco 
y no volvió más, es muy difícil pedirles imparcialidad, ponderación, sensatez y un sano equilibrio a la hora 
de enjuiciar cuestiones de las que ellas no se han repuesto todavía, que llevan muy interiorizadas», afirma el 
presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid Javier Casas Estévez, sin aportar dato alguno sobre 
quiénes son los afectados. 


El Consejo General del Poder Judicial no se puede inmiscuir, como parece lógico, en la vida privada de los 
jueces. 
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-Yo creo que en estos Juzgados especiales es preciso exigir que haya un cierto equilibrio y madurez en los 
jueces titulares -afirma Javier Casas. Y remacha: 


- Esa es una cuestión que no se suele mirar en el momento de los nombramientos de los jueces y magistrados, 
pero si vamos a barrer la casa de los demás, habría que empezar por tener limpia la nuestra. 


-¿Llevamos el caso a la Audiencia y nos dejamos de cuentos? 


-Por mí, de acuerdo. Hoy por ti y mañana por mi Busquemos un pacto entre nosotros y recurramos a la 
Audiencia Provincial. 


Esta conversación es habitual entre los abogados de Córdoba que se dedican a cuestiones de separación y 
divorcio, y su asunto acaba en el Juzgado de Primera Instancia número 5, que actúa como Juzgado de Familia. 


La titular, María Blanca Pozón Giménez, de cuarenta y seis años largos y con catorce años en la judicatura, 
es el «coco» de los abogados de familia que defienden a los hombres. Divorciada desde hace años, la jueza 
Pozón siempre falla a favor de las mujeres. 


«Va a degúello. Los hombres que caen en ese Juzgado saben todos ellos que van a salir condenados y muy 
perjudicados, así que sus abogados "de inmediato" buscan un acuerdo que no "penalice” demasiado al hombre. 
En el caso de ser imposible el pacto, saben que tienen que recurrir a la Audiencia Provincial, para que les 
dé en parte la razón», cuenta José Palma, profesor de Derecho Penal de la universidad de la ciudad de los 
califas y abogado en ejercicio. 


No ocurre lo mismo en el otro Juzgado de Familia, el de Primera Instancia número 3, cuya titular es Ana 
María Saravia González, hija del que fuera subjefe provincial del Movimiento Rufino Saravia Cabello de Alba. 
«Ésta es una mujer más ecuánime y se puede llegar a pactos con ella siempre que las dos partes se pongan 
de acuerdo», afirma Palma. 


Por el contrario, la titular del Juzgado de Violencia de Género tiene fama de ser una mujer dura y bastante 
intransigente con los hombres acusados de malos tratos. 


La responsable del Juzgado, una de las mujeres que se ofrecieron voluntarias al Observatorio de Violencia de 
Género para ostentar el cargo, vive en Sevilla. No le importa desplazarse todos los días 135 kilómetros de ida 
y otros tantos de vuelta con tal de impartir una Justicia sesgada hacia la mujer. 


La situación se reproduce en cualquier otra provincia española donde los Juzgados, tribunales de lo penal y 
audiencias provinciales no siguen un criterio unánime sobre la firma de aplicar «la Ley bandera» del Gobierno 
socialista, pero donde el número de entusiastas y seguidores de las teorías de José Luis Rodríguez Zapatero 
se cuentan por centenares. 


La prueba más palpable del sesgo sexista de la Justicia española se produjo en 2005, durante la aprobación 
de la reforma de la Ley del Divorcio, en la que, como hemos dicho, los padres separados pedían la custodia 
compartida y el feminismo, la llamada «custodia responsable», es decir, que los hijos quedaran como siempre, 
en manos de sus mujeres. 


Mientras la Federación de Padres Separados de Madrid se las vio y deseó para llevar a algún juez a unas 
jornadas celebradas en Madrid, la asociación de abogadas Themis y otros colectivos de mujeres no tuvieron 
el más mínimo problema en organizar decenas de mesas redondas en casi toda España. 


Muchas mujeres con puestos de responsabilidad en la judicatura, como Ángeles Montalvé Sempere, magistrada 
de la Audiencia Provincial de Albacete; Mercedes Caso Señal, titular del Juzgado de Familia número 19 de 
Barcelona; Ana María Saravia González, magistrada de uno de los Juzgados de Familia de Córdoba; Angélica 
Aguado Maestre, titular del Juzgado de Primera Instancia número 6 de Granada; Rosa Barbeito, magistrada 
de Betanzos; María Félix Pera Aragón, presidenta de la sección segunda de la Audiencia de Cáceres, y Ana 
Isabel Benito, jueza sustituta de Piedrahíta, entre otras, aparecieron en los carteles anunciadores de los actos 
junto con psicólogas, médicos forenses y letradas de clara ideología feminista. 


Su primer destino, del que tomó posesión en junio de 1987, fue como titular del Juzgado de Distrito y Primera 
Instancia e instrucción de LA Carolina (Jaén), donde ascendió a la categoría de magistrado en 1989. 
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Luego la trasladaron a Madrid, se afilió a la Asociación Francisco de Vitoria, de la que fue portavoz, ocupó 
durante años uno de los Juzgados de Primera Instancia de la plaza de Castilla. 


La tentación de la política llamó a su puerta. Formó parte de las listas del Partido Popular al ayuntamiento 
de la capital de España, fue elegida concejala con José María Álvarez del Manzano como alcalde. Ocupó el 
cargo de tercera teniente de alcalde de Madrid y responsable del área de Atención Social, Política Municipal 
y Movilidad durante un tiempo. 


Esperanza Aguirre, al llegar a la Comunidad de Madrid, le ofreció formar parte del Observatorio de Violencia 
de Género junto con la letrada especialista en Derecho de Familia Concepción Sierra, la abogada matrimo- 
nialista de origen asturiano afincada en Madrid, que conoce el mayor número de secretos de alcoba e los 
hombres de negocios de toda España. 


El 19 de julio de 2005, la jueza María Tardón Olmos dejó la política de nuevo para reincorporarse a su 
profesión como presidenta de la sección 27 de la Audiencia Provincial de Madrid, donde trabaja con el 
magistrado Carlos Ollero Butler y la suplente Rosa Brobia en la resolución de recursos y el enjuiciamiento 
de los casos graves de malos tratos. 


Su actuación hasta la fecha del cierre del libro es impecable, pese a que la jueza Tardón es una mujer separada, 
al igual que María Sanahuja, la jueza decana de los Juzgados de Barcelona, elegida por votación popular por 
sus compañeros de carrera. 


Y que la situación familiar de los miembros de la judicatura no tiene por qué constituir siempre un estigma, 
una mácula en sus carreras que les permita enjuiciar correctamente el comportamiento de sus semejantes y 
aplicar con el mismo rigor el Código Penal a hombres y mujeres. 


Sin embargo, el hecho de que juezas como Raimunda de Peñafort se dediquen a publicar libros de estilo 
de cómo ganar un juicio y sigan impartiendo Justicia como si no hubiera pasado nada, o que Montserrat 
Navarro, titular del Juzgado de vigilancia penitenciaria de Alicante, se niegue a conceder vis a vis a los 
supuestos maltratadores, a petición de sus mujeres, o a impedir una boda entre un presunto maltratador y 
su novia no parecen ser buenos síntomas de la buena salud de la Justicia. 


Demasiados jueces de familia, de menores y de violencia doméstica son a la vez juez y parte. Y si, además, 
arrastran consigo un drama familiar, el panorama para el justiciable no deja de ser inquietante. 


Capítulo 25 


Feminismo con rostro humano 


Muchas de ellas fueron pioneras del movimiento feminista del Estado español de los años setenta, 
pero no se han quedado anquilosadas en los viejos parámetros del «feminismo victimista» ni 
del «aniquilador», que pretende convertir al hombre sólo en un instrumento para la procreación. 
Frente al Partido Popular, que no ha sabido superar los esquemas de la Sección Femenina, y al 
PSOE, que con la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega a la cabeza que intenta crear 
un nuevo modelo de muer basado en el exótico folclore africano, ellas encarnan una segunda vía 
que no ve al hombre como enemigo a batir ni a la mujer como un elemento a proteger -lo que no 
deja de ser una manifestación más del machismo que impera en la sociedad- y a situar en el altar 
de los altares, como hace el Gobierno y el Parlamento. Ellas, los miembros del Nuevo Feminismo, 
pretenden su cuota de autonomía, resolver los conflictos familiares como siempre, mediante la 
figura del moderador, regular la prostitución y acabar con la política de cuotas en las empresas 
para que la muer pueda luchar por su igualdad y dignidad desde las mismas posiciones de salida 
que los hombres. 


Hay mucha gente, y no son precisamente sus fans que aquel mes se lanzaron a los quioscos a comprar la 
versión española de Vogue, una especie de Hola de la moda pero con más glamour para coleccionarld!] 


En su edición española de Agosto de 2004, la publicación más elitista del mundo junto con Elle o Cosmopolitan 
titulaba en portada: «Exclusiva. El poder y la gloria. Las ocho mujeres del gobierno juntas para Vogue». 


Y en efecto, allí estaba la cuota femenina del gobierno socialista?) la que pretenden imponer al país con 
la Ley Orgánica de Igualdad entre Hombres y Mujeres, luciendo los vestidos y las pieles más caros de la 
alta costura internacional y posando como si se tratara de las modelos más cotizadas del mundo mientras 
recomendaban a los españoles que en lugar de casas se compraran «soluciones ocupacionales] y abrían las 
puertas de nuestras fronteras a a emigración de los países del Tercer Mundo. 


El reportaje de nueve páginas se había realizado en el Palacio de la Moncloa, sede de la presidencia del 
Gobierno, el 9 de julio de ese mismo año. La revista decía: «Nunca tantas mujeres y tan dispuestas entraron 
en la historia tan de golpe. Son siete las ministras del Gobierno de nuestro país junto a la vicepresidenta |...] 
Un retrato para Vogue y para la prosperidad. Las damas del poder. Viva la revolución. Federica Montseny fue 
símbolo de una España revolucionaria por ser ministra, multiplíquenlo por ocho. Es un terremoto histórico. 


1Se trata de resistas de moda dedicadas a un público selecto, como Elle o Cosmopolitan. 

2La vicepresidenta primera, María Teresa Fernández de la Vega Sanz; la ministra de Sanidad y Consumo, Elena Salgado 
Méndez; la titular de Fomento, María Magdalena Álvarez de Arza; la titular de Educación y Ciencia, María Jesús Sansegundo 
Gómez de Cadiñanos; la de Cultura, María del Carmen Calvo Poyano; la de Agricultura, Pesca y Alimentación, Elena Espinosa 
Mangana; la de medio ambiente; la de Medio Ambiente, María Cristina Narbona Ruiz y la de Vivienda, María Antonia Trujillo 
Rincón. 

3Casas de treinta metros de superficie, al estilo de algunas minúsculas buhardillas de París o Nueva York. 
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El elemento supuso unas horas únicas, vividas en el corazón del poder, pero con la ilusión y el encantamiento 
de los que acaban de llegar. » 


El reportaje revelaba que para el nuevo feminismo en el poder habían pasado los tiempos en los que las 
mujeres de izquierdas se equiparaban a los hombres y asumían roles machistas -pantalones vaqueros, pelo 
corto, cortado al cepillo y blusas asexuadas- para buscar la igualdad. Ahora, con la Ley contra la Violencia 
de Género y la Ley por la igualdad, eran ellas las que llevaban la batuta en el gabinete. 


Y las que decidan que los cargos debían repartirse por cuotas iguales entre hombres y mujeres en todos 
los ámbitos políticos, sociales y culturales, al margen de las calificaciones profesional de cada uno y de las 
capacidades y la entrega para desempeñar un puesto público. 


A falta de idoneidad, talento y rodaje para desempeñar sus tareas, las gobernantas socialistas no iban a dejar 
de sorprender a la opinión pública con sus excentricidades a lo largo de la legislatura que se había decantado 
hacia el PSOE tras la voladura de cuatro trenes de cercanías en el corredor de Henareg!] 


Era el día de la mujer trabajadora, y qué mejor «regalo» podían hacerle las mujeres de cuota del gobierno 
socialista a sus compañeras de Kenia y Mozambique que darles trabajo utilizándolas como mano de obra 
barata para que salieran de su esclavitud, su miseria ancestral y su pobreza. 


Por eso, la «anciana vicepresidenta del Gobierno», como la define el escritor vallisoletano Francisco Umbral 
en su columna diaria en El Mundo, decidió no reparar en gastos y tirar la casa por la ventana. 


Alquiló nada menos que dos suites y setenta y dos habitaciones en Nairobi (Kenia]P|para alojar a la numerosa 
comitiva de mujeres que la acompañaban en su primer viaje oficial al continente africano para establecer lazos 
de confraternidad con sus colegas de sexo y, al mismo tiempo, estudiar vías de cooperación con el Tercer 
Mundo. Acompañada por la secretaria de Estado de Cooperación, Leire Pajín y por un amplio séquito de 
féminas, entre la que ser encontraba la presidenta de Banesto, Ana Patricia Botín, la periodista Victoria 
Prego; la directora General de TVE, Carmen Cafarel; la diputada y ex ministra socialista Carmen Alborch, 
o la ex ministra de Sanidad del PP Ana Pastor, la vicepresidenta del Gobierno estaba que no cabía de gozo 
al contemplar el «poder de la mujer» en los albores del siglo XXI. 


Terminada su estancia en Kenia, el 8 de Marzo de 2006, el séquito monclovita y sus advenedizas se desplazaron 
a la isla de Mozambique. Allí, acompañadas de 60 mujeres aborígenes que llevaron en avión para darle un 
ambiente colorista al acto, celebraron por todo lo alto el Día de la Mujer Trabajadora. 


Pero no lo hicieron puño en alto, fingiendo cara de mala leche y cantando la Internacional como mandaban 
los cánones antes de la caída del Telón de Acero. Lo hicieron al viejo estilo de la Sección Femenina franquista, 
es decir, ataviadas con trajes típicos regionales y bailando al son del tamtam para conjurar los espíritus de 
los hombres. 


Terminada la fiesta folclórica de Maputo -bautizada como pasarela Maputo para los adversarios del régimen-, 
la capital de la isla, volvieron a ponerse serias para clausurar el foro: «España-Á frica. Mujeres para un mundo 
mejor». A continuación, De la Vega anunció la firma de programas de cooperación Kenia, Etiopía, Somalia, 
Camerún o Ginea Bissau entre otros. 


Aunque el Gobierno de Mozambique ofreció gratuitamente su Palacio de Congresos y toda la infraestructura 
necesaria para celebrar el congreso, al que asistieron 300 mujeres africanas, el coste del viaje causó profundo 
malestar en la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional. «El dinero invertido en este divertimento 
es mucho más que la suma que España dedica anualmente a la ayuda al desarrollo en Kenia y Mozambique 
juntas», relato El Confidencial Digital] 


tVarios ministros de los gobiernos de José María Aznar reconocen que las mujeres hicieron un peor papel en el Gobierno 
que los hombres, tal vez por falta de rodaje político, especialmente Isabel Tocino, Celia Villalobos Talero, Ana María Birulés y 
Beltrán, María del Pilar Castillo Vera, Margarita Mariscal de Gante y Mirón, Julia García Valdecasas salgado y Elvira Rodríguez 
Herrera. Ana y Loyola de Palacio del Valle Lurrundi, Ana María Pastor Julián, Esperanza Aguirre y Gil de Biedma. 

5Las dos suites fueron ocupadas por María Teresa Fernández de la Vega y Leire Pajín. Las 72 restantes «soluciones ocupacio- 
nales» se adjudicaron a la tripulación del avión oficial (12), a la delegación de mujeres españolas (20), a las periodistas invitadas 
(otras 20) y al resto de personal de seguridad. 

6 El Confidencial Digital, 9 de marzo de 2006. 
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Sin el menor sentido del ridículo, Fernández de la Vega, la única jueza española que no ha puesto una sentencia 
en su vida”] que salió de un oscuro cargo de Secretaria de un Juzgado a jefa del gabinete del Ministro de 
Justicia Fernando Ledesma, al Consejo General del Poder Judicial y de ahí al parlamento y la vicepresidencia 
del Gobierno, no dejaría de dar sorpresas a los españoles. 


Dispuesta a captar a todo el mundo con sus excentricidades, la vicepresidencia no paraba de sorprender a 
propios y extraños. 


Cuando ganó las elecciones para la presidencia de Chile, muchos intelectuales de izquierdas vieron en Michelle 
Bachelet, socialista, cirujana y pediatra, la reencarnación de Salvador Allende, el depuesto y asesinado pre- 
sidente del país, echado por las armas del palacio de la Moneda el 11 de septiembre de 1973 por los golpistas 
de Pinochet. 


No en vano Michelle, hija del general de brigada del Ejército del Aire Alberto Bachelet y de la antropóloga 
Ángela Jeria, vivió en sus carnes el drama del Golpe de Estado. Su padre, formado en las mejores escuelas 
militares de Estados Unidos, no se sumó a la sublevación y fue detenido en la Academia de Guerra Aérea de 
Santiago de Chile por «traición a la patria». 


La visita oficial a España, como presidenta de la República, de quien constituía un mito de la resistencia al 
pinochetismo desde su juventud, etapa en la que militó en las clandestinas juventudes socialistas] fue todo 
un acontecimiento y un ejemplo a seguir para las mujeres de izquierdas. 


Por eso, María Teresa Fernández de la Vega decidió acapararla para sí en beneficio del feminismo victimista 
y revolucionario, cuyos principios comparte. Tras reunirse con José Luis Rodríguez Zapatero para analizar la 
«buena marcha» de las relaciones entre Chile y España, la protocolaria cena con Juan Carlos 1 y la visita de 
cortesía al líder la la oposición, la vicepresidenta del Gobierno la invitó a reunirse con la flor y la nata de las 
mujeres españolas. 


Era el 10 de mayo de 2006. El formato que eligió para homenajear a la mujer que reimplantó el socialismo 
en su país, tras treinta y un años de travesía por el desiertd?] fue una cena en el palacio de El Pardo, la 
residencia oficial del caudillo Francisco Franco, convertida en lugar de estancia para huéspedes ilustres. 


Decidida a sorprender a todo el mundo con sus ingeniosidades y a salirse con la suya, en la tarjeta de 
invitación que hizo circular por todo Madrid a las doscientas mujeres agraciadas les indicaba que estaba 
«prohibido acudir con sus maridos». 


La cena, pagada con dinero público y servida por uno de los mejores restaurantes de Madrid, era un acto de 
propaganda política exclusivo a favor de uno de los dos sexos como si la presencia de los varones lo hubiera 
empañado. 


La escrupulosidad a la hora de excluir a los «maridos» fue tan grande que se pidió que las mesas fueran 
servidas por mujeres e incluso uno de los dos ministros que acompañaban a la presidenta de Chile, Alejandro 
Forley, titular de la cartera de Asuntos Exteriores tuvo que quedarse fuera, lo que no ocurrió con Ingrid 
Antoijevic, responsable del Ministerio de Economía Chileno. 


Y es que De la Vega, a sus sesenta y cinco años bien llevados, desde la toma de posesión del Gobierno por 
José Luis Rodríguez Zapatero, el 16 de abril de 2004, ha asumido para sí el papel de abanderada de todas las 
reformas en favor de la igualdad y la no discriminación de la mujer, siendo el mandato de la Conferencia de 
Pekín de 1995, organizada por las Naciones Unidas, y de la Unión europea, donde los hombres son mayoría. 


“Siendo secretaria de Juzgado, se presentó a las oposiciones a la judicatura por el cuarto turno. Tras aprobar los exámenes, 
dio el salto a la política, por lo que lleva diecinueve años sin tomar una declaración, redactar un auto o una providencia o poner 
una sentencia. 

SFue apresada junto a su padre el 10 de enero de 1975 por la DINA, la policía política de Pinochet. estuvo presa en el centro 
de detención de Villa Grimaldi, torturada e interrogada, pasando luego a Cuatro Álamos. Después de un año de reclusión y 
gracias a los contactos que tenía con militares, ambos lograron partir al exilio en Australia, para establecerse más tarde en la 
República Democrática Alemana. 

9En ese periodo, y tras la retirada de Augusto Pinochet, el socialismo apoyó a los gobiernos de democracia cristiana y liberales. 
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Sólo en un Gobierno «metrosexual», cuya ideología es la falta de ideología, que suple con consenso, sonrisas 
y glamour, era posible que la política cayera tan bajo. 


Es un hombre moderno, que se muestra cercano y sensible con los problemas de las mujeres. Es educado, 
encantador, cultiva el atractivo y extrema los buenos modales. José Luis Rodríguez Zapatero es, según le 
describen los psiquiatras y psicólogos, un cuerpo de hombre metido en la suave piel de una mujer. 


El periodista británico Mark Simpson acuñó, en 1994 el término para definir a este tipo de políticos todote- 
rreno que tanto gustan a las mujeres. Son políticos «metrosexuales», sin complejos, que han establecido una 
comunicación con su lado femenino, sin perder del todo su condición de hombre. 


Por eso, no tienen inconveniente en expresar sus emociones y, por supuesto, aunque son heterosexuales, suelen 
ser adorados por transexuales, gays, lesbianas y feministas. «Según los estudiosos de esta tendencia del siglo 
XXI, los metroseruales han asumido la misión de acabar con el macho dominante, duro y autoritario que ha 
regido los destinos del mundo, la empresa y la política», escribe la periodista Lucía Méndez. 


Añade: «Cuesta poco reconocer en estos rasgos que se atribuyen al hombre metrosexual algunas de las carac- 
terísticas que adorman al presidente del Gobierno. El político español que ha roto los estereotipos de liderazgo 
político del macho-macho. No es necesario poner ejemplos del pasado que están en la mente de todos. Des- 
conocemos si José Luis Rodríguez Zapatero usa cremas hidratantes u otro tipo de cosméticos -características 
más visibles y publicitadas de estos hombres- y, desde luego, sus trajes no son tan fashion como los de David 
Beckham y mucho menos con los de Zinedine Zidane, que representa el lado opuesto. 


El gesto cómplice de acompañar a sus ocho ministras mientras se fotografiaban tan elegantes en Vogue nos 
indica que la estética le importa. Pero lo suyo, lo de Zapatero, es otra cosa. Pertenece, digamos, al sector 
intelectual y refinado de la metroserualidad. 99] 


Zapatero y De la Vega, bastante menos femenina de lo que parece en Vogue, acabarían compenetrándose 
mutuamente, convirtiéndose en uña y carne y en el látigo fustigador de la Moncloa. De ahí que frente a 
los modales refinados del presidente, ella aparezca como su lado más masculino, más machista en el sentido 
autoritario de la palabra. Un hombre con claros rasgos masculinos, metido en el cuerpo de una mujer. 


«Hoy podemos decir que España es uno de los países que se han colocado a la cabeza del mundo en reconoci- 
miento de los derechos a las minorías». 


José Luis Rodríguez Zapatero, abandonó eufórico el banco azul del congreso de los Diputados y, nada más 
salir del hemiciclo, Pedro Zerolo, el secretario para los movimientos sociales y relaciones con las ONG del 
PSOE, y ex dirigente del movimiento de gays, lesbianas y transexuales, se le lanzó al cuello y le dió dos 
sonoros besos. Era el jueves 16 de abril de 2005. En esa «jornada histórica», la cámara había aprobado por 
183 votos a favor y 136 en contra, una ley que permitía el matrimonio entre homosexuales e incluso, adoptar 
hijo] Todo ello, además, con los mismo efectos jurídicos y sociales que entre las parejas heterosexuales. 


La ley era un reconocimiento de hecho a la igualdad entre los españoles sin diferencias de sexo que, a partir 
de entonces, para que surtiera efectos, era recogida en el Código Civif?] Así, España se convertía, junto con 
Holanda, en el primer país del mundo en reconocer los derechos plenos de los homosexuales y asimiladog?] 


La norma se convertía en uno de los grandes éxitos de cara a la galería del PSOE gobernante. «Permitir el 
matrimonio entre homosexuales es cumplir el mandato constitucional de eliminar las barreras de desigualdad 
y la discriminación», señaló el Ministro de Justicia Juan Fernando López Aguilar, pletórico con el consenso 
alcanzado con Izquierda Unida y Esquerra Republicana de Catalunya. 


lLucía Méndez, «El político "metrosexual"» y «La cultura de la conversación» El Mundo, 23 de agosto de 2004. 

1 Todo el PP, salvo la Ministra de Sanidad, Celia Villalobos votó en contra. Lo hicieron también algunos diputados del PNV 
y de CTU. 

12 «El matrimonio tendrá los mismo requisitos y efectos cuando ambos contrayentes sean del mismo o diferente sexo». Artículo 
44 del Código Civil de 2005. 

13 Bélgica reconoce los mismo derechos, pero no la adopción de hijos. En algunas provincias de Canadá ocurre lo mismo, así 
como en el estado de Massachusets, en Estados Unidos. 
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Y es que, sin una mayoría que le permitiera gobernar en solitario, el Gobierno de José Luis Rodríguez 
Zapatero estaba empeñado en legislar para los sectores marginales -partidos antisistema, grupos sociales 
extremos, feminismo y fuerzas políticas regionales- que le habían llevado a la Moncloa. 


Por eso, tras la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género y la Ley del 
Divorcio, al PSOE solo le quedaba un único conejo en la chistera, la Ley Orgánica de igualdad entre Mujeres y 
Hombres, una norma que iba a permitir, al menos sobre el papel, que las mujeres integraran partidariamente 
los consejos de administración de las grandes empresas quisieran éstas o no. 


El Gobierno pretendía imponer de esta manera a los sectores económicos y empresariales del país su política de 
cuotas, mediante la cual, al margen de la calificación personal y la idoneidad para desempeñar determinados 
cargos, las representantes de lo que antes de la muerte de Franco se llamaba el sexo débil pudieran situarse 
en la paridad tanto en los cargos públicos como en los privados. 


Con un gobierno socialista «metrosexual», donde los papeles están cambiados y el poder reside en la vice- 
presidenta primera, María Teresa Fernández de la Vega, el asunto parecía resuelto a finales de marzo de 
2006. 


Las luces del edificio de Semillas, en el complejo de la Moncloa, la sede de la vicepresidencia del Gobierno, 
permanecieron encendidas toda la noche. Horas antes, la vicepresidenta del Gobierno había dado una orden 
tajante: 


-Quiero el borrador del proyecto de ley sobre mi mesa a las nueve de la mañana. Y lo quiero terminado. 


El texto al que se refería era el borrador de la futura Ley Orgánica de Igualdad entre mujeres y hombres. 
El asunto, que se había estado elaborando hasta la tarde anterior por el equipo del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales, Jesús Caldera Sánchez-Calderón. 


Pero de pronto, se filtró la noticia. Por esas fechas, el Consejo Constitucional de Francia, organismo equivalente 
al Constitucional Español, invalidaba un proyecto de ley similar que reservaba sólo el 20% de los altos cargos 
en las empresas y en la administración a las féminas. «La nueva ley va contra la Constitución francesa del 27 
de octubre de 1946 y la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789», había dictaminado 
el tribunal galo. 


En España, donde se pretendía la paridad absoluta, el rechazo de las autoridades galas a una ley menos 
ambiciosa había disparado todas las alarmas. Por eso, el proyecto se aprobó con sorpresa en el Consejo de 
Ministros del viernes 17 de marzo de 2006, sin pasar antes por la Comisión de subsecretarios y sin que la 
conociera el ministro de trabajo, Jesús Caldera. 


«El día anterior al acuerdo del Consejo de Ministros de enviarla como anteproyecto de ley a las Cortes, 
a altas horas de la madrugada, se estaban redactando aún los últimos artículos en la Moncloa», reconoce 
Gonzalo Garnica, máximo responsable de comunicación de la Confederación Española de Organizaciones 
Empresariales (CEOE). 


Por eso, la aprobación del anteproyecto de ley, sin negociar previamente aquellos aspectos que afectan a las 
empresas con los representantes de la patronal, sentó como un tiro en la calle Diego de León en Madrid, sede 
de la CEOE. «Esta forma unilateral de actuar es un rejón de muerte al diálogo social», protestó su presidente 
José María Cuevas al día siguiente. 


Y es que el artículo 70 del borrador era un torpedo en la línea de flotación de las grandes empresas. Establecía 
que las grandes sociedades que estaban obligadas a presentar cuentas de pérdidas y ganancias, es decir, 
las grandes empresas, debían «procurar» incluir en sus consejos de administración un número de mujeres 
equilibrado al de los hombres en un plazo de cuatro añod'!] 


El texto legal era un auténtico disparate. «¿Cómo le vamos a imponer nosotros a las multinacionales que 
tienen filiales en España cómo tiene que elegir sus consejos de administración? Y cuando la representación 


lMLas empresas afectadas, es decir las que presentan cuentas anuales de pérdidas y ganancias, son aquellas con más de nueve 
millones de activos, dieciocho millones de facturación anual y más de doscientos cincuenta trabajadores. 
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en estas sociedades de hace por medio de personas jurídicas, ¿quién debe representar a una entidad jurídica, 
un hombre o una mujer? », señala Gonzalo Garnica. 


En un mundo globalizado, donde todos los días se compran y se venden miles de millones de participaciones 
en el sector productivo, todo era un auténtico disparate imposible de llevar a la práctica sin cambiar las leyes 
de medio mundo. De ahí que la CEOE en bloque decidiera vetar el proyectd'*] y su presidente, José María 
Cuevas, en un artículo publicado en el periódico económico Expansión señalaba que «la política de cuotas 
perjudica a la mujer emprendedora, dinámica y decidida a arriesgar en la empresa, al tiempo que beneficia a 
las que, sin arriesgar nada, aspiran a colocarse en los cargos públicos por la caras[*] 


Desde el sector público, varios de sus dirigentes habían elevado también protestas a la Moncloa. «Sí los 
sindicatos y las feministas quieren dirigir las empresas, que vengan. Estamos dispuestos a entregárselas, pero 
que se responsabilicen de la cuenta de resultados a final de año». 


El Gobierno puede decir lo que quiera, pero los consejos de mis empresas los nombro yo, que soy el que me 
gasto el dinero y asumo los riesgos de la inversión. Antes de jugarme mi dinero para que el Gobierno me 
nombre los consejos de administración, de libre designación de la propiedad en todos los países del mundo, 
prefiero cerrar», señaló un consejero de Iberia, la recién privatizada empresa bandera del sector transporte 
de pasajeros. 


«Tal y como está la situación de España, donde el 50% de las parejas se divorcian, ni siguiera mis yernos 
van a pisar en la vida los consejos de administración del banco ni de su grupo industrial. No quiero problemas 
de herencias», le comentó el presidente de uno de los grandes bancos a Rodríguez Zapatero en la Moncloa. 


De esta manera, la política extremista, intransigente, sectaria e intervencionista de Fernández de la Vega, la 
abanderada del Gobierno en su política de reformas a favor de la igualdad de géneros, se enfrentaba a su 
primer obstáculo serio. 


Y es que tras el intento de anexionarse Endesa, mediante una OPA de Gas Natural financiada por La Caixa, 
para repartirse los cargos públicos entre el PSOE catalán y Esquerra Republicana de Catalunya las relaciones 
entre el Gobierno y el empresario no pasaban por su mejor momento. 


Su decisión unilateral de modificar al alza los estatutos de Catalunya y del País Vasco, vulnerando la Cons- 
titución, y otorgándole privilegios propios de un estado soberano, fue una barrera infranqueable para lograr 
un acuerdo futuro con el Partido Popular. 


Las relaciones con las asociaciones de hombres y mujeres separados y divorciados, empeñados en su mayoría 
en luchar por la Custodia Compartida de sus hijos, tampoco podía apuntarse en el capítulo de los éxitos. 


El ejecutivo que predicaba a todas horas con la política del talante y la negociación con todas la fuerzas 
sociales había decidido marginarles y poner en práctica una política extremista que enervaba y sacaba de 
quicio al millón largo de varones a los que había «expropiado» sus plusvalías sentimentales, familiares y 
económicas, enemistándose al mismo tiempo con sectores de enseñanza y de la Iglesia católica. 


El terreno parecía abonado para nuevas iniciativas políticas y sociales. Así nació Ciutadans de Catalunya, 
un partido político dispuesto a convertirse en una tercera fuerza entre el nacionalismo reivindicativo y el 
socialismo claudicante. Así brotó también la corriente Nuevo Feminismo, dedicada a mandar al parque jurásico 
a María teresa Fernández de la Vega, a Lidia Falcón, a Ana María Pérez del Campa, a la sección femenina 
del postfranquismo, cuyos éxitos sólo pueden inscribirse en la política «metrosexual», de gestos sin contenido, 
del actual inquilino de la Moncloa y su sonrisas palmípeda recién salida del frigorífico. 


Reconocen que tras la llegada de la democracia a España, la mujer ha dado un salto de gigante. En un plazo 
de poco más de un cuarto de siglo, las cuatro millones de mujeres trabajadoras se han duplicado, y hoy son 


l5Las siete mujeres de la CEOE votaron el bloque contra la ley. Obraron así Pilar González Frutos, presidenta de Unespa, 
patronal de seguros; Cristina Garmendia, directora general de Genetrizx; Margarita López Armendariz, presidenta de la CEOE 
de Melilla; María José Navarro, presidenta de la CEOE de Andalucía; Lourdes Carnero, de la patronal de Madrid, e Isable Bazo, 
presidenta de los colegios de enseñanza privados. 

16 Expansión, 25 de mayo de 2005. 
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ocho millones de incorporadas al mercado de trabajo. La tasa de actividad femenina, que era del 24% en 
1990 se ha elevado al 48%, y en poco tiempo puede elevarse al 60%. 


Sin embargo, la precariedad en el trabajo femenino, los salarios un 25% inferiores a los del hombre, las 
dificultades para compatibilizar vida laboral y familiar, y la imposibilidad casi material para ascender a los 
puestos de responsabilidad y de decisión de las grandes empresas, copados por hombres, les hacen revelarse. 


«No es justo que una señora que se dedique a fregar el suelo o a quitar el polvo en las mesas en una oficina 
gane un 25% menos de salario que un hombre que dedica las misma horas a limpiar cristales. Aunque el 
trabajo es esencialmente el mismo, al establecerse categorías distintas en los convenios colectivos surge una 
discriminación injusta», arguye Sanahuja. 


Muchas de ellas son las viejas herederas del Movimiento Feminista del Estado Español, siguieron de cerca la 
rebelión de los negros en Estados Unidos, las movilizaciones ante la Casa blanca por la guerra de Vietnam y 
los movimientos sociales que dieron lugar a la revuelta estudiantil conocida como «mayo del 68». 


Los orígenes de un amplio sector de estas mujeres están en el marxismo, que las utilizó para la toma de 
la Bastilla y en el Asalto al Palacio de Invierno y luego negó su autonomía, pues ésta rompía la ortodoxia 
dogmática de la izquierda. 


El 17 de marzo de 2006, un grupo de 150 mujeres feministas tras varias discusiones y debates internos, decidía 
salir a la luz pública, romper su silencio, y frente al feminismo institucional, de viajes a Kenia y Mozambique, 
de cenas secretas con la presidenta de Chile, firmaba el siguiente comunicado: «Nos ha unido el deseo y la 
necesidad de articular otro feminismo que, como podréis ver, también existe. Sin embargo, es menos conocido. 
Lo cierto es que estábamos dispersas y no veíamos posibilidad de hacer visible la corriente de pensamiento 
y acción feminista que representamos. Así que unas cuantas de nosotras decidimos iniciar este proceso que 
hoy damos a conocer». 


Algunas de las firmantes, como las juezas Manuela Carmena, Miren Nekane San Miguel o María Sanahuja, 
las periodistas Rosa Montero, Llum Quiñonero o Maruja Torres, las diputadas Paloma Uría, Nekané Alzelai 
o Uxue Barcos, llevaban muchos años luchando por un mundo donde la igualdad entre sexos no fuera una 
utopía. 


Otras, como las psicólogas Margot Ojeda, Pilar Sampedro, Cristina Garaizabal, Adelaida Sarmiento o Lala 
Mújica, las abogadas Eleuteria García, Blanca Núñez o Mercedes Garayalde, o las profesoras Mireia Llobera, 
Carmen Gregorio, Alejandra Gómez Céspedes o Rosa María Medina, aspiraban a erradicar los conflictos de 
la sociedad y a buscar puntos de encuentro entre hombres y mujeres. 


«Nos proponemos abordar asuntos centrales que afectan a la vida de las mujeres y, en su caso, hacer reco- 
mendaciones y propuestas de mejora al gobierno central, a los autonómicos, a los ayuntamientos, etcétera. 
También pretendemos participar en la creación de opinión pública favorable a estas ideas feministas». 


Tras diversos debates e intercambios de opiniones firmaron un documento pragmático cuyos tres ejes centrales 
son los siguientes: 


= «Poner en primer plano la autonomía de las mujeres. Los recursos públicos deben orientarse a reforzar 
esa autonomía y no a sustituirlas o al cultivarles nuevas dependencias o tutelajes. » 


= «(Aumentar los medios de desactivación de los conflictos interpersonales y de género como, por ejem- 
plo, la mediación familiar; no judicialización del todo conflicto interpersonal; importancia de equipos 
psicosociales en los Juzgados. » 


= «Poner el acento en la educación, y sensibilización frente a la filosofía punitiva, que guía algunas leyes 
y en particular la Ley contra la Violencia de Género. Somos partidarias también de la reeducación de 
los hombres que han maltratado, aspecto que figura como objetivo en las leyes pero apenas se hace, para 
el que no hay siquiera dotación presupuestaria.» 
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La propuesta era un ataque frontal a la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género del Gobierno, que prohíbe la mediación familiar y acude directamente al Código Penal para resolver 
las peleas entre las parejas de hecho y matrimonios. 


Sus autoras, al mismo tiempo que ponían el acento en la educación y sensibilización de la sociedad para evitar 
las vejaciones, las humillaciones y el maltrato, planteaban que el Estado no tutelara sus vidas privadas ni le 
impusiera la orden de alejamiento de sus parejas como una decisión suprema e irrecurrible. 


Y pretendía desdramatizar los conflictos menores en la vida familiar y sacarlos en el ámbito de la justicia. 
«Yo también soy delincuente. Algunas veces he zarandeado a mis hijas para que se vengan a dormir a las 
once de la noche, o para que hagan los deberes del colegio, y eso está tipificado como violencia doméstica», 
señala la decana de los Juzgados de Barcelona. 


Algunas de las propuestas de las nuevas feministas para poner fin a los conflictos de pareja y mejorar la 
situación de la mujer separada o divorciada son los siguientes: 


= Tramitar de inmediato el fondo de garantía de pensiones, como medida imprescindible para responder 
a la grave situación en la que se encuentran muchas mujeres separadas y divorciadas. 


= Favorecer la custodia compartida de los hijos e hijas menores de edad, apoyándose para ello en la 
opinión de los equipos psicosociales. 


= Urgencia en tramitar una ley de mediación familiar. Suspensión, por otra parte, de la prohibición 
absoluta de mediar cuando exista acusación de maltrato (que figura en la Ley Integral contra la Violencia 
de Género). Son los equipos psicosociales los que deben evaluar la conveniencia o no de recurrir a la 
mediación en cada caso concreto. 


= Que la denuncia y la obtención de una Orden de Protección no pueda ser la única vía de acceso a los 
recursos públicos. Tal y como, por cierto, dice el consejo de Europa, las ayudas tienen que dirigirse a 
todas las mujeres, tanto si denuncian como si no denuncian. Que los Juzgados de Familia puedan adoptar 
las misma medidas y con la misma celeridad que los de violencia de género en casos de separaciones de 
parejas [lo que evitaría las denuncias infundadas al tener que recurrir a éstos]. 


= Supresión del artículo 57.2 del Código Penaf""] que obliga a dictar alejamiento cuando hay sentencia 
por maltrato. Entre otras cosas, porque supone una imposición y una pena para las propias mujeres 
que no deseen vivir alejadas de su pareja, aunque esta haya sido condenada por los tribunales. 


= Enrelación a la prostitución, somos muy críticas con el informe del Instituto de la Mujer porque, además 
de inspirarse en el feminismo de la reforma moral del siglo XIX, deja absolutamente desprotegidas a las 
mujeres que la ejercen. Creemos necesario abrir un amplio debate social sobre este asunto que tenga en 
cuenta su situación, sus opiniones y sus derechos. 


La reunión del 17 de marzo de 2006 era sólo el principio. «Persigue -dicen sus autoras- proponer formas de 
encauzar el debate sobre las relaciones interpersonales y otras cuestiones que afecten a la mujer. Por eso, 
además de la recogida de firmas, propondremos marcos de discusión y encuentros futuros que permitan una 
mejor expresión de nuestro feminismo. » 


Las nueves feministas planteaban igualmente buscar las fórmulas para interesar a toda la sociedad en otros 
problemas como la globalización, las madres de alquiler y otras cuestione candentes. «Nuestro compromiso 
es no abrir nuevos conflictos en la sociedad sino lograr la igualdad entre mujeres y hombres, para que toda 


17 «En los supuestos [de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas, y contra la integridad moral, la intimidad 
y otros] cometidos contra quien haya sido su cónyuge o sobre la persona que esté o haya estado ligada al condenado por análoga 
relación de afectividad aún sin convivencia [...] se acordará en todo caso la prueba de prohibición de acercarse a la víctima a 
aquellos familiares u otras personas que el juez determine por un tiempo no excesivo a diez años si el delito fuera grave y de 
cinco si fuera menos grave». 
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persona pueda elegir su vida sin el corsé de haber nacido con uno u otro sexo. La calidad moral de nuestra 
sociedad depende de esos logros». 


Empar Pineda (Hernani, 1944), escritora, activista y militante del Movimiento feminista de España, trabaja 
en la clínica Isadora de Madrid, un referente en materia de reasignación de sexo. 


Manuela Carmena, ex miembro de Consejo General del Poder Judicial y jueza de los Juzgados de la Plaza 
de Castilla, es magistrada de la Audiencia Provincial de Madrid. 


María Sanahuja Buenaventura, de cuarenta y cinco años, ex jueza de Tarragona, es decana única de los 
Juzgados de Barcelona, como ya ha quedado dicho en otra parte del libro. Lleva diez años en la carrera 
judicial. 

Paloma Uría, nacida en Oviedo en 1943, profesora de instituto y escritora, fundadora de la Asociación Femi- 
nista de Asturias (AFA), miembro del Frente de Liberación Popular, ex militante del Movimiento Comunista, 
es diputada por Izquierda Unida en el Parlamento de Asturias. 


Cristina Garaizabal es psicóloga, miembro de la Asociación para la reinserción del colectivo de prostitutas y 
fundadora de Hetaira, un grupo en defensa de los derechos de las trabajadoras del sexo. 


Nacida el 21 de agosto de 1970, María de los Reyes Montiel Mesa es vicepresidenta tercera de la Asamblea 
de Madrid, periodista y magister artis en gestión pública y técnico en proyectos laborales. 


Nacionalista vasca y presentadora de los desayunos de ETB en navarra, nacida el 5 de julio de 1964 en 
Pamplona, casada y con un hijo, Uxúe Barcos Berruezo es diputada por Nafarroa Bai en el Congreso de la 
calle Sán Jerónimo. 


En los dos años del Gobierno Zapatero, la actividad legislativa en asuntos que concierne específicamente a 
las mujeres ha sido intensa: Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, 
ley que modifica el código civil en el derecho a contraer matrimonio y ley que modifica el Código Civil en 
materia de separación y divorcio. Y están pendientes las leyes de dependencia, de igualdad, de mediación 
familiar, de identidad de género y de creación de un Fondo de Garantía para los impagos de pensiones de 
divorcio. 


El domingo 18 de marzo de 2003, todas ellas, miembros del colectivo Nuevo Feminismo, publicaban un artículo 
en el diario El País, suscrito por otras doscientas profesionales de las artes, las leyes, el teatro, el derecho, 
la psicología y la medicina. Decían «Aplaudimos el interés del Gobierno por abordar estos problemas, nos 
sentimos preocupadas por que el Gobierno decida tutelarnos y considerarnos incapaces para ser autónomas. 
Una legislación adecuada puede, sin duda, ayudar a mejorar la vida de las personas, pero es la movilización, 
el compromiso, la educación y la toma de conciencia individual de mujeres y hombres, lo que puede finalmente 
hacernos conseguir nuestros objetivos. » 


Para todas ellas, de las leyes aprobadas por el Gobierno en este cuatrienio que aún no ha acabado, las que 
mayor controversia social han despertado son la Ley de Violencia de Género y la Ley del Divorcio. 


«Las discrepancias son tan importantes que cabe hablar de diferentes concepciones del feminismo y distintos 
modos de defender los derechos de las mujeres. Hay un enfoque feminista que apoya determinados aspectos 
de la Ley contra la Violencia de Género de los que nos sentimos absolutamente ajenas, entre ellos la idea del 
impulso masculino de dominio como único factor desencadenante de la Violencia contra las mujeres. 


En nuestra opinión, es preciso contemplar otros factores, como la estructura familiar, núcleo de privacidad 
escasamente permeable que amortigua o genera todo tipo de tensiones; el papel de la educación religiosa y su 
mensaje de matrimonio-sacramento; el concepto de amor por el que todo se sacrifica, las escasas habilidades 
para la resolución de los conflictos; el alcoholismo; las toxicomanías... Todas estas cuestiones, tan importantes 
para una verdadera percepción del maltrato, quedan difuminadas si se insiste en el "género" como única causa. » 


Como se ha dicho en otra parte del libro, las nuevas feministas se muestran preocupadas por la vía penal 
impuesta como única solución a los problemas de familia, aplicando el Código Penal a situaciones leves cuando 
la mediación familiar podía haber resuelto el problema. 
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«Otro de los problemas de enfoque preocupantes en este feminismo y claramente presente en la ley es la 
filosofía del castigo por la que apuesta: el castigo se presenta como la solución para resolver los problemas 
y conflictos. Así, el Código Penal adquiere una importancia desmesurada y se entienden como más efica- 
ces aquellas leyes que contemplan penas más duras. Las situaciones de maltrato han de castigarse, pero la 
experiencia demuestra que más castigo no implica menos delito ni mayor protección para las víctimas. » 


Las doscientas firmantes del artículo abordan el asunto de la Ley del Divorcio y la Custodia Compartida. 
«Se ha mostrado desconfianza ante la mediación familiar por considerar que la mediación sólo se puede dar 
entre iguales y las mujeres siempre están en inferioridad. » 


Concluyen así: «la mayor oposición se ha manifestado ante la custodia compartida de los hijos e hijas menores 
de edad. Contra ella se ha argumentado que privar a las mujeres de la exclusividad en la custodia equivale 
a privarlas del derecho al uso del domicilio conyugal y a la pensión de alimentos, con lo que su situación 
económica puede llegar a ser dramática. Ciertamente, la situación de bastantes mujeres tras un divorcio 
puede ser muy difícil, pero no está de más señalar que, frecuentemente, es la custodia exclusiva de los hijos e 
hijas la que dificulta que la mujer puede rehacer su vida y mantener su actividad laboral, adquirir formación, 
encontrar trabajo. Además, parece comprobado que hay un mayor compromiso paterno en el pago de las 
pensiones cuando la custodia es compartida. » 


Posteriormente, abordan el asunto de la mediación familiar, un instrumento clave en la resolución de los 
conflictos: «se ha mostrado desconfianza ante la mediación por considerar que la mediación sólo se puede dar 
entre iguales y las mujeres siempre están en inferioridad; pero la mayor oposición se ha manifestado ante 
la custodia compartida de los hijos e hijas menores de edad. Se ha argumentado que las madres tienen una 
relación más estrecha con sus hijos que los padres, pues son las que habitualmente se ocupan de ellos, y que 
los padres solamente tratan de pagar la pensión de alimentos. 


Partiendo de la mayor relación de las madres con los menores, parece aventurado afirmar que han de estar 
siempre mejor con la madre que con el padre. También nos parece abusivo atribuir a los hombres, con carácter 
general, intenciones espúreas al solicitar la custodia y pensar que a las mujeres sólo las mueve el amor filial. 
Sabemos que se puede intentar utilizar una ley en provecho propio, pero ha de ser labor de la justicia proteger 
a las personas más indefensas. » 


Las doscientas mujeres firmantes del escrito de Nuevo Feminismo ponen en tela de juicio un informe del 
Instituto de la Mujer sobre la prostitución, a la que considera una actividad indigna y degradante. 


«estas ideas -dicen- en línea con el feminismo puritano de reforma moral de finales del siglo XIX, brindan 
una escusa para mantener las pésimas condiciones en las que las prostitutas ejercen su trabajo. Las opiniones 
que venimos criticando nos parecen poco matizadas y excesivumente simplificadoras. tienden a presentar a 
los hombres y a las mujeres como dos naturalezas blindadas y opuestas: las mujeres, víctimas; los hombres, 
dominadores. » 


Tras aplaudir, en declaraciones posteriores, una propuesta de un sector de la Generalitat de Cataluña de 
legalizar la prostitución en lugar de intentar abolirld 5] lo que siempre ha sido un fracaso, apuntan: «La imagen 
de víctimas nos hace un flaco favor a las mujeres, no considera nuestra capacidad para resistir, para hacernos 
un hueco, para dotarnos de poder y no ayuda a generar autoestima y empuje solidario. Lo mismo se puede 
decir de la versión simplificadora de los hombres: no existe, en nuestra opinión, una naturaleza masculina 
perversa o dominadora, sino rasgos sociales y culturales que fomentan la conciencia de superioridad y que, 
exacerbados, pueden contribuir a convertir a algunos hombres en tiranos. Desde nuestro punto de vista, el 
objetivo del feminismo debe ser acabar con las conductas opresoras t discriminatorias; debe ser conseguir la 
igualdad entre los seres humanos, no aniquilar a quienes discriminan u oprimen.» 


Y concluyen: «¡Nosotras no deseamos un feminismo revanchista y vengativo, deseamos simplemente relaciones 
en igualdad, respetuosas, saludables, felices, en la medida en que ello sea posible, relaciones de calidad entre 
mujeres y hombres. » 


18En el III Seminario sobre Prostitución, celebrado el 14 de mayo de 2006 bajo el lema «¿Legalización o abolición?». 
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«Hola, soy de Chile. Mi nombre es Alejandra, me gustaría ser tu vientre de alquiler. no tengo problemas 
para viajar, ya que mi hija nació en España y mis papeles están en regla. Tengo cuarenta y tres años y una 
salud excelente, dos partos normales, chequeo médico completo. Soy profesora, por lo que sé la seriedad de 
este asunto y lo importante que debe ser para ti tener a tu bebé. » 


«Para parejas serias que buscan hacer realidad el deseo de ser padres ofrezco mi vientre en alquiler. Resido en 
España, tengo veintinueve años, soy madre de un hermoso niño, motivo por el cual comprendo vuestra necesi- 
dad y estoy en completa disposición de ayudaros. Para cualquier contacto escribidme a perdilkoOhotmail.com. 
Espero de vosotros la misma seriedad que yo puedo ofrecer. » 


Anuncios como los anteriores aparecen a centenares todos los días en las páginas de internet. Mujeres mayo- 
ritariamente del Tercer Mundo, sin recursos económicos para mantener a sus propios hijos, ofrecen su cuerpo 
para que las liberadas de los países industrializados, entre ellos España, puedan encargar sus «bebés a París» 
sin renunciar a su trabajo y a su carrera profesional. 


«Tengo veintiséis años, perfectamente sana, profesional, no uso drogas ni bebo alcohol, practico deportes y 
desde hace dos años dono óvulos a una clínica de fertilidad en mi país, además, no tengo hijos y estoy dispuesta 
a colaborar contigo. Espero noticias a mi dirección de correo: paolaquijiaQyahoo.com. Hasta pronto. » 


«Ofrezco mi vientre en alquiler. Vivo actualmente en España. Soy madre de un niño de nueve años, pero 
tengo veintiocho. Soy una chica sana, soy latina, de Colombia exactamente. Si alguien está interesado, puede 
contactar conmigo en vicorQlatinmail.com. Todo legal, no quiero timos ni malos rollos, estoy dispuesta a 
colaborar con sus sueños. Escríbame y nos pondremos de acuerdo. Victoria.» 


Desde comienzos de los ochenta, cuando la mujer española inicia su liberación social, un nuevo proletariado 
“filipinas, ecuatorianas y peruanas...- ha venido a sustituirla en las tareas domésticas para que ella pueda 
realizarse en la oficina. los Juzgados, la enseñanza, la banca o la industria del calzado. 


La miseria del Tercer Mundo acude en socorro de la mujer del primer mundo para que ésta pueda realizarse. 
Ahora ya no sólo se trata de liberarla de las tareas domésticas y el cuidado de los hijos en el seno del hogar 
o de que el marido y ella puedan acudir al trabajo con camisas limpias y recién planchadas. 


Con las tasas de fertilidad más bajas del mundo, tener hijos propios ha dejado de ser un engorro. Basta con 
implantar su óvulo fecundado con el esperma de su marido en una «madre nodriza» y esperar nueve meses. 


De esta manera, la «salud sexual y reproductora» de la cumbre de Pekín, que implantó la píldora y el aborto 
libre como elemento para que la mujer pudiera controlar y «gestionar» su cuerpo, ha dado un nuevo giro para 
el que ni siquiera el Nuevo Feminismo tiene soluciones. Y es que liberar a unas mujeres, esclavizando a otras 
y obligándolas a tener hijos no deseados, a poner en riesgo su cuerpo para ganarse el sustento, no es plato 
de buen gusto para nadie. Sobre todo, cuando la madre de alquiler debe firmar un contrato que la obliga a 
dejar de fumar, a dejar de ingerir bebidas alcohólicas y a no practicar determinados deportes insanos para el 
futuro bebd9] 


El 23 de julio de 2006, el diario El País publicaba la noticia en primera página: «Parejas españolas contratan 
por Internet a madres de alquiler en Estados Unidos». Decía al diario de la calle Miguel Yuste de Madrid: 
«Además de la foto y del historial médico de cada candidato, las parejas pueden conocer todas las caracte- 
rísticas de las mujeres, desde la religión que profesan a los estudios que han cursado. Tras la elección de la 
candidata, los invitados viajas a Estados Unidos, firman un contrato y pagan por adelantado entre 60.000 y 
75.000 euros para que la mujer les alquile el útero y geste el embrión. » 


«Una clínica norteamericana, que interviene en el proceso, se encarga de sacarle el óvulo a la madre y 
fertilizarlo con el del marido e implantárselo a la madre de alquiler. Cada mes enviará un informe a España 
sobre el proceso de gestación así como ecografías sobre el feto.» 


A los nueve meses, los padres, felices y contentos, pueden regresar a España con el bebé y con un certificado 
médico que acredita su filiación y todo. Aunque el sistema de concepción está prohibido en España, las 


19Con sesenta y tres años que declara ella a sus espaldas, Tita Cervera, la baronesa Tyssen, viuda de Hans Heinrich von 
Thyssen Bornemisza, acaba de tener dos niños en Estados Unidos por este método. 
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autoridades no pueden hacer nada para impedir que el niño sea «importado» al país e inscrito en el Registro 
Civil como hijo de la pareja que ha decidido alquilar el útero. 


El asunto, sin embargo, no parece preocupar por ahora al Gobierno, inquieto por el incremento de las cifras 
de criminalidad y violencia domestica. «Las muertes en el entorno familiar aumentan un 55,4 % en 2005», 
señalaba el fiscal general del Estado en su informe anual, presentado en 18 de septiembre durante la apertura 
del año judicial. 


«La violencia no se puede perseguir con más violencia porque entonces acabamos todos locos, con los Juzgados 
al borde del colapso y las cárceles llenas de hombres que han tenido un roce con su pareja. La política de hacer 
pagar justos por pecadores y hacer recaer en un señor que le da una bofetada a su mujer en un momento de 
ofuscación la muerte de las mujeres asesinadas no es una buena solución», afirma la representante de Nuevo 
Feminismo, María Sanahuja. 


Sanahuja tal vez no comparta al ciento por ciento las tesis de Doris Lessing, la nonagenaria feminista, una 
de las primeras mujeres que se apartó del talibanismo de sus compañeras y ha escrito: «Mujeres estúpidas 
y malas atacan a hombres más inteligentes y nadie [ningún poder público] levante un dedo en su defensa. 
Actualmente, en las sociedades avanzadas los hombres parecen cada vez más perros apaleados |...] Ya es hora 
de que comiencen a defenderse. 2] 


Una gran verdad. Pero tampoco se trata de promover nuevas guerras, sino de iniciar una nueva etapa en 
la que los políticos «metrosexuales» sean arrinconados y los papeles de la mujer y el hombre, cada uno con 
sus valores, sus virtudes y defectos, inicien un camino juntos. Por eso el arraigo y la promoción de un nuevo 
feminismo que luche por la concordia y evite la confrontación es fundamental. 


20 El cuaderno dorado, Doris Lessing. Autora además de The Summer Before the Dark, Prisons we Choose to Live Inside, 
Briefing for a Descent into Hell y otros de su primera etapa, de marcado carácter feminista. 


Capítulo 26 


Conclusiones 


Sobre la violencia 


= La violencia es un problema universal. Se ha dado en todas las sociedades, períodos históricos y en 
todos los países sin diferencias de edad, sexo, etnia o religión. En las naciones donde no se reconocen 
los derechos de la mujer la violencia es más alta. 


= La violencia entre las pareja en las relaciones familiares es otro problema universal que ningún país ha 
resuelto. 


= En contra de la teoría oficial, España es el tercer país de Europa donde menos violencia se ejerce contra 
la mujer, con tasas por debajo del 2 por millón. 


= No es un fenómeno unidireccional sino que se produce en el seno del hogar en ambos sentidos. 


= Las tasas de muertes de las mujeres por sus maridos representan el 60% de la violencia familiar. La de 
los maridos por sus mujeres el 40%. 


= La violencia contra la mujer y contra el hombre puede atenuarse pero no va a desaparecer. Hacer creer 
a la población lo contrario es mentira. 


= Un sector del Consejo General del Poder Judicial falsifica las estadísticas de mujeres asesinadas para 
justificar el «negocio del maltrato», del que viven más de cien mil personas. 


La violencia doméstica en Europa y en el mundo 


= Ningún país de Europa, con tasas hasta cinco veces más altas de violencia contra las mujeres que 
España (Finlandia, Rumania, Reuno Unido, Bélgica, Francia, Italia, Alemania, Suecia, Dinamarca), ha 
elaborado una Ley tan dura y discriminatoria. 


= Estados Unidos y Canadá, tras la implantación de leyes similares en los años ochenta, han renunciado 
a la política de adelantar las barreras punitivas y criminalizar sólo al hombre. 


= Las políticas represivas no han reducido las tasas de muertes entre las parejas en ningún país del mundo. 
Han disparado, en cambio, las separaciones y la marginalidad entre los hombres. 


= Ningún país ha enfocado el problema de la liberación de la mujer y su equiparación en derechos con el 
varón mediante el Código Penal contra uno de los sexos. Se han aplicado políticas educativas, sociales 
y de integración, las cuales tienen éxito. 
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La violencia en España 


= No es cierto que la violencia entre parejas sólo se haya perseguido penalmente desde 2005. Se viene 
haciendo de manera sistemática y con resultados contrarios a los deseados desde 1989. 


= El endurecimiento del Código Penal en los últimos diecisiete años no ha resuelto el problema. Lo ha 
agravado. 


= La Ley Orgánica de medidas de Protección integral contra la Violencia de Género tampoco ha resuelto 
el problema. Lo ha agravado. 


= La Ley Orgánica de medidas de Protección integral contra la Violencia de Género vulnera el principio 
de presunción de inocencia de los varones al ordenar a la policía la inmediata detención de los hombres 
sin pruebas incriminatorias. 


= Perseguir las faltas como delitos (por el hecho de que las cometan hombres) no sólo no resuelve el 
asunto, sino que llena de litigiosidad los juzgados y empeora la situación. 


= La violencia familiar no se reduce endureciendo las penas por las faltas -como se ha hecho hasta ahora- 
sino incrementando las condenas por los delitos más graves: abusos sexuales, violaciones y asesinatos 
de mujeres. 


= Sólo una de cada cinco mujeres asesinada por su marido ha denunciado previamente los hechos ante 
la policía. La Ley contra la Violencia de Género no permite detectar precozmente a los maltratadores, 
varones o mujeres. 


= Perseguir la violencia ocasional y esporádica como estructural es un abuso de poder intolerable. Sólo 
genera violencia. 


= Dar un tratamiento desigual al hombre frente a la mujer en estos procesos no contribuye a paliar la 
violencia; la acentúa. 


La filosofía de la violencia de género 


= En España se ha hecho una ley basándose en la filosofía de una sola persona, recogida por la Naciones 
Unidas como dogma de fe: los estudios de la psicóloga Lenore Walker que comparó a las maltratadas 
con los perros enjaulados tras una sesión de electrochoques. 


= La tesis de la doctora Lenore Walker (luna de miel, tensión, maltrato, arrepentimiento, disculpas, 
perdón, luna de miel, tensión...) que el Gobierno, los ministros y el feminismo hacen suyas han sido 
refutadas por más de quinientos informes científicos de todo el mundo. 


= La tesis de la doctora Walker de que la violencia contra la mujer se produce en todos los ámbitos sociales 
hay que matizarla. Las personas que viven hacinadas, en el paro, sin medios de subsistencia, agobiados 
y con muchos hijos son más propensos a la violencia que los profesores universitarios, los abogados o 
los médicos. 


= La tesis de la doctora Lenore Walker sobre el «síndrome de la mujer maltratada» es un trabajo psicoló- 
gico puesto en cuestión por muchos estudiosos. No debió recogerse como dogma de fe en el preámbulo 
de una Ley. 


= Este supuesto síndrome no se refleja en más del 70% de las mujeres que presentan denuncias por malos 
tratos. 


La 
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= La tesis de la doctora Walker de que el origen del maltrato está en la sociedad patriarcal y que ha 
sido incorporado al preámbulo de la Ley Orgánica contra la Violencia de Género no es un dogma de fe. 
Centenares de estudios lo desmienten. 


= No hay un «síndrome de la mujer maltratada». Cada mujer actúa con patrones distintos según su 
voluntad, fortaleza, entereza, salud mental, deterioro de sus relaciones con la pareja e hijos. 


= La política de «tolerancia cero» de la Unión Europea frente a esta lacra es correcta para la violencia 
estructural y los asesinatos. En los casos que se pueden resolver mediante la mediación o la psiquiatria, 
ésta constituye un factor perturbador. 


= La etiología de la violencia obedece siempre a una multitud de factores (ambientales, educacionales, 
deterioro de relaciones, pérdida de respeto mutuo, culturales, sociales, de trabajo, stress, enfermedades 
mentales) y no puede achacarse a un único factor, la ancestral ansia de dominio del hombre sobre la 
mujer. 


= El maltrato psicológico no es estandarizable. Ante unos mismos hechos (insultos) una mujer se siente 
maltratada y otra no. Factores culturales y ambientales influyen en esa apreciación. 


justicia de género 


= Las sentencias dictadas sin más pruebas que la palabra de un hombre contra una mujer y un parte de 
lesiones (a veces incluso sin parte) son inconstitucionales. 


= Las «pruebas periféricas» creadas en las casas de acogida por psicólogos para presentar denuncias sobre 
malos tratos no sólo son ilegales. Sólo se sostienen ante tribunales especiales. 


= Las «sentencias de conformidad» no son «sentencias» ni son de «conformidad». Se obvia el derecho 
fundamental del reo a ser oído y se vulnera el principio de la tutela judicial efectiva. 


= Nadie puede declararse culpable bajo presión ambiental, sólo para salir del calabozo, presionado por un 
abogado de oficio. El asentimiento de las «sentencias de conformidad» tiene la misma validez que una 
declaración bajo tortura física. 


= En caso de mantenerse este sistema, las llamadas «sentencias de conformidad» deben poder recurrirse 
ante el Juzgado de lo Penal y las audiencias provinciales. Todo justiciable tiene derecho a que una 
segunda instancia revise su caso. 


= Los juicios en los Juzgados de lo Penal no cumplen en muchos casos los principios de inmediación, 
oralidad y contradicción. Cuarenta años de vida en común no se pueden enjuiciar en diez minutos. 


= En los juzgados penales en difícil encontrar maltratadores habituales. Lo normal es enjuiciar peleas 
mutuamente consentidas o casos triviales, lo que los convierte en instrumentos inútiles para detectar 
los malos tratos sistemáticos. 


= La mayoría de los juicios penales por violencia de género son verdaderas farsas. Al negarse las partes a 
declarar, el cuarenta por ciento de las faltas quedan impunes. 


= Cuando un hombre denuncia a su mujer por malos tratos la carga de la prueba beneficia al hombre. 
No es justo que, encima, la Policía le detenga a él por maltratador. 
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Las penas y la violencia doméstica 


= El hecho de que un 59% de los procesos por malos tratos se archiven revela que la ley no sirve y que 
las normas adoptadas por las Cortes son injustas. 


= La pena de destierro (alejamiento) por infamante estaba desterrada de los códigos penales. Reimplan- 
tarla e imponerla a miles de españoles es un hecho que se produjo con la Guerra Civil. 


= Su incumplimiento, a petición siempre de la mujer, no puede penalizarse con un nuevo y mayor castigo 
para el hombre. 


= La adjudicación de la vivienda y al ajuar a la mujer en los procesos de divorcio, amparándose en el 
interés del menor, exacerba la violencia y la muerte de mujeres. 


= El establecimiento de un régimen de visitas restrictivo para un progenitor -ante el otro- frente a la 
custodia compartida es un segundo factor que incita a muchos hombres a asesinar a sus mujeres e hijos. 
Hay suficientes ejemplos en el libro. 


= La imposición de sentencias que condenan al varón a pagar la hipoteca de la casa que se queda su mujer 
e hijos, es un factor de litigiosidad añadido. La respuesta del hombre, cuando no es violenta, es casi 
siempre la depresión, la pérdida del trabajo o el ingreso en el mercado del trabajo marginal (autónomo) 
para burlar una Justicia que lo lleva a la ruina. 


La igualdad y la violencia de género 


= El derecho a la igualdad, tan apetecido por todos, no reduce la violencia de género. En aquellos países 
en que hay más igualdad entre hombre y mujeres la tasa de violencia hacia la mujer ha crecido. 


= A más igualdad más divorcios, a más divorcios, más violencia, a más violencia más riñas y malos tratos 
mutuos en los períodos previos a las rupturas y separaciones. 


= La participación de la mujer en empleos en los que se requiere la fuerza o la violencia (minas, conductores 
de camiones y autobuses, policía, guardia civil, ejército) estimula sus instintos agresivos. 


= El derecho a la igualdad debe conllevar también a la igualdad procesal y penal. Las mujeres maltrata- 
doras y asesinas de sus maridos deben ser castigadas con la misma severidad que los hombres. 


= El maltrato y los asesinatos de los hijos por parte de sus madres, muchas veces para «castigar» al padre, 
debe ser castigado conforme al Código Penal. 


La ley crea el delito 


= La Ley Orgánica de medidas de Protección integral contra la Violencia de Género genera otros delitos. 
Al situar al hombre en una situación de desesperación le aboca a la autodestrucción tras matar a su 
mujer. Un 37,3% de hombres que se quitan la vida para escapar de la Justicia así lo demuestra. 


= Un 40% de los denunciados por maltrato se acogen a su derecho a no declarar vulnerando muchas veces 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Así se huye de una Justicia injusta. 


= Un 30% de las denuncias de malos tratos son falsas. La Justicia Penal no persigue a la mujer que abusa 
de este privilegio para obtener un divorcio más rápido ni arbitra otros métodos racionales para impedir 
éstas. Por ejemplo, agilizar los procesos de divorcio en los Juzgados de Familia. 


= Un 40% de las órdenes de alejamiento son innecesarias. Se conceden muchas veces no para proteger a 
la mujer sino para amparar a policías y jueces ante la eventualidad de la muerte de ésta. 
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= Condenar con la misma pena a un maltratador habitual y a uno ocasional (es decir, hechos diferentes) 
es injusto y crea más problemas sociales que los que resuelve. Hasta la propia jueza de Barcelona ha 
escuchado de los labios de muchos letrados que la próxima vez «esta se va a enterar, de verdad». 


Las casas de acogida y puntos de encuentro 


= Las casas de acogida para mujeres maltratadas, regentadas por mujeres que han sido violadas u objeto 
de maltratos muchos más graves, no ayudan a reducir el problema. Lo acrecientan. 


= Las casas de acogida hasta ahora no han hecho otra cosa que incrementar la «espiral de la violencia». 


= Las casas de acogida subvencionadas por el Estado no pueden funcionar como un Estado dentro de otro 
Estado. Deben acatar los autos de los jueces y permitir la comunicación de los padres con los hijos. 


= Incluso en el caso de padres condenados por maltrato no puede privárseles del contacto son sus hijos. 
Es añadir una pena adicional, no prevista en el Código Penal, a la cumplida por maltratador. 


=_ Los puntos de encuentro interfamiliares, bajo el control del feminismo victimizador, actúan casi siempre 
en contra del hombre. Incitan en muchos casos la violencia. 


Las órdenes de alejamiento 


= La mujer debe decidir si se siente amenazada y optar por la orden de alejamiento de su marido. El 
Estado no puede suplir en ningún momento las decisiones de la mujer. Ello supone minusvalorar su 
capacidad de decisión y tratarla como a un ser inferior. 


= La orden de alejamiento es más un problema que una solución, salvo en casos muy especiales. En lugar 
de favorecer la reconciliación de las parejas y la unidad familiar desincentiva la convivencia y promueve 
el divorcio. 


El registro de maltratadores 


= El registro de maltratadores es inconstitucional. Por la misma regla de tres se podían hacer registros 
de maltratadores de toros en fiestas, de toreros o de ecuatorianos, que golpean más a sus mujeres. 


= En todo caso, no debe incluirse en el registro de maltratadores a aquellas personas que han agredido a 
sus mujeres en pelea mutuamente consentida o en faltas ocurridas por primera vez. 


= Los hombres absueltos (59% de los casos) deben ser borrados inmediatamente de estos registros. En 
caso de denuncias falsas debe incluirse automáticamente a la mujer. 


Suicidios y asesinato de menores 


= En todos los países del mundo la mujer asesina varias veces más a sus hijos que los hombres. 
= Según los grupos feministas, el 99% de las mujeres maltratadas ha intentado suicidarse. 


= La tasa de suicidio real de los hombres separados, según el INE, son tres veces superiores a los de las 
mujeres en la misma situación. Es un fenómeno universal. 
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Algunas soluciones 


La mediación familiar y el tratamiento psicológico 


= Antes de judicializar los conflictos es preciso dar una oportunidad de reconciliarse a las familias y 
parejas de hecho. Es lo que se hace en todo el mundo, salvo en España. 


= Se necesita una Ley de Mediación Familiar que evite que todos los conflictos de pareja acaben en el 
Código Penal. 


= El Estado debería dar la posibilidad a las parejas con conflictos leves interfamiliares de acogerse a planes 
de tratamiento psicológico y psiquiátrico gratuitos. 


= La Seguridad Social debería tener entre sus planes preventivos de salud, unidades de tratamiento 
psicológico para parejas en procesos previos de separación. 


= El Código Penal debería ser el último mecanismo a emplear, una vez han fallado las medidas educativas, 
sociales, culturales y los procesos de superación de las crisis familiares. 


La custodia compartida 


= Tras los procesos de separación y divorcio el Estado debe arbitrar mecanismos jurídicos para disolver 
la sociedad de gananciales en un plazo de una a tres años máximo. 


= Dejar la vivienda y los enseres domésticos a la mujer (con el pretexto de velar por el bien general de 
los menores) es incentivar el parasitarismo y el conformismo de la mujer. Esta medida no conduce a la 
igualdad sino a todo lo contrario. 


= El Estado debe regular la custodia compartida de los menores de edad. Se evitarían así una buena parte 
de los conflictos tras la ruptura de pareja. 


= La custodia compartida es un derecho inalienable de los dos progenitores. El Estado no puede imponer 
barreras restrictivas a quienes pretendan ejercerlo y el Ministerio Fiscal debe abstenerse de intervenir. 


= Los hombres y mujeres aportan valores diferentes que se complementan y contribuyen a la conformación 
integral de la personalidad del menor. 


= En 2006 el 52% de mujeres trabajaban fuera del hogar. Por lo tanto, al menos un 52% de los hombre 
deben tener el derecho a disfrutar de sus hijos en períodos iguales durante el año tras la ruptura de la 
pareja. 


= La custodia compartida debe conllevar la supresión inmediata de pensiones para alimentos por el padre 
de sus hijos y establecer sólo una «bolsa común» para la educación. 


La violencia de género y los hombres 


= El Estado debe abordar una política global de reinserción social, económica y material de los hombres 
privados de sus bienes en procesos de divorcio hasta que no se subsanen estas deficiencias legales. 


= Deben establecerse casa de acogida y centros de apoyo psicológico para ellos -al igual que existen para 
mujeres- dotándolas de muchos más medios, en el caso de que se traten de maltratadores y precisen 
más atención. 


= Se debe primar e incentivar los planes de empleo para hombres separados, para garantizarles un sistema 
de vida digno y acorde con sus habilidades. 
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Es necesaria la elaboración de planes de formación profesional específicos para hombres divorciados 
(50.000 al año). 


Es preciso educar a los padres-masculinos en la formación y educación de sus hijos para que puedan 
ejercer la custodia compartida en iguales condiciones que las mujeres. 


No deberían restringirse sus derechos a formar un nuevo hogar ni a mantener visitas vis a vis en las 
cárceles. El Código Penal sólo establece como condena la privación de libertad y otros derechos no 
deben ser restringidos. 


Los condenados por maltratadores deben gozar de los mismos derechos a redimir condena que el resto 
de los presos. A los asesinos de ETA, violadores y asesinos tampoco se les pide que se arrepientan de 
sus execrables crímenes. A las mujeres que matan a sus maridos ni siquiera se las ingresa en prisión. 


